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Cuando el Programa de Naciones Unidas
para el Desarrollo (PNUD) en República Domi-
nicana decidió en el año 2003 crear la Oficina de
Desarrollo Humano (ODH) estaba convencido
de que abría un espacio intelectual que contri-
buiría a la mejor comprensión de la dinámica
económica, social e institucional del país, para
aportar así a la formulación de políticas públicas
desde una visión del desarrollo humano.

Han pasado cuatro años y medio desde el
inicio de la ODH y durante este período se han
venido acumulando resultados: 

• La coordinación, en 2004, de la primera eva-
luación nacional de los Objetivos de Desa-
rrollo del Mileno y, en 2006, del primer estu-
dio provincial en El Seibo. 

• Informes nacionales de desarrollo humano
2005 y 2008. 

• Cinco diplomados en desarrollo humano
con más de 200 graduados.

• Un diplomado en VIH/SIDA y desarrollo
humano. 

• La elaboración de las “Guías de aprendizaje
sobre desarrollo humano: El país que somos
el país que podemos ser”, las cuales intentan
acercar los resultados del Informe Nacional
de 2005, así como los valores principales del
desarrollo humano, a los jóvenes.

• Dos cursos didácticos para multiplicadores
de las Guías, con más de 50 instituciones que
trabajan con jóvenes a nivel nacional en el
ámbito docente y comunitario. 

• Numerosas asesorías y talleres a diferentes
instancias del sector público y privado.

El Informe Nacional sobre Desarrollo Hu-
mano 2005, “Hacia una inserción mundial inclu-
yente y renovada”,  fue un paso de avance en el
análisis de la situación del país. En aquel infor-
me se constataba la falta de compromisos del
liderazgo nacional político y empresarial, y la
ausencia de un pacto social y de empodera-
miento de los sectores mayoritarios para alcan-
zar el desarrollo humano. Tres años después es-
tamos publicando un nuevo Informe Nacional
sobre Desarrollo Humano, el cual intenta ex-
plorar las causas de la falta de empoderamiento
de los sectores mayoritarios, así como las opor-
tunidades con que contamos para romper, des-

de lo local, la lógica que provoca y mantiene
esta situación.

La Oficina de Desarrollo Humano del PNUD
pone a la disposición de la sociedad dominicana
un nuevo instrumento de análisis que hace evi-
dentes las brechas sociales en el territorio, ba-
sándose en una gran cantidad de información
estadística sistematizada a nivel provincial que
esperamos fortalezca las capacidades del país en
el manejo de información y en su uso para el
análisis crítico y constructivo. También espera-
mos que estos datos saquen a la luz los vacíos de
información que existen en el país y ayuden a
completarlos y mejorarlos.

Este informe se ha realizado en un período
de dos años y viene acompañado de cuatro pu-
blicaciones que recogen los debates que promo-
vió la ODH con la participación de más de 450
personas alrededor de diferentes temas, tales
como: las áreas protegidas, el proceso de des-
centralización, la nueva ruralidad y la reforma
del sector salud en el país. 

Para la elaboración del informe se contó con
un equipo de más de 20 profesionales, en su ma-
yoría dominicanos; se realizaron más de 32 pre-
sentaciones de consulta con diferentes sectores:
empresarios, diputados senadores, síndicos, se-
cretarías e instancias públicas, sociedad civil, aca-
demia y organizaciones comunitarias de base, lle-
gando a alcanzar a más de 1,150 personas en las
consultas previas. Se recibió apoyo en recopila-
ción de información estadística, consultas y ob-
servaciones de 27 instituciones del Estado domi-
nicano y se recibieron comentarios, observacio-
nes por escrito, informaciones estadísticas, ma-
pas y otro tipo de colaboraciones de 151 perso-
nas, las cuales están debidamente mencionadas
en los agradecimientos de este documento.

A través de este trabajo esperamos haber
colaborado a un cambio de paradigma que pon-
ga en el centro a las personas, las cuales son
medio y fin del desarrollo humano. Creemos que
sólo a través de una visión amplia e incluyente,
en la que todos tengamos poder para influir en
las decisiones colectivas, conseguiremos consen-
suar un proyecto común que, poniendo la mira-
da en el futuro, transforme el presente en una
sociedad en que el desarrollo humano no sea
una cuestión de poder, sino de derechos. 

Presentación
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Prólogo

El desarrollo humano es la ampliación
de las libertades reales que tienen las perso-
nas para elegir lo que valoran en la vida. 

La ampliación de las libertades reales
depende del acceso a las oportunidades,
tanto en el inicio de la vida como a lo largo
de ella, ya que, por ejemplo, no tener acce-
so a una nutrición o a una educación ade-
cuada a temprana edad puede afectar las
posibilidades de lograr las destrezas necesa-
rias para tener una vida satisfactoria.

En una sociedad como la dominicana,
de gran inequidad social, económica e insti-
tucional, el acceso a las oportunidades está
determinado por el poder individual o del
grupo al que se pertenece. Esto se debe a
que la sociedad no es capaz de garantizar a
la ciudadanía un mínimo de capacidades y
oportunidades; de forma que se garantice
que el resultado en la vida esté determinado
por el esfuerzo y no por la clase social, el
lugar, o el sexo con que se nace. 

Lo dramático de esta situación en el país
es que, a largo plazo, la inequidad en las
oportunidades no ha sido consecuencia de la
falta de recursos económicos, sino resultado
de malas decisiones de quienes han tenido el
poder para decidir como gastarlos. 

Por todo esto, el desarrollo humano es
una cuestión de poder. 

Las libertades reales están asociadas a
las capacidades que tienen las personas
para poder elegir. Esas capacidades se por-
tan individualmente, ya que es la persona
quien está nutrida, quien tiene salud, quien
ejerce sus derechos; sin embargo, muchas
capacidades se construyen socialmente,
por cuanto dependen del sistema educati-
vo, del sistema de salud, de que exista un
pleno estado de derecho, etc. Más aún, las
personas viven en sociedad y, por lo tanto,
las relaciones interpersonales son parte de
su bienestar. Así, para explicar el nivel de
desarrollo no basta con valorar las capacida-
des y logros individuales, sino que son

necesarias las capacidades y los logros
sociales. 

En una sociedad con un estado de dere-
cho deficiente, sostener las condiciones que
amparan las capacidades individuales de-
pende de las capacidades sociales, porque el
simple cambio de un funcionario público
puede borrar los logros conseguidos en ma-
teria de acceso a oportunidades. Solamente
una población empoderada, que ejerza sus
capacidades individuales y sociales, puede
ser la garantía del estado de derecho.

Por otra parte, si quienes se desarrollan
son las personas, estamos hablando de suje-
tos específicos que viven en situaciones y
circunstancias concretas, en un espacio y en
un tiempo determinado, y ello nos remite a
la dimensión local y territorial del desarrollo. 

En esta perspectiva, el bienestar de las
personas es el fin del desarrollo, lo cual nos
remite a un compromiso ético, en donde el
campo de evaluación del éxito de las políti-
cas, las instituciones y la economía  es deter-
minar cuanto mejor viven las personas, no
en abstracto sino en lo concreto; lo cual
incluye las relaciones interpersonales y la
forma de inserción de éstas en la sociedad. 

Este Informe sobre Desarrollo Humano
República Dominicana 2008: “Desarrollo
humano, una cuestión de poder” pretende
conjugar estos tres aspectos del desarrollo:
el poder, la dimensión social de las capacida-
des y el empoderamiento, así como el com-
ponente local del desarrollo. 

Para esto se investiga el nivel y distribu-
ción de las capacidades y oportunidades en
el territorio dominicano, la magnitud y
forma en que éstas se convierten en empo-
deramiento en las diferentes provincias del
país; así como la viabilidad de convertir el
empoderamiento en poder y las condiciones
para que el poder produzca capacidades y
desarrollo humano en la sociedad dominica-
na actual.

El Informe Nacional sobre Desarrollo
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Humano 2008  analiza las relaciones entre el

proceso de creación de capacidades, el

empoderamiento, el poder y el desarrollo

humano a nivel provincial en República

Dominicana. 

Para este propósito, se construyó un

Índice de Empoderamiento Humano con 52

indicadores, que cubren aspectos vincula-

dos al empoderamiento social, político, edu-

cativo, en salud, en economía y en tecnolo-

gías de la información y la comunicación.

Estos índices se construyeron a nivel regio-

nal, provincial y, en algunos casos, hasta

municipal. Éste es, quizás, el mayor esfuerzo

de compilar, sistematizar y analizar informa-

ción a nivel  provincial que se haya hecho

hasta ahora en República Dominicana, el

cual, con toda seguridad, es imperfecto e

incompleto; pero es un primer paso, que

deberá ser superado en el corto tiempo.

También constituye un apoyo esencial para

que las autoridades nacionales empiecen a

intervenir en el territorio de forma informa-

da y educada para lograr desarrollo huma-

no. Al mismo tiempo, es un medio  para que

los actores locales se empoderen en pos de

la equidad y el bienestar. 

Finalmente, hay que indicar que los

medios y técnicas para conseguir el desa-

rrollo existen y son conocidas. La posibili-

dad de lograr desarrollo humano en el país

depende de que se alteren las relaciones de

poder que aseguren el pleno estado de

derecho. Este logro está supeditado a la

capacidad de movilización y empodera-

miento de la sociedad y el Informe Nacional

de Desarrollo Humano 2008 pretende ser

un instrumento para ese fin. 

Miguel Ceara-Hatton 

Coordinador de la Oficina de Desarrollo

Humano del PNUD



El Informe Nacional sobre Desarrollo
Humano 2008, centrado en el tema “Desa-
rrollo humano, una cuestión de poder”,
constituye un aporte al debate sobre las vin-
culaciones entre capacidades individuales y
colectivas, empoderamiento, relaciones de
poder y desarrollo humano, y cómo estas
vinculaciones se manifiestan de forma espe-
cífica en el ámbito territorial.

Se parte de la definición de empodera-
miento, formulada por Amartya Sen, en
tanto proceso de adquirir control sobre las
fuerzas externas que inciden en la vida de las
personas, así como el aumento de la con-
fianza propia y las capacidades individuales.
Se considera que el empoderamiento es uno
de los elementos de la estrategia de desarro-
llo humano, y constituye el ejercicio efectivo
y real de la titularidad de los derechos, las
capacidades y las libertades. El documento
plantea la tesis de que “la posibilidad de
lograr desarrollo humano en el país depen-
de de que se alteren las relaciones de poder
que aseguren el pleno estado de derecho…
Este logro está supeditado a la capacidad
de movilización y empoderamiento de la
sociedad”.

El documento realiza un  exhaustivo
acopio de informaciones sobre las capacida-
des económicas, sociales, políticas y ambien-
tales que caracterizan las regiones, provin-
cias y municipios del país, utilizando diver-
sas fuentes de información. El propósito es
construir un Índice de Empoderamiento
Humano que permita identificar las diferen-
cias entre provincias en los ámbitos de em-
poderamiento individual y colectivo. Para tal
fin se utilizan 52 indicadores que son reagru-
pados en varias dimensiones de análisis.

En ocasión de la presentación a la socie-
dad dominicana del Informe Nacional sobre
Desarrollo Humano 2008, la Secretaría de
Estado de Economía, Planificación y Desa-

rrollo (SEEPyD) quiere expresar algunas
consideraciones en torno al mismo:  

• En primer lugar, se reconoce el gran
esfuerzo que ha demandado la construc-
ción de la base de datos requerida para la
elaboración de este Informe Nacional so-
bre Desarrollo Humano 2008. Es un va-
lioso ejercicio que hace evidente de qué
se dispone y cuáles son los vacíos y debi-
lidades de los sistemas de información
públicos existentes en la República Do-
minicana en materia de recolección, re-
gistro y procesamiento de estadísticas
geográficas, a distintos niveles de deci-
sión política y administrativa.

• En segundo lugar, cuando se analizan los
52 indicadores que miden diversas
dimensiones de desarrollo, no queda la
menor duda de las marcadas diferencias
y brechas existentes a nivel territorial.
Ahora bien, surgen dudas, desde el
punto de vista metodológico, en torno a
la construcción del Índice de Empode-
ramiento Humano, ya que el mismo
agrupa informaciones recolectadas en
momentos de tiempo y unidades geo-
gráficas disímiles, como es el caso de
informaciones provinciales sobre indica-
dores sociales correspondientes sobre
todo al año 2002 y en menor medida al
2005-2006; informaciones a nivel de
hogar sobre parámetros de las variables
determinantes del ingreso correspon-
dientes al año 2004; e informaciones a
nivel regional sobre percepciones y
comportamiento político correspon-
dientes al año 2006.  

Si bien se procede de esta forma debido
a la no disponibilidad de información
desagregada a nivel de provincia y reco-
lectada en un lapso de tiempo relativa-
mente corto, la validez de las inferencias
realizadas en el Informe descansa en los
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Secretaría de Estado de Economía, Planificación y Desarrollo
Algunas consideraciones sobre el INDH 2008



supuestos implícitos de que los valores y
relaciones son constantes a través del
tiempo, y de que el comportamiento
promedio de la región es relativamente
uniforme entre las provincias que la
integran.

El primer supuesto de constancia en el
tiempo es cuestionable dado el impacto
de la crisis 2003-2004 sobre los indicado-
res sociales, en particular los relativos al
mercado laboral y pobreza, y la persisten-
cia de valores inferiores a los existentes
previo a la crisis aún después de la recu-
peración iniciada en el 2005. Por su par-
te, la gran dispersión de los valores de las
variables que miden el Índice de Empo-
deramiento Individual entre las provin-
cias que integran una región, conlleva a
pensar que tal vez sea muy osado el su-
puesto de uniformidad en las variables
que miden la percepción política en las
provincias de una región. Obviamente,
de relajarse estos supuestos las compara-
ciones de las provincias según el nivel del
Índice de Empoderamiento Humano pu-
dieran ser distintas.

• En tercer lugar, cuando el Informe trata
de explicar cómo las capacidades se con-
vierten en empoderamiento y la viabili-
dad de que éste se convierta en poder
que se traduzca, a su vez, en mayores ca-
pacidades y desarrollo humano en las
distintas provincias del país, se siente la
ausencia de la perspectiva histórica en el
análisis. La historia importa y, aunque no
determina los acontecimientos presen-
tes, sí los condiciona. No es casual, por
ejemplo, que la explicación de las diver-
gencias en los niveles de empoderamien-
to colectivo entre las regiones Norte y
Este del país se remonte a las distintas
bases materiales de producción y de pro-
piedad existentes en el siglo XIX. 

• En cuarto lugar, el Informe plantea que
“si hasta ahora las estructuras y relacio-
nes de poder no han generado desarro-
llo humano en la misma magnitud en
que han estado disponibles los recursos
para ello, no han reducido las inequi-

dades ni han institucionalizado el país,
no hay razones para suponer que lo
harán en el futuro por generación
espontánea. Si la sociedad no se organi-
za, se empodera y reestructura las rela-
ciones de poder, no habrá desarrollo
humano. El desarrollo humano es una
cuestión de poder”. Esta es una idea pro-
vocadora y nos lleva a pensar cuál es el
margen de maniobra de la sociedad do-
minicana, como ente heterogéneo, para
reestructurar las relaciones de poder a
favor de un mayor desarrollo humano. 

Múltiples estudios han enfatizado en las
carencias institucionales existentes en la
sociedad dominicana, sugiriendo la nece-
sidad de cambios en la institucionalidad
del país a fin de poder avanzar en materia
de desarrollo humano. La experiencia
muestra que los cambios institucionales,
para ser efectivos, deben de ir acompaña-
dos tanto de cambios en las leyes y reglas
que constituyen la institucionalidad for-
mal, como de modificaciones en la institu-
cionalidad no formal que define las reglas
de juego implícitas que modelan la actua-
ción de las personas en una sociedad.

Esta institucionalidad no formal no surge
del vacío, es el resultado de procesos his-
tóricos y de las condiciones materiales,
pasadas y presentes, bajo las cuales las
personas interactúan. Cambiar la institu-
cionalidad formal e informal es un proce-
so complejo. Aunque el Informe Nacio-
nal sobre Desarrollo Humano se asoma a
reconocer la complejidad de algunos de
los procesos de reformas institucionales
en curso en la República Dominicana, no
la pondera en toda su dimensión y en sus
implicaciones para el proceso de desa-
rrollo humano. 

En una sociedad democrática, la adop-
ción de nuevos marcos legales, para ser
legítimos y perdurables, requiere la crea-
ción de un conjunto mínimo de consen-
sos, sobre la base de que  se reconozca
que su acatamiento es a la larga beneficio-
so para todos. Implica que los grupos
beneficiados por el statu quo creado al
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amparo del marco legal existente se sien-
tan compensados por las pérdidas, mo-
netarias o no, que el nuevo marco legal
les acarrea. En el caso de la República Do-
minicana, fue en los 90s cuando se inicia-
ron los procesos de reflexión y debate
sobre los marcos legales que habían regla-
mentado áreas clave de nuestro ordena-
miento económico, social y político desde
la época de la dictadura de Trujillo o, aún
más lejos, desde la primera intervención
de los Estados Unidos. Dichos debates
surgieron, en la mayor parte, como resul-
tado de crisis y agotamiento de los esque-
mas de funcionamiento vigentes.

Alcanzar unos consensos mínimos para
modificar un orden legal preexistente le
ha costado a la sociedad dominicana  de
ocho a diez años de debates y negocia-
ciones entre los distintos actores sociales
y sus representaciones en el Congreso
Nacional. Como ejemplo, basta recordar
la Ley Monetaria y Financiera, la Ley Ge-
neral de Educación, la Ley General de
Salud, la Ley que crea el Sistema Domi-
nicano de la Seguridad Social, la Ley de
Municipios, Ley de Organizaciones no
Gubernamentales, Ley General de Medio
Ambiente y Recursos Naturales y el
Código Procesal Penal, entre otros. 

La experiencia también nos ha mostrado
que la aprobación de leyes, si bien es una
condición necesaria para generar cam-
bios institucionales, no es suficiente. Aún
cuando haya un mandato legal, cambiar
la forma tradicional de hacer las cosas
requiere creatividad para diseñar e im-
plementar mecanismos de incentivo,
evaluación y penalización que operen
tanto a nivel micro como macro, a fin de
inducir en las personas y en los grupos
sociales actitudes a favor del cambio. No
basta que la mayor parte de los profeso-
res tengan título universitario o que los
estudiantes reciban los textos escolares o
que la gran mayoría de los partos sean
institucionales para garantizar calidad en
la educación o la reducción de la morta-
lidad materna a niveles tolerables.

Hay elementos que operan a nivel de las
relaciones micro, que los procesos de
reforma en curso no han conseguido
resolver y destrabar, y se corre el riesgo
de reproducir los mismos vicios que
hemos padecido bajo los antiguos mar-
cos legales. Superar estos vicios exige a la
sociedad mantener un proceso perma-
nente de experimentación y evaluación,
en búsqueda de soluciones a los proble-
mas. En ese sentido, los estudios de ca-
sos sobre experiencias de descentraliza-
ción a nivel de gobiernos locales presen-
tados en el Informe son ejemplos alec-
cionadores de la conveniencia de la expe-
rimentación y la evaluación.

• En quinto lugar, la SEEPyD entiende que
a lo largo del Informe se refleja una vi-
sión unilateral de la racionalidad de de-
terminadas políticas públicas. En ningún
momento se hace mención a la necesi-
dad de compartir entre todas las institu-
ciones estatales y niveles de gobierno la
carga del ajuste fiscal requerido para
enfrentar el déficit consolidado del sec-
tor público de 6.4% del PIB alcanzado en
el 2004. Y la crítica resulta todavía más
unilateral en un contexto donde las res-
ponsabilidades por los gastos a ser finan-
ciados por las mayores transferencias
asignadas por ley a los municipios han
estado pobremente delimitadas y escasa-
mente transparentadas hasta la reciente
aprobación de la nueva Ley de
Municipios del año 2007. En otros casos,
el Informe hace afirmaciones y juicios de
valor, utilizando un estilo que la SEEPyD
no comparte. 

Finalmente, la SEEPyD valora el análisis
de convergencia regional realizado en el
Informe, el cual muestra los rezagos,
avances y desafíos para lograr que todas
las provincias del país alcancen indicado-
res socialmente aceptables y que sean un
reflejo de que la población dominicana
avanza hacia un desarrollo humano geo-
gráficamente equitativo. Sin duda, el  In-
forme Nacional sobre Desarrollo Huma-
no 2008 constituye un aporte importante

x / SEEPyD



al debate sobre las políticas de desarrollo
centradas en el territorio y de la necesi-
dad de una mayor participación y empo-
deramiento de la población en la cons-
trucción de ciudadanía.  

Juan Temístocles Montás 

Secretario de Estado

Secretaría de Estado de Economía,

Planificación y Desarrollo
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ficos

CEUR Centro de Estudios Urbanos y
Regionales

CIES Centro de Investigaciones y Es-
tudios Sociales 

CMSI Cumbre Mundial de la Sociedad
de la Información

CNSIC Comisión Nacional para la Socie-
dad de la Información y el Co-
nocimiento 

CNSS Consejo Nacional de Seguridad
Social 

CNZFE Comisión Nacional de Zonas
Francas de Exportación

COAAROM  Corporación de Acueducto y
Alcantarillado de La Romana

CODETEL Compañía Dominicana de
Telecomunicaciones

CONACADO Confederación Nacional de Ca-
caocultores Dominicanos 

CONAPOFA Consejo Nacional de Población y
Familia 

CONARE Consejo Nacional de Reforma del
Estado

CONATEF Consejo Nacional Técnico Fo-
resta

CONATRA Confederación Nacional de Orga-
nización del Transporte

CONAU Consejo Nacional de Asuntos
Urbanos

COP Contaminantes Orgánicos Persis-
tentes                      

CORAA Corporación de Acueducto y
Alcantarillado

CORAAMOCA Corporación de Acueducto y Al-
cantarillado de Moca

CORAAPLATA Corporación de Acueducto y Al-
cantarillado de Puerto Plata

CORAASAN Corporación de Acueducto y Al-
cantarillado de Santiago

CTC Centros Tecnológicos Comuni-
tarios 

CURCE Centro Universitario Regional del
Cibao Central 

CURE Centro Universitario Regional del
Este 

CURNA Centro Universitario Regional de
Nagua 

CURNE Centro Universitario Regional del
Nordeste 

CURNO Centro Universitario Regional del
Noroeste 

CURO Centro Universitario Regional del
Oeste 

CV Coeficiente de Variación

D00 Decreto 685-00 

D04 Decreto 710-04 

DBO Demanda Bioquímica de Oxí-
geno 

DE Desviación Estándar

DED Servicio Alemán de Cooperación
Social - Técnica

DEMOS Encuesta de Cultura Política y
Democracia

DEPRIDAM Despacho de la Primera Dama

DH Desarrollo Humano

DI Diferencia Interprovincial

DIRENA Dirección de Información Am-
biental y Recursos Naturales

DM Distrito Municipal

DN Distrito Nacional

DPS Dirección Provincial de Salud 

DR-CAFTA Tratado de Libre Comercio entre
República Dominicana, Centro-
américa y Estados Unidos de
América

EDUCA Acción para la Educación Básica

EEUU Estados Unidos

EIA Evaluación de Impacto Am-
biental
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ENCOVI Encuesta Nacional de Condicio-
nes de Vida

ENDESA Encuesta Demográfica y de Salud

ENFT Encuesta Nacional de Fuerza de
Trabajo

ENHOGAR Encuesta Nacional de Hogares
de Propósitos Múltiples

FAO Organización de Naciones Uni-
das para la Agricultura y la Ali-
mentación 

FEDOMU Federación Dominicana de Mu-
nicipios 

FENATRANO Federación Nacional de Trans-
porte La Nueva Opción

FESONAP Fundación Ecológica y Social Na-
tura Park, Inc

FMAM Fondo para el Medio Ambiente
Mundial 

FMI Fondo Monetario Internacional

FONAMAT Fondo Nacional de Accidentes
de  Tránsito 

GC Gobierno Central

GLP Gas Licuado de Petróleo

GTZ Agencia de Cooperación Ale-
mana

Ha Hectárea

HBR Hoteles, Bares y Restaurantes

Hm3 (hectómetro cúbico) = 1 millón
de metros cúbicos

IAD Instituto Agrario Dominicano 

IAIA Asociación Internacional para la
Evaluación de Impactos

ICalEd Índice de Calidad de Educación

ICobEd Índice de Cobertura de Educación

IDEAC Instituto de Desarrollo de la Eco-
nomía Asociativa

IDG Índice de Desarrollo Relativo al
Género

IDH Índice de Desarrollo Humano

IDSS Instituto Dominicano de Seguros
Sociales 

IEC Índice de Empoderamiento Co-
lectivo

IEE Índice de Empoderamiento Eco-
nómico

IEEc Índice de Capacidad Económica

IEEd Índice de Empoderamiento en
Educación

IEEg Índice de Generación de Recursos

IEH Índice de Empoderamiento Hu-
mano

IEI Índice de Empoderamiento Indi-
vidual

IEP Índice de Empoderamiento Co-
lectivo

IES Índice de Empoderamiento Social

IESa Índice de Empoderamiento en
Salud

IEScs Índice de Condiciones Sociales
de Salud

IESps Índice de Provisión de Servicios
de Salud

IETIC Índice de Empoderamiento en
Tecnologías de la Información y
Comunicación

IICA Instituto Interamericano de
Cooperación para la Agricultura

ILAE Incentivo a la Asistencia Escolar 

IM Industria Manufacturera

IMDH Informe Mundial de Desarrollo
Humano

INAPA Instituto Nacional de Agua Pota-
ble y Alcantarillado 

INDH Informe Nacional de Desarrollo
Humano

INDOTEL Instituto Dominicano de las Tele-
comunicaciones 

INDRHI Instituto Nacional de Recursos
Hidráulicos

INPRA Instituto Nacional de Protección
Ambiental

INTEC Instituto Tecnológico de Santo
Domingo

IO-TIC Índice de Oportunidad de TIC  

IPC Índice de Precios al Consumidor

IPCC Panel Intergubernamental sobre
el Cambio Climático

IPG Índice de Potenciación de Género

IPH Índice de Pobreza Humana

IPHp Índice de Pobreza Humana Pro-
vincial

IRG Grupo Internacional de Recursos

ISA Instituto Superior de Agricultura 

ISC Impuesto selectivo al consumo 

ISPU Índice de los Servicios Público
Urbano

ITBIS Impuesto sobre la Transferencia
de Bienes Industrializados y
Servicios



ITLA Instituto Tecnológico de Las
Américas 

JCE Junta Central Electoral

JICA Agencia Japonesa de Coope-
ración Internacional 

LAN Red de Área Local

LAPOP Proyecto de Opinión Pública La-
tinoamericana

LLECE Laboratorio Latinoamericano de
la Evaluación de la Calidad de la
Educación 

LMD Liga Municipal Dominicana

MICS Encuesta de Conglomerados de
Indicadores Múltiples

MIUCA Movimiento Independiente Uni-
dad y Cambio 

MM Milímetro

MSNM Metros sobre el Nivel del Mar

N/A No aplica

NBI Necesidades Básicas Insatisfechas

ND No Disponible

NGE Nueva Geografía Económica

NOAA National Oceanic and Atmosphe-
ric Administration

NORDOM Norma Dominicana

OCDE Organización para la
Cooperación y el Desarrollo
Económico

ODH Oficina de Desarrollo Humano

OEA Organización de Estados Ameri-
canos

OMM Oficinas Municipales de la Mujer 

OMS Organización Mundial de la
Salud

OMSA Oficina Metropolitana de Ser-
vicio de Autobuses

ONAPLAN Oficina Nacional de Planificación

ONE Oficina Nacional de Estadística

ONG Organismos No Gubernamentales

OPM Oficinas Provinciales de la Mujer 

OPP Oficinas de Planificación Pro-
vincial

OPS Organización Panamericana de la
Salud

OSC Organizaciones de la Sociedad
Civil

OTP Oficina Técnica Provincial

OTTT Oficina Técnica de Transporte Te-
rrestre

PAE Programa de Alimentación Escolar

PAIRE Proyecto de Apoyo Inmediato a
la Reforma del Estado 

PARME Programa de Apoyo a la Reforma
y Modernización del Estado

PBS Plan Básico de Salud 

PCSD Parque Cibernético de Santo Do-
mingo 

PDH Paradigma de Desarrollo Humano

PDPPP Plan de Desarrollo de la Pro-
vincia de Puerto Plata 

PEA Población Económicamente Activa

PEID Pequeño Estado Insular en Desa-
rrollo 

PES Plan Estratégico de Santiago 

PIB Producto Interno Bruto

PLD Partido de la Liberación Domi-
nicana

PM Material particulado

PMA Programa Mundial de Alimentos 

PMP Presupuesto Municipal  Participa-
tivo 

PNUD Programa de las Naciones Unidas
para el Desarrollo

PPA Paridad de Poder Adquisitivo

PPC Partido Popular Cristiano 

PPS Programa de Pequeños Subsidios

PRD Partido Revolucionario Domini-
cano

PRI Partido Revolucionario Indepen-
diente 

PRODETEL Sociedad de Profesionales de las
Telecomunicaciones de la Repú-
blica Dominicana

PROGRESSIO Fundación para el Desarrollo
Humano 

PROMASIR Programa de Administración y
Mejoramiento de los Sistemas de
Riego por los Usuarios 

PROMATREC Proyecto de Manejo de Tierras
Regadas y Cuencas 

PROMESE Programa de Medicamentos
Esenciales

PROSISA Programa de Reforzamiento del
Sistema de Salud de la República
Dominicana

PROISS Programa de INTEC sobre Segu-
ridad Social 

PRSC Partido Reformista Social Cris-
tiano
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PRSD Partido Revolucionario Social
Demócrata

RCLG Reserva Científica Loma Guaco-
nejo 

RD República Dominicana

RD-ALCAC Acuerdo de Libre Comercio
entre República Dominicana,
Centroamérica y Estados Unidos
de América

RE Regionales de Educación 

RS Regionales de Salud 

SDSS Sistema Dominicano de Segu-
ridad Social 

SEA Secretaría de Estado de Agricultura

SEE Secretaría de Estado de Educa-
ción

SEEPYD Secretaría de Estado de Econo-
mía, Planificación y Desarrollo 

SEESCYT Secretaría de Estado de Educa-
ción Superior, Ciencia y Tec-
nología

SEJ Secretaría de Estado de la Juventud

SEM Secretaría de Estado de la Mujer 

SEMARN Secretaría de Estado de Medio
Ambiente y Recursos Naturales

SENASA Seguro Nacional de Salud

SEOPC Secretaría de Obras Públicas y
Comunicaciones 

SERCITEC Servicios Científicos y Técnicos

SESPAS Secretaría de Estado de Salud Pú-
blica y Asistencia Social 

SFS Seguro Familiar de Salud

SIGEF Sistema Integrado de Gestión Fi-
nanciera 

SIGpaS3 Sistema de Información Geográ-
fico para Salud

SIPEN Superintendencia de Pensiones

SISALRIL Superintendencia de Salud y
Riesgos Laborales 

SIUBEN Sistema Único de Beneficiarios

SODIN Sociedad para el Desarrollo Inte-
gral del Nordeste 

SOECI Sociedad Ecológica del Cibao 

SRS Servicios regionales de Salud 

STP Secretariado Técnico de la Pre-
sidencia

SUREF Subsecretaría de Recursos Fo-
restales

TAE Tarjeta de Asistenta Escolar

TIC Tecnologías de la Información y
las Comunicaciones

UAAES Unidad Asesora de Análisis Eco-
nómico y Social

UASD Universidad Autónoma de Santo
Domingo

UDC Partido Unión Democrática Cris-
tiana

UGAM Unidad de Gestión Ambiental
Municipal 

UIT Unión Internacional de Teleco-
municaciones

UNESCO Organización de las Naciones
Unidas para la Educación, la
Ciencia y la Cultura

UNICEF Fondo de las Naciones Unidas
para la Infancia

USAID Agencia de los Estados Unidos
para el Desarrollo Internacional

USD Dólar estadounidense

USEPA Agencia de Protección del Medio
Ambiente de los Estados Unidos

UTEA Unidad de Apoyo Técnico de la
Comisión Nacional para la Socie-
dad de la Información y el Cono-
cimiento

VIH Virus de Inmunodeficiencia Hu-
mana

ZF Zona Franca

ZI Zonas del INAPA

ZZFF Zonas Francas





No hay razones para suponer
que las instituciones políticas 
y las relaciones de poder 
vayan a cambiar de manera espontánea.
Si la sociedad no se organiza, 
se empodera, se moviliza 
y reestructura las relaciones de poder
no habrá desarrollo humano, 
porque el desarrollo humano 
es una cuestión de poder.



INDH / 3

Amartya Sen define el desarrollo como
la expansión de las libertades reales de las
que dispone una persona para hacer y ser lo
que valora en la vida. El desarrollo es por
tanto un proceso de liberación desde una
situación de privaciones. Una persona sin
educación, sin salud, desnutrida y sin em-
pleo no puede elegir ni tiene opciones en la
vida.

De esta definición se desprenden tres
implicaciones de las que partimos en este
informe: 

• La primera es que el desarrollo es una
cuestión de poder, porque las libertades
reales dependen del acceso a las oportu-
nidades y en sociedades con un deficien-
te estado de derecho y con una gran
inequidad social, como República Do-
minicana, el acceso a las oportunidades
depende más del poder personal y de
grupos y no tanto de los derechos. Aún
más; para crear una sociedad con estado
de derecho hay que asegurar institucio-
nalmente que toda persona pueda ejer-
cer su poder, solo así se asegura el ejerci-
cio efectivo de los derechos de toda la
población.

• La segunda es que el desarrollo tiene una
dimensión individual y otra dimensión
colectiva. Las capacidades, es decir, las
habilidades y condiciones personales pa-
ra poder hacer o ser lo que se desea en la
vida se portan individualmente, pero se
construyen socialmente. En efecto, las
posibilidades de tener educación de cali-
dad o de tener acceso a un sistema de
justicia efectivo dependen de circunstan-

cias institucionales que van más allá de
las posibilidades del individuo. Pero ade-
más, las personas viven en sociedad, por
lo tanto, la calidad y la forma de las rela-
ciones interpersonales forman parte de
la ecuación de bienestar de las personas.

• Una tercera implicación se asocia al
hecho de que quienes se desarrollan son
las personas, no las cosas ni la macroeco-
nomía ni la modernidad. Las personas
viven en una realidad y en un espacio
concreto y establecen un conjunto de
relaciones y vínculos de cooperación, de
poder y de afectos; por lo tanto, el desa-
rrollo también está enlazado con el lugar
en dónde vive la gente. 
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el escaso empoderamiento de los sectores
mayoritarios de la sociedad dominicana para
forzar un pacto social que garantice el desa-
rrollo humano. 

Este hecho no es un resultado casual,
arbitrario o accidental. Es el resultado de un
estilo de crecimiento económico y del orde-
namiento institucional que crea riqueza
reproduciendo miseria1.

En resumen, este informe parte de
cinco premisas fundamentales: 

1. El desarrollo es la ampliación de las ca-
pacidades/libertades reales de las perso-
nas para elegir lo que valoran. 

2. El desarrollo es una cuestión de poder.
El poder se construye, se conquista o se
redistribuye.

3. Hay una relación entre capacidades y
empoderamiento, y ambas se refuerzan
mutuamente.

4. Las capacidades y el empoderamiento
tienen una dimensión individual y otra
colectiva. Ambas deben darse de forma
simultánea para garantizar el desarrollo
humano. 

5. El desarrollo humano es un hecho con-
creto de las personas en sus circunstan-
cias y, por lo tanto, tiene una dimensión
local; es un hecho sobre cómo y dónde
vive la gente. 

El desarrollo humano
y el poder en el territorio
El orden social se reproduce a través de

las instituciones y la cultura política, las cua-
les determinan una cierta forma de distribuir
las capacidades y oportunidades entre las
personas y el territorio. Esa forma de distri-
bución establece una relación de poder que
a través de las instituciones perpetúa el
orden social y económico. El orden social
que se reproduce puede ser inequitativo y
excluyente o equitativo e incluyente. En el
primero, el poder personal es el que deter-

mina el acceso a las oportunidades, mientras
que en el segundo el orden institucional es
quien lo garantiza.   

Cuando hay diferencias entre la educa-
ción pública y la privada, cuando el acceso a
la salud es diferenciado, cuando el acceso a
la justicia y a las instituciones depende del
poder personal, se reproduce el orden de
inequidad. Por lo tanto, existe una relación
entre capacidades, empoderamiento, poder,
Estado y desarrollo humano. 

Las capacidades se refieren a las liberta-
des de las personas para tener opciones en
la vida y su nivel depende del grado de reali-
zaciones y logros individuales conseguidos,
así como del marco institucional que permi-
ta el acceso a las oportunidades en calidad y
cantidad suficiente. Las capacidades son
individuales y colectivas. Las individuales
habilitan a las personas para hacer cosas y
tener logros en la vida y se refieren a tener
ingresos, salud, educación o acceso a las tec-
nologías. Las colectivas nos refieren a la
capacidad de las personas para incidir en las
decisiones que les afectan y al marco institu-
cional necesario para garantizar el acceso a
las oportunidades, así como a ciertas realiza-
ciones que tan solo son posibles en la colec-
tividad. Ambas generan empoderamiento
para hacer cosas y para acceder a las oportu-
nidades, pero, además, conceden la posibili-
dad de tener poder colectivamente. El
empoderamiento es la capacidad de las per-
sonas de actuar individual y colectivamente.

El poder es una relación entre las perso-
nas y grupos que presenta dos dimensiones,
una infinita y otra finita:

• El poder tiene una dimensión infinita
cuando ante una decisión todas las per-
sonas ganan de una forma, aumentando
asi el poder colectivo. Suele producirse
cuando las decisiones se basan en la
negociación y el consenso en la sociedad.

• El poder tiene una dimensión finita cuan-

Un estilo de crecimiento 
económico y del 

ordenamiento 
institucional que crea

riqueza reproduciendo
miseria
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do ante una situación unas personas
ganan y otras pierden. Las formas de acce-
so a este tipo de poder es por conquista o
redistribución. 

Esos vínculos de poder entre grupos y
personas se reflejan en el Estado, entendido
como una relación social. Para que el Estado
pueda jugar sus funciones de rector, regula-
dor y garante del estado de derecho debe
existir una relación de poder que garantice
que toda la sociedad pueda estar representa-
da. Solamente así el Estado tendrá la oportu-
nidad de actuar en función del desarrollo hu-
mano, ya que el Estado puede estar secues-
trado por un grupo político particular o por
grupos económicos que actúan en perjuicio
de la mayoría y desnaturalizan sus funciones.

El empoderamiento individual es la capa-
cidad que una persona tiene de hacer cosas y
se determina por la simultaneidad de un con-
junto de capacidades. Para los fines de este
informe se han agrupado las capacidades en:
económicas, de salud, educación y tecnologí-
as de la información y la comunicación (TIC). 

El empoderamiento colectivo puede ser
político o social. El primero nos remite al
conocimiento de las leyes y a su uso efecti-
vo, así como al ejercicio de los derechos en
la democracia electoral. El segundo está vin-
culado con el capital social de la comunidad
y sus vínculos interpersonales, así como con
las instituciones. 

Ambos empoderamientos (individual y
colectivo) deben ser simultáneos y de alto
nivel para garantizar la estabilidad y sosteni-
bilidad de los logros alcanzados (zona A del
Diagrama 1). El empoderamiento individual
sin el colectivo (zona B) genera una tenden-
cia a la individualización y no es sostenible,
debido a que la garantía del acceso a las
oportunidades no depende del estado de
derecho sino del poder personal o de gru-
pos. De esta manera, las oportunidades que
se disfrutan hoy se pueden perder mañana

Diagrama 1 Capacidades individuales y colectivas simultáneas

Capacidades individuales
- Economía
- Educación
- Salud
- Tecnologías de la 

información y la 
comunicación

Capacidades colectivas

- Relaciones políticas
- Relaciones sociales

A

B C
Estabilidad y 
sostenibilidad

por un cambio en la correlación de fuerzas
sociales.

El empoderamiento colectivo es la
garantía para mantener el acceso a las opor-
tunidades. Es el capital social lo que puede
empujar a una nueva relación de fuerzas
para materializar un estado de derecho en
República Dominicana. El empoderamiento
colectivo sin una respuesta del Estado con-
duce a tensiones sociales y eleva los niveles
de confrontación en la sociedad (zona C). La
estabilidad se encuentra en la intersección
de ambos, lo cual permite determinar el
Índice de Empoderamiento Humano (IEH). 

Índice de Empoderamiento Humano
(IEH)  
El Índice de Empoderamiento Humano

(IEH) mide los logros de la población y su
capacidad para hacer cosas, combinando la
dimensión individual y colectiva. Los índices
muestran que en República Dominicana am-
bos tipos de empoderamiento tienen el
mismo orden de magnitud, lo que explica
los niveles de estabilidad del sistema econó-
mico, político e institucional en los últimos
años. Hay que destacar que estos no son
valores óptimos, sino que indican la situa-
ción dentro del contexto nacional. 

La región con mayor Índice de Empode-
ramiento Humano es la Metropolitana,
seguida por el Norte, el Sur y el Este.
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La región Metropolitana (Santo Do-

mingo y el Distrito Nacional) tiene el más

alto empoderamiento individual pero bajo

empoderamiento colectivo, lo cual se expli-

ca por el hecho de que en esta zona se con-

centra la mayor oferta de servicios y oportu-

nidades económicas, de salud, educación y

tecnologías de la información y la comunica-

ción, mientras que el tejido social es mucho

más débil.

En la región Norte las capacidades indi-

viduales están en la media nacional pero

registra el mayor empoderamiento colectivo

del país. Esto explica la capacidad de movili-

zación e incidencia que tienen en el país los

movimientos sociales de base y los grupos

empresariales de esta región.

Las regiones Sur y Este tienen el mismo

orden de magnitud en los índices de empo-

deramiento individual, pero el Sur tiene un

mayor empoderamiento colectivo que el

Este. Parecería que la pobreza económica y

la relativa homogeneidad de la región gene-

ran unos vínculos interpersonales y de soli-

daridad más poderosos que los de la región

Este. 

Índice de Empoderamiento
Individual (IEI)
La provincia donde la población tiene

mayores logros relativos, medido por el Ín-

dice de Empoderamiento Individual (IEI) es

el Distrito Nacional incluyendo la provincia

de Santo Domingo. En segundo lugar, con

un nivel medio alto, más cerca del medio

que del alto, están: Santiago, Monseñor

Nouel, Salcedo, Puerto Plata y Duarte. 

Las provincias cuyas poblaciones tienen

un peor nivel de empoderamiento indivi-

dual son: Elías Piña, Bahoruco, Monte Plata,

Azua, Pedernales y El Seibo. 

El IEI es un índice más completo que el

Índice de Desarrollo Humano (IDH) están-

dar, aunque menos completo que el Índice

de Empoderamiento Humano para medir las

condiciones de capacidades y oportunida-

des que tiene una población (Recuadro 1). 

La relación entre el IEH y la disminución

del nivel de pobreza, el aumento del nivel de

ingreso promedio y la disminución de las

privaciones humanas es notable. En efecto,

una mejoría del 1% en el IEI está asociado a

una disminución de la pobreza en las provin-

cias del 0.95%, a un aumento en el ingreso

per cápita mensual del 1.1% y a una disminu-

ción de las privaciones humanas del 1.04%. 

Empoderamiento social: poder
que se construye y se conquista
El empoderamiento social es un factor

intangible que estimula las relaciones de

cooperación entre grupos humanos y forta-

lece el comportamiento propicio a la acción

colectiva a través de la reciprocidad, la con-

fianza mutua, entre personas, grupos y orga-

nizaciones. 

El empoderamiento social tiene un

valor en sí mismo porque trata de que las

personas se reconozcan a sí mismas como

protagonistas de sus propias historias, ten-

gan autoestima, tengan control sobre sus

vidas, puedan desarrollar sus capacidades y

generar sus oportunidades. 

Como medio, es la garantía para la equi-

dad, en la medida en que esta última es pro-

ducto de las relaciones sociales de poder.

Así, el empoderamiento de la gente es una

forma de construir voluntades colectivas

para promover un proyecto común. 

En sociedades tan poco institucionaliza-

das como la dominicana, el acceso a las opor-

tunidades se puede perder o ganar según

cambien los gobiernos. La existencia de un

capital social fuerte puede ser una garantía

de la sostenibilidad del acceso ganado. 

No hay una fórmula para lograr el

empoderamiento social, aunque diversos

Solamente cuando 
los grupos sociales 
tienen capacidad 

de presión y pueden
exhibir algún nivel 

de poder es que son
tomados en cuenta en

la decisión final
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estudios muestran que la mejor forma de

hacerlo es creando ciudadanía; es decir, que

las personas sean portadoras efectivas de

derechos civiles, políticos y sociales. 

Las experiencias exitosas de empodera-

miento social suelen compartir algunos ele-

mentos: 

Acceso a la información. En este aspecto

ha habido notables avances; sin embargo, ha

sido una práctica en algunos medios de

comunicación que los dueños del capital

interfieran en la información veraz y en la

línea editorial, confundiendo intereses parti-

culares con intereses colectivos2 y, peor aún,

en ocasiones en las últimas décadas el Esta-

do dominicano ha cooptado periodistas3.

Más recientemente el Estado ha sido ambiva-

lente en el cumplimiento de la Ley General

de Acceso a la Información Pública (Ley 200-

04), pues a veces ha entregado al público la

información solicitada al amparo de esta ley

y en otras oportunidades se ha tenido que

recurrir a la Suprema Corte de Justicia. 

Inclusión y participación. Hay pocos me-

canismos institucionalizados de participa-

ción en la sociedad dominicana y muchos de

los que existen no han tenido la capacidad

de incidencia esperada en la toma de deci-

siones gubernamentales. Solamente cuando

los grupos sociales tienen capacidad de pre-

sión y pueden exhibir algún nivel de poder,

es que son tomados en cuenta en la decisión

que les afecta. Quienes no tienen poder sen-

cillamente son ignorados. 

Responsabilidad y rendición de cuentas. A
través de la rendición de cuentas se recono-

ce el poder del pueblo y la necesidad de dar

cuentas de la gestión para la que un gobierno

ha sido elegido. De esta forma, se fortalece la

ciudadanía y la conciencia de los derechos.

En el país no es común la rendición de cuen-

tas, ni se aplican sanciones. La impunidad y la

complicidad se han hecho una práctica habi-

tual y siempre las personas más pobres resul-

tan ser las más perjudicadas. 

Capacidad organizacional local para el
interés común. Existe una profusión de orga-

nizaciones a todos los niveles. Algunas

representan los intereses más legítimos de

la población, pero un gran número de ellas

comparte los mismos vicios del sistema

político.

Recuadro 1 El Índice de Empoderamiento Individual (IEI) es una opción más adecuada al tipo de análisis que
hace este informe

El Índice de Empoderamiento Humano (IEH) es una opción más amplia para cap-
turar el carácter multidimensional del desarrollo, ya que mide las potencialidades
individuales y colectivas de las personas mediante 52 indicadores, agrupados en
diferentes niveles de agregación. El Empoderamiento Individual (IEI) está referido
a las dimensiones económicas, de salud, educación y tecnologías de la información
y la comunicación, mientras que el Empoderamiento Colectivo (IEC) se refiere a la
dimensión política y social. Esta subdivisión del IEH responde al hecho de que las
capacidades y el empoderamiento se portan individualmente, pero se construyen
socialmente.

En esta oportunidad, no se pudo medir el empoderamiento social por provincia y
solamente se logró una medición regional, lo que limitó también el cálculo del IEH
y el IEC. Por esta razón, se utilizó el IEI como una opción más adecuada al tipo de
análisis que hace este informe que el Índice de Desarrollo Humano estándar (IDH),
que se publica en los informes mundiales. El IEI se construyó en la misma pers-
pectiva analítica que el IDH, midiendo potencialidades de las personas, pero tiene
varias ventajas:

Primero, incluye las dimensiones del IDH (salud, educación e ingreso) más
una adicional, el acceso a las Tecnologías de la Información y la Comunicación
(TIC). 

Segundo, incluye más indicadores; mientras el IDH estándar tiene cuatro indicado-
res (esperanza de vida, tasa bruta de matriculación, tasa de alfabetización e ingre-
so), el IEI incorpora 31. Ello tiene dos ventajas estadísticas: logra establecer con
mayor precisión los determinantes del desarrollo humano y los errores de medi-
ciones específicas tienen menos peso en el índice final.

Tercero, en tres de las dimensiones del IEI se ha incorporado directamente la
dimensión de género.

Finalmente, al igual que el IDH, sirve como marco normativo para próximas medi-
ciones del nivel de desarrollo del país que sobrepasen el indicador del PIB per cápi-
ta, las cuales podrían nutrirse de estadísticas de mayor calidad y del levantamiento
de datos que hasta ahora no estaban disponibles.
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El Estado y las instituciones políticas

lideran la construcción o destrucción de

capital social a través de las políticas públi-

cas que pueden contribuir a crear lazos

sociales y a fortalecer la confianza de la

gente en sí misma o, por el contrario, pro-

vocan desencanto y frustración con respec-

to a la participación cuando el Estado aban-

dona el interés colectivo en beneficio de

grupos particulares.

Hay que anotar que no todo capital

social contribuye al desarrollo humano.

Cuando es de apropiación individual, como

es el caso del clientelismo, conduce al debi-

litamiento del derecho y, por lo tanto, es

adverso al desarrollo humano. Por el contra-

rio, el capital social acompañado de ciertas

capacidades individuales puede aumentar el

empoderamiento real de las personas y gru-

pos, desmontando las privaciones de la

población. 

La medición del capital social
La medición del capital social es com-

pleja y no existe un acuerdo sobre cómo

hacerlo. En este informe se han intentado

tres vías diferentes para analizar la situación

del capital social acumulado en el país.

La primera fue determinar los rasgos en la

cultura dominicana que fortalecen o debilitan

el capital social. Segundo, se construyó un

Índice de Empoderamiento Social (IES). Y,

tercero, se analizaron cuatro experiencias exi-

tosas de desarrollo local en las que el capital

social ha jugado un rol importante: Puerto Pla-

ta, Salcedo, Villa González y San José de Ocoa. 

En la cultura nacional hay rasgos que

definen la dominicanidad que refuerzan el

tejido social y también que lo debilitan. El

pesimismo dominicano, el complejo de gan-

cho, el doble pensar, el “exteriorismo” y el

clientelismo son actitudes que socavan la

confianza en el otro y debilitan el tejido

social. En contraposición, hay prácticas posi-

tivas, principalmente en las zonas rurales y

en las zonas marginadas, como el convite, la

junta y el intercambio del plato de comida,

que refuerzan el tejido social.

Sin embargo, el hecho de que un 57%

de los dominicanos y las dominicanas quiera

marcharse del país y que más de la mitad de

la población piense que no es posible gene-

rar un cambio, evidencian un gran desen-

canto y una falta de confianza de la pobla-

ción en su propia sociedad. 

La segunda forma de medir el capital

social fue a través de un índice que combina

seis indicadores: equidad de género, con-

fianza interpersonal, sentido de pertenencia,

participación social, movilización social y

confianza en las instituciones. Este índice

muestra que el tejido social es más firme en

la región Norte del país, seguida por la

región Sur, y a mayor distancia la región

Metropolitana y el Este. 

La tercera forma de evaluar el capital

social fue mediante el análisis de experien-

cias concretas en Puerto Plata, Salcedo, Villa

González y San José de Ocoa. Estos casos

indican que no existe un modelo único de

desarrollo local y que hay que hacer un

esfuerzo por sistematizar y aprender de las

experiencias. Son cuatro vivencias diferen-

tes, con sus altas y bajas. Dos de ellas han

estado influenciadas por el liderazgo políti-

co, una tiene más arraigo social y la cuarta

fue impulsada a partir de un liderazgo reli-

gioso. 

La condición previa para que se produ-

jeran estas experiencias fue la existencia de

un capital social acumulado en el ámbito

local que creó las condiciones subjetivas

para los procesos de empoderamiento

social. Se evidenció que la sostenibilidad de

las experiencias exige la existencia del capi-

tal social comunitario y de nuevos liderazgos

a escala local para que los procesos que sur-

jan no se transformen en liderazgos vacíos o

El Estado y las 
instituciones políticas

lideran la construcción
o destrucción de capital

social a través de las
políticas públicas
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tiendan al caudillismo. Es esencial la concer-
tación entre los ayuntamientos, las comuni-
dades y las organizaciones para que cada
quien defina su área de acción y el papel que
jugará en la misma. Finalmente, ha sido
importante el fortalecimiento de la asociati-
vidad de las y los munícipes y su indepen-
dencia del partidismo y la competencia polí-
tica, a fin de ser inmunes al ciclo político.
Para ello, hay que fortalecer el capital social
de apropiación colectiva desde las primeras
etapas. 

La nueva Ley de Municipios: una 
oportunidad para el empoderamiento
Para el enfoque de desarrollo humano, el

desarrollo local debe construirse desde la ciu-
dadanía misma, desde abajo, como un pro-
ceso de empoderamiento y ampliación de las
capacidades deliberativas de las personas.

La nueva Ley de Municipios 176-07
prevé la creación de nuevos mecanismos de
participación, como: el derecho de peti-
ción, el referéndum municipal, el cabildo
abierto y el presupuesto participativo. Se
verá en el futuro cómo la sociedad usa estas
oportunidades.

El presupuesto participativo
La experiencia de los presupuestos par-

ticipativos ha sido creciente y exitosa.
Actualmente, más de 100 municipios practi-
can esta forma de definición conjunta de
prioridades en el presupuesto municipal.
Pese a los avances que significa el presu-
puesto participativo, el proceso no está
exento de riesgos como:

• Dejar sin ningún tipo de control ciudada-
no la otra parte del presupuesto de los
ayuntamientos (entre 60% y 80%).

• Realizar las inversiones sin ningún plan ni
normativa sobre el uso y ordenamiento
del territorio.

• Entender el presupuesto participativo

como un fin en sí mismo y no como un
medio para la transparencia, el empode-
ramiento y la creación de ciudadanía.

• Permitir que la cultura “monumentalista”
entre los síndicos y las síndicas defina la
agenda de las obras y la asignación de
fondos. 

• No coordinar con las demás instancias de
la administración pública la planificación
ni construcción de las infraestructuras.

• Realizar pequeñas obras que, aunque
reflejen las aspiraciones de la población,
no acumulen capital físico a largo plazo
para la comunidad. 

La descentralización: poder que
se redistribuye
La descentralización sin capacidades,

sin empoderamiento ni participación social,
reproduce el clientelismo y el caciquismo,
mientras que el empoderamiento sin des-
centralización crea frustración,  conduce a la
individualización de las demandas sociales y,
en ocasiones, al caos social. 

La descentralización municipal es una
oportunidad para que la ciudadanía canalice
sus aspiraciones sobre el espacio en el que
vive e influya en las decisiones que le afectan
directamente. Es una forma de crear un
marco institucional para redistribuir poder.
Es una forma de hacer y entender la política. 

La forma actual de funcionamiento del
sistema político dominicano es resultado del
avance en el proceso de democratización
del país y de la interacción de la dinámica
económica, institucional y social, así como
de la manera en que los cambios internacio-
nales han influido en ese orden interno. En
este sentido, hay varios elementos que lo
caracterizan, entre los que están: la alta cen-
tralización presidencial, la estabilidad del sis-
tema (asociada a la falta de renovación del
liderazgo), la debilidad de las instituciones,

La descentralización
sin capacidades, 
sin empoderamiento 
ni participación social,
reproduce 
el clientelismo 
y el caciquismo
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la participación política de la población, la
exclusión de la misma en los procesos de
toma de decisión, la lógica del poder por el
poder, el clientelismo y la impunidad, la falta
de programas o agendas de gobierno y la
degradación del ejercicio de la política.

Índice de Empoderamiento Político 
(IEP) 
El empoderamiento político implica la

participación y el ejercicio efectivo de los
derechos civiles y políticos de la ciudadanía
como medio para garantizar el acceso a las
oportunidades. La contraparte es un com-
portamiento de los partidos como espacios
esencialmente públicos que convocan
voluntades, ofrecen opciones y sirven de
mediación en función de un interés general
o colectivo.

En el país, las provincias en donde la
población tiene mayor empoderamiento
político son: La Vega, Valverde y San Juan.
Las que menos tienen son: La Altagracia, Ba-
horuco y San Pedro de Macorís.

En teoría, un mayor empoderamiento
político debería servir para potenciar el em-
poderamiento en las otras áreas de desem-
peño humano; es decir, en mejor salud, edu-
cación, empleo y demás capacidades. Sin em-
bargo, la evidencia empírica contenida en
este informe no confirmó esa sinergia entre
el Índice de Empoderamiento Político (IEP) y
los demás logros en la sociedad dominicana. 

Este índice presenta algunos problemas
en los indicadores seleccionados. Si bien
debería medir la soberanía del electorado,
no se sabe si lo que mide es el empodera-
miento o el clientelismo, dada la forma
como se ejerce la política en República
Dominicana. El desafío es lograr un indica-
dor que anule la relación clientelar dentro
del índice y permita medir de forma más
precisa el empoderamiento político, lo cual
sobrepasa con creces las posibilidades de
este informe. 

Lo que sí se puede afirmar es que, si
bien la democracia electoral y las libertades
políticas que vive el país han significado un
progreso frente a los pasados gobiernos dic-
tatoriales, la democracia está capturada por
prácticas clientelares que en nada favorecen
al desarrollo humano. 

Hay otros resultados importantes que
se pueden derivar del análisis de los compo-
nentes de este índice: el porcentaje de muje-
res electas para regidoras no está estadística-
mente asociado con las condiciones de
bienestar ni de pobreza, sino que depende
de otra lógica de selección, cuya identifica-
ción requiere más investigación. 

Por otra parte, se constató que a mayor
pobreza y privaciones en las provincias, una
mayor proporción de la población vota. Y
que a mayor bienestar de la población en
una provincia, se observa una menor partici-
pación electoral. Este comportamiento es
contrario a lo que la teoría predice, de que
debería haber una asociación positiva entre
la participación electoral y las capacidades
de la población. En República Dominicana
se evidencia lo contrario. 

El acceso ciudadano a la justicia
y la seguridad pública 
El sistema político ha creado una socie-

dad sin consecuencias, en donde lo mal
hecho no recibe sanción. Las evidencias
también señalan que la percepción de la
población sobre la inseguridad ciudadana
está aumentando, así como la frecuencia de
los delitos criminales. 

La respuesta del Estado a estas situacio-
nes de inseguridad ciudadana ha sido un
proceso de reforma de la justicia que se ini-
ció en 1997. La reforma se ha centrado en
aspectos propios del marco normativo y de
los actores institucionales del sistema, lo
cual es importante pero insuficiente para el
enfoque de desarrollo humano, que deman-
da un empoderamiento judicial con acceso

La democracia está
capturada por prácticas

clientelistas que en
nada favorecen 

al desarrollo humano
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efectivo de la población a la justicia.
Finalmente, una de las debilidades del siste-
ma judicial es la distribución territorial de
jueces, que genera grandes desequilibrios
en materia de acceso a la misma y carga de
trabajo por juez o jueza. 

La descentralización
“a la brigandina”
Si la descentralización real es una forma

de democratización de la sociedad en la
medida en que implica una transferencia de
poder, entonces en República Dominicana
ese proceso es aún muy limitado.

La descentralización en el país ha sido el
resultado de un conjunto de eventualidades
que poco han tenido que ver con una estra-
tegia de democratización. Empezó con la
reforma constitucional de 1994, que condujo
a separar las elecciones presidenciales de las
de los gobiernos locales, diputados y sena-
dores. Algunos años después se introdujeron
varias leyes que aumentaron los subsidios a
los municipios y, finalmente, a esto se suma-
ron las acciones de algunas instituciones
internacionales y nacionales, promoviendo
la descentralización y participación local. En
conjunto, no ha sido parte de una estrategia
sobre cómo hacer la política. 

A pesar de esta situación, las evidencias
indican que la población dominicana partici-
pa en los espacios locales y tiene una tasa de
participación relativamente elevada, compa-
rada con otros países de América Latina.
También, que acude más a las autoridades
municipales que a otras instancias de gobier-
no para resolver sus problemas personales o
comunitarios, que no pueden resolver por sí
mismos4.

El municipio: unidad básica
El Estado dominicano solamente tiene

dos niveles de gobierno: el nacional y el
municipal. A marzo de 2007 había 154 muni-
cipios y 226 distritos municipales; es decir,

380 entidades que en la práctica se manejan
como unidades administrativas indepen-
dientes. El total de municipios y distritos
municipales casi se ha triplicado en la última
década y los distritos municipales se han
multiplicado por 4.5 veces entre 1997 y
marzo de 2007.

Con la nueva Ley de Municipios 176-07
se han endurecido los criterios para la cre-
ación de nuevas entidades municipales.
Para crear un nuevo municipio se requiere
que tanto el nuevo como el que se segrega
tengan una población superior a 15,000
habitantes y que dispongan de ingresos
propios, superiores al 10% del presupuesto
del ingreso municipal, entre otros requisi-
tos. Para crear un distrito municipal éste
debe contar con una población de 10 mil
personas o más y generar al menos el 10%
de los recursos que le serán transferidos
por ley. 

Las competencias
Hasta mediados de 2007 estaba en

vigencia la ley de municipios de 1952, la cual
establecía un marco de competencias am-
plias pero imprecisas, que poco a poco fue-
ron pasando al gobierno central. La nueva
ley, por el contrario, establece servicios
mínimos obligatorios de los ayuntamientos
(cementerios, manejo de la basura, limpieza
vial, accesos a núcleos de población, aceras,
entre otros), competencias propias cuyo
ejercicio corresponde exclusivamente al mu-
nicipio, competencias coordinadas o com-
partidas con otras instancias de la adminis-
tración pública, y competencias delegadas
que facultan a los municipios a participar en
todas aquellas actividades que la Cons-
titución no limite. 

La nueva ley significa un extraordinario
progreso y abre grandes oportunidades para
los ayuntamientos, pero al mismo tiempo
puede ser la fuente de una gran frustración
si no se mejoran las capacidades materiales,

La nueva Ley de 
Municipios es una 
oportunidad, abre 
las puertas a la 
participación 
ciudadana
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humanas y financieras en los municipios, y si

se mantiene la partidocracia en vez de un

verdadero ejercicio democrático de partici-

pación y empoderamiento de la sociedad.

Esta situación reclama una agenda para

los municipios, que debería incluir al menos

los siguientes seis elementos: 

• La reglamentación de competencias y

atribuciones de los ayuntamientos.

• La mejora de la capacidad financiera de

los ayuntamientos. 

• Las mejora de las capacidades adminis-

trativas, organizacionales y gerenciales

de los ayuntamientos y la aplicación de la

Ley de Servicio Civil y Carrera Adminis-

trativa Municipal.

• El incremento de las relaciones entre las

diversas instancias de la administración

pública a nivel nacional. 

• La formación de mancomunidades. 

• El fortalecimiento de las capacidades de-

liberativas de las y los munícipes.

Los ingresos municipales
La Ley 17-97 estableció que los ayunta-

mientos recibirían el 4% de los ingresos

ordinarios del gobierno central como subsi-

dio distribuido según el tamaño de la pobla-

ción. En 2003 ese porcentaje se elevó al 10%.

Como consecuencia, las transferencias no-

minales a los municipios se multiplicaron

por 40 entre 1995 y 2006, pasando de 318

millones de pesos a 13 mil millones de

pesos. Se multiplicaron por 12 en términos

reales y  representaron 6.8% de los ingresos

ordinarios del gobierno central en 2006.

Este comportamiento en los ingresos

determinó que por cada 100 millones de

pesos adicionales de subsidios a los munici-

pios y distritos municipales, entre 1995 y

2006 se creaban dos entidades municipales.

El mecanismo de asignación de los

recursos nacionales a los municipios basado

en la población es limitado. No crea incenti-

vos para la eficiencia, así como tampoco

redistribuye de manera progresiva los recur-

sos ni brinda mayores oportunidades a los

municipios con mayores carencias. Es nece-

sario introducir otros criterios para decidir la

asignación de los recursos nacionales a los

ayuntamientos, a fin de incentivar la equidad

interterritorial 

Los ingresos propios de los municipios

apenas representan entre un 9% y un 10%

de los ingresos totales de estos, sin conside-

rar el Distrito Nacional. Solamente en 20

municipios o distritos municipales los ingre-

sos propios están por encima del 12.7% de

sus ingresos totales. En el Distrito Nacional,

las fuentes propias representan el 40% de

los ingresos totales, habiéndose multiplica-

do por 2.7 veces, en términos reales, entre

2002 y 2006. Las principales fuentes de

recursos propios en el Distrito Nacional son:

los ingresos por concepto de letreros, vallas,

espectáculos, parqueos, drenajes pluviales,

pozos y moteles. 

Para el resto de los municipios del país,

un análisis por tipo y fuente de ingreso indi-

ca lo pírrico, concentrado y  obsoleto de las

fuentes que lo generan. Entre las causas de

la baja recaudación propia están: la insufi-

ciente capacidad para gestionar los cobros

(calificación del personal del ayuntamiento,

débiles registros de catastro, falta de siste-

mas de seguimiento de cobros) y la falta de

incentivos para recaudar más.

El gasto municipal
Aunque parezca insólito, el Estado

dominicano no sabe cuánto gasta en los

municipios y las provincias del país. Ninguna

secretaría de Estado puede ofrecer un con-

solidado de su gasto total en términos terri-

toriales. Ello evidencia el poco interés estra-

tégico que históricamente se le ha asignado

El Estado dominicano
no sabe cuánto gasta 

en las provincias 
del país
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al territorio, a la descentralización y a los

gobiernos locales.  

Según la ley, los municipios deberían

distribuir sus gastos de la siguiente manera:

25% para gastos de personal, 40% para inver-

sión y obras de infraestructura, y el resto

para los servicios. La clasificación del gasto

por objeto realizada para este informe indi-

ca que el 38% del gasto de todas las entida-

des municipales se destina a servicios perso-

nales. En ningún municipio los servicios per-

sonales representaron menos del 29%.

Entre 1995 y 2006, el empleo en los

ayuntamientos ha crecido 2.6 veces más rá-

pido que en el gobierno central. Su partici-

pación en el total de los empleados públicos

se duplicó en 11 años, al pasar de 6% a 12%,

para alcanzar casi 52 mil empleados.

¿A quién le rinde cuentas
el ayuntamiento?
Según diferentes leyes, el ayuntamiento

le rinde cuentas a la Contraloría General de

la República, a la Cámara de Cuentas y a la

Liga Municipal Dominicana (LMD), donde

deben justificar las cuantías y finalidades a

las que se hayan destinado los recursos

obtenidos.

Sin embargo, no existe ningún docu-

mento público que sistematice con pronti-

tud y en forma consistente las cuentas muni-

cipales de la ejecución presupuestaria. Esto

quiere decir que para fines de la sociedad la

ejecución del gasto de los ayuntamientos es

poco transparente y limita el análisis que se

pueda hacer de ella.

El empleado del ayuntamiento 
Al ritmo actual de incorporación de

empleados públicos al servicio civil y carrera

administrativa se tomarían casi 200 años

para integrar las y los funcionarios públicos

actuales. Las personas empleadas por los

ayuntamientos podrán también unirse a la

carrera de servicio civil, pero la Ley de Muni-

cipios 176-07 es poco clara en el mecanismo

que se seguirá con este propósito. 

En general, en los ayuntamientos pre-

domina la misma práctica del gobierno cen-

tral, en donde los empleos públicos son un

botín de campaña electoral. En efecto, el

tiempo promedio de  una persona empleada

por el  ayuntamiento en sus funciones era

de 4.6 años, poco más que el cuatrienio del

ciclo político5.

El personal era fundamentalmente mas-

culino, de edad madura y con baja forma-

ción. La mayoría era personal nominal

(nombrado directamente por el síndico) y el

75% ganaba menos de 3,000 de pesos, lo

cual apenas cubre el costo de la canasta de

consumo del quintil más pobre, según datos

de 2001. 

La estructura de los puestos de trabajo

refleja también las debilidades de los ayunta-

mientos para asumir nuevas competencias,

ya que cuentan con un personal poco espe-

cializado. Sólo el 9.4% del personal realiza

actividades técnicas; los demás son de

apoyo, supervisión, encargados y otros. Pero

además, dos de cada tres personas emplea-

das declararon no estar satisfechas con su

trabajo, principalmente por los niveles de

salarios, condiciones físicas, sobrecarga de

trabajo y ambiente laboral. Solamente uno

de cada cuatro ha recibido un entrenamien-

to para el trabajo que realiza. 

Por otra parte, se determinó que el sala-

rio medio de un síndico en 2005 era de

33,700 pesos, lo cual significa alrededor de

dos veces el costo de la canasta alimentaria

familiar promedio del país. 

Los espacios supra municipales
Hay tres mecanismos supra municipales:

la Liga Municipal Dominicana (LMD), la Fe-

deración Dominicana de Municipios (FEDO-

MU) y el mecanismo de las mancomunidades.
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La Liga Municipal Dominicana (LMD)

cambió su naturaleza y su financiamiento

con la Ley de Municipios 176-07. Su presu-

puesto era 5% del monto total de la transfe-

rencia a  los ayuntamientos, lo cual la llevó a

recibir ingresos equivalentes a un municipio

de casi medio millón de personas. Con la

nueva Ley de Municipios de 2007, los recur-

sos que recibirá serán establecidos por la

asamblea de los ayuntamientos en función

de un plan de trabajo. 

La Federación Dominicana de Munici-

pios (FEDOMU) es un espacio cuya vigencia

es creciente y su éxito dependerá de que no

se convierta en un instrumento cooptado

por un grupo particular.

Las mancomunidades son todavía expe-

riencias recientes y prometedoras, pero no

sobrepasan el nivel de asociaciones de ayun-

tamientos. 

Las relaciones de los ayuntamientos
con el gobierno central
La Ley de Municipios de mediados del

año 2007 cambió la naturaleza de las relacio-

nes entre los ayuntamientos y el gobierno,

estableciendo que el vínculo será fundamen-

talmente a través de la recién creada Secre-

taría de Estado de Economía, Planificación y

Desarrollo (SEEPYD), establecida por la Ley

496-06. Esta instancia tendrá que coordinar

las intervenciones del Estado en el territorio

y es el órgano responsable del ordenamien-

to territorial.

La regionalización 
La regionalización del país es actual-

mente caótica, pues cada dependencia pú-

blica tiene su propia organización territorial,

habiendo casos en que una misma provincia

puede pertenecer a dos o más regionales

diferentes. Se prevé que la SEEPYD establez-

ca una regionalización única del territorio

nacional.

Los planes estratégicos 
Las experiencias de planes estratégicos

en los municipios han sido reducidas y su

éxito depende básicamente del grado de

capital social e institucional que los soporta.

La nueva Ley de Municipios abre un espacio

para estos planes, ya que son un requisito

para la aprobación de los presupuestos

anuales. Las dos experiencias más importan-

tes de planes estratégicos son las de

Santiago y Villa González. La primera fue ela-

borada a partir de convocatorias a expertos

e instituciones claves, con escasa participa-

ción social; su persistencia en el tiempo ha

convertido a este plan en un referente para

los gobernantes municipales. En Villa

González ha sido un proceso más participa-

tivo, con mayor capital social y ha habido

continuidad durante más de una década. 

Capacidades esenciales para
el empoderamiento: educación,
salud, protección y asistencia
social
Hay un conjunto de capacidades funda-

mentales que determinan las condiciones de

bienestar de las personas como la educación

o la salud. Éstas tienen valor por sí mismas y

son fundamentales para desarrollar otras

capacidades. La protección y asistencia so-

cial estatal procura proteger a la población

contra la pobreza y los riesgos del ciclo de

vida, como los problemas de la salud y la

vejez. 

El acceso a estas oportunidades es un

proceso de construcción social, que depen-

de de cómo la sociedad actúa y se organiza

para garantizar dicho acceso. 

Educación, una capacidad básica 
Para el desarrollo humano, la educación

es fundamentalmente un proceso de crea-

ción de libertades, de preparar a la persona

para que pueda elegir conscientemente y

tenga opciones en la vida. Sus beneficios

FEDOMU es una 
oportunidad y su éxito
dependerá de que sea

un instrumento no
cooptado por ningún

grupo particular
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sobrepasan con creces a su papel en la crea-

ción de capital humano para la producción

de bienes. 

En esta perspectiva, el Estado es el

garante del acceso a la educación. Esa res-

ponsabilidad la puede ejercer en su función

de proveedor directo o regulando al sector

privado. En ambas funciones, el Estado

dominicano ha sido deficiente, lo que ha

convertido al sistema educativo en profun-

damente inequitativo y reproductor del

orden de exclusión social. 

El empoderamiento en educación
Para medir el empoderamiento en edu-

cación se construyó un índice que combina

la cobertura con la calidad. La primera, co-

mo el indicador más elemental de que las

personas son alcanzadas por el sistema edu-

cativo, y la segunda, como un referente del

contenido y la profundidad de la educación

recibida. 

Del análisis de estos índices se concluye

que, dentro del contexto dominicano, las

poblaciones del Distrito Nacional, Santiago

Rodríguez, Dajabón, provincia de Santo Do-

mingo y Valverde son las que muestran ma-

yores niveles de empoderamiento. 

En general, se aprecia que hay un víncu-

lo positivo y robusto entre el empodera-

miento en educación y los demás compo-

nentes del empoderamiento individual, lo

que evidencia procesos sinérgicos. No hay

vínculo estadístico entre cobertura y calidad. 

Las diferencias interprovinciales en co-

bertura son mayores que en calidad. 

Las diferencias de cobertura en térmi-

nos generales en la escuela media son mayo-

res que en la básica. La paridad de  género

entre las y los matriculados es mayor en

básica que en media, siendo los hombres los

que evidencian menor cobertura 

Este informe constató que en las provin-

cias donde la pobreza es más acentuada, la

tasa de matriculación en educación media es

menor, y que a mayor privación educativa

menor calidad de vida disfrutan las personas

en su edad productiva. 

No hay mucha diferencia interprovincial

entre el nivel de repitientes. La disparidad es

mayor, con relación al porcentaje de profe-

sorado con grado académico de licenciatura.

Este último es el componente del Índice de

Empoderamiento Educativo (IEEd) donde

mayor dispersión interprovincial existe. 

Finalmente, hay poca diferencia inter-

provincial en las calificaciones de las pruebas

nacionales y ligeramente más dispersión en

la cantidad de estudiantes por salón clases. 

Cobertura del sistema educativo
El Censo de 2002 reportó que el 15.7%

de los niños y las niñas de 6 a 13 años no

asistía a la escuela. Hay 15 provincias que

están por encima de ese promedio nacional,

siendo más intensa la falta de asistencia en

Elías Piña, Pedernales, Peravia, La Altagracia

y La Romana. Esta situación todavía es más

aguda en las edades de 6 a 9 años. En la edu-

cación media solamente el 36.8% de los

varones y el 51.9% de las niñas de 14 a 17

años asistía a la escuela. 

La educación privada
Alrededor de un quinto de la matricula-

ción nacional asiste a la escuela privada,

apreciándose una relación inversa y robusta

entre el nivel de pobreza de una provincia y

la asistencia a la escuela privada. Esta rela-

ción permite concluir que la educación pri-

vada ha prosperado como una consecuencia

de las carencias y limitaciones del sistema

educativo público, y no como una opción

alternativa.   

La calidad
Todas las formas de medición indican

El Estado es garante 
del acceso a la 
educación, lo cual 
ejerce directamente
como proveedor directo
o regulando al sector 
privado



16 / INDH

que la educación dominicana presenta pro-
blemas de calidad. Tres indicadores nos dan
una idea de la situación: el grado de hacina-
miento, que influye negativamente; la cali-
dad de las y los docentes, que influye positi-
vamente, y el resultado de las pruebas nacio-
nales, que es un indicador directo. 

Asumiendo 25 estudiantes por aula por
tanda y 1.5 tandas por aula, se estimó que  se
requieren más de 11 mil aulas adicionales
solamente para que las personas matricula-
das actuales estén en condiciones apropia-
das y casi 7 mil más para incorporar a la
población en edad escolar que hoy no está
recibiendo educación formal. Actualmente,
hay provincias en donde la disponibilidad de
aulas sobrepasa las necesidades, mientras
que en otras se registra un déficit elevado.

Para este informe el cuerpo docente es
el componente principal de la transforma-
ción del sistema escolar y la mejora de la
calidad. Si medimos la calidad de las y los
docentes por el resultado del estudiantado,
se concluye que tienen una calidad deficien-
te, aún cuando el 56% de las y los profesores
en la escuela pública tiene un grado de licen-
ciatura o superior. Por provincia, este por-
centaje sobrepasa el 70% en Monseñor
Nouel, Duarte, Valverde y Sánchez Ramírez.

El resultado de las pruebas nacionales
es bajo y no hay mucha diferencia entre las
provincias. La calificación máxima promedio
entre 2002 y 2006 corresponde a la provincia
Independencia, con 64 puntos. 

Hay que señalar que, contrariamente a
lo que se debía esperar, no se encontró nin-
guna relación estadísticamente significativa
entre los resultados de las pruebas naciona-
les y la cantidad de estudiantes por aula, el
nivel educativo de los docentes y la cantidad
de estudiantes por docente. 

Se aprecia que el sistema educativo
opera bajo una gran centralización, lo cual
afecta el empoderamiento. Esto podría cam-

biar en la medida en que la Ley de Munici-

pios de 2007 faculta a los municipios a inter-

venir en la educación de forma coordinada o

delegada con la Secretaría de Estado de

Educación (SEE).

De todo lo anterior concluimos que el

sistema educativo dominicano reproduce el

orden de inequidad social, ya que si bien ha

mejorado la cobertura, la calidad es defi-

ciente.

La salud, una capacidad básica
El concepto de salud centrado en las

personas conlleva una ruptura radical con el

esquema biologicista, curativo y hospitalario

que ha predominado a lo largo de la historia

en República Dominicana. La Ley General de

Salud 42-01 asume un concepto de salud vin-

culado directamente al enfoque de capacida-

des de Sen. El artículo 2 de dicha ley estable-

ce que la salud es “un medio para el logro del

bienestar común y un fin como elemento

sustantivo para el desarrollo humano”6.

El Estado tiene la responsabilidad de

proveer los medios para que la población

disfrute de un nivel de salud adecuado. Pero

cuando hay un deficiente estado de derecho

y las prioridades de los gobiernos son difu-

sas, la población empoderada es la única

fuente de presión para lograr una mejor

salud. Como señala Sen7:

“…Nada es tan importante como un

debate público debidamente documentado

y la participación de la gente para presio-

nar a favor de unos cambios que pueden

proteger nuestras vidas y libertades. El pú-

blico debe considerarse a sí mismo no sólo

como paciente, sino también como actor

del cambio. La pasividad y la apatía pue-

den ser sancionadas con la enfermedad y

la muerte”.

El empoderamiento en salud
Para medir el empoderamiento en salud

Las diferencias 
interprovinciales de

cobertura en educación
son mayores que 

en calidad
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se construyó un índice que combina las con-

diciones sociales de las provincias con la

provisión de los servicios. Los resultados in-

dican que el Distrito Nacional (incluido San-

to Domingo), San José de Ocoa, Dajabón,

Independencia y Salcedo están entre las

demarcaciones de mayor empoderamiento,

mientras que Monte Plata, Bahoruco, San

Cristóbal, La Romana y La Altagracia están

entre las peores.

Las diferencias interprovinciales de las

condiciones sociales que influyen en el esta-

do de salud son menores que en la provisión

de servicios, lo cual sugiere que la prioridad

en las políticas de salud debería ser mejorar

las diferencias interprovinciales de la oferta

de servicios, de personal, infraestructura y

gestión.

Es de notar que el nivel de sinergia en-

tre el empoderamiento de salud y los demás

índices es débil (no hay relación positiva o

negativa), particularmente en la provisión

de servicios, lo que indica que la distribu-

ción de estos en el territorio no sigue una

lógica de desarrollo humano. 

El gasto y la infraestructura
de salud
La inversión pública en salud es baja, el

gasto per cápita en salud es regionalmente

desequilibrado y el sistema está claramente

enfocado en la curación y no en la promo-

ción y prevención.

Hay una gran concentración territorial

de los servicios especializados públicos y

más aún de los servicios privados. La mayo-

ría de los centros de atención primaria

(CAP) en salud, pese a tener una buena dis-

tribución territorial en términos de infraes-

tructura, no cuentan con el personal (en

2002 sólo el 30% de los CAP contaba con

médico) ni los equipos necesarios, lo que

provoca problemas de acceso, eficiencia y

equidad interterritorial.

La red privada de salud responde a una

lógica de mercado y existe  poco control por

parte de la Secretaría Estado de Salud Pública

y Asistencia Social (SESPAS) sobre los servi-

cios que presta el sector privado. Esto mues-

tra las debilidades del sector público en el

ejercicio de su función de rectoría. En efecto,

sólo el 4% de los más de 7 mil establecimien-

tos privados de salud estaban habilitados por

la SESPAS en septiembre de 2007. 

Personal sanitario
La distribución del personal de salud

sigue un patrón desequilibrado en térmi-

nos territoriales y está altamente feminiza-

da, aunque las posibilidades de formación

en diferentes áreas de la salud están distri-

buidas conrelativa equidad en el territorio.

Diferentes mediciones puntuales indican

que la calidad de la formación recibida por

los estudiantes genera fuertes dudas. 

Producción y productividad
Las infraestructuras y el personal médi-

co del país son suficientes para atender las

necesidades de salud; los problemas son de

capacidad de gestión. Sin embargo, hay sig-

nificativas diferencias regionales en la pro-

ducción y productividad de los servicios. Un

dato preocupante es que tan sólo el 17% de

la demanda era atendido por el primer nivel

de atención en el año 2002. Los mayores

déficits se refieren a la capacidad de geren-

cia y a problemas de organización de las ins-

tituciones del sector.

La reforma del sector salud
Las reformas de salud y de la seguridad

social no constituyen un fin en sí mismas, de

forma que desconcentrar y descentralizar

sin las adecuadas capacidades puede dete-

riorar más la calidad en la provisión de los

servicios a nivel provincial. Se aprecia que ha

faltado voluntad política para terminar de

El gasto en salud es
bajo en términos
per cápita y 
territorialmente 
desbalanceado y hay
poco control sobre 
el sector privado
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implementar la reforma del sector, que

comenzó a mediados de los 80 y aún no ha

tenido un impacto significativo en la mejora

de los servicios. 

En general, se puede afirmar que, dada

la disparidad regional y la calidad de los ser-

vicios, tampoco el sistema de salud facilita el

logro de un mayor empoderamiento de la

gente.   

Protección social, un derecho
Sen ha argumentado que el mercado no

crea libertades reales, aunque garantiza  in-

munidad frente a las decisiones y posibilida-

des de elección. Las personas entran al mer-

cado con una carga institucional que refleja

las desequilibradas relaciones de poder; por

lo tanto, el mecanismo de mercado no ase-

gura equidad ni desarrollo. Es el Estado

quien debe intervenir para garantizar equi-

dad en las oportunidades, a través de los sis-

temas de protección y asistencia social. 

Estos sistemas, en general, están idea-

dos para proteger a la población de la pobre-

za económica y de los riesgos del ciclo de

vida. 

Actualmente, en República Dominicana

el sistema de protección y asistencia social

está en transición entre el clientelismo y el

derecho. 

La puesta en marcha de parte del siste-

ma de seguridad social ha significado un

avance en la institucionalidad de los dere-

chos de la población.

La puesta en marcha del régimen subsi-

diado y contributivo en salud  ha sido un

gran avance en el reconocimiento de los

derechos de la población en salud. Sin

embargo, el gran desafío es mejorar el finan-

ciamiento y la calidad de los servicios.

El sistema de pensiones está mucho

más atrasado en su implementación que el

sistema de salud, ya que sólo ha comenzado

el régimen contributivo, manejado princi-

palmente por el sector privado y con fuertes

problemas de rentabilidad. El  régimen sub-

sidiado de pensiones, que es primordial

para garantizar los derechos de la población

envejeciente, aún no ha comenzado y se

duda sobre cómo será financiado.

La población dominicana envejece. El

porcentaje de personas mayores de 65 años

se duplicó entre 1950 y 2002 y llegó al 10.9%

de la población. La distribución de la pobla-

ción mayor de 60 años, edad de retiro marca-

da por la Ley 87-01, representa una propor-

ción relativamente homogénea entre las pro-

vincias. En cambio, la población pobre por

encima de 60 años muestra una mayor hete-

rogeneidad entre las provincias. Una persona

nacida en Monte Plata tiene 4.3 veces más

probabilidad de ser pobre en la vejez que una

persona nacida en Santiago (Mapa 6).

El rezago del régimen contributivo sub-

sidiado priva de sus derechos a gran parte

de la población dominicana; es decir, a los y

las trabajadoras informales y sus dependien-

tes, que superan el 50% en muchas provin-

cias del país. 

La asistencia social
En materia de asistencia social, los

gobiernos han preferido históricamente

concebir programas discrecionales más que

constituir y fortalecer los derechos estableci-

dos.  Así, al tiempo que aún no se aplica de

forma completa la Ley 87-01 en esta materia,

el gobierno mantiene diversos programas

sustitutos, ideados y puestos en vigencia al

margen de esta Ley. 

La puesta en marcha de varios progra-

mas de asistencia social condicionada y de

selección con base en criterios objetivos

puede ser considerada una diferencia con la

práctica histórica del clientelismo. Pese a

esto, si no se fortalece el seguimiento a las

condicionalidades en vez de seguir amplian-

Una persona que nació
en Monte Plata tiene 

cuatro veces más 
probabilidades de ser

pobre a los 60 años que
si hubiese nacido en

Santiago
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do la cobertura de estos programas, estos

conseguirán, cuando mucho, aplacar la

pobreza en el corto plazo, pero no rompe-

rán el círculo de la pobreza en el mediano y

largo plazo.

A pesar de algún esfuerzo reciente de

coordinación y uso de criterios objetivos,

muchos programas funcionan aún de forma

independiente, sin articulación con otros,

con asistencias puntuales, sin definición clara

de beneficiarios o al menos con mucha dis-

crecionalidad de la burocracia, así como nin-

gún seguimiento al impacto conseguido.

La economía: una dinámica
que fragmenta el territorio
Históricamente, la dinámica económica,

social e institucional subyacente a la acumu-

lación de capital ha ordenado las oportuni-

dades, las instituciones, la explotación de los

recursos y determinado la acumulación de

capital social en el territorio nacional. El

territorio es más que la superficie de una

nación o de un municipio, es el espacio

donde se concretizan las relaciones sociales

de vecindad y solidaridad y las relaciones de

poder; sólo adquiere importancia en la

medida en que es el asiento de espacios

socialmente construidos y como artificio

intelectual para entender y actuar a fin de

lograr la equidad. 

Un desarrollo regional desequilibrado

reduce, en las regiones con más privaciones,

las posibilidades de que las personas pue-

dan tener realizaciones en la vida y limita las

oportunidades porque reduce la capacidad

de elección de éstas. 

El empoderamiento económico
Para determinar el nivel de empodera-

miento económico de la población en el

territorio se construyó un índice que vincu-

la la capacidad económica de una provincia

con la generación efectiva de recursos. Se

concluyó que las provincias con mayor

empoderamiento económico son: el Distrito

Nacional, incluyendo la provincia Santo

Domingo, Santiago y La Romana. También

existe una relación positiva y significativa

entre la capacidad económica y la genera-

ción de recursos entre las provincias, así

como una sinergia entre el empoderamien-

to económico, el empoderamiento en edu-

cación y con el de tecnologías de la informa-

ción y la comunicación (TIC). 

Las tres provincias con mayor capacidad

económica son: Santiago, el Distrito Nacio-

nal, incluida la provincia de Santo Domingo,

y Espaillat, mientras que las provincias que

más recursos generan son: el Distrito Na-

cional incluida la provincia de Santo Do-

mingo, La Romana y Santiago.

Es preocupante que provincias como

San José de Ocoa, Azua, Peravia, El Seibo y

Elías Piña estén generando recursos un 30%

por debajo de lo esperado conforme a su

capacidad.

El empoderamiento en tecnologías
de la información y la comunicación
(TIC)
En el mundo actual, el acceso a las TIC

es determinante tanto para ser competitivo

como para tener capacidad de acceso a la

información, lo cual es clave para el empo-

deramiento social y educativo de las perso-

nas; en definitiva, para la capacidad delibera-

tiva de las personas.

Para medir el empoderamiento en tec-

nologías de la información y la comunica-

ción (IETIC) se construyó un índice que

combina otros dos. Por un lado, se midió la

disponibilidad de conectividad y las habilida-

des para manejar esa conectividad, lo cual

determina la infodensidad. Por otro lado se

midió el uso de las tecnologías. 

Los valores del índice evidencian una

gran fragmentación en el empoderamiento

tecnológico en el ámbito nacional. Se apre-

Las provincias que 
tienen más 
empoderamiento 
económico son Santo
Domingo, La Romana y
Santiago; las que tienen
menos son Peravia, 
El Seibo y Elias Piña
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cia que el nivel de conectividad está muy por

debajo de las habilidades de la población y

que en materia de uso hay una gran dispari-

dad interprovincial. El Distrito Nacional,

incluyendo la provincia de Santo Domingo,

y Santiago están a una gran distancia del

resto de las provincias, tanto en redes como

en capacidad y uso efectivo de las TIC. 

Una de las mayores barreras para tener

acceso a las TIC es el costo, que en prome-

dio alcanza cerca de la mitad del salario mí-

nimo mensual de una empresa grande. Sin

embargo, el gobierno dominicano tiene un

conjunto de iniciativas para mejorar el acce-

so a través de los Centros de Acceso Público

a las Tecnologías de Información y Co-

municación (CAPT), cuya distribución terri-

torial cubre fundamentalmente a las zonas

más pobres, aunque todavía esa distribución

puede mejorarse. 

Los CAPT presentan todavía grandes

desafíos para permanecer, entre los que

están: la necesidad de mayor coordinación

en las intervenciones públicas, mayor coor-

dinación con los gobiernos locales y garan-

tizar la sostenibilidad financiera y equidad

territorial. 

La convergencia territorial
y la desigualdad
La convergencia interprovincial es una

medida del avance hacia la reducción de las

diferencias interprovinciales. En este infor-

me no se pudo hacer un análisis profundo

en materia de convergencia por la falta de

información provincial en el tiempo. En

general, en materia de pobreza, las provin-

cias no convergen; es decir, las provincias

más ricas cada vez se hacen más ricas y las

pobres más pobres. En educación y servicios

públicos sí hay convergencia, pero no en la

calidad de las viviendas. 

En el ámbito de la desigualdad se apre-

cia que el aumento en el ingreso per cápita

de una provincia responde principalmente a

la mejoría de las personas de mayor ingreso,

no de las de menor ingreso. Esto se eviden-

cia en que a medida que aumenta el ingreso

promedio de una provincia, el nivel de desi-

gualdad aumenta también. 

La frontera 
Las siete provincias fronterizas ocupan

el 22% del territorio nacional y representan

el 5.4% de la población, con una baja densi-

dad poblacional. Son provincias fundamen-

talmente agrícolas, que actualmente se

benefician de la Ley 28-01, que establece

incentivos fiscales para las empresas que se

ubican en ellas. 

La población de la zona fronteriza re-

gistra bajos niveles de bienestar y altos nive-

les de privaciones, los peores del país. Hay

que distinguir claramente la región norte de

la frontera (Montecristi, Dajabón y Santiago

Rodríguez), que tiene en promedio mejores

condiciones de vida que el resto de las pro-

vincias fronterizas. 

En general, las provincias de frontera

muestran una tendencia al decrecimiento y

pérdida relativa de población, lo que las con-

vierte en provincias de emigración neta. Las

condiciones de vida son inferiores a la media

nacional, siendo la agricultura, el comercio

al por mayor y otros servicios (educación,

salud, servicio doméstico) las principales

fuentes de empleo. 

Las provincias del turismo
En general, las condiciones de vida en

las provincias turísticas están por debajo de

la media nacional. Hay dos provincias que se

consideran claramente turísticas en el país:

Puerto Plata y La Altagracia.

Los indicadores muestran que La Al-

tagracia tiene peores condiciones que Puer-

to Plata. Otras son San Pedro de Macorís,

que se considera una estrella declinante, y

Samaná, que es una estrella naciente, según

En general, las 
condiciones de vida en

las provincias turísticas
están por debajo de la

media nacional
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las tendencias de los indicadores de esta

actividad en los últimos años.

Las zonas francas
Entre 2000 y 2006 se han perdido 48 mil

empleos directos concentrados en Santiago,

La Romana, San Pedro de Macorís y La Vega,

aunque el impacto ha sido relativamente

mayor en La Romana.  

Dado el reducido aporte de las zonas

francas al PIB y al empleo nacional, esta

pérdida de empleo debe entenderse como

un problema localizado en cuatro provin-

cias: Santiago, La Romana, San Pedro de

Macorís y La Vega. Hay que señalar que este

problema era perfectamente previsible

desde hace más de una década y las instan-

cias públicas y privadas hicieron poco para

enfrentarlo. 

El empleo y el desempleo
La situación de desempleo es muy des-

igual. Hay tres regiones con niveles relativa-

mente bajos de desempleo: Cibao Noroeste,

El Valle y Cibao Norcentral. En el otro extre-

mo, las regiones del Distrito Nacional,

Valdesia y Enriquillo son las que tienen

mayor desempleo. El desempleo tampoco

afecta a todas las personas por igual. De

hecho, el desempleo de las mujeres, y espe-

cialmente de las mujeres jóvenes, es conside-

rablemente superior al promedio nacional. 

Hacia una nueva ruralidad
A pesar de que en República Domi-

nicana la definición de lo urbano es limitada,

ya que es solamente administrativa (las per-

sonas que residen en cabecera de munici-

pios o distritos municipales) es indudable

que hay un proceso intenso de transforma-

ción de lo rural en el país. 

Según el Banco Mundial y el Banco Inter-

americano de Desarrollo (BID), en 2004 el

70% de las y los trabajadores rurales se dedi-

caban a actividades no agrícolas, tales como

el transporte, las zonas francas, el comercio y

el turismo; comparado con un 40% en 1997.

Cada vez más la vida rural se disocia de la agri-

cultura, aunque se siguen registrando gran-

des rezagos en las condiciones de vida de

esta población, lo cual reclama un nuevo tipo

de estrategia frente a este grupo poblacional. 

El proceso de urbanización
El proceso de urbanización ha estado

asociado a la dinámica del proceso de acu-

mulación de capital, caracterizado por una

concentración de obras de infraestructura

en Santo Domingo y un retraso en las zonas

rurales. En la década de los 80 se registraron

las peores crisis económicas de los últimos

40 años8 y se concentraron las inversiones

públicas en las ciudades, lo que aceleró el

abandono relativo de las zonas rurales. A

partir de 1990 se concentró el crecimiento

en algunos polos y se profundizaron las desi-

gualdades y la polarización territorial. 

Las ciudades se han convertido en la

expresión de la dinámica de la desigualdad,

y los barrios marginados, en el resultado de

la ausencia de desarrollo humano y, en

parte, de la mecánica social que crea riqueza

reproduciendo pobreza.  

La experiencia del crecimiento de las

ciudades en el país ha sido desordenada. El

crecimiento sin planificación ni ordena-

miento territorial, sin deslindes, en forma

segmentada, ciudades sucias, sin servicios

públicos, peligrosas, incómodas, tensas, con

un caos vial han generado que se busquen

soluciones individuales y caras a problemas

colectivos: el motoconcho, la ocupación de

los espacios públicos, la planta eléctrica, el

inversor, el “wachiman”9, el tinaco, la cister-

na, la construcción ilegal en terrenos baldí-

os, etc. Por supuesto, las personas pobres

no tienen la posibilidad de la individualiza-

ción de los servicios y la norma es la caren-

cia total de éstas. 

Las ciudades crecen en
forma desordenada, 
sin planificación, sin
deslindes, en forma 
segmentada, sin 
servicios públicos, 
peligrosas e incómodas
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La ciudad de Santiago es la de mejores

servicios públicos, seguida de Bonao y Mo-

ca. Estos promedios globales esconden

grandes desigualdades, ya que la provisión

de servicios varía según los niveles de pobre-

za de cada zona.

La zona de Santo Domingo 
Santo Domingo es la ciudad de mayor

concentración de población, aunque en for-

ma decreciente. Desde la década del 80 es la

provincia que, en términos absolutos, cuenta

con mayor población rural. Esta zona del país

registra niveles desiguales de concentración

de pobreza, aunque, en promedio, ser pobre

en Santo Domingo es tener relativamente

menos privaciones que en el resto del país. 

El Distrito Nacional
En los últimos 40 años, dos gobernantes

han influido de manera determinante en el

diseño de la ciudad, asociando el progreso a

las cosas y no a las mejorías en las condicio-

nes de su gente, sin establecer vínculos con

los gobiernos locales, sin planificación urba-

na y en el marco de una cultura política de

grandes construcciones, pero sin los servi-

cios adecuados.

La ciudad de Santo Domingo registra

grandes niveles de desigualdad. En las peo-

res zonas de la ciudad, la densidad de pobla-

ción pobre está alrededor o por encima de

20 mil habitantes por km2, como sucede en

los barrios Domingo Savio, Capotillo, María

Auxiliadora, Simón Bolívar y Gualey mientras

que la media de la densidad poblacional de

todo el Distrito Nacional es alrededor de

10,000 personas por km2.

Santiago
La provincia de Santiago tenía en 2002

una población de 908 mil habitantes, lo que

hace probable que en 2007 tuviera alrededor

de 1.04 millones de personas, con un 70%

urbano. La provincia ha representado entre

el 9% y el 10% de la población total del país

en los últimos 40 años, convirtiéndose en la

década de los 90 en un centro de atracción

de población.

Santiago se ha convertido en el centro

de cinco sistemas urbanos de la región del

Cibao (Santiago, Mao, Puerto Plata, La Vega y

San Francisco de Macorís) en un rápido pro-

ceso de conurbación con otros municipios,

que hoy forman el Gran Santiago. 

Santiago de los 30 Caballeros
El municipio de Santiago multiplicó su

población 5.9 veces entre 1960 y 2002, lle-

gando a 507 mil personas en el último año y

aproximadamente a 608 mil personas pro-

yectadas para 2007. Esta población repre-

senta alrededor del 56% del total de la pro-

vincia. 

Tiene una relativa baja densidad de

población y la pobreza no tiene el grado de

hacinamiento de Santo Domingo. Aún más,

Santiago es la ciudad con el nivel más bajo

de pobreza del país (19%), aunque los muni-

cipios alrededor de la ciudad registran por-

centajes de pobreza muy superiores. Al igual

que en el Distrito Nacional, las condiciones

de vida promedio de Santiago esconden

grandes desigualdades, aunque menos in-

tensas que en el Distrito Nacional. 

El movimiento de la población,
un resultado
Durante la década de los 60, el creci-

miento poblacional fue importante y distri-

buido homogéneamente entre las provincias. 

Durante el decenio de los 70, se produ-

ce un gran crecimiento de la población urba-

na, concentrada en Santo Domingo, acen-

tuando la divergencia poblacional interpro-

vincial. En algunas provincias se registran

tasas negativas de crecimiento de la pobla-

ción rural.

En la década de los 80, el crecimiento

urbano y la diferencia interprovincial en la

Santiago, Bonao y 
Moca son las ciudades

con los mejores 
servicios públicos
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población total se desaceleran. La década

del noventa fue marcada por la reducción de

la población en varias provincias y surgieron

nuevos polos de atracción que absorbieron

a los quienes emigraban de esas provincias.

En esta década La Altagracia fue la provincia

que registró el nivel más elevado de inmigra-

ción neta como porcentaje de la población

total de la provincia, seguida por San Pedro

de Macorís, La Romana, Independencia y

Santiago.

El peso de Santo Domingo como recep-

tora de población se reduce frente a provin-

cias emergentes, influenciado por cambios

económicos. 

Las migraciones internas en 2002
Las razones para emigrar de una provin-

cia se asocian a: menor empoderamiento

individual, mayor privación, mayor intensi-

dad en la actividad agrícola, menor actividad

manufacturera y en el turismo, mayor

pobreza estructural y mayor población rural

pobre en las provincias. 

Al comparar las personas que se fueron

con las que se quedaron en sus provincias se

aprecia que las que emigraron son: mayorita-

riamente mujeres, prefieren vivir en zonas

urbanas, son personas adultas, están emplea-

das, son profesionales, tienden a trabajar

más en zonas francas que las que se quedan

y trabajan menos en el sector agropecuario. 

El territorio: hacia una mayor
vulnerabilidad
El territorio posee ciertas potencialida-

des de desarrollo, cuyo aprovechamiento

dependerá del modelo económico e institu-

cional que se adopte y de las fuerzas sociales

que actúen en la zona. El manejo del medio

ambiente puede aumentar o disminuir las

potencialidades del territorio.  

La sostenibilidad ambiental es un pro-

blema de las presentes generaciones, por

cuanto los daños ambientales son un proble-
ma de hoy. La deforestación, la desertifica-
ción, la pérdida de fuentes de agua, el daño
a las playas, el impacto de los huracanes y
tormentas afectan de manera creciente a la
presente generación.

Es el Estado quien debe garantizar el
cumplimiento de las normas ambientales,
impulsando la equidad en el ejercicio de las
libertades individuales, impidiendo el abuso
de poder de una empresa que contamine y
regulando el uso del territorio, para evitar
que sea más vulnerable a la amenaza de
fenómenos naturales. 

En República Dominicana, el deterioro
ambiental ha sido el resultado de patrones
de explotación de los recursos en forma no
sostenible, lo cual es consecuencia de una
falta de institucionalidad y de la cultura polí-
tica partidista que han sido complacientes
con las violaciones de las normas, sin consi-
derar las condiciones de vida de la gran
mayoría de dominicanas y dominicanos.

Si  bien el problema puede encontrar
ciertas respuestas en los avances tecnológi-
cos, en las actuales condiciones de desigual-
dad social, económica e institucional y con
limitantes como los derechos de propiedad
intelectual, la pobreza, etc., no hay bases para
entender el “optimismo tecnológico” como
solución a los problemas ambientales, en par-
ticular en los llamados países en desarrollo. 

La gestión ambiental del territorio
dominicano

Diferentes mediciones señalan un creci-
miento de la cobertura boscosa. En 1967,
según la Organización de Estados America-
nos (OEA), en el país quedaban apenas
5,625 km2 de bosque (aproximadamente un
12% del territorio nacional). En 1980, la
cobertura boscosa se había incrementado a
9,500 km2 (casi el 20% del territorio) y hacia
1998 se estimaba en 13,266 km2 (aproxima-
damente 27.5% del territorio). El dato más

La cobertura boscosa 
ha aumentado en los
últimos 40 años
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reciente de cobertura corresponde a 2003 y

la establece en un 33% del territorio.

Los bosques están distribuidos en todo

el territorio nacional. Predominan los bos-

ques secos, que son zonas secundarias en

proceso de regeneración, y los bosques lati-

foliados húmedos, que están presentes en

todos los sistemas montañosos del país. La

mejoría en la cobertura boscosa ha sido el

resultado de una política a largo plazo que

combina varios elementos: el subsidio al gas

licuado de petróleo, el crecimiento de los

sectores industriales y la migración campo-

ciudad, los programas de reforestación

impulsados por el gobierno, la expansión en

número y tamaño de las áreas protegidas, el

cambio en el modelo económico de los 80, y

la política represiva y de control militar de

las áreas protegidas. 

Aunque se han logrado resultados posi-

tivos en el incremento de la cobertura, no

puede afirmarse que se haya logrado un

cambio en la relación de las personas del

campo con el bosque, por lo que no puede

suponerse que estos resultados serán soste-

nibles en el tiempo en ausencia de una fuer-

te fiscalización. 

Calidad ambiental 
El 66% de la población nacional afirma

vivir cerca de alguna fuente de contamina-

ción ambiental, según el Censo 2002, y no

hay mucha diferencia interprovincial en esta

afirmación.

Lamentablemente, el país carece de un

sistema de monitoreo sistemático sobre la

calidad del agua y del aire, aunque las medi-

ciones puntuales dan cuenta de serios pro-

blemas. 

La gestión de residuos sólidos no peli-

grosos es una función de los ayuntamientos

municipales, la cual se cumple con muy

poco apego a lo establecido por las normas

nacionales. 

En el país, la cobertura del servicio de

recogida de basura por parte de los ayunta-

mientos era apenas de 56% en 2002. En algu-

nos municipios como Salcedo y Samaná la

cobertura reportada es de tan sólo el 30%.

La falta de controles ambientales convierte a

los vertederos en fuentes de contaminación

del agua, el suelo y el aire. Las aguas superfi-

ciales se contaminan por escorrentía directa

y por la práctica común de colocar los verte-

deros a orillas de ríos, arroyos o en cañadas,

de manera que las lluvias arrastran los dese-

chos. Estos residuos contaminan también las

aguas subterráneas por la infiltración de lixi-

viados, que también contaminan el suelo. 

El marco legal y la institucionalidad
ambiental  
En materia ambiental, el país ha logrado

mayor progreso en el marco legal. Sin em-

bargo, en los últimos años, la gran deficiencia

es la aplicación de la ley, debido a las debili-

dades institucionales y a la falta de recursos,

cuyo monto incluso ha disminuido en por-

centaje del PIB. Hay que destacar que existe

una tensión permanente entre el turismo,

que muchas veces ha hecho un uso irrespon-

sable de los recursos naturales, y el manejo

ambiental, que intenta establecer normas y

regulaciones. 

Los usos del territorio
El territorio dominicano está determi-

nado por la condición de isla y por una oro-

grafía escarpada. Estos dos elementos son

fundamentales en la definición de las condi-

ciones climáticas y ambientales de las distin-

tas regiones del país. Más del 60% del terri-

torio dominicano presenta altas pendientes

y suelos con vocación forestal; es por esto

que aún con el incremento de cobertura

registrado en los últimos años, apenas el

50% del territorio de vocación forestal tiene

cobertura boscosa. 

El 38% del territorio nacional se dedica

El 66% de la 
población vive cerca 

de una fuente 
de contaminación 

ambiental
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a la actividad agrícola y un 33% a bosques,

registrando estos dos usos la menor dife-

rencia interprovincial de todos los usos y

coberturas. 

Los usos actuales no se corresponden

con un proceso de ordenamiento ambiental,

ni con otro tipo de planificación de uso. 

La Huella Ecológica
La Huella Ecológica de una población es

el monto total de tierra biológicamente pro-

ductiva y el agua necesarias para producir

los recursos que dicha población consume y

absorber los desechos que genera (en fun-

ción de la tecnología disponible), medida en

hectáreas por persona. Esta medida es un

promedio, por lo tanto, no recoge la desi-

gualdad en el consumo y es un indicador del

impacto sobre el territorio. 

El 1.6% de todo el territorio nacional es

zona poblada y el 63.6% de la población resi-

de actualmente en zonas urbanas. Esta po-

blación tiene un patrón de consumo y ma-

nejo de desperdicios que impactan en todo

el territorio nacional. En efecto, la Huella

Ecológica calculada para República Domini-

cana es de 1.6 hectáreas por persona, pero la

capacidad ecológica actual, o capacidad de

carga, es de sólo 0.8 hectáreas por persona.

Esto quiere decir que el déficit ecológico de

República Dominicana es de 0.8 hectáreas

por persona, lo que implica que se requeriría

el doble del territorio actual para mantener

los niveles de consumo y producción de des-

echos que tiene la población. Aunque este

dato esconde grandes desigualdades, está

evidenciando la necesidad de variar los patro-

nes de consumo y uso de  desperdicios; de lo

contrario, se estará afectando las posibilida-

des de desarrollo humano de la población. 

La minería
Los recursos mineros de República

Dominicana incluyen yacimientos metálicos

y no metálicos. Al igual que el agua, los

recursos minerales son de dominio público

y el Estado es responsable de regular su uso

mediante el otorgamiento de concesiones

de exploración y explotación. 

En términos generales, la explotación

minera en República Dominicana se realiza

en canteras a cielo abierto, con lo cual se eli-

mina toda forma de vegetación y cobertura

de suelo en las zonas explotadas que luego

requieren de programas extensivos de reha-

bilitación para poder sostener cualquier tipo

de actividad o vida silvestre. Esto es costoso

en extremo, muchas veces más que el rendi-

miento de la explotación, pero como no

existe una norma, esta forma de explotación

se maneja de manera flexible y se ha conver-

tido en un pasivo ambiental para la sociedad

dominicana, que se expresa en la vulnerabi-

lidad de la población a los desastres, enfer-

medades y otros males.

Áreas protegidas: evolución,
conflictos y experiencias recientes
Las áreas protegidas son reservorios de

vida que contribuyen a mantener el equili-

brio en los ecosistemas, por lo que el Estado

debe procurar su preservación y uso soste-

nible. Las áreas protegidas se encuentran en

casi todas las provincias del país y la delimi-

tación de estas zonas ha sido fuente de con-

flictos por el uso alternativo de sus espacios,

afectando a quienes viven dentro de ellas.

Entre los principales conflictos están los

métodos de apropiación de terrenos, la deli-

mitación de las áreas protegidas y el benefi-

cio que obtienen de ellas algunos sectores. 

El conflicto rural en torno a las áreas

protegidas ha sido de relativa tensión, según

las circunstancias y el momento, debido a

que no existe una política que garantice el

desarrollo humano de las y los habitantes y

la protección de los recursos naturales. A

esto se le agrega la falta de mecanismos para

la protección de la biodiversidad. Reciente-

mente, se ha desarrollado la modalidad de

La Huella Ecológica 
de República
Dominicana implica
que se requiere 
el doble del territorio 
que se dispone
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comanejo de las áreas protegidas, basada en
la participación de las comunidades. Este
proyecto representa una oportunidad para
el uso sostenible de los recursos naturales,
aunado con el desarrollo humano de  pobla-
dores. 

El Sistema Nacional de Áreas Protegidas
(SINAP) es el único mecanismo de ordena-
miento territorial ambiental vigente. En el
resto del territorio se carece de políticas de
gestión que garanticen que las actividades
productivas sean sostenibles y contribuyan
con el desarrollo humano. 

Los conflictos en torno a las áreas prote-
gidas han propiciado la cohesión de los gru-
pos ambientalistas, que son muchos y están
organizados en todo en el territorio nacio-
nal. La creación de la Coalición para la De-
fensa de las Áreas Protegidas evidencia el
fortalecimiento del capital social de este sec-
tor y el grupo participa activamente en los
debates nacionales sobre las leyes y regla-
mentos.

Gestión del riesgo: uno de los temas
pendientes
El riesgo de desastres es la combinación

de las amenazas, la vulnerabilidad y las capa-
cidades. Mientras las amenazas son fenóme-
nos de carácter natural o tecnológico, la vul-
nerabilidad y las capacidades son construc-
ciones sociales. El riesgo tiene su expresión
más diáfana en el nivel microsocial y territo-
rial o local, aún cuando sus causas pueden
encontrarse en procesos generados a gran
distancia de la escena donde ocurren. 

Mejorar las capacidades y reducir la vul-
nerabilidad son las claves frente a la amena-
za de un evento natural. En República Do-
minicana entre los factores que determinan
la vulnerabilidad de la población frente a los
desastres están: la pobreza, la destrucción
del medio ambiente, la marginación, la falta
de institucionalidad y la falta de descentrali-
zación, el “exteriorismo”10 y la ausencia de

consideraciones de gestión del riesgo al rea-

lizar inversiones sociales.

La gestión del agua
La disponibilidad de recursos hídricos

per cápita en República Dominicana puede

considerarse suficiente, pero no abundante.

Además, de que existen desequilibrios regio-

nales. 

El agua subterránea representa el 60%

de la disponibilidad de agua dulce del país y

la mitad se encuentra actualmente en explo-

tación, pero una alta proporción de los po-

zos someros presenta contaminación bacte-

riológica. Sin embargo, el principal proble-

ma es la eficiencia, ya que con la pérdida del

agua que se capta pueden satisfacerse las

necesidades de casi tres veces el número

actual de usuarios, a través del sistema de

agua potable y riego. 

La realidad insular obliga a República

Dominicana a tomar en cuenta a Haití en la

gestión y uso del agua, ya que tres de las

cuencas dominicanas (Masacre, Artibonito y

Pedernales) más la Hoya de Enriquillo (inclu-

yendo la cuenca del río Las Damas) son cuen-

cas fronterizas. A esto se suma la presión

demográfica y la situación de pobreza de

Haití y la presión ejercida por los más de 3

millones de turistas que visitan el país cada

año. La situación es más preocupante cuando

se considera el efecto del cambio climático. 

Las leyes vigentes para la gestión del

agua son inadecuadas y el nuevo marco legal

propuesto ha estado en discusión en el

Congreso por más de un década, haciendo

impostergable y necesaria su definición. 

La provisión de los servicios de agua

potable y saneamiento en el país depende

de una serie de instituciones, cada una con

competencias sobre un área territorial espe-

cífica, pero sin que existan organismos de

planificación ni organismos de regulación

externos a dichas instituciones. Las áreas de
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cobertura de agua potable han disminuido,

son bajas y están desigualmente distribuidas

en el territorio, lo que ha tenido un impacto

regresivo en la distribución del ingreso.

El saneamiento adecuado es todavía

bajo y está desigualmente distribuido en el

territorio, con una deficiente capacidad de

alcantarillado y procesamiento de aguas resi-

duales previo a su descarga, lo cual constitu-

ye una fuente de contaminación de ríos y

costas. Adicionalmente, no hay sostenibili-

dad financiera en el sector. 

Finalmente, la población de montaña,

que resguarda las fuentes de agua, es la más

pobre entre los pobres; por lo tanto, es difí-

cil exigirle que cuiden este recurso tan valio-

so cuando no han disfrutado de libertades

reales. 

Conclusiones principales
Este informe constató, mediante dife-

rentes mediciones, la desigualdad en la dis-

tribución de las capacidades y oportunida-

des por provincia y al interior de éstas, así

como entre grupos y personas. Hay provin-

cias con grandes privaciones en compara-

ción con otras. Además, el nivel de acceso a

las oportunidades en el país no correspon-

de al nivel de recursos generados durante

décadas. 

Los niveles de desigualdad se han

reproducido por la estructura institucional y

la cultura política. 

La probabilidad de ser pobre, de no te-

ner acceso a las oportunidades, crece en la

medida en que nos alejamos del Distrito Na-

cional y de la ciudad de Santiago, y aún den-

tro de estas ciudades hay grandes desigual-

dades.

En República Dominicana, el acceso a la

educación, a la salud o al empleo de calidad,

así como a otras capacidades esenciales

para el desarrollo humano no está garanti-

zado de forma equitativa por el Estado en

base al igual derecho de las personas. Este

acceso depende de la zona en la que se viva,

la clase social a la que se pertenezca, del

sexo, o de la capacidad de incidencia públi-

ca que se posea; es decir, del grado de

empoderamiento y poder que tenga cada

persona. En definitiva, el acceso a las capa-

cidades y oportunidades está determinado

por el poder personal y no por el estado de

derecho.

En este sentido, el desarrollo humano

se convierte en una cuestión de poder y, por

lo tanto, de la política; entendiendo la políti-

ca como el espacio de mediación de las rela-

ciones de poder. 

Como se verá a lo largo de este in-

forme, dado el grado de inequidad social,

económica e institucional, se concluye que

históricamente la estructura de poder ha

fallado en la construcción de una sociedad

en la que el acceso a las capacidades y opor-

tunidades no esté determinado por circuns-

tancias personales. 

En la política, los medios de representa-

ción de la sociedad, es decir los partidos

políticos, también han fallado porque no

han podido mejorar la equidad y garantizar

acceso a las oportunidades. 

El hecho de que más del 90% de los

dominicanos y dominicanas piense que los

partidos sólo defienden los intereses de

algunos grupos o de los mismos políticos11

evidencia que estas organizaciones han en-

trado en una lógica de lealtades perversas:

es la lógica del poder por el poder y de la

lealtad endogámica. No hay lealtad con la

población ni con la política de Estado ni con

el desarrollo.

Sin una modificación de las relaciones

de poder que consoliden un estado de dere-

cho será muy difícil, si no imposible, que las

personas tengan acceso equitativo a las

capacidades y oportunidades. Para que exis-

En República
Dominicana, el acceso
a los servicios depende
del poder que se tiene
y de la zona 
en donde se vive
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ta un estado de derecho es fundamental que
exista, por un lado, un régimen de conse-
cuencias; es decir, un sistema de justicia que
penalice las  violaciones de la ley, y, por otro,
una población empoderada que ejerza sus
derechos. Lamentablemente, el sistema de
partidos políticos se ha caracterizado por
debilitar el régimen de consecuencias en la
sociedad dominicana12.

Para que el empoderamiento pueda
convertirse en poder, las capacidades indivi-
duales y las colectivas tienen que ser  simul-
táneas y tener  un nivel relativamente alto.
Una es la garantía de la otra y ambas se
refuerzan, ya que las capacidades y oportu-
nidades se portan individualmente, pero se
construyen socialmente. De modo que la
garantía de mantener el acceso a las oportu-
nidades es la capacidad de la sociedad de
cohesionarse, de movilizarse para exigir un
estado de derecho.

Finalmente, si hasta ahora las estructu-
ras y relaciones de poder no han generado
desarrollo humano en la misma magnitud
en que han estado disponibles los recursos
para ello, no han reducido las inequidades ni
han institucionalizado el país, no hay razo-
nes para suponer que lo harán en el futuro
por generación espontánea. Si la sociedad
no se organiza, se empodera y reestructura
las relaciones de poder no habrá desarrollo
humano. El desarrollo humano es una cues-
tión de poder.

Estructura del informe
El presente informe se divide en siete

capítulos. 

En el primero se discuten las relaciones
entre capacidades individuales y colectivas,
empoderamiento, poder y desarrollo huma-
no, para lo cual se presenta un Índice de
Empoderamiento Humano (IEH). 

En el segundo se analiza el empodera-
miento social, los factores que influyen en

él y su distribución en el territorio nacional,
así como sus vínculos con el desarrollo
humano. 

En el tercero se analizan el empodera-
miento político a nivel territorial, la justicia y
las capacidades de los gobiernos locales: el
marco legal, los recursos y se discuten las
posibilidades de los gobiernos locales para
generar desarrollo humano. 

El cuarto capítulo aborda las capacida-
des esenciales para el desarrollo humano y
su distribución en el territorio: educación,
salud, protección y asistencia social.

En el quinto capítulo se analiza cómo la
dinámica económica ha conformado el
territorio, para lo cual se construyen dos
índices: uno de empoderamiento económi-
co y otro de empoderamiento en tecnologí-
as de la información y la comunicación.
Adicionalmente, se analizan las disparidades
y convergencias y su impacto en la movili-
dad de la población. También se abordan los
espacios rural y urbano, y sus características
actuales.

El sexto capítulo describe los recursos
naturales y el medio ambiente en el territo-
rio, como un condicionante de las posibilida-
des de desarrollo humano de la población.

El capítulo final, el séptimo, presenta un
resumen de las recomendaciones para dise-
ñar políticas. 

Este informe ha sido acompañado por
cuatro foros que han sido publicados a lo largo
de 2007. Los temas de estos foros fueron: 

1) Foro sobre desarrollo humano 1. Áreas
protegidas y desarrollo humano. ¿Por
qué proteger  a una iguana cuando hay
niños desnutridos?

2) Foro sobre desarrollo humano 2. Des-
centralización y poder local en el desa-
rrollo humano. El proceso de descen-
tralización dominicano. ¿Crea ciudada-
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nía o fomenta el clientelismo y el caci-
quismo?

3) Foro sobre desarrollo humano 3. Nue-
va ruralidad y desarrollo humano. La
nueva ruralidad dominicana, ¿sigue
siendo la parte atrás de lo urbano o es
una oportunidad para el desarrollo
humano?

4) Foro sobre desarrollo humano 4. Desa-
rrollo humano y descentralización del
sector salud. ¿La desconcentración me-
jorará el bienestar de las personas o
será más de lo mismo?







El desarrollo humano 
implica tres dimensiones: 
la primera se vincula con el poder 
y la política, por tratarse del acceso 
a las oportunidades; 
la segunda nos refiere 
a la creación de capacidades 
que se portan individualmente, 
pero que se construyen socialmente; 
y la tercera, la dimensión local, 
da cuenta de la situación concreta 
de la gente en su espacio 
y circunstancias específicas.
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El desarrollo humano es la ampliación

de las libertades reales de las personas para

elegir lo que valoran en la vida. Las liberta-

des reales dependen del acceso a las oportu-

nidades y esto es una cuestión de poder. En

sociedades con un deficiente estado de

derecho, el acceso a las oportunidades está

determinado por el nivel de poder que ten-

gan las personas. 

El desarrollo humano es también una

situación concreta de la gente en sus cir-

cunstancias y, por lo tanto, es un hecho que

se hace realidad en lo local. 

Lo local es el espacio efectivo de actua-

ción de las personas, individual y colectiva-

mente, y, como señala Amartya Sen, el lugar

hace la diferencia, pues las personas  no ven

el universo a partir del universo, las perso-

nas ven el universo desde un lugar. Este

lugar es la base de las relaciones entre las

personas, espacio vivo y dinámico de la vida

y de la ciudadanía, donde se concretan las

relaciones de cooperación y de poder.1

Las posibilidades de elección que pue-

dan tener las personas y sus logros en la vida

dependen de las capacidades que hayan

podido acumular, las cuales si bien son por-

tadas individualmente, muchas de ellas sola-

mente se pueden construir colectivamente,

en sociedad. Por lo tanto, el desarrollo hu-

mano tiene una dimensión individual y otra

colectiva, de creación de capacidades y

empoderamiento.

Las capacidades individuales habilitan a

las personas para hacer cosas, mientras que

las colectivas son las que crean las posibilida-

des para acceder a las oportunidades e inci-

dir en las decisiones. Ambas, para ser perdu-

rables en el tiempo, deben ser simultáneas,

de esta forma las capacidades se convierten

en empoderamiento y el empoderamiento

en poder, el cual se construye, conquista o

redistribuye. El equilibrio de poderes socia-

les es la garantía para que el Estado pueda

actuar como rector, regulador y garante del

acceso equitativo a las oportunidades y ello

es la base para el desarrollo humano.

Este informe, entendiendo el desarrollo

humano como un proceso de liberación de

las personas desde una situación de priva-

ción, conjuga las tres dimensiones: 

• La dimensión del poder.

• La dimensión individual y colectiva de las

capacidades y el empoderamiento.

• La dimensión local del desarrollo humano. 

Así se exploran la creación y distribu-

ción de capacidades en el territorio, la mag-

nitud y forma en que éstas se convierten en

empoderamiento en las provincias, la viabili-

dad de que el empoderamiento se convierta

en poder y las condiciones para que ese

poder produzca desarrollo humano. Es

decir, examina el vínculo entre el proceso de

creación de capacidades, el empoderamien-

to, el poder y el desarrollo humano en la

situación concreta de las diferentes provin-

cias de República Dominicana. 

El punto de partida para este análisis es

el hecho empírico establecido en el Informe

Nacional de Desarrollo Humano 2005, de

que el bajo desarrollo humano relativo de la

En sociedades con un
deficiente estado de
derecho, el acceso a las
oportunidades está
determinado por el
nivel de poder que 
tengan las personas

Desarrollo humano y poder en el territorio
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sociedad dominicana no es el resultado de la

falta de recursos, sino de la ausencia de com-

promiso del liderazgo nacional (empresarial,

político, social, religioso) con un desarrollo

a largo plazo, y la falta de poder en los secto-

res mayoritarios de la sociedad dominicana

que fuercen un pacto social que garantice el

desarrollo humano. 

Además, este hecho no ha sido un resul-

tado casual, arbitrario o accidental, sino que

es el resultado de un estilo de crecimiento

económico y un ordenamiento institucional

sin una visión de desarrollo humano que ha

ido generando exclusión social, clientelismo

o negación de derechos; es decir, creando

riqueza reproduciendo miseria. 

La inequidad y los niveles de exclusión

se han venido reproduciendo a través de las

instituciones, la cultura política partidista y

el defectuoso estado de derecho que repro-

ducen el orden social excluyente y no permi-

ten alcanzar el desarrollo humano. 

El interés es investigar las condiciones

que deben cumplirse para lograr un mayor

empoderamiento y una descentralización

real (transferencia de poder al ámbito local)

que permitan crear un escenario propicio

para modificar las relaciones de poder e

impulsar el desarrollo humano. La moviliza-

ción social y el aumento de las capacidades

de la población pueden conducir a una

mayor democratización de la sociedad, a

equilibrar las relaciones de poder y a abrir

las posibilidades de un verdadero estado de

derecho. Esto, a su vez, exige analizar la ca-

pacidad institucional del poder local, sus

límites y posibilidades en el contexto con-

creto de la realidad dominicana actual. 

En resumen, este Informe parte de

cinco premisas fundamentales: 

a) El desarrollo es la ampliación de las

capacidades/libertades reales de las per-

sonas para elegir lo que valoran. 

b) El desarrollo es una cuestión de poder, y

el poder se construye, se conquista o se

redistribuye.

c) Hay una relación continua entre capaci-

dades y empoderamiento.

d) Las capacidades y el empoderamiento

tienen una dimensión individual y

colectiva, y ambas tienen que ser simul-

táneas. 

e) El desarrollo humano es un hecho con-

creto de la gente en sus circunstancias y,

por lo tanto, tiene una dimensión local.

I.1 El crecimiento a largo plazo
Una mirada al último medio siglo su-

giere que la sociedad y la economía domini-

cana, como el resto del mundo, han mostra-

do avances y cambios trascendentales. La

gran mayoría de los indicadores sociales e

institucionales han registrado significativos

progresos. 

El ritmo del crecimiento económico del

país ha sido impresionante, el más elevado

de América Latina y el Caribe en más de cin-

co décadas (Anexo I.1 y I.2). La economía

dominicana es hoy 8.5 veces mayor que en

1961 y tanto la población como el ingreso

per cápita se han casi triplicado. Las expor-

taciones de bienes y servicios se multiplica-

ron por 50 para el mismo período y la

estructura productiva nacional cambió radi-

calmente. 

Pero ni el cambio en el modelo econó-

mico ni el ejemplar ritmo de generación de

ingresos se han traducido en una mejora, en

la misma magnitud, del bienestar de toda la

población. Los progresos sociales e institu-

cionales alcanzados están por debajo del

valor que debería tener República Domini-

cana según el nivel de riqueza acumulada y

del resultado promedio de América Latina y

el Caribe.

En el largo plazo, 
la economía 

dominicana crea 
riqueza reproduciendo

la exclusión social
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A pesar de las numerosas reformas que

se han impulsado desde todos los ámbitos

del Estado y de los procesos de descentrali-

zación y desconcentración del poder y las

funciones, los resultados no han permitido

transformar en igual magnitud el éxito eco-

nómico en mayor calidad de vida. Incluso, la

creciente desigualdad  en la distribución del

ingreso ha ampliado la brecha entre pobres

y ricos. 

¿A qué se deben estos resultados tan

disparejos, de alto crecimiento económico y

poco progreso social e institucional? 

El modelo de acumulación no necesitó

al desarrollo humano para crecer porque se

basó en la exclusión social. Durante la susti-

tución de importaciones, la coerción sala-

rial2 y la protección del mercado interno

crearon las condiciones para una alta renta-

bilidad y después, cuando se pasó a las zo-

nas francas y al turismo, el modelo no de-

mandó una mano de obra calificada más allá

de un nivel educativo básico completo. Es

decir, históricamente la educación no ha

sido una fuente de movilidad social en los

sectores dinámicos de la economía. No ha

sido un requisito para acelerar la acumula-

ción de capital y el crecimiento económico.

En el largo plazo, esta forma de crecimiento

se convirtió en una fuente de exclusión

social que creaba riqueza, pero al mismo

tiempo reproducía la miseria.

¿Cómo se ha podido sostener el creci-

miento a largo plazo, a pesar del deterioro

relativo de las condiciones de vida de la gen-

te? Varios factores explican estos resultados. 

Primero, debido a los cambios en el mo-

delo de acumulación de capital. La acumula-

ción basada en las exportaciones tradiciona-

les fue apuntalada con la sustitución de

importaciones (finales de los sesenta y déca-

da de los setenta), y cuando éstas entraron

en crisis, fueron sustituidos por un nuevo

modelo de acumulación basado en las

exportaciones de zonas francas y el turismo,

el cual permitió la reestructuración de los

ingresos de divisas.

Segundo, el entorno internacional favo-

reció el desarrollo de las zonas francas y el

turismo.

Tercero, aparecieron mecanismos socia-

les que le daban sostenibilidad a la falta de

inclusión: los procesos de emigración masiva

hacia el exterior (Anexo I.7), el uso cada vez

más intensivo de la mano de obra haitiana y

el uso de la política como fuente de movili-

dad social y de acumulación de  riqueza.

Durante décadas, República Dominica-

na ha sido un país expulsor de población, lo

cual es resultado de la incapacidad del

modelo económico, social e institucional de

proporcionarle una vida digna a la ciudada-

nía. La contraparte de ese proceso ha sido

un flujo masivo de divisas o remesas que ha

contribuido a mantener la actividad econó-

mica y el nivel de vida de la población, pero

al costo de  “desterritorializar” el éxito y de

debilitar la cohesión social.

La contratación de personas de nacio-

nalidad haitiana se extiende porque son

consideradas por los empleadores como

“más dóciles”, “más trabajadoras”, “dispues-

tas a sacrificarse”, porque “están en desven-

taja” y “se han hecho imprescindibles”

(Recuadro I.1). Mientras exista una reserva

de fuerza de trabajo en esas condiciones y

no se aborde el problema haitiano en toda

su magnitud; es decir, que se cumplan ple-

namente las leyes laborales y los derechos

humanos para este grupo poblacional, es

más difícil pensar en un modelo económico

y social que demande mejores condiciones

de vida de la población y éste sea socialmen-

te más incluyente. 

Finalmente, la política se ha convertido

en una fuente de movilidad social y la inefi-

ciencia del Estado en un medio de redistribu-

ción de ingresos que compensa el carácter
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excluyente de la dinámica económica3. En

cierta forma la ineficiencia del Estado tiene

un rol funcional para la estabilidad del siste-

ma, al incorporar o generar expectativas de

incorporación a los que el modelo económi-

co excluye. Así el sistema político pasó de ser

ideológico a un sistema clientelar que genera

ingresos, movilidad social y expectativas de

progreso individual a una parte de la po-

blación. Como contraparte, el fundamento

de la política partidista se ha montado en la

lógica del poder por el poder, enraizándose

más al clientelismo y tornándose cada vez

más “endogámica”, movida por lealtades en-

tre los miembros de grupos, al margen de

toda fidelidad con el desarrollo, con la pobla-

ción y con las políticas de estado. Cabe pre-

guntarse: ¿cuánto tiempo más  puede funcio-

nar el sistema así? ¿Cuánta ineficiencia del

Estado soporta la democracia y la ciudadanía?

Las tendencias se mantienen 
En el Recuadro I.2 se actualiza el análisis

económico, social e institucional de la so-

ciedad dominicana realizado en el último

Informe Nacional de Desarrollo Humano

2005 y se constatan las mismas tendencias

de hace tres años. Estas tendencias de la

economía y la sociedad dominicana ilustran

un hecho que hoy día empieza a ser común

en el análisis del país. La economía puede

crecer de manera acelerada, pero eso no sig-

nifica que las condiciones de vida de las per-

sonas vayan a mejorar de manera automáti-

ca o proporcional. Esos resultados de excep-

cional crecimiento económico pueden coin-

cidir  con inequidad social, deterioro de los

valores4, inadecuado manejo de los recursos

naturales, ausencia de participación social,

exiguos derechos ciudadanos, impunidad y

clientelismo. 

Así, la inequidad del poder económico

se propaga a través de las instituciones y

convierte el rezago del desarrollo humano

en un tema esencialmente de poder y, por lo

tanto, de la política, en la medida en que

ésta tiene que ver con las formas y conteni-

Recuadro I.1 ¿Por qué utilizar la mano de obra haitiana en la construcción? 
Dos opiniones en dos momentos diferentes

v Diandino Peña, Secretario de Estado Obras Públicas

(Diario Hoy, 6 de noviembre de 1999)

Refiriéndose a las razones que justifican el uso de los trabajadores haitianos en la
construcción y el campo: 

“Son obreros más dóciles que en un momento dado están dispuestos a sacrificar-
se en términos de precio por hora a sabiendas de que están en condiciones de des-
ventaja por residir en un territorio que no es el de ellos”.

“Hay casos de haitianos que comenzaron a laborar hace algún tiempo en la indus-
tria de la construcción como simples obreros, que hoy en día son maestros cons-
tructores”.

“Han actuado con mayor inteligencia que el obrero local, buscando mayores espa-
cios y hasta cierto punto han desarrollado una tendencia donde ellos se han hecho
imprescindibles”.

“Ellos amanecen en la construcción, trabajan de día, de noche y trabajan horas
extras, contrario al operario dominicano que es más celoso, más pretencioso y,
precisamente por ser local, muchas veces no se adapta a los reclamos del patrono
de trabajar horas extras o amanecer en un proyecto en un tiempo determinado”.

“Si la construcción local tiene que prescindir por razones diversas de la mano de
obra haitiana esto va a repercutir de manera significativa en el ritmo de las obras”
(…) “el porcentaje de mano de obra haitiana en la industria de la construcción
es muy alto en la actualidad” (…)  “Pero más que alto, es la mano de obra que
más empuja los trabajos de construcción en la etapa inicial como son la de movi-
miento de tierra, de bacheo de hormigón y de formación de varilla”.

(La mano de obra haitiana) “es con la que nosotros contamos para el inicio y
desarrollo de obras de gran envergadura, como por ejemplo, el proyecto de
ampliación de la Avenida 27 de Febrero y los pasos a nivel construidos en Santo
Domingo”.

v Ingeniero Rafael (Tato) Bisonó. Constructor privado

(Semanario Clave, 19 de Julio del 2007)

“Antes los haitianos sólo se les veía picando piedras en las carreteras. Hoy, sin
ellos, la industria de la construcción se paralizaría” (…) Contrario a lo que
muchos opinan “a ellos se les paga igual que a los dominicanos”, sostiene. Opina
que es un problema complejo, y calcula que estos extranjeros constituyen más del
60% de la mano de obra en la construcción. “Esa es la realidad. Los dominicanos,
paradójicamente, no desean trabajar en esta industria”.
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Recuadro I.2 Principales hallazgos del INDH 2005: las tendencias continúan

Primero, el alto crecimiento económico de República Dominicana ha permitido
que, en términos de ingreso per cápita, el país mejore su posición respecto al
resto del mundo. Entre 96 países para los cuales se contaba con información,
República Dominicana mejoró dos posiciones en riqueza por habitante en 30
años; 33 países mostraron un mejor desempeño.  Al mismo tiempo, en términos
de desarrollo humano, el país mejoró dos posiciones, mientras 37 países del
mundo mejoraron sus indicadores más que República Dominicana. 

Estas tendencias se confirman si se compara al país en el contexto regional de
América Latina y el Caribe: entre 19 países para los cuales se contaba con infor-
mación, República Dominicana ganó cinco posiciones en términos del ingreso
por habitante (siendo el segundo país que más ganó) en 30 años, aunque sólo
mejoró tres posiciones en términos de desarrollo humano (Gráfico A).

Estas comparaciones del progreso dominicano, en términos económicos y de
desarrollo humano con otros países del mundo, reflejan del grado de desaprove-
chamiento de las oportunidades para mejorar el bienestar de la población.

Segundo, la capacidad de generación de empleo de la economía dominicana se
ha reducido en el largo plazo. La elasticidad producto-empleo calculada para el
período 1991-2005 fue de 0.51; es decir, por cada 1% de crecimiento en el PIB
el empleo crece a la mitad. Por su parte, el impacto expansivo del gasto interno
sobre la actividad económica se redujo en un 30% entre 1970-1983 y 1993-
2006 debido a la falta de encadenamientos internos de las actividades más diná-
micas.

Tercero, el nivel de competitividad revelada del total de las exportaciones domi-
nicanas al mercado de Estados Unidos era en 2006 inferior al nivel que tenía en
1990 y viene declinando desde 1996. En los últimos 10 años, República
Dominicana ha perdido la mitad de su participación en el mercado norteameri-
cano (Gráfico B y Anexo I.3).

Cuarto, el rendimiento del turismo, medido en ingresos de divisas por turista y
por habitación en términos reales, ha seguido declinando, mientras los ingresos
totales están aumentando como consecuencia del incremento de la cantidad de

personas que arriban, lo que ha significado en el país mayores costos ambienta-
les y externalidades negativas (Anexo I.4).

Quinto, la actividad de zonas francas declina aceleradamente. La participación
en el mercado norteamericano de las confecciones, los textiles y los calzados en
2006 era un poco más de la mitad de lo que se exportaba en el año 2000 y en
dólares corrientes representaba el 68%. Los empleos de zonas francas continú-
an su tendencia declinante (Anexo I.5 y I.6). 

Sexto, el proceso de emigración de la población dominicana al exterior, como
expresión de la incapacidad del modelo económico, social e institucional de ofre-
cer una vida digna, continúa siendo elevado. 

Séptimo, en el ámbito de la identidad cultural, el nivel de exteriorismo crece; es
decir, cada día las personas sienten menos confianza en que con su esfuerzo
podrán mejorar sus resultados en la vida (ver capítulo II). 

Octavo, la mayoría de los indicadores sociales e institucionales del país muestran
un desempeño insuficiente con relación al nivel esperado dado el nivel de rique-
za por habitante y los estándares internacionales, y un progreso inferior a los
promedios de América Latina y el Caribe, a pesar de haber registrado un ritmo
de crecimiento muy superior.

Noveno, las debilidades institucionales se reflejan en la persistencia del cliente-
lismo y en la falta de institucionalidad.

Décimo, recientemente se han registrado progresos en algunas áreas como en la
transparencia del sistema bancario, la puesta en marcha del régimen contribu-
tivo del seguro familiar de salud, se ha recuperado la estabilidad macroeconómi-
ca, se ha reformado el área institucional, económica y la planificación del
Estado, la aprobación de la ley municipal, la de contratación de compras y obras
gubernamentales y se han recuperado algunos indicadores sociales (reducción
de pobreza, mejora de la distribución, etcétera) con relación a  la crisis de 2003,
la eficiencia del Estado ha mejorado en algunos aspectos, la justicia se ha hecho
más independiente, lo cual representa una oportunidad para mejorar las condi-
ciones de vida de la gente. 

Gráfico B. Competitividad revelada de República Dominicana
en el mercado de Estados Unidos (%)

Fuente: United States International Commission (dataweb.usitc.gov)Fuente: ODH/PNUD en base a PNUD 2006

Gráfico A. Tendencia de la posición relativa de República 
Dominicana en la región, en el IDH y en el ingreso 
per cápita (PPA)
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dos que adquieren las relaciones de poder y

es el Estado el responsable de regular esas

relaciones a través del estado de derecho.

Una de las formas que la ciudadanía tiene de

relacionarse con el poder es a través de los

partidos políticos, que deberían actuar como

agentes de representación de los intereses

de esa ciudadanía, siendo la democracia la

que organiza las tensiones y los conflictos

que generan las luchas de poder5.

El problema es que en sociedades

inequitativas, el Estado no juega esa función;

con instituciones débiles, los mecanismos

que regulan las relaciones de poder son

igualmente débiles y el Estado es capturado

por grupos específicos que debilitan la

democracia (Recuadro I.3).

I.2 La creación de capacidades, 
el poder, las instituciones 
y la equidad
Al definir el desarrollo como las liberta-

des reales que tiene una persona para hacer

y ser lo que valora en la vida, Amartya Sen

parte de una concepción ética en donde las

personas son el centro de la preocupación

moral6. Ello no quiere decir que éstas existen

al margen de la sociedad, sin interconexio-

nes entre ellas, sin que el bienestar de una

esté vinculado al bienestar de las demás;

tampoco implica que el logro individual  no

esté asociado y condicionado por el avance

colectivo, o que se pueda reducir la sociedad

a la simple suma de individuos (el llamado

individualismo metodológico).   

La dimensión social en la creación de

libertades individuales tiene un valor intrín-

seco, forma parte integral del bienestar a

valorar porque el ser humano vive en socie-

dad7. También tiene un valor instrumental

porque muchas capacidades y oportunida-

des solamente se pueden lograr a través de la

filiación a un grupo, como un compromiso

de alcance colectivo o de interés general. 

Recuadro I.3
Sobre el poder y 
el desarrollo

“Yo he trabajado en la política y sé que las cosas no
cambian en el mundo si no se tiene poder político o si
no se cambia el equilibrio del poder. Por lo tanto, ya sea
en situaciones específicas de un país o en problemas
mundiales, parte de lo que estamos tratando de hacer y
de apoyar es un cambio en el equilibrio del poder, un
proceso de fortalecimiento que dé más a los que tienen
menos – menos poder y menos privilegios- que les dé
una mayor porción del gran pastel de la globalización.” 

Kemal Dervis, Administrador del PNUD, 2006

El mismo Sen8 destaca que las capacida-
des individuales que crean libertades están
condicionadas no sólo por circunstancias
personales como la edad, género, propen-
sión a enfermarse o a tener discapacidades,
sino también por circunstancias sociales
como el acceso a las oportunidades (educa-
ción, salud, empleo), características epide-
miológicas, entornos sociales, acceso a los
mercados, existencia de los bienes públicos,
marco institucional, normas legales y socia-
les, derechos, oportunidades económicas,
libertades políticas, servicios sociales, garan-
tía de transparencia y seguridad protectora,
entre otras muchas.

Si las capacidades individuales depen-
den del entorno social, como acabamos de
indicar, entonces la estructura del poder
económico, las  instituciones y la dotación
de capacidades de una población se encuen-
tran estrechamente relacionadas entre sí.

La estructura del poder determina las
capacidades a través de las instituciones. Por
lo tanto, mejorar la dotación de capacidades
de la población y garantizar igualdad en el
acceso a las oportunidades, solamente se
puede lograr actuando sobre las institucio-
nes y la cultura política; es decir, modifican-
do las relaciones de poder. Sólo así se puede
cambiar la dinámica de exclusión y reorde-
nar el poder económico hacia un modelo
incluyente, equitativo y participativo (Dia-
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grama I.1). Sin embargo, no existen razones
de peso para pensar que las sociedades gra-
vitarán espontáneamente hacia las institu-
ciones que fomenten la distribución equita-
tiva del poder9. Si se reemplazan las institu-
ciones deficientes y disfuncionales por otras
que aseguren el ejercicio de los derechos y
deberes con igualdad, que incrementen el
bienestar social y el desarrollo humano
(igualdad de oportunidades), necesariamen-
te habría perdedores y ganadores. El cambio
puede verse truncado si la tajada que le
correspondiera a los grupos poderosos se
redujera sustancialmente. 

El cambio institucional puede ocurrir
cuando los grupos interesados adquieran
suficiente poder como para imponerse a los
eventuales perjudicados o cuando los actua-
les grupos de poder y la sociedad puedan
llegar a un acuerdo que les permita sentirse
compensados después del cambio.

Lo primero implica generar cambios
desde abajo mediante la participación y la
creación de capacidades. Lo segundo impli-
ca construir un gran consenso, que se dará
solo si “los de abajo” pueden mostrar un
cierto nivel de poder para ser tomados en
cuenta.

El análisis del poder es complejo y no
existe una definición universalmente acep-
tada. El poder es una relación social estruc-
turalmente determinada, y es una capaci-
dad. Hay varios enfoques que explican el
poder10:

• Puede entenderse como un bien escaso y
finito en un sistema en donde la ganancia
de uno es la pérdida de otro o el poder
del que disfruta un grupo no lo puede
disfrutar otro al mismo tiempo11, ofre-
ciendo una visión conflictiva del mismo. 

• Otro enfoque entiende el poder como
resultado de consensos; es decir, que “el
poder puede crecer infinitamente si se
trabaja en ello”12, al igual que las capaci-

Instituciones y 
cultura política

Dotación de capacidades de
la población. Acceso equi-
tativo a las oportunidades

Instituciones y
cultura política

Estructura del poder 
económico, sociocultural

y político

Diagrama I.1
La relación entre el poder,
las instituciones y el acceso
a las oportunidades

dades humanas. “En esta perspectiva el
poder no es finito y no existe una dota-
ción limitada de poder, sino que éste
tiene que ser creado y legitimado por la
sociedad. Esto ocurre más fácilmente
cuando mayor coherencia interna y bús-
queda de objetivos comunes haya en el
seno de la misma” 13.

• Finalmente, una tercera explicación es
que el poder puede ser tanto conflictivo
como consensuado14.

La relación entre capacidades, empode-
ramiento, poder, Estado y desarrollo huma-
no se puede apreciar en el Diagrama I.2. El
punto de partida son las capacidades que, si
bien están adscritas a una persona, ésta es
una persona en sociedad y sus oportunida-
des dependen del entorno y la sociedad en
que viva. Esa doble dimensión, individual y
colectiva de las capacidades, empodera para
hacer algo, para tener habilidades y autoesti-
ma; pero, al mismo tiempo, empodera para
que las personas puedan acceder a las opor-
tunidades, incidir en las decisiones que les
afectan y presionar para que se creen institu-
ciones que respondan a las necesidades de la
población de forma efectiva a fin de garanti-
zar el acceso equitativo a los bienes públicos
etcétera. El acceso equitativo a las oportuni-
dades depende del Estado y éste, como re-
sultado de una relación social que refleja

El Estado tiene 
la obligación de crear
las condiciones
que igualen las 
circunstancias y debe
prevenir todas 
aquellas ocurrencias
de las cuales los 
individuos no son 
responsables
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relaciones de poder, puede o no representar

los intereses mayoritarios o la institucionali-

dad apropiada para garantizar un estado de

derecho. Por lo tanto, la posibilidad de con-

vertir el empoderamiento (individual y

colectivo) de las personas y grupos en poder

efectivo que influya y modifique las relacio-

nes de poder (Recuadro I.4), que son subya-

centes al Estado, es la garantía del acceso

equitativo a las oportunidades. 

El poder tiene dos dimensiones15:

• “Poder con”. Implica una concepción de

construcción de poder en donde intere-

ses diversos tratan de ponerse de acuer-

do en objetivos comunes y crean una

fuerza colectiva mediante el consenso.

En esta perspectiva el poder se entiende

como “un bien infinito” y en constante

construcción.

• “Poder sobre”. Está asociado al poder

como conflicto, como un “bien finito y

escaso” que se conquista o se redistribu-

ye mediante acciones de “fuerza” o insti-

tucionales de descentralización real

(traspaso de decisiones y recursos) o de

redistribución (propiedad, capacidades,

acceso a oportunidades), que pueden

ser consensuadas. Dentro de esta pers-

pectiva, el Estado, de forma legítima y

legal, puede actuar en  beneficio de la

El Estado es una 
relación social 

que refleja 
una correlación 

de poder

De hacer algo, tener habilidades,
autoestima.

Poder con (infinito): 
Agrega, se construye.

Estado: como rector y garante de acceso a derechos 
y oportunidades.

Poder sobre (finito): se gana y se pierde. 
a) Poder que se conquista.
b) Poder que se redistribuye.

Dimensión Individual Dimensión Colectiva

Individuales: tener empleo,
tener salud, tener educación,
tener libertades políticas, auto
respeto, conciencia de lo que

uno es.

Sociales: participación, con-
fianza interpersonal, en las
instituciones, pertenencia,

movilización, inclusión.

{
Para acceder a las oportunidades,
incidir en decisiones, estado de

derecho.

Diagrama I.2 Vínculo entre capacidades, poder y desarrollo humano

PODER

DESARROLLO HUMANO

CAPACIDADES

EMPODERAMIENTO
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mayoría. Por ejemplo, la experiencia

reciente del Seguro Familiar de Salud

(SFS): su implementación estuvo blo-

queada por intereses particulares en per-

juicio del interés mayoritario; en ese

caso, el Estado debe velar por el interés

común. En otras ocasiones, la moviliza-

ción social es la que actúa como fuerza

motora para restituir la equidad en el

acceso a las oportunidades. 

Las correlaciones de fuerzas y poder de

los diferentes actores de la sociedad se refle-

jan en el Estado. El Estado es una relación

social y expresa vínculos de poder, el cual

puede estar capturado por grupos económi-

cos o políticos que cambian en el tiempo o

reflejar un equilibrio dinámico equitativo de

fuerzas sociales. Para que el Estado pueda

actuar como rector, como garante del estado

de derecho y del acceso equitativo a las opor-

tunidades, tiene que reflejar un equilibrio de

poder que represente a toda la sociedad, y así

podrá impulsar el desarrollo humano. 

Es decir, la sociedad organizada y movi-

lizada puede desatar fuerzas sociales para

expandir la calidad de vida, ya sea mediante

el poder que se construye, se redistribuye o

conquista. Esto abrirá paso al desarrollo

humano, el cual fortalecerá la creación de

capacidades y, eventualmente, el estado de

derecho, dando paso a un poder creciente

construido mediante el consenso.  

En resumen, para este informe, las capa-

cidades están adscritas a las personas, pero

su creación es un hecho individual y social al

mismo tiempo, mediante el acceso equitati-

vo a las oportunidades. 

Las capacidades y el empoderamiento

dan poder para intervenir en la sociedad e

incidir en las decisiones. 

A su vez, la posibilidad de incidir en las

decisiones implica acumulación de fuerzas y

desafía a una institucionalidad construida so-

bre la base de un determinado nivel de ine-

quidad social, empujando al Estado para que

sea el garante y el regulador del acceso  equi-

tativo a las oportunidades (Diagrama I.3).

I.3 El papel del Estado en la 
conformación del poder 
y el desarrollo humano
En el enfoque del desarrollo como

libertad se establece una diferencia entre las

circunstancias en que vive la población y la

responsabilidad con que ella actúa: las per-

sonas deben igualarse en sus circunstancias

teniendo acceso a similares oportunidades,

pero son responsables de las consecuencias

de sus decisiones, sus gustos y ambiciones,

según aprovechen o no las oportunidades. 

El Estado tiene la obligación de crear las

condiciones que igualen las circunstancias y

debe prevenir todas aquellas ocurrencias de

las cuales los individuos no son responsables,

pero que les perjudican. Por ejemplo,  debe

mejorar la calidad y el acceso a la educación,

impedir la discriminación, crear un escenario

favorable para que aumente el empleo o

crear condiciones para que las personas par-

ticipen en las decisiones que les afectan. La

denegación de esas libertades es una expre-

sión del fracaso de la responsabilidad del

Estado16. Sólo después de que se igualen las

circunstancias, que las instituciones garan-

ticen equidad en el acceso a las oportunida-

des y se eliminen las asimetrías de informa-

ción, el mecanismo del mercado como insti-

tución puede funcionar eficientemente17.

El empoderamiento de la población es

una vía para garantizar la igualdad de oportu-

nidades y ésta se logra en parte cuando se

amplía el espacio de decisión de la ciudada-

nía. Esto es el resultado de  procesos simul-

táneos: el poder que se construye, el que se

conquista y el que se redistribuye o transfie-

re mediante transformaciones más democrá-

ticas de la sociedad. Para que ese empodera-

miento pueda ser sostenible debe ser res-

Recuadro I.4
Empoderamiento
y poder

Empoderamiento es un proceso perma-
nente de creación de capacidades y
logros de las personas y grupos para
incidir en las decisiones que los afectan. 

Poder es el ejercicio real del empodera-
miento en el ámbito político, el cual se
puede hacer mediante construcción,
conquista o redistribución. 
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ponsable, coherente y eficaz, superando la
improvisación, con un marco analítico de
ideas factibles, calculadas y fundamentadas,
que guíen las intervenciones públicas y que
sirvan de referencia a las acciones privadas.
Así, por ejemplo, no se puede desestabilizar
la macroeconomía ni violentar el equilibrio
fiscal, pero sí se puede decidir cómo lograr
el equilibrio fiscal (cortando gastos sociales
o creando impuestos progresivos). 

I.3.1 El desarrollo humano
como estrategia

El enfoque de desarrollo humano pro-
vee el marco analítico, permite hacer las pre-
guntas adecuadas y define los criterios para
la formulación de políticas con estrategias
que combinen diferentes instrumentos para
ampliar las opciones humanas. La combina-
ción de estos instrumentos puede variar de
país a país y depende de las condiciones his-
tóricas, sociales, políticas, económicas e ins-
titucionales de cada uno. 

Este enfoque integra en un marco analíti-
co la generación de riqueza, la distribución
(equidad) y la institucionalidad. De esta
manera, la estrategia de desarrollo humano
debe garantizar simultáneamente cuatro ele-
mentos: 

• Ampliar las libertades y oportunidades de
que disponen las personas.

• Generar riqueza material de manera sos-
tenible y participativa. 

Diagrama I.3 El ciclo de las capacidades
al desarrollo humano

CapacidadesDesarrollo
humano

Poder Empoderamiento

• Hacer que la fuente de esa riqueza mate-

rial sea la gente, mediante el conocimien-

to y las habilidades para producir.  

• Tener capacidad política e institucional

para devolverle a las personas el resulta-

do de su esfuerzo productivo a través de

políticas deliberadas. 

Estos objetivos se pueden fundir en un

marco estratégico, en el cual la meta no es

maximizar una cifra, sino avanzar en el logro

de distintos objetivos: la eficiencia, la equi-

dad, el empoderamiento y la libertad18, los

cuales no son alternativos, excluyentes o

sucesivos, sino que deben abordarse de

manera simultánea, sin pretender recetas

universales. La combinación de estos cuatro

objetivos dependerá de las posibilidades de

cada sociedad concreta en cada momento

(Recuadro I.4).

I.3.2 La descentralización
como medio

La descentralización es un medio para

acercar la población a las decisiones que le

afectan y para materializar la distribución

territorial del poder. Hablamos de una

descentralización sustantiva que va más allá

de la mera reingeniería política y administra-

tiva. Ello reclama el reconocimiento de go-

biernos intermedios y locales con un marco

legal y de competencias precisas, respetado

por el gobierno central; con autoridades que

tengan una visión de las complejidades del

territorio que administran y estén conscien-

tes de los recursos naturales, históricos, cul-

turales y humanos del que disponen.

La descentralización no produce desa-

rrollo humano ni hace más eficiente y eficaz

la administración pública de manera auto-

mática. Más que una medida administrativa,

significa una opción y una concepción políti-

ca de la participación que potencia la liber-

tad de la gente a escoger el modo de vida

que valora.
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Se trata de un acto de voluntad política

y una acción entre actores que comparten

un espacio determinado, un proceso de

construcción permanente de posibilidades

de elección y de creación de capacidades

para la población.

La descentralización abre una posibili-

dad a los agentes sociales constituidos en

sujetos políticos, particularmente los más

excluidos, para lograr las demandas que

Recuadro I.5 Una discusión conceptual sobre el desarrollo como libertad

Una persona con educación, bien nutrida, con un empleo y un ingreso digno,
que disfrute de seguridad ciudadana, con justicia, donde se respeten sus ideas y
tenga derecho a participar en las decisiones de su comunidad y su país, es una
persona con capacidades, oportunidades y, en consecuencia, con libertades para
elegir el modo de vida que desee. De eso se trata el desarrollo: lograr que las per-
sonas tengan mayor calidad de vida y mayores opciones para elegir.

Las teorías convencionales del desarrollo económico han cifrado el éxito de los
países en el aumento del producto interno bruto por habitante. Sin embargo, no
hay nada que garantice que este crecimiento vaya a reducir las privaciones que
sufre la población. Crecimiento y estabilidad son necesarios pero no suficientes
para determinar la calidad de vida de la gente. El enfoque del desarrollo como
libertad coloca a las personas en el centro de los objetivos del desarrollo. El
desarrollo humano es la expansión de las libertades reales de que disfruta una
persona para hacer o ser en la vida lo que tiene razones para valorar. Una estra-
tegia de desarrollo humano es un proceso de liberación de la persona y de la
sociedad desde una situación de privación.

Este enfoque ofrece claros lineamientos y criterios de intervención de políticas
para cambiar la realidad; ofrece una posibilidad, simplemente eso. Sería un error
de juicio pretender asignarle al enfoque de desarrollo humano, por sí mismo, la
característica de fuerza “liberadora”. Solamente nos da instrumentos para que a
través de la política y de la acumulación de poder de las personas se pueda mate-
rializar una propuesta de desarrollo humano que mejore su bienestar. 

El desarrollo humano se basa en el universalismo al reconocer la existencia de
valores compartidos por las diferentes culturas, por lo cual todos los seres
humanos tenemos el mismo derecho a la capacidad básica de vivir una vida que
valga la pena. El universalismo implica que los individuos tienen determinados

derechos en virtud de su humanidad y no por su condición de ciudadanos o por
razones contingentes relacionadas con la realidad jurídica del país del que son
ciudadanos.a

Es una propuesta de economía real, ya que es una construcción teórica que
presta atención a la vida real, concreta y efectiva que consiguen las personas. 

Maneja un concepto amplio de racionalidadb al someter a un escrutinio razo-
nado las elecciones individuales y colectivas en términos de acciones, de objeti-
vos, de valores y de prioridades, en donde las decisiones responden a un proce-
so de razonamiento que considera las obligaciones, ideales, intereses, lealtades,
compromisos, etc. 

El desarrollo humano es normativo. No ofrece recetas ni fórmulas, pero sí ofre-
ce criterios y valores que guían la política. Como dice Sen: “la libertad se carac-
teriza por tener diversos aspectos relacionados con toda una variedad de activi-
dades y de instituciones. No puede generar una visión del desarrollo que se tra-
duzca fácilmente en una sencilla «fórmula» consistente simplemente en acu-
mular capital, abrir los mercados o elaborar una planificación económica efi-
ciente. El principio organizador que coloca las diferentes partes y piezas en un
todo integrado es la preocupación global por el proceso de aumento de las liber-
tades individuales y el compromiso social de contribuir a llevarlo a cabo.” c

Finalmente, es pluralista. La base de información sobre la que han de sostener-
se las diferentes decisiones -en ética y economía-, y la evaluación de las mismas,
utiliza todos los aspectos relevantes para los fines valorados, no sólo libertades y
resultados, sino también reglas y procedimientos. El pluralismo consisted en la
concepción de que hay muchos fines diferentes perseguidos por las personas y
éstas siguen siendo, no obstante, plenamente racionales, humanas, capaces de
comprenderse las unas a las otras, compadecerse e iluminarse entre sí.

a PNUD  2000

b Sen rechaza el concepto de racionalidad estereotipada basado en la consistencia interna de la opción, la búsqueda inteligente del interés propio y alguna otra variante de comportamiento maxi-
mizador.

c Sen 1999a, p. 356

d “Lo que no es posible sostener, ante la pluralidad de valores, tanto entre culturas como dentro de ellas, es que pueda existir un todo perfecto y coherente. Sólo la mentalidad totalitaria puede
intentar hacernos creer en la necesidad de la peligrosa armonía de la absoluta coherencia.” “(…) el hombre racional, en cambio, debe ser liberal  precisamente porque es consciente de las irra-
cionalidades de ese “racionalismo” de la armonía a ultranza”. “Solamente el racionalismo dogmático  y la ideología totalitaria pretenden mundos coherentes y cerrados y asumen que la sociedad
perfecta es posible.” Berlín. p. 51-53

entienden indispensables para su desarrollo
como personas y alcanzar su inclusión eco-
nómica, social e institucional.

I.3.3. El espacio local y el desarrollo
humano

Tomar en cuenta el espacio local en la
definición de políticas que impulsen el desa-
rrollo humano es primordial por diferentes
motivos:
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Primero, el desarrollo humano es un

proceso de la vida cotidiana de las personas. 

Segundo, por la naturaleza de las rela-

ciones sociales. La sociedad local tiene sus

especificidades; los nexos entre actores polí-

ticos están marcados por la cultura, las tradi-

ciones, los lugares de encuentro de la pobla-

ción, la cultura política y el parentesco. Esto

determina un complejo de  relaciones, for-

males e informales, entre las instancias de

los poderes (ayuntamientos y dependencias

de los gobiernos centrales) y las acciones e

iniciativas de participación de las organiza-

ciones de la sociedad civil, pasando por las

relaciones de parentesco.

Tercero, los límites del espacio son más

tangibles, lo cual hace más evidente las cir-

cunstancias del desarrollo, existiendo la

posibilidad para la potenciación del poder

local participativo e inclusivo. La dimensión

local permite atender determinadas condi-

ciones de forma más eficiente para que las

personas alcancen la vida que consideran

más valiosa19.

Cuarto, el límite tangible del territorio

es muchas veces el límite del poder político,

lo cual facilita la posibilidad de exigir cuen-

tas y determinar de manera más precisa las

consecuencias del ejercicio político y geren-

cial de las autoridades locales.   

Ahora bien, la dimensión local del desa-

rrollo humano puede ser un factor positivo o

negativo para el desarrollo. Puede contribuir

a fortalecer o debilitar la integración y la

identidad nacional y del Estado. Todo depen-

de de la forma en cómo se articule la esfera

local y de ésta con la nacional. 

I.4 El desarrollo humano 
y el territorio
La literatura que vincula el enfoque de

desarrollo humano y el enfoque de capaci-

dades con la cuestión territorial es práctica-

mente inexistente. Esto exige un esfuerzo

adicional para tratar de entender como la

literatura del desarrollo ha abordado la cues-

tión territorial y luego hacer el vínculo con

el enfoque de capacidades. 

La pregunta que se han hecho los estu-

diosos de la cuestión territorial es si ésta

influye de alguna manera en los procesos de

desarrollo. Las posturas más extremistas se

preguntan si existe un  potencial endógeno

en los territorios que influye en el desarrollo.

La intuición nos indica que la relación es más

dialéctica: el uso del territorio es un hecho

social determinado por ciertas potencialida-

des endógenas que a su vez crean externali-

dades positivas y negativas que refuerzan o

diluyen las posibilidades de desarrollo huma-

no en un determinado espacio. Esas fuerzas

se ven acrecentadas o disminuidas por los

niveles de vínculo con el proceso de globali-

zación. Las zonas del país con menos víncu-

los con el exterior son las que tienen menos

potencial para aumentar las actividades eco-

nómicas y ésta es una condición necesaria,

pero no suficiente en el mediano plazo, para

lograr desarrollo humano. En el caso domini-

cano, los ejes de inserción en la economía

mundial han sido el turismo, las zonas fran-

cas y las migraciones. La primera está condi-

cionada por el territorio; la segunda, en su

etapa madura, responde al aprovechamiento

del sector empresarial de oportunidades ya

instaladas en el territorio que generaron

externalidades positivas, y la tercera respon-

de a la falta de oportunidades.

No cabe duda que para el enfoque de

desarrollo humano, cuyos ejes son la efi-

ciencia, la equidad, el empoderamiento y la

libertad, resulta central la cuestión territo-

rial. La eficiencia, que implica incrementar la

base material sustentada en la ampliación de

las capacidades humanas, se beneficia de las

externalidades positivas que puedan gene-

rarse de la aglomeración económica20. La

equidad, que es la garantía de que las perso-

El uso del territorio
es un hecho social

determinado
por potencialidades 

endógenas
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nas, sin importar donde vivan o nazcan, ten-

gan las mismas oportunidades, busca garan-

tizar la convergencia de opciones entre las

diferentes provincias del país. El empodera-

miento es la garantía de la equidad, es un

hecho local y, por lo tanto, territorial. El

resultado es la libertad y la posibilidad de

tener las mismas capacidades de elección en

todo el territorio nacional. 

I.4.1 La construcción social 
del territorio

En la literatura económica, la cuestión

territorial y espacial ha tomado una gran

relevancia con los procesos de globalización

y la aceptación creciente de la idea de que el

desarrollo y la competitividad tienen un

carácter localizado (véase el capítulo V).  En

general, casi todas las explicaciones se fun-

damentan en el supuesto de una conducta

racional restringida a la maximización del

beneficio mediante los mecanismos del mer-

cado. Para el enfoque de capacidades, el

mecanismo del mercado es simplemente

una institución por medio de la cual los indi-

viduos pueden interrelacionarse y realizar

actividades mutuamente ventajosas, las cua-

les históricamente pueden tener éxito cuan-

do se dan las condiciones para que todas las

personas puedan beneficiarse. Para que eso

sea posible, se necesita la provisión de edu-

cación básica, de salud, de un estado de nu-

trición aceptable, de instituciones que pre-

serven los derechos, del acceso a la informa-

ción, de la transparencia institucional, etc.

Sin esas condiciones previas los mercados

poco van hacer para expandir las libertades

sustantivas de las personas aunque se respe-

te la libertad de proceso de los mercados.  

El supuesto de que la única forma de

racionalidad21 es maximizando el beneficio

personal es también objeto de una profunda

crítica por parte de Sen en la medida que

restringe al ser humano a un “tonto racio-

nal”22 sin libertad de pensamiento. 

Para este informe, el territorio es más
que una superficie perteneciente a una
nación o un municipio, es, como lo define la
geografía humana moderna, “el suelo donde
se concretizan las relaciones sociales, las
relaciones entre vecindad y solidaridad y las
relaciones de poder. El territorio es la mani-
festación activa de la vida”23. El territorio es
la base de ciertas potencialidades de des-
arrollo de una zona. Esas potencialidades
están ahí y su explotación dependerá del
modelo adoptado y de las fuerzas sociales
que actúan en la zona, creando un espacio
socialmente construido que determina en
parte la localización de las actividades eco-
nómicas. 

Una región implica una cierta homo-
geneidad interna, en la cual se produce un
conjunto de relaciones funcionales que le
dan cohesión y generan identidad. 

Esa región puede constituirse como un
“campo de fuerzas” centrípetas, que atrae, o
centrífugas, que expulsa, adquiriendo cada
vez más complejidad, redefiniendo los
entornos sociales, institucionales y econó-
micos, afectando las posibilidades de desa-
rrollo humano y empoderamiento de la
población.

Incorporar la cuestión territorial y de la
localización en el enfoque de desarrollo
humano sólo adquiere importancia en la
medida en que es el asiento de espacios
socialmente construidos y como artificio
intelectual para entender y actuar a fin de
lograr la equidad. Para el desarrollo huma-
no, las oportunidades y las realizaciones en
la vida no pueden depender de una “lotería
de cuna” y del lugar de nacimiento, aunque
es  evidente que lo que las personas pueden
ser o hacer difiere de un área geográfica a
otra. Un desarrollo regional desequilibrado
no sólo reduce las posibilidades de realiza-
ciones en las regiones con más privaciones,
sino que limita las oportunidades reducien-
do la capacidad de elección de las personas. 

El mecanismo 
del mercado es 
simplemente una 
institución cuyo 
funcionamiento exige 
que las demás 
instituciones funcionen
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Las desigualdades regionales en activos,
ingresos y acceso a bienes y servicios contri-
buyen a generar posibilidades de elección
individual y colectiva diferentes. Del mismo
modo, las particularidades de la naturaleza,
la sociedad, las instituciones y las políticas
públicas locales pueden traducirse en distin-
tas oportunidades de desarrollo para los
individuos, aún con iguales recursos econó-
micos. En consecuencia, el enfoque de desa-
rrollo humano puede mostrar las  diferencias
entre los distintos ámbitos geográficos del
país y promover políticas de redistribución
para incrementar la equidad regional24.

I.5 Empoderamiento humano: 
relación entre lo individual 
y lo colectivo
La descentralización del poder institu-

cional servirá de poco si no existe una pobla-
ción empoderada que garantice una práctica
democrática. Por esta razón se debe trabajar
simultáneamente en la capacidad institucio-
nal de los gobiernos y en el empoderamien-
to de las personas.

El empoderamiento es el proceso de
adquirir control sobre las fuerzas externas
que inciden en las vidas de las personas, así
como el aumento de la confianza propia y las
capacidades individuales25. Es el ejercicio
efectivo y real de la titularidad de los dere-
chos, las capacidades y las libertades. Es uno
de los elementos de la estrategia de desarro-
llo humano y tiene un valor tanto en sí
mismo como también un valor instrumental.

• Valor en sí mismo porque el empodera-
miento da dignidad a las personas y las
realiza en el ámbito de las relaciones
interpersonales, que es parte fundamen-
tal de la naturaleza humana.

• Valor instrumental porque permite el
acceso a las capacidades y oportunidades.
La equidad en el acceso a las oportunida-
des es un resultado de las relaciones de

poder. El empoderamiento y la moviliza-

ción social son los mecanismos que tiene

la población para conseguir un estado de

derecho, para impedir la apropiación pri-

vada de los bienes públicos y para garan-

tizar la igualdad en las oportunidades. 

Capacidades y empoderamiento forman

un continuo, una unidad, ya que la creación

de capacidades es una vía para generar

empoderamiento y éste fortalece la creación

de éstas. Así como las capacidades tienen

una dimensión individual y otra colectiva, el

empoderamiento también las tiene. Para

que las personas puedan ampliar sus opcio-

nes y disfrutar de libertades reales ambas

deben estar presentes y ser consideradas en

cualquier estrategia para impulsar el empo-

deramiento. 

Una estrategia de empoderamiento

debe también contemplar la necesidad de

actuar en dos direcciones a la par26:

• Desde arriba (el Estado), creando y facili-

tando mecanismos de participación de la

población en las decisiones que le afec-

tan. Se trata de hacer más responsables

las instituciones  frente a la ciudadanía,

de eliminar las barreras sociales y de dis-

criminación existentes que impiden el

acceso equitativo a las oportunidades y la

participación y a la creación de canales

institucionales de participación.

• Desde abajo, las iniciativas impulsadas

por los grupos excluidos mediante la

movilización social.

Los resultados de estos procesos de

empoderamiento sólo serán sostenibles

cuando las iniciativas impulsadas desde el

Estado respondan a las demandas de la

población. Ninguna iniciativa pública de

empoderamiento será exitosa si no es admi-

tida y recibida por la población beneficiaria.

El empoderamiento, al igual que el de-

sarrollo, es un proceso que se da en contex-

Para el desarrollo
humano, las 

oportunidades y las
realizaciones en la

vida no pueden 
depender de una 
“lotería de cuna”
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tos específicos y responde a dinámicas dife-

rentes en distintos lugares. Por esta razón,

este informe hace énfasis en el análisis de lo

local. Aunque la dinámica es diferente en

cada contexto, podemos marcar ciertas

dimensiones comunes que influyen en la

creación de poder. 

El Diagrama I.4 recoge gráficamente las

interrelaciones que se dan entre el empode-

ramiento y los otros elementos de la estrate-

gia de desarrollo humano: eficiencia y equi-

dad. Como se ha dicho, el empoderamiento,

para ser sostenible, requiere del concurso

simultáneo de los tipos de empoderamien-

to: individual (económico, educativo, salud,

tecnologías de información y comunicación)

y colectivo (relaciones sociales y políticas).

El empoderamiento
individual y el 
colectivo, para ser 
sostenibles, tienen 
que ser simultáneos

Sólo en el área “A” las capacidades individua-

les y colectivas tienen niveles similares y se

producen las mejores condiciones y más

armoniosas para que el desarrollo humano

sea sostenible, estando más cerca de un

empoderamiento real. Ahora bien, el valor

de “A” puede ser relativamente bajo; en este

caso, si bien existe una relativa armonía, las

posibilidades de lograr desarrollo humano

son más limitadas.

La sociedad que se empodera de forma

equitativa reclama del sistema político refor-

mas institucionales que consoliden el estado

de derecho, que remuevan barreras y permi-

tan el acceso, al tiempo que se respondan a

las demandas que se deriven del empodera-

miento. Sin una política democrática efecti-

Diagrama I.4 Marco conceptual sobre empoderamiento y desarrollo humano

Capacidades individuales
- Económicas.
- Educación.
- Salud.
- Información 

y comunicación.

Capacidades colectivas
- Relaciones políticas.
- Relaciones sociales.A

Desde abajo: 
Demandar o exigir derechos.

• Garantía de acceso a bienes públicos. 
• Movilidad social.
• Participación.
• Capacidades.
• Redes y asociatividad.

Desde arriba: 
Garantizar el acceso a las oportunidades.
Expansión de libertades.
• Instituciones democráticas.
• Inclusión.
• Rendición de cuentas.
• Acceso universal a información.
• Justicia.

Eficiencia Equidad Empoderamiento

Desarrollo humano
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va, el empoderamiento no será efectivo ni

sostenible. Democracia real y empodera-

miento tienden el uno al otro.

El empoderamiento puede transformar-

se en disputas violentas o en formas autori-

tarias de poder cuando la movilización social

por los derechos colectivos no encuentra

respuesta de las instancias correspondien-

tes; también cuando hay desajustes y no hay

simultaneidad entre las diferentes dimensio-

nes del poder (individual y colectiva; oferta

y demanda) y cuando no existen mecanis-

mos institucionales para canalizar las de-

mandas de la población.

El empoderamiento debe tener una

progresión holística que cubra diferentes

niveles: desde la persona a las organizacio-

nes de base, a lo local, regional y nacional,

sin que este orden sea necesariamente el

que se siga ni se trate de un proceso lineal.

La creación de estos puentes entre unos

niveles y otros es básica para la descentrali-

zación, ya que une a las personas con las

políticas macro. 

En síntesis, las capacidades individuales

y colectivas para ser sostenibles deben for-

mar una unidad. Las capacidades las portan

las personas y las habilitan para hacer cosas,

pero la persona actúa en sociedad y necesita

del colectivo para construir capacidades.

Pero además, la calidad de vida en sociedad

es parte del cálculo del bienestar.   

I.5.1¿Cómo medir el 
empoderamiento? El Índice de
Empoderamiento Humano (IEH)

El empoderamiento ha sido siempre un

concepto difícil de definir y de medir. El

abordaje conceptual que se hace en el

Informe Nacional de Desarrollo Humano de

Nepal 2004 ha facilitado su medición, crean-

do un Índice de Empoderamiento Humano

(IEH).

El índice combina las dos dimensiones

(individual y colectiva) de las capacidades y

el empoderamiento.

El presente informe tomó como re-

ferencia inicial la medición de Nepal; sin

embargo, se avanzó en el cálculo del índice

y en la discusión de la interrelación de lo

individual y colectivo. 

Al igual que en el cálculo del Índice de

Desarrollo Humano (IDH), lo importante

con este índice es determinar la posición

relativa de cada provincia y no tanto el valor

absoluto. Cabe señalar que se reconocen las

limitaciones en muchos de los indicadores

utilizados, pero se ha estimado que lo más

importante es abrir nuevos caminos en la

investigación social en el país, donde a par-

tir de éste u otros enfoques metodológicos

similares se puedan construir indicadores

más precisos. 

En el Diagrama I.5 se explica la arquitec-

tura del índice y sus dos dimensiones (indi-

vidual y colectiva), así como las diferentes

dimensiones que componen cada uno.

Todos los indicadores son positivos; es decir,

miden capacidades o potencialidades, no

privaciones. Por lo tanto, cuanto mayor sea

el valor del índice de la provincia, mejor será

la posición en términos de empoderamiento

con respecto a otras. 

En su creación se han utilizado 52 indi-

cadores, agrupados en variables, subdimen-

siones y dimensiones a nivel provincial, a

excepción de las referidas a las capacidades

sociales, que tan solo tienen representativi-

dad regional. Las notas técnicas explican las

fuentes y la metodología de cálculo. Las

regiones consideradas son Norte, con 14

provincias; Sur, con 10 provincias; Este, con

seis provincias, y la Zona Metropolitana, con

dos provincias (Cuadro I.1). 

Para homogenizar, la unidad de medida

de los diferentes indicadores se ha estanda-

rizado entre 0 y 1, calculado a partir del valor



CAPÍTULO I / 49

máximo y mínimo de los datos observados

en las provincias o regiones. La información

obtenida establece el orden entre las provin-

cias más que el nivel y distancia entre ellas,

siendo siempre uno (1) la mejor posición y

cero (0) la peor. Hay que señalar que ni la

primera ni la última posición reflejan niveles

óptimos o pésimos de logros o realizacio-

nes, sino la posición que ocupan con respec-

to a las otras provincias.

Índice de Empoderamiento
Individual  (IEI)
El empoderamiento individual se en-

tiende como la capacidad que habilita, la

capacidad “de” hacer o ser algo.

Esta dimensión comprende diferentes

capacidades que amplían el espacio de deci-

sión y las libertades de las personas. Todas

las capacidades, clasificadas para este propó-

sito como individuales, están condicionadas

por el entorno y la sociedad en que cada

persona se desenvuelve, pero son portadas

de forma individual. 

El Índice de Empoderamiento Indivi-

dual (IEI) está constituido por cuatro índi-

ces, en base a diferentes capacidades

(Diagrama 1.5):

• Económicas (IEE), resulta de combinar la

capacidad económica de las personas de

cada provincia con la efectiva de genera-

ción de recursos que tenga. Se discute

ampliamente en el capítulo V.

• Salud (IESa), asume que el empodera-

miento en salud resulta de la combina-

ción de las condiciones sociales de las

personas en las provincias y de la capaci-

dad de provisión de servicios que tienen,

las instituciones en cada provincia. Se

analiza en el capítulo IV. 

• Educación (IEEd), combina la cobertura

educativa en la provincia con la calidad.

Se discute en el capítulo IV.

• Tecnologías de la información y la comu-

nicación (IETIC)27, mide el nivel de

conectividad de las provincias en rela-

ción a las habilidades de la población

para manejar la tecnología, lo cual deter-

mina la infodensidad, que a su vez se

relaciona con el nivel de uso de las nue-

vas tecnologías de información. Se anali-

za en el capítulo V.  

Distrito Nacional

Santo Domingo

Dajabón

Duarte

Espaillat

La Vega

María Trinidad Sánchez

Montecristi

Puerto Plata

Salcedo

Santiago

Santiago Rodríguez

Valverde

Monseñor Nouel

Sánchez Ramírez 

Samaná

Cuadro  I.1 División regional utilizada para el Indice de Empoderamiento Humano (IEH)

Metropolitana Norte Este Sur

Azua

Bahoruco

Barahona

Elías Piña

Peravia

San Cristóbal

San Juan

Pedernales

Independencia

San José de Ocoa

El Seibo

La Altagracia

La Romana

San Pedro de Macorís

Monte Plata

Hato Mayor

Fuente: ODH/PNUD en base a LAPOP 2006
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Índices y subíndices Indicadores

Índice 
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Región Este TotalNorte Metro Sur

Índice de Empoderamiento Humano (IEH) 0.539 0.647 0.393 0.288 0.484

Índice de Empoderamiento Individual (IEI) 0.451 0.816 0.210 0.218 0.473Í

Índice de Empoderamiento Económico (IEE) 0.448 0.805 0.229 0.325 0.506

Índice de Capacidad Económica (IEEc) 0.495 0.859 0.208 0.206 0.525

Tasa de ocupación efectiva (2002) 87.2 86.6 83.1 86.1 86.2

Años de escolaridad promedio de adultos (2002) 6.7 8.9 6.0 6.5 7.3

% de hogares con vivienda de calidad (2002) 4.7 5.8 2.7 2.6 4.4

% de personas no pobres (2002) 56.9 74.1 40.5 44.5 57.8

1-coeficiente de Gini (2004) 0.48 0.49 0.50 0.47 0.48

Índice de Generación de Recursos (IEEg) 0.402 0.750 0.250 0.445 0.487

% de fuerza laboral en sector no agrícola (2002) 87.5 98.9 84.6 88.3 91.1

% de personas de 18 años o más que son por lo menos bachilleres (2002) 23.0 39.9 19.3 21.2 27.7

Relación mujer/hombre en puestos de gerencia (legisladores/as, gerentes u oficiales) (2002) 95.3 78.7 110.6 102.9 92.1

Ingresos mensuales (2004) 4,955 5,701 3,172 4,865 4,842

Índice de Empoderamiento en Salud (IESa) 0.481 0.750 0.295 0.102 0.406

Índice de Provisión de Servicios de Salud (IESps) 0.267 0.750 0.388 0.048 0.297

Consultas atendidas en 1er nivel de atención / 1,000 habitantes (2002) 363.2 126.9 496.1 186.6 291.1

Centros de Atenció Primaria (CAP) con personal por 1,000 habitantes (2002-2004) 0.08 0.16 0.10 0.07 0.09

Médicos por 10,000 habitantes (2004) 8.9 42.5 8.1 9.2 13.3

Camas públicas por 1,000 habitantes (2002) 1.4 2.3 1.3 1.0 1.4

Índice de Condiciones Sociales (IEScs) 0.908 0.751 0.109 0.209 0.624

Tasa de nutrición infantil crónica: talla para la edad (2002) 92.8 90.8 88.8 90.5 91.1

% de hogares con agua mejorada y servicio sanitario (2002) 87.2 89.6 79.5 76.7 85.3

Índice de Empoderamiento en Educación (IEEd) 0.551 0.711 0.311 0.245 0.513

Índice de Calidad en Educación (ICaEd) 0.431 0.675 0.279 0.374 0.472

Estudiantes por salón de clase (2005-2006) 25.3 27.9 27.6 27.3 26.7

Calificación promedio en las pruebas nacionales, media (2002-2006) 53.1 57.4 55.9 56.4 55.5

Calificación promedio en pruebas nacionales, básica (2002-2006) 56.5 58.8 58.0 57.1 57.6

% de docentes con licenciatura o superior (2005-2006) 60.3 55.9 53.3 55.2 56.9

% de estudiantes que no son repitentes (2005-2006) 93.6 97.2 92.9 94.5 94.7

Índice de Cobertura en Educación (ICoEd) 0.671 0.746 0.344 0.116 0.553

Desigualdad de género en matriculación en media (2005-2006) 5.2 5.3 5.1 5.4 5.2

Desigualdad de género en matriculación en básica (2005-2006) 1.9 0.1 2.4 1.4 1.4

Tasa neta de matriculación en básica (2002) 35.7 39.3 27.8 28.3 34.5

Tasa neta de matriculación en media (2002) 87.6 85.4 84.4 82.5 85.6

Cuadro I.2 Índice de Empoderamiento Humano (IEH) a nivel regional 
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Región Este TotalNorte Metro Sur

Cuadro 1.2   cont. Índice de Empoderamiento Humano (IEH) a nivel regional 

Fuente: ODH/PNUD

Índice de Empoderamiento en TIC (IETIC) 0.325 1.000 0.007 0.198 0.466

Índice de Uso/ Consumo 0.347 1.000 0.000 0.213 0.478

Cuentas de internet por 1,000 habitantes (2006) 9.2 25.2 2.8 8.0 12.9

% de hogares con computadoras (2002) 3.5 10.8 1.7 2.9 5.5

Proporción de hogares con TV (2002) 68.3 76.8 57.3 62.6 68.4

Índice de Infodensidad 0.302 1.000 0.013 0.183 0.454

Índice de Habilidades 0.352 1.000 0.026 0.233 0.480

Tasa bruta de matriculación en primaria, secundaria y terciaria (2002) 77.4 81.0 76.4 76.2 78.2

Tasa de alfabetización de adultos (2002) 85.5 93.3 79.4 85.9 87.0

Índice de Redes 0.253 1.000 0.000 0.133 0.428

Móviles por 1,000 habitantes (2006) 299.7 647.9 172.8 241.9 379.6

Fijos por 1,000 habitantes (2006) 70.0 206.2 27.4 48.8 102.7

Índice de Empoderamiento Colectivo (IEC) 0.627 0.477 0.576 0.359 0.495

Índice de Empoderamiento Político (IEP) 0.571 0.568 0.572 0.355 0.459

% de la población que vive en municipios con presupuestos participativos (2006) 64.7 32.5 76.0 69.9 57.2

% regidoras mujeres (2006) 26.6 29.8 26.6 25.4 26.9

% de personas en barrios pobres con actas de nacimiento (2006) 91.2 85.3 76.0 54.4 80.8

Votantes como % de inscritos (2006) 60.3 51.4 65.8 58.4 58.1

Candidatos por sindicatura (2006) 5.4 7.0 4.9 5.8 5.3

Índice de Empoderamiento Social (IES) 0.683 0.387 0.580 0.362 0.532

Índice de Confianza en las Instituciones 0.24 0.44 0.92 0.62 0.49

% que cree  que los derechos básicos del ciudadano están bien protegidos por el sistema político 28.3 40.9 46.5 42.7 37.9

% que cree que los tribunales de justicia garantizan un juicio justo 30.5 40.0 42.0 45.5 37.6

% que para poder resolver sus problemas alguna vez ha pedido ayuda a alguna institución 11.0 8.9 11.8 9.0 10.2

Índice de Movilización 0.61 0.56 0.27 0.37 0.50

Número de protestas por cada 10,000 habitantes (promedio anual 1997-2006) 0.20 0.11 0.15 0.10 0.15

% que ha participado alguna vez en manifestaciones o protesta en su vida 29.5 35.0 27.8 33.1 31.4

Índice de Participación 0.82 0.54 0.50 0.44 0.62

% que en el último año ha contribuido a la solución de algún problema de su comunidad 50.6 41.4 31.5 48.2 43.75

% que ha estado asistiendo a reuniones comunitarias sobre algún problema de la comunidad 54.9 54.3 57.8 50.0 54.7

Índice de Pertenencia 0.71 0.00 1.00 0.45 0.51

% que cree que los dominicanos tienen muchas o bastantes cosas y valores que los unen 92.1 89.2 94.5 90.2 91.4

% que se siente muy o bastante orgulloso de ser dominicano 99.2 96.2 99.6 98.6 98.3

Índice de Confianza Interpersonal 0.75 0.03 0.74 0.11 0.45

% que cree que la gente si se le presenta la oportunidad no se aprovecharía del prójimo 38.1 31.5 47.1 30.0 36.7

% que cree que la mayoría de las veces la gente trata de ayudar al prójimo 41.1 30.0 44.4 33.8 37.3

% que cree que la gente de su comunidad es confiable 77.2 60.8 64.5 61.7 67.6

Índice de Género 0.96 0.76 0.04 0.20 0.63

% que cree que el hombre y la mujer deben de tomar las decisiones conjuntamente en el hogar 85.0 57.8 30.9 68.6 64.04

% que cree que la mujer no solo debe de trabajar cuando el ingreso del hombre no alcanza 82.8 83.4 79.4 79.0 81.9

% que cree que la mujer debe participar de igual manera que el hombre en la política 82.7 78.3 69.5 70.6 77.3

% que cree que la mujer tiene igual capacidad que el hombre para gobernar 44.7 42.1 26.8 25.4 38.1
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complejidad conceptual presenta proble-
mas vinculados a la disponibilidad de infor-
mación y a la elección de los indicadores
adecuados que midan las variables seleccio-
nadas.

Por ejemplo, para medir el empodera-
miento económico hubiese sido mejor dis-
poner la información de acceso al crédito de
las personas por tamaño y por provincia o
información sobre la tenencia de activos,
como las propiedades y la tierra, y así para
cada uno de los componentes. Siempre es
posible pensar en un mejor indicador que el
utilizado, pero en la gran mayoría de las
veces no está disponible.  

El caso extremo de dificultad estadística
fue el cálculo del empoderamiento social,
pues la información disponible era regional y
no provincial, lo cual limita el análisis de los
otros dos índices e indicadores28.

A pesar de estas limitaciones, se decidió
seguir adelante con la construcción del Índi-
ce de Empoderamiento Humano (IEH), por-
que representa, pese a todo, un gran avance
en la comprensión de una realidad social,
económica e institucional que es multidi-
mensional y que muchas veces se quiere
encerrar en la medición del Producto
Interno Bruto (PIB) por habitante. El índice
también es un avance en la discusión del
desarrollo humano porque al intentar medir
la relación continua entre las capacidades y
el empoderamiento en sus dimensiones
individual y colectiva captura mejor la com-
plejidad del desarrollo. 

I.5.2 Índice de Empoderamiento
Humano y sus componentes 
por región

Este índice no se refiere a los niveles
óptimos, sino que está determinado por los
valores máximos y mínimos alcanzados en
el contexto dominicano. Un nivel elevado
del empoderamiento individual frente al

Índice de Empoderamiento
Colectivo (IEC)
Hay muchas capacidades que sólo se

construyen o se materializan socialmente.
Es el poder “para” acceder a oportunidades,
relacionarse con los otros, incidir en decisio-
nes, en el estado de derecho, entre otros.
Son capacidades que para ser alcanzadas
necesitan de forma intrínseca la colectivi-
dad, la “otredad” y ninguna persona en sí
misma las puede tener si no es en sociedad.
El índice captura el nivel en que las personas
y grupos toman conciencia del papel que
tienen las fuerzas sociales, culturales y polí-
ticas para intervenir en sus vidas, y aprenden
cómo funcionan esas fuerzas para eventual-
mente influir en su movimiento. 

Incluye la participación política formal
en el sistema democrático y las relaciones
interpersonales, así como la construcción de
un tejido social, sin que estas relaciones ten-
gan necesariamente una estructura formal o
institucional en donde se expresen (digni-
dad, estatus social, sentido de inclusión,
confianza, solidaridad, reciprocidad, partici-
pación, movilización, etcétera).

Para los fines de este índice, las capaci-
dades comprendidas en esta dimensión se
han clasificado como políticas y sociales,
aunque el límite entre ambas es a veces difí-
cil de marcar, ya que están relacionadas: 

• El Índice de Empoderamiento Político
(IEP) se refiere al conjunto de las liberta-
des políticas garantizadas por la Consti-
tución y al nivel de conocimiento efectivo
que tiene la población de esos derechos.

• El Índice de Empoderamiento Social
(IES) describe al capital social de una
población, a la confianza interpersonal, a
la confianza en las instituciones y a la
posibilidad de construir un tejido social.

El problema de las estadísticas
Construir un índice de esta magnitud y

El Índice de 
Empoderamiento
Humano resulta
de combinar 
el empoderamiento
individual y el colectivo
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colectivo indica una tendencia a la indivi-
dualización, a la búsqueda de salidas perso-
nales; lo cual, debilita el empoderamiento
humano porque los logros individuales
pueden perderse por falta de empodera-
miento colectivo. Cuando el colectivo es
mayor, señala que existe un tejido social
más complejo y sólido, más confianza inter-
personal y en las instituciones, así como
mayor disposición a la acción colectiva y
ciudadana. Sin embargo, es una situación
que también debilita el empoderamiento
humano porque los logros individuales son
relativamente escasos. 

Los resultados del cálculo del Índice de
Empoderamiento Humano a nivel regional
se aprecian en el Cuadro I.2 y en los Gráficos
I.1 al I.3.

En el Gráfico I.1 podemos observar que
en el ámbito nacional, el empoderamiento
individual y el colectivo tienen el mismo
orden de magnitud, lo cual sería consisten-
te con la situación de estabilidad de los años
recientes, como se aprecia en la zona A del
Diagrama I.4.  En relación al nivel es poco lo

que se puede decir, por que habría que
compararlo con otros países y no tenemos
información. Sin embargo, por los datos de
contexto de la sociedad dominicana pode-
mos suponer  que es un valor relativamente
bajo. 

La región Metropolitana presenta nive-
les más elevados en todas las variables  del
empoderamiento individual que cualquier
otra región del país. La población de esta
zona tiene las mejores oportunidades para
hacer cosas; sin embargo, cuando se anali-
zan las capacidades colectivas, esta región
está entre las menos empoderadas, incluso
estando bien ubicada en uno de los compo-
nentes del empoderamiento colectivo: el
político.

El bajo nivel de capacidades sociales de
esta región opaca los beneficios de una
mayor participación política y limita el uso
de ese acervo de capacidades individuales
para la acción colectiva, lo cual impulsa la
individualización de las respuestas sociales.
Este desequilibrio muestra la urgente necesi-
dad de desarrollar políticas que mejoren la

Gráfico I.1 Empoderamiento humano, individual y colectivo
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cohesión social y el capital social en esta

región.

La población del Norte tiene un empo-

deramiento individual que está a nivel del

promedio nacional, pero muestra un empo-

deramiento colectivo mucho más elevado,

sustentado en el mayor capital social relati-

vo de esta región con respecto a las demás.

Se aprecia que esta región posee un empo-

deramiento de salud y educación por enci-

ma de la media nacional, pero no ocurre lo

mismo en el empoderamiento económico y

en tecnología de la información y la comu-

nicación. 

En el otro extremo están el Sur y el Este,

ambos con los niveles de empoderamiento

individual más bajos dentro del contexto

nacional, pero dado que el Sur tiene un

mayor empoderamiento colectivo que el

Este, esta última región del país es la peor

ubicada en términos del empoderamiento

humano.  

Es particularmente preocupante el bajo

empoderamiento relativo en materia de tec-

nologías de la información y la comunica-

ción en el Sur, lo cual la sitúa en una posi-

ción de extrema desventaja para enfrentar

los nuevos desafíos de la competitividad en

el contexto internacional. El Sur tiene tam-

bién el más bajo empoderamiento económi-

co, mientras que el Este tiene las situaciones

más deterioradas en salud y educación.

Con respecto a las diferencias de empo-

deramiento colectivo entre Sur y Este, una

hipótesis que explique la situación del Sur

podría ser que, ante las carencias y privacio-

nes que sufren de igual forma todas las pro-

vincias de la región, los vínculos sociales de

solidaridad, confianza y movilización se for-

talecen como estrategia de sobrevivencia.

Esto indicaría que existe un potencial en la

región que debiera ser impulsado y fortaleci-

do desde las políticas públicas para mejorar

la calidad de vida de la población. Este dese-

quilibrio, teóricamente, debería hacer que

ese potencial de capacidades colectivas

acabe exigiendo la mejora de capacidades

individuales. 

En el Este no ocurre así. Con un em-

poderamiento económico medio de su

población igual de bajo que en el Sur, regis-

tra el más bajo capital social. En este caso

operarían otros mecanismos como, por

ejemplo, desigualdad en las condiciones de

vida e ingresos existentes29 en la población

de las provincias de esta zona y la presencia

creciente de inmigrantes y sus descendien-

tes (como sucede en San Pedro de Macorís,

La Altagracia y La Romana30). Estas hipóte-

sis necesitan una investigación más profun-

da que sobrepasa los objetivos de este

informe.

La población de la región Sur tiene un

bajo empoderamiento individual, pero un

empoderamiento colectivo relativamente

elevado, lo cual constituye un potencial para

Gráfico I.2 Índice de Empoderamiento Colectivo (IEC) 
y sus componentes, por región
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nal, limitando el cálculo del IEH y el  Índice
de Empoderamiento Colectivo (IEC). Por
esta razón, y por el interés de tener informa-
ción provincial, utilizaremos el Índice de
Empoderamiento Individual (IEI) para medir
el nivel de bienestar de las personas en las
provincias, el cual se ajusta más al tipo de
análisis que se hace en este informe que el
Índice de Desarrollo Humano (IDH) publica-
do en los informes mundiales. El IEI se cons-
truyó en la misma perspectiva analítica que el
IDH, midiendo potencialidades de las perso-
nas, y presenta varias características ausentes
en éste:

Primero, incluye las mismas dimensio-
nes del IDH (salud, educación e ingreso)
más una adicional: la dimensión de las tec-
nologías de información y comunicación.

Segundo, incluye más indicadores;
mientras que el IDH tiene cuatro indicadores
(esperanza de vida, tasa bruta de matricula-
ción, tasa de alfabetización e ingreso), el IEI
incorpora 31, con la ventaja adicional de que
cada una de las dimensiones se puede des-
componer, permitiendo un análisis detallado
de las dimensiones del empoderamiento. 

Tercero, en tres de las dimensiones del
índice se ha incorporado directamente la
dimensión de género. 

Finalmente, tiene como cuarta ventaja
servir como marco normativo para próximas
mediciones del nivel de desarrollo del país
que sobrepasen el indicador del PIB per
cápita. 

No podemos dejar de mencionar dos
riesgos que se corren debido al gran número
de indicadores utilizados. Por un lado, el
número de variables hace más complejo el
uso del índice para medir el impacto de las
intervenciones de políticas y, por otro, es
grande la probabilidad de que haya efectos
negativos/positivos que se cancelen y al final
el índice no sea representativo. A pesar de
estos riesgos, se decidió continuar con el índi-

lograr mayor progreso porque el capital

social es más alto que en el Este.

El Este es la región que presenta mayor

desafío, pues tiene un empoderamiento indi-

vidual y colectivo relativamente bajos.

El Índice de Empoderamiento
Humano y el Índice de Desarrollo
Humano estándar
Como se ha indicado, el Índice de Empo-

deramiento Humano (IEH) parte de la idea

de que el bienestar de una persona, para ser

sostenible, necesita de la combinación de un

conjunto de capacidades individuales y colec-

tivas, por lo que esta medición está en posibi-

lidad de capturar en un sólo número la multi-

dimensionalidad del desarrollo. No obstante,

la medición de un Índice de Empoderamien-

to Humano a nivel provincial no ha sido posi-

ble, ya que para el empoderamiento social

solamente se logró información a nivel regio-

Gráfico I.3 Índice de Empoderamiento Individual (IEI) 
y sus componentes, por región
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ce por la posibilidad de reagrupar la informa-

ción y lograr diferentes indicadores sintéticos

a nivel provincial. 

1.5.3 Índice de Empoderamiento 
Individual (IEI), por provincia

El Índice de Empoderamiento Indivi-

dual (IEI) junto con el colectivo determinan

el empoderamiento humano. El IEI mide  las

potencialidades que tienen las personas de

hacer cosas; es decir, mide las posibilidades

de la gente en una provincia para alcanzar

logros (funcionamientos en el lenguaje de

Sen)  (Diagrama I.5).  

Del análisis del IEI se pueden extraer las

siguientes conclusiones:  

Primero, partiendo del hecho de que los

valores del índice y sus componentes no

reflejan las magnitudes óptimas, sino los

mejores y peores dentro del contexto nacio-

nal, se puede ver en el Mapa I.1 y el Cuadro

I.3 las posiciones en que se ubican cada una

de las provincias del país. Solamente la pobla-

ción del Distrito Nacional, incluyendo a la

provincia de Santo Domingo, se coloca en un

nivel de empoderamiento alto, ya que ocupa

la primera posición en todos los componen-

tes del IEI. A continuación se encuentran

Santiago y Monseñor Nouel, quienes están

en las primeras posiciones del nivel  medio

alto. Hay 18 provincias que están en el rango

medio bajo, iniciando por La Romana, San

Pedro de Macorís y Santiago Rodríguez.

Finalmente, hay 6 provincias con un IEI rela-

tivamente bajo, encabezadas por El Seibo,

Pedernales, Azua, mientras que las últimas

posiciones son ocupadas por San José de

Ocoa, Bahoruco y Elías Piña.

Segundo, a excepción del Distrito Na-

cional (incluyendo la provincia de Santo

Domingo), ninguna provincia coincide en

las mismas posiciones en cada uno de los

componentes. Esto quiere decir que una

provincia puede registrar una buena posi-

ción en uno de los componentes del índice

y al mismo tiempo una posición mala o regu-

Mapa I.1 Índice de Empoderamiento Individual (IEI), por provincia
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Alto Valor # Valor # Valor #Valor #Valor #

Cuadro I.3 Índice  de Empoderamiento Individual (IEI) y sus componentes, por provincia

Provincia Económico Salud Educación TIC IEI

ES 0.317 26 0.453 15 0.379 30 0.235 25 0.346 26
Ped 0.314 27 0.483 11 0.410 27 0.168 30 0.344 27
Az 0.298 28 0.398 19 0.450 25 0.228 26 0.343 28
MP 0.323 25 0.205 31 0.429 26 0.284 22 0.310 29
Bao 0.333 24 0.228 30 0.384 29 0.204 28 0.287 30
EP 0.195 31 0.364 22 0.387 28 0.044 31 0.247 31

Nacional b 0.600 0.429 0.585 0.623 0.559

D.I.c 30.4 27.9 17.4 46.3 22.5

Amplitud d 131.9 103.6 71.4 248.1 118.8

DN 0.787 1 0.657 1 0.686 1 1.000 1 0.783 1

Stgo 0.729 2 0.434 18 0.534 20 0.689 2 0.597 2

MN 0.533 8 0.470 12 0.607 6 0.510 6 0.530 3

Sala 0.504 11 0.562 5 0.619 5 0.430 12 0.529 4

PP 0.587 4 0.362 23 0.599 7 0.561 4 0.527 5

Dua 0.494 12 0.549 8 0.561 15 0.481 7 0.521 6

Daj 0.451 15 0.630 3 0.654 3 0.325 20 0.515 7
LR 0.649 3 0.250 28 0.575 13 0.583 3 0.514 8
SPM 0.576 5 0.374 21 0.582 9 0.510 5 0.511 9
SRod 0.414 19 0.559 6 0.669 2 0.391 15 0.508 10
Esp 0.568 6 0.388 20 0.595 8 0.457 8 0.502 11
Sam 0.421 18 0.553 7 0.540 19 0.376 17 0.473 12
MTS 0.453 14 0.452 17 0.578 11 0.395 14 0.469 13
SRam 0.451 16 0.452 16 0.555 17 0.401 13 0.465 14
LV 0.505 10 0.359 24 0.541 18 0.437 10 0.460 15
Val 0.484 13 0.336 26 0.619 4 0.374 18 0.453 16
SC 0.550 7 0.235 29 0.571 14 0.436 11 0.448 17
MC 0.374 22 0.514 9 0.581 10 0.270 23 0.435 18
Ind 0.355 23 0.584 4 0.528 21 0.254 24 0.430 19
LA 0.505 9 0.280 27 0.475 24 0.451 9 0.428 20
Bar 0.387 20 0.460 14 0.490 23 0.328 19 0.416 21
HM 0.386 21 0.341 25 0.577 12 0.324 21 0.407 22
SJO 0.295 29 0.631 2 0.502 22 0.188 29 0.404 23
Per 0.430 17 0.466 13 0.305 31 0.382 16 0.396 24
SJ 0.257 30 0.498 10 0.556 16 0.228 27 0.385 25

Medio/Alto Valor # Valor # Valor #Valor #Valor #

Medio/Bajo Valor # Valor # Valor #Valor #Valor #

Bajo Valor # Valor # Valor #Valor #Valor #

a La provincia de Salcedo a partir de diciembre 2006 cambió de nombre a provincia Hermanas Mirabal. En este informe se utiliza todavía
el nombre de Salcedo.

b Los valores nacionales del IEH provincial y su componentes varían de los del IEH regional y sus componentes.  Esto se debe a que el IEH
provincial se calcula usando los valores mínimos y máximos provinciales, y el IEH regional, los mínimos y máximos regionales. Para
mayor información sobre la metodología de cálculo del IEH, favor ver nota técnica.

c La diferencia interprovincial se calcula con el coeficiente de variación.
d La amplitud de la diferencia es el (máximo-mínimo)/media simple por 100.

Fuente: ODH/PNUD

lar en los otros componentes. Por ejemplo,
Santiago tiene la segunda posición en el IEI,
en el Índice de Empoderamiento Económi-

co y en el de tecnologías de la información y
la comunicación; sin embargo, en educación
tiene la posición 20 y en salud la 18. A su vez,
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Elías Piña, que ocupa la peor posición, se
mueve entre las últimas posiciones en todos
los componentes.

Una tercera conclusión es que empírica-
mente se observa una correlación positiva
entre los subíndices que conforman el
empoderamiento individual (Anexo I.8); es
decir, la mejoría en uno se asocia a una mejo-
ría en los otros. Hay que tomar en cuenta
que el empoderamiento en salud tiene una
menor correlación con los otros subíndices
de empoderamiento individual.

Una mejoría del 1% en IEI está asociado
con una disminución en los niveles de
pobreza de 0.95% medido por las necesida-
des básicas insatisfechas y con una mejoría
en el ingreso promedio de la provincia en
1.1% (Anexos I.9, I.10, I.11).

Índice de Empoderamiento Individual
(IEI) y los ingresos medios 
La interrelación entre estos índices per-

mite establecer los vínculos entre el nivel de
ingreso promedio por habitante (la riqueza
potencial por habitante de una provincia) y
el empoderamiento individual; es decir, la
capacidad de la población de hacer cosas. 

La diferencia entre la posición de una
provincia por ingreso per cápita menos la
posición que ocupa por IEI nos permite esta-
blecer cuáles son las provincias en las que
más o menos ha utilizado el ingreso por
habitante para mejorar el IEI. 

Ésta es, de hecho, una de las funciones
más importantes que ha aportado el indica-
dor de desarrollo humano: ofrecer un refe-
rente del bienestar que vaya más allá del
basado exclusivamente en el ingreso, lo cual
también se aplica al empoderamiento indivi-
dual. El Gráfico I.4 muestra el nivel de apro-
vechamiento en las provincias. Los valores
positivos muestran que han registrado un
nivel de empoderamiento individual mejor
del que debería esperarse dado su ingreso,

mientras que las provincias con un valor
negativo tienen un peor desempeño, según
el empoderamiento individual, de lo que su
ingreso haría esperar. 

Hay 17 provincias en las que se obtiene
mejor posición en IEI que en el nivel de
ingreso, otras 3 registraron un nivel de
aprovechamiento según lo esperado y 11
presentaron valores negativos. Las provin-
cias con peor desempeño fueron La
Altagracia, Montecristi y Valverde, que per-
dieron cada una 15 posiciones. Les siguen El
Seibo, La Romana y Monte Plata, que perdie-
ron 6 posiciones y, finalmente, está María
Trinidad Sánchez con 5. Por el lado positivo,
están Monseñor Nouel, Puerto Plata,
Santiago e Independencia quienes ganan
15, 9 y 8 posiciones, respectivamente
(Gráfico 1.4). 

I.6 Los indicadores de desarrollo
humano a nivel nacional
El desarrollo humano es una estrategia

concreta del enfoque de capacidades o del
desarrollo como libertad de Amartya Sen.
Para aplicarse como estrategia requiere con-
tar con un conjunto de indicadores que sir-
van de referente para medir la efectividad de
las intervenciones. Estos indicadores son un
avance importante porque permiten analizar
el desarrollo de un país a través de dimen-
siones que van más allá del ingreso per cápi-
ta. Sin embargo, es imposible capturar en un
solo número una realidad que es multidi-
mensional.    

I.6.1 Índice de Desarrollo Humano
(IDH)

Como se ha indicado en otros informes,
el Índice de Desarrollo Humano (IDH) mide
tres dimensiones del desarrollo de un país:
que las personas tengan una vida larga y
saludable, con acceso a conocimientos y con
un nivel de vida digno31. Según las estima-
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ciones del IDH publicadas en el Informe
Mundial sobre Desarrollo Humano de 2007-
2008, República Dominicana ocupaba la
posición 79 entre 177 países del mundo. 

Si comparamos el desempeño de los
indicadores  dominicanos con el promedio
de la región de América Latina y el Caribe se
observa que, al igual que en los años anterio-
res, el país continúa mostrando niveles más
bajos de desarrollo humano en todas sus
dimensiones (Anexo I.13).

En el largo plazo, el IDH del país mejoró

(Anexo I.12), movido fundamentalmente
por el ingreso. 

La evidencia internacional muestra que
los países con mayores niveles de ingreso
tienden a ser también aquellos con mayores
niveles de IDH (Anexo I.14). En República
Dominicana esta relación ha sido más débil
en comparación con el promedio mundial; la
mejora de los indicadores de salud y educa-
ción ha sido de menor magnitud que el cre-
cimiento experimentado en el ingreso por
habitante, lo que evidencia un desaprovecha-
miento de la riqueza para mejorar la calidad
de vida de las personas (Anexos I.15 y I.16). 

En el Anexo I.17 se encuentra un análi-
sis de los demás índices nacionales, como el
Índice de Pobreza Humana (IPH), el de
desarrollo relativo al género y el de empode-
ramiento de género. El primero incorpora
las mismas dimensiones del Índice de Desa-
rrollo Humano, pero desde una perspectiva
de las privaciones y los otros miden la crea-
ción de capacidades en las mujeres relativa
al de los hombres. El Índice de Desarrollo
Humano relativo al Género establece cómo
las diferencias de sexo modifican el IDH y la
potenciación de género mide cómo las
mujeres participan en la política, en la activi-
dad económica y en el acceso a los  ingresos. 

I.6.2 Índice de Pobreza Humana 
Provincial (IPHp)

El Índice de Pobreza Humana Provincial
(IPHp) mide las privaciones de las personas
en las mismas dimensiones que el IDH. Los
indicadores que se utilizan para calcular el
IPHp son: la probabilidad de morir antes de
los 40 años, el analfabetismo en personas
adultas, la falta de acceso sostenible a fuentes
de agua mejorada y la desnutrición infantil.

Las cinco provincias con mayor priva-
ción relativa son Elías Piña, Bahoruco, San
Juan, Montecristi y Pedernales. En el otro
extremo, las provincias Distrito Nacional,

Gráfico I.4
Niveles de aprovechamiento
del ingreso para mejorar el
empoderamiento individual

Provincias 
que tienen
mejor 
posición de
IEI  que de
ingreso

Provincias 
que tienen
mejor 
posición de
ingreso que
de  IEI  

Posición según el ingreso per cápita menos posición según IEI  

MN,15
PP, 9

Stgo, 8
Ind, 8

Esp, 5
Dua, 5
Daj, 5

SC, 4
SRam, 3
DN, 3
Bar, 3

SJO, 2
Sal, 2

SJ, 1
Sam, 1
Ped, 1
Az, 1

LV, 0
EP, 0
Bao, 0

SRod, -1
SPM, -2

Per, -2
HM, -3

MTS, -5

LR, -6
MP, -6

ES, -6
Val, -15
MC, -15
LA, -15

-20 -10 100

Fuente: ODH/PNUD
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Cuadro I.4 Índice de Pobreza Humana Provincial (IPHp)

Provincia

Índice de 
Pobreza Humana 

(IPHp)

Posición            Valor

Probabilidad 
de morir 

antes de los 
40 años 

(%) 2006

Analfabetismo 
de adultos 

(% de personas
de 15 años o
más) 2002

Población sin 
acceso sostenible

a fuentes de
agua mejorada 

(%) 2002

Tasa de desnutrición
infantil (bajo peso

para la edad) 
(% niños menores 
de 5 años) 2002

DN 1 9.3 12.5 6.7 6.5 4.0
SPM 2 9.5 8.7 10.4 13.5 4.9

Stgo 3 10.1 11.2 11.6 6.1 4.1
Esp 4 10.8 7.5 14.2 10.0 4.9
LR 5 11.0 12.3 9.7 16.3 5.4

Sal 6 11.2 8.7 14.9 8.5 3.7
MN 7 11.5 11.9 12.8 13.0 5.3
SC 8 12.3 9.9 13.1 18.3 8.2
PP 9 12.3 9.9 15.2 15.6 4.9
Dua 10 12.5 11.6 14.6 15.4 5.5
LV 11 12.6 9.3 15.4 16.0 6.9
Val 12 13.4 8.0 17.8 16.1 4.3
SRam 13 13.5 11.2 16.4 16.7 6.2
Sam 14 14.1 11.9 16.1 21.8 5.3
MTS 15 14.1 14.4 17.1 11.2 4.2
Daj 16 14.2 12.6 18.1 12.4 4.1
Per 17 14.2 10.4 17.7 18.3 6.8
HM 18 14.6 10.5 18.2 18.8 6.5

SRod 19 14.9 10 19.4 18.5 4.7
Bar 20 15.3 10.8 19.7 16.4 8.3
SJO 21 17.1 9.9 24.1 6.4 3.5
LA 22 17.2 15.3 14.2 36.4 4.8
Ind 23 17.6 12.8 23.5 14.4 7.8
Es 24 17.9 15.5 22.2 20.7 6.3
Az 25 18.3 12.7 25.2 5.8 7.4
MP 26 18.4 14.1 20.1 32.1 7.3
Ped 27 20.3 16.3 25.7 24.7 6.0
MC 28 21.4 11.7 19.3 51.1 3.8
SJ 29 21.6 18.5 27.2 27.2 3.5
Bao 30 23.2 14.0 30.0 29.3 10.1
EP 31 27.5 16.0 36.1 36.6 8.4
Promedio nacional 11.0 10.0 13.0 13.5 5.3
Mediana 14.2 11.7 17.7 16.3 5.3
D.I.a 28.5 21.9 34.3 55.2 29.9
Amplitudb 120.1 92.1 160.7 244.7 115.5

Alto

Medio/Alto

Medio/Bajo

Bajo

a La diferencia interprovincial se calculada con el coeficiente de variación en %
b La amplitud de la diferencia es el (máximo-mínimo)/media simple por 100

Fuente: ODH/PNUD en base a ONE (probabilidad de morir antes de los 40 años), ENDESA 2002 (tasa de desnutrición infantil) y Censo Nacional de Población y
Vivienda 2002
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San Pedro de Macorís, Santiago, Espaillat y
La Romana presentan menor pobreza huma-
na (Cuadro I.4 y Anexo I.19).

El Distrito Nacional (incluyendo a Santo
Domingo) es la demarcación que menores
privaciones presenta según el IPHp, pero la
población tiene una probabilidad de morir
joven superior al promedio del país.

San José de Ocoa aparece en la posición
21 en la escala de pobreza del país, con pri-
vaciones relativamente altas. Sin embargo, al
analizar los indicadores se constata que la
provincia tiene la menor tasa de desnutri-
ción infantil y una de las mayores tasas de
cobertura de agua potable; pero este buen
desempeño en la calidad de vida va acompa-
ñado de una elevada proporción de perso-
nas adultas analfabetas.

Montecristi queda en el puesto 28, se-
gún el IPHp, con un nivel alto de privaciones.
Esta posición se justifica porque es la provin-
cia que tiene la menor cobertura en acceso a
agua potable, a pesar de tener una de las más
bajas tasas de desnutrición infantil. 

San Juan presenta niveles altos de priva-
ciones en todos los indicadores, excepto en
desnutrición infantil. En esta provincia se
manifiestan dos situaciones extremas: la tasa
más alta de probabilidad de morir antes de
los 40 años y la menor tasa de desnutrición
infantil.

Azua, en la posición 25, registra altas pri-
vaciones, a pesar de tener la mayor tasa de
acceso a agua potable del país.

Finalmente, una mejoría de un 1% en el
IEI está asociada con una disminución del
Índice de Pobreza Humana en 1.04%32.

I.7 Conclusiones 
Las principales conclusiones de este

capítulo se pueden resumir en los siguientes
aspectos: 

Primero, el INDH 2008 inicia en el
punto donde termina el INDH 2005. El pri-
mero tuvo un enfoque nacional, por tanto
hizo un análisis sectorial, mientras que el
segundo pretende un análisis espacial de la
descentralización y el empoderamiento co-
mo vías para lograr el desarrollo humano.

Segundo, este informe entiende que el
orden de inequidad se reproduce a través de
las instituciones y la cultura política, lo cual
sitúa el tema de la igualdad de acceso a las
oportunidades y al desarrollo humano en la
perspectiva del análisis del poder y del
empoderamiento de la población como vía
de alterar las relaciones de poder en la socie-
dad. Esa modificación puede ser por la vía
de construirlo mediante el consenso, por la
vía de la conquista o de la redistribución. 

Tercero, el desarrollo humano crea
capacidades y empodera a las personas, en
su doble dimensión: individual y social. Es
decir, la creación de capacidades y el empo-
deramiento tienen una dimensión individual
porque son portadas por las personas y las
libertades reales se manifiestan en logros
individuales que permiten a las personas ele-
gir la vida que valora. Pero también tienen
una dimensión social, por dos razones: por-
que muchas capacidades se construyen a
partir de la sociedad, como es el acceso a las
oportunidades, y segundo, porque el indivi-
duo vive en sociedad y la calidad y magnitud
de esas relaciones son parte parte del cálcu-
lo del bienestar. 

Cuarto, capacidades y empoderamien-
to forman un continuo, integran una uni-
dad, ya que la creación de capacidades es
una vía para generar empoderamiento y el
empoderamiento fortalece la creación de
capacidades. 

Quinto, el desarrollo humano es una
cuestión de poder, puesto que en socieda-
des con un defectuoso estado de derecho el
acceso a las oportunidades depende del

Una mejoría del 1%
en el IEI está 

asociada con una
disminución del
1.04% del IPHp  
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poder que tengan las personas, individual y
colectivamente.

Sexto, el desarrollo humano es un he-
cho concreto de la gente en sus circunstan-
cias, un hecho de cómo y dónde vive la gen-
te y, por lo tanto, tiene una dimensión local.

Séptimo, la descentralización es un me-
dio para acercar a la población a las decisio-
nes que le afectan y para materializar el em-
poderamiento. No produce desarrollo hu-
mano ni hace más eficiente y eficaz la admi-
nistración pública de manera automática.
Este informe entiende la descentralización
como una opción y concepción política de
participación que potencia la libertad de la
gente a escoger el modo de vida que valora. 

Séptimo, empoderamiento, creación de
capacidades y descentralización deben ir
juntos. Empoderamiento sin descentraliza-
ción puede generar tensiones sociales y la
descentralización sin empoderamiento
puede provocar caciquismo y clientelismo.

Octavo, hay una relación entre creación
de capacidades, empoderamiento, poder,
Estado y desarrollo humano. Las capacidades
crean libertades, el empoderamiento expresa
la posibilidad de actuar de las personas y de
incidir en las decisiones que les afectan. El
empoderamiento tiene que convertirse en
poder para alterar el orden que impide el
acceso equitativo a las oportunidades. El
Estado debe actuar como garante de un equi-
librio de poder y de un estado de derecho.
Esto es la base para el desarrollo humano. 

Noveno, se construyó un índice para
establecer los niveles de empoderamiento
de la sociedad dominicana a nivel territorial.
Este índice consta de 52 indicadores con dos
grandes dimensiones: la individual y la
colectiva. El empoderamiento individual
sigue la misma lógica de libertades positivas
del Índice de Desarrollo Humano (IDH),
midiendo las capacidades de las personas
para alcanzar logros en la vida.  Sin embargo,

se han incluido en el Índice de Empodera-
miento Individual (IEI) muchos más indica-
dores que en el IDH, con el objetivo de lle-
var a cabo análisis detallados de las diferen-
tes dimensiones del empoderamiento.

El empoderamiento individual está for-
mado por cuatro ámbitos de desempeño:
económico, educación, salud y de tecno-
logías de la información y la comunicación. 

El Índice de Empoderamiento Colectivo
(IEC) mide las capacidades de las personas
de incidir en las decisiones que le afectan y
de creación de capital social. Este índice
recoge dos ámbitos de desempeño: prime-
ro, las libertades políticas, es decir, el alcan-
ce de los derechos. Segundo, el capital
social, es decir, la capacidad de acción con-
junta de la sociedad, los niveles de confian-
za, organización, movilización, pertenencia
e inclusión social. Tan solo se pudo calcular
a nivel regional.

El Índice de Empoderamiento Humano
(IEH) presenta debilidades en la disponibili-
dad de información, pero es sin duda un
paso de avance en la forma de enfocar los
problemas del desarrollo en República
Dominicana. Podrá ser mejorado en la medi-
da en que se disponga de más y mejor infor-
mación estadística. 

Décimo, a nivel nacional el empodera-
miento colectivo e individual tiene el mismo
orden de magnitud. Esos niveles, aunque no
óptimos, son consistentes con la relativa
estabilidad del sistema social en su conjunto
que se ha observado en años recientes. 

Undécimo, la población de la región
Metropolitana es la que registra un mayor
empoderamiento individual; es decir, el que
habilita para hacer cosas. Pero es la de
menor poder colectivo para incidir en las
decisiones que le afectan directamente. El
bajo nivel de capacidades sociales limita las
posibilidades que brinda el alto acervo de
capacidades individuales para una mayor

Las tres provincias 
con más privaciones
son Elías Piña,
Bahoruco y San Juan
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participación política, por lo que se hace

necesario aumentar la cohesión social y el

capital social en esta región.

Duodécimo, el Sur y el Este presentan

las capacidades individuales más bajas, pero

el Sur es la segunda región del país con

mayor empoderamiento colectivo. Esto

deberá fortalecerse a través de políticas pú-

blicas para mejorar la calidad de vida de la

población. 

El Este es la región que presenta el ma-

yor desafío; pues tiene relativamente bajos

ambos índices de empoderamiento.

Décimotercero, la población de la re-

gión Norte es la que tiene mayor equilibrio

entre empoderamiento individual y colecti-

vo. Tiene el mayor Índice de Empodera-

miento Colectivo del país; sin embargo,

tiene un desempeño relativamente bajo en

el aspecto económico y en tecnologías de la

información y la comunicación, consideran-

do las otras capacidades de la provincia.

Décimocuarto, el cálculo del Índice de

Empoderamiento Individual (IEI) indica que

la población del Distrito Nacional, incluyen-

do a la provincia de Santo Domingo, es la

que registra mayor nivel, ocupando la pri-

mera posición en todos los componentes

del índice. Santiago y Monseñor Nouel

siguen en importancia. En general, hay una

provincia que se califica de nivel alto, 6 de

nivel medio alto, 18 de nivel medio bajo y 6

de nivel bajo. Las 6 provincias en peor situa-

ción son: El Seibo, Pedernales, Azua, Monte

Plata, Bahoruco y Elías Piña.

Décimoquinto, las provincias en las que

menos se ha aprovechado la oportunidad

del ingreso para mejorar la capacidad de las

personas de hacer cosas son: La Altagracia,

Montecristi y Valverde; seguidas de El Seibo,

La Romana y Monte Plata. Por su parte,

Monseñor Nouel, Puerto Plata, Santiago e

Independencia son las que mejor han apro-

vechado esa oportunidad. 

Décimosexto, el Índice de Privaciones

Humanas muestra que las cinco provincias

con mayor privación relativa son Elías Piña,

Bahoruco, San Juan, Montecristi y Peder-

nales. En el otro extremo hallamos las pro-

vincias Distrito Nacional, San Pedro de

Macorís, Santiago, Espaillat y La Romana,

que presentan menor pobreza humana.

Décimoséptimo, el empoderamiento

humano, como era de esperar, está positiva

y significativamente asociado con el aumen-

to del ingreso medio mensual y negativa-

mente asociado con los índice de Pobreza

Humana y Privaciones Humanas. 

El Estado debe actuar
como garante de un

equilibrio de poder y de
un estado de derecho





El empoderamiento social, 
la movilización y 
la participación son la garantía
de la sociedad para tener un
verdadero estado de derecho 
y acceso equitativo 
a bienes públicos de calidad.



El desarrollo humano es la expresión de
una voluntad, es una decisión. Histórica-
mente ha habido minorías que han controla-
do el rumbo de la historia a su favor y mayo-
rías que han quedado excluidas de los frutos
del crecimiento económico. Este hecho ha
sido justificado a lo largo de siglos por dife-
rentes religiones, ideologías e, incluso, teorí-
as. En unos casos, el poder provenía del de-
signio divino; en otros, era el resultado de
condiciones humanas predesignadas como
la familia, el lugar de nacimiento, el color o
el género. Los sectores con poder llegaron a
afirmar que la pobreza de algunos era un
paso previo y necesario para lograr el desa-
rrollo de todos. Hoy sabemos con certeza
que el poder no cae del cielo, que la pobre-
za no es un prerrequisito del desarrollo y
que el poder se construye, se redistribuye o
se conquista. 

De eso trata este capítulo: capacidades,
empoderamiento, capital social, poder, insti-
tucionalidad, pobreza y desarrollo humano
como aspectos de una misma ecuación.
Ninguno de ellos puede ser abordado sin
considerar los otros. 

En la actualidad, las sociedades más de-
sarrolladas son más equitativas y con mayo-
res niveles de institucionalidad, mientras que
las sociedades menos desarrolladas son las
de mayor pobreza, inequidad y falta de ins-
titucionalidad. Además, hay suficientes evi-
dencias1 de que la búsqueda de la equidad
no es sólo una cuestión de justicia, sino tam-
bién de eficiencia económica y de sostenibi-
lidad. 

En el capítulo I de este informe se plan-

tearon las interrelaciones entre el desarrollo
humano, el poder y lo local. El desarrollo hu-
mano es el resultado de un ejercicio de vo-
luntad que propicia la acumulación de fuer-
zas sociales que modifican las relaciones de
poder y convierten al Estado en el garante
del acceso a las oportunidades y del estado
de derecho. El poder se acumula desde aba-
jo hacia arriba mediante el empoderamiento,
que impacta las circunstancias concretas en
que viven las personas. De ahí la importancia
de la dimensión local del desarrollo.

Este capítulo analiza el empoderamiento
social, su distribución en el territorio y cómo
a través de la construcción de un tejido
social se crea y conquista poder. Se discuten
las formas de empoderamiento social, enten-
diéndolas como resultado del grado de soli-
dez del tejido social, de la solidaridad recí-
proca, de la cooperación entre las personas y
del capital social acumulado por ellas en su
ámbito local o nacional. Por tanto, el capítu-
lo se refiere a la participación, la confianza
interpersonal, la confianza en las institucio-
nes, el sentido de pertenencia a la sociedad,
la inclusión social, la interrelación entre las
personas y con las instituciones, de cara a un
fin común. Todos estos aspectos son parte
integral del bienestar y permiten a las perso-
nas ser y hacer lo que valoran.

II.1 Empoderamiento social para
construir el poder local
El empoderamiento es la posibilidad de

que las personas incidan en los procesos y
decisiones que les afectan. Supone crear
diversas capacidades individuales y usarlas
para la participación o acción colectiva, a lo
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Hoy sabemos con certeza

que el poder no cae 

del cielo, que la pobreza 

no es un prerrequisito 

del desarrollo y que 

el poder se construye,

se redistribuye 

o se conquista

El empoderamiento social:
poder que se construye y se conquista



que hemos llamado empoderamiento colec-
tivo. Ambos tipos de capacidades son nece-
sarios y deben ser simultáneos para que exis-
ta un empoderamiento sustantivo o real.

El empoderamiento colectivo combina
la dimensión social y la dimensión política.
La primera será discutida en el presente capí-
tulo y la segunda en el capítulo siguiente. 

El empoderamiento social implica que el
poder se acumule y construya desde la base
de la pirámide social. Es utilizar los atributos
individuales acumulados con fines colecti-
vos. No es la simple suma de las capacidades
individuales, sino la sinergia entre ellas lo
que genera nuevas dinámicas y potencia las
capacidades de la persona.

Para este informe, capital social y
empoderamiento social tienen un mismo
significado. Son un intangible que estimula
las relaciones de cooperación entre grupos
humanos y fortalece un tipo de comporta-
miento propicio a la acción colectiva, a tra-
vés de la reciprocidad, la confianza mutua
entre personas, grupos y organizaciones
(Recuadro II.1).

Este tipo de intangible se encuentra en
muchos tipos de relaciones interpersonales,
comunitarias, en organizaciones sociales y
políticas. Su presencia beneficia los procesos
de descentralización y fortalece el tejido y la
cohesión social2.

El capital social, desde la concepción
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Recuadro II.1 El capital social: un concepto comodín

El capital social se ha convertido en un concepto sombrilla que ampara una
diversidad de significados e ideas provenientes de distintas corrientes teórico-
metodológicas y diferentes ideologías. Pero hay una zona común entre quienes
han estudiado el tema: la gran mayoría tiende a definirlo en función de la exis-
tencia de normas claras, de relaciones basadas en la reciprocidad y la coopera-
ción, en la existencia de redes sociales de protección mutua y en las capacida-
des para coordinar y definir las acciones colectivas. Las diferencias afloran cuan-
do se trata de establecer las posibilidades de construir el capital social, sus orí-
genes, el papel que juega en el desarrollo o el progreso de una nación, cuando
se evalúa el acervo de una sociedad en concreto y en lo que se refiere a su “uso”
individual, grupal o comunitario.

Las diferentes visiones de la forma en que se constituye el capital social se pue-
den agrupar en dos grandes corrientes: la “conservadora” y otra que puede ser
llamada “progresista”. La primera coloca el énfasis en el papel de las tradicio-
nes, la religión, los “hábitos históricos” y la familia, en la construcción de las
normas, la cooperación y la conformación de redes sociales basadas en la con-
fianza. Estas corrientes ven  el  capital social enraizado en la cultura, como parte
constitutiva del modo de ser y ver el mundo de las personas, por lo que se hace
difícil que sociedades o comunidades que en su historia y tradición no han podi-

do construirlo puedan adquirirlo fácilmentea. Para los conservadores, la cons-
trucción del capital social es un proceso de muy largo plazo y evidentemente las
reformas institucionales no juegan un papel importante. 

La visión progresista observa el papel de las normas, la cooperación, la recipro-
cidad, las redes sociales, desde una óptica dinámica, no estática, por lo que sos-
tiene que el capital social puede ser una herramienta para “gatillar, transiciones
y potenciar reformas que buscan reducir las iniquidades existentes” b. Su visión
se dirige a la existencia de instituciones que facilitan la acción colectiva de gru-
pos sociales, en particular los tradicionalmente excluidos. Desde este punto de
vista existe la oportunidad de diseñar políticas tendentes a construir capital
social. 

Parecería que el capital social es un concepto-comodín dominado por la ambi-
güedad. Su popularidad y manejo de parte de tradiciones intelectuales disímiles
le dotan de una variedad de “funciones” en la formación de políticas de desarro-
llo. Hay quienes usan el capital social como sinónimo de institucionalidad, de
existencia de normas claras, de la generalización de la confianza entre la ciuda-
danía o de un conjunto de valores que ayudan a mantener los niveles de cohe-
sión social. En algunos organismos multilaterales lo usan como sinónimo de
participación, de  sociedad civil  e incluso de empoderamientoc.

a Ver Fukuyama 1996, p. 45-46; Fukuyama 2000. Putman 1993, p. 167
b Durston 2002, p. 6
c Según Nora Rabotnikof: “Un concepto que aparece con alguna frecuencia en los documentos de los bancos y que alude a problemas y líneas de interpretación similares a las que

articula la categoría de sociedad civil es el de «capital social comunitario». Proveniente de otra tradición teórica, aparece, sin embargo, en el contexto de las estrategias de desarro-
llo autosostenible y parece aludir a la dimensión institucional y cultural (leyes, normas, costumbres) y a la trama organizacional (red de asociaciones voluntarias, interacciones
generadoras de confianza, etc.) a las que, en otro vocabulario, alude la idea de sociedad civil.” Rabotnikof 2001, p. 109

Notas:



adoptada para este informe3, es característi-
co de una relación social y no de las indivi-
dualidades aisladas. En toda relación inter-
personal existe algún nivel de capital social y
es impensable la posibilidad de relaciones
entre seres humanos si no hay algún nivel de
cooperación y reciprocidad. Hasta para que
existan los mercados, los contratos, y pueda
funcionar el capitalismo es necesario que
exista algún tipo de confianza interpersonal
(Recuadro II.2).

Lo importante es determinar si estos
niveles de capital social que se observan en
relaciones interpersonales y grupales per-
miten que se establezcan puentes entre
diversos grupos para que se dé un proceso
de inclusión social y de construcción de ciu-
dadanía. Esto implicaría la titularidad efecti-
va de los derechos civiles, políticos y, princi-
palmente, sociales4, que modifiquen las
relaciones de poder e impidan la apropia-
ción privada de los bienes públicos
(Recuadro II.3).

II.1.1 ¿Cómo encaja el 
empoderamiento social en el 
enfoque de desarrollo humano? 

El empoderamiento social es una parte

constitutiva de toda estrategia de desarrollo

humano. Es tanto un fin en sí mismo como

un instrumento para ampliar las oportunida-

des de la gente.

Como fin, trata que las personas se reco-

nozcan a sí mismas como sujetos de sus pro-

pias historias, tengan autoestima, tengan con-

trol sobre sus vidas, puedan desarrollar sus

capacidades y generar sus oportunidades. 

Como medio, es la garantía para la equi-

dad, en la medida en que ésta es producto

de las relaciones sociales de poder. En socie-

dades como la dominicana, de gran desigual-

dad, un interlocutor social será reconocido

como tal cuando pueda mostrar su nivel de

poder.

Así, el empoderamiento de la gente es

una forma de construir voluntades colectivas
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Recuadro II.2 Mercado, instituciones y confianza 

La creación de confianza también es un requisito para que pueda prosperar el
capitalismo. A este respecto, Amartya Sen señala:

“El funcionamiento satisfactorio de una economía de intercambio depende de la
confianza mutua y del uso de normas explícitas e implícitas. Cuando estos
modos de conducta son abundantes es fácil que pase desapercibido su papel.
Pero, cuando hay que cultivarlos, esa laguna puede constituir un importante
obstáculo para construir el éxito económico”.

“Un código básico de buena conducta empresarial es algo así como el oxígeno:
sólo nos interesa cuando no existe”.

“La necesidad de crear instituciones tiene una clara conexión con el papel de los
códigos de conducta, ya que las instituciones basadas en mecanismos imperso-
nales y entendimientos compartidos funcionan a partir de conductas comunes,
de confianza mutua y de la confianza en la ética del otro”.

“Para aprovechar las oportunidades del mercado y recurrir más al comercio y al
intercambio, los países en vías de desarrollo tienen que prestar atención no sólo

a las virtudes de la conducta prudente, sino también al papel de algunos valores
complementarios como crear y mantener un clima de confianza, evitar las ten-
taciones de la corrupción general y hacer de las garantías un sustituto viable de
la aplicación punitiva de la ley”.

“Sin embargo, cuando aún no se han establecido los principios de la ética de
mercado y no se ha creado un perfecto clima de confianza empresarial, puede
resultar difícil cumplir los contratos. En esas circunstancias, una organización
exterior puede resolver el problema del incumplimiento de lo acordado y pres-
tar un servicio socialmente valorado recurriendo a la mano dura” [por ejemplo,
instituciones ilegales].

“La contribución de las organizaciones [ilegales] que velan por el cumplimien-
to de lo acordado a generar esa “garantía” depende de la ausencia de códigos de
conducta que reducirían la necesidad de que una organización externa impusie-
ra lo acordado. Esta función de las organizaciones ilegales disminuiría si
aumentaran la confianza y la conducta que la generara. Las normas de conduc-
ta y las reformas institucionales pueden ser, pues, muy  complementarias”. 

Fuente: Sen 1999, p. 319-322
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para promover un proyecto común, el cual
puede lograrse agregando compromisos -el
“poder con”-, o mediante la conquista o redis-
tribución del poder en beneficio de las mayo-
rías -el “poder sobre”- (Diagrama I.2, cap. I). 

Desde el enfoque de desarrollo huma-
no, el empoderamiento social o capital social
forma parte de la estructura social, es un
producto de las relaciones que establecen las
personas en el marco de su cotidianidad, en
las esferas pública y privada. Es un proceso
dinámico, cambiante, que puede tanto cons-
truirse, como destruirse.

¿Cómo se puede empoderar 
socialmente?
No existe una fórmula precisa, pero la

mejor forma es creando ciudadanía; es decir,
propiciar el ejercicio efectivo de las personas
de sus derechos políticos, civiles y sociales.
Según el Banco Mundial5, los esfuerzos exi-
tosos de empoderar a la ciudadanía suelen
compartir cuatro elementos:

• Acceso a la información. La ciudadanía
informada están en mejores condiciones
para demandar sus derechos y exigir ren-
dición de cuentas a los funcionarios pú-
blicos. La libertad de prensa, la informa-
ción veraz, el libre acceso a la informa-
ción pública, la transparencia en la ges-
tión financiera, entre otros, son mecanis-
mos que empoderan a la población. 

En República Dominicana ha habido
notables avances en estas áreas; sin
embargo, ha sido una práctica en algu-
nos medios de comunicación que los
dueños del capital interfieran en la
información veraz y en la línea editorial,
confundiendo intereses particulares
con intereses colectivos. Peor aún, en
ocasiones, el Estado dominicano ha
cooptado periodistas6. La actual Ley
General de Libre Acceso a la Informa-
ción Pública 200-04 es un avance im-
portante, aunque todavía tiene una apli-

cación deficiente, como ha sido el caso

de la inicial negación de información

sobre los estudios previos a la construc-

ción del metro de Santo Domingo7. En

materia de transparencia financiera, la

experiencia ha sido nefasta, como se

evidenció con el fraude bancario de

2003. Hay que señalar que esta situa-

ción ha venido cambiando y se ob-

servan notables progresos en la trans-

parencia y fidelidad de la información

pública del sector financiero.  

• Inclusión y participación. Esto plantea

tres preguntas: ¿a quién se incluye?, ¿có-

mo se incluye?, y ¿a qué nivel de toma

de decisiones se debe participar? Este

informe entiende que la participación

social en las decisiones es una forma de

construir democracia, ciudadanía y ga-

rantizar eficacia. Lo ideal es que existan

mecanismos institucionales que garanti-

cen la participación, pero la práctica es

que la inclusión y la participación en las

decisiones que afectan a los diferentes

grupos dependerá del poder de esos

grupos. Los sectores tradicionalmente

excluidos sólo podrán participar cuando

tengan el poder suficiente para deman-

dar ese derecho. Adicionalmente, es

común que los intereses específicos de

sectores de la población con poca parti-

cipación y poder de toma de decisiones

sean ignorados o considerados de la

esfera privada, como ha sido el caso de

temas como la violencia basada en géne-

ro o los derechos sexuales y reproducti-

vos. Esto plantea que, además de la

inclusión de grupos, la ampliación de la

democracia requiere de la inclusión de

temas que anteriormente han sido con-

siderados externos al quehacer político.

• Responsabilidad y rendición de cuen-

tas. La rendición de cuentas es un com-

ponente esencial en la construcción de

un estado de derecho8. Ello implica que

Recuadro II.3
Bienes
públicos

Son los bienes indispensables para

lograr el bienestar, cuyo consumo

debe ser en conjunto para todas las

personas; es decir, es un consumo

que no es exclusivo ni divisible

como el imperio de la ley, las carre-

teras, la educación, la ciencia, la

justicia, la estabilidad macroeconó-

mica, la conservación del medio

ambiente o la situación epidemio-

lógica. El Estado debe prever la dis-

ponibilidad suficiente y garantizar

un uso genuinamente público de

esos bienes, evitando que sean

indebidamente apropiados por los

intereses particulares.



tado y las instituciones políticas lideran

la construcción o destrucción de capital

social a través de las políticas públicas

que pueden contribuir a crear lazos so-

ciales y a fortalecer la confianza de la

gente en sí misma. Además, es determi-

nante la manera como el Estado deviene

en árbitro defendiendo el interés colec-

tivo o el interés de grupos específicos.

Algunas situaciones provocan desencan-

to y frustración con respecto a la partici-

pación, como la corrupción administra-

tiva, el déficit de representación social

en las instituciones políticas, la falta de

transparencia en las medidas y decisio-

nes que afectan a la población, el acceso

preferencial a la justicia y la disociación

entre méritos y recompensas. Esto, ade-

más, corroe el respeto a la legalidad y

bloquea la construcción de capital social

de los grupos con menos acceso al

Estado y a sus instituciones. 

En resumen
El proceso de empoderamiento es la

posibilidad de que las personas incidan en

los procesos y decisiones que les afectan, lo

cual supone la creación de diversas capacida-

des individuales y colectivas, que deben ser

simultáneas para que el empoderamiento

sea real y sustentable. Dentro del empodera-

miento colectivo está el social y el político. El

primero es objeto de este capítulo e implica

el uso de los atributos individuales acumula-

dos en forma sinérgica y con fines sociales. 

Para este informe, capital social y empo-

deramiento social tienen el mismo significa-

do. Se entiende como un factor intangible

que estimula las relaciones de cooperación

entre grupos humanos, la reciprocidad y el

fortalecimiento de la confianza mutua. Es ca-

racterístico de las relaciones sociales y no de

las individualidades. En esta perspectiva, el

empoderamiento social es una vía para am-

pliar las libertades, particularmente las de las

personas más excluidas. 

los empleados públicos y privados sean

responsables de sus políticas, acciones y

del uso de fondos. Lamentablemente,

una de las características de la sociedad

dominicana es la ausencia de rendición

de cuentas9 así como de sanciones10 y el

hecho de que la corrupción no haya

sido sancionada contribuye a crear una

cultura de impunidad y la complici-

dad11. La debilidad institucional no sola-

mente es en el Estado12 sino que abarca

al sector privado. En el 2005, el 8.6% de

la población de más de 12 años afirmó

ser víctima de fraudes y engaños por

parte de empresas privadas, particular-

mente en la compra de bienes alimenti-

cios, compra y reparación de electrodo-

mésticos, entre otros13. El Índice de

Competitividad Global del World Eco-

nomic Forum para 2007-2008 midió la

rendición de cuentas en el sector priva-

do, el cual aparece entre los peor ubica-

dos14 de 131 países, así como en la con-

ducta ética de las firmas, apareciendo en

la posición 105 de 131. 

• Capacidad organizacional local para

el interés común. Se trata de la posibili-

dad de que la gente trabaje unida, orga-

nizada y movilice recursos para resolver

problemas de interés común. Los gru-

pos con mayores privaciones recurren

unos a otros en busca de respaldo y for-

taleza para resolver sus problemas coti-

dianos, en ocasiones utilizando meca-

nismos informales. En general, la pobla-

ción organizada tiene más probabilida-

des de conseguir respuestas a sus

demandas que las comunidades con

poca organización15. Esa capacidad se

construye desde lo local y se hace com-

pleja a través de redes municipales, pro-

vinciales, regionales y nacionales, lo cual

acrecienta su potencial para jugar un rol

clave en la institucionalidad del país. 

Finalmente, hay que señalar que el Es-
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El Estado y las 
instituciones políticas 
lideran la construcción 
o destrucción de 
capital social a través de
las políticas públicas



En la visión de desarrollo humano, el

empoderamiento es un fin en sí mismo, que

hace que las personas se reconozcan como

sujetos de sus propias historias. También es

un medio, que permite garantizar la equidad,

en tanto esta última es producto de las rela-

ciones sociales de poder. 

Hay muchas formas de generar empode-

ramiento social, pero las más comunes son el

acceso a la información, la inclusión, la parti-

cipación, la responsabilidad, la rendición de

cuentas y la capacidad de organización local. 

Finalmente, el Estado es un medio esen-

cial para construir capital social a través de

políticas públicas y para actuar como árbitro

de la sociedad, pero para ello se requiere de

un compromiso con la construcción de la

institucionalidad democrática y de un equili-

brio de poder en la sociedad.  

II.2 El capital social puede o no 
favorecer al desarrollo humano
Este informe ha sostenido que, si bien

las capacidades y el empoderamiento se por-

tan individualmente, gran parte de su cons-

trucción es social, ya que el acceso a muchas

oportunidades en la cuantía y calidad nece-

saria depende de que el Estado las pueda

garantizar. Pero el Estado es una relación

social que refleja las relaciones de poder. Así,

el acceso a las oportunidades de forma sos-

tenida depende de un  equilibrio de poder

dentro del Estado que garantice un ejercicio

efectivo de derechos. El capital social es un

medio para ese fin. En sociedades tan poco

institucionalizadas como la dominicana, el

acceso a las oportunidades se puede ganar o

perder y la existencia de un capital social

fuerte puede ser una garantía de la sostenibi-

lidad del acceso ganado. Pero no todo capital

social favorece al desarrollo humano. 

La apropiación individual 
Existe la posibilidad de que el capital
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social no estimule la asociatividad, el sentido

de comunidad y la capacidad política de las

personas, sino que sea aprovechado por

individuos o grupos concretos que excluyan

a personas y grupos que no pertenecen a

ese circuito de relaciones determinado. Es

lo que llamamos apropiación “individual”

del capital social.

Cuando la confianza, la reciprocidad y la

cooperación se circunscriben a grupos

cerrados y excluyentes se fortalece el senti-

do de identidad y pertenencia de un grupo,

pero se niega a los demás. Tal es el caso de

los que tienen el poder económico y políti-

co y dejan fuera al resto de la sociedad, o de

los munícipes de una localidad específica

que actúan a expensas de otras localidades o

negándolas. Esto dificulta los vínculos y la

solidaridad entre grupos, y dificulta fortale-

cer las redes y los puentes de comunicación.

El clientelismo se puede definir como

una reciprocidad difusa: intercambio de

apoyo político por favores económicos y

sociales, lo cual corroe el estado de derecho,

actuando en contra del desarrollo humano.

Es un ejemplo de capital social negativo para

la sociedad, pero favorable para pequeños

grupos e individuos que construyen organi-

zaciones que sirven de apoyo a caudillos

locales e, incluso, nacionales.

El fenómeno del clientelismo no sólo

afecta a los partidos políticos, sino que está

profundamente enraizado en la sociedad

dominicana. En efecto, para el año 2004

todas las personas tenían algún nivel de

clientelismo: el 36% tenía un nivel bajo, el

28% un nivel moderado, el 23% un nivel alto

y el 12% un nivel muy alto (Cuadro II.1). 

Ese nivel de clientelismo era más profun-

do en la población rural, seguido del resto

urbano, y finalmente en el Distrito Nacional.

Asimismo, era más profundo en la población

con mayor nivel de participación, en los hom-

bres y en el estrato socioeconómico bajo.

La “ley del tigueraje” 
se impone, si el otro
hizo una ilegalidad, 

el actual la repite en
forma acrecentada..., 

y no pasa nada



Área de residencia

Distrito Nacional 43.1 29.1 21.3 6.4 0.1 100

Resto urbano 35.0 28.6 22.7 13.5 0.1 100

Resto rural 30.7 26.2 26.8 15.8 0.5 100

Nivel de participación

Ninguna participación 36.5 28.2 23.3 11.1 1.0 100

Sólo elector 39.0 26.8 24.9 9.2 0.2 100

Participación política 30.4 29.8 21.6 18.1 0.0 100

Social/comunitaria 37.0 29.3 20.4 13.3 0.0 100

Social/comunitaria 

y política
27.3 32.0 22.4 18.3 0.0 100

Sexo

Femenino 37.7 27.7 23.8 10.6 0.2 100

Masculino 35.0 28.6 22.8 13.3 0.2 100

Nivel socioeconómico 

Muy bajo/bajo 28.6 28.5 26.9 15.7 0.3 100

Medio 37.6 28.6 22.7 10.7 0.2 100

Medio alto/alto 51.2 25.7 17.0 6.1 0.5 100

Todo el país 36.4 28.1 23.4 11.9 0.2 100

Cuadro II.1
Nivel de clientelismoa, por zona de residencia, sexo,
nivel de participación y grupo socioeconómico, 
en porcentaje, 2004

Categorías Bajo Moderado Alto Muy  alto TotalSin información

a Se tomó en cuenta el nivel de acuerdo o desacuerdo con las siguientes frases:
1. Que la gente apoye políticamente a quienes le hacen favores y le reparten cosas.
2. Que un funcionario reparta favores económicos y otros beneficios a los que lo respaldaron para que llegaran al gobierno.
3. Cuando se llega al gobierno se emplee preferentemente a familiares, amigos y relacionados.

Si estaba de acuerdo con las tres frases se asumía como clientelismo muy alto; con dos frases, clientelismo alto; con una
frase, clientelismo bajo; y con ninguna, no existía clientelismo.

Fuente: ODH/PNUD en base a DEMOS 1994, 1997, 2001 y 2004

De manera que el clientelismo explica el
apoyo al sistema de partidos en República
Dominicana y es la razón por la cual, a pesar
de no colaborar en la formación de un capi-
tal social de apropiación colectiva, los parti-
dos mantienen altos niveles de legitimidad,
como lo demuestra el número de votantes
en los procesos electorales (Recuadro II.4).

En muchos casos esta situación se agra-
va, ya que los recursos para los favores pro-
vienen de fondos públicos o son violaciones
a normas institucionales. Hay muchas
comunidades en donde el liderazgo caudi-
llista ha construido una red clientelar con-
trolando instituciones públicas, tanto del
gobierno central como en los municipios.
De hecho, en la reciente selección interna
de los candidatos en los tres partidos mayo-
ritarios para las elecciones presidenciales de
2008 hubo acusaciones de compra de
voluntades y uso de recursos del Estado16.
Lamentablemente, ha sido una práctica
común en la historia reciente utilizar los
recursos del Estado, violentando la ley con
el argumento de que el “otro” los utilizó. De
esta forma se va imponiendo la “ley del
tigueraje”, en donde un acto ilegal que hizo
el “otro” justifica una ilegalidad mayor del
actual, y así, sucesivamente, se va ge-
nerando una espiral de ilegalidades cada vez
mayor. 

La apropiación colectiva
El empoderamiento social o capital

social es de apropiación colectiva cuando
hay vínculos, comunicación y reciprocidad
entre diversas personas del grupo, quienes
establecen relaciones horizontales entre
ellos, formando una red, sin centro, basada
en multiplicidad de puntos que se cruzan.
Hasta el momento, los ejemplos más cerca-
nos de este tipo de capital social se encuen-
tran en experiencias como la de Villa Gon-
zález, municipio de la provincia Santiago, el
cual se analiza más adelante en este capítu-
lo o la experiencia de Los Martínez, un pro-
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ceso que ha logrado elevar la calidad de vida
de una comunidad entera (Recuadro II.5).

En resumen
Cuando las personas no tienen un nivel

mínimo de capacidades individuales y colecti-
vas siempre se corre el riesgo de que los vín-
culos entre el capital social y las instituciones
públicas sean capturados por el clientelismo a
través de caudillos y caciques locales, en detri-
mento del desarrollo humano. Pero el capital
social acompañado de ciertas capacidades
individuales puede aumentar el empo-
deramiento real de las personas y grupos,
desmontando las privaciones de la población. 



II.3 La medición del 
empoderamiento social 
o capital social
En la literatura de desarrollo humano se

ha vinculado el empoderamiento social con

la asociatividad y la medición del número y

características de las organizaciones sociales

de base17. En otros casos, se ha asociado con

normas de reciprocidad e involucramiento

cívico, así como con los niveles de confianza

interpersonal y de participación en organiza-

ciones sociales. También se considera un

aspecto que posibilita la capacidad política y

deliberativa de las personas18. Esta última es

la perspectiva de este informe, que asocia el

capital social con el conjunto de habilidades

y oportunidades que pueden traducirse en

acciones colectivas para logar un objetivo

público y un beneficio común19.

El gran reto que plantea cualquier defini-

ción de un concepto es su medición, lo cual,

para este caso, ha sido fuente de una gran

disputa. Existe una idea generalizada de que

no hay indicadores empíricos fuertes y acep-

tados por todos que permitan medir el

empoderamiento o capital social. Lo ideal

hubiera sido contar con una encuesta especí-

fica que tenga representatividad provincial,
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Recuadro II.4 El capital social y los partidos políticos 

La institucionalidad existente en República Dominicanaa bloquea la posibilidad
de que los partidos políticos se constituyan en un medio para apropiarse colecti-
vamente del capital social. Estos no actúan como puentes naturales entre las per-
sonas y el Estado. Por el contrario, en ocasiones contribuyen con la apropiación
individual del capital social, vía el clientelismo, o minan la confianza interperso-
nal y en las normas, obstaculizando la formación de instituciones y organiza-
ciones de la comunidad articuladas a través del capital social. 

Según las cuatro encuestas DEMOS realizadas desde 1994 al 2004, cerca de la
mitad de las personas encuestadas sostuvieron que los partidos políticos sólo
representan los intereses de los políticos, mientras que entre el 36% y el 43%
dijeron que representan los intereses de algunos grupos o personas. Apenas entre
el 7% y 10% sostuvo que representaban a todos los grupos de la sociedad.

Cuatro encuestas realizadas en un periodo de diez años y en las cuatro los resul-
tados fueron similares: menos del 10% de las personas cree que los partidos
dominicanos representan los intereses de la sociedad. 

Estos datos se agravan cuando observamos que para el año 2004 todas las per-
sonas tenían algún nivel de clientelismo: el 36% tenía un nivel bajo, el 28% un
nivel moderado, el 23% un nivel alto y el 12% un nivel muy alto (Cuadro II.1). 

Por tanto, el clientelismo explica, en parte, el apoyo al sistema de partidos en
República Dominicana y la razón por la cual, a pesar de no colaborar en la con-
formación de un capital social de apropiación colectiva, los partidos mantienen
altos niveles de legitimidad, como lo demuestran los altos niveles de votantes en
los procesos electorales. 

El ejercicio del poder y el impacto de las estructuras partidarias aumentan el ries-
go de los “polizontes” b.

a En el INDH de 2005 se sostiene que “el carácter patrimonialista de la política; es decir, la concepción de la política y del poder como una extensión del espacio privado y no como un espacio
público, ha llevado a que en los partidos políticos predominen prácticas clientelistas, bajo perfil ideológico, caudillismo y déficit de democracia interna”. PNUD 2005, p. 231

b El polizonte (“free rider”) es aquella persona que se beneficia de los bienes públicos sin formar parte de la red que los construye.

Notas:

Basta la adscripción partidaria o pertenencia al partido de gobierno para lograr
apropiación privilegiada de los bienes públicos, lo que debilita la formación de
redes sociales. Obviamente, en ambientes de recursos escasos y de distribución
clientelar de los bienes públicos, el riesgo del polizonte se magnifica y crece el
peligro de la formación de redes basadas en la corrupción y el aprovechamiento
de las demás personas, lo que reduce la confianza en las ventajas de la acción
colectiva. De esta manera, los partidos políticos han servido para desestimular el
capital social y fortalecer las redes de apropiación individual. 

Cuadro A.  

Distribución porcentual de las personas
entrevistadas según consideran los 
intereses que defienden los partidos
políticos 1994, 1997, 2001 y 2004

1994 1997 2001 2004

Fuente: ODH/PNUD en base a DEMOS 1994, 1997, 2001 y 2004

Todos los grupos de la sociedad 8.3 10.2 6.9 7.1

Sólo de algunos grupos o personas 38.3 41.7 36.8 43.0

Sólo de los políticos 47.7 44.1 53.3 45.6

No sabe/no responde 5.7 4.0 3.0 4.3

Total 100.0 100.0 100.0 100.0

Los partidos políticos
defienden los intereses 

y necesidades de:



pero no se dispone de esta fuente de infor-

mación. Por lo que este informe se auxiliará

de tres medios para abordar la medición: 

En primer lugar, se partirá de una discu-

sión sobre aspectos característicos de la

“dominicanidad”, identificando los que pue-

den favorecer u obstaculizar el capital social. 

En segundo lugar, se medirá el nivel de

empoderamiento social a través de los com-

ponentes del Índice de Empoderamiento

Social (IES).

En tercer lugar, se analizarán las caracte-

rísticas de los procesos de fortalecimiento

del poder local y la descentralización, según

los modelos de empoderamiento local de

Puerto Plata, Salcedo, Villa González y San

José de Ocoa, donde se identifican los ras-

gos de éxito para el desarrollo humano. 

II.3.1 Rasgos de la cultura 
dominicana que influyen
en el capital social

Hay aspectos dentro de la cultura domi-

nicana que actúan positiva o negativamente

en el desarrollo del capital social y el fortale-

cimiento del tejido social. Los principales

son:

• El “pesimismo dominicano”20, des-

arrollado en la primera mitad del siglo

XX, nos remite a ciertos rasgos raciales

y culturales que explican la falta de con-

fianza en el pueblo dominicano para

constituirse como nación.

• El “complejo de gancho” 21, parte de la

idea de que en “el otro” no se puede

confiar, porque en cualquier momento

nos pone “un gancho”. Esta percepción

impide la construcción de relaciones de

confianza mutua, por la suspicacia fren-

te al “otro”.

• El llamado “doble pensar”22, según el

cual las personas en público expresan

algo diferente a lo que realmente sien-

ten o sencillamente no se expresan. 

• El “exteriorismo”, analizado en el INDH

200523, se basa en la percepción de que

las cosas que le ocurren a la gente están

determinadas por factores externos,

que están fuera del dominio de la pro-

pia persona o del grupo al que pertene-

ce24. Evidentemente, esta forma de per-

cibir la vida es un obstáculo para el des-

arrollo del empoderamiento social y el

fortalecimiento de las redes de coope-
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Recuadro II.5 La experiencia de Los Martínez 

Los Martínez es un paraje que pertenece a la sección de Los Ranchitos, en la pro-
vincia de San José de Ocoa. Allí viven alrededor de 180 personas que se han orga-
nizado para tener agua y energía permanente, a pesar de la crisis generalizada
de electricidad que vive el país. Ellos generan su propia energía de manera lim-
pia, sin dañar el medio ambiente, con una hidroeléctrica que fue construida por
la propia comunidad y es autogestionada. Para construir la hidroeléctrica conta-
ron con la ayuda monetaria del Programa de Pequeños Subsidios (PPS) del
Fondo para el Medio Ambiente Mundial (FMAM) y del Programa de la Naciones
Unidas para el Desarrollo (PNUD). Sin embargo, el gran mérito es de la comu-
nidad, ya que las personas que se integraron a los trabajos instalaron 18 mil pies
de alambre y construyeron e instalaron 96 postes para el alumbrado. 

Esta comunidad tiene energía eléctrica a un  precio muy barato: las casas de
familia pagan cincuenta pesos (RD$50) mensuales (alrededor de un dólar con
cincuenta centavos) y los negocios pagan el doble. Los recursos recolectados se
usan para darle mantenimiento al sistema. 

Hay una tradición de unidad y cooperación en esta pequeña comunidad que se
remonta a 1963, cuando iniciaron la lucha por la obtención de las tierras. La
comunidad enfrentó la represión del gobierno y hasta la cárcel, pero al final logró
obtener los terrenos. Hoy es efectivamente un modelo de lo que puede construir
la cooperación, la solidaridad y la reciprocidad; es decir, el capital social. 

Esta comunidad campesina de 180 habitantes está conectada a internet, a tra-
vés de un centro de la comunidad. A pesar de ser pequeña en número de habi-
tantes ha logrado lo que no han logrado comunidades más grandes, tener ser-
vicios sociales al alcance de los residentes, tales como su propia escuela y una
clínica rural. 

Quizás, precisamente por ser pequeña, la interacción es más directa entre las
personas y esto es lo que les ha permitido fortalecer el capital social de la comu-
nidad, sin necesidad de que exista una densa red de organizaciones sociales y
políticas.



ración, ya que las mismas suponen que
las personas no son capaces de confiar
en los demás, creer en su propio esfuer-
zo, poseer un mínimo de autoestima y
creer que con la acción colectiva pue-
den cambiar el entorno socioeconómi-
co adverso que les rodea. 

Las encuestas realizadas evidencian que
el “exteriorismo” es mayor en la zona
rural, en las personas no organizadas y
en las mujeres, lo cual hace más difícil la
creación de capital social entre estos
grupos. (Anexos II.2, II.3 y II.4)

• El clientelismo político, como fue dis-
cutido anteriormente, deteriora el esta-
do de derecho, refuerza el exteriorismo
y debilita el tejido social. 

• El “convite” y la “junta” son tradiciones
de cooperación en el campesinado
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dominicano que fortalecen el capital
social, pero se han ido perdiendo con el
proceso de urbanización. Eran acciones
conjuntas de campesinos para cultivar
la tierra, ayudarse mutuamente en el
trabajo de los conucos y apoyar a muje-
res viudas con hijos pequeños. También
fueron usadas para enfrentar el poder
de los terratenientes. 

El “convite” apenas sobrevive en pocas
zonas rurales del sur y el norte con el
apoyo de agrupaciones políticas y orga-
nizaciones no gubernamentales (Re-
cuadro II.6).

Otras tradiciones existentes que pue-
den verse como capital social de los
excluidos son el intercambio de “platos
de comida” en el barrio y el “compa-
drazgo” de origen católico, entre otros
aspectos que no han sido estudiados
desde la óptica del capital social.

Sin embargo, el hecho de que la gente
quiera emigrar del país y que la gran mayo-
ría no cree posible que se puedan producir
cambios, evidencia un gran desencanto y
una falta de confianza de la población en el
liderazgo nacional, que se convierte en un
factor que limita la capacidad del empodera-
miento. En efecto, en el mes de agosto de
2007, el 57% de los dominicanos y domini-
canas dijeron que se irían del país a trabajar
y a vivir si tuvieran la oportunidad25. En
2004 más de la mitad de la ciudadanía no
confiaba en la posibilidad de cambio
(Cuadro II.2). Entre 1994 y 2004 la propor-
ción de personas que desconfiaban en la
posibilidad del cambio pasó de un 37.4%
de la población a un 51.3%. Esta opinión
fue más intensa en el resto urbano y en las
zonas rurales que en el Distrito Nacional;
entre las mujeres, las personas que no tie-
nen ninguna participación o que participan
sólo votando, y en los estratos socio econó-
micos medios y bajos. En definitiva, la idea
de marcharse del país y la percepción de la

El clientelismo político
deteriora el estado 

de derecho, refuerza 
el exteriorismo y debilita

el tejido social

Área de residencia

Distrito Nacional 31.4 46.0 52.7 47.2

Resto urbano 40.3 47.9 55.2 54.0

Resto rural 43.0 45.5 60.0 52.7

Sexo

Femenino 41.0 50.5 58.2 54.3

Masculino 33.8 41.1 54.2 48.3

Nivel de participación sociopolítica y comunitaria

Ninguna participación 41.5 50.8 59.5 51.7

Sólo elector 37.8 46.9 58.8 55.4

Participación política 38.5 58.5 57.2 46.1

Social/comunitaria 30.7 39.5 52.0 45.6

Social/comunitaria y política 35.6 39.3 43.7 44.4

Nivel socioeconómico 

Muy bajo/bajo 42.4 49.9 61.0 53.8

Medio 33.6 47.0 55.3 53.4

Medio alto/alto 25.4 35.6 45.6 40.7

Todo el país 37.4 46.5 56.2 51.5

Cuadro II.2
Desconfianza en la posibilidad de cambioa, por zona 
de residencia, sexo, nivel de participación 
y grupo socioeconómico, 1994, 1997, 2001 y 2004

Categorías 1994 1997 2001 2004

a Se tomó en cuenta el nivel de acuerdo o desacuerdo con la siguiente frase: “Por más que se quiera cambiar las cosas,
todo permanece igual”.

Fuente: ODH/PNUD en base a DEMOS 1994, 1997, 2001 y 2004



incapacidad de generar cambios expresan
niveles importantes de desencanto y frus-
tración sobre las posibilidades del país.

Esta situación induce varias preguntas
sobre el impacto que ha tenido en la cultura
dominicana el “pesimismo”, el “gancho” y el
“exteriorismo”. ¿Hasta dónde se han interio-
rizado estas actitudes en la población? ¿Hasta
qué punto son un obstáculo a vencer, para
lograr un aumento en el empoderamiento
social? ¿Hasta qué punto son un obstáculo
para la movilización de los sectores exclui-
dos en los asuntos públicos?  Las respuestas
a estas preguntas no las puede dar este infor-
me; sin embargo, son fundamentales para
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establecer la magnitud del empoderamiento
social y humano en sentido amplio. 

Pese a esto, se debe tomar en cuenta
que las características esenciales de la domi-
nicanidad han cambiado en el tiempo. La
descripción de lo que es un pueblo no es
estática, por naturaleza está en continua
evolución. El “pesimismo” y el “complejo
del gancho” del siglo XX no pueden haber-
se mantenido estáticos tras hechos como la
emigración dominicana y la aparición de los
llamados dominican–york26, el turismo o la
inmigración haitiana. Tampoco la “indivi-
dualización” de hoy es la misma que la de
medio siglo atrás. En efecto, como ha seña-

Recuadro II.6 En la unión está la fuerza: trabajo colectivo y organización en el caso de los convites campesinos de El Ramón 

La Asociación de Convites Campesinos de El Ramón es una organización de agri-

cultores de la provincia de San Cristóbal. Desde 1979, las personas que integran

el convite se reúnen cada jueves para trabajar juntos la tierra de uno de sus

miembros. Al hacerlo, rescatan una de las más antiguas tradiciones del trabajo

agrícola: el cuidado colectivo de la tierra. 

El origen se remonta a los destrozos provocados por el paso del ciclón David.

Según relata César Araujo Constanza: “Todos los árboles que estaban en la
propiedad cayeron…, entonces hicimos una reunión donde nos reunimos
80 hombres para planificar qué podíamos hacer con todas las fincas como
estaban”. 

El recrudecimiento de la pobreza en las zonas rurales aumenta la necesidad de

la realización de los convites. Según relata Dionisio de la Rosa: “Hay trabajos que
nosotros con una persona duramos hasta un mes para hacerlo. En el convite
lo hemos hecho en un día”. Sin embargo, paradójicamente, la pobreza también

amenaza la realización de los convites, ya que, según la tradición, la familia que

recibe al convite debe ofrecer los alimentos. Este costo ha obligado a algunos de

los integrantes de la Asociación a vender su convite a otras personas.

Con el paso de los años, las transformaciones en el modelo económico domini-

cano han afectado la capacidad del convite de tener un impacto en la calidad de

vida de sus integrantes. Tanto la migración masiva a las ciudades como la poca

viabilidad de la producción agrícola de pequeña escala, han presentado retos

para la capacidad de esta organización de mantenerse activa y atractiva para las

personas de las comunidades donde trabajan.

En los últimos años, la Asociación ha forjado una alianza estratégica con Justicia

Global, organización comprometida con la construcción de relaciones sociales

basadas en la solidaridad. A partir de esta alianza, los integrantes del convite han

conocido la forma en que las tendencias de la economía global afectan las for-

mas de vida y las prácticas organizativas locales, y han modificado sus prácticas

para adaptarse a las nuevas condiciones. Por ejemplo, recientemente comenza-

ron a realizar compras colectivas de alimentos para así evitar la venta de convi-

tes y garantizar que sean las personas organizadas las que se beneficien del tra-

bajo colectivo. También, algunos integrantes han comenzado a acceder a nuevas

vías para la comercialización de su café mediante redes de comercio justo. 

Otro ejemplo de apego a las tradiciones culturales lo constituye la clara separa-

ción de las tareas que realizan hombres y mujeres. Mientras los hombres traba-

jan la tierra, las mujeres preparan los alimentos. A pesar de estas diferencias de

género, las mujeres se consideran “conviteras”, al igual que los hombres. Según

relata Rosa Herminia Ureña: “Cada vez que haya un convite, sea grande o sea

chiquito, sea donde sea y de quien sea, espero poder ir, porque no tengo con

que pagar los favores y los beneficios que yo he recibido”. 

Las mujeres también están jugando un rol muy importante en el desarrollo de

nuevas estrategias organizativas que sustenten el trabajo del convite en la región.

Los avances se han visto en la creación de nuevas organizaciones comunitarias

en las zonas donde viven las y los conviteros.  

Las y los conviteros de El Ramón tienen amplias e históricas razones para valo-

rar su pertenencia a una organización que les lleva al trabajo colectivo. En voz de

uno de sus integrantes: “No hay secreto, la unidad y ya. Donde usted no está

solo, usted sabe que cualquier cosa que se le presente, puede acudir”. Además

de los beneficios en lo personal, las personas que integran la Asociación también

procuran defender las relaciones de solidaridad que han logrado construir a tra-

vés de los años. Por ende, la subsistencia de ésta y de otras organizaciones como

ella, y sobre todo su capacidad de reinventarse y adaptarse a las condiciones que

imponen las tendencias económicas sobre las formas de vida locales, constituye

un verdadero indicador de desarrollo humano. 

Nota: Se agradece a Justicia Global el acceso a las entrevistas  realizadas en la producción de su video “Convite: En la unión está la fuerza” que sirve de base en este recuadro.



lado Mena: “La agenda de la dominicanidad
siempre estará inconclusa. Más que buscar
un sistema o un marco, precisamos de un
mapa o una ruta. Después de todo, cada
imagen de lo nacional sólo es concebible en
su movimiento y en su trayecto, nunca como
un punto de llegada. Lo dominicano siempre
estará en movimiento”27.

II.3.2 Índice de Empoderamiento
Social (IES)

En el capítulo I se presentó una medi-
ción del empoderamiento humano, que es
un indicador de logros y potencialidades
(funcionamientos y capacidades en el len-
guaje de Sen). Se vio también que el empo-
deramiento tenía dos dimensiones: una indi-
vidual, que habilita a las personas para hacer
algo, y una dimensión colectiva, que es la
garantía para acceder a las oportunidades e
incidir en las decisiones. Esta dimensión
tiene su origen en el reconocimiento de que
hay libertades individuales (capacidades)
que sólo se pueden lograr colectivamente,
que dependen del entorno social y de las
libertades que alcanza la sociedad en su con-
junto.

La dimensión colectiva tiene a su vez dos
componentes: el empoderamiento social y el
político. El primero se analiza en esta sección
y el segundo nos remite a las libertades posi-
tivas para ejercer los derechos democráticos
y al conocimiento subjetivo de éstas. Es
decir, la garantía de vivir en un estado de
derecho, lo cual se discutirá en el capítulo III. 

Para estos fines se utilizaron los resulta-
dos de la encuesta de “Cultura política de la
democracia en República Dominicana: 2006”
(LAPOP 2006), la cual es comparable con 20
países de América Latina. La encuesta es
representativa a nivel nacional para las cate-
gorías territoriales de urbano, rural y para las
categorías regionales de Zona Metropolitana,
Este, Norte y Sur (Cuadro I.1 en el capítulo I).

El Índice de Empoderamiento Social
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(IES) está constituido por seis variables y

cada una de ellas se asocia a un conjunto de

indicadores. Las variables son equidad de

género, confianza interpersonal, pertenen-

cia, participación, movilización y confianza

en las instituciones (Diagrama II.1).

También se han utilizado las “Encuestas

Nacionales de Cultura Política y Democracia”

(DEMOS) 1994, 1997, 2001 y 2004, en las

que los datos disponibles son representati-

vos sólo para las siguientes categorías: todo

el país, Distrito Nacional y Santo Domingo

(la antigua capital), resto urbano y resto

rural. Lamentablemente, no hay datos desa-

gregados por regiones de planificación y

mucho menos por provincias.

Índice de Empoderamiento Social
(IES) Regional
Las limitaciones de la disponibilidad de

datos a nivel provincial imposibilitan el estu-

dio de las relaciones de este índice con el

resto de índices y subíndices del empodera-

miento humano, tal como fue definido en el

capítulo I, por lo que sólo se pueden anali-

zar los resultados por región.

La tesis que sostiene este informe es

que el empoderamiento social puede jugar

o no un rol sinérgico en todos los otros tipos

de empoderamiento, según se utilice para la

acción y el bienestar colectivo o no. En el

país, en términos generales, no hay eviden-

cia estadística de que esto haya ocurrido,

aunque, como se verá más adelante, el análi-

sis de ciertas regiones o casos concretos sí

evidencia cierto nivel de vinculación. 

El análisis por región nos lleva a estudiar

el potencial de cada zona para mejorar el

desarrollo humano y ampliar las libertades

de las personas (Gráfico II.1).

a) La región Norte es la que tiene el mayor

nivel de empoderamiento social y,

como se vio en el capítulo I, también

La descripción de 
lo que es un pueblo 

no es estática, 
por naturaleza está 

en continua evolución
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tiene un nivel relativamente alto de
empoderamiento individual. Es la
región donde mayor equilibrio existe
entre los diferentes tipos de empodera-
miento y donde más se utilizan las capa-
cidades individuales para la acción
colectiva, impulsando así el desarrollo
humano de la región. En esta zona las
capacidades individuales y las sociales
se refuerzan unas a otras, creándose
una asociación positiva. Desarrollar
políticas que potencien aún más el
empoderamiento social y que creen los
mecanismos institucionales para la
canalización de las demandas sociales,
fortalecería este círculo virtuoso.

b) La región Sur ocupa un nivel de empo-
deramiento social relativamente alto, lle-
gando a ser el segundo lugar a nivel na-
cional. Este alto nivel de capital social

implica un potencial que, si recibe res-
puesta desde las instancias gubernamen-
tales, mejoraría las capacidades indivi-
duales y políticas. Si las demandas socia-
les no son atendidas, podría producirse
un desequilibrio indeseado. El desarro-
llo de políticas públicas que fortalezcan
ese capital social y que creen las vías ins-
titucionales de respuesta a las demandas
sociales ayudaría a elevar el desarrollo
humano de la zona, el cual es muy bajo. 

c) La región Metropolitana tiene, en térmi-
nos relativos, un bajo  empoderamiento
social y el más alto empoderamiento
individual del país. Los movimientos
migratorios del campo a la ciudad, los
procesos de desmovilización, la falta de
sentido de pertenencia y confianza en
las instituciones indican que existe un
desequilibrio entre el empoderamiento

Diagrama II.1 Índice de Empoderamiento Social (IES)
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• % de personas que cree que la mujer tiene igual capacidad que el hombre para gobernar.
• % de personas que cree que la mujer debe participar de igual manera que el hombre en la política.
• % de personas que cree que la mujer no solo debe de trabajar cuando el ingreso del hombre no alcanza.
• % de personas que cree que el hombre y la mujer deben de tomar las decisiones conjuntamente en el hogar.

Pertenencia
• % de personas que se siente muy o bastante orgulloso de ser dominicano.
• % de personas que cree que los dominicanos tienen muchas o bastantes cosas y valores que los unen.

Movilización • % de personas que ha participado alguna vez en manifestaciones o protestas en su vida.
• Número anual de protestas por cada 10,000 habitantes.

Confianza en las
instituciones

• % de personas que para poder resolver sus problemas alguna vez ha pedido ayuda o cooperación a alguna
institución.

• % de personas que cree que los tribunales de justicia garantizan un juicio justo.
• % de personas que cree que los derechos básicos de la ciudadanía están bien protegidos por el sistema

político.

Participación
• % de personas que ha estado asistiendo a reuniones comunitarias sobre algún problema de la comunidad.
• % de personas que cree que en el último año ha contribuido a la solución de algún problema de su comunidad.

Confianza 
Interpersonal

• % de personas que cree que la gente de su comunidad es confiable.
• % de personas que cree que la mayoría de las vecces la gente trata de ayudar al prójimo.
• % de personas que cree que la gente, si se le presenta la oportunidad, no se aprovecharía del prójimo.
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social y el individual. El bajo uso de las

capacidades individuales para la acción

colectiva limita alcanzar el desarrollo

humano, ya que éstas son las que garan-

tizan la equidad y la institucionalidad.

Sin un empoderamiento social fuerte

será difícil aumentar los niveles de

empoderamiento real y de desarrollo

humano de esta región.

d) La región del Este plantea resultados

preocupantes, ya que no sólo comparte

con el Sur el nivel más bajo de empode-

ramiento individual; sino también el más

bajo empoderamiento social del país.

Las fuertes divergencias entre las provin-

cias que conforman esta región, así

como entre su población limitan la con-

formación de capital social e individual.

Si se quiere impulsar el empoderamien-

to de su población, tanto en términos

individuales como colectivos, es necesa-

rio diseñar políticas públicas que abor-

den esta problemática. 

Como se puede observar, el análisis del

empoderamiento social y sus componentes

facilita la comprensión de las dinámicas que

impulsan o no el desarrollo humano y da pis-

tas sobre las estrategias a desarrollar.

Gráfico II.1 Índice de Empoderamiento Social (IES)

País
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Fuente: ODH/PNUD
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Confianza interpersonal
Sin confianza mutua es imposible desa-

rrollar el empoderamiento social y las accio-
nes colectivas de los grupos y personas. La
confianza interpersonal se refiere al nivel de
certidumbre positiva que tienen las perso-
nas entre sí. La formación de grupos es
directamente proporcional a esos niveles: a
mayor confianza entre las personas, mayo-
res probabilidades de que la gente tienda a
formar grupos y cooperar entre sí. 

El Índice de Confianza Interpersonal se
ha construido combinando tres indicadores
de la encuesta LAPOP, que miden: 

• El porcentaje de personas que cree que
la gente de su comunidad es confiable.

• El porcentaje de personas que cree que
la mayoría de las veces la gente trata de
ayudar al prójimo.

• El porcentaje de personas que cree que
no se aprovecharía del prójimo si se pre-
senta la oportunidad.

El resultado se observa en el Cuadro II.3,
en donde las regiones Norte y Sur tienen el
mismo nivel de confianza interpersonal, los
más altos del país. A pesar de que el Norte
demuestra la mayor confianza en la comuni-
dad, el porcentaje de personas que cree que
la gente trata de ayudar al prójimo y no apro-
vecharse de él es más bajo que en el Sur.

El Este y el área Metropolitana tienen
índices de confianza interpersonal mucho
más bajos y todos sus componentes están
por debajo de la media nacional.

Adicionalmente, la encuesta LAPOP
comparó los niveles de confianza que tie-
nen las personas en la gente de su barrio. El
60.4% de los encuestados dice tener un
nivel medio y alto de confianza en sus veci-
nos, colocando al país como el quinto con
mayor nivel de confianza interpersonal
comparado con 15 países latinoamericanos
(Anexo II.5).



Confianza en las instituciones
El capital social que crea redes entre las

organizaciones y las personas, por un lado, y

las instituciones estatales, por el otro, no

puede fomentarse si no hay un nivel mínimo

de confianza de la ciudadanía en las institu-

ciones gubernamentales.

Con los datos de la encuesta DEMOS se

creó un Índice de Confianza en las Institu-

ciones gubernamentales. El nivel confianza

es bajo y decreciente, ya que en 1994 el 33%

de la población tenía un nivel medio o alto

de confianza en las instituciones, pero en

2004 había descendido a 22.2% (Cuadro II.4).

En todas las categorías del Índice de

Confianza de la encuesta DEMOS se observa

una reducción. Los residentes en el Distrito

Nacional expresan menos confianza en las

instituciones (18.5%), seguidos del resto ur-

bano (21.2%). Es de notar que en estas de-

marcaciones se concentran las principales

instituciones públicas y que los residentes

en ellas tienen mayor información sobre su

existencia y forma de funcionamiento. El

resto rural tiene niveles de confianza sustan-

cialmente más altos que las zonas urbanas,

lo cual puede ser un elemento aprovechable

para la construcción de redes y puentes

entre las organizaciones sociales y las estata-

les en estas zonas. 
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Cuadro II.3 Índice de Confianza Interpersonal y componentes, por región,  2006

Región

% de personas 
que cree que 
la gente de 

su  comunidad 
es confiable

% de personas que
cree que la mayo-
ría de las veces la

gente trata de
ayudar al prójimo

% de personas que cree 
que la gente no se 
aprovecharía del 
prójimo si se le 

presenta la oportunidad 

Índice de
Confianza

Interpersonal

Fuente: ODH/PNUD en base a LAPOP 2006

Norte 77.2 41.1 38.1 0.75

Metropolitana 60.8 30.0 31.5 0.03

Sur 64.5 44.4 47.1 0.74

Este 61.7 33.8 30.0 0.11

País 67.6 37.3 36.7 0.45

Cabe señalar que existe una diferencia

considerable en el grado de confianza en las

instituciones gubernamentales de las mujeres

y de los hombres. Esta diferencia podría

darse por factores tales como la falta de cali-

dad en los servicios de educación, salud y jus-

ticia con los que las mujeres adultas se rela-

cionan más y/o de manera diferente a la de

los hombres, dada, por un lado, la división

sexual del trabajo, y, por otro, factores como

la violencia intrafamiliar. 

Las personas que más participan en or-

ganizaciones sociales, políticas y comunita-

rias tienden a manifestar más confianza en las

instituciones (33.4%) que las personas que

no participan en ningún tipo de organización

(17.5%) y que aquellas que sólo participan

como electores (20.6%). Esto evidencia una

asociación directa entre el grado organizativo

de las personas y el nivel de confianza en las

instituciones estatales: a mayor capital social,

medido en función del grado de organiza-

ción y participación, mayor confianza en las

instituciones estatales.

Dos hipótesis
Dos hipótesis pueden elaborarse para

interpretar estos datos, las cuales pueden

investigarse con técnicas cuantitativas y cua-

litativas más refinadas. La primera hipótesis

es que el grado de asociación y participación



de la gente ayuda a que éstas conozcan sus
derechos y tengan mecanismos para que
las instituciones estatales respondan a sus
demandas. Esta primera hipótesis nos esta-
ría diciendo que el nivel de participación y
asociación de la gente tiende a elevar su
empoderamiento social y a promover la
ampliación de las libertades individuales,
favoreciendo el desarrollo humano.

La segunda hipótesis es sutilmente
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Área de residencia

Distrito Nacional 29.0 34.1 29.5 18.5

Resto urbano 28.1 30.5 22.9 21.2

Resto rural 40.9 40.7 30.4 28.0

Sexo

Femenino 27.6 31.0 25.2 19.3

Masculino 38.4 39.9 28.6 25.6

Nivel de participación sociopolítica y comunitaria

Ninguna participación 26.2 24.3 15.7 17.5

Sólo elector 31.4 39.6 25.0 20.6

Participación política 44.9 40.4 31.3 28.8

Social/comunitaria 27.1 30.4 29.4 19.7

Social/comunitaria y política 40.4 36.2 38.9 33.4

Nivel socioeconómico 

Muy bajo/bajo 38.7 39.9 32.7 26.5

Medio 24.5 28.8 23.8 19.4

Medio alto/alto 26.0 30.2 20.1 20.3

Promedio nacional 33.0 34.8 26.9 22.2

Cuadro II.4
Índice de confianza en organismos gubernamentales clavesa,
por zona de residencia, sexo, nivel de participación y grupo
socioeconómico, 1994, 1997, 2001 y 2004

Categorías 1994 1997 2001 2004

a Se usaron las preguntas sobre si tenía mucha, poca o ninguna confianza en: la Justicia, el Congreso, el presi-
dente, la policía, los militares, las autoridades municipales, la Dirección de Drogas, la JCE. Se tomaron en cuen-
ta sólo las respuestas de quienes tenían mucha confianza en la institución.

• Si dijo a 0 de los 8 indicadores que tenía mucha confianza, entonces se asumió que la confianza en organis-
mos gubernamentales era NINGUNA.

• Si dijo a 1 de los 8 indicadores que tenía mucha confianza, entonces se asumió que la confianza en organis-
mos gubernamentales era POCA.

• Si dijo a 2 - 3 de los 8 indicadores que tenía mucha confianza, entonces se asumió que la confianza en orga-
nismos gubernamentales era MEDIANA.

• Si dijo a 4 - 8 de los 8 indicadores que tenía mucha confianza, entonces se asumió que la confianza en orga-
nismos gubernamentales era MUCHA.

Fuente: ODH/PNUD en base a DEMOS 1994, 1997, 2001 y 2004

Nota: Para el caso de la encuesta del 2004, como hubo un cambio en el cuestionario y lo que se pedía a la gente
era que dijera, en una escala de uno a 7, el nivel de confianza en los organismos, consideramos que si la puntua-
ción en la escala era mayor o igual a 5 significaba que se confiaba mucho y ese fue el indicador usado.

diferente en su formulación y radicalmente
opuesta en su concepción: las personas con
mayor capital social tienen más probabilida-
des de beneficiarse de las instituciones esta-
tales, ya sea porque tienden a formar parte
de las redes clientelares o porque tienen
información sobre su funcionamiento “real”
en el país.

El elemento a destacar es que ese bene-
ficio no repercute en toda la sociedad, sino
que la ampliación del empoderamiento
social de unos va en detrimento del empo-
deramiento social de otros. Así, quienes no
participan ni se organizan tienen menos
capacidades y habilidades para relacionarse
con las instituciones estatales y están en
desventaja frente a quienes participan en
organizaciones y partidos porque carecen
de información de la que estos últimos sí
disponen.

Índice de Confianza
en las Instituciones
El Índice de Confianza en las Institucio-

nes, el cual forma parte del Índice de Empo-
deramiento Social (IES) según el esquema
presentado en este informe, cruza las res-
puestas a tres preguntas realizadas por la
encuesta LAPOP: 

• Porcentaje de personas que alguna vez
ha pedido ayuda o cooperación a alguna
institución para resolver sus problemas. 

• Porcentaje de personas que cree que los
tribunales de justicia garantizan un juicio
justo. 

• Porcentaje de personas que cree  que los
derechos básicos de la ciudadanía están
bien protegidos por el sistema político.

Este índice arroja resultados sorpren-
dentes: la región Norte es la que tiene
menor confianza en las instituciones, la que
menos cree tanto en el sistema judicial
como en el político, pero es la segunda



región que más acude a las instancias públi-

cas a solicitar ayuda (Cuadro II.5). 

La región Sur es la que tiene el mayor

Índice de Confianza en las Instituciones, la

que solicita más apoyo y la que más cree en

el sistema político. 

La zona Metropolitana es la segunda

región que menos confía en las instituciones

y la que menos apoyo solicita a las instancias

públicas. Este dato resulta paradójico, ya

que la región más marginada por los pode-

res centrales es el Sur, mientras que en la

zona Metropolitana se concentra el mayor

número de instancias gubernamentales.

Parecería que la cercanía a las instituciones

provoca un efecto adverso, puesto que la

población más cercana a ellas acude menos

a solicitar servicios. Queda pendiente inves-

tigar más a fondo en qué grado esa solicitud

de ayuda a las instancias gubernamentales

está mediada por el clientelismo político.

Según la encuesta LAPOP, el nivel de

expectativas de que las instancias públicas

solucionen los problemas de una comunidad

es bajo. Tan sólo el 7.1% de las personas

encuestadas había solicitado ayuda a una

secretaría, institución pública u oficina del

Estado; el 10.2% a algún congresista, y el

13.6% a una autoridad local28. Los gobiernos

locales son los más demandados, por encima

de los poderes congresuales o las instancias

públicas, lo que evidencia que las autorida-

des locales están más cerca de la ciudadanía

que las instancias públicas centrales o el

Congreso. Lo mismo se constata en la

DEMOS de 2004, según la cual los síndicos y

regidores son la institución democrática en

la que mayor confianza deposita la gente,

superados sólo por los militares29.

Participación 
La medición de la participación no se

limita al nivel de asociativismo, sino que

también debe tomar en cuenta la participa-

ción activa de la ciudadanía sin la mediación

de ninguna organización.

El Índice de Participación creado en

este informe recoge información de dos pre-

guntas hechas en la LAPOP:

• Porcentaje de personas que ha asistido a

reuniones comunitarias sobre algún pro-

blema de la comunidad. 

• Porcentaje de personas que en el último

año ha contribuido a la solución de algún

problema de su comunidad. 

La región que tiene un mayor nivel de

participación es el Norte, con diferencias en

las otras tres regiones (Cuadro II.6)
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Cuadro II.5 Índice de Confianza en las Instituciones y componentes por región, 2006

Región

% de personas que
alguna vez 

ha pedido ayuda o 
cooperación a alguna 

institución  para poder
resolver sus problemas

% de personas
que cree que 

los tribunales 
de justicia 

garantizan un
juicio justo

% de personas que
cree  que los derechos

básicos de la 
ciudadanía están bien

protegidos por 
el sistema político

Índice 
de 

Confianza 
en las

Instituciones

Fuente: ODH/PNUD  en base a LAPOP 2006

Norte 11.0 30.5 28.3 0.24

Metropolitana 8.9 40.0 40.9 0.44

Sur 11.8 42.0 46.5 0.92

Este 9.0 45.5 42.7 0.62

País 10.2 37.6 37.9 0.49

Quienes no participan 
ni se organizan tienen
menos capacidades 
y habilidades para 
relacionarse con las 
instituciones estatales



La participación activa en la solución de

problemas locales es relativamente alta en el

país: el 44% de las personas encuestadas dice

haber colaborado en la solución de algún

problema local, registrando el Sur el nivel

más bajo (31%) y el Norte, el más elevado

(51%).

El porcentaje de personas que ha asisti-

do a reuniones a nivel nacional es del 55%,

con niveles similares para todas las regiones.

Es de señalar que la contribución a solucio-

nar problemas locales es mayor cuanto

mayor es el nivel educativo, siendo casi el

doble en personas con grado universitario

respecto de las que no tienen formación30.

Los niveles de participación
en organizaciones 
Para medir los niveles de participación

en organizaciones, la encuesta LAPOP cons-

truyó tres índices de participación: cívica,

política y religiosa. Es interesante resaltar que

el Índice de Participación cívica es el menor

de los tres y que el Índice de Participación

Religiosa es muy superior a los otros dos31.

El tipo de organizaciones cívicas en

donde hay mayor participación es en los

comités de mejoras para la comunidad, en

los que el 6.9% de las personas encuestadas

participa semanalmente32. La encuesta DE-
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MOS de 200433 confirma esta tendencia, ya
que indica que la junta de vecinos es la
modalidad organizativa que alcanzó el nivel
de pertenencia más alto de todas las consi-
deradas: el 19% de las personas entrevista-
das dijo ser miembro activo o no tan activo
de esta organización territorial.  

Al reagrupar las organizaciones por
tipo34, la mayoría de las personas es miem-
bro de entidades de carácter territorial
(25%) seguida por la membresía en organi-
zaciones partidarias, deportivas, laborales,
de padres y madres o de género. Esta cifra
evidencia la importancia de lo local en la
vida de las personas. Las organizaciones que
aglutinan mayor membresía son aquellas
que trabajan por el desarrollo de su comuni-
dad, lo cual refuerza la idea del potencial
que existe en el empoderamiento de la
gente a nivel local como catalizador de cam-
bios que impulsen el desarrollo humano. 

Según las encuestas LAPOP 200635 la dife-
rencia por sexo en las diversas organizaciones
es significativa, ajustada a los roles tradiciona-
les asociados al género. Los hombres partici-
pan más en las asociaciones vinculadas con
mejoras a la comunidad, ya sean profesiona-
les, campesinas o sindicatos; mientras que las
mujeres participan más en asociaciones de
madres y padres. Por otro lado, las mujeres,
en general, participan menos que los hom-

Cuadro II.6 Índice de Participación y componentes por región, 2006

Región

% de personas 
que ha asistido 

a reuniones 
comunitarias sobre

algún problema 
de la comunidad

% de personas 
que en el último año 

ha contribuido 
a la solución 

de algún problema 
de su comunidad

Índice 
de Participación

Fuente: ODH/PNUD  en base a LAPOP 2006

Norte 54.9 50.6 0.82

Metropolitana 54.3 41.4 0.54

Sur 57.8 31.5 0.50

Este 50.0 48.2 0.44

País 54.7 43.75 0.62



bres, según la DEMOS 200436. Mientras el

55% de los hombres son miembros activos o

no tan activos de alguna organización, sólo el

44% de las mujeres lo son,  para una diferen-

cia de 11 puntos porcentuales.

Finalmente, a mayor nivel educativo,

hay una mayor participación cívica. DEMOS

2004 revela que hay una diferencia de más

de 7 puntos porcentuales entre quienes par-

ticipan en organizaciones cívicas y tienen

grado universitario, y los que no tienen nin-

gún tipo de formación. Esta diferencia es

siempre menor en la participación partidaria

y religiosa (Anexo II.6)37. Si asumimos que el

ingreso de las personas con menos educa-

ción es significativamente inferior al de las

personas con más grado académico, pode-

mos extraer dos conclusiones: 

• Que la participación de los sectores más

pobres en cualquier tipo de organización

es baja, por lo que su capacidad de em-

poderamiento real será menor, no sólo a

nivel individual sino también colectivo, ya

que la dinámica actual de participación

parece reforzar esa tendencia inequitativa. 

• La baja diferencia de participación en los

partidos políticos entre las personas for-

madas o no puede indicar dos hipótesis:

que los niveles de inclusión o aceptación

en los partidos políticos de las personas

tradicionalmente excluidas es más alto o,

todo lo contrario, que la búsqueda de

promoción social y económica es mucho

mayor en los partidos que en las organi-

zaciones cívicas.

Es interesante observar los valores y

prácticas políticas de las personas que están

organizadas y las que no lo están para enten-

der el grado de relación que puede existir

entre el nivel organizativo y el capital social

(Cuadro II.7):

• En primer lugar, existe una asociación

entre el nivel organizativo y el nivel de

interés en la política, siendo más del

doble el porcentaje de personas que

expresaron mucho o bastante interés en

la política y pertenecían tanto a organiza-

ciones partidarias como de la sociedad

civil (56.8%), que las que no estaban

organizadas (25%).

• Cuanto mayor es el nivel organizativo,

mayor es también la demanda de amplia-

ción de los espacios de participación

política.

• Existe mayor apoyo a las formas tradicio-

nales de participación política (manifesta-

ciones, paros, documentos de reclamo)

cuanto mayor es el nivel organizativo.

• Mientras más organizadas están las per-

sonas, mayor es la legitimidad que otor-

gan al sistema electoral, con grandes

diferencias entre los miembros de parti-

dos políticos y organizaciones de la

sociedad civil (OSC) y las personas no

organizadas.

• El apoyo al sistema político38 es menor

entre las personas no organizadas y

aquellas que tan sólo se organizan en

OSC, frente a las pertenecen sólo a par-

tidos políticos o a ambos tipos. Esto evi-

dencia el desencanto entre las personas

no organizadas y las que pertenecen a la

OSC.

• La credibilidad de los políticos es menor

entre las personas que pertenecen a la

OSC (33.6%), y aumenta entre las no or-

ganizadas (34.4%) y las que pertenecen

sólo a partidos políticos (39.3%). Las per-

sonas con doble membresía tienen el

mayor nivel de confianza en la clase polí-

tica (45.5%). Pese a esto, es interesante

observar que la legitimidad de la clase

política, incluso entre las personas con

militancia partidaria, es aún relativamente

baja.

• Con respecto a la aceptación del cliente-
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lismo, es preocupante observar que no

existen fuertes diferencias en función del

nivel organizativo. La aceptación alta o

muy alta de esta práctica es apenas

menor entre las personas que pertene-

cen a la OSC.

Capacidad de articulación de las 
organizaciones de la sociedad civil (OSC) 
Desde la década de los noventa se ha

producido un gran interés por la llamada

“sociedad civil”, lo cual ha estado asociado

al proceso de debilitamiento del Estado

impulsado por movimientos neoliberales de

las últimas dos décadas del siglo XX y a la

pérdida de representatividad de los parti-

dos políticos. En los países latinoamerica-

nos, se hace evidente en la actualidad que el

sistema democrático es bastante imperfecto

en su capacidad de dar espacio a los diver-

sos intereses de las personas, no sólo de las

minorías, sino también de las grandes

mayorías.

En este sentido, el Estado fuerte es

aquel que ha asegurado los mecanismos de

participación y concertación de manera que

no necesita recurrir a la fuerza39. Es el

Estado que persuade y crea consensos mien-

tras haya vías de encuentro con la sociedad

civil para una articulación eficaz, que permi-

ta construir la gobernabilidad40.

También es necesario conocer hasta

dónde la sociedad civil contribuye al fortale-

cimiento de la institucionalidad democráti-

ca; es decir, “hasta dónde apoya el diálogo y

la concertación y opera sobre reglas de

juego claras, cómo demanda participar y

cómo asume su responsabilidad en los espa-

cios compartidos”41.

La responsabilidad de la sociedad civil

no se reduce a fortalecer la democracia y la

institucionalidad, sino que debe ir más allá,

impulsando medidas que garanticen los de-

rechos socioeconómicos de la población.

Por ejemplo, la reducción de las privaciones

en la población que está íntimamente ligada

a la articulación de la sociedad civil, ya que

una de las mayores privaciones es la ausen-

Cuadro II.7 Características sociopolíticas según perfil organizativo, 2004

Características sociopolíticas
Ciudadanía

no
organizada

Sólo es miembro
de organizaciones

de la sociedad
civil (OSC)

Sólo
pertenece 

a partidos 
políticos

Pertenece
a ambos
tipos de

organizaciones

Fuente: Demos 2004

Grado de interés en la política 
(mucho/bastante) 24.7 33.1 49.2 56.8

Aceptación participación política 
convencional (mediana/gran aceptación) 49 51 48.6 62.8

Favorece más participación política 
(mucha aceptación) 42.5 47.8 50.8 57.8

Participación en los procesos electorales 
(alta) 26.9 37.4 56 74.5

Clientelismo
(alto/muy alto) 35.4 33.4 36.5 41.1

Credibilidad de la clase política 
(alta/mediana) 34.4 33.6 39.3 45.5

Legitimidad de las elecciones 
(mediana/alta) 41.1 43.9 62.5 62.5

Apoyo al sistema (apoyo/ mucho apoyo) 35.4 39.3 45.3 49.1



cia de voz y el acceso al poder social que les

permita convertirse en sujeto de su propio

desarrollo. 

La articulación llamada “bridging” por

Narayan42 es una forma importante de forta-

lecimiento de la sociedad civil y su capaci-

dad de incidencia, que impulsa el empode-

ramiento social de apropiación colectiva y,

por tanto, el desarrollo humano.

Para el análisis del nivel de articulación

de la sociedad civil se han revisado dos estu-

dios. El primero, realizado por Jorge Cela e

Isabel Pedrazuela para la Colección Sociedad

Civil elaborada por el PFOSC en el 2002,

recoge información de 88 articulaciones de

la sociedad civil dominicana. El segundo

actualiza los datos y ha sido elaborado por

Olaya Dotel y Rosemary Capellán para el Pro-

grama de Iniciativas Locales de la Sociedad

Civil (PRIL), en 2007; éste recoge informa-

ción de 41 articulaciones. Estos estudios des-

tacan la voluntad que existe de articularse

entre ellas para formar redes que incidan en

las decisiones que les afectan. Hay un deseo

de “actuar juntos” para ganar confiabilidad y

se ve la vinculación como una vía para

encontrar un lenguaje y una opción común.

Estos estudios arrojan datos para enten-

der las articulaciones como un potencial a

desarrollar que pueda incidir en las decisio-

nes y contribuir con la población a ganar

poder.

Las articulaciones de la sociedad civil,

al igual que el Estado, tienden a priorizar las

agendas nacionales a las locales. El 37% de

los espacios de articulación de las OSC

plantean que su ámbito de actuación es el

territorio nacional, mientras que para el

24% su ámbito es municipal y para el 17%

es provincial. 

Por otro lado, en los estudios se plantea

la dispersión como una debilidad. En pro-

medio, cada red tiene aproximadamente

nueve líneas de trabajo, sin contar las temá-

ticas puntuales a las que dan seguimiento.

La gran mayoría de las redes (76%) tiene

como una línea de trabajo la educación,

seguida por el tema de medio ambiente

(71%), género y salud (61% cada una).

Tras la aprobación de la Ley 122-05, que

rige la regulación y el fomento de las asocia-

ciones sin fines de lucro, se ha dado un pro-

ceso de formalización institucional impor-

tante, debido a que anteriormente no existía

un marco legal específico para articulacio-

nes. Actualmente, alrededor del 75% de las

redes encuestadas están incorporadas. 

Los dos estudios consultados resaltan

que los diferentes espacios de articulación

enfrentan significativos retos para participar

de manera eficiente y eficaz, sobre todo los

que representan a la población más pobre.

Estas debilidades son similares a las de la

sociedad dominicana y del Estado: excesivo

protagonismo, débil democracia interna,

concentración, politización, primacía de inte-

reses individuales, falta de recursos y de per-

sonal calificado, falta de rendición de cuen-

tas, débil comunicación interna. 

Pese a esto, es necesario decir que las

articulaciones han sido clave en ciertos

avances y en algunos casos han tenido inci-

dencia política, como es el caso de la

Coordinadora de ONGs del Área de la

Mujer, que en la década de los 90 se articu-

ló alrededor de una agenda legislativa entre

cuyos logros estuvo la aprobación de la Ley

24-97 contra la violencia intrafamiliar, o el

espacio interinstitucional para la modifica-

ción de la Ley 520 que regía a las asociacio-

nes sin fines de lucro, la cual fue derogada

por la Ley 122-05, más adaptada a la reali-

dad de la sociedad civil actual y con meca-

nismos para impulsar la transparencia en el

uso de las transferencia que reciben de los

recursos públicos. 

Estos ejemplos indican que la participa-

ción de las redes sociales representa una
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El Estado fuerte 
es el que persuade 
y crea consensos



oportunidad para que se produzcan refor-
mas políticas que contribuyan a la construc-
ción de una sociedad más equitativa. 

Niveles de movilización, 
manifestación o protesta pública
La movilización social ayuda a las perso-

nas a pasar del estado de pasividad al de
acción, de ser receptoras a ser sujetos acti-
vos que demandan cambios para ampliar sus
libertades, hacer efectivos sus derechos y
lograr satisfacer las demandas de sus comu-
nidades. 

La movilización social tiene, por tanto,
un impacto positivo en las capacidades indi-
viduales de las personas, creándose así un
círculo virtuoso de aumento de libertades.
Estimular el capital social de los grupos tra-
dicionalmente excluidos es una forma de
generar movilización y participación activa
de la gente en la demanda de oportunidades
económicas, políticas y sociales (Recuadro
II.7).

En definitiva, la acción política no sólo
se reduce a la participación organizada, tam-
bién se puede dar a través de la movilización,
manifestación o protesta pública. El Índice
de Movilización se ha construido en base a
dos indicadores: 

• Porcentaje de personas que ha participa-
do alguna vez en manifestaciones o pro-
testas en su vida.
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• Número de protestas por cada 100,000

habitantes (promedio anual 1997-2006)43

(Anexo II.7).

La región con mayor nivel de moviliza-

ción es el Norte, seguida de la Metropo-

litana, ambas con niveles superiores a la

media nacional, mientras que el Este y el Sur

tienen niveles inferiores (Cuadro II.8). 

El número de protestas por cada

100,000 personas es en promedio de 1.5

para todo el país, siendo el Norte la región

con mayor cantidad de protestas por habi-

tante (2 por cada 100,000); seguido por el

Sur, que está en la media nacional, y las

regiones Metropolitana y Este que registran

dos tercios del promedio del país.

El 31% de las personas ha participado

alguna vez en manifestaciones, con mayor

intensidad en el área Metropolitana, la cual

registra un valor superior al promedio nacio-

nal. Sin embargo, en los últimos diez años ha

disminuido la intensidad de protestas por

habitante. Las regiones Este, Norte y Sur

siguen, en ese orden, en cuanto a la cantidad

de protestas44.

La variable educativa incide significativa-

mente en la movilización, puesto que cerca

del 30% de las personas con educación uni-

versitaria ha participado en una protesta,

frente a un 10% de personas sin educación45.

Esto confirma cómo la exclusión se refuerza

a través del sistema de participación, ya que

las capacidades deliberativas de las personas

sin educación son mucho menores que las

de las personas con altos niveles educativos.

Por tanto, las capacidades individuales son

determinantes a la hora de hablar de empo-

deramiento social, y a su vez, éste en el

empoderamiento colectivo de la sociedad. 

¿Cómo explicar las diferencias entre la

proporción de la población que ha participa-

do alguna vez en manifestaciones o protes-

tas en la vida y el número de protestas por

cada 100,000 personas?

Cuadro II.8 Índice de Movilización y componentes, por región, 2006

Región

% de personas que ha
participado alguna 

vez en manifestaciones 
o protesta en su vida

Número de protestas
por cada 100,000 

habitantes (promedio
anual 1997-2006)

Índice 
de

Movilización

Fuente: ODH/PNUD en base a LAPOP 2006  y Vargas 2006

Norte 29.5 2.0 0.61

Metropolitana 35.0 1.1 0.56

Sur 27.8 1.5 0.27

Este 33.1 1.0 0.37

País 31.4 1.5 0.50

La participación 
en las redes sociales

representa una 
oportunidad para las

reformas políticas



La respuesta a esta pregunta sobrepasa

las posibilidades de este informe y eviden-

cia la necesidad de profundizar la investiga-

ción en estos temas. Una hipótesis que

podría explicar este fenómeno sería que se

ha producido un cierto nivel de desmovili-

zación en la región Metropolitana durante

la última década. Lo contrario ocurre en la

región Sur, la más pobre del país, y en la

que menos personas han estado habitua-

das a movilizarse a lo largo de su vida, pero

en donde ha habido más protestas por

habitante en los últimos diez años46.

Además, este comportamiento indica, por

un lado, las potencialidades a explorar para

mejorar las condiciones de vida en esta

región a través del empoderamiento social

y colectivo. Y, por otro, aporta información
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Recuadro II.7 Protestas locales, ¿una expresión de empoderamiento social?

Desde 1997 a 2006 se han producido en el país 1,287 movimientos de protesta
en casi todas las provincias del país, excepto en Elías Piña y Pedernales. 

La exposición de una serie de rasgos en las protestas locales evidencia su capa-
cidad de potenciación del empoderamiento social. Estos rasgos son: 

• Germen de la búsqueda de inclusión colectiva. En las protestas se
transforman las carencias individuales en carencias colectivas. El déficit de
cobertura de los servicios básicos por parte del Estado se manifiesta indivi-
dualmente. Sin embargo, las comunidades, al movilizarse, transforman
esta exclusión individual en la búsqueda de inclusión colectiva. 

• Expresión de micropoder desde el territorio. La movilización a través
de la protesta muestra una cierta capacidad de las comunidades de ocupar
el territorio y convertirlo en su espacio temporal de micropoder. La ocupa-
ción del territorio no sólo se produce en las protestas, sino que es una
extensión del espacio-residencia donde se mezclan las actividades repro-
ductivas, la interacción social y el ocio, que son ejercicios de micropoder en
los que se aprecia el sentido de pertenencia.

• Manifestación de cierta conciencia de derecho ante el Estado. En las
protestas locales se revela una cierta conciencia del derecho que tienen las
comunidades a una redistribución de los recursos del Estado, con mayor
atención e inversión en los servicios básicos. En los últimos 10 años, las
movilizaciones y manifestaciones han tenido como principales demandas el
acceso a los servicios básicos. Desde las protestas, las comunidades ejercen
el derecho a que se escuchen y se atiendan estas demandas que revelan una

gestión centralizada que concentra el poder y la administración en la metró-
poli y desdeña la descentralización y el desarrollo local. 

• Ejercicio colectivo de libertad. Uno de los principios fundamentales del
desarrollo humano es la libertad, íntimamente vinculada con el empodera-
miento. La protesta local en nuestro país es un ejercicio de libertad que
expresa la decisión colectiva de exigir reivindicaciones sociales que corres-
ponden por derecho a las comunidades frente al gobierno. 

• Correlación entre movilización social y organización social. Las pro-
vincias con comunidades con mayor nivel de movilización social son a su
vez las que tienen mayor presencia de organizaciones sociales. Esto se apre-
cia en Santo Domingo, Santiago, Duarte, Barahona, San Cristóbal, Espaillat,
Puerto Plata, María Trinidad Sánchez y San Pedro de Macorís. 

La desigualdad, la centralización y la exclusión presente en las políticas sociales del
país se visibilizan con las protestas locales. Durante diez años han demandado lo
mismo: intervención en obras físicas, en abastecimiento de agua potable, energía
eléctrica, educación, salud y mejoramiento del medio ambiente; demandas reitera-
das y continuas en las distintas gestiones de gobiernos desde 1996 hasta nuestros
días. Las protestas resultan ser una de las expresiones que potencian el empodera-
miento social de las comunidades porque en ellas se genera la demanda de dere-
chos sociales y es una práctica de ejercicio de libertad de las comunidades. Las pro-
testas locales están vinculadas a procesos organizativos que en muchos casos aún
son débiles institucional y orgánicamente. Aún así, estos procesos logran, coyuntu-
ralmente, generar cierto consenso social al interior de las comunidades a través de
la movilización, demandando la inclusión y la equidad de acceso a oportunidades. 

Elaborado por Tahira Vargas

acerca de la falta de equilibrio entre los

diferentes ámbitos del empoderamiento

humano, generando demandas o reaccio-

nes, las cuales deben ser respondidas

desde las instancias responsables para no

derivar en movilizaciones y eventuales

enfrentamientos.

Sentido de pertenencia
El sentido de pertenencia nos hace sen-

tir parte de un grupo, de una sociedad con

la cual compartimos valores y vínculos, a la

que esperamos aportar y de la que espera-

mos recibir apoyo. Este factor es determi-

nante para impulsar la solidaridad y la con-

fianza entre las personas, factores clave para

ampliar el empoderamiento social.
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El Índice de Pertenencia fue construido
en base a dos preguntas:

• Porcentaje de personas que se sienten
muy o bastante orgullosas de ser domini-
canas.

• Porcentaje de personas que creen que las
personas dominicanas tienen muchas o
bastantes cosas y valores que los unen. 

Pese a que es muy limitada, ésta es la
única información con que se cuenta a nivel
regional. Será importante investigar en el
futuro sobre los vínculos que existen entre las
personas, los territorios y la localidad.

Para el desarrollo humano, el sentido de
pertenencia es resultado del nivel de solida-
ridad del colectivo frente a cada uno de los
miembros del grupo. Es el resultado de la
integración real de las personas a los benefi-
cios económicos, sociales e institucionales,
que forman parte del acervo del grupo y que
van más allá de símbolos de identidad como
la patria, la bandera, determinada comida o
música, etc.  

Los resultados indican que la región Sur
tiene el más alto nivel de pertenencia del
país, mientras que la zona Metropolitana, el
más bajo (Cuadro II.9). El porcentaje de la
población que se siente muy o bastante
orgulloso de ser dominicano o dominicana
es alto, más que el porcentaje de personas

Cuadro II.9 Índice de Pertenencia y componentes, por región, 2006

Región

% de personas que se
siente muy o 

bastante orgulloso
de ser dominicano

% de personas que cree que
los dominicanos tienen

muchas o bastantes cosas y
valores que los unen

Índice de
Pertenencia

a El valor 1 es un valor de contexto e indica que para todos los indicadores una región obtuvo el valor máximo.

Fuente: ODH/PNUD en base a LAPOP 2006 

Norte 99.2 92.1 0.71

Metropolitana 96.2 89.2 0.00

Sura 99.6 94.5 1.00

Este 98.6 90.2 0.45

País 98.3 91.4 0.51

que cree que los/as dominicanos/as tienen

muchas o bastantes cosas y valores que los

unen. Esta diferencia nos lleva a preguntar-

nos: ¿cuál es el contenido de ese orgullo?,

¿de qué están orgullosos? Preguntas a las

que este informe no puede dar respuestas y

que sugieren la necesidad de estudios más

profundos sobre estos temas.

La inclusión de las mujeres
Uno de los aspectos más desalentadores

para el desarrollo del capital social es la per-

sistencia de las prácticas y estructuras de

exclusión, particularmente hacia las muje-

res, lo que reduce su capacidad deliberativa,

su empoderamiento y disminuye el desarro-

llo humano. 

El Índice de Equidad de Género ha sido

construido en base a cuatro preguntas res-

pondidas en la LAPOP: 

• Porcentaje de personas que cree que la

mujer tiene igual capacidad que el hom-

bre para gobernar.

• Porcentaje de personas que cree que la

mujer debe participar de igual manera

que el hombre en la política.

• Porcentaje de personas que cree que la

mujer no solo debe de trabajar cuando el

ingreso del hombre no alcanza.

• Porcentaje de personas que cree que el

hombre y la mujer deben de tomar las

decisiones conjuntamente en el hogar.

El porcentaje que cree que las mujeres

tienen igual capacidad para gobernar que los

hombres es de un 38.1% a nivel nacional,

con mayor incidencia en el Norte y en la

región Metropolitana, ambas por encima de

la media nacional. En el Sur y el Este tan solo

alrededor del 25% de las personas piensa así

(Cuadro II.10).

El porcentaje que cree que las mujeres

debe participar de igual manera que los

El sentido de 
pertenencia 
se construye 

y supone 
la solidaridad 

del grupo



hombres en la política es poco más de tres

cuartos de la población (77.3%), siendo mu-

cho más intenso en el Norte. La región Me-

tropolitana está en el promedio nacional y el

Sur y el Este están por debajo de la media

nacional las dos con el mismo nivel.

El porcentaje que cree que las mujeres

no sólo deben trabajar cuando el ingreso no

alcanza registra los niveles más altos de

aceptación a nivel nacional y por regiones,

pero el porcentaje que cree que los hombres

y las mujeres deben tomar las decisiones

conjuntamente es mucho menor que la

anterior. Es decir, hay más aceptación de que

las mujeres trabajen, pero mucho menos de

que participen en las decisiones. 

Las nociones tradicionales sobre la rela-

ción de las mujeres con el poder están más

arraigadas en el Sur y en el Este, seguidas de

la región Metropolitana. En contraste, el

Norte es la región donde la población exhi-

be una mayor aceptación de las mujeres en

posiciones de toma de decisiones. 

Según datos de las DEMOS (Cuadro

II.11), la propensión a la discriminación de

las mujeres en el país es muy alta (70%),

pero quienes más tienden a discriminarlas

son los residentes en las zonas rurales

(77%), los hombres (aunque también es
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Cuadro II.10 Índice de Género y componentes, por región, 2006

Región

% de personas 
que cree que 

la mujer tiene
igual 

capacidad que
el hombre 

para gobernar

% de personas
que cree 

que la mujer
debe partici-
par de igual

manera que el
hombre en la

política

% de personas
que cree que la
mujer no solo

debe de trabajar
cuando el 

ingreso del 
hombre no

alcanza

% de personas
que cree que el

hombre y la
mujer deben de

tomar las 
decisiones 

conjuntamente
en el hogar

Índice 
de Género

Fuente: ODH/PNUD en base a LAPOP 2006 

Norte 44.7 82.7 82.8 85.0 0.96

Metropolitana 42.1 78.3 83.4 57.8 0.76

Sur 26.8 69.5 79.4 30.9 0.04

Este 25.4 70.6 79.0 68.6 0.20

País 38.1 77.3 81.9 64.0 0.63

muy alta la propensión en las mismas muje-

res), las personas que tienen poco nivel de

participación y organización, y las de estrato

socioeconómico más bajo. 

Quienes tienen menos propensión son

los residentes en la zona Metropolitana

(Distrito Nacional y provincia de Santo

Domingo), las mujeres que tienen algún tipo

de participación, ya sea como votantes, en

partidos o en organizaciones, y los del grupo

socioeconómico medio-alto y alto. Este últi-

mo grupo tiene la menor propensión de

todos los grupos a discriminar a las mujeres. 

Hay que destacar que esta falta de

inclusión ha bajado en los últimos diez

años, al pasar de 77% en 1994 a 69.2% en

2004. La misma tendencia se evidencia en

todos los grupos, pero es mayor en la zona

rural, entre los que no tienen ninguna par-

ticipación y en el grupo socioeconómico

muy bajo y bajo. La permanencia de altos

niveles de discriminación en las cuatro en-

cuestas, a pesar de la ligera tendencia a la

baja, sugiere que el problema es de corte

estructural y no coyuntural. 

En resumen 
El Sur registra los niveles más elevados

de sentido de pertenencia y de confianza en



las instituciones, pero los más bajos niveles
de movilización y equidad de género.
(Cuadro II.12) 

El Norte tiene los mayores niveles de
equidad de género, participación, moviliza-
ción y confianza interpersonal, pero es el de
más bajo nivel en la confianza en las institu-
ciones. 

La región Metropolitana registra el grado
más bajo de pertenencia y confianza inter-
personal, es el segundo más alto en equidad
de género, participación y movilización, pero
registra un nivel intermedio de confianza en
las instituciones

Finalmente, la región Este registra en
general niveles bajos para cinco de los seis
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Área de residencia

Distrito Nacional 65.4 61.9 60.9 60.5

Resto urbano 78.1 71 65.3 70.6

Resto rural 90.6 81.1 77.6 77.3

Sexo

Femenino 77.1 71.8 65.5 66.7

Masculino 76.9 69.5 70.9 72.1

Nivel de participación sociopolítica y comunitaria

Ninguna participación 84.2 66.5 67.4 74.3

Sólo elector(a) 77.7 75.1 69.5 68.4

Participación política 80.2 80.5 72 69.9

Social/comunitaria 65.8 66.2 61.4 69.2

Social/comunitaria y política 71.5 60.7 69.6 68.5

Nivel socioeconómico 

Muy bajo y bajo 87.2 79.8 77.2 79.6

Medio 66.9 67.4 65.8 66.6

Medio alto y alto 56.0 50.2 51.0 52.8

Todo el país 77.0 70.8 68.2 69.2

Cuadro II.11
Propensión a la discriminación de la mujer por zona
de residencia, sexo,  nivel de participación y grupo 
socioeconómico, 1994, 1997, 2001 y 2004

Zona de residencia 1994 1997 2001 2004

Nota: Este índice se construyó en función de si la persona entrevistada está o no de acuerdo con las siguientes frases: 
(1) No es conveniente que la mujer participe en política; (2) La mujer sólo debe participar en política cuando no se lo
impidan sus obligaciones; (3) La política es cosa de hombres; (4) La mujer sólo debe trabajar cuando el ingreso del hom-
bre no alcanza; (5) El hombre es quien debe tomar las decisiones importantes del hogar.
Si está de acuerdo con 3 a 5 indicadores se asume propensión alta a la discriminación; de acuerdo con 1a 2 indicadores,
propensión baja; si no está de acuerdo con ninguno de los indicadores, ninguna propensión. 

Fuente: ODH/PNUD en base a DEMOS 1994, 1997, 2001 y 2004

índices. Registra el grado más bajo de parti-
cipación, aunque es la segunda región con
mayor confianza en las instituciones. Los
índices de movilización, pertenencia, equi-
dad de género y confianza interpersonal
son similares, pero bajos.

Estos índices, aunque incompletos e
insuficientes, presentan un panorama de los
niveles de empoderamiento social en el
territorio, siendo el Norte y el Sur las regio-
nes del país con mayor tejido social, segui-
das a gran distancia por la zona Metropo-
litana y el Este.

II.3.3 Casos exitosos
La tercera alternativa para evaluar el

empoderamiento social es a través del análi-
sis de casos exitosos de participación ciuda-
dana en algunas localidades. 

Las experiencias positivas son múltiples
y diversas. La mayoría tienen como eje
común la participación y la apropiación
colectiva de los procesos, lo que le da mayor
sostenibilidad. No todas están bien docu-
mentadas y en la mayoría de los casos no
existe un buen diagnóstico previo que per-
mita establecer los impactos con claridad.
Muchas de ellas han estimulado liderazgos
políticos nacionales, aunque algunas han
sido capturadas por el clientelismo, y otras
han sido incapaces de renovar el liderazgo
una vez que los liderazgos locales pasan al
ámbito nacional.

Una observación detenida de los proce-
sos pioneros y paradigmáticos puede ayu-
darnos a entender mejor el papel del capital
social y del establecimiento de redes y puen-
tes entre las organizaciones locales, las
nacionales y el sector público.

Aunque existen procesos destacables en
algunas comunidades de La Vega, Constanza
y la Línea Noroeste, se han elegido cuatro
experiencias: el Plan de Desarrollo de la pro-
vincia de Puerto Plata (promovido por el



Foro Social), la experiencia de Salcedo (aus-

piciada por un grupo de personas vincula-

dos a un partido político), el fortalecimiento

del poder local promovido por la Fundación

Solidaridad en Villa González y la experien-

cia de San José de Ocoa.

Estas experiencias aportan pistas para

conocer el impacto del capital social como

condición previa de los procesos de empo-

deramiento social. El capital social contri-

buye a la gobernabilidad, entendida como

la capacidad de una sociedad de conversar

y procesar los conflictos. La gobernabilidad

implica procesos de participación de los

grupos organizados de la sociedad en la for-

mulación, las decisiones, la ejecución y la

rendición de cuentas, de forma que garanti-

cen la equidad de las decisiones adoptadas.

Por lo tanto, influye decididamente en el

fortalecimiento de la capacidad de agencia

de las personas, en el empoderamiento y

las capacidades deliberativas de los y las

munícipes.

Puerto Plata: un proceso liderado por
una ONG con apoyo internacional
El Plan de Desarrollo de la Provincia de

Puerto Plata (PDPPP) se inició entre 1990 y

1994. El proyecto tiene mucho que ver con

la elección del senador de la provincia y la

realización de un proceso de concertación

que dio como resultado la conformación de

una organización llamada Foro Social en

1990, que se incorporó como ONG en 1994.

Desde este espacio se promovió la coordina-

ción y concertación entre los ayuntamien-

tos, las comunidades y sus organizaciones. 

El proyecto logró movilizar a la comuni-

dad y establecer puentes entre los principa-

les grupos que actúan en la provincia:

empresarios del ron y del turismo, grupos

comunitarios y sector público. Relacionó

turismo e identidad nacional a través de los

festivales de cultura. Articuló proyectos en

los cuales participaron las principales insti-

tuciones del gobierno, tales como: la Se-

cretaría de Estado de Educación (SEE), la

Secretaría de Estado de Salud Pública y

Asistencia Social (SESPAS), la Secretaría de

Obras Públicas y Comunicaciones (SEOPC)

o el Instituto Nacional de Agua Potable y

Alcantarillado (INAPA). 

El Foro Social trabajó con autoridades

de los diversos partidos y logró vencer la

fragmentación social que existía en la pro-

vincia y construir obras importantes para la

comunidad. 

Si bien parte del éxito se explica por la

ayuda recibida en el marco del acuerdo de

Lomé, los resultados positivos del proyecto

están muy relacionados con la participación

de la gente y con el fortalecimiento del capi-

tal social; es decir, de las redes de coopera-

ción y reciprocidad. Por ejemplo, en los
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Cuadro II.12 Índice de Empoderamiento Social (IES) y componentes por región, 2006

Región Metropolitana Sur Norte Este Nacional

Fuente: ODH/PNUD en base a LAPOP 2006

IES 0.39 0.58 0.68 0.36 0.53

Confianza Interpersonal 0.03 0.74 0.75 0.11 0.45

Confianza en Instituciones 0.44 0.92 0.24 0.62 0.49

Participación 0.54 0.50 0.82 0.44 0.62

Movilización 0.56 0.27 0.61 0.37 0.50

Pertenencia 0.00 1.00 0.71 0.45 0.51

Género 0.76 0.04 0.96 0.20 0.63

Las experiencias positivas
de empoderamiento local
tienen en común la 
existencia de un tejido 
social sólido



casos de reparación de bombas malacate, de

construcción de letrinas y de acueductos

por gravedad, el PDPPP ha aportado los

materiales, el transporte de los mismos y los

costos de capacitación de las personas de las

comunidades. “La comunidad ha aportado la

mano de obra para las labores de instalación,

parte del transporte de los materiales y, en

algunos casos, apoyo logístico a los técnicos.

Esto se ha calculado en alrededor del 40%

de los costos de los materiales”47.

Una evaluación del PDPPP sostiene, que

“en todos los programas se nota una tenden-

cia creciente de consecución de logros entre

los períodos. Esta tendencia tiene una rela-

ción estrecha con la característica participa-

tiva del programa y demuestra la capacidad

incremental de involucramiento de diferen-

tes comunidades”48.

El Foro Social logró trabajar con las sin-

dicaturas de los ocho municipios de la zona,

todos de administración perredeísta durante

los años de auge del proyecto (en las eleccio-

nes de 1998 y 2002 el Partido Revolucionario

Dominicano (PRD) ganó las ocho sindi-

caturas). En las elecciones de 2006 se dio un

cambio sustancial en el control político en

toda la provincia, y el PRD sólo conservó la

sindicatura del municipio de Luperón, mien-

tras que el Partido de la Liberación Domi-

nicana (PLD) y sus aliados ganaron en los res-

tantes siete municipios: San Felipe de Puerto

Plata (municipio cabecera), Altamira, Guana-

nico, Imbert, Los Hidalgos, Sosúa y Villa

Isabela.  

En términos políticos, en la provincia se

ha fortalecido el sistema de representación y

legitimidad, medido por los niveles de parti-

cipación de la gente en los procesos electo-

rales. El porcentaje de votantes en el muni-

cipio cabecera aumentó entre 2002 y 2006,

pasando del 51% al 57%, y en el último año

fue superior al promedio nacional, que

rondó el 50%49. En los demás municipios de

la provincia el porcentaje de votantes fue

aún superior, ubicándose entre el 62%

(Sosúa) y el 83% (Guananico). 

La tendencia al aumento de los votantes

en Puerto Plata, así como la alternabilidad de

los liderazgos políticos se relaciona con la

capacidad deliberativa de la gente. En las

democracias representativas y con escasos

mecanismos para la participación la tenden-

cia al desencanto y la abstención son mayo-

res en las zonas en las cuales existe menos

capital social.

El perfil de Puerto Plata cambió tras la

ejecución del programa de desarrollo. De

ser una provincia con escasos niveles de arti-

culación de organizaciones y ciertos niveles

de fragmentación, pasó a ser un modelo de

la creación de puentes entre las organizacio-

nes comunitarias y públicas, tanto las del

poder central como las del poder municipal. 

En Puerto Plata, siguiendo la experien-

cia pionera de Salcedo, se inició una Oficina

Técnica Provincial(OTP). La OTP tiene como

objetivo brindar asesoría técnica a los muni-

cipios de la provincia y la réplica de su expe-

riencia pasó a ser recomendada por la prin-

cipal agencia que financió el programa de

desarrollo de la provincia50 para finales de la

década de los noventa. 

Sin embargo, la sostenibilidad del pro-

grama peligra en la actualidad. De hecho, ya

no se celebra el Festival de la Cultura, y

expertos entrevistados sostienen que para

analizar las causas del desaceleramiento de

esta experiencia hay que tomar en cuenta

varios aspectos:

• El cambio en el liderazgo dentro del Foro

Social, ya que parte del liderazgo local se

convirtió en liderazgo nacional y los apo-

yos logrados de otras ONG a nivel nacio-

nal se han ido reduciendo.

• La falta de recursos de financiamiento

internacional.
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• La polarización política entre los partidos

tradicionales unida a los cambios de par-

tido en los gobiernos locales. 

Nueva vez, se debe señalar cómo el es-

pacio de lo político resulta importante pa-

ra la constitución del capital social, su apro-

piación colectiva o individual, y cómo afec-

ta el desarrollo de las experiencias locales.

Salcedo: ¿liderazgos fuertes o 
comunidad empoderada?
La provincia Salcedo se ha caracterizado

históricamente por contar con una amplia

red de organizaciones sociales. Para fines de

los 90 se produjo un gran movimiento popu-

lar de carácter reivindicativo debido a la

situación de abandono de la provincia.

En las elecciones de 1990, coincidiendo

con el auge de los movimientos sociales en

la provincia, el Partido de la Liberación Do-

minicana (PLD) ganó la administración de

los tres municipios, la senaduría y una de las

dos diputaciones, mientras tanto el gobier-

no central siguió bajo la dirección del Par-

tido Reformista Social Cristiano (PRSC).

Las autoridades recién electas en la pro-

vincia, así como los representantes de los

sectores económicos y sociales, el movi-

miento popular y la iglesia católica decidie-

ron hacer un frente común para la formula-

ción de propuestas de solución a un conjun-

to de problemas que fueron consensuados

localmente para ser presentadas en conjun-

to al gobierno central. Se elaboró un plan de

trabajo y se acordó que la comunidad tuvie-

ra una mayor participación en las tomas de

decisiones51.

En este contexto, nace la Oficina Téc-

nica Provincial (OTP) como órgano de coor-

dinación entre las autoridades municipales,

las legislativas, el gobierno central y las fuer-

zas sociales. Esta es la primera vez que este

tipo de mecanismo de gestión local se ponía

en práctica en el país. Posteriormente, esta

experiencia sería replicada en Puerto Plata y

en otras provincias.

A partir de la OTP se impulsan los Con-

sejos de Desarrollo Comunitarios en los di-

ferentes parajes. En el ámbito municipal, se

crean los Consejos de Munícipes como órga-

nos fiscalizadores de los ayuntamientos; y a

nivel provincial, el Consejo de Desarrollo

como órgano deliberativo de la provincia.

Por otro lado, la OTP promovió la crea-

ción de otras instancias locales como han

sido: la Oficina Provincial para el Desarrollo

de la Mujer (1993), la cual opera en el ayun-

tamiento del municipio de Salcedo; el

Centro Jurídico (1998), el cual opera en el

ayuntamiento municipal de Tenares; la

Cooperativa Hermanas Mirabal, con más de

400 socias; el Centro de Atención a la

Diversidad, en base a un acuerdo con la

Secretaría de Estado de Educación en 2007;

el Centro de Atención a la Víctima también

en 2007, en base a un acuerdo con la Procu-

raduría General de la República, y se en-

cuentra avanzada la constitución de la

Cooperativa de Reinserción Sociolaboral

Juana Núñez, como iniciativa innovativa

público-privada de reforma penitenciaria.

La formación de la OTP fue uno de los

aspectos más celebrados e importantes de la

experiencia de Salcedo y se creó por resolu-

ción de los tres cabildos a diferencia de

Puerto Plata, donde la oficina fue iniciativa y

desarrollo del Foro Social. La iniciativa

comenzó con el objetivo de enfrentar la

carencia de recursos técnicos y lograr un

uso adecuado de los fondos de los ayunta-

mientos, así como mayores niveles de efi-

ciencia y eficacia en sus labores. 

Sin embargo, una vez cambió el partido

de gobierno en el municipio de Salcedo

(Cuadro II.13), la OTP se convirtió en una

organización ejecutora, como si fuera una

ONG. El grado de colaboración de la OTP

con los ayuntamientos ha dependido en
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El espacio de lo 
político resulta 
importante para 
la constitución del
capital social, pero 
no es suficiente



gran medida de si las autoridades de turno
pertenecen o no al partido en cuya gestión
se fundó la oficina. 

Algunos estudiosos sostienen que este
problema es de carácter político52 y se rela-
ciona al hecho de que la OTP fue creada por
personas estrechamente vinculadas a un par-
tido, lo que encasilló a esta organización
como partidista y ha dificultado que  inte-
grantes de los partidos contrarios a los fun-
dadores continuaran el proceso.

En Salcedo, las relaciones primarias
tuvieron una importante relevancia. Esta ex-
periencia fue fuertemente impulsada por el
senador de la provincia de 1990-1996 y vice-
presidente de la República 1996-2000, el cual
se desplazó por las comunidades de la zona
reclutando a los principales líderes comu-
nitarios para que participaran del proceso.
También participaron el entonces cura párro-
co, y el síndico municipal. Sin embargo, estu-
dios adicionales han coincidido en que otro
elemento importante fue la experiencia orga-
nizativa acumulada en la provincia53.

Pese a esto, una vez el liderazgo político
local devino en nacional, se debilitó el prime-
ro. El proceso se hizo más lento desde 1998,
lo que se manifestó en el hecho de que el
partido que inició la experiencia perdió la
sindicatura y la senaduría en el proceso de
2002. 
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Cuadro II.13 
Abstención electoral, partidos que quedaron en primer y
segundo lugar y sus respectivos porcentajes de votos.
Municipio de Salcedo, 1998, 2002 y 2006

1998 2002 2006

Fuente: ODH/PNUD en base a datos de la JCE

Abstención electoral en 
municipales (%) 31.9 33.4 33.9

Partido ganador 
y porcentaje de votación

PLD y aliados
44.3%

PRD y aliados
46.4%

PLD y aliados
51.4%

Partido que quedó en
segundo lugar y porcentaje
de votación

PRD y aliados

36.8%

PLD y aliados

42.1%

PRD y aliados

47.3%

Es decir, la falta de consolidación del
proceso se debió a la ausencia de un capital
social de apropiación colectiva. Las personas
y las relaciones primarias tuvieron mayor
capacidad de movilización y concertación
que las instituciones y las organizaciones.
Esto provocó que la continuidad de los pro-
cesos y la calidad de los proyectos ejecuta-
dos dependieran de personas específicas, lo
cual sugiere que el capital social fue esencial-
mente de apropiación grupal o individual. 

El partidismo político y la lucha entre
tendencias diferentes obstaculizan el proce-
so iniciado. Las autoridades municipales de
2002-2006 no dieron continuidad a su rela-
ción con la OTP y comenzaron a canalizar las
demandas al gobierno central, perdiendo la
oportunidad de ser los agentes fundamenta-
les del desarrollo local54. Si bien el síndico
en este periodo intentó participar en la eje-
cución de las buenas prácticas municipales,
también es cierto que enfrentó grandes obs-
táculos; en particular la división dentro de
sus propias filas, lo cual debilitó la gestión
del municipio. 

En términos políticos, la competencia
en Salcedo dista mucho de ser institucionali-
zada. Hay que señalar que en Salcedo se evi-
denció un trasiego de electores importantes,
y el padrón electoral de 2006 creció un 12%
con respecto a 200255. Si bien el PRD quedó
en un segundo lugar con un 47.1% de los
votos, este porcentaje se relaciona con el
hecho de que hubo una alianza electoral con
el PRSC. Incluso con esta alianza, el PLD
ganó con 51.4% de los votos válidos.  Sin
embargo, a pesar de este sospechoso creci-
miento de los inscritos en el padrón electo-
ral, el porcentaje de votantes efectivos de
Salcedo no se incrementa. Lo que aumentó
ligeramente fue la abstención electoral, con-
trario al caso de Puerto Plata, que analizamos
antes, o al de Villa González, que veremos
más adelante (Cuadro II.13) 

En definitiva, la experiencia de Salcedo,



la cual tuvo impactos en la mejora de las

condiciones de vida de su población y apor-

tó en la creación la OTP, como una estructu-

ra colabora con el desarrollo territorial y a la

concertación de los diferentes actores de

una provincia, no ha tenido la sostenibilidad

esperada por la falta de capital social de

apropiación colectiva. El gran reto es lograr

desvincular el proceso de desarrollo local de

personas o partidos específicos, consiguien-

do que sea asumido por la comunidad, sien-

do ella la que le dé sostenibilidad indepen-

dientemente del partido que gobierne. 

Villa González: cuando lo pequeño  
se hace grande
A finales de los noventa, en Villa

González, la Fundación Solidaridad de

Santiago, el síndico, la Sala Capitular y las

organizaciones de la comunidad dieron vida

al proyecto Concertación y Desarrollo

Municipal en Villa González. Fue el disparo

que marcó el inicio de una carrera de largo

alcance que todavía no termina.

Como en casi todas las experiencias, lo

primero que se hizo fue llevar a cabo un pro-

ceso de negociación y concertación entre

quienes se supone que deben ser los princi-

pales protagonistas. En Villa González, este

proceso de negociación se realizó auspicia-

do por organizaciones de la sociedad civil, lo

que a la larga ha logrado darle mayor nivel

de sostenibilidad. En otros lugares, el proce-

so de concertación inicial fue conducido por

actores políticos, como es el caso de Salcedo

y Puerto Plata, donde, después de altas y

bajas, los procesos han sido menos sosteni-

bles, y, cuando han dado a luz liderazgos

nacionales, la experiencia se ha debilitado

porque no fueron liderazgos colectivos o no

generaron apropiación.

En Villa González el papel predominan-

te lo han tenido la Fundación Solidaridad y

las organizaciones locales. Tras las primeras

reuniones “las y los asistentes reclamaron el
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inicio de un diálogo entre las organizaciones

de la comunidad y las autoridades locales

para empezar a definir formas permanentes

de interacción, coordinación y articulación

para romper la dominante tradición política

centrada en las élites y el clientelismo”56. En

los inicios del proyecto el síndico pertenecía

al PRD, mientras que el presidente de la Sala

Capitular pertenecía al PRSC, y ambos, junto

a la Fundación Solidaridad, lograron trabajar

en común. Luego se eligió un nuevo presi-

dente de la Sala Capitular, perteneciente al

PLD y, sin embargo, el proyecto no se vio

afectado y los tres partidos presentes en la

Sala Capitular trabajan hoy a favor del pro-

yecto. 

Ha sido la participación de la gente y los

niveles de empoderamiento de las organiza-

ciones sociales, lo que explica que Villa

González sea uno de los proyectos de forta-

lecimiento del poder local más exitosos y

sostenibles.

En el municipio hay considerables nive-

les de asociatividad y se han identificado

unas 105 organizaciones, las cuales tienen

como eje central las luchas reivindicativas y

demandas económicas y sociales. Según los

propios protagonistas, las más activas son la

Asociación de Agentes de Desarrollo (AAD),

la Asociación Municipal de Mujeres (AMM),

el Comité Municipal de Participación Ciuda-

dana, la Red de Organizaciones Comunita-

rias Arcoiris, junto a numerosas juntas de

vecinos y organizaciones barriales. 

El tejido social de Villa González es fuer-

te. Se habla de niveles de comunicación

entre esas organizaciones, de la forma

democrática en que muchas de ellas se orga-

nizan y de la participación de sectores tradi-

cionalmente excluidos como los jóvenes y

las mujeres.

Para la Fundación Solidaridad esto es así

por la historia previa de colaboración y con-

fianza existente, que se relaciona con la



industria tabaquera que se remonta más de

un siglo. Para Pedro Francisco Bonó57, consi-

derado el primer sociólogo dominicano, la

siembra, cosecha y producción de tabaco es

una actividad colectiva que demanda de la

solidaridad de la gente, lo que provoca nive-

les de cooperación importantes entre quie-

nes participan de ella.

Las autoridades locales han dado res-

puesta al nivel de organización de la comuni-

dad a través de los departamentos de Acción

Comunitaria y de Educación Ciudadana. 

Villa González es uno de los primeros

del país en aplicar el llamado presupuesto

participativo: lo hace desde 1999, con altos

niveles de participación de los munícipes.

No sólo es la experiencia piloto en materia

de presupuestos participativos, sino que

tiene altos niveles de cumplimiento a los

acuerdos contraídos.

Este modelo de presupuesto participati-

vo ha sido llamado “modelo intensivo” por

Hernández-Medina, ya que trabaja “de abajo

hacia arriba”, suele tener un crecimiento gra-

dual y estar concentrado geográficamente.

Hernández opone este modelo al “extensi-

vo” que tiende a ser impulsado más de arri-

ba hacia abajo y que se ha empezando a

implementar de forma muy rápida en

muchas municipalidades del país58.

En el plano político, el proceso de Villa

González ha ido en contra de las tendencias

nacionales, tanto en lo que se refiere al debi-

litamiento del PRD, como a la reducción del

porcentaje de votantes en las elecciones

congresionales y municipales. La abstención

se ha reducido sustancialmente, pasando de

42.3% en 1998 (fecha en que se realizaron

las primeras elecciones municipales separa-

das de las presidenciales) a 30.1% en 2006.

El dato interesante es que las tres elecciones

municipales han sido ganadas por el partido

al que pertenece el síndico con el cual se ini-

ció el proceso, este partido ha ganado con
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un margen de diferencia apreciable con res-

pecto al segundo partido (Cuadro II.14). 

Si se comparan los procesos electorales

de Villa González con la tendencia a nivel

nacional se observan diferencias significati-

vas: ninguno de los partidos se atrevió a

hacer campaña en contra del proceso de for-

talecimiento de lo local; al contrario, todos

los partidos se comprometieron a mante-

nerlo y hasta profundizarlo. Los regidores de

los distintos partidos participaron del proce-

so y usan sus resultados como parte de su

“currículo político”. 

En los resultados electorales también

se observan diferencias en cuanto a las ten-

dencias nacionales. Mientras a nivel nacio-

nal se dio una alianza entre el PRSC y el PRD

para enfrentar al PLD, en Villa González

cada partido fue independiente. Mientras se

evidenciaba un debilitamiento del PRD y de

la propia alianza en lo nacional, en Villa

González el PRD tendió a fortalecerse.

Hubo un cambio importante que puede ser

visto como parte del impacto de las tenden-

cias nacionales: el cambio del partido que

pasó a segundo lugar, el PLD, que es el par-

tido de gobierno.

A pesar del desgaste que en otras zonas

provocó el desempeño de las funciones y

los escándalos de corrupción del partido del

síndico de Villa González, éste fue reelecto

con 47.2% de los votos válidos y una diferen-

cia de 9.1 puntos porcentuales con respecto

a su más cercano contrincante.

Uno de los desafíos más importantes

del proceso es vencer “una cultura política

dominicana caracterizada por el clientelis-

mo, el patrimonialismo y una visión centra-

lista”59. Las actividades y los procesos de

rendición de cuentas que le acompañan

constituyen la mejor forma de combatir ese

obstáculo y de enfrentar ese desafío.

De hecho, en este municipio se ha

hecho costumbre que el síndico haga una

Uno de los desafíos
más importantes 

del proceso es vencer
“una cultura política

dominicana 
caracterizada 

por el clientelismo, 
el patrimonialismo y

una visión centralista”



rendición de cuentas y se establezcan las

prioridades para el siguiente año, junto con

los y las munícipes. Esto se ha mantenido a

pesar del cambio de autoridades municipa-

les, y de que la sala capitular haya tenido

como presidentes a regidores de los tres

partidos políticos mayoritarios. En el tiempo

el proceso tiende a fortalecerse y ampliarse.

La experiencia de San José de Ocoa 
Esta experiencia ha sido una de las más

exitosas por su continuidad en el tiempo y

sus logros, constituyendo un capital social a

través de la Asociación de Desarrollo de San

José de Ocoa (ADESJO) que se ha converti-

do en referente de cualquier  intervención

en la zona. 

Esta experiencia se creó en torno al

sacerdote Luis Quinn60, quien fue el princi-

pal promotor de la experiencia a través de su

trabajo en la parroquia local, contribuyendo

y acompañando por más de 40 años el traba-

jo comunitario. En 1961, tras la caída de

Trujillo un grupo de hombres y mujeres, con

el acompañamiento del padre Quinn, co-

mienzan a promover charlas sobre organiza-

ción y participación  comunitaria, cursos de

cooperativismo y pequeñas obras de infraes-

tructura, lo cual sería el germen que en 1962

daría origen a ADESJO. La filosofía de esta

organización se basa en la participación,

capacitación y acompañamiento a las comu-

nidades con el fin de que sean “autogestio-

narias y protagonistas de su propio desti-

no61”, utilizando y dando vida al convite

como forma de ayuda mutua y solidaria

entre sus integrantes.

Esta experiencia se puede caracterizar

de desarrollo local porque, además de la

construcción de infraestructuras y de haber

logrado la canalización de recursos materia-

les y financieros de agencias internacionales,

ha ido dirigida a crear un tejido social para la

actividad económica y el empleo. 
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La Asociación para el Desarrollo de San
José de Ocoa ha construido más de 2,000
viviendas y reparado más de 7,000; ha cons-
truido 149 acueductos rurales, 2,747 letrinas,
11 clínicas rurales, 13 centros comunales, un
comedor económico, un centro educativo
vocacional, 71 escuelas y también 537 kiló-
metros de caminos vecinales. Se electrifica-
ron 13 centros comunales, un centro de
informática, 324 viviendas rurales y una
hidroeléctrica62.

Entre otras obras sociales reportadas
por ADESJO, se destacan diversos trabajos
con la niñez, con la instalación de campa-
mentos educativos y han rescatado 2,036
niños y niñas de trabajos peligrosos, así
como otros 33 que realizaban trabajos agrí-
colas fueron reinsertados en la actividad
escolar. En otro orden, la Asociación admi-
nistra 123,779 tareas en conservación de
suelo y otras 117,564 en reforestación.

A pesar del papel determinante del
padre Quinn en su proceso de consolida-
ción, esta experiencia ha ido generando un
capital social que tendrá su mayor prueba en
los próximos meses, a partir de la desapari-
ción física del sacerdote. En varias entrevis-
tas realizadas para este informe se constató
que entre los principales desafíos de esta
experiencia local están la de sobrevivir al
liderazgo fuerte del padre Quinn, institucio-

Cuadro II.14 
Abstención electoral, partidos que quedaron en primer 
y segundo lugar y sus respectivos porcentajes de votos. 
Villa González, 1998, 2002 y 2006

1998 2002 2006

Fuente: ODH/PNUD en base a datos de la JCE

Abstención electoral en
municipales (%) 42.3 39.4 30.1

Partido ganador y
de votación

PRD
45.8%

PRD
42.4%

PRD
47.2%

Partido que quedó en
segundo lugar y porcentaje
de votación

PRSC
32.2%

PRSC
34.2%

PLD
38.1%



nalizarse, ampliar la participación social y no

politizarse con ningún partido. Además, se

constató que existen tensiones entre otras

organizaciones de base de la zona y ADESJO,

mientras que, por otra parte, se indicó que

la presencia tan importante de esta ONG en

la zona debilitó la institucionalidad pública

de la provincia.  

En resumen
La revisión de los diversos procesos en

marcha sugiere que una de las condiciones

previas más importantes para que el proce-

so de fortalecimiento del poder local sea

sostenible y promueva el desarrollo humano

es fortalecer el tejido social y promover la

cohesión social, vía la construcción del capi-

tal social comunitario, la promoción de la

asociatividad y la construcción de nuevos

liderazgos a escala local. En este proceso, la

participación de los liderazgos políticos es

muy importante.

Junto al proceso de creación de capital

social deben desarrollarse, igualmente, las

capacidades individuales de los miembros

de la comunidad para que los frutos no se

transformen en liderazgos vacíos o tiendan

al caudillismo.

La concertación entre los ayuntamien-

tos, las comunidades y las organizaciones

permite que cada cual defina su área de

acción y el papel que jugará en la misma.

Esto favorece el uso eficaz de los recursos y

la reducción de la inequidad, pues disminu-

ye la dilapidación y evita la duplicación de

esfuerzos.

La promoción de los niveles de asociati-

vidad de los munícipes, independiente del

partidismo y de la competencia política, es

el factor que ha permitido que continúen los

procesos de descentralización exitosos.

Para evitar que los procesos estén

sujetos a los ciclos políticos debe generar-

se, durante las primeras etapas, una apro-

piación colectiva que le otorgue sostenibi-

lidad.

Los más exitosos han tenido como con-

dición previa el compromiso de las organiza-

ciones de la sociedad civil de la zona, apoya-

das por ONG locales, nacionales e interna-

cionales, que se han convertido en agentes

constructores de capital social.

II.4 La descentralización favorable
al desarrollo humano
La descentralización es la transferencia

desde el gobierno central hacia las autorida-

des locales de competencias administrativas,

financieras y de toma de decisiones para for-

mular y ejecutar políticas públicas. En el año

2006 y 2007 se aprobaron diferentes leyes y

decretos que crean espacios de participa-

ción en la planificación y en la elaboración

presupuestaria desde lo local (Recuadro

II.8). Esto, en principio, traería un acerca-

miento de los niveles de toma de decisiones

a la ciudadanía, provocaría mejores niveles

de diálogo y facilitaría la participación, la efi-

ciencia y el conocimiento de las necesidades

específicas de la población en una zona

determinada. Pero este resultado no es auto-

mático. La descentralización no garantiza

estas consecuencias, las cuales sólo serán

posibles si, al mismo tiempo, se da un em-

poderamiento real de las personas. Es decir,

se requiere: 

• Crear capacidades y empoderamiento

individual.

• Construir y fortalecer el capital social o el

empoderamiento social de los grupos

tradicionalmente excluidos. 

• Establecer “puentes” entre los diversos

sectores de manera que este capital

social se generalice y contribuya a hacer

que el tejido social sea cada vez más

denso, promueva la cohesión social y la

democracia. 
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Para evitar que los
procesos estén sujetos

a los ciclos políticos
debe generarse 

durante las primeras
etapas una 

apropiación colectiva
que le otorgue 
sostenibilidad



En otras palabras, el poder local debe
ser construido desde la ciudadanía misma,
desde abajo, como un proceso de empode-
ramiento y ampliación de las capacidades
deliberativas de las personas. En caso con-
trario, será un simple traslado de funciones
administrativas, la transferencia de las prácti-
cas clientelares y el caciquismo. 

La descentralización no es un fin en sí
misma, ni el fortalecimiento del poder local
es un punto de llegada. Son medios que
deben permitir alcanzar mayores niveles de
desarrollo humano. La descentralización
que favorece el desarrollo humano será la
que permita que las relaciones entre perso-
nas gobernadas y gobernantes sean más
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Recuadro II.8 Mecanismos de participación en la planificación pública

Impulsado por el Fondo Monetario Internacional (FMI), el Congreso Nacional de
República Dominicana en 2006 promulgó varias leyes de reforma del Poder
Ejecutivo. Entre éstas, la Ley de Planificación e Inversión Pública, No. 498-06,
reforma el Sistema Nacional de Planificación e Inversión Pública, que es el marco
de referencia que orienta la definición de los niveles de producción de bienes,
prestación de servicios y ejecución de la inversión a cargo de las instituciones
públicas. 

Esta Ley prevé mecanismos de participación y rendición de cuentas frente a la ciu-
dadanía. Antes que todo, la Ley determina que todos los procesos de formulación,
ejecución y contratación deben ser de pleno acceso al conocimiento de la
población, a través de procedimientos específicos que garanticen la participación
de la ciudadanía. En segundo lugar, dentro de las instancias que conforman el
Sistema de Planificación e Inversión Pública se encuentran los Consejos de
Desarrollo Regional, Provincial y Municipal. Dichos Consejos son la instancia de
participación de los agentes económicos y sociales a nivel del territorio y tienen
como función articular y canalizar demandas de la ciudadanía ante el gobierno
central y el gobierno municipal, y participar en la formulación de los Planes
Estratégicos de Desarrollo Territorial. Los Consejos de Desarrollo tienen única-
mente la función de asesoría. 

Los integrantes de los Consejos de Desarrollo son: los gobernadores, senadores,
diputados, síndicos, representantes de las asociaciones empresariales y/o las
Cámaras de Comercio y Producción, representantes de las instituciones de edu-
cación superior, representantes de los gremios profesionales, representantes de
las asociaciones agropecuarias, juntas de vecinos y organizaciones no guberna-
mentales reconocidas por su trabajo en la comunidad. Las funciones de los
Consejos de Desarrollo son las siguientes: 

• Discutir, analizar y proponer estrategias de desarrollo, según corresponda.

• Promover la participación de los ciudadanos a través de las organizaciones
locales, para la discusión y solución de problemas específicos.

• Promover la ejecución de programas y proyectos con impacto directo en su
territorio respectivo.

• Proponer un orden de prioridad a los proyectos de inversión a ser ejecutados
en el ámbito territorial, según corresponda, por el gobierno central y los
ayuntamientos de los municipios involucrados.

• Promover la formulación de planes, proyectos y programas de ordenación y
ordenamiento del territorio, según corresponda.

• Dar seguimiento a la ejecución de los proyectos de inversión a nivel regional,
provincial y municipal, según corresponda.

• Escoger a los miembros de la Comisión Técnica, a nivel regional, provincial
y municipal, según corresponda.

Las propuestas generadas por los Consejos Provinciales de Desarrollo serán
tomadas en consideración en la elaboración del Plan Nacional Plurianual del
Sector Público, así como su actualización anual.

El decreto No. 493-07, que aprueba el Reglamento de Aplicación No. 1 para la Ley
No. 498-06, de Planificación e Inversión Pública, se ocupa de la definición, fun-
ciones y composición de los Consejo de Desarrollo. Determina que dichos
Consejos son órganos de carácter consultivo en asuntos económicos y sociales a
nivel del territorio. Una vez que los Consejos de Desarrollo Municipales generen
propuestas, las transmiten al Consejo de Desarrollo Provincial correspondiente
para que las revise. Después de la aprobación a nivel provincial, las propuestas
vienen elevadas al Consejo de Desarrollo Regional correspondiente, que las con-
solida y las presenta a la Secretaría de Estado de Economía, Planificación y
Desarrollo (SEEPYD)a través de la Subsecretaría de Estado de Planificación. Todas
las personas integrantes de los Consejos de Desarrollo ejercen sus funciones con
carácter honorífico; es decir, no remunerado. 

La Ley Orgánica de Presupuesto para el Sector Público, No. 423-06, también prevé
principios de claridad, transparencia y publicidad que implican por un lado, que
el presupuesto debe tener una estructura y contenido fácilmente comprensible
para la ciudadanía y, por el otro, que debe garantizarse la comunicación pública
periódica y el libre acceso a la información por parte de la ciudadanía sobre la
gestión presupuestaria. Es importante destacar que, aunque no se prevén meca-
nismos de participación en el reglamento de aplicación de esta Ley, se intuye que
los Consejos de Desarrollo previstos por la Ley 498-06 pueden influir en las deci-
siones presupuestarias estatales visto que proponen un orden de prioridad a los
proyectos de inversión a ser ejecutados en el ámbito territorial.

Esta reforma representa una posibilidad de empoderamiento político y partici-
pación de la ciudadanía en las decisiones públicas, aunque todavía los mecanis-
mos de participación son débiles al prever que los Consejos de Desarrollo tengan
sólo una función asesora, no vinculante, en la planificación pública.  

Fuente: ODH/PNUD en base a Congreso de la República 2006

Ley de Planificación e Inversión Pública, No. 498-06
Decreto No. 493-07 que aprueba el Reglamento de Aplicación No. 1 para la Ley No. 498-06, de Planificación e Inversión Pública
Ley Orgánica de Presupuesto para el Sector Público, No. 423-06



directas, de manera que las primeras puedan

ser más sensibles a las necesidades de las

segundas, y las segundas puedan tener en su

ámbito inmediato a quién dirigirse con sus

demandas sociales, políticas y económicas. 

La ciudadanía es como un músculo que

se ejercita y fortalece con la práctica cons-

tante. Por eso, la población que se moviliza y

demanda en el ámbito local estará mejor

dotada para ejercer su ciudadanía en el

ámbito nacional y podrá trascender a la esfe-

ra nacional. 

II.4.1 Participación ciudadana  
y Presupuesto Municipal 
Participativo 

La Ley 176-07 del Distrito Nacional y los

Municipios abre un nuevo espacio de partici-

pación. La Ley63 determina que los ayunta-

mientos fomentarán la participación ciudada-

na en los procesos de toma de decisión de la

gestión municipal, creando los mecanismos

para tales fines y garantizando que las muje-

res participen en, por lo menos, un 50%.

Para promover la participación de la

sociedad civil se prevé la creación de un

registro de organizaciones sin fines de lucro

y la inclusión de una partida presupuestaria

denominada Fondo Concursable de Asocia-

ciones Sin Fines de Lucro. Para acceder al

mismo, el Concejo Municipal debe regla-

mentar los requisitos, el procedimiento para

su distribución y los criterios para justificar

el uso dado a los recursos que reciban64.

El artículo 230 de la ley define las vías de

participación ciudadana, entre las cuales están: 

• El derecho de petición. Es el derecho de

la ciudadanía a presentar ante los órga-

nos de gobierno municipal solicitudes,

peticiones, reclamos y propuestas de ca-

rácter normativo sobre asuntos del inte-

rés y competencia del municipio.

• El referéndum municipal. Es un me-

canismo mediante el cual el ayuntamien-

to convoca a la comunidad para que se

pronuncie sobre una propuesta de nor-

mativa de aplicación municipal u otros

temas de interés de los munícipes y orga-

nizaciones locales. No se pueden some-

ter a referéndum leyes nacionales o la di-

visión política administrativa del territo-

rio. Para ser solicitado se debe contar con

el apoyo de por lo menos el 5% de la

población del registro electoral del muni-

cipio y debe ser convocado por el presi-

dente del ayuntamiento o por quien de-

legue el Concejo de Regidores/as, y su

resultado es vinculante.

• El plebiscito local. Es el mecanismo ins-

titucional de consulta a la ciudadanía so-

bre lineamientos generales de medio

ambiente, proyectos de infraestructura o
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Recuadro II.9 Los órganos municipales de participación, según la Ley 176-07

Los órganos de participación ciudadana en los asuntos
municipales son:

• Consejo Económico y Social Municipal. Órgano de
carácter consultivo para diseñar políticas públicas,
planificar y tomar decisiones; integrado por miem-
bros del ayuntamiento y representantes de la sociedad
civil. 

• Comités de Seguimiento Municipal. Mecanismo
de participación ciudadana para velar por el buen fun-

cionamiento del servicio público, la idoneidad del
procedimiento de compras, la selección de un perso-
nal para un puesto municipal y la correcta erogación
de los fondos municipales.

• Consejos Comunitarios. Tienen las mismas finalida-
des que el Consejo Económico y Social Municipal,
pero en el ámbito de las secciones y comunidades
rurales y en las delegaciones barriales. Estarán inte-
grados por las organizaciones existentes en las locali-
dades, debidamente certificadas por el ayuntamiento. 

La ciudadanía 
es como un músculo 

que se ejercita 
y fortalece con la 

práctica constante



de ordenamiento territorial, siempre

que no modifiquen la actual división

política administrativa. Al igual que el

referéndum, su convocatoria requiere

del apoyo del 5% de la población con

registro electoral en el municipio.

Adicionalmente, puede ser solicitada

por la sindicatura o por la mayoría abso-

luta del Concejo de Regidores/as. Su

resultado obliga a las autoridades com-

petentes a adoptar las decisiones que

correspondan para cumplir con la volun-

tad expresada.

• Cabildo abierto. Es la reunión del Con-

cejo Municipal con los habitantes del

municipio o de una de sus divisiones te-

rritoriales, en la que éstos pueden parti-

cipar directamente y debatir asuntos de

interés para la comunidad. Las organiza-

ciones sociales del municipio podrán soli-

citar su celebración, teniendo el síndico/a

la obligación de asistir a todos los cabil-

dos abiertos que se convoquen. Puede

hacerse representar por el vicesíndico/a o

un funcionario/a.

El Presupuesto Municipal
Participativo (PMP)
La Ley de Municipios de julio de 2007

instituye de manera obligatoria el sistema de

Presupuesto Municipal Participativo (PMP).

Este establece los mecanismos de participa-

ción ciudadana en la discusión, elaboración

y seguimiento al uso del 40% de los fondos

del presupuesto nacional que se transfiere a

los municipios y que debe destinarse a gas-

tos de capital e inversión. También contem-

pla la participación para decidir sobre los

ingresos del cabildo que se destinen a lo

mismo. El PMP debe garantizar a la pobla-

ción: representación, acceso, participación

en las decisiones, información y equidad de

género. 

Los PMP se deben organizar en tres eta-

pas: en la primera, las autoridades y las orga-

nizaciones se ponen de acuerdo sobre cómo

realizarán el proceso de participación y el

monto de dinero a gastar; planificarán las

obras y proyectos, garantizando la equidad

territorial. La segunda etapa es la consulta

con la población mediante asambleas comu-

nitarias en parajes o comunidades de más de

30 familias, asambleas seccionales de barrios

y el cabildo abierto, tomando en cuenta la

representatividad territorial y poblacional. 

La tercera etapa es la transparencia y el

seguimiento al plan de inversiones munici-
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Recuadro II.10 Los objetivos del sistema de Presupuesto Municipal Participativo (PMP)

1. Contribuir en la elaboración del Plan Participativo de
Inversión Municipal, propiciando un balance adecua-
do entre territorios, urbanos y rurales.

2. Fortalecer los procesos de autogestión local y asegurar
la participación protagónica de quienes viven en las
comunidades en la identificación y priorización de las
ideas de proyectos.

3. Ayudar a una mejor consistencia entre las líneas, es-
trategias y acciones comunitarias, municipales, pro-
vinciales y nacionales de desarrollo, de reducción de la
pobreza e inclusión social.

4. Garantizar la participación de todos los actores:

comunidades, sectores, instancias sectoriales y otras
entidades de desarrollo local y que exprese con clari-
dad su compromiso con los planes de desarrollo
municipales.

5. Identificar las demandas desde el ámbito comunitario,
articulando en el nivel municipal las ideas de proyec-
tos prioritarios, lo que facilita la participación directa
de la población.

6. Permitir el seguimiento y control de la ejecución del
presupuesto.

7. Realizar el mantenimiento preventivo de las obras
públicas.

Artículo 237 de la Ley del Distrito Nacional y los Municipios

La Ley de Municipios 
de julio de 2007 
es una oportunidad
para la participación
ciudadana



pales. Se ejecuta a lo largo del año según un
calendario de obras y proyectos. Para tal fin,
las comunidades eligen un comité de obras o
de auditoría social para darle seguimiento a
cada una de las obras y, eventualmente, éste
se convierte en comité de mantenimiento.  

La nueva Ley determina que los servido-
res públicos de los municipios están obliga-
dos a rendir cuentas por su trabajo y deben
difundir de forma periódica la evolución del
gasto municipal, especialmente de la inver-
sión, a través de boletines, de páginas web y
de cualquier otro medio65. Además, es de
obligatorio cumplimiento incluir en el presu-
puesto municipal anual el plan de inversión
municipal decidido por el Cabildo abierto,
especializar a técnicos y proveer medios para
llevar a cabo el presupuesto participativo.
Asimismo, las sectoriales del gobierno cen-
tral deberán participar en las actividades del
Presupuesto Municipal Participativo
(PMP)66.

¿Cuántos municipios y distritos 
municipales tienen presupuestos 
participativos? 67

El proceso de presupuesto participativo
empezó en 2003 con cinco municipios68; en
2004 se elevaron a 30, y en 2005, a 58. Para el
período 2006-2007, 128 municipios están en
alguna de las fases del proceso. Con la nueva
Ley de Organización Municipal todos los
ayuntamientos del país tendrán que realizar
presupuestos participativos.
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Cuadro II.15 
Estado de situación presupuesto participativo por
municipios y distritos municipales, 2006-2007

CantidadPor tipo Porcentaje

Fuente: CONARE 2007

Total de municipios y distritos municipales (DM) 128 100

Municipios y DM que han realizado PP en años anteriores 56 44

Municipios y DM que iniciaron el PP en 2006 
por primera vez

72 56

Municipios y DM con Plan de Inversiones Municipales 2007 104 81

Municipios que aún no han concluido el PP 2006-2007 24 19

En términos de recursos se planificaron
inversiones por 750 millones de pesos para
2005, alrededor de 1,000 millones de pesos
para 2006, y casi 2,000 millones de pesos
para 2007. Se ha estimado que alrededor del
35% de la población del país vive en munici-
pios donde se hace PMP.

De los 128 municipios que están en pro-
ceso, el 44% ya tiene experiencia en esta
materia de años anteriores y 56% empeza-
ron en 2006. Además, unos 104 ya cuentan
con un Plan de Inversiones Municipales
(Cuadro II.15).

Hay varios elementos importantes que
se deben rescatar y potenciar en la experien-
cia de los Presupuestos Participativos. 

Primero, la participación de las mujeres,
que tiende a ser creciente. El informe sobre
las experiencias de Presupuesto Partici-
pativo de los meses de septiembre-diciem-
bre de 2004, afirma que 8,004 personas par-
ticiparon en las asambleas de trece munici-
pios y de ese total el 55% eran mujeres69.

Segundo, en general no hay inversiones
en actividades productivas y la gran mayoría
de los proyectos son pequeñas obras de in-
fraestructura relacionadas con la vialidad,
agua (microacueductos, pozos, malacates),
electricidad, construcción y reparaciones de
escuelas, centros comunales, letrinas, sanea-
miento de cañadas, instalaciones deportivas,
iglesias, pequeños puentes, viviendas, dis-
pensarios médicos, centros comunitarios,
parques, etc. 

Tercero, la experiencia histórica indica
que los ayuntamientos que participan el
PMP invierten aproximadamente el 60% del
40% establecido por ley. Para el presupuesto
del 2007 se estima que alrededor de 2,000
millones de pesos están comprometidos
para realizar obras y hay unos 208
técnicos/as y síndicos capacitados en el
Sistema de Transparencia y Seguimiento a la
ejecución de obras y funcionamiento de los



sistemas de seguimiento y Comités de

Obras.

Cuarto, durante 2006 el porcentaje de

síndicos/as reelectos/as fue mayor entre los

que practicaron presupuesto participativo

que entre los que no lo hicieron. El 73% de

los que hicieron presupuesto participativo

fueron reelectos mientras que el promedio

nacional fue de 50%. Inclusive entre los más

votados figuran los síndicos/as de muni-

cipios que aplican el Presupuesto Partici-

pativo, en algunos casos con más de 59% de

los votos de sus respectivos munícipes70.

No obstante los avances que significa el

Presupuesto Participativo, el proceso no está

exento de riesgos:

• Ningún ayuntamiento tiene un plan

maestro para organizar su territorio y

establecer la normativa de uso de suelo.

En tal sentido, el PMP carece de ese refe-

rente y las inversiones que realicen, aun-

que respondan a las demandas de la

población, pueden ir en cualquier direc-

ción, sin criterios de ordenamiento terri-

torial.

• La fascinación por el instrumento es un

riesgo71. Se podría actuar como si el PMP

fuera un fin en sí mismo y no un medio

para crear ciudadanía, mejorar la transpa-

rencia y crear empoderamiento.

• Una parte importante del presupuesto

ejecutado por los ayuntamientos no está

sometido al escrutinio público. ¿Qué

pasa con el otro 60% u 80% del gasto de

los municipios que no está en PMP? Se

debe garantizar que los ayuntamientos

rindan cuentas por lo que está fuera de

los PMP.

• Los síndicos están expuestos a la cultura

del monumentalismo que caracteriza

mucho del gasto público del gobierno

central; es decir, la construcción por la

construcción, soslayando el hecho de
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que la inversión en infraestructura de por
sí no significa desarrollo. 

• Podría generarse clientelismo entre las
sindicaturas y los liderazgos comunitarios. 

• Puede surgir descoordinación entre las
sectoriales del gobierno central y los
municipios. Hay que buscar la forma de
lograr mayor coordinación entre los ayun-
tamientos y las secretarías de Educación,
Salud, Medio Ambiente, Obras Públicas e
instituciones como INAPA, entre otros.

• Existe el riesgo de pequeñas obras que,
aunque reflejen las aspiraciones de la
población, no acumulen capital físico a
largo plazo para la comunidad. 

Finalmente, lo que hace la diferencia en
los PMP no es tener o no el instrumento, sino
el grado de empoderamiento y ciudadanía
que alcance la comunidad. 

Para el éxito de los PMP es crucial el
grado de empoderamiento de la sociedad. El
resultado a largo plazo dependerá de las
capacidades sociales de la comunidad. 

II.5 Conclusiones
Este capítulo analizó las formas de

empoderamiento social, entendiéndolas
como el resultado del grado de solidez del
tejido social, de la solidaridad recíproca
entre las personas que integran el colectivo y
del capital social acumulado por la población
en su ámbito local o nacional. Nos refiere a la
participación, a la confianza interpersonal, a
la confianza en las instituciones, al sentido de
pertenencia al grupo,  al nivel de moviliza-
ción, a la inclusión social, a la interrelación
entre personas e instituciones de cara a un
fin común. 

Todos estos aspectos son parte integral
del bienestar de las personas, las cuales se
realizan en el ámbito individual, pero necesa-
riamente a través de las capacidades colecti-
vas, porque garantizan la existencia de bien-
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es públicos y la creación y fortalecimiento de
capacidades individuales. 

El empoderamiento es la posibilidad de
que las personas puedan actuar e incidir en
los procesos y decisiones que les afectan y la
dimensión social de éste es una garantía del
acceso a las oportunidades en sociedades
con un deficiente estado de derecho. 

Este capítulo mostró que si bien no hay
una receta única para lograr empoderamien-
to social, hay por lo menos cuatro elemen-
tos que han estado presentes en las expe-
riencias exitosas a nivel internacional. Estos
factores que refuerzan al capital social son:
el acceso a la información, la inclusión y par-
ticipación, la rendición de cuentas y la capa-
cidad organizacional de interés común.
También se hizo evidente que la acción del
Estado fortalece o diluye el empoderamien-
to social en la medida en que actúa en fun-
ción de la colectividad o en función de inte-
reses particulares.

La medición del empoderamiento social
ha sido tarea difícil. Existen en la cultura
dominicana factores que diluyen la forma-
ción del capital social de apropiación colec-
tiva, como son: el pesimismo, el complejo
del gancho, el doble pensar, el exteriorismo
y el clientelismo político; así como hay facto-
res positivos, tales como: el convite y otras
prácticas de solidaridad en las zonas más
pobres. Sin embargo, el hecho de que más
de la mitad de los dominicanos y dominica-
nas quiera marcharse del país y no crea en la
posibilidad de cambio, está evidenciando un
gran desencanto sobre la viabilidad que ofre-
ce la sociedad dominicana a sus miembros.
En todo caso, hay que hacer más investiga-
ción para conocer mejor sobre cómo estos
elementos culturales han afectado la cons-
trucción del capital social. 

La medición a través de un índice seña-
la que la región del país con mayor empode-
ramiento social es el Norte, seguido por el

Sur, la región Metropolitana y, finalmente, el
Este. La evidencia empírica ofrecida es una
guía de las debilidades y fortalezas de las
regiones del país, lo cual puede orientar el
diseño de políticas públicas.

Finalmente, las cuatro experiencias ana-
lizadas de empoderamiento social; es decir,
Villa Gonzalez, Salcedo, San José de Ocoa y
Puerto Plata, ponen en evidencia la necesi-
dad de crear instituciones que sobrepasen a
los liderazgos personales, acumular capital
social, promoción de la asociatividad e inde-
pendencia del partidismo y la competencia
política. 
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La descentralización real, entendida
como la transferencia de decisiones y recur-
sos a los diferentes niveles de gobierno y
entidades territoriales, es el complemento
del empoderamiento y la movilización ciu-
dadana, y una condición necesaria para
mejorar el desarrollo humano.

La descentralización sin capacidades,
empoderamiento y movilización social re-
produce el clientelismo y el caciquismo;
mientras que el empoderamiento sin des-
centralización crea frustración,  conduce a la
individualización de las demandas sociales y,
en ocasiones, al caos social. 

La descentralización es una oportuni-
dad para que la ciudadanía canalice sus aspi-
raciones e influya en las decisiones que le
afectan directamente. Es una forma de crear
un marco institucional para redistribuir
poder.

El presente capítulo profundiza sobre el
nivel de empoderamiento político de la po-
blación, el acceso a la justicia y la situación
general de la descentralización y la munici-
palización en el país, explorando las oportu-
nidades para impulsar un proceso de desa-
rrollo de la democracia, desde una perspec-
tiva plural y participativa. 

El INDH 2008 entiende que la descen-
tralización debe ser efectiva, lo cual requiere
un régimen municipal con un marco legal y
de competencias preciso, que sea respetado
por los gobiernos centrales. Se requiere,
también, de autoridades municipales que
tengan las capacidades necesarias para
entender las complejidades del territorio

que deben administrar, los recursos finan-
cieros, humanos y naturales con los que se
cuenta, las necesidades de la población y
una visión del desarrollo coherente con el
desarrollo humano. 

III.1Descentralización y desarrollo
humano
Como se discutió en el primer capítulo

de este informe, la descentralización es un
medio, no un fin. Procura construir equili-
brios territoriales entre las distintas instan-
cias en que está organizado el Estado y entre
distintos niveles de gobierno subnaciona-
les1, sin afectar la eficiencia ni la eficacia de
la acción pública.

Un Estado descentralizado ofrece una se-
rie de oportunidades en diferentes órdenes:

• En lo político, conduce al empodera-

miento. La gestión pública se hace más
democrática. La ciudadanía está más cerca
de su gobierno, tiene más espacio para la
participación, le puede dar más segui-
miento a sus ejecutorias y está en mejores
condiciones de exigir la rendición de
cuentas. Por el contrario, cuando la ges-
tión de las secretarías de Estado se centra-
lizan en la capital hace más complejo y dis-
tante el acceso para la comunidad.

• En lo social, tiene impacto en la equi-

dad intraterritorial e interterritorial.
Equidad interterritorial: la descentraliza-
ción en sí misma, si no va acompañada
de medidas correctivas, tiende a poten-
ciar las desigualdades entre los territo-
rios. Normalmente, si la descentraliza-
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ción es total, las regiones más desarrolla-
das tenderán a desarrollarse más y las
menos desarrolladas, a desarrollarse
menos. Por esta razón, la descentraliza-
ción debe ir acompañada de políticas de
convergencia regional en base a criterios
de equidad horizontal y vertical que ase-
guren la equidad interterritorial2.

Equidad intraterritorial: el municipio es
la unidad política, administrativa y terri-
torial más cercana a la gente. Es el esce-
nario donde existe mayor entendimiento
de las necesidades y potencialidades del
territorio y la población que lo ocupa, y,
por lo tanto, que teóricamente tiene
mayor facilidad de impulsar una mejor
democratización de las oportunidades3.

• En lo económico, facilita la eficiencia
económica. Prestar servicios públicos de
forma descentralizada puede hacer más
eficiente la creación de libertades. 

• En lo administrativo, puede generar agili-
dad, transparencia y fiscalización al estar
más cerca de la ciudadanía usuaria de los
servicios y/o beneficiaria de las políticas. 

Una evaluación de los diversos procesos
de descentralización a nivel internacional
demuestra que los países que han logrado
significativos niveles de eficiencia de las ges-
tiones municipales son aquellos donde la
“sociedad civil ha exigido responsabilidades
y respuestas a las autoridades locales”4.

¿Cómo se articula la 
descentralización con
el desarrollo humano?
Una estrategia basada en el desarrollo

humano es un proceso de liberación de las
personas desde una situación de privación-
que les impide tener capacidad de elección
y oportunidades para lograr en la vida lo que
valoran. La falta de voz, la violencia ciudada-
na, el clientelismo y la negación del derecho,

la violencia en el hogar y en el empleo, la
falta de educación, de ingresos dignos, de
salud, de nutrición, de empleo, de derechos
sexuales y reproductivos, entre otras; son
formas de privaciones que impiden mejorar
las condiciones de vida de la gente. En este
sentido, la estrategia de desarrollo humano
se construye a partir del objetivo final: ¿qué
hay que hacer para ampliar las libertades de
las personas y sus capacidades individuales y
sociales? El desarrollo humano ofrece crite-
rios y valores para ordenar y combinar inter-
venciones de políticas públicas y arreglos
institucionales.

En este enfoque, la descentralización es
un medio para promover desarrollo humano
en la medida que puede contribuir a la equi-
dad territorial, al empoderamiento, a la efi-
ciencia (uso de los recursos), a la transparen-
cia, a la creación de libertades y a la eficacia
de las instituciones en sus ejecutorias. Si
estas condiciones no se satisfacen, la descen-
tralización no es real y genera efectos contra-
rios al desarrollo humano, ya que conduce a
un ejercicio autoritario del poder local. 

III.2 El sistema político dominicano
El sistema político dominicano es resul-

tado del avance en el proceso de democrati-
zación del país y de la interacción de la diná-
mica socio-económica e institucional, así
como de la manera en que los cambios inter-
nacionales han influido en ese orden inter-
no. En ese sentido hay varios elementos que
lo caracterizan:

a) La centralización presidencial.

b) Estabilidad del sistema.

c) Debilidad de las instituciones.

d) Participación política de la población.

e) La lógica del poder por el poder.

f) Degradación de la política.

La centralización presidencial
La centralización del poder en la figura

110 / CAPÍTULO III

La estrategia de 
desarrollo humano 

se construye a partir
del objetivo final



presidencial ha sido una práctica profunda-

mente arraigada en el quehacer institucional

del país. El origen de esa concentración no

está en el artículo 55 de la Constitución, sino

en la existencia de un conjunto de leyes que

le dan poder al presidente. En efecto, al decir

del presidente Fernández, el artículo 55 de la

Constitución “…es más o menos análogo al

de cualquier constitución (…)  La parte que

tiene que ver con esos poderes extraordina-

rios surge de leyes adjetivas, propias de una

época dictatorial, donde había una concen-

tración absoluta del poder y el que ejercía el

poder necesitaba tener el dominio y el cono-

cimiento más detallado de cada acto, de cada

acción que se movía a su alrededor”5. Las cir-

cunstancias han cambiado y el país se ha

democratizado, más no así un conjunto de

leyes que se vienen arrastrando desde épo-

cas de gobiernos autoritarios.

La estabilidad del sistema
Desde 1961, cuando finalizó la dictadura

de Trujillo, en el país no ha habido un go-

bierno encabezado por militares. Sin embargo,

República Dominicana ha vivido 30 años de

gobiernos repetidos desde que se instauró la

democracia: 22 años de gobiernos autoritarios

del Dr. Joaquín Balaguer y ocho de gobierno

democrático del Dr. Leonel Fernández, quien

ha gobernado en dos períodos no consecuti-

vos y tiene aspiraciones a extenderlos cuatro

años más. Los gobernantes que sólo rigieron

un período fue porque no pudieron reelegir-

se, no porque dejaran de intentarlo. 

Esta circunstancia evidenciaría que la

relativa estabilidad del sistema ha estado ba-

sada en una alternancia muy limitada del

poder central y en una permanente conti-

nuidad del sistema, que no se ha correspon-

dido con la necesidad de fortalecimiento de

las instituciones políticas ni con la amplia-

ción de los valores fundamentales de la

democracia, como la participación, el estado

de derecho y el desarrollo humano.

Debilidad de las instituciones
El sistema ha sido capaz de consolidar la

democracia política, pero no ha sido capaz

de disminuir las desigualdades sociales ni ha

creado institucionalidad. Los progresos polí-

ticos en la democracia formal son importan-

tes, pero no suficientes para mejorar las con-

diciones de vida de las personas y crear ciu-

dadanía (capítulo I), lo que explica el retraso

relativo del progreso social del país, a pesar

del ritmo del crecimiento económico.

Se han superado los sobresaltos y ten-

siones en los procesos electorales, pero se

mantienen los desencuentros que evitan que

los partidos políticos firmen un pacto para

modernizar las instituciones básicas del siste-

ma o para lograr un mínimo de reglas que

normen la vida interna de las organizaciones,

limiten el clientelismo y sellen un compromi-

so con el desarrollo humano a largo plazo.

Participación política 
En el capítulo II se mostró que apenas el

7% de la población consideraba que los par-

tidos políticos defendían los intereses de

todos los grupos de la sociedad y el 89%

entendía que los partidos protegen los inte-

reses de “sólo algunos grupos o personas”

(43%) o “sólo de los políticos” (46%). Esto

junto al hecho de que el 36% de la población

registra algún nivel de clientelismo y de que

cerca del 58.7%6 de la población piensa que

los partidos sólo sirven para participar en

elecciones, evidencia que la participación

política partidaria es una forma de “buscár-

sela” en la sociedad dominicana. En cierta

forma, como se discutió en el capítulo I, la

ineficiencia del Estado se convierte en un

medio de movilidad social que compensa el

carácter excluyente del modelo económico

e institucional.

La lógica del poder por el poder
La democracia dominicana tiene el

desafío de superar los aspectos formales de
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su discurrir y convertirse en una democracia

sustantiva, que sea socialmente incluyente.

Para ello, se tiene que transformar la cultura

política, en particular el círculo perverso del

sistema político, donde el poder se usa bási-

camente para acumular más poder y se ejer-

ce en forma centralizada. 

Esta lógica del poder por el poder con-

duce a una apropiación del Estado en manos

de los partidos políticos, que cada cuatro

años se reparten el “botín”, sustituyendo

una parte importante de los y las empleados

públicos en función de la “partidocracia” y

deteriorando la capacidad del Estado de

generar desarrollo humano. 

Así se crea una estructura de lealtades

entre quienes trabajan en el “servicio públi-

co” y quienes trabajan en la política, que

deteriora la gestión estatal en detrimento de

la profesionalidad y del sistema de méritos y

recompensas. 

La degradación política
Otra consecuencia es que la política

electoral dominicana se ha vaciado de conte-

nidos y de propósitos de desarrollo. El deba-

te político se centra en la cuestión de la con-

tinuidad del mando que dirige y en el ejerci-

cio mismo del poder, más que en mejorar

los niveles de vida de la población. 

La experiencia reciente de las eleccio-

nes de 2006 ha mostrado que existen lide-

razgos locales capaces de modificar la cultu-

ra de centralización, porque han sustentado

su éxito en una buena gestión, aún enfren-

tando a la cúpula de sus propios partidos. 

Este resultado fortalece el sistema polí-

tico y el Estado en la medida en que la pobla-

ción “premia” con el voto gestiones locales

exitosas y reafirma la posibilidad de que una

comunidad ejerza su derecho a elegir libre-

mente. 

La falta de reglas efectivas que normen

la actividad política constituye uno de los

factores que determinan que el sistema de

partidos sea en realidad un sistema de agen-

cia de las facciones partidarias para reprodu-

cirse en el poder, más que un sistema de

mediación para que la comunidad participe

en los poderes del Estado. La lógica de fun-

cionamiento de los partidos políticos parece

operar al margen de cualquier proyecto de

sociedad orientado hacia la inclusión social y

la creación de libertades reales para que las

personas puedan alcanzar lo que valoran en

la vida. 

Es decir, se crea una partidocracia  que

se apropia y monopoliza la mediación entre

el Estado y la sociedad, sin ningún mecanis-

mo de control. Los partidos se independizan

de las exigencias y necesidades de la socie-

dad, constituyendo un universo propio.

Mientras un grupo de dirigentes controla el

partido, ejercen una hegemonía sobre la

sociedad por vías espurias, aprovechando

que las reglas lo permiten, pero degradando

el quehacer político7.

Clientelismo
La degradación de la política partidista

ha llegado a niveles que se mueven entre lo

trágico y lo cómico. 

A mediados de 2007, el Senado de la Re-

pública debatía sobre el “barrilito” o el “cofre-

cito”, que consiste en una asignación men-

sual a los senadores que fluctúa entre 420 mil

pesos a 900 mil pesos para un monto de 19.1

millones de pesos mensuales, con el propó-

sito de “asistencia social” y el argumento de

que las y los senadores tienen compromisos

que cumplir con su electorado. Siguiendo

esta lógica, el Estado tendrá que proporcio-

narle millones de pesos a las y los síndicos,

diputados y regidores, violentando la ley.

Según la Constitución dominicana, el Poder

Legislativo tiene como función aprobar leyes,

y nada hay que, justifique funciones de asis-
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tencia social. Ésta es una forma graciosa de
repartir dinero del erario público que desle-
gitima el pago de impuestos de la ciudadanía,
pues al final estos recursos sirven para pagar
el clientelismo de los partidos políticos.

Otro ejemplo es la disputa que se pre-
sentó a mediados de 2007 por el control de
los Distritos Municipales. En la Ley 176-07 se
introdujo un párrafo transitorio  que estable-
ce que las y los directores y vocales de los
distritos municipales existentes al momento
de promulgarse la Ley de Municipios perma-
necerán en sus cargos hasta el 16 de agosto
de 2010 (Artículos 80-81). Esto desató una
lucha entre los tres partidos políticos mayo-
ritarios por controlar los distritos municipa-
les, que se ha traducido en violencia y asalto
a locales, con despliegue de armas de fuego
en 44 distritos municipales. Esta lucha se
explica por el control de los recursos que
van a los distritos y ha ido acompañada de
denuncias sobre la venta8 en “pública subas-
ta” de los distritos municipales por parte de
síndicos y regidores. 

Los partidos políticos no cuentan con
mecanismos internos de persuasión o san-
ción para sofocar la rebelión de las salas
capitulares insubordinadas contra la direc-
ción partidaria9, lo cual ha llevado a que los
secretarios generales de los tres partidos
mayoritarios le soliciten a la Liga Municipal
Dominicana (LMD), la Tesorería Nacional y
la Secretaría de Interior y Policía que desco-
nozca a las autoridades que pasaron a dirigir
los distritos municipales, además de la anu-
lación de las actas de las asambleas en que se
produjeron esas designaciones10, bajo el
argumento de que han violentado la ley y la
voluntad de los partidos políticos. 

En resumen
El sistema político ha dado muestras de

gran estabilidad a través del tiempo, caracte-
rizándose por poca alternabilidad, incapaci-
dad de enfrentar la desigualdad y de crear
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instituciones sólidas. A largo plazo, ha crea-

do una partidocracia que monopoliza las

relaciones entre el Estado y la sociedad, le

resta capacidad de mediación al sistema, que

se reproduce sin propuestas de solución y

degrada la política. 

III.3 Índice de Empoderamiento 
Político (IEP)

En el primer capítulo se vio que el em-

poderamiento humano estaba formado por

el empoderamiento individual y el colectivo,

y que el empoderamiento político formaba

parte del empoderamiento colectivo.

El empoderamiento político implica la

participación y el ejercicio efectivo de los

derechos políticos como medio para garanti-

zar el acceso a las oportunidades. La contra-

parte es un comportamiento de los partidos

como espacios esencialmente públicos que

convocan voluntades, ofrecen opciones y sir-

ven de mediación en función de un interés

general o colectivo. 

Teóricamente, el empoderamiento polí-

tico debe reflejar:

• El ejercicio de las capacidades políticas y

la titularidad de derechos políticos que se

desprenden de la institucionalidad demo-

crática (diálogo, disidencia y crítica políti-

ca, derecho de votar, condiciones reales y

formales para ser elegido/a). 

• El empoderamiento legal, que se refiere

al conocimiento de los derechos y las

leyes, la capacidad para hacer cumplir los

derechos y la capacidad de movilizarse

para ejercerlos y defenderlos11.

La mejor forma de medir este empode-

ramiento es mediante indicadores subjetivos

capturados vía encuestas, de las cuales no

dispone este informe, por lo que se ha res-

tringido la medición al ejercicio de los dere-

chos políticos mediante indicadores objeti-

vos. Estos últimos son ambiguos e insuficien-



tes para esta medición, ya que no logran cap-

tar la complejidad del fenómeno. Recono-

ciendo todas estas limitaciones, se ha optado

por construir un índice que combina cinco

indicadores (Diagrama III.1): 

• Votantes como porcentaje de personas

inscritas por provincia, para medir el

grado de participación de la ciudadanía

en las elecciones.

• Candidaturas para cada sindicatura

en los municipios de una provincia,

refleja el grado de competencia entre

diferentes opciones en las elecciones

locales. 

• Porcentaje de mujeres regidoras, indica

la distribución de la oportunidad de

gobernar entre hombres y mujeres. 

• Porcentaje de personas en los barrios

pobres con actas de nacimiento, dispo-

ner de este documento es la puerta de

entrada a los demás derechos ciudada-

nos, principalmente políticos y sociales.

• Porcentaje de la población que vive en

municipios en donde se practica el

presupuesto participativo, calculado

para cada provincia, como expresión de

un indicador de empoderamiento ciuda-

dano.
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III.3.1 Resultados del Índice de
Empoderamiento Político (IEP)

El resultado del índice permite afirmar
que las provincias de mayor empoderamien-
to político son: La Vega, Valverde y San Juan
(Cuadro III.1 y Mapa III.1). Sin embargo, se
verifica poca relación estadística entre el
empoderamiento político y los demás índi-
ces de empoderamiento, tales como el
empoderamiento individual y cada uno de
sus componentes. ¿Por qué? Una serie de
factores que se describen a continuación
sugieren que el Índice de Empoderamiento
Político podría estar midiendo algo diferente
de lo que se busca.

Porcentaje de votantes con relación
a los inscritos 
Para que sea un indicador “puro” de

empoderamiento político tendría que asu-
mirse que cada votante “elige” libremente
por quién votar. Es decir, que los factores
determinantes de la decisión de votar tienen
que ver con un ejercicio libérrimo de la
capacidad de agencia de la persona. 

Fenómenos como el trasiego de votan-
tes12, la compra de conciencias, el interés
individual de conseguir un trabajo, el apro-
vechamiento de las necesidades de las per-
sonas pobres para “inducir” a votar por can-
didatos que “le ayudarán” económicamente,
entre otros aspectos, sugieren que gran
parte del electorado no vota para ejercer su
capacidad de agencia, sino como parte de
una red clientelar. Es difícil saber cuál es el
porcentaje de votantes que ejerce el sufragio
como un acto de agencia, o empujado por
otras circunstancias.

Cantidad de personas
que se postulan a sindicaturas 
Debería reflejar la amplitud de opcio-

nes, lo cual favorece la democracia. En el
ordenamiento electoral dominicano, los par-
tidos políticos tienen el control de las candi-
daturas y la posibilidad de que se formen

Diagrama III.1 Índice de Empoderamiento Político (IEP)

Índice de
Empoderamiento

Político (IEP)

• Candidaturas por sindicatura

• Votantes como % de personas
inscritas

• % de personas en barrios pobres con
actas de nacimiento

• % regidoras mujeres

• % de la población beneficiada por
presupuesto participativo



movimientos independientes es muy limita-

da y costosa. En el caso de los partidos

minoritarios, de los cuales hay más de 20,

giran alrededor de alguno de los partidos

grandes, a los cuales apoyan a cambio de

puestos electivos, llegando en ocasiones a

negociar con las candidaturas. Tomando en

cuenta este aspecto, el hecho de que exista

un mayor número de candidaturas no nece-

sariamente es un indicador “positivo” de

empoderamiento, como tampoco lo es el

hecho de que haya pocos candidatos. Puede

ser que haya muchos candidatos porque los

partidos hayan hecho “arreglos” con mu-

chas candidaturas. 

Porcentaje de mujeres regidoras
Está también matizado por la circuns-

tancia de que en la mayoría de los partidos

políticos, hombres y mujeres tienen que

hacer uso del mismo tipo de “negociado”

político para acceder a los puestos claves. En

ese sentido, que postulen una mujer como

candidata no necesariamente implica empo-

deramiento político de las mujeres de una

comunidad.

El porcentaje de regidoras es un indica-

dor de equidad de género, pero no se deben

olvidar varias características: este indicador

no habla de la capacidad del votante de ele-

gir mujeres, sino de la capacidad que tienen

las mujeres dentro de los partidos para ser

colocadas en posición de ser elegidas. Esto

porque no hay voto preferencial en el plano

de las regidoras y regidores; es decir, hom-

bres y mujeres son arrastrados por la candi-

datura a síndico/a y es el partido quien esta-

blece en qué posición de las listas se sitúan

las candidatas. En ese sentido, el indicador

no habla de la capacidad del elector o elec-

tora de elegir, sino de la capacidad que tie-

nen las mujeres dentro de los partidos para

ser colocadas en posición de ser elegidas.
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No está claro si el 
electorado pobre vota 
en el ejercicio de un
empoderamiento o 
respondiendo a una 
red clientelar

Mapa III.1 Índice de Empoderamiento Político (IEP), por provincia
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Valor #

Provincia

Candidatos 
por sindicatura

(2006)

Votantes como
% de inscritos

(2006)

% de personas en
barrios pobres con
actas de nacimiento

(2006)

%
regidoras
mujeres 
(2006)

% de la población que
vive en municipios 
con presupuestos 

participativos (2006)

Índice de 
Empoderamiento

Político 
(IEP)

Cuadro III.1 Índice de Empoderamiento Político (IEP), por provincia

Valor #Valor # Valor # Valor # Valor #

Alto
LV 6.0 8 61.1 24 93.5 4 34.4 3 96.9 2 0.687 1

Val 7.3 1 64.4 21 88.7 9 26.7 13 61.3 18 0.663 2

SJ 5.0 19 67.3 14 87.1 15 31.4 7 96.3 3 0.635 3

SC 5.9 10 62.8 22 84.9 20 29.1 12 92.4 6 0.625 4

MP 5.4 16 70.2 6 81.4 22 24.0 22 90.8 8 0.608 5

Medio alto
SRod 5.0 19 72.3 4 94.2 3 20.0 26 79.4 10 0.585 6

Sal 4.7 23 65.1 17 95.3 1 26.7 13 94.5 4 0.585 7

Dua 5.0 19 61.6 23 92.8 6 32.6 5 72.1 13 0.565 8

MC 4.7 23 70.6 5 88.4 10 30.0 8 56.1 19 0.553 9

Daj 4.4 28 73.4 2 88.2 11 32.0 6 41.4 22 0.541 10

Per 6.5 6 57.7 25 84.1 21 25.0 20 63.5 17 0.539 11

MTS 5.8 11 65.9 16 86.5 16 25.0 20 51.8 20 0.538 12

Stgo 6.3 7 50.3 31 93.3 5 25.4 19 81.9 9 0.532 13

LR 6.7 5 51.0 30 41.8 26 36.8 2 100.0 1 0.528 14

EP 4.2 31 72.4 3 86.3 17 23.3 24 75.6 11 0.525 15

Esp 4.3 30 64.6 20 92.6 7 29.6 11 73.7 12 0.524 16

Az 4.3 29 69.4 8 87.5 14 25.5 18 65.3 16 0.507 17

Sam 7.0 2 68.0 12 88.1 12 20.0 26 0.0 28 0.502 18

HM 5.3 17 68.3 11 60.4 23 26.7 13 66.4 15 0.498 19

DN 7.0 2 51.4 29 85.3 19 29.8 10 32.5 24 0.494 20

Medio bajo
SJO 5.3 17 67.3 15 87.9 13 33.3 4 0.0 28 0.477 21

SRam 6.0 8 69.8 7 89.6 8 20.0 26 6.3 27 0.470 22

Ind 4.5 27 75.9 1 23.9 31 26.7 13 94.0 5 0.458 23

Ped 5.5 14 68.5 10 34.3 30 50.0 1 0.0 28 0.455 24

MN 5.7 12 57.5 26 94.3 2 26.3 17 17.7 26 0.430 25

ES 5.5 14 64.8 19 56.3 24 30.0 8 23.7 25 0.406 26

PP 4.6 25 65.1 18 86.1 18 19.1 31 37.0 23 0.392 27

Bajo
Bar 4.9 22 67.9 13 41.5 27 21.4 25 70.2 14 0.388 28

SPM 5.6 13 54.1 28 47.4 25 19.4 30 92.4 7 0.373 29

Bao 4.6 26 69.4 9 40.8 29 20.0 26 46.3 21 0.322 30

LA 7.0 2 54.6 27 41.0 28 23.5 23 0.0 28 0.289 31

Nacional 5.3 58.1 80.8 26.9 57.2 0.458

D.I.a 16.6 10.7 29.3 23.5 58.1 18.8

Amplitudb 56.5 39.6 94.4 113.5 174.2 78.6

a La diferencia interprovincial se calcula con el coeficiente de variación
b La amplitud de la diferencia es el (máximo-mínimo)/media simple por 100

Fuente: ODH/PNUD
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Si se aceptan los argumentos de más
arriba, se llega a la conclusión de que los
indicadores elegidos no implican que las
personas ejerzan libremente sus derechos
políticos y su capacidad de empoderamien-
to político porque el voto no está determi-
nado  exclusivamente por la soberanía indi-
vidual. Por lo tanto, un nivel alto de este
indicador puede implicar una fuerte rela-
ción clientelar. 

Esto nos lleva a concluir dos cosas: 

• Cuando este indicador presenta niveles
altos en el país podría significar que la
relación clientelar es alta y no hay empo-
deramiento político. 

• La democracia electoral que vive Repú-
blica Dominicana, si bien ha significado
un progreso frente a la dictadura, sigue
estando capturada por el clientelismo y
el autoritarismo que en nada favorecen al
desarrollo humano.

¿Cómo lograr un indicador que anule la
relación clientelar dentro del índice? Ese es
un reto que sobrepasa con creces a este
informe, y que deberá trabajarse en el futu-
ro. Lo ideal sería crear un indicador de los
factores determinantes del voto de las per-
sonas, y presentar como opciones aquellas
que no dejen lugar a duda de que el voto se
realiza como acto de soberanía individual o
capacidad de agencia.

El segundo resultado que surge del cál-
culo del Índice de Empoderamiento Político
(IEP) es que las provincias presentan desem-
peños muy diversos entre los cinco indica-
dores que componen el índice.

El tercer resultado es que las relaciones
entre los componentes del IEP y otros índi-
ces, como el de privaciones humanas y los
niveles de pobreza, ofrecen algunas conclu-
siones interesantes: 

• En las elecciones municipales de 2006 se
verificó una relación inversa entre la can-

tidad de votantes y el número de candi-
datos por sindicatura13. Es decir, las pro-
vincias con mayor proporción de pobla-
ción votante presentaron menor canti-
dad de candidatos/as a síndicos/as.

• El nivel de empoderamiento humano de
una provincia está inversamente relacio-
nado con la cantidad de votantes de esa
provincia14: en los lugares donde la po-
blación tiene más capacidades, el por-
centaje de votantes en la población es
proporcionalmente menor. Esta tenden-
cia es más fuerte cuando se relaciona la
cantidad de votantes con el Índice de Po-
breza Humana (IPH), que mide las priva-
ciones de la población, y es todavía más
robusta cuando se relaciona con el por-
centaje de pobreza medida por las
Necesidades Básicas Insatisfechas (NBI).
En efecto, el 37% de las diferencias del
porcentaje de votantes entre provincias
se asocia al Índice de Privaciones Hu-
manas15, el cual asciende al 61% cuando
se le asocia al porcentaje de población
pobre en las provincias16. En otras pala-
bras, a mayor pobreza en una provincia
también es mayor el porcentaje de la
población que vota. Esto constata que la
política electoral se ha convertido en una
fuente de movilidad social.

• En las elecciones de 2006, el porcentaje
de mujeres electas a regidoras no estuvo
significativamente asociado con los nive-
les de empoderamiento, de privaciones,
ni de pobreza. 

• El porcentaje de población con actas de na-
cimiento que reside en las zonas pobres no
estuvo significativamente asociado con
otros indicadores de empoderamiento ni
con indicadores de privaciones.

Candidaturas por sindicatura 
El promedio nacional de candidaturas

por sindicatura en los municipios es 5.3, con
un mínimo de 4.2 y un máximo de 7.3 a nivel

Hay que construir 
un Índice de 
Empoderamiento Político
que anule el efecto 
del clientelismo



provincial. Las provincias con más candida-

tos por municipio son Valverde, seguida por

La Altagracia  y Samaná. 

Votantes como porcentaje
de inscritos
El promedio nacional es 58%, el mínimo

fue 50.3% y el máximo 76%. El 25% de las

provincias registró menos de un 61% de

votantes inscritos y la mitad estuvieron por

debajo de 66%. Las provincias con mayor

porcentaje de votos fueron: Independencia,

Dajabón y Elías Piña y las tres con menos

participación electoral fueron: Santiago, La

Romana y el Distrito Nacional incluyendo la

provincia de Santo Domingo.

Porcentaje de personas en barrios
pobres con actas de nacimiento
Este indicador fue calculado a partir de

la base de datos del Sistema Único de Be-

neficiarios (SIUBEN) para el año 2004. El pro-

medio nacional es del 80.8%; el mínimo es

del 23.9%, y corresponde a Independencia,

mientras que el máximo está en Salcedo, con

un 95.3%.

Hay siete provincias en situación crítica

con un porcentaje inferior al 48%, estas co-

rresponden a la región fronteriza del Su-

roeste del país y a las provincias más turísti-

cas (Mapa III.2).

Porcentaje de regidoras
En todo el país, el porcentaje promedio

de mujeres regidoras es de un 27%, movién-

dose entre el 19% en los municipios de

Puerto Plata y del 50% en los de Pedernales.

La cuarta parte de las provincias tiene un por-

centaje de candidatas por debajo del 23% y

en la mitad de esas provincias la participación

es inferior al 27%.

Porcentaje de población que
vive en municipios con
presupuesto participativo
A principios de 2007, el 57% de la pobla-
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Mapa III.2 Porcentaje de personas en barrios pobres con actas de nacimiento, 2004
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ción vivía en municipios en donde se practi-
ca el presupuesto participativo. Sin embar-
go, este indicador no refleja la calidad del
proceso del presupuesto participativo. 

En resumen
Este índice presenta problemas en los

indicadores seleccionados, ya que si bien en
teoría debería medir la soberanía del elector
o electora, dada la forma como se hace la
política en República Dominicana no sabe-
mos si lo que se mide es el empoderamiento
o el clientelismo. El desafío es lograr un indi-
cador que anule la relación clientelar dentro
del índice y se pueda medir de forma más
precisa el empoderamiento político. Esto
sobrepasa con creces las posibilidades de
este informe. 

En general, las provincias presentan de-
sempeños muy diversos entre los cinco indi-
cadores, pero el resultado del índice permi-
te afirmar que las de mayor empoderamien-
to político son La Vega, Valverde y San Juan.

Se aprecia que a mayor población vo-
tante, menor cantidad de candidatos a la sin-
dicatura por municipio; a mayor pobreza en
una provincia, mayor porcentaje de la pobla-
ción que vota. El porcentaje de mujeres elec-
tas para regidoras no está significativamente
asociado con el desarrollo humano ni con
privaciones ni con pobreza, y el porcentaje
de personas con actas de nacimiento de la
población que reside en las zonas pobres
está positivamente asociado al empodera-
miento individual e inversamente relaciona-
do con el Índice de Privaciones Humanas y
con la pobreza medida por NBI.

III.4 Composición de la 
representación política
de los ayuntamientos, 
según partido y género

Se ha debatido recientemente la perti-
nencia de la unificación de las elecciones
congresuales y municipales con las eleccio-
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nes nacionales, debido a los costos de la

campaña y para evitar que la ciudadanía se

someta al estrés de una campaña electoral

permanente. 

Este informe plantea la necesidad de

mantener las elecciones separadas, porque

así estos procesos contribuyen a: 

• Desarrollar los liderazgos locales. Incluso

pueden generar movimientos políticos

municipales con ideas y proyectos propios.

• Potenciar el empoderamiento de la ciuda-

danía. 

• Educar sobre temas y problemas locales,

potenciando el discurso y las propuestas

municipalistas. 

• Fomentar la acción de las comunidades

sobre sus problemas, necesidades y la

creación de las capacidades para promo-

ver el desarrollo. 

• Evitar que el partido ganador de las elec-

ciones presidenciales obtenga mecánica-

mente la mayoría de las sindicaturas y

posiciones congresuales. 

Las elecciones congresuales y municipa-

les de 2006 muestran cómo se ha fortalecido

el municipalismo dominicano. En esas elec-

ciones, el partido oficial obtuvo una mayoría

absoluta en el Congreso, pero eso no se re-

flejó en los municipios. De 31 senadores ob-

tuvo 22, cerca del 71%. Sin embargo, de 151

municipios obtuvo mayoría en 68; es decir,

en el 45%. Esto evidencia que en el ámbito

local la población puede votar por candida-

turas y/o partidos con programas de gobier-

no  específicos, dirigidos a sus necesidades y

no se ve obligada a votar por proyectos ge-

nerales de los partidos con perspectiva na-

cional y no local. 

Los liderazgos locales se forman de mu-

chas maneras, pero la que mejor contribuye a

crear capacidades es una buena gestión

municipal. Así lo refleja el hecho de que los



síndicos de algunos municipios, cuyas gestio-
nes tenían la reputación de exitosas, fueron
reelectos con más del 50% de los votos, a
pesar de que eran de partidos de oposición17.

Participación de las mujeres
Las mujeres tienen una limitada participa-

ción en el liderazgo político. Existe un conjun-
to de prácticas que dificultan su inclusión
política, a pesar de la existencia de leyes18 que
establecen cuotas para la presentación de
candidaturas femeninas en todos los ámbitos.
Sin embargo, en la práctica, tanto los partidos
como la Junta Central Electoral (JCE) han
encontrado formas de esquivar estas cuotas.

Para las elecciones municipales, en vez
de buscar una forma de ofrecer un porcenta-
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je de sindicaturas a las mujeres, colocan a

hombres como candidatos a síndicos y a las

mujeres como vicesíndicas, cuando éstas

carecen de funciones reales. En el caso de las

elecciones congresuales postulan las candi-

datas en las zonas donde los partidos tienen

menos probabilidades de ganar. Así cumplen

con la ley, pero como las listas son abiertas,

son los electores que deciden según su pre-

ferencia. Esta situación ha llevado a discutir

que las cuotas no se limiten a las candidatu-

ras, sino a un porcentaje mínimo en los

resultados electorales19.

En las elecciones de 2006, en términos

del poder local, la representación femenina

es más baja que el 33% esperado según las

cuotas. La participación de las mujeres elec-

tas en sindicaturas y regidurías en los tres

partidos mayoritarios está entre el 30% y 31%

(Cuadro III.2). Sin embargo, las mujeres

ganaron el 11.3% de las sindicaturas (Cuadro

III.3), el 19% de la Cámara de Diputados y

sólo el 6% en el Senado20.

En los 1,114 cargos municipales electos

de síndicas y regidoras, el 62% de los munici-

pios está por debajo de la cuota del 33%. Si,

en adición, se considera a los suplentes con

2,226 cargos electos, el porcentaje de muni-

cipios con menos de 33% de representación

femenina se reduce a 50% (Cuadro III.4).

¿Qué dice la nueva Ley de Municipios
en materia de elecciones?
Primero, la Ley ratifica la alternabilidad

de sexo entre titular y suplente para las sindi-

caturas y regidurías, además de la cuota del

33%s21.

Segundo, en cuanto a la cantidad de re-

presentantes a nivel de regidurías, los muni-

cipios de menos de 25 mil habitantes ten-

drán cinco regidores/as, con una escala de-

creciente según el tamaño de la población22.

Tercero, en los distritos municipales, los

candidatos y candidatas a la dirección y a las

Cuadro III.2 Porcentaje de mujeres electas por partido a sindicaturas
y regidurías, en las elecciones municipales de 2006

Alianza
Distribución por partido 

de las mujeres electas
Participación de Mujeres 

en cada partido

Fuente: ODH/PNUD en base a JCE

BIS 0.3% 25.0

MIUCA 0.0% 0.0

PLD 46.1% 30.9

PPC 0.1% 7.1

PRD 35.1% 31.4

PRI 1.2% 30.8

PRSC 16.0% 29.9

PRSD 0.9% 25.0

UDC 0.3% 50.0

Total 100% 30.7

Cuadro III.3 Regidores/as, síndicos/as y suplentes en las elecciones
de 2006

Cuenta 
de candidatos/as

electos/as
Total

Total  % de 
cargos 

ocupados
por mujeres

Número 
de mujeres 
regidoras, 
síndicas y 
suplentes

Número de
hombres 

regidores, 
síndicos y
suplentes 

Fuente: ODH/PNUD en base a JCE

Regidor/a 259 704 963 27%

Síndico/a 17 134 151 11%

Suplente regidor/a 273 688 961 28%

Vicesíndico/a 134 17 151 89%

Total 683 1,543 2,226 31%
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regidurías serán elegidos directamente e
irán en la misma boleta del partido corres-
pondiente a los candidatos del municipio,
pudiendo  ganar en los distritos municipales
aunque haya ganado el síndico de otro par-
tido en el municipio. 

Esta forma de elección de la dirección
del distrito municipal crea problemas admi-
nistrativos, ya que si el distrito es un medio
para la administración desconcentrada de
áreas territoriales bajo coordinación supe-
rior del municipio23 del que forma parte
cabría preguntarse: ¿con qué autoridad el
ayuntamiento del municipio le podrá exigir
rendición de cuentas a las autoridades del
distrito municipal, habiendo sido elegidas
por los ciudadanos del distrito municipal?

III.5 La creación de capacidades y
el acceso ciudadano a la justicia
y la seguridad pública 

Las consecuencias del insuficiente desa-
rrollo humano son múltiples y variadas: des-
de baja productividad, bajos ingresos y desi-
gual distribución, pobreza, bajos niveles
educativos, de salud, nutrición, etc., hasta
instituciones débiles, sensación de caos, pa-
trones de comportamiento ciudadano in-
congruentes con el orden legal, y un Estado
incapaz de responder a las expectativas de la
población.  

La buena gestión pública es un requisito

fundamental para alcanzar los objetivos del

desarrollo. La misma lleva aparejados el

imperio de la ley, instituciones estatales efica-

ces, la transparencia y la rendición de cuen-

tas en la gestión de todos los asuntos públi-

cos, el respeto a los derechos humanos y la

participación de la ciudadanía en los proce-

sos políticos y en las decisiones que afectan

su destino. Aún más, la economía requiere

instituciones que funcionen para poder cre-

cer y acumular capital. 

Leyes que no se cumplen
En toda sociedad es necesaria la existen-

cia de normas comunes de conducta, las cua-

les deben ser generales e iguales en su apli-

cación a toda la ciudadanía. En República

Dominicana, se puede afirmar que la elabo-

ración de leyes es un paso necesario, pero no

suficiente para asegurar que los derechos y

deberes ciudadanos sean iguales para la

población. Como se aprecia en el Recuadro

III.1 existen numerosas leyes aprobadas en el

país que simplemente no se hacen efectivas

por las instancias que las deben aplicar, y

esto no tiene consecuencias.

Entre la “ley del tigueraje” y 
la ausencia de consecuencias
Una de las características del sistema

político dominicano es que se rige por la

Cuadro III.4 Participación de las mujeres en cargos municipales de 2006

Rangos de participación 
de las mujeres 
por municipios 

en los cargos electivos
Cantidad %Cantidad %

Municipios en donde 
las mujeres son síndicas 

y regidoras a

Municipios en donde las mujeres están 
en cargos síndicos/as, vicesíndicos/as,

regidores/as, sustitutos/asb

a Se refiere a 1,114 cargos 
b Se refiere a 2,226 cargos

Fuente: ODH/PNUD en base a JCE

Menos 16.5% 19 12.6% 6 4.0%

16.6% a 33% 75 49.7% 69 45.7%

33.1% a 50% 55 36.4% 73 48.3%

Más de 50% 2 1.3% 3 2.0%

Total 151 100% 151 100%



“ley del tigueraje”, descrita en el capítulo II

de este informe. Los partidos políticos justifi-

can las ilegalidades sobre la base de que “los

otros hicieron lo mismo” y no  repetir el acto

ilegal es “estar es desventaja”. Esto ha gene-

rado una cultura de ilegalidades, impunida-

des y complicidades que va minando el esta-

do de derecho y las posibilidades de desarro-

llo humano de la ciudadanía y donde lo mal

hecho no tiene consecuencias legales. 

El estudio “Veinte años de impunidad:

Investigación de casos de corrupción en la

justicia dominicana, 1983-2003”, realizado

por Participación Ciudadana, arroja conclu-

siones que respaldan esta afirmación: de 227

casos de corrupción administrativa que ingre-

saron al sistema judicial en los 20 años que
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abarca la investigación, sólo seis casos fueron
resueltos definitivamente, lo que equivale a
un 3.9% del total. En cinco de los seis casos
resueltos de manera definitiva, los inculpa-
dos fueron descargados y sólo en uno inter-
vino una condena, por desfalco, a una pena
de nueve meses de prisión correccional. 

El referido estudio concluyó que “los
procesos, de manera general, se estancan en
las distintas instancias de la justicia, transcu-
rriendo años para dilucidar un caso que
muchas veces se resuelve en el momento en
que conviene a los prevenidos”24.

Sólo en tiempos más recientes, gracias
al nuevo Código Procesal Penal, que supone
procesos más ágiles, ha tenido lugar cierto
cambio, con lo cual algunos imputados por

Recuadro III.1 Muchas leyes no se cumplen y no hay consecuencias

Algunas de las leyes que no se cumplen, a pesar de estar aprobadas, son:

• Ley 19 de 2001 del Defensor del Pueblo no se ha podido implementar porque
los diputados no han elegido a los seis funcionarios que integrarían esa insti-
tución.

• La Ley 14-91 sobre Servicio Civil y Carrera Administrativa lleva 18 años espe-
rando cumplimiento pleno.

• La Ley General de Educación 66-97 tiene más de una década y todavía ningún
gobierno ha acatado su mandato de destinar por lo menos el 4% del Producto
Interno Bruto o el 16% del presupuesto nacional a la inversión educativa.

• La Ley 166-03 dispone un 10% a los ingresos ordinarios del gobierno central
para los ayuntamientos. Hasta ahora solamente se ha transferido el 6%.

• Se violan constantemente las leyes orgánicas de las Fuerzas Armadas y la Policía
Nacional, cuya oficialidad sigue siendo manejada arbitrariamente, con retiros y
reintegraciones ilegales.

• La Ley Orgánica de las Secretarías de Estado No.4378 de 1956, se viola cons-
tantemente cuando se designan secretarios y subsecretarios de Estado no con-
templados en la estructura marcada por la ley.

• Otras leyes que se cumplen parcialmente o no se cumplen son: las leyes de pre-
supuesto, de concursos para obras y compras del Estado, de aprovisionamien-
to, de crédito público, la electoral, la de electricidad, la de capitalización de
empresas estatales, la 6232 de planeamiento urbano, la 346-98 sobre edifica-
ciones, la que establece la declaración jurada de bienes, entre otras.

• La ley que creó el Sistema Dominicano de Seguridad Social violó todos los pla-
zos de aplicacicón y aún se implementa parcialmente.

• La Constitución es violada cada vez que el Ejecutivo envía al Congreso el pro-

yecto de Ley de Presupuesto y Gasto Público fuera de la segunda legislatura
ordinaria, así como cada vez que dispone la reasignación de fondos original-
mente destinados a una dependencia estatal para otra (por ejemplo, de Agricul-
tura para Obras Públicas, etc).

• Se viola la Constitución de la República cada vez que estamentos militares o
policiales enjuician los actos criminales cometidos por los miembros de dichas
instituciones y cada vez que un funcionario desacata una orden judicial por el
simple hecho de no estar de acuerdo con la misma.

• No se da cumplimiento a la Ley de Carrera Judicial cuando se designan jueces
en la Suprema Corte de Justicia que no provienen de las Cortes de Apelación
que, de acuerdo con el sistema de escalafón que rige la Carrera Judicial, son los
que deben acceder a cubrir las vacantes que se presenten en el Tribunal
Supremo.

• Se viola el Estatuto del Ministerio Público que dispone que los fiscales deberí-
an percibir salarios por un monto igual al de los jueces en los rangos equiva-
lentes, y esto no se cumple. También se viola el Estatuto del Ministerio Público
de manera recurrente, así como la Constitución de la República, cada vez que
un fiscal, que se presume no tiene militancia partidaria ni es activista político
por obvias razones, se presenta como candidato a un cargo electivo en las elec-
ciones de medio término, sin previamente haber presentado renuncia de su
cargo o participa activamente en la política promoviendo un candidato. 

• Se viola el Reglamento de la Carrera del Ministerio Público cada vez que se
designa un fiscal sin la celebración de concurso y sin agotar el proceso de capa-
citación previsto en este instrumento legal.

En general la vida diaria de las y los dominicanos está llena de violaciones de los
espacios públicos, del irrespeto a las normas de tránsito, del “macuteo” en algunas
oficinas públicas, de la apropiación privada de bienes públicos... Y no sucede nada.



corrupción han sido condenados, aunque a

penas relativamente leves. Según Participa-

ción Ciudadana, los poderosos difícilmente

sufren los rigores que acompañan la suerte

de los más débiles; aún cuando lleguen a ser

juzgados, “los autores de actos de corrup-

ción saben que la administración de justicia

es débil y en muchas ocasiones flexible, por

lo que se preparan para resistir y enfrentar el

debate de sus casos en los medios de comu-

nicación, que es donde mayor beligerancia

se observa”25.

La seguridad ciudadana 
y la victimización 
No hay mucha información disponible

sobre la situación de la seguridad ciudadana.

La Encuesta de Cultura Política estableció

que el porcentaje de personas que se siente

menos segura ha aumentado en los últimos

años. En 1994, el 42% de la población se sen-

tía menos segura, ya sea estando en la casa o

fuera de la casa; sin embargo, ese porcenta-

je se elevó a 79% en 2006. La cantidad de

personas que ha sido víctima de delincuen-

cia se duplicó entre 2004 y 2006, pasando de

8.7% a 16.2%.  En la zona Metropolitana ese

porcentaje subió del 14.3% al 23.2%. 

La encuesta ENHOGAR 2006 estableció

que la delincuencia era el segundo proble-

ma nacional, habiendo sido identificado por

el 48.3% de los jefes de hogar, después del

desempleo (51.6%). 

Percepciones ciudadanas 
sobre la justicia
Según datos de 2003 del Centro de Inves-

tigaciones y Estudios Sociales (CIES), el 78.7%

de los dominicanos considera que no hay

igualdad en la aplicación de la ley. Esta percep-

ción ha sido confirmada por el informe “La

Democracia en América Latina”, realizado por

el PNUD en 2004, según el cual sólo el 22% de

los dominicanos considera que los pobres

hacen valer sus derechos en la justicia. 
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Recuadro III. 2 La corrupción de la Policía Nacional

Uno de los hechos más notorios que muestra el nivel de corrupción al interior de la Policía
Nacional es el escándalo suscitado por el uso masivo de vehículos robados que, una vez recupera-
dos por los “agentes del orden” no eran devueltos a sus propietarios, sino que se destinaban al uso
privado de los propios oficiales, así como de familiares, esposas y relacionados. Un total de 59 ofi-
ciales de elevado rango, incluido el entonces Jefe de la Policía, estuvieron directamente involucra-
dos en el controvertido proceso judicial que, con motivo de esta bochornosa práctica, se inició en
octubre de 2004.

El informe, elaborado por la Secretaría de Interior y Policía, concluyó que el uso de vehículos roba-
dos por miembros de la Policía Nacional constituye una vieja práctica en la institución. Este hecho
evidencia que las actuaciones de la Policía Nacional, que está llamada a preservar el orden públi-
co, muchas veces propician el desorden institucional y la inseguridad e impotencia de la ciudada-
nía, la cual se siente no sólo desamparada frente al crimen, sino amenazada por aquellos que
están llamados a combatirlo.

Dos cosas agravan el hecho del uso de los vehículos: a) que los altos oficiales procesados fueron
beneficiados con una sentencia firme del 30 de agosto de 2007, la cual confirmó el descargo que
había pronunciado la octava sala del Juzgado de Primera Instancia, en razón de que, si bien se tra-
taba de una práctica moralmente censurable, la misma no encajaba en los tipos penales por los
que fueron procesados; y b) varios de los altos mandos policiales procesados han sido reintegra-
dos activamente a sus funciones.

El país debe aprovechar la inminente aprobación de un nuevo Código Penal para establecer como
delito consistente el uso y aprovechamiento de bienes producto de una infracción, tal y como se
establece en los países en donde existe un estado de derecho.

La percepción negativa de la ciudadanía
se ha incrementado con el auge de la crimi-
nalidad y la delincuencia, llegando a cuestio-
narse la efectividad misma del sistema de
justicia para combatir la criminalidad (Re-
cuadro III.2). Más recientemente, en la En-
cuesta de Cultura Política de 2006, se con-
cluye que: “En general, los datos de LAPOP
2006 muestran un mejoramiento en la eva-
luación de todas las instituciones políticas
del país con excepción de la justicia”26.

Según el mismo estudio, entre 2004 y
2006 se produjo una preocupante disminu-
ción en la percepción de la ciudadanía sobre
la capacidad del sistema de justicia de res-
ponder al problema de la criminalidad.
Mientras en 2004 el 51.1% de la ciudadanía
decía tener confianza en la justicia, en 2006
sólo el 41.1% la tiene, para una disminución
de 10 puntos porcentuales en el nivel de la
confianza. Probablemente, como resultado
directo de esta pérdida de confianza en la
justicia, se ha producido un aumento pro-

El 78.7 % de la 
ciudadanía considera
que no hay igualdad
ante la ley



porcional de las personas que consideran

permisible actuar al margen de la ley para

capturar delincuentes en el mismo período.

Frente a un 23% que apoyaba las actuaciones

al margen de la ley en 2004, hay un 41% en

2006, para una virtual duplicación de la

cifra27.

III.5.1 La reforma de la justicia: una
respuesta

A raíz del fraude electoral de 1994, las

distintas fuerzas políticas acordaron produ-

cir una reforma constitucional que estable-

ciera las líneas maestras28 para la moderniza-

ción del sistema de justicia, que empezó a

implementarse en  1997. 

Los ejes de esa reforma eran tres:

Primero, la producción de leyes. Bajo la

coordinación del Comisionado de Apoyo a la

Reforma y Modernización de la Justicia se

instituyeron por decreto del Ejecutivo una

serie de comisiones para producir propues-

tas de reforma a los códigos legales más

importantes del país: el Código Civil, el Có-

digo de Procedimiento Civil, el Código de

Comercio, el Código Penal, el de Pro-

cedimiento Penal y el Proyecto de Estatuto

del Ministerio Público. Esto dio lugar a una

producción de leyes, con la creencia de que

el cambio de éstas era suficiente para que se

produjeran las demás transformaciones que

se necesitaban. 

Segundo, la recomposición de los órga-

nos del Poder Judicial. Cambiaron los inte-

grantes de la Suprema Corte de Justicia y se

designaron nuevos jueces y juezas en cada

una de las distintas instancias y jerarquías, en

el marco de un ejercicio de transparencia29.

Tercero, la remodelación de la infraes-

tructura física y la informatización del sis-

tema. 
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Recuadro III. 3 La seguridad ciudadana y la victimización

Algunos indicadores pueden dar idea de la magnitud de este problema a nivel
nacional:

Atraco a las personas. El 6.4% de las personas de 12 años o más había sido
víctima de atraco en algún momento en los últimos 5 años. Este porcentaje sube
a 14.3%  en la ciudad de Santo Domingo, pero es un 7% en los últimos 12
meses.   

Robos sin haberse dado cuenta. El 5.9% de las personas de 12 años o más
en los últimos 5 años y 2.7% en los últimos 12 meses ha sido víctima de estos
robos. En la ciudad de Santo Domingo es 10.6% y 4.7%, respectivamente.

Robos de vehículos. El 7.4% de los hogares con vehículos ha sido víctima de
robo en los 5 años anteriores y 10.7% en la ciudad de Santo Domingo.

Robos de partes de vehículos o de pertenencia dejadas en los vehí-
culos. El 9.5% de los hogares con vehículo fue víctima de estos robos en los últi-
mos 5 años y el 20.2% en Santo Domingo. En los últimos 12 meses la inciden-
cia de estos delitos es de 4.3% y 9.1%, respectivamente.

Delincuencia contra la vivienda. El 7.1% de los hogares del país ha sido
víctima de intento de robo y el 10.9% de las viviendas en Santo Domingo en los
últimos 5 años.

Fraudes y engaños de las empresas. En los últimos 3 meses al momento
de realizar la encuesta, el 8.6% de los ciudadanos de 12 años o más ha sido víc-
tima de engaños en el peso, la cantidad,  la calidad, en la adquisición de bienes
y servicios, tanto de parte de las empresas como de las personas que prestan los

servicios. Ese porcentaje sube a 14.3%. Este tipo de fraude se produce funda-
mentalmente en la compra de productos alimenticios (62%), compra y repara-
ción de electrodomésticos (16%), adquisición de prendas de vestir (15.1%),
entre otros. 

Es interesante observar que el nivel de denuncia a la Policía Nacional es relativa-
mente bajo, a excepción del robo de vehículos. En efecto, el 74.1% de las vícti-
mas de robo de vehículos los denunció, en los demás delitos está por debajo del
30%. La razón principal por la cual no se denuncia es porque la población cree
que la Policía no hará nada, por incapacidad o porque puede ser cómplice.     

La situación del Distrito Nacional

Según el Observatorio Ciudadano del Distrito Nacional: 

• El 47.7% de la población de la capital ha sido víctima de hechos delictivos, el
40.7% en una sola ocasión por un solo tipo de hecho delictivo, el 7% en más
de una ocasión o por diferentes hechos delictivos.

• El bajo nivel de denuncia de los casos de violación (33%), asaltos (42%), vio-
lencia intrafamiliar (45%)

• La alta incidencia de casos de asalto (se estima en cerca de 200 casos diarios
en toda la ciudad).

• El 52% de los asaltos se produce con armas de fuego, de los que el 77% son
en la vía pública.

Fuente: LAPOP 2006, ENHOGAR 2006 y Observatorio Ciudadano del Distrito Nacional http://adn.gov.do/documents/Observatorio_Ciudadano/Encuesta_de_victimizacion1.pdf



Desafortunadamente, los cambios en el

Poder Judicial no han tenido correlación en

otras instituciones que, sobre todo en mate-

ria penal, resultan fundamentales para que el

proceso asuma el carácter integral que

demanda: el Ministerio Público y la Policía

Nacional (Recuadro III.3). Pese a que desde

2003 existe la Ley 78-03 sobre el Estatuto del

Ministerio Público y a pesar de la puesta en

marcha la Escuela Nacional del Ministerio

Público, de donde ha egresado la primera

promoción de fiscales de carrera, el ritmo del

proceso de reforma en este órgano en com-

paración con el Poder Judicial sigue siendo

desigual.

III.5.2 Independencia judicial 
y equidad

El acceso y la equidad son requisitos

fundamentales de la justicia. Cuando el

imperio de la ley es sustituido por la volun-

tad y los intereses de determinado grupo,

sector o individuo, la arbitrariedad pasa a

ocupar el lugar de la equidad. Para evitar

esta desnaturalización del sistema se ha

insistido en la necesidad de buscar mecanis-

mos que garanticen la independencia de los

operadores del sistema de justicia.   

Ministerio Público
El hecho de que el Ministerio Público

dependa orgánica y funcionalmente del

Poder Ejecutivo debilita su independencia.

Esta situación sólo se puede resolver univer-

salizando un sistema especial de Carrera del

Ministerio Público, que ofrezca un marco

institucional de garantía de sus funcionarios

frente a las arbitrariedades del Ejecutivo, ya

que mientras la permanencia en el cargo

dependa de la voluntad discrecional del pre-

sidente de turno, la actuación del fiscal esta-

rá sometida a su voluntad. Esto afecta las

atribuciones que la constitución y las leyes

confieren a este órgano, brazo de la Justicia

bajo el nuevo Código Procesal Penal. 

Aunque la creación de la Escuela del

Ministerio Público representa un importante
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Mapa III.3 Jueces por 10,000 habitantes, 2007
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esfuerzo para generar institucionalidad en el

ministerio público, no deja de ser preocu-

pante que, a más de cuatro años de estable-

cerse la ley que la instituye, sólo se haya con-

vocado un concurso público para la designa-

ción de la primera y única promoción de fis-

cales de carrera con que cuenta el país30.

Esto evidencia una falta de voluntad

política para garantizar la independencia

funcional de los representantes de los inte-

reses de la sociedad y del Estado ante el sis-

tema de justicia. 

Poder Judicial 
La reforma constitucional de 1994 sus-

trajo del Senado la competencia para la

designación de las judicaturas, pasando esta

facultad a la Suprema Corte de Justicia. El

propósito consistía en evitar que la política

partidaria tuviera el control sobre la designa-

ción y la actuación de las y los jueces. Adicio-

nalmente, se estableció el principio de auto-

nomía presupuestaria y administrativa, se

conformó el Consejo Nacional de la Ma-

gistratura y se estableció la inamovilidad y el

sistema de carrera judicial para garantizar la

independencia de este poder del Estado. 

El problema de la independencia judicial

ha sido analizado desde dos perspectivas:

a) Por un lado, la denominada indepen-

dencia horizontal, referida a la autonomía que

respecto de los demás poderes del Estado

debe tener el judicial en la toma de las deci-

siones propias de su ámbito de atribuciones. 

b) La independencia vertical, que se

refiere a la autonomía con que cada juez

asume sus decisiones en relación con las ins-

tancias jerárquicamente superiores. 

Tanto la composición eminentemente

política del Consejo Nacional de la Magis-

tratura como la alta concentración de fun-

ciones por parte de la Suprema Corte de

Justicia constituyen una permanente amena-

za contra la independencia judicial31.

El Consejo designa a los jueces de la

Suprema Corte de Justicia, pero, por como

está integrado, puede, a lo sumo, tratar de

que exista un cierto equilibrio en el control

político de la Suprema Corte. Pero ni siquie-

ra esto está debidamente garantizado. 

La Corte Suprema de Justicia, además

de ostentar la máxima autoridad jurisdiccio-

nal en la estructura del Poder Judicial, tiene

facultades en materia disciplinaria, así como

en lo relativo al sistema de carrera y a la

administración del régimen de escalafones,

ascensos, traslados y remociones. También

administra el presupuesto del Poder Judicial,

así como la política salarial, entre otras

importantes funciones propias de la admi-

nistración y el gobierno judicial que en otros

países corresponden a un Consejo Judicial o

Consejo General del Poder Judicial. Estas

atribuciones la convierten en un ente con un

gran potencial condicionante de la actividad

del juez y genera un desequilibrio que afec-

ta la independencia. 

La efectividad del Poder Judicial 
Actualmente hay 618 jueces y 448 tribu-

nales en todo el territorio nacional. Se

puede afirmar que en el país existen jueces

en cantidad suficiente para responder las

demandas del sistema. El problema es la

inadecuada distribución de dichos funciona-

rios con un criterio estrictamente territorial,

que exige una redefinición urgente. 

En efecto, la distribución de jueces por

habitantes indica que provincias como Santo

Domingo, La Romana, Valverde y Espaillat

tienen un 25% menos que el promedio

nacional (0.76 por cada 10,000 habitantes).

Sin embargo, provincias con menos pobla-

ción como Pedernales, Montecristi, Inde-

pendencia y Barahona tienen más de 2 por

cada 10,000 habitantes (Mapa III.3). Según

informaciones del departamento de esta-

dísticas de la Suprema Corte de Justicia, al

sistema judicial ingresaron en el año 2006 un
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Hay un gran 
desequilibrio provincial
en la cantidad de casos

por jueces



total de 114,542 casos. Cuando esta cantidad

es dividida por la cantidad de jueces (618)

en funciones, se observa que a cada juez le

correspondería manejar en promedio unos

185 casos en un año. Si esta cantidad de

casos es dividida entre 12, tenemos que cada

juez manejaría en promedio 15.4 casos por

mes, lo cual es razonable32.

La distribución territorial no responde a

criterios de eficiencia, lo cual conlleva una

desproporción en la carga de trabajo entre

un juez y otro, dependiendo exclusivamente

de dónde desempeña sus funciones. Según

información de la Dirección de Políticas Pú-

blicas de la Suprema Corte de Justicia para el

período 2001-2005, el 62% de los juzgados

de paz ordinarios recibe menos de 10 expe-

dientes al mes en promedio, lo que equivale

a menos de un expediente cada dos días. El

costo promedio anual de mantenimiento de

un Juzgado de Paz es de 2.7 millones de pe-

sos. Análisis similares llevan a concluir que

cerca del 13% del presupuesto anual del

Poder Judicial se invierte en procesar expe-

dientes de juzgados de paz que conocen

menos de 20 casos al año. 

III.5.3 Empoderamiento, acceso 
a la justicia y resolución 
alternativa de disputas 

El empoderamiento en justicia conlleva

la apropiación de la ley y de la reforma del

sistema de administración de justicia como

herramientas para incrementar el control y

las oportunidades de desarrollo de las per-

sonas pobres, a través de una estrategia que

combine educación y acción. 

El empoderamiento implica la  alfabeti-

zación legal y judicial, que no es lo mismo

que educar en estado de derecho, aún cuan-

do pueda haber coincidencia en ambos.

Promover el estado de derecho se circuns-

cribe a mejorar la organización, la capacita-

ción y la información judicial mediante refor-

mas institucionales, legales y culturales. El
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interés es mejorar la oferta en cantidad y cali-

dad del servicio público de justicia, “…lo

cual no mejora la cultura de utilización de

este servicio por parte de los usuarios y

menos en el uso que pueden hacer de tales

servicios las personas pobres o los grupos en

desventaja. La reforma judicial y la promo-

ción del estado de derecho se han orientado

a mejorar la democracia de las instituciones,

el empoderamiento legal se dirige a consti-

tuir o impulsar la democracia de los dere-

chos. De esta forma el empoderamiento

legal establece puentes entre las iniciativas

de mejoramiento de la oferta judicial con

programas de desarrollo humano y de

reducción de la pobreza”33.

Desde la perspectiva planteada, el

empoderamiento ciudadano en materia de

reforma judicial ha de enfocarse en dos obje-

tivos estratégicos: 

• El acceso a la justicia. Esto requiere que el

Estado preste servicios que lo garanticen:

existencia de tribunales, asistencia legal

gratuita para representar en justicia a las

personas más pobres y excluidas, una

política de información ciudadana sobre

el uso de los medios de garantía de los

derechos fundamentales, etc.

• El uso de métodos alternativos de resolu-

ción de disputas como la conciliación, la

mediación y el arbitraje, cuando éstas

sean apropiadas34.

Sobre el primero, los obstáculos princi-

pales para acceder al sistema son: 

a) Los altos costos de los procesos judi-

ciales35.

b) La falta de información sobre los

derechos fundamentales y sobre los meca-

nismos para reclamar su eficacia.

c) Corrupción e ineficiencia judicial que

genera desconfianza. 

d) Ritualismo excesivo en la tramitación

El empoderamiento
implica no sólo 
disponer de leyes,
sino que las personas
se apropien de ellas



de los procesos, que los hace innecesaria-

mente complejos. 

e) Falta de condiciones físicas y de servi-

cios básicos para garantizar el acceso físico a

personas con discapacidades físicas o a inmi-

grantes que no dominan el idioma y no

entienden ni pueden hacerse entender en

castellano. 

Los métodos alternativos de resolución

de disputas también mejoran el empodera-

miento. Se desarrollaron a partir de los años

60, fundamentalmente en el ámbito local o

comunitario, como parte del movimiento o

modelo de la resolución alternativa de dispu-

tas. Las técnicas principales son la concilia-

ción, la mediación y el arbitraje. Con estos

mecanismos las partes involucradas en los

conflictos juegan un papel decisivo en su

solución, lo cual hace que se desarrollen téc-

nicas y habilidades que potencian su com-

promiso y conciencia ciudadana. 

En resumen
El acceso equitativo a la justicia es uno

de los componentes del bienestar de las per-

sonas. Lamentablemente, en la sociedad

dominicana la cultura política partidista se

ha construido sobre la “ley del tigueraje”,

que justifica las ilegalidades con el argumen-

to de que otros hicieron lo mismo. Ello

reproduce un orden de impunidades y com-

plicidades. 

Una de las debilidades que persiste en el

sistema es la distribución territorial de jue-

ces, que genera grandes desequilibrios.

Además, la población tiene una percepción

negativa sobre el desempeño de la justicia,

según encuestas.

La reforma del sector en República Do-

minicana se ha centrado en aspectos propios

del marco normativo o de los actores institu-

cionales del sistema, lo cual es importante

pero no suficiente para el enfoque de des-

arrollo humano que demanda un empodera-
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miento judicial, que no es lo mismo que

educar en estado de derecho. Lo primero se

dirige a constituir o impulsar la democracia

de los derechos y lo segundo, se refiere al

interés por mejorar la oferta en cantidad y

calidad del servicio público de justicia. El

acceso a ésta encuentra numerosos obstácu-

los, como costos económicos, falta de infor-

mación sobre derechos y mecanismos,

corrupción e ineficiencia, ritualismo e inade-

cuadas condiciones físicas de acceso. 

Ante la necesidad urgente de propiciar

el empoderamiento en justicia de la ciudada-

nía, el uso de métodos alternativos para la

solución de conflictos, como conciliación,

mediación y arbitraje, es una forma de lo-

grarlo siempre que esta práctica no vulnere

la seguridad de las partes. 

III.6 Descentralización a
la “brigandina” 

La descentralización es una forma de

hacer la política y de ejercer la democracia

redistribuyendo el poder. En República Do-

minicana, el proceso de descentralización no

ha sido el resultado de un proceso articula-

do y de un proyecto nacional, sino el efecto

de un conjunto de circunstancias. Esto ha

impedido que el liderazgo político local

oriente el ejercicio de sus mandatos hacia

una participación real de la población en la

toma de decisiones, porque ello no es parte

de la cultura política general del país. 

Sin dejar de reconocer los esfuerzos de

varias ONG, como la Fundación Solidaridad

de Villa González, en general, los avances en

esta materia han sido el resultado de tres

hechos: 

a) La reforma constitucional de 1994,

después de una crisis política electoral que

lleva a un acuerdo entre los partidos de se-

parar las elecciones presidenciales de las

congresuales y municipales. 

b) Las transferencias de recursos a los



municipios, pero sin la adecuación de las
competencias; en particular la Ley 17 de 1997,
que aumenta las transferencias del gobierno
central al 4% de los ingresos ordinarios. 

c) El esfuerzo de un conjunto de orga-
nismos internacionales y multilaterales, tales
como el Banco Interamericano de Desarro-
llo (BID), el Banco Mundial (BM), la Agencia
de Cooperación Alemana (GTZ), el Progra-
ma de las Naciones Unidas para el Desarrollo
(PNUD), la Agencia Española de Coopera-
ción Internacional (AECI), entre otras.  

El gobierno municipal: ¿Participa
la población dominicana en los 
espacios locales?
La población dominicana participa en

los espacios locales y tiene una tasa de parti-
cipación relativamente elevada comparada
con otros países de América Latina.

La LAPOP 2006 midió la participación en
el gobierno local y constató que un 22.9% de
la población ha asistido a una reunión muni-
cipal en el último año, siendo este porcenta-
je el  más alto de 15 países para los cuales se
hace esta encuesta. Sin embargo, un porcen-
taje menor de la población (15.8%) presentó
una petición al gobierno local en el último
año, colocando al país en la posición media
de los 15 países. Es decir, los dominicanos y
dominicanas son quienes más participan en
comparación con la población de otros paí-
ses de la región, pero son más tímidos para
presentar una petición (Cuadro III.5). 

Las personas que residen  en las zonas
rurales son más propensas (20.6%) a some-
ter peticiones a las autoridades municipales
que quienes residen en las zonas urbanas
(13.8%), sin que hubiera diferencias signifi-
cativas en la asistencia a las reuniones por
zona de residencia: 20.3% urbano y 22.5%
rural. 

Por sexo, los hombres asisten más
(25%) que las mujeres (20.9%) a las reunio-
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Cuadro III.5 
¿Hasta que punto cree usted que los funcionarios 
hacen caso a lo que pide la gente en estas reuniones
municipales?, 2006

Respuestas Si hicieron peticiones (%) No hicieron peticiones (%)

Fuente: LAPOP 2006. p. 114

Nada 15.5 27.4

Poco 23.7 26.9

Algo 33.6 34.5

Mucho 27.2 11.2

nes municipales y no hay diferencias en la
presentación de peticiones (16.4% hombres
y 15.3% mujeres).

¿Qué piensan las y los dominicanos acer-
ca de la utilidad de asistencia a las reuniones
municipales? Los resultados de la encuesta
“Cultura política” reflejan que el 49% consi-
dera que los funcionarios le hacen algo de
caso (34%) o mucho caso (15%) a lo que
pide la gente. 

¿A dónde acude la población para
resolver un problema?
Es interesante observar que en las rela-

ciones entre la comunidad y el Estado, la
población acude mayormente a las autorida-
des municipales para resolver problemas
personales o comunitarios que no pueden
resolver por sí mismos. El 13.6% de los
encuestados acude a las autoridades munici-
pales, el 10.2% a un diputado y el 7.1% a una
institución pública, siendo más intensa esa
solicitud en las zonas urbanas que rurales36

(Cuadro III.6). 

III.7 El municipio: unidad básica
Constitucionalmente sólo existen dos

niveles de gobierno en República Dominica-
na: el nivel central y el nivel municipal. Las
otras demarcaciones son subdivisiones del
nivel central o de los municipios, incluyendo
las provincias, los distritos municipales, las
secciones y los parajes (Recuadro III.4).



El órgano de gobierno de los municipios

son los ayuntamientos, que se definen como

la “entidad política administrativa básica del

Estado dominicano, asentada en un territo-

rio determinado, con personalidad jurídica

descentralizada, que goza de autonomía

política, fiscal, administrativa y funcional,

gestora de los intereses propios de la colec-

tividad local, con patrimonio propio y con

capacidad para realizar todos los actos jurídi-

cos que fueren necesarios y útiles para

garantizar el desarrollo sostenible de sus

habitantes y el cumplimiento de sus fines en

la forma y con las condiciones que la

Constitución y las Leyes lo determinen”37.

En la medida en que el nivel básico de

gobierno es el ayuntamiento asentado en el

municipio, la descentralización debe orien-
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Provincia
Unidad político-administrativa inmediatamente inferior al gobierno central. Su
autoridad es el gobernador, nombrado por el presidente de la República, y sus fun-
ciones son fundamentalmente de representación y coordinación. 

Municipio El territorio municipal es el espacio geográfico determinado por la ley de creación
de municipios, dentro del cual el ayuntamiento ejerce sus atribuciones. 

Distrito
Municipal

Demarcación territorial perfectamente diferenciada, que comparte derechos o
condiciones socioeconómicas similares y está bajo la coordinación superior del
municipio al que pertenece. El distrito municipal estará a cargo de un director y
de una junta municipal integrada por 3 vocales. La nueva Ley 176-07 establece que
la elección de sus gobernantes se hará democráticamente.

Sección
Demarcación inmediatamente inferior al distrito municipal. Su autoridad, el
alcalde pedáneo, es nombrada por la sindicatura del ayuntamiento al que
pertenece.

Paraje Demarcación inmediatamente inferior a las secciones. Su autoridad es un ayu-
dante del alcalde pedáneo.

Recuadro III.4 Organización política del territorio

Fuente: ODH/PNUD

tarse a crear municipalidades auténticamen-

te autónomas, democráticas, eficientes, fun-

cionales y que rindan cuentas. Para ello es

necesario un marco institucional que logre

incrementar -por la vía de la descentraliza-

ción- las cuotas de poder, las responsabilida-

des, los recursos, las competencias y las

capacidades de gestión  y administración de

servicios en los gobiernos locales38.

Por otra parte, se requieren controles y

garantías para la sociedad frente a la arbitra-

riedad. De no satisfacerse estas condiciones,

se fortalecería la desigualdad en el ejercicio

de derechos, el clientelismo, el caciquismo y

el “sindiquismo”, que robustecen una suerte

de despotismo local, en el que los costos de

la arbitrariedad y la atomización territorial

harían más difícil avanzar en la aspiración

democrática de la gente. 

Este riesgo justifica la necesidad de: 

• Un  poder centralizado fuerte, institucio-

nalizado, omnipresente, garante de dere-

chos, que entienda la descentralización

como un compromiso de empodera-

miento de la sociedad y de desarrollo

humano, más allá de la racionalidad

administrativa. 

• Una cultura política en donde la descen-

tralización sea parte integral del accionar

de los partidos y de toda la sociedad

organizada. 

• Una cultura municipal que despegue a

los municipios de su condición de clien-

tes y los haga pensarse como entes res-

Cuadro III.6 Pedidos a las y los funcionarios del gobierno para resolver problemas
locales por zona de residencia, 2006

Clasificación Institución pública (%) Diputado (%) Autoridad local (%)

Fuente: LAPOP 2006

Rural 7.8 12.2 18.3

Urbana 6.8 9.4 11.7

Total 7.1 10.2 13.6



ponsables frente a su ciudadanía y con
perspectivas de largo plazo. 

Estos requisitos pueden ser ideales,
pero son todos indispensables y en la base
de este concepto está la cuestión de la cultu-
ra ciudadana, el capital social y la iniciativa
democrática de cada uno los miembros de la
sociedad. 

Este orden de inquietudes y necesidades
presenta un panorama de análisis y dimensio-
nes39 que debe fortalecer el municipio: 

• El marco legal de competencias y atribu-
ciones de los ayuntamientos.

• La capacidad financiera de los ayunta-
mientos. 

• Capacidades administrativas, organizacio-
nales y gerenciales de los ayuntamientos. 

• Relaciones entre las diversas instancias de
la administración pública a nivel nacional. 

• Formación de mancomunidades. 

En lo que sigue se abordarán con más
profundidad cada una de estas dimensiones,
pero iniciaremos destacando las característi-
cas de los municipios como hecho empírico. 

III.7.1 Las características de
los municipios 

A marzo de 2007 había 154 municipios y
226 distritos municipales; es decir, 380 enti-
dades que en la práctica se manejan como
unidades administrativas independientes. El
municipio cubre todo el territorio, incluyen-
do la zona urbana y la rural, ya que el límite
geográfico de uno termina dónde comienza
el siguiente (Anexo III.1).

El número de municipios ha crecido
vertiginosamente. En los últimos 45 años se
han creado 77. El período de mayor número
de aprobaciones fue entre 1994 y marzo de
2007, cuando el Congreso aprobó 47, lo que
representa el 61% de los creados en los últi-
mos 45 años. (Anexo III.2)
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Cuadro III.7
Tamaño de los municipios y distritos municipales
según  población, 2002

Cantidad de
habitantes

Porcentaje de 
población por cuartilesTamaño Población

Fuente: ODH/PNUD  en base a Censo 2002 

Promedio 38,056

Mínimo 1,263

Hasta  25% 7,272 3.1 262,035 

Hasta  50% 13,310 6.5 555,755 

Hasta 75% 25,685 11.5 985,344 

Hasta 100% 913,540 78.9 6,759,407 

Total 100.0 8,562,541 

El total de municipios y distritos munici-
pales casi se ha triplicado en la última déca-
da, y los distritos municipales se han multi-
plicado por 4.5 veces entre 1997 y marzo de
2007 (Gráfico III.1).

Tamaño de los municipios
Al momento de realizarse el Censo 2002

había 225 municipios y distritos municipales
registrados (Anexo III.3), los cuales tenían
una población promedio de 38 mil habitan-
tes (Cuadro III.7). 

El 15% de estas demarcaciones tiene
menos de 5 mil personas, con una población
promedio de 3.6 mil habitantes y una densi-
dad de 28 por km2.

El Distrito Nacional y tres municipios
(Santo Domingo Este, Santiago y Santo Do-
mingo Norte) concentran el 31% de la pobla-
ción. Estas cifras revelan una elevada concen-
tración de la población en la capital, que
registra un índice de Gini de la población por
municipios de 0.689, un 30% más concentra-
do que el ingreso.

Concentración en el municipio 
cabecera
La población tiende a concentrarse en

los municipios cabecera. Esto ocurre en 22
de los 32 municipios cabecera, donde reside
más del 50% de los habitantes de cada pro-
vincia. En algunos casos, los municipios



cabecera, como Higüey y La Romana, con-

centran más del 90%, mientras que en Baní,

El Seibo, Santiago, Bonao, Cotuí, Moca, San

Pedro de Macorís y Hato Mayor es superior

al 70% (Anexo III.4).

En síntesis, la dispersión de 380 entida-

des administrativas en 48 mil km2 y la alta

concentración de la población en los muni-

cipios cabecera de algunas provincias dificul-

tan la eficiencia de los ayuntamientos en el

cumplimiento de sus competencias. 

Creación de municipios en 
la nueva ley
La Ley 3455 de Organización Municipal,

de 1952, era ambigua en cuanto a  la crea-

ción de municipios. El artículo 2 indicaba

que la supresión, creación o consolidación

de los municipios sería dispuesta por ley y el

único requisito era un estudio que mostrara

la conveniencia social, económica y política

que justificara el cambio. 

La Ley 176-07, de julio de 2007, estable-

ce nuevos criterios para la creación de muni-

cipios y distritos municipales, de los cuales

los más importantes son: 

• Para crear un municipio, se requiere que

tanto el nuevo como el que se segrega

tengan una población superior a 15,000

habitantes, que disponga de ingresos

propios de manera constante superior al

10% del presupuesto de ingreso munici-

pal y que disponga de infraestructura físi-

ca y condiciones sociales básicas para su

viabilidad. Asimismo, deberá realizarse

mediante encuesta, una consulta en las

comunidades afectadas para conocer su

posición sobre la medida40.

• Para crear un distrito municipal éste debe

contar con una población de 10 mil per-

sonas o más, que generen al menos el

10% de los recursos que le serán transfe-

ridos por ley y que el territorio tenga

identidad natural, social, económica y

cultura41.

En conclusión, parece que con la nueva

ley se le pone un freno a la creación desbo-

cada de municipios y distritos municipales.
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La Ley 176-07 hace
más difícil la creación 

de municipios

Gráfico III.1 Municipios y distritos municipales, 1995-2007

Fuente: Liga Municipal Dominicana
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III.8 Marco legal y competencias

De la división política-administrativa del
país, solamente los ayuntamientos tienen un
marco de competencias taxativamente esta-
blecido. La provincia no es una instancia
intermedia para el ejercicio del poder des-
centralizado, sino simplemente una demar-
cación geográfica y poblacional. 

Según la Constitución dominicana, en
su artículo 83, los ayuntamientos y los síndi-
cos son independientes en el ejercicio de
sus funciones, con las restricciones y limita-
ciones que establecen la Constitución y las
leyes. El ejercicio de esa independencia, así
como las atribuciones de los ayuntamientos
para controlar el uso de suelo, el ornato, los
servicios, la administración del personal y las
competencias fueron consignados en diver-
sas leyes, muchas de las cuales quedaron
modificadas con  la Ley 176-07. 

III.8.1 Marco de competencias
Determinar las competencias de los

municipios no es tarea sencilla, pues hay
determinadas funciones públicas que no
pueden ser descentralizadas por razones de
eficiencia o de mantenimiento de una políti-
ca unitaria nacional. Proyectos de inversión
de gran volumen o cuyo impacto rebasa los
límites geográficos de los gobiernos locales,
tienen que realizarse de forma centralizada.
Las políticas de servicios sociales deben tam-
bién definirse a nivel nacional para garanti-
zar la igualdad en el acceso a las oportunida-
des, aunque la prestación directa del servicio
puede potenciarse si se descentraliza.

El municipio dominicano carecía de un
claro marco de competencias. La Ley
Orgánica Municipal, que rigió durante los
últimos 55 años, era la más vieja de toda
América Latina y el Caribe, después de la de
Uruguay que data de 193542. Fueron muchas
las competencias que poco a poco pasaron a
ser asumidas por el gobierno central, sin que
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la población, los poderes locales y los parti-

dos políticos hayan expresado su disconfor-

midad con esa situación. 

La antigua ley de municipios fue comple-

mentada con la Ley 3456 que regía el Distrito

Nacional, estableciendo que al ser sede del

gobierno central tenía un estatuto especial y

a diferencia de las provincias sólo tenía un

municipio hasta 2001. Ambas leyes fueron

derogadas con la recién aprobada Ley 176-07. 

Las funciones de los síndicos y las síndi-

cas, consignadas por la vieja ley, le permitían

jugar un papel activo como líder de la comu-

nidad y había la suficiente flexibilidad institu-

cional para incorporar a la población a las

actividades del municipio. Sin embargo,

varios factores limitaban esas posibilidades:

• La cultura política partidista sustentada

en el clientelismo.

• Las relaciones entre partidos y el ejercicio

del poder a nivel local que hacen casi

imposible avanzar a un acuerdo mínimo a

largo plazo.

• Las ambigüedades del marco de compe-

tencias entre el municipio y el gobierno

central.  

La práctica ha demostrado que las  gestio-

nes municipales exitosas43 se han producido

donde se han respetado ciertas condiciones:

Primero, la existencia de un liderazgo

que integre a la población, en forma partici-

pativa, a los procesos de decisión y gestión.

Segundo, la continuidad en el tiempo,

sea mediante un prolongado ejercicio de

mandato, ratificado en varios procesos elec-

torales, o mediante un proyecto de gestión

ejercido por diferentes mandatos. 

Tercero, una cierta autonomía de los

poderes centrales. 

Cuarto, un marco competencial claro,

pero dinámico y sin ambigüedades que im-

El marco de 
competencias de los
municipios databa
de 1952 y era 
muy ambiguo
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pide el solapamiento de funciones y las in-

tervenciones innecesarias del poder central. 

Competencias de los ayuntamientos
La Ley 3455 de Organización Municipal,

en su artículo 31, enumeraba 63 atribucio-

nes específicas de los ayuntamientos, mu-

chas de las cuales eran generales y vagas.

Entre las atribuciones relevantes para el

desarrollo humano estaban: 

Educación
El párrafo 50 del artículo 31 de la Ley

3455 establecía que los ayuntamientos te-

nían entre sus funciones: “Crear, sostener,

y administrar, cuando lo estime necesario o

útil, escuelas u otros planteles de enseñan-

za…”. La práctica ha sido que los ayunta-

mientos, sobre todo en áreas rurales, se

involucraron en la construcción y reparación

de centros educativos, pero la docencia y el

seguimiento eran de exclusiva competencia

del gobierno central, según lo establece la

Ley Orgánica de Educación. Hasta la Ley 176-

07, la participación de los ayuntamientos

estaba limitada a formar parte de Juntas Dis-

tritales de Educación.    

Otra forma de participación ha sido el

apadrinamiento de escuelas por parte de

autoridades locales como el gobernador pro-

vincial, el síndico municipal, el cura párroco

y los padres de los alumnos, así como de

empresas44.

La nueva Ley de Municipios amplía el

rango de intervención y establece que los

ayuntamientos pueden ejercer competencias

compartidas o coordinadas con la Secretaría

de Estado de Educación (SEE) para promo-

ver y fomentar la educación inicial, básica y

técnico vocacional, así como para dar mante-

nimiento a los planteles  escolares. 

Salud 
No había atribuciones precisas sobre

este aspecto en la Ley 3455. En general, este

servicio ha sido asumido por el gobierno

central a través de las dependencias regiona-

les de la Secretaría de Estado de Salud

Pública y Asistencia Social (SESPAS) y otras

instituciones descentralizadas, pero desvin-

culadas de los ayuntamientos. También pa-

tronatos, organizaciones no gubernamen-

tales y programas internacionales de asisten-

cia sanitaria y médica han asumido la presta-

ción de servicios de salud.

Algunos ayuntamientos45 prestan servi-

cios de salud a través de instalaciones sanita-

rias muy básicas. 

La Ley General de Salud (42-01) con-

templa coordinaciones con los ayuntamien-

tos en materia de saneamiento ambiental,

disposición de excretas y aguas servidas,

contaminación atmosférica, ruidos y disposi-

ción de cadáveres. Esta ley también estable-

ce que un representante de la Liga Municipal

Dominicana (LMD) formará parte del Con-

sejo Nacional de Salud, así como se estable-

ce coordinación en materia de desastres con

los municipios.

Los ayuntamientos tenían un rol margi-

nal en los servicios de salud hasta la promul-

gación de la Ley 176-07, la cual amplía su

rango de intervención en esta materia, esta-

bleciendo taxativamente que los ayunta-

mientos deben coordinar con la SESPAS la

prestación de los servicios de atención pri-

maria de salud.

Vivienda
La antigua ley carecía de mandatos con-

cretos sobre esta competencia, aunque sí

establecía una serie de disposiciones sobre

los arrendamientos, ventas de terrenos y

solares, en los que se facultaba al municipio

alquilar los terrenos bajo ciertas condiciones

y protegía a los “pobres de solemnidad”. En

el artículo 31 se fijaban regulaciones sobre

los permisos de construcciones, materiales,

uso de suelo, entre otros.

La nueva Ley de 
Municipios establece

que los ayuntamientos
pueden ejercer 
competencias 

compartidas o 
coordinadas con las

secretarías de Estado



Los ayuntamientos, en general, no tie-
nen una política de captación de suelo para
construir viviendas populares. Actualmente,
el Ayuntamiento del Distrito Nacional está
en proceso de crear un consorcio inmobilia-
rio del que participaría el sector privado
para captar suelo y hacer proyectos de
viviendas que se traduzcan en mayores
ingresos para el ayuntamiento.

El gobierno central, a través de diversas
instituciones46, interviene de forma dispersa
en el sector vivienda, muchas veces sin coor-
dinación con los ayuntamientos ni con las
instituciones del propio gobierno. 

Manejo de residuos sólidos
Es una competencia que los ayunta-

mientos asumen paulatinamente, pero me-
diante contratos con el sector privado, sobre
todo en las ciudades grandes. En los casos
del Distrito Nacional y Santiago, el gobierno
central interviene de manera puntual para
ayudar a los ayuntamientos a operar sus res-
pectivos vertederos47.

Ornato
Es competencia casi exclusiva de los

ayuntamientos; sin embargo, el gobierno cen-
tral interviene con frecuencia en las ciudades
a través de contratos con el sector privado48.

Suministro de agua
La Ley 3455 establecía que los ayunta-

mientos debían asegurar el abastecimiento y
la distribución de agua de calidad y en canti-
dad suficiente, así como la construcción y
mantenimiento de las alcantarillas y cloa-
cas49. Sin embargo, los cabildos no tienen
los recursos para tal fin y es el gobierno cen-
tral quien lo asume. Algunos ayuntamientos
se encargan de cobrar el servicio, general-
mente, a través de contratos con el sector
privado.

La reciente ley de 2007 establece que
los ayuntamientos pueden ejercer una com-

petencia compartida o coordinada con los
organismos de la administración pública
para proveer los servicios de abastecimiento
de agua potable, alcantarillado y tratamiento
de aguas residuales.

Seguridad ciudadana
En lo que respecta a la seguridad ciuda-

dana y urbana, en los últimos dos años, en el
caso del Distrito Nacional, el ayuntamiento
ha asumido este tema, a través de cursos de
formación sobre seguridad para activistas
comunitarios, agentes policiales y funciona-
rios gubernamentales, en la perspectiva de
que la seguridad urbana es clave para el
desarrollo del territorio. 

La Ley 1756-07 establece que los ayunta-
mientos podrán compartir o coordinar la
gestión y financiación de la seguridad ciuda-
dana y el mantenimiento del orden público.
Adicionalmente, determina que la Policía
Municipal, un cuerpo especializado adscrito
al ayuntamiento, tiene jurisdicción dentro
de los límites del municipio y está bajo la
autoridad inmediata del síndico/a con la
supervisión técnico profesional de la
Secretaría de Estado de Interior y Policía.
Sus funciones son preservar los bienes
municipales y hacer cumplir las leyes, orde-
nanzas, resoluciones, reglamentos y disposi-
ciones municipales.

Equidad de género
La Secretaría de Estado de la Mujer

(SEM) ha establecido desde 2001 las Oficinas
Municipales de la Mujer (OMM). A través de
ellas deben hacerse las conexiones con las
instancias sectoriales, interdepartamentales
y con la sociedad civil en cada localidad para
asumir políticas que favorezcan la equidad
de género y el pleno ejercicio de la ciudada-
nía por parte de las mujeres (Recuadro III.5).

La Ley de Municipios 176-07 hace obli-
gatorias las políticas de género a nivel muni-
cipal y establece artículos específicos sobre
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el tema, entre los que están: equidad de

género como principio en el que se enmar-

ca la ley (artículo 6), es una de las competen-

cias propias del ayuntamiento (artículo 19),

se debe dedicar parte del presupuesto a

género (artículo 21), equidad de género en

los cargos (artículo 34), las oficinas munici-

pales de planificación deben garantizar equi-

dad  de género (artículo 124), igualmente las

oficinas de planeamiento urbano (artículo

126), garantizar equidad de género en las

metodologías de participación ciudadana

(artículo 226) y la obligatoriedad de contem-

plar en sus actuaciones y procedimientos la

equidad de género (artículo 368).

Planeamiento urbano 
El planeamiento de las ciudades constitu-

ye una de las principales competencias de los

ayuntamientos. Esta herramienta de gestión

local tiene como objetivo preservar el predo-

minio de lo público sobre lo privado en mate-

ria de uso del suelo. A través del planeamien-

to se clasifican los suelos en urbanos y rurales

(edificables y no edificables), y su adecuado

manejo puede ser una fuente de recursos

para los ayuntamientos. Pese a tener esta

competencia, la gran mayoría de los ayunta-

mientos no tienen la capacidad institucional o

la fuerza política para ordenar el espacio. 

Es de notar que ha sido costumbre que

el gobierno central trace lineamientos gene-

rales de planificación a ciudades al margen

de las autoridades municipales, realizando

grandes intervenciones urbanas, tanto en lo

relativo a construcciones de edificios y equi-

pamientos como en la planificación de la

estructura vial de los municipios, sin que

éstos puedan impedirlo. 
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Recuadro III.5 Descentralización y Oficinas Provinciales de la Mujer

Entre los principales instrumentos para la equidad de género contemplados por

el paradigma de desarrollo humano se encuentran las políticas de acción afirma-

tiva y la transversalización de la perspectiva de género en todas las políticas públi-

cas. En República Dominicana, la Secretaría de Estado de la Mujer (SEM) es la

instancia gubernamental encargada del diseño, implementación y monitoreo de

ambos instrumentos. 

En el ámbito local, la SEM ha establecido desde 2001 las Oficinas Provinciales de

la Mujer (OPM) y las Oficinas Municipales de la Mujer (OMM). A través de ellas

deben hacerse las conexiones con las instancias sectoriales, interdepartamentales

y con la sociedad civil de cada localidad para asumir políticas que favorezcan la

equidad de género y el pleno ejercicio de la ciudadanía por parte de las mujeres. 

Estas instancias locales tienen responsabilidad en términos políticos, técnicos y

administrativos. Persiguen poner en operación las estrategias del Plan Nacional

de Equidad de Género a partir de procesos de descentralización y empodera-

miento. Están llamadas a identificar los procesos y las acciones para concertar

una agenda mínima en los ejes de participación política y social de las mujeres,

prevención atención y sanción a la violencia intrafamiliar, fomento de las opor-

tunidades laborales de las mujeres y lucha contra la pobreza. Todo esto, velando

por el ejercicio de los derechos humanos de las mujeres.

Las OPM y las OMM deben articularse directamente con las sectoriales, con la

representación política del Ejecutivo en la provincia y con las estructuras del

municipio -Sala Capitular y demás funciones municipales-, y deben ser extensi-

vas a las organizaciones sociales locales y, en particular, las organizaciones de

mujeres, considerando los roles de cada instancia.

Desde 2006 estas oficinas tienen presencia en todas las provincias y en buen

número de municipios. Sus acciones han estado centradas en atención y pre-

vención de la violencia intrafamiliar, mediante actividades de información y sen-

sibilización, y acompañamiento a las víctimas sobrevivientes en el ámbito de la

justicia.

Según un diagnóstico levantado por la propia SEM, el principal problema que se

enfrenta es el desconocimiento por parte del personal de la mayoría de las OPM

del rol eminentemente articulador de sus funciones. En vez de velar por la apli-

cación de las políticas, ejecutan programas que, en muchos casos, reproducen

los roles tradicionales de la mujer (madre, esposa, responsable del hogar y de la

alimentación). También se presenta desconocimiento sobre los conceptos de

género y sobre el impacto diferenciado en hombres y en mujeres de las políticas. 

Se espera que los ayuntamientos diseñen y ejecuten programas para responder

el Plan Nacional de Equidad de Género con recursos propios y, en particular,

acciones sobre prevención y atención a la violencia intrafamiliar. Las primeras

experiencias en esta dirección se desarrollaron en 2006 en las provincias Monte

Plata, Sánchez Ramírez y Dajabón (antes ya se ha ejecutado en Santiago), donde

se han conformado redes provinciales. Actualmente se desarrollan procesos de

capacitación en esa misma dirección en las provincias de Hato Mayor y

Pedernales. 

Centro de Estudios de Género, INTEC, 2002



La Ley 6232 establece que todos los

municipios cuyo casco urbano tenga más de

50,000 habitantes deben tener una oficina

de planeamiento urbano; sin embargo, estas

oficinas han sido poco eficaces.

La nueva Ley de Municipios establece

en su artículo 126 la creación en cada ayun-

tamiento de una oficina de planeamiento

urbano para asistir técnicamente al ayunta-

miento en el diseño, elaboración y ejecución

de los planes de desarrollo, y regular y ges-

tionar el planeamiento urbanístico, el uso

del suelo y la edificación en las áreas urbanas

y rurales. 

La ley establece que los municipios de-

ben coordinar sus planes y programas en el

ámbito regional, provincial y municipal; ade-

más, en caso de que en los municipios no

tengan posibilidades para sostener las ofici-

nas de planeamiento urbano por sí solos,

podrán hacerlo con otros municipios.  

Juventud
Otra competencia que asumen algunos

ayuntamientos es la atención a la juventud.

La Ley 49-00 que crea la Secretaría de Estado

de la Juventud, en sus artículos 43 y 32, dis-

pone la creación las Oficinas o Unidades

Municipales de atención a la juventud, a la

cual los ayuntamientos deben asignarles el

4% de sus gastos anuales. Solamente los

municipios de Monte Plata, La Vega, Sabana

Grande de Boyá, Yamasá, Jarabacoa, Con-

stanza, Bayaguana y Jima han instalado estas

unidades50.

Transporte
La Ley 3455 indicaba de manera precisa

que los ayuntamientos tenían la facultad de

“establecer, sostener y administrar, cuando

lo estimen pertinente, servicios de transpor-

te urbano dentro de los límites  del munici-

pio”51. Entre sus obligaciones para gestionar

este servicio estaba la regulación y asigna-

ción de las rutas del transporte colectivo. Sin

embargo, el sector privado es el que fija las

rutas, en función de su rentabilidad, por ser

propietario de casi todo el parque vehicular.

La rutas de mayor flujo de pasajeros y las

más rentables son operadas y autoasignadas

por los operadores privados, que operan

como sindicatos. Incluso se ha llegado al

punto de que cualquier ruta se vende como

una mercancía entre los operadores priva-

dos del transporte52.

Unas cinco instituciones y una cantidad

indeterminada de gremios o empresas priva-

das intervienen en el sector, con el consi-

guiente caos que ello genera: la Secretaría de

Estado de Obras Públicas y Comunicaciones

(SEOPC), la Oficina Técnica de Transporte

Terrestre (OTTT), la Oficina Metropolitana

de Servicio de Autobuses (OMSA), la Auto-

ridad Metropolitana de Transporte (AMET) y

la recién creada Oficina del Metro (mediante

la Ley 861-04), todas del gobierno central.

En el área Metropolitana de la ciudad de

Santo Domingo, el medio de transporte pú-

blico que ofrece el gobierno central son los

autobuses y constituyen apenas el 7% del

medio de transporte de pasajeros. El resto,

es cubierto por los llamados “carros de con-

cho” y los microbuses. Un estudio sobre este

tema da cuentas de que el 57% de los usua-

rios del transporte público expresan su

inconformidad con el servicio. Una empresa

privada53 establece que el 79% de los mini-

buses tiene en promedio más de siete años y

el 38% de los microbuses, más de doce años.

El 83% de las personas usuarias en su origen

y destino debe tomar dos o más medios54.

El “motoconcho” es el medio más

usado en las pequeñas y medianas ciudades,

siendo el medio  casi exclusivo en las zonas

rurales, lo cual demuestra la incapacidad,

tanto de los ayuntamientos como del

gobierno central, de ofrecer a la población

un servicio de transporte público adecuado.

El motoconcho, como servicio de transpor-

te público, es inseguro, incómodo y tiene
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externalidades gravosas para las institucio-

nes del Estado. Según la Secretaría de

Estado de Salud, las motos son fuente de la

mayor cantidad de muertes por accidentes

de tránsito y un vector de alta contamina-

ción acústica, sobre todo en las áreas peque-

ñas e intermedias y en las zonas rurales.

La Federación Nacional de Transporte la

Nueva Opción (FENATRANO) y la Confedera-

ción Nacional de Organización del Trans-

porte (CONATRA), organizaciones de pro-

pietarios y trabajadores del sector, exigen

que el gobierno subsidie su actividad para

cubrir el déficit con el que alegadamente

operan. Piden facilidades para el manteni-

miento y la reposición de la flota del servicio

público de transporte, ya que manejan el

95% del transporte urbano e interurbano del

país, mientras el servicio de la Oficina Metro-

politana de Servicios de Autobuses (OMSA)

transporta, según las referidas organizacio-

nes, el 3% de los pasajeros urbanos y el go-

bierno la subsidia con 17 pesos por pasajero.

A través de la construcción del metro de

Santo Domingo, el gobierno central plantea

solucionar el problema del transporte en

Santo Domingo, de manera más específica,

en el Distrito Nacional. Sin embargo, la

forma en que este tema se ha abordado

genera grandes dudas sobre si en verdad

será la solución, o si, por el contrario, agra-

vará la situación (Recuadro III.6).

Teóricamente, el metro puede ser una

oportunidad para revertir la tendencia hacia

la pérdida de la población de los barrios La

Fe, Villa Juana, La Zurza, Cristo Rey, entre

otros, a los que atraviesa. La población de

esta zona ha disminuido entre los períodos

intercensales. Sin embargo, como se cons-

truye sólo una línea, es poco probable que

se revierta la tendencia en esas áreas urba-

nas, como es la tendencia que se produce en

las ciudades que construyen un metro como

red que teje, de manera soterrada o no, toda

la trama urbana de una ciudad.

Turismo 
Los mecanismos institucionales que per-

miten a los ayuntamientos de municipios

turísticos beneficiarse de esta actividad son

débiles. Es el gobierno central, a través de sus

instancias correspondientes, sobre todo de la

Secretaría de Estado de Turismo (SET), quien

interviene en el sector dando facilidades al

sector privado, no así a los ayuntamientos.

No obstante, algunos ayuntamientos han co-

menzado a explotar algunas manifestaciones

culturales locales, como los carnavales. Esa

actividad se ha convertido en una forma de

desplegar acciones para promover el turis-

mo. Tal es el caso del carnaval de La Vega,

Santiago, Santo Domingo y de los municipios

de Cabral y Montecristi, entre otros. 

¿Cómo evalúa la población los 
servicios públicos?
Pese a las debilidades institucionales de

los municipios para prestar servicios públi-

cos, la población percibe que éstos prestan

mejores servicios que el gobierno central. La

LAPOP 2006 recoge la opinión de la pobla-

ción al respecto. El promedio de satisfacción

con los servicios que ofrece el gobierno local

es de 57.6 puntos, mientras el promedio de

servicios públicos nacionales es de 47.4; es

decir, 10 puntos menos55. La satisfacción de

la población dominicana es relativamente

alta si la comparamos con los promedios de

América Latina y el Caribe (Anexo III.5).

Habría varias explicaciones sobre este

relativo buen posicionamiento. Primero los

propios análisis presentados en la encuesta

sugieren56 que en los últimos años se han

canalizado más recursos a los gobiernos

locales. También ha influido la separación de

las elecciones presidenciales de las legislati-

vas-municipales, lo que hace que las y los

candidatos municipales dependan más de su

propia labor que del endoso de su partido

para ser electos.

En tercer lugar, puede haber un proble-
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Recuadro III. 6 El Metro de Santo Domingo

El metro, como medio de transporte masivo, constituye una oportunidad para
potenciar económica y urbanísticamente una ciudad. Su construcción se cons-
tituye en un eje estructurante que teje y potencia los espacios de una ciudad,
aprovechándolos para diversos usos, desde una perspectiva de racionalidad, cali-
dad de vida y movilidad de sus habitantes.  

Más que una obra de ingeniería, un metro es una obra de carácter urbanístico
de beneficios no siempre fáciles de cuantificar y, como toda inversión, motiva
una discusión sobre su rentabilidad. El metro es una opción de política, la cual
no puede sustraerse del sentido de pertinencia que toda inversión pública debe
tener con relación a otras inversiones de igual función.

El gobierno dominicano construye un metro sin haber presentado antes al país,
ni a las autoridades municipales correspondientes, los resultados de los estudios
que conlleva una obra de esa magnitud, sus  planos y  el presupuesto para esta-
blecer claramente su condición de obra urbana y su pertinencia como obra
pública. 

Para que un metro soterrado aporte al desarrollo de la economía de una ciudad
y de la calidad de vida de su población debe tejer la trama urbana de ésta. Sólo
así abarata costos para su gestión, provoca la cohesión social y espacial de su
territorio, libera y potencia espacios, y limita el uso del transporte privado, dismi-
nuyendo el costo en combustible y la contaminación por ruido y combustión.

Sin embargo, no hay suficiente información pública para saber si el metro cum-
ple o no con esos requisitos. La construcción actual contempla un recorrido
soterrado y en superficie, y lo hace en dirección Norte/Sur del Distrito Nacional,
que es la ruta menos demandada por pasajeros de la ciudad. Su frecuencia de
uso es de aproximadamente 13.5% de los pasajeros, superada con creces por el
80% que usa el eje Este/Oeste.

El metro parte de Santo Domingo Norte, el municipio de menor actividad comer-
cial e industrial del Gran Santo Domingo, y en su trayecto pasará por barrios que
disminuyen su población, según los datos de los censos de 1981, 1993 y 2002.
En total, esos barrios tienen una población de aproximadamente 158,777, el
17.38 % del Distrito Nacional, que es de 913,540 y el 5.81 % del Gran Santo
Domingo que, según el mismo censo, es de 2,731,294.

La Universidad Autónoma de Santo Domingo (UASD), otros centros universita-
rios y las oficinas gubernamentales del Centro de los Héroes son el punto de des-
tino del tren y los puntos de mayor atracción de usuarios, pero en período de
vacaciones y días feriados, éstos se reducen sustantivamente. Al ser una corta y
única línea, ubicada en el eje menos frecuentado de una ciudad con limitada
densidad poblacional y crecimiento horizontal, el metro no puede ser un eje
articulador de los demás ejes de pasajeros de la ciudad. A esto se suma la falta
de regulación del transporte urbano de toda el área Metropolitana de Santo

Domingo en términos de líneas o rutas, frecuencia de operación de los vehícu-
los que la cubren y costo del pasaje, ya que los ayuntamientos de la zona sólo
cobran el derecho a operación de las rutas. 

Lo presupuestado para el Metro

A pesar de que  las obras civiles del Metro de Santo Domingo se encuentra avan-
zadas en un 75%, según lo ha informado el director de la Oficina Para el
Reordenamiento del Tránsito (OPRET), no son conocidas las cifras sobre el costo
presupuestado de la referida obra.  De acuerdo con las estimaciones hechas
públicas, el costo promedio de cada uno de los 14.5 kilómetros de construcción
de este sistema de transporte será de 50 millones de dólares, lo cual arrojaría
un monto total de inversión para esta obra de 725 millones de dólares. En 2005,
los fondos apropiados en el Presupuesto de Ingresos y Ley de Gastos Públicos
para el Metro de Santo Domingo fueron de 750 millones de pesos, todos prove-
nientes del Fondo General.  Para 2006, los créditos consignados en la Ley de
Gastos Públicos para la OPRET fueron de 1,835 millones de pesos. Para el ejer-
cicio fiscal de 2007, el gobierno consignó un monto de 10,700 millones de pesos
en la Secretaría Obras Públicas, para el Proyecto Línea 1 del Sistema de
Transporte Rápido Masivo de Pasajeros (SITRAM), de los que 3,600 millones de
pesos son del Fondo General y 7,100 millones de pesos corresponden a présta-
mos externos. La suma de las tres partidas presupuestadas en los años señala-
dos, completan un total de 13,285 millones de pesos.

Ejecución presupuestaria del Metro

La ejecución  presupuestaria de la OPRET, registrada en las publicaciones men-
suales de los ingresos y gastos del gobierno central realizadas por la Dirección
General de Presupuesto y la Tesorería Nacional, muestran que, entre octubre de
2005 y agosto de 2007, los pagos realizados a través del presupuesto para el
Metro de Santo Domingo ascienden a la suma de 8,517.4 millones de pesos.
Aunque no se especifica en las publicaciones, todo parece indicar que estos fon-
dos provienen de fuentes internas, ya que no se han consignado gastos con
recursos de fuentes externas. Como puede advertirse, comparando las cifras pre-
supuestadas y las ejecutadas, tanto en 2005 como en 2006, los gastos ejecuta-
dos son superiores a los programados. En 2005 se presupuestaron 750 millones
de pesos y se ejecutaron un total de 1,769.5 millones de pesos, un 135.9% por
encima de lo originalmente aprobado por el Congreso. De igual manera, en 2006
la ejecución superó lo presupuestado en un 90.6%, con 1,662.9 millones de
pesos más. Para agosto de 2007, la ejecución presupuestaria del Metro con
recursos internos representa el 90.3% de los 3,600 millones de pesos apropia-
dos en el Fondo General.  

ma metodológico de lo que entiende la
población por servicios prestados por los
gobiernos locales, ya que en República Do-
minicana se asocia el trabajo de los ayunta-
mientos fundamentalmente a la recogida de
basura, mientras que en otros países los
ayuntamientos tienen competencias en
salud, educación, agua potable, saneamien-
to, etc. Por lo tanto, cuando la población

evalúa los servicios podría estar consideran-
do cosas completamente diferentes. En todo
caso, como reconocen los analistas de la
Encuesta LAPOP, estos son datos prelimina-
res para evaluar la gestión municipal y se
requieren más evaluaciones empíricas para
formarse un juicio definitivo sobre el estado
de satisfacción de la ciudadanía con los
gobiernos municipales. 
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La nueva Ley de Municipios
La nueva Ley de Municipios 176-07 esta-

blece que los municipios tendrán competen-

cias propias, las que pueda coordinar con las

demás instancias de la administración públi-

ca, cubriendo todos los ámbitos de la admi-

nistración, exceptuando aquellos que la

Constitución reserve para la administración

central y las que puedan ser delegadas a los

ayuntamientos por los diferentes departa-

mentos de la administración pública.    

Los municipios y la demás instancias de

la administración pública deberán garantizar

una gestión eficiente, eficaz, transparente y

participativa,  basándose en los principios

de descentralización, desconcentración,

concurrencia, coordinación y subsidiariedad

(Anexo III.6). 

El Cuadro III.8 resume las competencias

de los municipios. Se observa que las nuevas

competencias son más específicas y amplias

que las establecidas en la anterior Ley de 1955.

Sin embargo, las nuevas competencias plante-

an grandes desafíos a los ayuntamientos: 

1) La coordinación con las secretarías de

Estado para las competencias delegadas y

coordinadas implica cambiar leyes sectoria-

les, acumular capacidades en los propios

ayuntamientos y cambios en la cultura de

gestión, entre otros aspectos. 

2) La incorporación de nuevos actores en

procesos que todavía no se han resuelto, co-

mo, por ejemplo, en materia de salud: el Se-

guro Familiar de Salud y la atención primaria.

3) La disposición para la transferencia de

activos y la capacidad de gestión de los ayun-

tamientos.  

La nueva ley constituye un avance en el

municipalismo dominicano y en la legisla-

ción municipal, pero se debe destacar que

no contempla competencias que general-

mente son de obligado cumplimiento para

los ayuntamientos: el deporte, el desarrollo

local, el turismo, la vivienda y la educación,

entre otras; las cuales aparecen como “com-

petencias coordinadas o compartidas”.  

Tampoco es taxativo el tema de la obli-

gatoriedad de que las ciudades tengan sus

planes maestros de ordenación territorial. 

Finalmente, si bien las nuevas compe-

tencias introducen cambios notables para

los ayuntamientos, tomará tiempo hasta que

estén en las condiciones de prestar nuevos

servicios.

En resumen
La Ley que rigió el marco competencial

de los ayuntamientos desde 1955 a julio de

2007 no reflejó los cambios de la sociedad

dominicana. Es cierto que ha habido progre-

sos en la municipalización, pero como

hechos aislados, casos exitosos, no como

parte de una política integral que redefine la

estructura del Estado dominicano. El Estado

dominicano ha sido arrastrado hacia la des-

centralización por circunstancias como la

separación de las elecciones, el aumento de

la transferencia de recursos a los munici-

pios, la intervención de organismos multila-

terales y el activismo de ONG dominicanas;

pero ni el Gobierno, ni los municipios, ni los

políticos han podido asimilar estos cambios

de circunstancias como parte de un nuevo

equilibrio democrático. 

La nueva ley significa un extraordinario

progreso y abre grandes oportunidades para

los ayuntamientos, pero al mismo tiempo

puede ser la fuente de una gran frustración

si no se mejoran las capacidades materiales,

humanas y financieras en los municipios, y si

la partidocracia no se sustituye por un ver-

dadero ejercicio democrático de participa-

ción y empoderamiento de la sociedad.

III.9 Los ingresos municipales57

Los aspectos económicos de la descen-

tralización son muy relevantes y demandan

La nueva Ley de 
Municipios es una 

oportunidad, pero puede
ser la fuente de una 

gran frustración
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Competencias propias:

aquellas cuyo ejercicio le corresponde exclusivamente a los municipios. 

Competencias coordinadas o compartidas:

aquellas establecidas por ley en cuyo ejercicio
los diferentes entes de la administración públi-
ca le corresponden fases sucesivas o concu-
rrentes y financiación que corresponde a cada
nivel de gobierno. 

Competencias delegadas:

aquellas que el gobierno cen-
tral, previa aceptación  y con la
garantía de la suficiencia fi-
nanciera, transfiere parcial o
totalmente al ayuntamiento,
para asegurar mayor eficien-
cia, eficacia, transparencia y
participación ciudadana en su
ejercicio.

a) Ordenamiento del tránsito de vehículos y personas en las vías urbanas y
rurales.

b) Normar y gestionar el espacio público, tanto urbano como rural.

c) Prevención, extinción de incendios y financiación de los cuerpos de bom-
beros.

d) Ordenamiento del territorio, planeamiento urbano, gestión del suelo, eje-
cución y disciplina urbanística. 

e) Normar y gestionar el mantenimiento y uso de las áreas verdes, parques y
jardines.

f) Normar y gestionar la protección de la higiene y salubridad pública para
garantizar el saneamiento ambiental.

g) Construcción de infraestructuras y equipamientos urbanos, pavimentación
de las vías públicas urbanas, construcción y mantenimiento de caminos
rurales, construcción y conservación de aceras, contenes y caminos vecina-
les.

h) Preservación del patrimonio histórico y cultural del municipio.

i) Construcción y gestión de mataderos, mercados y ferias.

j) Construcción y gestión de cementerios y servicios funerarios.

k) Instalación del alumbrado público.

l) Limpieza vial.

m) Servicios de limpieza y ornato público, recolección, tratamiento y disposi-
ción final de residuos sólidos.

n) Ordenar y reglamentar el transporte público urbano.

o) Promoción, fomento y desarrollo económico local.  

a) Coordinación en la gestión de la prestación
y financiación de los servicios sociales y la
lucha contra la pobreza, dirigido a los gru-
pos socialmente vulnerables y, principal-
mente, a la infancia, la adolescencia, la
juventud, la mujer, los discapacitados y los
envejecíentes.

b) Coordinación, gestión y financiación de la
seguridad ciudadana y mantenimiento del
orden público.

c) Coordinación y gestión de la prestación de
los servicios de atención primaria de
salud.

d) Promoción y fomento de la educación ini-
cial, básica y capacitación técnico-vocacio-
nal, así como el mantenimiento de los lo-
cales escolares públicos.

e) Coordinación de la provisión de los servi-
cios de abastecimiento de agua potable,
alcantarillado y tratamiento de aguas resi-
duales.

f) Promoción de la cultura, el deporte y la
recreación.

g) Defensa civil, emergencias y previsión de
desastres.

h) Promover la prevención de la violencia
intrafamiliar y de género, así como de
apoyo y protección de derechos humanos.

i) Desarrollo de políticas públicas focalizadas
a mujeres jefas de hogar y madres solteras.

j) Promoción y fomento del turismo.

Cuadro III.8 Competencias de los ayuntamientos según la Ley 176-07, título II, artículos 18-21

Servicios mínimos de los distritos municipales:

a) La construcción, conservación y reparación de calles, aceras, contenes, caminos vecinales, puentes, fuentes y otras infraestructuras de interés comunitario existentes
en su territorio. b) Cementerios y servicios funerarios. c) Conmemoración de las efemérides patrias y fechas conmemorativas. d) Llevar registros de marcas, señales y
estampas de animales. e) Registros urbanos sobre solares y predios rústicos. f) La conservación, mejora y ampliación del alumbrado público. g) La recogida de desechos
sólidos municipales y su disposición final. h) La vigilancia y protección de caminos, campos, fuentes, ríos y demás recursos naturales. i) La limpieza de calles y el orna-
to público. j) La administración y conservación de su patrimonio y los recursos naturales. k) La ejecución de obras y la prestación de servicios comprendidos en la com-
petencia municipal y de exclusivo interés del distrito municipal.

Servicios mínimos obligatorios de los ayuntamientos: 

Cementerios y servicios fúnebres, recolección, tratamiento y disposición final
de los desechos sólidos urbanos y rurales, limpieza vial, acceso a los núcleos
de población, reconstrucción y mantenimiento de calles, aceras, contenes y
caminos rurales, plazas, parques públicos, biblioteca pública, instalaciones
deportivas, matadero, mercado, protección y defensa civil, prevención y extin-
ción de incendios, protección del medio ambiente, planeamiento urbano y
servicios sociales básicos. La construcción, reconstrucción y mantenimiento
de autopistas y carreteras intermunicipales son responsabilidad del gobierno
central. 



análisis eminentemente técnicos, pues los

errores cometidos en esta materia pueden

anular los beneficios del proceso descentra-

lizador e incluso provocar otros problemas

vinculados a la capacidad de gestión, trans-

parencia y rendición de cuentas de los

municipios.

Historia reciente
Con la Ley 140, que entró en vigencia el

1 de enero de 1984, se inició un proceso de

fortalecimiento de los ingresos municipales,

al asignarle a los ayuntamientos el 20% de las

recaudaciones de Rentas Internas. En su mo-

mento, esta ley se consideró una conquista

importante porque establecía un ingreso fijo

y proporcional para los municipios del país y

limitaba la discrecionalidad del gobierno

mediante un mecanismo de distribución

basado en el criterio demográfico. No obs-

tante, aunque estos ingresos implicaron un

aumento en los recursos que recibían los

municipios, nunca llegaron a alcanzar ni

siquiera el 1% de los ingresos ordinarios del

gobierno central.

En 1996 se inició la discusión para modi-

ficar esta ley, en el marco de un debate sobre

el monto en las asignaciones a los munici-

pios. El gobierno nacional se opuso, posi-

ción que estuvo matizada por el hecho de

que la mayoría de los ayuntamientos estaban

bajo el control de la oposición política.

En 1997 se sustituyó la Ley 140 por la Ley

17-97, que dispuso que en vez del 20% de las

recaudaciones por rentas internas se transfi-
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riera a los ayuntamientos el 4% de los ingre-

sos internos, incluyendo los ingresos adicio-

nales y los recargos. A partir de 2001 se dis-

puso administrativamente elevar esta por-

ción al 5% y para el presupuesto del año

2003 se dispuso incrementar las transferen-

cias al 6%. Finalmente, la Ley 17-97 fue modi-

ficada por la Ley 166-03 para establecer in-

crementos graduales, de forma que en 2004

los ayuntamientos deberían recibir el 8% y a

partir del año 2005, el 10% (Recuadro III.7). 

Sin embargo, períodos alternados de

discrepancia política entre los partidos del

gobierno central y los partidos que dominan

los municipios han determinado que se bus-

quen mecanismos poco transparentes para

eludir transferencias de esa magnitud. En

realidad nunca se ha llegado al 10%. En el

año 2006 la proporción alcanzada fue de

sólo 6.8% (Cuadro III.9). No obstante, estas

leyes han multiplicado los ingresos de los

ayuntamientos por casi 12 veces en términos

reales; en porcentaje del PIB los ingresos

pasaron de 0.2% a 1.2% en poco más de una

década. En porcentaje de los ingresos ordi-

narios del gobierno central pasaron de 1.3%

a 6.8% para el mismo período.

La transferencia promedio a una entidad,

ya sea municipio o distrito municipal, se mul-

tiplicó por cinco en términos reales, pasando

2 millones de pesos  en 1995 a 10 millones de

pesos en 2006 (a precios de 1995).   

Estos recursos se distribuyen según el

número de habitantes de cada entidad,

Cuadro III.9 Transferencias del gobierno central a los municipios, 1995, 2000, 2006

Años
Nominales 

millones de pesos
Reales de 1995,

millones de pesos
No. de Ley En % del PIB

En % ingresos
ordinarios

Fuente: ODH/PNUD con información de Liga Municipal Dominicana, Secretaría de Finanzas y BCRD

1995 140-83 318.0 318.0 0.2% 1.3%

2000 17-97 1,814.7 1,322.2 0.6% 3.5%

2006 166-03 12,928.4 3,800.3 1.2% 6.8%



tomando como referencia el último censo58

y estableciendo un mínimo de 500 mil pesos

mensuales para los municipios y 250 mil

pesos al mes para los distritos municipales.

Estas cantidades se incrementarán anual-

mente en el mismo porcentaje en que

aumenten las transferencias totales59.

Esta forma de ejecución de la ley afecta-

ba a los municipios grandes, ya que la Liga

Municipal Dominicana (LMD) establecía los

montos para los municipios y distritos muni-

cipales que no alcanzaban el mínimo y distri-

buía el remanente entre los demás. 

El problema era que con la fragmenta-

ción política del territorio cada vez había más

municipios pequeños, afectando a los gran-

des. Como medida administrativa la Liga

Municipal Dominicana congeló los montos

en 1 millón de pesos mensual para los muni-
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Recuadro III. 7 La transferencia de fondos de la Nación a los municipios

El texto de la Ley 166-06, en su artículo 3, dice lo siguiente: “Para el año 2004,
la participación de los ayuntamientos en los montos totales de los ingresos del
Estado dominicano pautados en la Ley de Presupuesto de Ingresos y Gastos
Públicos será de un 8% y a partir del año 2005 se consignará un 10%, incluyen-
do los ingresos adicionales y los recargos”. Con esta redacción queda claro que
la intención del legislador es que la autoridad nacional entregara el 10% de sus
ingresos ordinarios. 

El fisco suele recibir también ingresos extraordinarios para fines predetermina-
dos, como los préstamos obtenidos. A veces también se reciben partidas de
ingresos que no son recurrentes, por lo que no pueden estar sometidas a com-
promisos permanentes. También existían impuestos que se habían creado para
fines específicos, como diferenciales de combustibles y comisiones cambiarias
para pagar la deuda externa, los cuales han ido desapareciendo. Previendo tal
situación, la Ley incluye un párrafo adicional a dicho artículo que precisa que
“no estarán afectados con este porcentaje los ingresos fiscales que están especia-
lizados en la Ley de Presupuesto de Ingresos y Gastos Públicos de la Nación a la
fecha de la publicación de la presente Ley, ni los ingresos fiscales por concepto
de recursos externos correspondientes a préstamos y donaciones”.

Al hacer estas excepciones del monto presupuestario, a ser considerado para el
cálculo del 10%, la Ley pretendía que se transfiriera este porcentaje del fondo
general vigente antes de esa ley; es decir, exceptuando los recursos externos y los
impuestos especializados por leyes anteriores. En la práctica, se utilizó el meca-
nismo de considerar que ese mismo 10% constituye un ingreso especializado,
con lo que se reduce el total a ser distribuido, así como deducir otros ingresos

que se especializaron con posterioridad. Sin dejar de reconocer la restrición fis-

cal del gobierno central, esta práctica viola la ley. De esta forma, del total de

ingresos ordinarios del gobierno en 2006 se terminó transfiriendo a los munici-

pios apenas un 6.7%.

Para 2007, de un presupuesto total aprobado por 258,480 millones de pesos, del

cual los ingresos ordinarios serían unos 214,585 millones de pesos, las transfe-

rencias consignadas a los ayuntamientos (incluyendo un 5% para la LMD)

ascienden a 12,125 millones de pesos, lo que equivale apenas al 5.7% de los

ingresos corrientes y a un 4.7% del presupuesto total.  

La intención manifiesta de las autoridades es seguir profundizando la reducción,

tomando en cuenta que, sin modificar la Ley, la Carta de Intenciones sometida

por el Gobierno al FMI en enero de 2007 dice lo siguiente: “El presupuesto con-

templa… (III) menores transferencias (en términos reales) a los municipios y

poderes autónomos”. Más adelante propone que “El gobierno se encuentra en el

proceso de evaluar el sistema de transferencias a los municipios y otros poderes

autónomos del sector público, con el fin de asegurar consistencia entre la trans-

ferencia de recursos y las responsabilidades de gasto o las necesidades de finan-

ciamiento. En ese sentido, esperamos finalizar una propuesta para reformar el

sistema de transferencias antes de junio de 2007, para su incorporación en el

presupuesto de 2008. Al mismo tiempo, en enero de 2007, la nueva Secretaría

de Economía, Planificación y Desarrollo, en coordinación con la Secretaría de

Hacienda, empezará a monitorear el gasto de inversión de los municipios, tal

como estipula la legislación vigente”.

cipios y 435 mil pesos para los distritos muni-

cipales60.

En el año 2006, el ingreso per cápita

anual de los municipios era de 1,144 pesos y

el 25% de éstos recibía menos de 5.6 millo-

nes de pesos al año, lo que representaba el

3.1% de las transferencias del gobierno

(Cuadro III.10).

El Gráfico III.2  muestra la cantidad de

entidades municipales por nivel de transfe-

rencias recibidas. La tendencia ha sido que

por cada 100 millones de pesos adicionales

que, entre 1995 y 2006, se agregan a las

transferencias se crean casi dos entidades

municipales (1.76 entidades).  

Este proceso de dispersión, si bien ha

contribuido a hacer más democrática y justa

la distribución territorial de los recursos

públicos, tiene el inconveniente de que debi-



lita el régimen municipal por la proliferación
de entidades sin las capacidades adecuadas.

¿Qué valoraciones hace la población
sobre los ingresos y los municipios?
La LAPOP 2006 incluyó dos preguntas

que indagaban sobre las responsabilidades y
el financiamiento de los gobiernos municipa-
les. Resultó que el 47.7% de las personas en-
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Gráfico III.2
Transferencias del gobierno (Ley 166-03) y cantidad
de municipios y distritos municipales

Fuente: ODH/PNUD con información de la LMD
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cuestadas consideraban que “debe asignarse

más obligaciones y recursos a los ayunta-

mientos”61 y que el 34.9% estaba  “incluso

dispuesto a pagar más impuestos a los ayun-

tamientos, de manera que puedan prestar

mejores servicios”.  Es decir, en más de un

tercio de la población hay “deseo y concien-

cia de que los ayuntamientos deben jugar un

papel más activo y de mayor calidad en la

oferta de los servicios a la población”.

Esta actitud hacia los ayuntamientos se

refleja en un aumento de confianza entre

2004 y 2006. En efecto, en una escala de 1 a

7, la confianza en los ayuntamientos subió

de 3.1 a 4.662.

III.9.1 Las fuentes de ingresos
La situación financiera de los gobiernos

municipales ha sido poco estudiada. No exis-

te un adecuado sistema de estadísticas de

finanzas públicas municipales, pues ningún

órgano central procesa y consolida las infor-

maciones individuales de los municipios y

las publica de forma organizada y consisten-

te. En muchos municipios se niegan a infor-

mar en detalle de sus ingresos y gastos o

están incapacitados para hacerlo bien, de

modo que cuando aparecen algunas estadís-

ticas globales del ámbito municipal suelen

estar desfasadas,  incompletas o inconsisten-

tes. La Oficina Nacional de Estadísticas

(ONE), respondiendo a una solicitud para

este informe, indicó que la cobertura de

municipios que reportan ingresos y gastos ha

mejorado, pero sólo abarca el 70%. 

Los ingresos de los municipios proce-

den de una serie de antiguas leyes (general-

mente aprobadas por el Congreso Nacional

en vez de por los órganos legislativos de los

municipios), mediante las cuales se estable-

cieron varios tributos, tarifas y cobros por

servicios aplicados sobre operaciones eco-

nómicas de pequeña monta, a  los que se les

suele llamar impuestos, arbitrios o tasas, por

eventos o rentas. (Cuadro III.12). 

Cuadro III.10
Transferencias a los municipios por tamaño, según la
Ley 166-03 en 2006 

Población

Municipios

Transferencias en pesos

Fuente: ODH con información de la LMD

Per cápita 1,448 121

Mínino total 874,640   72,887   799   

Menos 25% 5,635,491 469,624 3.1 4,024 2.9

Menos 50% 10,741,911 895,159 6.2 7,497 5.8

Menos 75% 20,770,442 1,730,870 11.1 14,474 11.4

Máximo 1,290,384,815 107,532,068 79.6 913,540 79.9

Total RD$mm 12,282 100% 8,479,915   100%

Media RD$ 33,741,809 23,296   

Moda RD$ 5,072,100 18,280

Pesos
Anuales

Pesos 
Mensuales

Total acumulado
(%)

Cantidad Total acumulado
(%)



III.9.2 El Distrito Nacional 
El Distrito Nacional es una de las entida-

des municipales que menos depende de los

ingresos de la Liga Municipal Dominicana

(Anexo III.7). En 2006, el 40% de sus ingre-

sos totales eran propios y esa fuente ha cre-

cido en los últimos años, desde un 22% en

2002. Los ingresos propios por habitante en

términos reales (a precios de 2002) se han

multiplicado por 2.66 veces y en términos

nominales por casi seis (Anexo III.8).

La principal fuente de recursos propios

en el Distrito Nacional son los ingresos por

concepto de letreros, vallas, espectáculos,

parqueos, drenajes pluviales, pozos, mote-

les, etc., que representan 70% del total. Le

siguen los ingresos que capta la Dirección de
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Cuadro III.12 
Estructura de los ingresos totales de los municipios
(excepto el DN) según tipo 2002-2004

Ingreso promedio
2002-2004 en % del
ingreso ordinario
del gob. central

Tipo de ingresos
Promedio
2002-04

Fuente: ODH/PNUD con información de la Contraloría General de la República Dominicana. Banco Central de la República
Dominicana y Secretaría de Hacienda 

Otros ingresos especiales / diversos 7.3% 0.38 0.06

Subtotal de ingresos propios 9.4% 0.49 0.08

Por impuestos 1.9% 0.10 0.02

Por provento y  establecimiento 

productivo
1.6% 0.08 0.01

Por recargos 0.0% 0.00 0.00

Por rentas diversas 3.6% 0.19 0.03

Por tasas 2.4% 0.13 0.02

Subvenciones - donaciones  

y contribuciones
83.30% 4.4 0.71

Total 100.00% 5.28 0.85

Ingreso 
promedio 
2002-2004 
en % del 

PIB nominal 

Cuadro III. 11

Los 20 municipios y 
distritos municipales
con mayor ponderación
de los ingresos propios 
en el total de ingresos

Cabarete 44.8%

Baní 37.8%

Higüey 28.8%

Santiago 22.9%

Dajabón 20.4%

El Rosario (Pueblo Viejo, Azua) 20.0%

Las Terrenas 19.9%

Boca Chica 18.2%

Sosúa 17.5%

Sabana Buey 14.9%

Bayahibe 14.8%

San Gregorio de Nigua 14.6%

Montecristi 14.6%

San Francisco de Jacagua (Santiago) 14.1%

Azua de Compostela 13.4%

Puerto Plata 13.4%

Comendador (Elías Piña) 13.3%

San Francisco de Macorís 13.0%

Palmar De Ocoa 12.9%

Santo Domingo Este 12.7%

Municipios

Porcentaje
ingresos propios

del total

Fuente: ODH con información Contraloría General de la República 

Registro Civil (9%) (Anexo III.10). Hay que
señalar que la estructura de los ingresos del
Distrito Nacional se ha modificado sustan-
cialmente en apenas cinco años.

III.9.3 El resto de los municipios 
y distritos municipales 

Para el resto de los municipios y distritos
municipales del país, un análisis por tipo y
fuente de ingreso indica lo pírrico, concen-
trado y obsoleto de las fuentes generadoras. 

Ingresos propios
Los ingresos propios son los que resul-

tan de cobrar algún impuesto, tasa o arbitrio
que la ciudadanía debe pagar directamente.

Entre 2002 y 2004 los ingresos propios
de los municipios y distritos municipales
representaban entre el 9% y el 10% de los
ingresos totales, alcanzando el 0.49% de los
ingresos ordinarios del gobierno central y el
0.08% del PIB (Anexo III.9). Esta fuente de
ingresos es muy elástica al tamaño de la
población, ya que por cada 1% de diferencia
en el tamaño de la población entre los muni-



cipios se genera el 1.46% de diferencia de
“ingresos propios” entre los mismos. Esto
implica que hay un potencial de captación en
los municipios grandes, no así en los peque-
ños (Anexo III.12).

Por municipios y distritos municipales,
los ingresos propios han llegado a representar
el 45% de los ingresos totales, como ocurre en
Caberete. En Baní representan el 38%, en Hi-
güey, el 29%, y en Santiago, el 23%, seguidos
de Dajabón, El Rosario (Pueblo Viejo, Azua),
Las Terrenas y Boca Chica (Cuadro III.10).

El promedio no ponderado de la partici-
pación de los ingresos propios en los fondos
totales por entidad municipal es de 4.2% y en
la mitad de ellas esta proporción está por
debajo de 2.3% (Cuadro III.13). 

Clasificados por tipo de ingresos, la mi-
tad de los ingresos propios de los ayunta-
mientos provienen de rentas diversas, segui-
dos de ingresos por tasas y establecimientos
y proventos. Las diez principales fuentes de
estos ingresos representan el 65% de los in-
gresos propios, siendo la principal la  recogi-
da de basura, que representa el 18%, seguido
de licencias para construcciones y salinas
(Anexo III.13).

Los “otros ingresos especiales 
y diversos”
Existe una categoría de ingresos pro-

ducto de circunstancias especiales como:
préstamos, productos de subastas, ventas de
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bienes inmuebles, remedición y subdivisión
de solares, transferencia de fondos, superá-
vit del año anterior, etc. Durante el período
2002-2004 representaban alrededor del 7%
de los ingresos totales de las entidades
municipales, alcanzando el 0.38% del ingre-
so ordinario del gobierno central y el 0.06%
del PIB.

Los municipios que más han utilizado
esta fuente, proporcionalmente a sus ingre-
sos totales, son Santiago, San Rafael del Yuma
y Bahoruco. En general, el promedio simple
de lo que representa esta fuente en los ingre-
sos municipales es de 5.1% y en la  mitad de
los municipios esta fuente representa menos
del 4.7% del total (Cuadro III.13).

Hay que notar que una sola fuente, los
“empréstitos” explican el 67% de los ingre-
sos, seguida de los “reintegros” (20%).
Ambas justifican el 87% de este tipo de
ingreso (Anexo III.14). 

Las subvenciones y donaciones
Son los ingresos que provienen de la

Ley 166-03 de los subsidios a los municipios
menos favorecidos63, subsidios extraordina-
rios y donaciones del Estado, los cuales
representan alrededor del 83% de los ingre-
sos totales. 

Los 20 municipios con más 
ingresos propios
La estructura de ingresos de los 20

Cuadro III.13 
Algunos de los indicadores de la participación de cada fuente en los
ingresos municipales (promedio 2002-2004, sin incluir al DN)

Parámetro 
por municipio

Ingresos 
propios

Subvenciones - donaciones
y contribuciones

Otros ingresos 
especiales / diversos

Fuente: ODH/PNUD en base a información de la Contraloría General de la República

Media 5.1% 4.2% 90.7%

Menos del 25% municipios 3.1% 0.9% 88.0%

Menos del 50% municipios 4.7% 2.3% 92.4%

Menos del 75% municipios 6.7% 5.1% 94.8%

Máximo 22.8% 44.8% 99.8%

Mínimo 0.0% 0.0% 54.3%



municipios y distritos municipales con
mayor ponderación de los ingresos indica
que la principal fuente es la recogida de
basura, sobre todo para los ayuntamientos
de Cabarete (9.8% de sus ingresos totales) y
Santiago (11.5%).  

Las licencias para construir y la tasa del
5% sobre terrenos no urbanizados son tam-
bién importantes, en particular para los
municipios con elevado flujo turístico (Ca-
barete, Higüey, Las Terrenas, Boca Chica,
Sosúa y Puerto Plata). 

La ubicación geográfica de la entidad
municipal explica la preponderancia de cier-
tos tipos de ingresos propios. Es el caso de
Baní, donde las salinas generan el 25.8% del
total de sus ingresos propios, y de Dajabón y
Comendador, dos municipios fronterizos
donde los mercados y hospedajes (relacio-
nados al comercio domínico-haitiano) gene-
ran el 13% y el 11.2%, respectivamente, del
total de sus ingresos municipales.  

Otras fuentes importantes son el rodaje
y transporte de materiales (12.1% de los
ingresos de San Gregorio de Nigua) y la
matanza y expendio de carnes (20% de El
Rosario). Del análisis de las fuentes de ingre-
sos propios para estos 20 municipios y distri-
tos municipales, se concluye que no hay un
patrón definido del origen de los recursos
(Anexo III.15).

III.9.4 ¿De dónde captar recursos?
El financiamiento por medio de ingresos

tributarios propios en el presupuesto muni-
cipal se ha reducido en términos relativos.

En la década de 1960 financiaban la
mayor parte de los gastos municipales, pero
ya en 1995 eran de alrededor del 38%. En
2001 habían bajado a menos de una sexta
parte (16%) y para el trienio 2002-2004 esta-
ban en un 9%. Esto conlleva el peligro de
que el esfuerzo por recaudar desaparezca en
gran parte de los municipios pequeños y
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medianos, tomando en cuenta el escaso ren-

dimiento de las figuras tributarias que deben

explotar.

Este informe entiende que para lograr el

desarrollo humano la forma de financiar los

municipios debe considerar tres elementos:

autofinanciamiento, equidad y eficiencia.

El primero contribuye a mejorar la capa-

cidad de agencia, la autonomía, la autoges-

tión y el empoderamiento de las comunida-

des. Fortalece la fiscalización ciudadana en el

gobierno local, la exigencia de rendición de

cuentas y la democracia. 

La equidad garantiza el equilibrio entre

la capacidad de autofinanciamiento de los

municipios y las transferencias necesarias

gubernamentales para lograr producir bien-

es y servicios públicos en todos los munici-

pios. Es decir, el Estado debe garantizar que

toda la ciudadanía tenga acceso a la igualdad

de oportunidades. 

Finalmente, la eficiencia se refiere a la

relación entre resultado y esfuerzo, a la

armonía en materia de política macroeconó-

mica y eficaz administración tributaria. 

¿Qué propone la nueva Ley de 
Municipios?
La Ley 176-07 establece diez64  tipos de

tributos que incluyen los arbitrios, derechos y

contribuciones, ingresos de patrimonio, im-

puestos y tasas, participaciones en los ingre-

sos del Estado, subvenciones especiales, ven-

ta de productos y servicios, crédito y otras. 

También establece que los arbitrios de-

ben respetar los principios de que no se su-

perpongan a los impuestos nacionales y no

afecten ninguna actividad situada fuera del

territorio. Además, la ley eliminó la restric-

ción que existía de que los tributos debían

someterse al Consejo Nacional de Desa-

rrollo a través del Secretario Técnico de la

Presidencia65. También se establece la cola-

boración entre la Administración Tributaria

Las fuentes de ingresos
propios en los 
municipios son pírricas, 
concentradas y obsoletas



Nacional  y los ayuntamientos en todos los
órdenes de gestión, liquidación, inspección y
recaudación de los tributos municipales.

El gran desafío
El desarrollo municipal necesita recur-

sos y estos tienen que estar debidamente fis-
calizados por la población y la administra-
ción central. La actual estructura de ingresos
municipales poco ayuda al empoderamiento
de los ayuntamientos. En la mitad de ellos
los ingresos propios apenas representan el
2.3% de los ingresos totales. A estos montos
pírricos se suma la naturaleza de los ingre-
sos, cuyo tipo y fuente (basura, fiestas, jue-
gos) denotan un severo atraso institucional
que no encaja con los propósitos de generar
desarrollo humano y satisfacer las nuevas
competencias contemplada en la Ley 176-07.

Algunas de las medidas que se pueden
tomar son: 

1) Modificar la forma de asignación de la
transferencia pública, tomando en conside-
ración diferentes criterios además del de
población. Hay que disponer de un sistema
objetivo sobre la base de logros, competen-
cias por los recursos y transparencia. Ello
exige una fórmula objetiva y conocida con
criterios claros. En el anexo del II Foro de
Desarrollo Humano, un documento publica-
do en 2007 que complementa este informe,
se detallan las diferentes formas de asigna-
ción de recursos en 12 países de América
Latina, donde se incluyen elementos como
valor agregado, distribución del ingreso,
niveles de pobreza y metas alcanzadas.

2) Mejorar la capacidad técnica recauda-
dora de los impuestos de carácter local,
como el impuesto a los rodamientos y a la
propiedad.

3) Mejorar la coordinación entre las enti-
dades recaudadoras a nivel nacional y local.

En resumen
Las principales conclusiones que pode-
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mos extraer sobre los tipos y fuentes de
ingresos de los municipios son:

La situación financiera de los munici-
pios ha sido poco estudiada y la información
existente es en general de mala calidad, por
lo que se hace imposible armar series en el
tiempo. Los ingresos de los municipios  pro-
ceden de leyes antiguas y se pueden dividir
en tres grupos: ingresos circunstanciales,
propios y subsidios del gobierno central. 

Las transferencias del gobierno central a
los municipios se han multiplicado por 12
veces, en términos reales, en once años.

Los ingresos de los municipios nunca
han alcanzado la meta del 10% de los ingre-
sos ordinarios establecido por ley. El año de
mayor transferencia fue 2006 con casi 7%. 

En el Distrito Nacional los ingresos pro-
pios crecen en términos absolutos y relati-
vos. Han llegado a financiar casi el 40% del
presupuesto total.

Las principales fuentes de recursos pro-
pios en el Distrito Nacional son los ingresos
por concepto de letreros, vallas, espectácu-
los, parqueos, drenajes pluviales, pozos,
moteles, etc. 

Para el resto de los municipios del país,
un análisis por tipo y fuente de ingreso indi-
ca lo pírrico, concentrado y obsoleto de la
fuente que genera ingresos municipales. 

Los ingresos propios de los municipios
representan entre el 9% y el 10% de las re-
caudaciones totales. Por municipios esta
fuente representa en promedio el 4.2% de
las entradas y en la mitad de los municipios
esta fuente representa menos del 2.3% de
los ingresos, mostrando una relación positi-
va con el tamaño del municipio. Entre los 20
municipios en los que esta fuente registra
un mayor peso hay una notable presencia de
municipios con actividad turística. Además,
la principal fuente por este concepto es la
recogida de basura. 

El desarrollo municipal
necesita recursos 

y estos tienen que estar
debidamente fiscalizados

por la población y la
administración central



Los ingresos especiales representan
alrededor del 7% de los ingresos totales y la
principal fuente son los empréstitos. 

Las subvenciones y donaciones repre-
sentan alrededor del 83% de los ingresos
totales de los municipios, sin incluir al
Distrito Nacional.  

III.10 Gasto municipal y rendición de
cuentas

Aunque parezca insólito, el Estado do-
minicano no sabe cuánto es el monto total
del gasto en las provincias ni en los munici-
pios del país. La mayoría de las  secretarías
de Estado no pueden decir dónde ejecutan
su gasto. Esto refleja, por una parte, el poco
valor estratégico que históricamente se le ha
asignado a la descentralización y a los go-
biernos locales en la planificación y asigna-
ción de recursos de los gobernantes. Por
otra parte, refleja que la equidad espacial y
territorial no está entre las prioridades del
Estado dominicano.

Tampoco existe un registro consolidado
del gasto municipal y las informaciones
están dispersas e incompletas. Según la Ley
166-03, los municipios estaban obligados a
dedicar el 25% para pagos de personal (fijo y
por  contrato temporal), el 30% para servi-
cios municipales66 y el 40% para gastos de
gastos de capital e inversión, de los cuales el
2% debe ser destinado al diseño, ejecución,
monitoreo y evaluación de proyectos de
desarrollo municipal, el restante 5% iba a la
Liga Municipal Dominicana (LMD).  

La Ley de Municipios promulgada en
2007 establece una nueva redistribución,
conservando el 25% para gastos de personal,
40% para inversión y obras de infraestructu-
ra, aumenta a 31% para el funcionamiento y
mantenimiento ordinario de los servicios
municipales e introduce el 4% dedicado a
programas educativos, de género y salud67.

Este informe ha hecho un esfuerzo por
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Cuadro III. 14

Estructura del gasto
total de 277 municipios
y distritos municipales,
2002-2004
(valores ponderados)

Servircios personales 38%

Servircios no personales 26%

Materiales y suministros 12%

Maquinarias y equipos 5%

Adquisición de inmuebles 1%

Construcción de obras y plantaciones agrícolas 1%

Aportes corrientes 4%

Aportes de capital 9%

Deuda pública 0%

Desembolsos financieros 0%

No clasificado 2%

Total 100%

Concepto Total

Fuente: ODH/PNUD en base Contraloría General de  la República  

ordenar los gastos de los municipios y distri-
tos municipales por objeto de gasto, según
lo define la Oficina Nacional de Presupuesto
(ONAPRES)68 (Anexo III.16), utilizando para
ello los registros de la Controlaría General
de la República de 277 municipios y distritos
municipales para el período 2002-2004. 

De acuerdo con la reagrupación realiza-
da, la media ponderada de los gastos en ser-
vicios personales69 fue de 38% del gasto
total, seguidos de los servicios no persona-
les70 y materiales y suministros (Cuadro
III.14). Sin embargo, este porcentaje no es
uniforme, varía por municipio y distrito
municipal.  

En efecto, por entidades municipales el
gasto promedio en servicios personales esta-
ba en 40.8% y la mitad de ellos estaban por
debajo de esa media con un máximo de 49%
y un mínimo de 28%, lo que significa que nin-
gún municipio cumplía  la normativa del 25%
establecida en la Ley 166-03 (Anexo III.17). 

En los servicios no personales, la media



de gastos de los municipios y distritos muni-

cipales fue del 24.2% con un mínimo del 15%

y un máximo del 43%. En materiales y sumi-

nistros la proporción gastada por las entida-

des municipales fue en promedio del 13.9%. 

La estructura de los egresos por desti-

no71 del gasto para el año 2005, fue calculada

sobre la base de 241 municipios y distritos

municipales. El resultado indica que aproxi-

madamente la mitad del gasto se destina a

administración (48.3%), el 11% a servicios

municipales, el 8% a compra y mantenimien-

to de propiedades y equipos, y el 5% a deuda

municipal. En síntesis, ya sea que se registre

el gasto por objeto o por destino, no hay evi-

dencias de que se cumpla con la estructura

de gasto estipulada por ley  (Anexo III.18).

III.10.1 Empleo municipal
Los empleos de los ayuntamientos en los

municipios y distritos municipales se han tri-

plicado en 11 años, pasando de 17.4 mil a

51.6 mil puestos de trabajo, lo que represen-

ta un crecimiento dos veces y medio superior

al crecimiento del empleo en el gobierno

general y central, y más de tres veces el creci-

miento de la población económicamente

activa (PEA) total y ocupada (Cuadro III.15).

La consecuencia de estos ritmos de creci-

miento es que en términos del empleo públi-

co total y de los ocupados, los que trabajan en

los municipios y distritos municipales se han

duplicado, pasando de una participación de

un 6.5%, en 1995, en los empleos públicos

totales a un 12.4%, en 2006 (Anexo III.19).

El empleo en los ayuntamientos está ínti-

mamente asociado con las transferencias guber-

namentales, en un 88%; de forma que entre

1995 y 2006, cada aumento del 1% en las trans-

ferencias reales del gobierno central a los muni-

cipios fue acompañado de un crecimiento en el

empleo de los ayuntamientos de un 0.48%

(Gráfico III.3). Esta relación  es del mismo

orden de magnitud del impacto que tiene el

crecimiento económico en el empleo total y del

crecimiento del gasto público real en el empleo

público72(Anexo III.20). 

Los ayuntamientos emplean al 3.8%,  de

la población ocupada de cada municipio

(media simple), en un rango de variación

que va desde un 0.50% a un 30.50% de par-

ticipación. La mitad (la mediana) de los

cabildos del país emplean menos de 2.76%

de la población ocupada del municipio y el

75% está por debajo de 4.4% (Cuadro III.16). 

Los ayuntamientos en los municipios

que están en la frontera suroeste son los que
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Cuadro  III.15

Tasas de crecimiento
promedio anual del
empleo en el gobierno
central 1995-2006

Fuente: BCRD

Gobierno general 4.1%

Gobierno central 4.1%

Instituciones descentralizadas
y autónomas -0.5%

Municipios 10.6%

PEA 3.4%

Ocupados 3.3%

Cuadro  III.16

Participación del empleoa

en los ayuntamientosb

en la población ocupada,
2006

a Incluye los cargos nombrados, nominales, jornaleros,  igualados,
técnicas, total. 

b Para 213 municipios y no incluye al Distrito Nacional.
Fuente: ODH en base a la Contraloría General de la República

Media 3.83%

Mínimo 0.50%

Hasta 25% 1.93%

Hasta 50% 2.76%

Hasta 75% 4.40%

Hasta 100% 30.50%

Desviación estándar 3.69%

Coeficiente de variación 96.42%



más empleos generan con relación a la po-
blación ocupada provincial. En efecto, en los
municipios de Independencia, el ayunta-
miento emplea el 7.5% de la PEA de la pro-
vincia, seguido por Pedernales (6.1%), Azua
(4.6%), Bahoruco (4.5%) y Barahona (4.4%);
mientras que entre los ayuntamientos que
menos PEA ocupan están: La Romana, San
Pedro de Macorís, la provincia de Santo Do-
mingo, La Altagracia y Santiago (Mapa III.3). 

III.10.2 ¿A quién le rinde cuentas el
municipio?

El artículo 11 de la Ley 166-03 estableció
que los ayuntamientos debían enviar un
informe trimestral a la Contraloría General
de la República, a la Cámara de Cuentas y a
la Liga Municipal Dominicana (LMD) donde
justificaran las cuantías y finalidades a que se
hayan destinado los recursos obtenidos. 

Sin embargo, como fue indicado ante-
riormente, no existe ningún documento pú-
blico que establezca la pulcritud de las cuen-
tas municipales, ni siquiera que registre en
forma consistente y con la prontitud necesa-
ria la ejecución presupuestaria. Esto  quiere
decir que para fines de la sociedad, la ejecu-
ción del gasto de los ayuntamientos, como
muchas otras cosas del Estado dominicano,
es poco transparente y mientras no exista
una producción sistemática de estadísticas
consolidadas y detalladas que puedan ser
analizadas desde diferentes perspectivas, el
Estado y la sociedad dominicana no tendrán
una idea cierta de qué sucede con las finan-
zas municipales.

La ley 176-07 creó la figura del contralor
municipal73, quien tendrá como función la
fiscalización de las actividades de los ayunta-
mientos y las demás entidades municipales,
así como verificar el cumplimiento de todas
las normas. Este funcionario será designado
por el concejo municipal74 mediante con-
curso público

Por otra parte, la Ley de los Municipios
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determina igualmente75 que la fiscalización

corresponde a la Cámara de Cuentas y a la

Contraloría General de la República, pero va

más allá al establecer76 el “control de la

comunidad” mediante la auditoría social por

parte de los munícipes y las entidades de la

sociedad civil. El artículo 270 obliga a la

Cámara de Cuentas a hacer públicos los

resultados de las auditorías  realizadas a los

municipios y distritos municipales en cuanto

a la eficacia y eficiencia  presupuestaria. 

Finalmente, como se señaló en el capí-

tulo II, la Ley 176-07 crea nuevas figuras de

participación como son el derecho de peti-

ción, el referéndum municipal, el plebiscito

local, el cabildo abierto y los presupuestos

participativos.

Todos estos cambios pueden ser la base

para un nuevo escenario de mayor transpa-

rencia y eficacia en la gestión municipal,

pero habrá que esperar los cambios institu-

cionales que genere la Ley de Municipios,

que por sí sola no es suficiente si no se

acompaña del capital social acumulado en

los municipios y de una cultura política par-

tidista diferente. 

Gráfico III.3
Las transferencias reales del gobierno (Ley 166-03)
y del empleo en los municipios

Fuente: ODH/PNUD
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En resumen
De la magnitud, la forma y la rendición

de cuentas de los municipios se extraen las

siguientes conclusiones:

Las secretarías de Estados no tienen un

sistema de registro que permita determinar

la distribución provincial y municipal de su

gasto.

La distribución de gastos de los munici-

pios está regida por la Ley 166-03,  modifica-

da por la Ley 176-07 de Municipios. La cali-

dad de las estadísticas municipales no per-

mite determinar si se cumple con este man-

dato. Un ejercicio preliminar realizado para

este informe indica que los servicios perso-

nales alcanzan el 38% del total, muy por

encima del 25% establecido en la ley. Entre

los municipios, esta categoría de gasto se

mueve entre un mínimo de un 28% y un

máximo de 49%. 

El empleo en los ayuntamientos se ha

disparado, multiplicándose por tres en 11

años y duplicándose en términos de la PEA

total y del empleo público. El empleo de los

ayuntamientos representa el 3.8% de la PEA

por municipio y se mueve en un rango de

entre 0.50% a 30.50% de participación. Los

municipios en los que más personas de la

comunidad trabajan en el cabildo están en la

zona fronteriza. 

El ayuntamiento debe rendirle cuentas

de sus gastos a la Contraloría General de la

República, a la Cámara de Cuentas y a la Liga

Municipal Dominicana (LMD), sin embargo,

no hay registros sistemáticos públicos de

estas ejecuciones. 

Finalmente, no caben dudas de que la

implementación de la nueva Ley de Muni-

cipios puede significar un cambio radical en

la forma de hacer política a  nivel municipal,

ya que crea los mecanismos para permitir

una efectiva participación de la población en
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La calidad 
de las estadísticas 

municipales 
es muy deficiente

Mapa III.4 Empleados en los municipios como % del total de ocupados, 2006
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las decisiones, en la transparencia y en la

evaluación de las ejecuciones municipales.

III.11 Perfil del empleado municipal
En julio de 2007, el Presidente de la

República señaló que el acceso al empleo

público está determinado por el triunfo del

partido en que se milita, lo cual afecta la cali-

dad del servicio público porque prevalece la

“partidocracia” y no la “meritocracia”77. Estas

declaraciones reflejan la incapacidad del sis-

tema político dominicano para profesionali-

zar al sector público, ya que quien denunció

la “partidocracia” fue la persona que había

ejercido la Presidencia de la República por

casi ocho años. De hecho, la Ley de Servicio

Civil y la Carrera Administrativa (Ley 14-91)

fue promulgada en 1991 y su Reglamento en

1994; es decir, hace 16 años y apenas 18,861

personas han sido incorporadas al sistema

de carrera administrativa. Esto representa

poco más del 4% del empleo público. A ese

ritmo se necesitarán más de 200 años sola-

mente para que las personas que hoy están

empleados sean parte del sistema.

La referida ley excluye de manera explí-

cita a las instituciones públicas que no son

dependencias directas del Poder Ejecutivo.

Por tanto, los organismos públicos descen-

tralizados, como los ayuntamientos, no pue-

den acogerse a ese derecho porque sus fun-

cionarios los nombran las autoridades

municipales. Esto facilita que cada síndico/a

tenga la potestad de nombrar su personal y

tener una red clientelar propia o de su fac-

ción partidaria, como ocurre en el gobierno

central. Esta situación se pretende corregir

con la introducción del artículo 149 de la

Ley 176-07, que señala que “la función públi-

ca municipal es regulada de conformidad

con la Ley y reglamentos de servicio civil y

carrera administrativa que aplique en gene-

ral para la administración pública”; y el artí-

culo 60 es más explícito cuando indica que

“entre las funciones del síndico está nom-

brar o destituir a los y las funcionarios y

empleados del ayuntamiento, de conformi-

dad con la Ley de Servicio Civil y Carrera

Administrativa vigente”78.

Sin embargo, a pesar de la intención

legislativa no queda claro si hay que modifi-

car la Ley 14-91 de Servicio Civil y Carrera

Administrativa.

Un estudio sobre el perfil de las perso-

nas empleadas por los municipios, realizado

en 2001 en 27 ayuntamientos de ocho regio-

nes del país y clasificados como grandes,

medianos y pequeños79, da cuentas de la

precariedad del personal municipal.

El personal es fundamentalmente mas-

culino, de edad madura, con baja formación

y trabaja en el ayuntamiento en promedio

durante un cuatrienio (4.68 años). La mayo-

ría es personal nominal (nombrado directa-

mente por el síndico) con un salario prome-

dio bajo, ya que el 75% ganaba menos de

3,000 pesos, lo cual apenas cubría el costo

de la canasta de consumo del quintil más po-

bre, unos 2,931 pesos, en el año de la

encuesta (2001). 

La estructura de los puestos de trabajo

refleja también las debilidades para asumir

nuevas competencias, ya que es un personal

poco especializado. Sólo el 9.4% del perso-

nal realiza actividades técnicas; los demás

son de apoyo, supervisión, encargados y

otros. Pero, además, dos de cada tres em-

pleados declararon no estar satisfechos con

su trabajo, principalmente por los niveles de

salarios, condiciones físicas, sobrecarga de

trabajo y ambiente laboral, entre otros.

Solamente uno de cada cuatro ha recibido

un entrenamiento para el trabajo que realiza. 

El estudio registra algunas diferencias

por tamaño del cabildo80. En efecto, se evi-

denció que hay mayor formación académica

según aumenta el tamaño, hay menos esta-

bilidad en los empleos en los ayuntamientos

pequeños y medianos que en los grandes,
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ayuntamientos es 
masculino, de edad 
madura, con baja 
formación, trabaja por
cuatro años y recibe un
salario promedio bajo



así como mayor entrenamiento en los gran-

des que en los pequeños (Anexo III.24).

En conclusión, esta encuesta aunque es

de 2001 y corresponde a una muestra redu-

cida, refleja la baja formación profesional del

personal de los ayuntamientos, el reducido

carácter técnico del mismo, la poca estabili-

dad laboral y la necesidad de mayor entrena-

miento. Esta situación se hace más dramática

en la medida en que los ayuntamientos se

ven presionados para satisfacer las nuevas

competencias que se derivan de la Ley de

Municipios de 2007.

El salario de la sindicatura
La Ley 176-07 regula los niveles salariales

al interior de los municipios81. Así, las vice-

sindicaturas devengarán un sueldo mensual

de hasta un 60% del que corresponda a la

sindicatura, y la presidencia o vicepresiden-

cia del Concejo Municipal percibirá, respecti-

vamente, un 25% y un 10% más que la canti-

dad autorizada para la regiduría. Quienes

integren el Concejo Municipal no podrán

recibir un salario mayor al de la vicesindica-

tura. En los distritos municipales, los y las
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Cuadro III.17 
Salario de los síndicos/síndicas de municipios 
y distritos municipales, 2005

Salario Medio
promedio

Rangos de salarios
miles RD

Frecuencia

a Incluye el valor del límite superior.
b Solamente incluye 299 que fueron reportados por la Contraloría General de la República. No incluye al Distrito Nacional.

Fuente: ODH con información de la Contraloría General

Menos 20a 76 25.5% 16,342

20.1 a 30 93 31.2% 26,642

30.1 a 40 52 17.4% 37,509

40.1 a 50 41 13.8% 46,989

50.1 a 60 15 5.0% 57,714

60.1 a 70 10 3.4% 65,444

70 y más 11 3.7% 84,168

Totalb 298 100.0%

Media 33,701

Mediana 30,000

Cantidad Porcentaje

vocales no podrán recibir un salario mayor al

40% del salario que devengan las regidurías

del municipio correspondiente. 

Según los registros de la Contraloría Ge-

neral de la República para 2005, con infor-

mación de 298 síndicos/as de municipios y

distritos municipales, el salario promedio

era de 33,000 pesos 82 y la mitad de ellos ga-

naba menos de 30,000 pesos 83. Esto signifi-

ca que el salario de un síndico/a es casi dos

veces el costo de la canasta alimentaria fami-

liar promedio del país. Solamente el 7% gana

más de 60 mil pesos (Cuadro III.17).  

Si el salario del síndico o síndica es la

base para establecer la remuneración del

personal elegido de los ayuntamientos, sería

conveniente que existiera una política de

remuneración a fin de evitar arbitrariedades

y prácticas que puedan afectar el desenvolvi-

miento de los ayuntamientos. 

III.12 Espacios institucionales para
y supra municipales

Los municipios tienen tres grandes espa-

cios para coordinar y crear externalidades: la

Liga Municipal Dominicana (LMD), la Fede-

ración Dominicana de Municipios (FEDO-

MU) y las mancomunidades y asociaciones. 

III.12.1 Liga Municipal Dominicana 
(LMD)

La Liga Municipal Dominicana (LMD) fue

creada en diciembre de 1938, mediante la Ley

49, como parte de una propuesta continental

de la época84 para promover las relaciones y

la cooperación entre los municipios a fin de

que puedan prestarse ayuda mutua para el

desarrollo y la solución de sus dificultades,

difundir información, hacer intercambios,

procurar la solución de problemas y ofrecer

asesoría técnica y asistencia financiera. 

En 1965, mediante la Ley 673, la LMD

quedó facultada para revisar e introducir  mo-

dificaciones a los presupuestos de los mu-



nicipios, aprobar las transferencias de fondos

y dictar providencias para que los fondos

municipales sean invertidos correctamente.

Adicionalmente, los ayuntamientos,

además de las cuentas mensuales que rendí-

an a la Contraloría y Auditoría General de la

Nación, quedaron obligados a someter sus

cuentas al Comité Ejecutivo de la LMD para

fines de revisión. Por otra parte, las obras

públicas por encima de cierto valor debían

ser ejecutadas mediante planos, presupues-

tos y especificaciones elaborados en la

Oficina de Construcciones Municipales de la

LMD, quedando exceptuados los ayunta-

mientos que tuviesen Oficinas Técnicas con

capacidad adecuada. Asimismo, la ley facul-

taba a la LMD para inspeccionar las obras

que realizaran los ayuntamientos y creaba

una oficina de compras de bienes muebles e

inmuebles que decidiría sobre las compras

realizadas por los cabildos. Con el tiempo,

esa oficina actuó como un almacén para sur-

tir a los ayuntamientos de suministros.

Finalmente, la Ley 673 consignaba la facultad

de la LMD para disponer inspecciones de las

oficinas de los ayuntamientos cuantas veces

lo creyera necesario. Toda esta normativa

cambia con la nueva Ley de Municipios

como se explica más adelante.

Los ingresos de la LMD
La Ley 140, de 1983, sobre los ingresos a

los ayuntamientos, estableció como fuente

de ingresos de los municipios el 20% de los

ingresos de rentas internas más una subven-

ción fija. También determinó que la LMD

retuviera el 5% para “otros órdenes distribu-

tivos”; y de la suma del 5% retenido más la

subvención, la Liga podía retener el 30%

para sus gastos presupuestarios. Además,

esta ley facultaba a la Liga a recibir y redistri-

buir los fondos entre los ayuntamientos.

La Ley 140 fue derogada por la Ley 17 de

1997, que estableció como fuente de la sub-

vención a los municipios el 4% de los ingre-
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sos fiscales del Estado, y facultó a la LMD a

retener el 5% para sus fines presupuestarios

y para otras órdenes distributivas. 

Esta legislación fue modificada en parte

por la Ley 166-03, la cual elevó la subvención

de los municipios hasta el 10% de los ingre-

sos ordinarios del Estado, manteniendo que

el 5% del valor total de la subvención sea

retenido por la LMD para atender sus gastos

de funcionamiento operativo. También con-

signó 20 millones de pesos del Presupuesto

Nacional, de los que la mitad debía utilizarse

en el fondo de pensiones y jubilaciones e

indemnizaciones de los servicios municipa-

les y la otra mitad para capitalizar los fondos

de préstamos (fondo rotativo y el fondo de

cooperación intermunicipal) de la LMD a los

ayuntamientos.

El resultado de estas leyes es que los

ingresos nominales de la LMD se multiplica-

ron por 71 veces, mientras que en valores

reales se multiplicaron por 21 veces en un

lapso de 11 años, magnitudes muy superio-

res a las que aumentó el monto total de la

subvención a los municipios, cuyos ingresos

crecieron 41 veces en términos nominales y

12 veces en términos reales. Esto significa

que la Liga Municipal Dominicana (LMD)

recibía en 2006 tantos ingresos como un

municipio que tuviera 469 mil personas, lo

que representa el 5.4% de la población y

explica la encarnizada lucha que desataron

los partidos políticos por controlarla (Cuadro

III.18). 

La nueva Ley 176 de 2007: 
un cambio radical 85

La Ley 176-07 cambió formas y conteni-

dos de la LMD y limitó sus funciones a las de

asesoría en materia técnica y de planifica-

ción. La nueva LMD deberá promover la

cooperación de los municipios entre sí y

con el gobierno central, difundir informa-

ción, buscar soluciones comunes a sus pro-

blemas, cooperar en materia de relaciones



internacionales, colaborar con los ayunta-

mientos en el ejercicio de sus actos legales,

administrativos, económicos, financieros y

de servicios, promover la organización de

los municipios y propiciar las discusiones y

estudios de diferentes aspectos que mejo-

ren la calidad de los servicios. 

Queda explícitamente impedida de fis-

calizar e intervenir en las actividades y deci-

siones de los ayuntamientos, limitándose a

hacer recomendaciones a los gobiernos loca-

les, las que pueden ser adoptadas o rechaza-

das por los ayuntamientos. 

En materia de presupuesto, serán los

propios municipios quienes lo determinarán

en su asamblea anual, en coordinación con la

Secretaría de Estado de Economía, Plani-

ficación y Desarrollo (SEEPYD), para que sea

contemplado en la Ley de Presupuesto.

En conclusión, las funciones de la LMD

se redimensionan haciendo énfasis en las

asesorías, que son necesarias, sobre todo

por la proliferación y dispersión en el tama-

ño de los ayuntamientos. Por otra parte, la

nueva dinámica municipal demanda un cuer-
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FEDOMU tiene un gran
potencial siempre y

cuando mantenga la
lealtad a los municipios

Cuadro III.18 Liga Municipal Dominicana: ingresos para operaciones,
1995-2006

% del total de la
subvención a los

municipios
LeyesAño

Millones
de pesos

Fuente: LMD, Banco Central y Secretaría de Estado de Hacienda

1995 Ley 140 9.1 2.9% 9.1

1996 Ley 140 17.6 3.0% 16.7

1997 Ley 17-1997 36.5 3.1% 32.0

1998 Ley 17-1997 60.7 4.1% 50.7

1999 Ley 17-1997 76.9 4.7% 60.4

2000 Ley 17-1997 90.7 5.0% 66.1

2001 Ley 17-1997 132.9 5.0% 88.9

2002 Ley 17-1997 152.3 5.0% 96.8

2003 Ley 17-1997 203.1 5.0% 101.4

2004 Ley 166-03 321.4 5.0% 105.9

2005 Ley 166-03 512.7 5.0% 162.1

2006 Ley 166-03 650.0 5.0% 191.1

Millones de
pesos de 1995

po técnico especializado en estos temas,
que pueda crear externalidades y apoyar el
trabajo de los ayuntamientos a fin de cum-
plir con sus nuevas competencias. 

III.12.2 Federación Dominicana de
Municipios (FEDOMU)

La FEDOMU se constituye en un gre-
mio municipal en el año 200086, con voca-
ción a ser integrada por las dos ramas de los
gobiernos locales: las y los síndicos y las y
los representantes de la Sala Capitular. Nace
amparada por la Ley de Organizaciones sin
Fines de Lucro (Ley 520-00) y tiene como
misión promover en los municipios la
democracia, la transparencia, la participa-
ción, la gobernabilidad y lograr una mayor
descentralización. 

Entre sus funciones están la defensa,
promoción de la autonomía y competencia
de los municipios, el fomento de la descen-
tralización financiera, económica, política,
funcional y administrativa del Estado; el for-
talecimiento técnico-administrativo de la
gestión municipal, y propiciar un marco
jurídico que fortalezca a los ayuntamientos,
entre otras. 

En los pocos años de existencia de la
FEDOMU ha logrado reconocimiento y legi-
timidad tanto en el mundo municipal como
en organizaciones de su género y en agen-
cias internacionales de cooperación, algu-
nas de las cuales la tienen como su interlo-
cutor principal para los temas de ayuda a los
municipios. 

Por otra parte, el hecho de haber sido
integrada por municipalistas de diversos
partidos políticos ha contribuido ha mejo-
rar el conocimiento de estos temas en cada
uno de los partidos, al tiempo que se va
produciendo, poco a poco, un mayor invo-
lucramiento de líderes de la comunidad y
de la academia. FEDOMU ha contribuido a
fortalecer las relaciones intermunicipales,
produciendo diversas asociaciones regiona-
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les de municipios que se convierten en la

base para la existencia de mancomunidades

municipales más sólidas y con mayores

posibilidades, no solamente de fortalecerse

para reclamar lo que entiendan como sus

derechos, sino para potenciar sus posibili-

dades para la gestión de servicios, aunando

esfuerzos y recursos para tal fin. Entre los

miembros de FEDOMU se encuentran las

asociaciones regionales de municipios,

entre las que están:

• Asociación Regional de Municipios del

Nordeste.

• Asociación Regional de Municipios del

Cibao Central.

• Asociación Regional de Municipios del

Noroeste.

• Asociación Regional de Municipios de la

región Norcentral.

• Asociación Regional de Municipios de la

región de Valdesia.

• Asociación regional de municipios de la

región El Valle.

• Asociación Dominicana de Municipios

del Este.

• Asociación Regional Metropolitana.

Los municipios no federados pueden

solicitar ser miembros directamente o a tra-

vés de la asociación regional que le corres-

ponda, después de haber sido aprobada su

propuesta por su respectivo Consejo de Re-

gidores, mientras que los distritos municipa-

les pueden ser miembros de FEDOMU, con

voz pero sin voto. Su membresía tiene que

ser a través de las asociaciones regionales. 

En conclusión, FEDOMU tiene el

potencial de crear capital social entre los

municipios y puede ser la base de un pacto

social municipal. No obstante, su éxito

dependerá de que mantenga la lealtad al

municipio y a la ciudadanía municipal, y no

se convierta en un instrumento de los parti-

dos políticos. 

III.12.3 Asociaciones y 
mancomunidades municipales

La antigua Ley 3455 establecía la posibi-

lidad de cooperación intermunicipal87 a tra-

vés de la asociación y cooperación entre los

ayuntamientos o entidades similares de

otros países en todo género de actividades

que tiendan a mejorar la vida del municipio.

También se preveía la posibilidad de que los

ayuntamientos pudieran participar con

otros cabildos o con particulares para cons-

tituir compañías por acciones que se dedica-

ran a la explotación de servicios de utilidad

pública para prestarlos y obtener beneficios

razonables88.

La Ley 176, aprobada en julio de 2007,

establece dos formas de organizaciones: 

a) Asociacionismo municipal, que per-

mite crear asociaciones de ayuntamientos

sin fines de lucro y con personalidad jurídi-

ca propia. Estas asociaciones tendrán como

objetivo proteger y promover intereses

comunes, celebrar convenios con otras enti-

dades y organismos públicos y privados,

nacionales y extranjeros, así como sostener

relaciones, asociarse y cooperar con entida-

des subnacionales de otros países89.

b) Las mancomunidades son asociacio-

nes entre municipios para ejecutar en

común obras y servicios de su competencia.

Para mancomunarse no es necesario que  los

municipios pertenezcan a la misma provin-

cia, ni que exista entre ellos continuidad

territorial. La ley establece que los ayunta-

mientos y las mancomunidades podrán

crear empresas de capital público o mixto

para los propósitos de la mancomunidad, en

cuyo capital accionario participarán en fun-

ción de sus aportes, pudiendo incorporar

aportes del sector privado cuando se consi-

dere que pueda realizar contribuciones

financieras y de tecnologías. 
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El principal vínculo 
del gobierno central 

con los ayuntamientos
es a través de la

Secretaría de Estado de
Economía, Planificación

y Desarrollo (SEEPYD)

La práctica 
En el país se usan indistintamente los

conceptos de asociación y mancomunidad.

Si bien en sus inicios varios ayuntamientos

de algunas zonas del país se agruparon bajo

la denominación de asociaciones han reali-

zado funciones de mancomunidades y vice-

versa. Por ejemplo, manejar desechos sóli-

dos, comprar equipos que sirven conjunta-

mente a más de un municipio, financiar las

operaciones de las unidades técnicas de

apoyo a los ayuntamientos, proyectos de

desarrollo comunitario conjunto, etc. Sin

embargo, la práctica más común hasta hoy

ha sido más de asociaciones y menos de

mancomunidad (Recuadro III.8).

III.13 Relaciones de los 
ayuntamientos y el gobierno
central 

Las relaciones entre las diferentes instan-

cias de la administración pública y los mu-

nicipios fueron redefinidas en la Ley de Mu-

nicipios de 2007. Estas relaciones se guiarán

por los principios de coordinación, concu-

rrencia, subsidiariedad, información mutua y

respeto a sus respectivas competencias90.

Los vínculos pueden ser resumidos en

los siguientes aspectos:

• El Estado tiene la responsabilidad de

garantizar la asistencia necesaria a los

ayuntamientos para que cumplan sus

competencias cuando éstos, por razones

de fuerza mayor, no puedan prestar

algún servicio municipal.

• Las funciones de los cabildos, algunas

contempladas en leyes sectoriales como

las de salud y educación, ahora tienen un

margen de actuación amplio en la medida

en que se faculta a los municipios a des-

empeñar algunas de estas competencias

en forma directa, coordinada o delegada.

• Se redefinen las relaciones de los ayunta-

mientos con la Liga Municipal Domini-

cana (LMD) en su nuevo carácter de ór-

gano asesor.

• Los organismos e instituciones del Estado

prestarán una colaboración especial91

cuando se trate de municipios que estén

en la  pobreza extrema, tengan un costo

mayor en los servicios considerados esen-

ciales por su localización geográfica o

forma de asentamiento de su población.

También cuando hayan sufrido las conse-

cuencias catastróficas de fenómenos

naturales tengan un reconocido valor me-

dioambiental o marcado valor turístico.

• Los vínculos con la Secretaría de Estado

de Economía, Planificación y Desarrollo

(SEEPYD) se dan a través de la coordina-

ción del presupuesto para la LMD. Al

mismo tiempo, la Ley 496-06 que crea la

SEEPYD, le asigna a ésta la función de

coordinación institucional y territorial

con los municipios para todo lo relativo a

la ordenación y ordenamiento urbano,

rural, y calificación de usos de suelo.

Además de la coordinación con los muni-

cipios para la formulación y el seguimien-

to del plan nacional plurianual de inver-

sión del sector público. 

• En materia de endeudamiento, los ayun-

tamientos están regulados por lo estable-

cido en la Ley de Crédito Público.

• En materia de medio ambiente por lo

que dispone la Ley General de Medio

Ambiente y las resoluciones y reglamen-

taciones dictadas por los organismos

nacionales. 

Hay que destacar que dentro del gobier-

no central ninguna instancia coordina y cen-

traliza las relaciones de éste con los munici-

pios y no contempla vínculos con la Se-

cretaría de Interior y Policía a excepción de

lo relativo a la policía municipal.

En el ámbito provincial están los Con-
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sejos de Desarrollo Provinciales, creados

por Decreto en 199692, como órganos deli-

berativos que apoyan la planificación del

desarrollo y de programación de la inver-

sión pública, coherente con las demandas

de participación de la población en el terri-

torio y las provincias. El reglamento, estable-

cido por decreto93, determinó que los con-

Recuadro III.8 Las experiencias de asociaciones y mancomunidades entre ayuntamientos

Asociación de Municipios de la Región Enriquillo (ASOMURE)
Surgió en 1997 con el objetivo de contribuir a la defensa, promoción y fortale-
cimiento de la autonomía y competencia de los municipios miembros, impul-
sar y consolidar la descentralización y fortalecer técnicamente la gestión admi-
nistrativa de los municipios. Está constituida por los 24 municipios y 27 distri-
tos municipales de las provincias de Barahona, Pedernales, Independencia y
Bahoruco. 

Para los trabajos técnicos establecieron una unidad técnica intermunicipal con
el apoyo de la Fundación DEMUCA-AECI y financiada por los miembros, una ofi-
cina técnica de apoyo a los municipios en los ámbitos de formación de perso-
nal, finanzas públicas municipales, informática, planificación del desarrollo
local, presupuesto participativo y proyectos de los ayuntamientos. 

La experiencia de ASOMURE es reconocida a nivel nacional, habiendo sido
galardonada en 2006 por FEDOMU como la asociación de municipios que más
ha avanzado en su desarrollo institucional.

Asociación de Municipios del Río Macacía (AROMA)
Surgió en 1999 con el apoyo de Helvetasa para el manejo de la cuenca del río
Macacía, a través de la capacitación de los productores. Está formada por seis
municipios: Las Matas de Farfán, El Cercado y Vallejuelo, pertenecientes a la
provincia de San Juan, y por Comendador, El Llano y Hondo Valle, pertenecien-
tes a Elías Piña. 

Según la promoción institucional de AROMAb, el proyecto contempla aunar
esfuerzos de instituciones del gobierno central, organizaciones comunitarias,
los gobiernos locales y la cooperación internacional para implementar un con-
junto de acciones en los ámbitos de capacitación y transferencia de tecnología,
producción de cultivos alternativos, instalación y rehabilitación de sistemas de
agua potable y riego, siembra de árboles frutales y maderables, protección del
bosque nublado de la Sierra de Neiba, crianza de animales menores y zonifica-
ción territorial a nivel municipal.

Actualmente cuenta con 105 comités de protección de los acuíferos identifica-
dos en la cuenca del río Macacía y ha formado un grupo numeroso de agricul-
tores como multiplicadores que a su vez tienen bajo su dirección a otros, orga-
nizados en red, para instruirlos en la técnica del manejo de acuíferos.

Disponen de una unidad operativa (podría llamarse oficina técnica) cuyos gas-
tos de logística son cubiertos por los ayuntamientos con una cuota de 5,000
pesos mensuales. Adicionalmente, poseen equipo pesado para la construcción
de infraestructura (rodillo, buldózer, pala mecánica y retroexcavadora)  y un
fondo de un millón de pesos para instalación de tuberías. También ejecutan
proyectos agrícolas conjuntamente con el Instituto Agrario Dominicano (IAD)
para el desarrollo de la frontera, con criterios de protección al medio ambiente.

Asociación de Municipios y Distritos Costeros  
Agrupa los municipios de Miches, Sabana de la Mar y El Valle, a los cuales se le
han sumado los distritos municipales de El Cedro, Las Cañitas y La Gina.

El nacimiento de la Asociación data de diciembre de 2004, cuando se firmó el
Acta Constitutiva, dando inicio al proceso de trabajo mancomunado con una
visión de corto, mediano y largo plazo. Más tarde, el Plan Estratégico de la
Asociación definió como misión “promover la solidaridad entre los Municipios
y Distritos Municipales que la componen, trabajar con disciplina y organiza-
ción, además de respeto mutuo y tolerancia para fortalecer la capacidad de ges-
tión de sus Ayuntamientos y la articulación del desarrollo integral en sus comu-
nidades”. 

Los estatutos, aprobados unánimemente en noviembre del año 2005, expresan
la libre y consensuada voluntad de unión entre los municipios y distritos muni-
cipales que la integran para constituirse como el organismo representativo de
sus intereses en la búsqueda de un modelo mancomunado que responda a los
objetivos compartidos. Durante el año 2007 pasó a denominarse Asociación de
Municipios y Distritos Costeros, incluyendo al Distrito Municipal de La Gina.

El desarrollo de esta asociación es todavía limitado. A la fecha, ha realizado algu-
nas acciones de cooperación intermunicipal en el ámbito de la limpieza de
caminos vecinales y cañadas, y de búsqueda conjunta de fuentes de financia-
miento.

Mancomunidad del Agua
Fue lanzada oficialmente entre marzo y abril de 2007, aunque empezó un pro-
ceso de consulta desde 2004. Incluye los municipios de Jarabacoa, Constanza,
Jánico, San José de Las Matas y Monción, y tiene como objetivos aunar esfuer-
zos y recursos de los miembros y gestionar apoyo de otras instancias para
impulsar la preservación de los recursos naturales y del medio ambiente, con-
juntamente con el desarrollo integral de su población.

Esta Asociación cuenta con una Unidad Técnica Intermunicipal encargada de
dar apoyo a sus asociados en la implementación del Sistema Integrado de
Finanzas Municipales (SIFMUN).

Mancomunidad de Municipios de Santiago de los Caballeros, Tamboril,
Licey al Medio y Villa González
De reciente constitución, que data del 7 abril de 2006 con la firma del Acta
Constitutiva. El objetivo de la Mancomunidad de Santiago, Licey al Medio,
Tamboril y Villa González es emprender acciones conjuntas para enfrentar las
problemáticas comunes y promover el bienestar y el desarrollo sustentable de
cada uno de nuestros municipios y de la región, a través de la gestión manco-
munada del territorio, de los residuos sólidos y de los tributos e impuestos, y la
promoción del desarrollo económico y de las inversiones.

Notas
a Asociación suiza para la cooperación internacional.
b http://www.helvetas.org.do/aroma.html. consultada el 11 de agosto de 2007.



sejos buscarían promover la participación
de organizaciones funcionales94 y territoria-
les95.

También se crearon las Oficinas de Pla-
nificación Provincial (OPP), las cuales depen-
dían de la antigua ONAPLAN. Además, se
previó que el consejo interactuara y apoyara
a los ayuntamientos. Estos dos decretos han
sido la base del esfuerzo de la planificación
administrativa descentralizada realizada por
el Estado dominicano. En la práctica, los con-
sejos provinciales han tenido poca efectivi-
dad en la planificación de los trabajos mu-
nicipales y, actualmente, operan muy pocas
Oficinas de Planificación. Cabe señalar que
estas figuras han sido modificadas con los
reglamentos aprobados por la SEEPYD. (Ver
recuadro II.8 Mecanismos de participación
en la planificación pública).

En resumen, parecería que los vínculos
más importantes entre el gobierno central y
los ayuntamientos se darán a través de la
Secretaría de Estado de Economía, Planifi-
cación y Desarrollo (SEEPYD) y, por lo tanto,
tendrán un carácter más técnico que políti-
co, disolviéndose las relaciones que se daban
que eran más de carácter político a través de
la Secretaría de Interior y Policía y la Liga
Municipal Dominicana (LMD).
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III.14 Regionalización
El proceso de descentralización en Re-

pública Dominicana se inicia en los años 60.

En 1966, la Unidad de Estudios Regionales

del Secretariado Técnico de la Presidencia

elaboró la propuesta de la regionalización

de República Dominicana96, consignando

que “la región es la unidad básica de la pla-

nificación integral del desarrollo”. La base de

esta concepción de la descentralización fue

la de desconcentrar el gobierno, a los fines

de racionalizar la política de inversión públi-

ca, así como la política de planificación del

desarrollo. 

Con los años se han producido muchas

iniciativas que no han logrado concretar nin-

guna formulación ni establecer una práctica

sostenida de regionalización, más allá de

algunos eventos esporádicos. La realidad es

que República Dominicana no tiene ningún

nivel intermedio que efectivamente opere

para planificar la acción pública. Ni siquiera

las provincias, las cuales tienen competen-

cias de representación, seguridad y otras de

carácter general97.

Regionalización caótica
El proceso de desconcentración vía la

regionalización del país ha sido simplemen-

te caótico. Hay dos decretos que en la prác-

tica tienen cierta vigencia, aunque uno susti-

tuye al otro (decretos 685-00 y 710-04) (Ane-

xo III.25) y cada secretaría de Estado y orga-

nismo descentralizado hace su propia regio-

nalización, dividiendo el país de diferentes

formas. Esto llega al extremo de que una

misma provincia puede pertenecer a dos

diferentes regionales de una misma institu-

ción (Cuadro III.19).

La regionalización vigente es la del

decreto 710-04, que reasigna las provincias

en función de una encuesta que medía los

vínculos interprovinciales, según uno de sus

considerando98.

Cuadro III.19
Dos provincias que están en siete grupos constituidos
por provincias diferentes

PerSCProvincia Provincia

Nota.
Las regionalizaciones son: 
Decreto 685-00 (D00); Decreto 710-04 (D04); Regionales de Salud (RS); Regionales de Educación (RE); INAPA (ZI);
Instituto Agrario Dominicano (IAD); Secretaría de Estado de Agricultura (SEA)

Az D04, RS Az D04, RS, RE

DN ZI, IAD, SEA DN ZI, IAD, SEA

MP D00, ZI,  SEA MP D00, ZI, SEA

Per D00, D04, RS, ZI, IAD, SEA Per D00, D04, RS, ZI, IAD, RE, SEA

SC D00, D04, RS,  ZI, IAD, RE, SEA SC D00, D04, RS, ZI, IAD, SEA

SD IAD, SEA SD IAD, SEA

SJO D00, D04, RS, IAD, SEA SJO D00, D04, RS, IAD, RE, SEA



La Secretaría de Estado de Salud y Asis-

tencia Social (SESPAS), la de Educación

(SEE), el Instituto Nacional de Agua y Al-

cantarillado (INAPA), el Instituto Nacional de

Recursos hidráulicos (INDRHI), el Instituto

Agrario Dominicano (IAD), la Secretaría de

Estado de Agricultura (SEA), la Secretaría de

Estado de Medio Ambiente y Recursos

Naturales (SEMARN), las Fuerzas Armadas
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Cuadro III. 20
Caos de
desconcentración 

Az 5 5

Bao 2 3

Bar 2 3

Daj 2 3

DN 5 5

Dua 5 4

EP 2 2

ES 4 4

Esp 4 3

HM 3 5

Ind 2 3

LA 5 4

LR 4 4

LV 6 5

MC 2 3

MN 5 4

MP 6 7

MTS 4 4

Ped 2 4

Per 7 6

PP 3 4

Sal 6 6

Sam 4 4

SC 7 6

SD 4 5

SJ 2 2

SJO 6 6

SPM 5 5

SRam 5 6

SRod 3 4

Stgo 4 4

Val 3 4

Grupos 
constituidos

por diferentes 
provincias

Provincias
¿Con cuántas

provincias 
diferente?

(FF.AA.), Obras Públicas (SEOPC), Deportes

(SEDEFIR), Suprema Corte de Justicia, etc.,

tienen todas regionalizaciones diferentes

entre sí. 

Este informe tomó siete regionalizacio-

nes99, estableciendo que ocho provincias de

las 32 estaban en dos grupos con diferentes

provincias. En 11 estaban entre dos y cuatro

grupos diferentes, e igual número están en-

tre cuatro y seis grupos diferentes. Final-

mente, San Cristóbal y Peravia están en los

siete grupos con seis provincias combinadas

en cada de ellos en forma diferente (Cuadro

III.20).

Con esta dispersión en las agrupaciones

provinciales es imposible articular una estra-

tegia regional en el país. 

Homogeneidad de las regiones
La regionalización vigente corresponde

al decreto 710, de julio 2004, que crea diez

regiones. Para establecer el nivel de homo-

geneidad al interior de las regiones medi-

mos el grado de dispersión de las posicio-

nes de las provincias según el Índice de

Empoderamiento Individual calculado en el

capítulo I. Los resultados aparecen en el

Gráfico III.4. 

El gráfico muestra la posición que tiene

cada provincia al interior de una región,

mostrando en el eje vertical el IEI provincial

y en el eje horizontal la posición que ocupa

en el IEI regional. El gráfico permite apreciar

dos fenómenos. 

Primero, existe en efecto un patrón se-

gún el cual regiones con alto empodera-

miento individual relativo (según el IEI

regional) tienden a estar conformadas por

provincias con un empoderamiento indivi-

dual relativamente elevado (según el IEI pro-

vincial). De hecho, una línea de ajuste de los

valores que figuran en el gráfico arrojaría un

coeficiente de correlación de 67%. La región

con mayor empoderamiento individual es



Ozama, seguida del Cibao Norte y el Cibao
Noroeste, y las dos peor ubicadas son El Valle
y Enriquillo.

Segundo, existen diferencias  importan-
tes en términos de empoderamiento indivi-
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Gráfico III.4 Matriz provincia-región del IEI
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MN 3
Sal 4
PP 5

Dua 6
Daj 7
LR 8

SPM 9

Esp 11
Sam 12
MTS 13

SRam 14
LV 15
Val 16

LA 20

MC 18
SC 17

Bar 21
HM 22
SJO 23
Per 24
SJ 25

Ped 27

Az 28

Cibao 
Norte 2

Cibao 
Noreste 3

Cibao 
Sur 4

Cibao 
Noroeste 5

Yuma
6

Higüamo
7

Valdesia 
8

El Valle 10Enriquillo 9Ozama 
1

Bao 30
EP 31

MP 29

ES 26

Ind 19

SRod 10

Stgo 2

Fuente: ODH/PNUD

En el eje vertical, las provincias van de mayor (DN) a menor (EP) IEI provincial. 
En el eje horizontal, las regiones van de mayor (Ozama) a menor (El Valle) IEI regional.

Cuadro III. 21
Nivel de homogeneidad
de las regiones según 
el IEI

Higüamo 3 6.7

Yuma 3 6.0

Cibao Sur 3 4.0

Cibao Norte 3 3.0

El Valle 2 3.0

Cibao Noroeste 4 2.8

Enriquillo 4 2.8

Valdesia 4 2.8

Cibao Noreste 4 2.3

Ozama 1 N/A

ProvinciasRegión Distancia

Fuente: ODH/PNUD

dual al interior de las regiones (Cuadro

III.21). La región más homogénea es el Ci-

bao Noreste, con una distancia promedio

entre las provincias de 2.3 posiciones. Las

regiones más heterogéneas son Higüamo y

Yuma, con una distancia promedio entre

provincias de 6.7 y 6 posiciones, respectiva-

mente. La primera tiene, por un lado, a San

Pedro de Macorís, ocupando la posición 9

del IEI provincial y, por otro lado, a Hato

Mayor, con la posición 22, y Monte Plata, con

la posición 29. La segunda tiene en un extre-

mo a La Romana, con la posición 8 según el

IEI provincial, y en el otro extremo a La

Altagracia y El Seibo, ocupando las posicio-

nes 20 y 26, respectivamente. 

Estas diferencias en la situación de algu-

nas provincias al interior de las regiones de-

be ser un elemento a ser tenido en cuenta al

momento de discutir la regionalización del

país. 



III.15 Experiencias de los planes
estratégicos en República
Dominicana

Son muy pocos los municipios que han
realizado planes estratégicos y en la mayoría
de los casos no ha habido continuidad cuan-
do han cambiado las autoridades municipales.

Un plan estratégico es una idea, una
visión concretada en un conjunto de accio-
nes, actividades y obras realizadas en un
tiempo determinado que proyectan a la
comunicad hacia el futuro. No es vinculante

y su implementación depende de la volun-
tad concertada entre los diferentes actores
políticos, empresariales y de la comunidad
(Recuadros III.9 y III.10). 

En el país algunos planes han sido el
resultado de propuestas de organizaciones
comunitarias o de agencias de cooperación
internacional con la participación de las
autoridades. 

En general, el éxito de estos planes
depende de varios factores, entre los que
están: 1) capacidad social que los sustente;
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Recuadro III.9 El Plan Estratégico de Santiago (PES)

La formulación del Plan Estratégico de Santiago (PES) fue iniciado en el año
2000 y culminó en el año 2002 con la publicación del “Plan Estratégico: Santiago
2010”, el cual recoge la visión y las líneas estratégicas de desarrollo con sus pro-
gramas y proyectos. Este plan fue convertido por la Sala Capitular del ayunta-
miento en la agenda oficial de desarrollo del municipioa.

El plan define cinco líneas estratégicas dentro las cuales existe un conjunto de
proyectos específicos, la gran mayoría de los cuales se ha quedado como pro-
yectosb:

1) Una ciudad ordenada y habitable: que pretende un sistema de planificación
y gestión del territorio que promueva el ordenamiento, control y articulación
del espacio municipal y su entorno. 

2) Ciudad de calidad ambiental: promoción de una gestión ambiental participa-
tiva y que priorice el saneamiento de la cuenca del río Yaque del Norte. 

3) Una ciudad competitiva e integradora: desarrollo de una cultura empresarial
innovadora y vanguardista orientada a la competitividad económica, que arti-
cule una estrategia económica regional con los sectores productivos.  

4) Ciudad del gobierno democrático y participativo: auspiciar un proceso de
reforma del gobierno municipal basado en la gestión transparente y eficien-
te, amparado en la descentralización. 

5) Ciudad de la equidad: fomento de una cultura democrática y participativa en
pro de la formación del capital humano y social para mejorar la calidad de vi-
da, la competitividad y la ejecución de políticas de equidad social y de género.

El PES ha sido fuente de un amplio debate que ha contribuido a un mejor
entendimiento de los problemas y soluciones del municipio. Sin embargo, ha
tenido poco impacto en la gestión municipal y en resultados concretos, al mar-
gen de algunos proyectos específicos. Hay que indicar que PES fue inicialmente
concebido como un modelo de gestión bajo el liderazgo del síndico como princi-
pal autoridad del ayuntamiento que se convirtió en un instrumento del sector

empresarial de la ciudad, que asumió el plan como una oportunidad para una
inserción internacional ventajosa.

Por otra parte, el Plan de Santiago ha sido más el resultado de una consulta de
expertos e “instituciones claves” que de una consulta comunitariac. En la etapa
de diagnóstico involucró a 503 personas y 2,012 horas de trabajo.

De esa circunstancia se derivan algunos de los límites en el proceso de ejecución
del plan, entre los que están: 

• Hegemonía de grupos económicos

• Escasa participación de las autoridades municipales de los sectores popula-
res y de la academia.

• Desconocimiento de la población y de muchas organizaciones comunitarias
de la existencia de plan, lo cual, naturalmente, limitó la participación y la rea-
lización de un pacto por la ciudad entre los actores claves.

• Se presentaron quejas de que al momento de la validación colectiva de las
propuestas para el diagnóstico, muchas sugerencias no fueron incorporadas
y se incorporaron algunas que no fueron discutidas.

Estas limitantes dificultan la ejecución del plan concertado, inclusivo y que tien-
da a promover la cohesión social. No obstante, es un gran paso de avance y es el
referente obligado para las autoridades municipales de Santiago e incluso de los
diferentes sectores de la sociedad civil. Es, al mismo tiempo, una fuente de
demandas coherentes y de necesidades para que la ciudad sea gobernada de
acuerdo con un plan. 

Otro resultado importante ha sido el  proceso de construcción de una concien-
cia sobre la necesidad de planificación de la ciudad, independientemente de que
se puedan contabilizar consecuencias tangibles. La sinergia que producen las
discusiones alrededor de estos procesos sitúan en primer plano los temas de ges-
tión urbana y municipal.

Notas
a http://pesantiago.org. Página consultada el 25 de julio de 2007. 
b Plan Estratégico de Santiago 2010. 
c El PES no contempló consultas comunitarias por sectores geográficos de la ciudad por razones de tiempo y recursos. Se utilizó la modalidad de trabajo interdisciplinario entre representantes

de las diferentes instituciones claves de la ciudad en comisiones y, posteriormente, las consultas abiertas al público (asambleas) al final de cada etapa. Plan Estratégico de Santiago 2010, p. 24.
Nota de pie de página 5 



2) un arreglo entre los partidos políticos

locales para que haya continuidad; 3) una

apropiación real de las autoridades que lo

ejecutarán; 4) un conocimiento preciso de

los recursos territoriales y de la infraestruc-

tura disponible; 5) un marco institucional y

legal que le dé sostenibilidad; 6) disponibili-

dad de los recursos que demanda el plan, y

7) la relevancia de las intervenciones que

mejoren las   condiciones materiales de la

población del municipio, así como también

para sus necesidades e intereses. 

Un plan de ordenamiento territorial es

un instrumento legal vinculante sobre el uso

del espacio, que ordena y racionaliza las

intervenciones sobre el territorio y propicia

su desarrollo y aprovechamiento sostenible.

Quienes lo elaboran toman en cuenta las

potencialidades y deficiencias de la zona, la

equidad y el uso óptimo de los recursos

naturales, económicos y humanos para

lograr el desarrollo humano. Aunque hay

algunos intentos, en el país no existe ningún

municipio que tenga un plan de ordena-

miento territorial vinculante.

Los planes de desarrollo en la nueva
Ley de Municipios
La nueva Ley de Municipios establece

que los ayuntamientos al inicio de cada ges-

tión, durante los primeros seis meses, debe-

rán elaborar los planes de desarrollo del

municipio para los próximos cuatro años100

y éste es un prerrequisito para la aproba-

ción anual del presupuesto101. Con los pla-

nes de desarrollo, los municipios deben uti-

lizar la inversión adecuadamente, brindar

apoyo a las necesidades básicas de la pobla-

ción y lograr un ordenamiento racional e

integral del territorio municipal102. Para la

elaboración, discusión y seguimiento de

estos planes se constituirá el Consejo

Económico y Social Municipal, integrado por

representantes de la comunidad, que se

coordinará con otras instancias de la admi-

nistración pública. En otro aspecto, esta ley

obliga a las instancias nacionales y sectoria-

les, incluyendo las subnacionales, de planifi-

cación e inversión pública, a garantizar la

participación de los ayuntamientos en los

procesos nacionales, regionales, provincia-
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Recuadro III.10 Experiencia del Plan Estratégico de Villa González

Esta experiencia tuvo un origen y una dinámica muy dife-

rente al de Santiago. Es menos conocido, pero ha tenido

mayor impacto y continuidad, ya que surgió de las rela-

ciones entre comunidad y municipio. 

El Plan de Villa González estableció cinco grandes líneas

estratégicas con sus respectivos proyectos. Entre esas lí-

neas están: un municipio socialmente equitativo, un mu-

nicipio planificado con infraestructura y equipamiento efi-

ciente, un municipio económicamente atractivo, ambien-

talmente sostenible, democrático y participativo. 

Por la reducida dimensión del núcleo urbano (13 mil per-

sonas en 2002), el diseño del plan giró alrededor de todo

el municipio (34 mil personas). Participaron 80 organiza-

ciones en todo el proceso y más de 600 personas durante

20 meses para un total de 6,232 horas/personaa.

La experiencia de Villa González es, sin duda, la más exi-

tosa debido al sólido tejido social que la soporta. Ello se ha

traducido en una larga práctica de presupuesto participa-

tivo, una activa participación de la comunidad en las activi-

dades del municipio, se ha institucionalizado la existencia

de un centro para el desarrollo del municipio y el ayun-

tamiento ha incrementado su capacidad recaudatoria casi

cinco veces por encima de la media de los demás munici-

pios. Tres administraciones le han dado continuidad al

proceso de desarrollo del municipio gracias a la  partici-

pación comunitaria. La promoción del municipio a través

de sus atributos culturales, naturales e históricos con-

tribuyen a la consolidación de la identidad local y esa es

una vía de construir el capital social capaz de convertirse

en agente para el desarrollo, en la perspectiva del paradig-

ma de desarrollo humano.

a Plan Estratégico de Desarrollo de Villa González. Municipio de Villa González. 2005-2010



les y municipales, en todas aquellas cuestio-
nes que afecten directamente el territorio
del municipio, especialmente en aquellas
que tienen que ver con obras públicas,
infraestructuras, servicios sociales, equipa-
miento y servicios públicos para permitir la
coordinación efectiva entre los diferentes
niveles de la administración pública.

Otras iniciativas relacionadas
Una serie de municipios han logrado

formular planes estratégicos o agendas de
desarrollo municipal (cada uno lo ha nom-
brado a su manera) a más largo plazo, pen-
sando entre cinco y 15 años, y con la partici-
pación de distintas instituciones de carácter
social, a partir de un diagnóstico local parti-
cipativo elemental. 

En el período de 1997-2001, doce muni-
cipios (Santiago, Villa Tapia, Samaná, Du-
vergé, Pedro Santana, Pedernales, Cristóbal y
Mella (Duvergé), Yaguate, San Pedro de Ma-
corís, Monte Plata y Bayaguana) formularon
planes estratégicos de desarrollo. Como és-
tos definían las grandes políticas de desarro-
llo del municipio, algunos municipios formu-
laron un plan de desarrollo social y comunita-
rio, como complemento al plan estratégico. 

En los últimos dos años, nueve munici-
pios (San Pedro de Macorís, Sabana de la
Mar, Miches, Nagua, El Factor, Samaná,
Jimaní, Pedernales y Villa Tapia) han formu-
lado agendas de desarrollo municipal unos,
y otros, planes estratégicos. Todos fueron
formulados a partir de un diagnóstico
municipal participativo con todos los secto-
res, incluyendo a los niños, niñas y adoles-
centes.

Desde los primeros años de la década
de los noventa y en coordinación con La Liga
Municipal Dominicana (LMD), y el Fondo de
las Naciones Unidas para la Infancia (UNI-
CEF) ha invertido en el desarrollo local,
impulsando y apoyando a los municipios del
país. Esto ha sido más sistemático a partir de
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Recuadro III.11 Municipios Amigos de la Niñez

La iniciativa  municipios Amigos de la Niñez se origina en Salcedo en 1993 cuando 19 síndicos se
comprometieron a incluir asuntos de la niñez en sus agendas de desarrollo. Así comienza la experi-
encia de cooperación sistemática de UNICEF con los municipios dominicanos. 

Una resolución del Consejo de Regidores declara el Municipio Amigo de la Niñez. Su compromiso es
integrar el tema niñez en programas y políticas, y garantizar  la participación de los niños, niñas y
adolescentes en la elaboración de diagnósticos participativos que contribuyan  a la garantía de sus
derechos y a los Objetivos  de Desarrollo del Milenio.

Declararse Municipio Amigo de la Niñez implica que las  autoridades municipales,  organizaciones
comunitarias de base, no gubernamentales,  iglesias, y  la comunidad comparten responsabilidad y
asumen que los niños, niñas y adolescentes son ciudadanos y ciudadanas con plenos derechos y no
“objetos de protección” para el municipio.

Para ello, cada municipio debe:

• Establecer los Sistemas Locales de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes, según lo establece
la Ley 136-03.

• Elaborar un plan estratégico de desarrollo municipal que incluya acciones a favor de  la garantía
de los derechos de la niñez.

• Democratizar la gestión municipal, creando mecanismos efectivos de participación de la comu-
nidad; en particular, de los niños, niñas y adolescentes. 

• Propiciar la creación y funcionamiento de un departamento para la protección de los derechos
de la niñez en el ayuntamiento. 

• Demostrar una inversión social mínima para la niñez de 5% del total del presupuesto del ayun-
tamiento, cumpliendo con la disposición de ley.

A la fecha 118 localidades municipales se han declarado Amigos de la Niñez. Más de 40 han empeza-
do a instalar los Sistemas Locales de Protección, diez cuentan con ayuntamientos juveniles e infantiles,
y diez están elaborando el presupuesto participativo, donde participan niños, niñas y adolescentes.

Elaborado por UNICEF

1997, a través de la Iniciativa Municipios
Amigos de la Niñez (Recuadro III.11), desde
la cual se apoya el fortalecimiento institucio-
nal de los gobiernos locales para que asuman
a la niñez como sujeto de derechos y colo-
quen a los niños, niñas y adolescentes en el
centro de la agenda municipal103.

En resumen
En general las experiencias de planes

estratégicos en los municipios han sido
reducidas y su éxito depende básicamente
del grado de capital social e institucional
que soportan. La nueva Ley de Municipios
abre un espacio para éstos, ya que son un
requisito para la aprobación de los presu-
puestos anuales y manda a que las otras ins-
tancias de la administración pública se coor-
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dinen con los ayuntamientos en todas aque-

llas cuestiones que les afecten la jurisdic-

ción del municipio. Las dos experiencias

más importantes de planes estratégicos son

la de Santiago y Villa González. Ambas han

tenido diferentes niveles de participación

social, pero su continuidad en el tiempo las

ha convertido en referente para la interven-

ción de las autoridades en el municipio.

Otras iniciativas han dado pocos resultados

concretos y algunas intervenciones, como la

de UNICEF, a través de los Municipios

Amigos de la Niñez procuran que se aborde

la infancia como sujeto de derechos.

III.16 Conclusiones 
Este informe entiende que la  descen-

tralización real es la transferencia de decisio-

nes y recursos a los diferentes niveles de

gobierno y entidades territoriales. Es el com-

plemento del empoderamiento, en la medi-

da en que la descentralización sin empode-

ramiento genera caciquismo y el empodera-

miento sin descentralización puede generar

violencia y desorden. 

En el orden político e institucional, la

descentralización del poder descansa en la

actitud que sobre ésta tengan los partidos

políticos y los principales actores sociales y

económicos para lograr necesarios niveles

de gobernabilidad. La nueva Ley Municipal

176-07 abre una oportunidad, pero puede

ser la fuente de una mayúscula frustración

ciudadana; puede ser una aventura, un peli-

gro o una carta de ruta de certeza para la

modernidad y el progreso social.

Para darle certeza, la descentralización y

el empoderamiento deben constituirse en

una forma de hacer y entender la política,

que va más allá de su carácter instrumental

para mejorar la eficiencia. Es una forma de

hacer la democracia; pero, además, la des-

centralización debe implicar la creación de

capacidades en la población y el empodera-

miento para que resulte en un ejercicio efec-

tivo de la democracia.





Las capacidades 
están inequitativamente 
distribuidas en el territorio. 
Es necesario que el acceso
equitativo a la salud, 
a la educación, 
a la protección social y 
a la asistencia social 
sean derechos establecidos 
en virtud de un mandato legal
y no resultado 
de una concesión política.



En el enfoque del desarrollo como liber-

tad, la pobreza es la falta de las capacidades

para alcanzar las realizaciones básicas de la

vida. Este enfoque supera y cuestiona la

visión tradicional que concibe la pobreza

como carencia de ingresos 1, ya que la dispo-

nibilidad de recursos no garantiza realizacio-

nes en la medida en que los recursos pue-

den ser malgastados o la capacidad de con-

vertir los recursos en realizaciones puede

estar disminuida por circunstancias sociales

y personales. 

Se trata de comprender la pobreza y la

privación desde el punto de vista de la vida

que pueden llevar las personas y las liberta-

des que realmente tienen, más que la dispo-

nibilidad del ingreso monetario.

Existen razones importantes para justifi-

car este enfoque: los ingresos no constituyen

la única fuente que genera capacidades y la

falta de capacidades puede generar privacio-

nes aún más importantes que la misma

carencia de ingresos. Además, la discrimina-

ción sufrida por condiciones como la edad,

la enfermedad y la incapacidad física, tam-

bién el sexo o la raza, pueden hacer más difí-

cil convertir la renta en capacidades efectivas

para una vida digna.

¿De que trata este capítulo?
Como se discutió en el capítulo prime-

ro, las capacidades se portan individualmen-

te, pero muchas de ellas se construyen

socialmente. Ambos tipos de capacidades

son necesarias y se refuerzan mutuamente.

En efecto, en una sociedad inequitativa,

donde el estado de derecho es defectuoso,

el acceso equitativo a las capacidades y

oportunidades depende del poder indivi-

dual y colectivo de las personas. 

Las capacidades colectivas son las que

permiten que las personas puedan tener

acceso al conjunto de oportunidades que

son socialmente determinadas. Habilitan

para la participación, construyen tejido

social y fortalecen las relaciones interperso-

nales. Las  formas, contenidos y alcance del

empoderamiento colectivo fueron discuti-

dos en los primeros tres capítulos. 

Las capacidades individuales habilitan

para hacer cosas y son ilimitadas. En este

Informe analizamos solamente las económi-

cas, las de tecnologías de la información y

comunicación, las educativas, de salud, de

empleo y de protección y asistencia social.

Las dos primeras serán discutidas en el capí-

tulo siguiente, las restantes son discutidas

en este capítulo. 

IV.1 La política social
El enfoque de capacidades implica

manejar una visión integral del desarrollo

que incorpore acciones y avances simultá-

neos en los ámbitos de: 

• La eficiencia y productividad en función

del aumento de las libertades. 

• La equidad, tanto intrageneracional co-

mo intergeneracional. 

• El empoderamiento, el cual implica la

capacidad y la decisión de actuar de las

personas en forma individual o colectiva-

mente. 
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Capacidades esenciales para el empoderamiento: 
educación, salud, protección y asistencia social



El resultado combinado será una expan-
sión de las libertades reales de la gente.

En este enfoque no existe una distinción
entre políticas económicas y políticas socia-
les, sino que todas las intervenciones del
Estado orientadas a lograr una ampliación del
bienestar de las personas son “políticas de
desarrollo”. Las políticas de desarrollo pue-
den estar vinculadas directamente con el
ámbito económico, social o institucional, pe-
ro todas comparten el mismo objetivo y de-
ben plantearse de manera interrelacionada. 

Esta concepción contribuye a pensar
que el proceso de desarrollo de un país debe
ser conducido a través de una visión unifica-
da, dinámica, integrada y ajustada a la reali-
dad concreta sobre cómo deberían articular-
se los agentes (las personas e instituciones),
los diversos ámbitos (individual, macroeco-
nómico, financiero, sectorial, local), los obje-
tivos (generales y específicos en cada ámbi-
to) y los instrumentos (políticas, normas),
para impulsar la expansión de las libertades y
el bienestar de las personas. 

Propósitos de lo social 2

Las intervenciones en el ámbito de “lo so-
cial” se conciben en base a varios  propósitos: 

a) Materializar los derechos que poseen
las personas en virtud de su humanidad y
que les permiten tener una vida digna. 

b) Contribuir a crear ciudadanía integral
en la medida de que “la ciudadanía de hoy
debe acceder armoniosamente a sus dere-
chos cívicos, sociales, económicos y cultura-
les, y que todos ellos conforman un conjun-
to indivisible y articulado”3.

c) Mejorar la eficiencia productiva y de
generación de riqueza mediante la creación
de capacidades humanas. 

d) Realizar acciones directas y acciones
afirmativas para los grupos más vulnerables. 

e) Proteger contra riesgos y vulnerabili-
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dades por situaciones circunstanciales, tales
como las precariedades económicas, desem-
pleo, enfermedades, discapacidad, muerte
del o la proveedora principal, accidentes
laborales, desastres naturales e inestabilidad
macroeconómica, entre otros.  

f) Fortalecer el empoderamiento, la par-
ticipación y la institucionalidad, puesto que
permiten mejorar la transparencia, la rendi-
ción de cuentas, el acceso a la información,
la descentralización y la creación de capaci-
dades a nivel local.

g) Contribuir a la distribución de poder
y de las riquezas. 

En definitiva, la política social se entien-
de como aquellas acciones o intervenciones
que sirven de fundamento para la reestruc-
turación del proceso productivo en la crea-
ción de riqueza y que buscan materializar
derechos universales, impulsar el bienestar,
generar la cohesión e inclusión social de
todas las personas en una sociedad determi-
nada. 

IV.2 Educación, una capacidad básica 
Para el desarrollo humano la educación

es fundamentalmente un proceso de crea-
ción de libertades, de preparar a la persona

Recuadro IV.1
Propósitos en el
ámbito social

a) Creación de capacidades para materializar los
derechos humanos de manera universal.

b) Creación de ciudadanía y cohesión social.

c) Creación de capacidades para la productividad y
la expansión de la base material.

d) Acciones afirmativas para las personas más des-
favorecidas.

e) Protección contra riesgos y vulnerabilidades en
coyunturas difíciles.

f) Empoderamiento, participación e institucionali-
dad.

La educación es un 
proceso de creación 

de libertades



para que pueda elegir conscientemente y

tenga opciones en la vida. En tal sentido, los

beneficios de la educación son superiores a

su papel como capital humano en la produc-

ción de bienes4.

En esta perspectiva, el Estado es el

garante del acceso a la oportunidad de tener

educación. Esa responsabilidad la puede

ejercer en su función de proveedor directo

o regulando al sector privado, pero garanti-

zando el acceso de la población. En ambas

funciones el Estado dominicano ha sido

deficiente.

La escuela pública está reservada para

las personas más pobres, no como resultado

de un ejercicio de equidad de dirigir el gasto

público hacia los más necesitados, sino co-

mo consecuencia de ineficiencias y conflic-

tos que alejan de la escuela pública a todas

las personas que están en capacidad finan-

ciera y física de buscar una privada.

En adición, el sistema educativo ha

devenido en profundamente inequitativo5.

Así, las personas que nacen en pobreza esta-

rán siempre en desventaja, ya que tienen

mayor propensión a no desarrollar habilida-

des cognitivas en los primeros meses de

vida6, asisten a escuelas de menor calidad,

tienen menos acceso a servicios de salud y

disfrutan de muy poca protección frente a

adversidades naturales o económicas e inclu-

so crisis familiares;  por lo cual terminan

como personas adultas con muy poca capaci-

dad para salir de la pobreza.  A su vez, la edu-

cación media es la que permite salir de la

pobreza porque tiene mayores retornos,

pero es a la que menos acceso tiene la pobla-

ción pobre. En consecuencia, la educación

como institución reproduce y multiplica el

orden de inequidad de la sociedad dominica-

na al no poder garantizar a la ciudadanía el

mismo acceso a las oportunidades.

Estos vínculos entre baja educación,

falta de ingreso y pobreza se aprecian empí-
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Gráfico IV.1
Tasa de pobreza vs. tasa neta de matriculación 
en secundaria, 2002

Tasa de pobreza (método NBI), 2002
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ricamente en las relaciones interprovincia-
les. En el Gráfico IV.1 se observa que en las
provincias donde la pobreza es más acentua-
da, la tasa de matriculación en educación
media es menor. A mayor privación educati-
va menor calidad de vida disfrutan las perso-
nas en su edad productiva. Esto puede
expresarse en el nivel de ingreso mensual
que reciben, en un sentido limitado pero
válido. En las provincias donde los mayores
de 14 años tienen menos niveles de escolari-
dad, también registran ingresos per cápita
inferiores (Gráfico IV.2).

IV.2.1 Índice de Empoderamiento
en Educación (IEEd)

El Índice de Empoderamiento en Educa-
ción (IEEd), junto con el empoderamiento
económico, en salud y en tecnologías de la
información y la comunicación determinan
el  empoderamiento individual. El empode-
ramiento individual y el colectivo definen el
empoderamiento humano. 

La educación, en el enfoque de desarro-
llo humano, tiene un valor en sí misma que
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va más allá de su rol en la creación de capital
humano, ya que tiene el potencial de habili-
tar a las personas para las relaciones inter-
personales y mejora la autoestima, así como
ayuda a las personas para que puedan ser
sujetos de su propia historia; y ello es la base
para el empoderamiento. 

Adicionalmente, la educación es un me-
dio a través del cual se logran ampliar capa-
cidades y se acrecienta la posibilidad de con-
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Gráfico IV.2
Escolaridad promedio de adultos y el ingreso
mensual per cápita

Ingreso mensual per cápita (en miles RD$ 2004)
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vertir los recursos disponibles en mayores

logros y realizaciones en la vida.

Para medir el empoderamiento en edu-

cación se ha construido un índice que com-

bina la cobertura y la calidad: la primera,

como el indicador más elemental de que

las personas son alcanzadas por el sistema

educativo, y, la segunda, como un referente

del contenido y la profundidad de la educa-

ción. Los valores resultantes expresan

logros que no son óptimos, sino los mejo-

res y peores dentro del contexto dominica-

no (Diagrama IV.1).  

La cobertura (ICobEd) se mide con cua-

tro indicadores: 

a) La tasa neta de matriculación en la edu-

cación básica. 

b) La tasa neta de matriculación en la edu-

cación media. 

c) El valor absoluto de la desviación para la

igualdad7 por sexo de las personas

matriculadas en básica. 

d) El valor absoluto de la desviación para la

igualdad por sexo en la matriculación

del nivel secundario. 

La selección de estos indicadores miden

cobertura educativa y la relación de sexo de

las y los que asisten a las escuelas. 

Para medir la calidad (ICalEd)8 se com-

binaron cuatro indicadores:

a) El porcentaje de estudiantes que pasan

de curso sin repetirlo (no repitentes). 

b) El porcentaje de docentes con grado de

licenciatura o superior.

c) La calificación promedio obtenida en las

pruebas nacionales del nivel básico y del

nivel medio. 

d) La cantidad de estudiantes por salón de

clase. 

El primero es un indicador tradicional
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Índice de
Empoderamiento 

en Educación (IEEd)



de calidad del sistema, el segundo asume
que el nivel educativo del maestro o maestra
influye de manera determinante en los con-
tenidos y en la forma de enseñar. El tercero,
el resultado de las pruebas nacionales, indi-
ca el aprovechamiento de los conocimientos
del alumnado y, finalmente, el cuarto indica-
dor manifiesta que la calidad está asociada a
una relación razonable en la cantidad de
estudiantes por docente.  

Estos indicadores no son exhaustivos y
se pueden sustituir o cambiar con otros en
la medida en que las estadísticas estén dis-
ponibles.  

Del análisis de estos índices se puede
concluir que:

1) La población del Distrito Nacional9 es
la que más empoderamiento educativo
tiene, seguida de Santiago Rodríguez, Daja-
bón, la provincia de Santo Domingo, Valver-
de, Salcedo, Monseñor Nouel, Puerto Plata y
Espaillat. Hay cinco provincias que están en
un nivel medio alto; 14, en un nivel medio
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bajo, y cuatro, en el nivel relativo bajo. Estas
son: Elías Piña, Bahoruco, El Seibo y Peravia
(Mapa IV.1 y Cuadro IV.1).

2) El empoderamiento educativo está
vinculado positivamente con la salud, con el
empoderamiento económico y con el empo-
deramiento en tecnologías de la información
y la comunicación, y tiene una relación inver-
sa con el nivel de pobreza y con las privacio-
nes. Estas relaciones se dan en diversos nive-
les de intensidad y dan cuenta del proceso
sinérgico que existe entre estos empodera-
mientos (Anexo IV.1).

3) No hay vínculos estadísticos entre
cobertura y calidad10. Las provincias cuya
población tiene mejores niveles de cobertu-
ra son Santiago Rodríguez, el Distrito Na-
cional  y Espaillat; mientras que las que regis-
tran mejores niveles de calidad son Hato
Mayor, Distrito Nacional y Dajabón. 

Los logros en ambas dimensiones se
combinan de forma que permiten clasificar las
provincias en cuatro categorías (Gráfico IV.3):

La educación 
tiene valor como 
fin y como medio

Mapa IV.1 Índice de Empoderamiento en Educación (IEEd), por provincia

Leyenda

LA 
0.472

ES
0.378

LR
0.570

SPM
0.576

MP
0.427

SRam
0.552

SC
0.567

Per
0.305

SJO
0.498

MN
0.602

LV
0.537

Dua
0.556

MTS
0.572

Stgo
0.529

SJ
0.553

EP
0.387

Daj
0.648

MC
0.576

Val
0.663

SRod
0.663

Az
0.447

Bar
0.487Ped

0.408

Ind
0.525

Bao 0.383

PP
0.594

Esp 
0.589

Sam 0.535

SD 0.638

DN 0.784

HM
0.574

0.665 o más

0.454 - 0.664

0.424 - 0.453

Menor o igual a 0.423

Sal
0.614

Fuente: ODH/PNUD en base a SEE y ENDESA, 2002.



• Alta cobertura y baja calidad.

• Baja cobertura y baja calidad. 

• Baja cobertura y alta calidad.  

• Alta cobertura y alta calidad. 

Así, hay ocho provincias, que registran
baja calidad y cobertura: Peravia, Pedernales,
Bahoruco, Elías Piña, El Seibo, Azua, Monte
Plata y La Altagracia. 

Otras siete provincias tienen baja cober-
tura y alta calidad: Barahona, Independencia,
Hato Mayor, La Romana, San Juan, Sánchez
Ramírez y La Vega.

Siete más tienen alta cobertura pero baja
calidad: San José de Ocoa, Santiago, Samaná,
San Cristóbal, Duarte, Espaillat y María
Trinidad Sánchez.

Finalmente, diez están en situación de
alta calidad y cobertura dentro del contexto
nacional: el Distrito Nacional encabeza las
posiciones, seguido de dos provincias fronte-
rizas (Dajabón y Santiago Rodríguez) y las
provincias de Santo Domingo, Salcedo, Mon-
señor Nouel, Valverde, Puerto Plata, San Pe-
dro de Macorís y Montecristi.  
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Gráfico IV.3 Cobertura y calidad en la educación
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Es importante recalcar que, al igual
como ocurre con todos los componentes de
los índices de empoderamiento, el calificati-
vo de “alta calidad” o “baja calidad” está en
términos relativos a la situación general del
país y se refiere al contexto del desempeño
observado. Por lo tanto, el hecho de que el
Distrito Nacional, Hato Mayor y Dajabón re-
sulten con los mayores índices de calidad
significa que las otras provincias registran
peores valores en los indicadores seleccio-
nados para medir la calidad. 

El propósito del análisis es visibilizar las
carencias y potencialidades que presentan
las provincias con el objetivo de apoyar la
definición de políticas públicas más eficien-
tes, así como analizar las posibilidades de
empoderamiento con que cuenta la socie-
dad dominicana. 

Las políticas orientadas a mejorar el ac-
ceso suelen despertar rápidos y sólidos  con-
sensos, no así cuando se trata de elevar la
calidad y la eficacia del sistema educativo,
pues esto implica reorganizar el trabajo do-
cente, evaluar el personal, crear incentivos,
mecanismos de control y supervisión, instru-
mentos de rendición de cuentas y, a veces,
cambios de poderes políticos, como descen-
tralización o participación comunitaria.

Resultados por indicadores
Los resultados por indicadores reflejan

que en el aspecto de cobertura, en educa-
ción básica, hay una relativa homogeneidad
entre las provincias11, con un promedio na-
cional de 85.6%; no ocurre igual en la matri-
culación de la enseñanza media, cuya varia-
ción interprovincial es 5.4 veces más grande
que en la básica. En la matriculación media,
el promedio nacional es del 34.5%, mo-
viéndose dentro de un rango de un 45% en el
Distrito Nacional y un 17% en Elías Piña.

La relación por sexo entre las personas
que están matriculadas en la educación bási-
ca y la media, indica que: 
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• Las diferencias interprovinciales12 por

sexo y el rango de variación13 es mayor

en la básica que en la educación media. 

• La distancia para llegar a la paridad, es

decir, al 50% de hombres y mujeres, es

menos en básica que en media. 

En la básica, la relación entre niñas y

niños matriculados es casi pareja en el Dis-

trito Nacional, La Romana y la provincia de

Santo Domingo, y en todas las provincias

hay menos niñas matriculadas que niños. En

la media ocurre lo contrario: en todas las

provincias hay más niñas que niños matricu-

lados, siendo las provincias San Juan,

Santiago Rodríguez y Hato Mayor las que tie-

nen menor disparidad.

No hay mucha diferencia entre el por-

centaje de estudiantes que no son repitien-

tes a nivel provincial14.

El porcentaje de profesores con grado

académico de licenciatura y superior registra

una media nacional de 56.8%, en un interva-

lo entre el 33.3% de Pedernales y el 79.2% de

Monseñor Nouel. 

La calificación de las pruebas nacionales

en el período 2002-2006 de básica no arroja

diferencias significativas entre las provin-

cias15. Es interesante observar que las pro-

vincias con mejores calificaciones son: In-

dependencia, Montecristi, Distrito Nacional,

Dajabón y  Hato Mayor.  

El fenómeno se repite con respecto a

los resultados en las pruebas nacionales en

media, las provincias con mejores calificacio-

nes son: Hato Mayor, Independencia, San

Juan, Elías Piña y el Distrito Nacional. 

La cantidad de estudiantes por salón de

todos los niveles educativos registra una

media nacional de 26.7, con un rango de dis-

tancia entre el máximo y el mínimo que

equivale al 60% de la media. El máximo se

registra en La Romana y el mínimo en

Santiago Rodríguez. 

En resumen
La educación tiene un valor en sí misma,

mucho más abarcador que su rol en el capi-

tal humano como insumo en una función de

producción. 

Para medir el nivel de empoderamiento

en educación se creó un índice de empode-

ramiento que combina cobertura con cali-

dad y resultó que, dentro del contexto

dominicano, las poblaciones del Distrito Na-

cional, Santiago Rodríguez, Dajabón, pro-

vincia de Santo Domingo y Valverde son las

que muestran mayores niveles de empode-

ramiento. 

Las diferencias interprovinciales de

cobertura son mayores en la media que en la

básica. 

La relación por sexo entre las y los

matriculados registra una mayor diferencia

interprovincial en la básica que en la media.

No hay mucha diferencia interprovincial

entre en el nivel de repitentes, aunque la

disparidad es mayor con relación al porcen-

taje de profesorado con grado académico de

licenciatura. Hay poca diferencia interpro-

vincial en las calificaciones de las pruebas

nacionales y ligeramente más dispersión en

la cantidad de estudiantes por salón clases.

IV.2.2 Cobertura en primaria y
secundaria

Al igual que en muchos países de

América Latina, la política educativa domini-

cana ha estado desproporcionadamente

concentrada en la expansión de la cobertu-

ra y ha descuidado los aspectos de calidad y

eficiencia. A pesar de haber logrado altas

tasas de matriculación y asistencia escolar,

las altas tasas de repetición y deserción,

impiden que los estudiantes alcancen nive-

les adecuados de educación, lo que debilita

sus posibilidades de empoderamiento indi-

vidual16.
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Cobertura y sexo
En 2006, la tasa neta de matriculación de

los niños y niñas de todo el país en básica17

fue de 92 por cada 100. Por sexo, hay una
ligera ventaja para las niñas. De cada 100
niñas 93.3 están matriculadas, frente a 91 de
cada 100 en el caso de los niños. Esta infor-
mación solamente está disponible a nivel
regional, según la establecida en 2004 con
diez regiones18. Se constata que la región Hi-
güamo (Monte Plata, Hato Mayor y San Pedro
de Macorís) registra la más baja cobertura y la
mayor disparidad por sexo, en beneficio de
las niñas. De otra parte, las cuatro provincias
de la región Cibao del Noroeste (Montecristi,
Valverde, Dajabón y Santiago Rodríguez) son
las que registran la mayor cobertura.

Los esfuerzos para aumentar las tasas de
matriculación escolar se han concentrado en
el nivel primario. La encuesta ENHOGAR
2006 reporta que, a nivel secundario, sola-
mente el 36.8% de los hombres y el 51.9% de
las mujeres de 14 a 17 años estaba asistiendo
a la escuela. 

En todas las regiones, las mujeres tienen
una mayor tasa de matriculación que los
hombres, pero donde mayor diferencia hay
es en la región Cibao Noroeste (29%) y
Enriquillo (24.6%), mientra que en las que
hay mayor equidad son la región de Cibao
Norte (7%) e Higüamo (8.5%). 

Cabe mencionar que en la región
Enriquillo hay una mayor diferencia en el
acceso por sexo, en donde la matriculación
de niñas supera en más de 8% la de niños
(Anexo IV.2).

En este nivel educativo, el reto es doble:
por un lado, se debe promover la inserción y
permanencia de todos los jóvenes en la
escuela media, y, por otro, hacer un esfuerzo
adicional con el sexo masculino. Estas medi-
das deben acompañarse de las inversiones
en infraestructura necesarias.

Respecto a las diferencias de matricula-

ción en las zonas urbanas y rurales, no exis-
te diferencia significativa a nivel primario. De
hecho, en 2006, la diferencia en los primeros
niveles rurales no es significativamente infe-
rior a la zona urbana, pero el 51% de las
escuelas del país sólo llega hasta el 5to.
grado, situación que afecta principalmente a
la zona rural19.

Puesto que la educación media es una
capacidad fundamental para mejorar sustan-
cialmente los ingresos personales, deben
incrementarse los esfuerzos para ampliar el
acceso y la permanencia en la escuela media
de las y los niños y jóvenes, especialmente
en las áreas más pobres y en los sectores
rurales20, ya que la pobreza y el analfabetis-
mo21 acentúan esta situación22.

En términos generales, la diferencia de
género entre la población guarda una estre-
cha relación con los niveles de pobreza. En
efecto, tomando como base la proporción de
niñas a niños matriculados durante el período
2005-2006 en las provincias y relacionándolo
con la tasa de pobreza se aprecia una relación
negativa; es decir, a mayor pobreza menor
tasa de feminidad (Gráfico IV.4).

Una disgresión metodológica
La medición de la equidad de género

que se desprende de la Encuesta Nacional
de Hogares de Propósitos Múltiples (ENHO-
GAR) 2006 es diferente de la utilizada en el
IEEd en dos sentidos: primero, la ENHOGAR
mide la tasa de matriculación neta; es decir,
la población de 6 a 13 años en la básica y de
14 a 17 años en la media, mientras que en el
IEEd se utiliza el número de estudiantes
matriculados reportado por la Secretaría de
Educación (SEE). 

Segundo, la encuesta de la Oficina Na-
cional de Estadística (ONE) mide la relación
entre la cantidad de niñas matriculadas por
cada cien entre la cantidad de niños matricu-
lados por cada cien, pero el IEEd compara la

Hay más homogeneidad
interprovincial 
en calidad que 
en cobertura educativa



cantidad de niñas matriculadas con la canti-
dad de niños. La razón por la cual no se utili-
zó la información de ENHOGAR en el cálculo
del IEEd es que no está disponible por pro-
vincia, mientras que sí lo está la información
de la Secretaría de Educación (Anexo  IV.3). 

La cobertura según el Censo 2002
A pesar de haber ampliado la cobertura,

especialmente en básica, los niños y niñas
están ingresando tarde al sistema educativo
nacional. Esta realidad afecta sus posibilida-
des de desarrollo y permanencia en la escue-
la23. Para 2002, el Censo de Población y
Vivienda registró que el 27% de niños y niñas
de 6 a 9 años no asistía a la escuela  (Anexo
IV.4). 

Peravia y La Altagracia tenían la mayor
proporción de niños y niñas fuera del siste-
ma escolar para todos los tramos de edad; y
Elías Piña y Pedernales para los de 10 a 13
años.

Por otro lado, Santiago Rodríguez tenía
la mayor cobertura escolar en el total de la
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población en edad escolar, mientras que Ba-

horuco, Hato Mayor y El Seibo en los niños

y niñas de 6 a 9 años; Santiago Rodríguez y

Salcedo en los niños y niñas con edades

entre 10 a 13 años, y el Distrito Nacional y la

provincia de Santo Domingo en el tramo de

14 a 17 años. 

La educación privada dominicana
¿Qué motiva a que muchas familias de

ingresos modestos utilicen escuelas priva-

das en República Dominicana? Aunque en la

mayoría de los países la enseñanza privada

existe para los grupos de altos ingresos, en

República Dominicana está muy difundida

esta práctica en cualquier estrato social. Las

razones son:

a) En algunas zonas urbanas, la cobertu-

ra de la escuela pública es deficiente, ya que

la infraestructura no aumentó con la misma

velocidad que las inmigraciones. En Santo

Domingo hay una mayor infraestructura es-

colar privada que pública. En el resto del

país hay un predominio de aulas públicas,

especialmente en la zona rural y en las ciu-

dades menores.

b) La calidad de la educación pública

mantiene rezagos importantes, tal como

veremos más adelante. 

La insuficiencia de aulas y el deterioro

de la calidad empujan a sectores cada vez

más amplios hacia la escuela privada. 

Es importante destacar que en Repú-

blica Dominicana la educación privada ha

cumplido una función importante dentro el

sistema educativo, al complementar la ofer-

ta del sector público y permitir un acceso

más amplio a los niños y niñas.

El 44% de los estudiantes del nivel ini-

cial, el 18% de básica, el 24% de media, el

24% de especial y el 5% de adultos en el

ciclo 2005-2006 asistieron a establecimien-

tos privados, lo que suma cerca de medio

Gráfico IV.4
Tasa de pobreza vs tasa de femenidad de 
matriculadas en el nivel básico, 2002 / 2005 - 2006
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millón de estudiantes o el 21% de la matrí-

cula nacional (Cuadro IV.2). En este sentido,

la educación privada ha contribuido a alcan-

zar el derecho básico de educación para

todos, pero, paradójicamente, esta meta se

asocia a la exclusión y a la desigualdad en el

acceso al imponer una barrera económica

para matricularse.

En las provincias más pobres la oferta de

educación privada es casi nula (Gráfico IV.5).

Esto permite inferir que la educación privada

ha prosperado como una consecuencia de

las carencias y limitaciones del sistema edu-

cativo público, y no como una opción alter-

nativa.  

IV.2.3 Calidad en primaria
y secundaria

El mayor problema de la educación do-

minicana no es el acceso, sino la calidad; a

juzgar por la preparación que tienen quienes

egresan de la educación secundaria y que lle-

gan a las universidades. Esto plantea la nece-

sidad de una revisión de la relación entre los

escasos recursos asignados a la función edu-

cativa, la gestión de los mismos y los resulta-

dos cualitativos.

Las evaluaciones realizadas internamen-

te y las comparaciones internacionales

muestran muy bajos niveles de dominio y

desarrollo de competencias y habilidades.

Un estudio comparado, realizado por la

UNESCO24, encontró que el alumnado de

tercer y cuarto grado de básica en República

Dominicana tienen niveles de aprovecha-

miento en lenguaje y matemáticas que se

encuentran entre los dos peores de América

Latina, región que de por sí se encuentra

entre las escalas de calidad de la educación

más bajas del mundo25 (Anexo IV.5). 

La reforma educativa que se ha venido

implementado en los últimos 15 años no ha

logrado que los estudiantes aprendan los

fundamentos de las áreas básicas del saber
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Gráfico IV.5
Tasa de pobreza y % de estudiantes en colegios 
privados, 2002 / 2005-2006
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Cuadro IV.2 Matrícula por nivel y sector, 2005-2006

PrivadoNivel Público Semi oficial Total

Inicial 93,617 112,438 5,458 211,513 

Básica 274,232 1,246,363 26,756 1,547,351 

Media 115,409 353,753 11,937 481,099 

Especial 1,186 3,289 419 4,894 

Adulto/as 5,294 108,854 3,390 117,538 

Total 489,738 1,824,697 47,960 2,362,395 

Fuente: Departamento de Estadísticas, SEE

en los niveles que demanda la transforma-

ción de la sociedad dominicana. Tampoco

ha logrado que desarrollen la capacidad de

aprendizaje, ni las habilidades para integrar-

se productivamente al mercado laboral, ni

mucho menos la conciencia ciudadana para

convertirse en agentes de cambio social. Los

niveles de dominio de las y los estudiantes

que han tomado las pruebas nacionales en

matemáticas, lenguaje y casi todas las áreas

han revelado resultados pobres, incluyendo

el estudiantado de la educación media26.



Estudiantes por salón de clase
Una forma de medir la calidad es consi-

derar la cantidad promedio de estudiantes
por aula. En el ciclo lectivo 2005-2006 había
un promedio de 26.7 estudiantes por aula27,
cifra que varía por nivel educativo y por sec-
tor (Anexo IV.6). 

Cuando decimos “aulas” o “salones de
clase” nos referimos al total de las “tandas
por aula” que se verificaron en el año bajo
estudio y no a la cantidad de “aulas físicas”
que existen en los planteles. Por ejemplo, si
en un “aula física” se dan clases por la maña-
na y por la tarde, en total hay dos “tandas por
aula”, por lo que diremos que hay dos “salo-
nes de clase”.

El país ha recurrido a operar varias escue-
las en una misma edificación para combinar la
escasez de recursos con la amplia cobertura
educativa. Por ejemplo, en todo el sistema
educativo público preuniversitario había 1.8
millones de estudiantes en el año lectivo
2005-2006, distribuidos en 5,415 planteles,
con unas 31,248 aulas. Eso arroja promedios
de 337 alumnos por plantel y 58 por aula.
Estos números no llamarían mucho la aten-
ción a no ser porque se trata de simples pro-
medios y no registran el impacto del tamaño
de los planteles distribuidos en el territorio,
lo cual determina una gran concentración en
algunos lugares y muy baja en otros.   

En ciertos barrios urbanos hay un solo
plantel escolar para una población de miles
de estudiantes. En el Distrito Nacional, el
promedio de estudiantes por plantel se eleva
a 931 y en la provincia Santo Domingo a
861.5.

El promedio nacional es de 2.07 escuelas
públicas por cada plantel físico. En el Distrito
Nacional y la provincia de Santo Domingo,
que son los casos más críticos de hacina-
miento escolar, funciona un promedio de
2.45 y de 2.40 escuelas por  plantel, respecti-
vamente28 .
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Estos promedios tan elevados reflejan lo

habitual que resulta que en la misma planta

física operen tres escuelas separadas en

horas distintas, con dirección y administra-

ción diferentes, y con un mobiliario y equi-

pos adecuados para niños de básica, que en

una segunda tanda son ocupados por jóve-

nes de media y en la noche por adultos, que

los deterioran. Esta situación demanda a su

vez que el espacio físico sea desalojado rápi-

damente al término de cada tanda para dar

espacio a la población del siguiente centro

educativo, todo lo cual es incongruente con

una adecuada educación.

Los mayores problemas de concentra-

ción de escuelas diferentes por plantel tie-

nen lugar en las provincias de mayor pobla-

ción urbana o en aquellas que reciben mayor

inmigración como consecuencia de la falta

de inversiones en nuevas escuelas para dar

respuesta al crecimiento demográfico. Tam-

bién se registran niveles críticos de escasez

de planteles en otras provincias como Sán-

chez Ramírez, Bahoruco, Azua, Indepen-

dencia y Elías Piña.

Una comparación de las informaciones

disponibles29permite sacar las siguientes

conclusiones: 

1) En la educación privada hay menos

estudiantes por aula que en el sector públi-

co (Anexo IV.6). 

2) La diferencia interprovincial de estu-

diantes por aula es más intensa en la educa-

ción básica y de adultos que en  la inicial y la

media.

3) Las diferencias interprovinciales de la

cantidad de estudiantes por aula y la ampli-

tud de la diferencia es más intensa en la edu-

cación privada que en la pública.

4) En San José de Ocoa, San Juan,

Bahoruco, Santiago Rodríguez y Salcedo, las

escuelas públicas tienen, en promedio,

menos estudiantes que las privadas.

El promedio nacional 
es de 2.07 escuelas
públicas por cada 

plantel físico



5) En las escuelas del sector público, las
provincias más pobres tienen menos estu-
diantes por aula (Gráfico IV.6). Una causa es
que la pobreza ha fomentado la emigración
de la población hacia provincias menos
pobres, dejando las aulas más despobladas,
así como también ha promovido una mayor
deserción escolar. 

6) Los datos provinciales no reflejan una
relación entre la proporción de la población
que está matriculada en la escuela y la canti-
dad de estudiantes por aula, principalmente
en el nivel medio30.

7) En promedio, es decir, tomando en
cuenta todos los niveles (inicial, básica y
media), las provincias con más estudiantes
por aula son La Altagracia, en el sector priva-
do, y La Romana, en las escuelas públicas;
mientras que las de menor hacinamiento
son El Seibo, en colegios privados, y
Santiago Rodríguez, en el sector público
(Anexo IV.6). 

Finalmente, el Recuadro IV.2 resume
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Gráfico IV.6
Relación entre nivel de pobreza (NBI) 
y estudiantes por aula en sector público
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Recuadro IV. 2 ¿Cuántas aulas hacen falta? 

Para estimar las aulas físicas necesarias se partió de la existencia en 2005-2006 y
se supuso una cantidad de tandas por aula de 1.5, así como 25 estudiantes por
aula y tanda. Con esta información, se estimó, en primer lugar, la cantidad de
aulas que serían necesarias con la matrícula actual, sin hacinamiento. En segun-
do lugar, se calculó la infraestructura necesaria si se incorporaran al sistema
educativo los niños, niñas y jóvenes en edad escolar que actualmente no están
estudiando. 

A nivel nacional, para que todos los estudiantes que hoy asisten a algún centro
educativo lo hagan en condiciones apropiadas, hacen falta 11,229 aulas, un 22%
más que la cantidad actual. Pero, si además se desarrolla una política para incor-
porar a la población en edad escolar que hoy no está recibiendo educación for-
mal, habría que pensar en construir 5,625 aulas adicionales, para un total de
16,854 en todo el país. 

Considerando que actualmente el promedio de aulas que tiene un plantel es siete,
entonces se necesitarían construir unos 1,600 planteles, en el primer caso, y 800
más para atender a toda la población en edad escolar (2,400 en total).

¿Cuántas aulas hacen falta en cada provincia para que nuestros/as estu-
diantes no estén hacinados/as? 
La mitad de las aulas que se necesitan en el país para que los estudiantes que hoy
asisten a la escuela no estén hacinados deberían construirse en cuatro provincias:
Distrito Nacional y Santo Domingo (1,945), San Cristóbal (1,510), Santiago
(1,241) y San Pedro de Macorís (853).

Sin embargo, hay provincias donde la cantidad de aulas necesarias respecto de las
que disponen actualmente es muy alta. Por ejemplo, en Pedernales, a las 119
aulas que hay actualmente habría que añadir 98 más para evitar el hacinamien-
to en los salones de clase, lo que representa un aumento del 82%. Otras provin-
cias con alta deficiencia relativa de aulas son San Pedro de Macorís (64% de incre-
mento), San Cristóbal y Samaná (62%), y Peravia (58%).

Es relevante aclarar que en la estimación hay algunas provincias que arrojan valo-
res negativos de deficiencia de aulas y, por lo tanto, habría aulas “de más”. La
explicación es que en esas provincias la cantidad promedio de estudiantes por
aula y tanda es menor al valor que se utilizó en la estimación de 25 estudiantes.
Por lo tanto, en Dajabón, Salcedo y Santiago Rodríguez no habría falta de aulas en
términos generales.

¿Y para incorporar a los que hoy no asisten? 
Las 16,854 aulas físicas que es necesario construir para que toda la población en
edad escolar no sufra hacinamiento, conservando las tasas de repetición de cur-
sos y sobreedad  actuales, y teniendo en cuenta los adultos que estudian, se con-
centran principalmente en las mismas cuatro provincias: Distrito Nacional y
Santo Domingo (16% del total), San Cristóbal (13%), Santiago (12%) y San Pedro
de Macorís (7%). La cantidad de planteles correspondiente en este grupo de
provincias es de 1,133.

En este caso, en San Pedro de Macorís faltarían 89% más de las aulas que hoy
tiene la provincia, en San Cristóbal habría que aumentar 87,% y en Peravia, 80%. 

una medición de la cantidad de aulas que son
necesarias en el país por provincia. Se ha esti-
mado que se necesitan casi 17 mil nuevas
aulas, la mayoría de las cuales deberá ser
construida en el Distrito Nacional, en Santo



Domingo, San Cristóbal, Santiago y San

Pedro de Macorís (Anexo IV.7). 

Estudiantes de nuevo ingreso, 
promovidos y repitientes
En el sistema educativo prevalecen altas

tasas de repetición y deserción: a medida

que avanza la edad se abre la brecha entre la

cantidad de años que se ha permanecido en

la escuela y la cantidad de años efectivamen-

te aprobados31. Para alcanzar los fines de la

educación es necesario que el estudiantado

ingrese y permanezca en la escuela, se inte-

gre a los conocimientos, las competencias,

valores y creencias, así como a los patrones

de comportamiento pertinentes para su vida

en sociedad32. Eso señala que la cantidad de

años perdidos es sólo un indicador, pues el

hecho de haberlos aprobado tampoco es

una muestra fehaciente de que se haya con-

seguido el objetivo.

En el sistema educativo dominicano, del

total de estudiantes que cursaron en el ciclo

2005-2006, el 5.3% son repitientes. Hay pro-

vincias donde las y los estudiantes que repi-

ten superan el 10% de la matrícula, como en

El Seibo y Elías Piña. Mientras que en las pro-

vincias de La Romana, el Distrito Nacional y

Santo Domingo, la proporción de repitien-

tes no alcanza el 3%. 

También hay diferencias entre sectores.

Mientras que el 6.5% de la matrícula de

escuelas públicas son estudiantes repitien-

tes, en las escuelas privadas sólo el 1.2% de

los alumnos tienen esta condición. 

En cuanto a los estudiantes nuevos, pre-

ocupa que la proporción de estudiantes de

nuevo ingreso sea reducida en las provincias

de Valverde y Santiago Rodríguez.  En estas

dos provincias esta tasa es inferior al 10%,

mientras que en el promedio nacional el

20% de la matrícula corresponde a estudian-

tes de nuevo ingreso.

En general, se puede afirmar que las

diferencias interprovinciales y la amplitud de

la diferencia son mayores en los repitientes,

que en los nuevos y los promovidos, acusan-

do estas diferencias una mayor intensidad

en la educación privada que en la pública.

(Anexo IV.8 y IV.9).

Deserción
Para ampliar la permanencia en el siste-

ma educativo es fundamental conocer los

motivos por los que los estudiantes abando-

nan la escuela, a fin de diseñar los progra-

mas adecuados que fomenten la continui-

dad en el sistema. Sin duda, cualquier políti-

ca de este tipo debe estar acompañada de

las correspondientes inversiones en infraes-

tructura y recursos, puesto que, como ya se

analizó, no hay holgura en la infraestructura

disponible actualmente. 

El principal motivo que alegan niños,

niñas y adultos para abandonar sus estudios

primarios y secundarios es económico, por-

que no tienen recursos o deben trabajar

(cerca del 70% en los hombres y 36% en las

mujeres para ambos niveles), con poca dife-

rencia interprovincial en los resultados y con

un rango de amplitud de la diferencia tam-

bién relativamente bajo. 

Para las niñas y adolescentes, además

del motivo económico, otra razón por la que

dejan los estudios es el matrimonio o la

unión en pareja (30% en básica y 36% en

media).  Cabe destacar que, en el caso de las

mujeres, no se puede determinar si estos

motivos son mutuamente excluyentes. Es

decir, es muy probable que las niñas y muje-

res que hayan dicho que han abandonado

sus estudios para casarse o unirse también

se hayan visto en la necesidad de emplearse

para participar del sustento de sus nuevas

familias.

Los datos permiten apreciar la situación

particular de dos provincias: Santiago Rodrí-
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A medida que avanza 
la edad se abre la 

brecha entre la cantidad
de años que se ha 

permanecido en la
escuela y la cantidad de

años efectivamente
aprobados



guez, donde los problemas de infraestructu-

ra en la educación básica están más marca-

dos que en las otras provincias y afectan al

20% de las mujeres y al 12% de los hombres;

y Pedernales, donde el unirse en pareja o

casarse explica el 50% de los casos de muje-

res que abandonan sus estudios básicos,

mucho más que para el resto del país. En los

Anexos IV.10 y IV.11 se muestra la situación

para todas las provincias.

Este análisis permite inferir que debe

aplicarse una combinación de políticas para

darle continuidad a la matrícula educativa.

Mientras persistan los altos niveles de

pobreza será difícil evitar que las y los jóve-

nes abandonen la escuela para trabajar. Es

posible impulsar un sistema que les permita

continuar estudiando, a pesar de tener que

trabajar o asumir labores domésticas para

sobrevivir. Existen numerosas experiencias

en la región que combinan la asistencia a la

escuela, recibir un ingreso y el cuidado de

niños y niñas. Finalmente, y aunque no está

reglamentado formalmente, persiste la prác-

tica de expulsar a las jóvenes embarazadas

de las escuelas y liceos.

Las pruebas nacionales
Las pruebas nacionales son un método

para evaluar el desempeño del estudianta-

do al final de cada nivel. Tienen el doble

objetivo de nivelar los conocimientos trans-

mitidos a los estudiantes de escuelas públi-

cas y privadas en todas las provincias del

país y  determinar si los estudiantes aprue-

ban el nivel educativo y pueden iniciar el

siguiente. 

Para cada nivel de estudio se hacen tres

convocatorias. En la primera convocatoria se

presentan los estudiantes que aprobaron

todas las asignaturas del ciclo lectivo que

esté finalizando. En la segunda y tercera con-

vocatoria se presentan quienes hayan com-

pletado con éxito el ciclo lectivo vigente y

no se hayan presentado en la primera o

hayan desaprobado el examen en la convo-

catoria anterior; también las y los estudian-

tes que hayan cursado y aprobado el último

grado del nivel correspondiente en un ciclo

lectivo anterior. Para hacer el análisis en este

informe se utilizó la información de la pri-

mera convocatoria. 

La puntuación final que obtienen los es-

tudiantes en estas pruebas son en general

bajas: en los últimos cinco años ninguna

provincia ha alcanzado una calificación pro-

medio del 70% del total para cualquier nivel

educativo. Además, el rendimiento de las y

los estudiantes es similar en todas las pro-

vincias, con menores diferencias en el nivel

primario. Esta situación indica que la calidad

de la enseñanza del sistema educativo com-

pleto es muy baja y homogénea en todo el

territorio.

Resultados por provincia
Para analizar el desempeño de los estu-

diantes en cada provincia se calculó el pro-

medio de las calificaciones de la primera

convocatoria entre los años 2002-2006 para

cada nivel educativo (Anexos IV.12)

En el análisis por provincias se destaca

Independencia, puesto que los estudiantes

de básica y media han demostrado en los

años analizados un desempeño superior a

los de otras provincias. En las pruebas de

octavo de básica destacan: Independencia,

Montecristi, Distrito Nacional, Dajabón y

Hato Mayor. En las de bachillerato regular:

Hato Mayor, Independencia, San Juan, Elías

Piña y el Distrito Nacional. En las de bachille-

rato técnico: Dajabón, La Romana, Hato

Mayor y San Juan (Cuadro IV.3). 

En general, los resultados acusan un

nivel de relativa homogeneidad entre las

provincias del orden del 5% de diferencia

interprovincial y un rango de amplitud que

está al nivel de 22-23% de los respectivos
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promedios en la educación básica y la

media. 

Calidad del personal docente
y directivo 
La calidad de la dirección queda eviden-

ciada con los resultados de la tercera convo-

catoria a los concursos de oposición que

hizo la Secretaría de Estado de Educación

(SEE) para ocupar los puestos de dirección,

subdirección, puestos equivalentes y orien-

tación escolar en el año 200733. En este con-

curso participaron 966 profesionales, de los

cuales sólo el 54% aprobó los exámenes. Los

que obtuvieron los niveles más bajos de cali-

ficación fueron quienes se examinaron para

la subdirección, puesto que sólo pasó las

pruebas el 35% de los candidatos. El 59% de

las personas que aspiraron a cargos de direc-

ción fueron reprobadas y lo mismo pasó con

el 15% de las que se postularon a orienta-

ción escolar. Estos resultados expresan la

necesidad de mejorar el nivel de la dirección

del sistema educativo. 

Formación de los docentes
En los países latinoamericanos se ha

demostrado que la formación postsecunda-

ria del cuerpo docente tiene un fuerte

impacto en el rendimiento del alumnado e

incrementa el rendimiento en lenguaje y

matemáticas34.

La mitad del profesorado tiene un

grado de licenciatura, cerca de la cuarta

parte tiene el título de profesorado o técni-

co, el 6% son maestros normales, el 8%,

estudiantes de Pedagogía, y más del 6% tie-

nen postgrado, maestría o doctorado (Cua-

dro IV.4). Las diferencias interprovinciales de

los docentes con grado de licenciatura es
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Cuadro IV.4 Docentes por sector y grado académico obtenido, todos los niveles, 2005-2006

Grado obtenido
TotalPrivado Público Semioficial

%Total %Total%Total %Total

Fuente:  ODH/PNUD en base al Departamento de Estadística, SEE.

Bachiller (no estudiante) 685 2.8% 1,530 2.1% 95 4.3% 2,310 2.3%
Sin título docente 871 3.5% 808 1.1% 1 0.0% 1,763 1.8%
Estudiante de Pedagogía 4,070 16.5% 3,505 4.8% 318 14.4% 7,893 7.9%
Maestro normal 1,461 5.9% 4,753 6.5% 95 4.3% 6,309 6.3%
Profesorado o técnico 4,731 19.2% 19,542 26.8% 433 19.6% 24,706 24.8%
Licenciado 10,955 44.4% 37,828 51.9% 991 44.8% 49,774 49.9%
Postgrado 791 3.2% 3,173 4.4% 10 0.5% 4,059 4.1%
Maestría 812 3.3% 1,231 1.7% 41 1.9% 2,084 2.1%
Doctorado 66 0.3% 83 0.1% 12 0.5% 161 0.2%
Habilitación docente 206 0.8% 365 0.5% 49 2.2% 620 0.6%
Totales 24,648 72,818 2,213 99,679

Cuadro IV.3 
Clasificación de las provincias en base al promedio de calificaciones en las pruebas nacionales entre 2002
y 2006, por niveles

Nivel Bachiller regular Bachiller técnicoPrimaria

Nota: La clasificación se basó en el promedio provincial de los resultados obtenidos en la primera convocatoria para cada nivel
Fuente:  ODH/PNUD en base a SEE

Alto Indep, MC, DN, Daj, HM, Bao HM, Indep, SJM, EP, DN, LR, Pedern, SD Daj, LR, HM, SJM

Medio
LV, SJM, EP, Esp, LR, SC, SD, SRod, Bar, Az,
ES, Pedern, Stgo, Val, Sal, SPM, MP

Bar, SC, LV, SPM, LA, Sam, Daj, Sram, Bao, MP,
Val, SRod, ES, Az, MN, PP, MC, Sal, MTS, SJO

MN, DN, LV, SD, Az, SPM, SRam, Bar, SC,
MTS, Stgo, MP, PP, Esp, Per

Bajo SJO, Dua, Sram, MN, MTS, PP, Per, Sam, LA Per, Esp, Stgo, Dua ES, Pedern, LA, Dua, Val



reducida y es la más baja de cualquier grado

académico entre el profesorado en las pro-

vincias (Anexo IV.13).  

El cuerpo docente que trabaja en el sec-

tor público tiene en promedio un mayor

nivel de estudio que los del sector privado

para todos los niveles de enseñanza. El 85%

de los profesionales del sector público tie-

nen título profesorado, técnico o superior,

mientras que en el sector privado sólo el

70% del personal docente tiene estudios del

mismo tipo.

En contraste, cerca del 17% del cuerpo

docente de escuelas privadas son estudian-

tes, porcentaje que sólo representa el 5% en

las escuelas públicas.  

Para poder caracterizar las provincias en

cuanto al nivel de formación del cuerpo

docente, se construyó un índice ponderado

que otorga mayor peso a los docentes con

mayor grado académico35. Según este índi-

ce, las provincias que tienen el personal

mejor calificado son: Monseñor Nouel,

Duarte, Sánchez Ramírez, Valverde y Azua

(Mapa IV.2).

Es de destacar la situación de Monseñor

Nouel y Duarte, donde más del 75% de las y

los docentes tienen estudios de licenciatura

o grados superiores. Por el contrario, en la

provincia La Altagracia, el 20% de las y los

maestros sólo tienen estudios de bachiller o

son estudiantes de Pedagogía.

Años de servicio del cuerpo docente
Los años de servicio de docencia es una

variable importante a la hora de estudiar la

calidad de la enseñanza: pocos años de servi-

cio nos hablan de profesionales con poca ex-

periencia; pero con mayores posibilidades de

modificar los patrones de enseñanza y adap-

tar los contenidos de las asignaturas según lo

demande una reestructuración del sistema

de enseñanza. En el año 2005-2006, los

docentes en el país tenían en promedio 11.9

años de experiencia, un nivel promedio ade-

cuado. Las diferencias entre el sector público

y el privado son significativas (Cuadro IV.5).
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Mapa IV.2 Índice de Calificación de Docentes a nivel provincial, 2005-2006
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La mitad de los docentes en el sector pri-
vado tiene menos de cuatro años de servicio,
mientras que en el sector público la mitad
posee menos de 12 años de experiencia. Esta
diferencia permite inferir que los docentes
en el sector público, además de ser más cali-
ficados en promedio, también poseen más
experiencia.

Sin embargo, en el sector público el 25%
de los docentes tiene más de 20 años de ser-
vicio, lo cual podría ser una limitación para
incorporar innovaciones y cambios en los
métodos y contenidos de la enseñanza, y
reorientar el sistema educativo. En el sector
privado habría un grupo de docentes más
flexible, dado que el 25% posee más de diez
años de experiencia.

San Juan, Elías Piña, Dajabón y Bahoruco
son las provincias cuyos maestros en prome-
dio tienen más años de experiencia (Anexo
IV.14). Finalmente, las diferencias interpro-
vinciales y la amplitud de la diferencia entre
provincias es tres veces más alta en el sector
privado que en el sector público.

Horas de clase
La encuesta de Gallup y EDUCA del año

2005 sobre el uso del tiempo en las escuelas
dominicanas indicó que en promedio se dic-
tan dos horas 36 minutos de clase diarios; es
decir, un 65% del tiempo programado de
enseñanza. Esta situación no varía mucho
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Cuadro IV.5 Años de experiencia promedio de los docentes por sector,
según provincia, todos los niveles, 2005-2006

SemioficialPrivadoProv Público

Fuente: ODH/PNUD en base al Departamento de Estadística, SEE

Nacional 6.8 13.6 9.5 11.9

Media simple 7.1 14.0 9.2 12.9

Mínimo 3.7 11.9 2.5 9.3

Menos 25% 6.1 13.1 8.0 11.8

Mediana 6.9 13.6 9.3 13.0

Menos 75% 8.1 14.9 10.3 14.0

Máximo 12.0 17.0 18.0 16.2

Total

entre las diferentes regionales de educación,
y muestra una seria deficiencia del sistema
educativo dominicano. El lugar donde se
dictan más horas de clase es en la Regional
16 (Cotuí) con dos horas 45 minutos, alcan-
zando un 69% del total de horas requeridas.
Por lo tanto, este indicador permite explicar
las serias deficiencias generales del sistema,
pero no explica las diferencias en el desem-
peño de las diferentes regiones del país.

La Regional 15 de Educación, corres-
pondiente a Santo Domingo, es donde se
dictan menos horas de clase (2:22 horas), y
sólo se aleja del nivel de la mejor regional
por 23 minutos. 

Así, con tandas efectivas de 2.5 horas de
clase, por cinco días a la semana, por no más
de 33 semanas aprovechadas, el niño o la
niña entre los 5 y los 14 años de edad termi-
na por dedicar a la escuela apenas 413 de las
8,760 horas que tiene el año; es decir,
menos del 5% de su tiempo. Ante esta situa-
ción, las autoridades tomaron la decisión de
aumentar algunas semanas al año escolar,
disponiendo su inicio en agosto.

IV.2.4 Educación superior
El análisis de la educación superior es

un tanto diferente al de la educación inicial,
básica y media, no sólo porque su adminis-
tración y gestión recae en secretarías de
Estado diferentes, sino porque la educación
terciaria y universitaria juega un papel dife-
rente en la creación de capacidades. 

El nivel de educación universitaria
otorga mayores rendimientos en el merca-
do de trabajo y es el único que asegura una
mayor estabilidad laboral y permite escapar
de la informalidad36. Aunque las diferencias
por sexo determinan que las mujeres con
igual calificación universitaria que los hom-
bres ganan mucho menos que estos
(Recuadro IV.3). 

Existen estudios muy interesantes sobre

El cuerpo docente 
del sector público

tiene el doble 
de experiencia que el 

del sector privado



el estado de la educación superior dominica-
na37. En este informe sólo nos limitamos a
analizar cómo se encuentran distribuidas las
oportunidades de educación superior en el
país, especialmente en términos geográficos.

La mayor parte de las sedes universita-
rias se encuentran en Santo Domingo. Las
principales universidades, comenzando por
la estatal, han establecido recintos en diver-
sas provincias, viabilizando que las potencia-
lidades de desarrollo de las capacidades se
hayan diseminado. En el Anexo IV.15 se
muestran los datos de infraestructura y
matrícula por provincia.

Es de destacar que en 11 de las 32 pro-
vincias no hay recintos universitarios, entre
las que se encuentran las cinco provincias de
la frontera (Montecristi, Dajabón, Elías Piña,
Independencia y Pedernales) junto con
Bahoruco, San José de Ocoa, Salcedo, Mon-
te Plata, Samaná y El Seibo. En estas provin-
cias, las y los jóvenes que desean continuar
sus estudios cuando terminan el bachillera-

to están obligados a emigrar de su provincia
y rara vez regresan. Tanto por razones de
ingreso familiar como por diversidad y cali-
dad de la oferta universitaria, la mayor parte
de la matrícula se concentra en la ciudad de
Santo Domingo. Una cantidad considerable
se encuentra también en algunas provincias
en que la universidad estatal tiene recintos o
está la sede de alguna de las privadas más
importantes.

En el Mapa IV.3 se muestra la propor-
ción de estudiantes universitarios respecto a
la población adulta. Santiago Rodríguez (con
135 estudiantes por 1,000 adultos), Santo
Domingo y Distrito Nacional (con 119),
Duarte (con 88) y Santiago (con 68) son las
que tienen más población adulta cursando
estudios superiores.

¿Qué estudian?
En el año 2005, el 80% de los egresados

provino sólo de seis carreras, donde Educa-
ción (31%) aportó casi un tercio de los egre-
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Recuadro IV.3

Participación
de las
mujeres en
la educación
superior

De 322 mil personas cursando estu-
dios superiores en las universidades
dominicanas en 2005,197 mil son
mujeres, representando  el 61% del
total.  Sólo hay predominio de estu-
diantes hombres en las áreas mino-
ritarias de Ciencias Básicas, Inge-
nierías y Tecnología (68%) y en las
Agropecuarias (77%). Pero es masi-
vo el predominio femenino en las
carreras más demandadas del área
de Salud (77%), en Humanidades
(77%) y en las Ciencias Sociales y
Administrativas (63%).

Mapa IV.3
Relación entre estudiantes universitarios y población adulta de las provincias
(personas matriculadas en instituciones de educación 
superior por cada 1,000 personas de 18 años o más), 2005
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sados del país. Le siguen Derecho (11%),
Administración (10%), Contabilidad (9%),
Mercadotecnia (8%), Medicina (4%) e Infor-
mática (4%). Un análisis simple indica que la
formación de profesionales es muy baja en
Ciencias Básicas, lo cual sitúa al país en des-
ventaja para que pueda competir con éxito
en los mercados internacionales. 

IV.2.5 Descentralización de la 
gestión en educación 

El sistema educativo en República Do-
minicana opera bajo una estructura altamen-
te centralizada. La Secretaría de Educación
(SEE) es responsable de casi todas las fun-
ciones educativas preuniversitarias, inclu-
yendo: la planificación nacional, el entrena-
miento de las y los maestros, la supervisión
y el mantenimiento de las construcciones, la
contratación de profesores, el desarrollo de
programas de enseñanza, la ejecución de
dichos programas, el desarrollo del currícu-
lo, el suministro de recursos y la administra-
ción general de la escuela, la evaluación edu-
cativa y la certificación de todos los grados
del sistema educativo.

Para la administración de este enorme
aparato, la SEE divide el país en 18 direccio-
nes regionales, las cuales a su vez están divi-
didas en distritos escolares. Ni unas ni otros
coinciden con las diversas divisiones geográ-
ficas oficiales: ni con regiones ni con provin-
cias ni con municipios. En una regional
puede haber una, dos y hasta tres provin-
cias; un distrito puede abarcar varios muni-
cipios y puede haber un municipio en que
confluyen varios distritos. 

Esta situación, si bien confiere al siste-
ma un carácter de nacional, con centros
escolares diseminados por todo el país y
diferencias de cobertura similares, le impri-
me una rigidez al sistema y reduce la efecti-
vidad de la participación ciudadana, que
debe depender siempre de las decisiones
que se toman “en la Capital”. 

Si contar con un buen sistema educativo
demanda un gran esfuerzo de recaudación y
financiamiento que difícilmente puede ha-
cerse bien si no está centralizado, las formi-
dables dificultades analizadas para una ges-
tión centralizada eficaz plantean seriamente
la conveniencia de que determinados proce-
sos se descentralicen.

Este planteamiento se sustenta en que
las escuelas están geográficamente descon-
centradas y que incluso la gestión escolar
también manifiesta cierto grado de descon-
centración.

Parece razonable que la SEE mantenga
el control central del financiamiento, la pla-
nificación, los programas educativos, el con-
trol y la evaluación del sistema; pero se de-
bería poner en manos de agentes locales el
manejo de la planta física, la contratación de
maestros y la administración general de la
escuela.

La descentralización del proceso de
enseñanza puede ser la vía para conferirle
más eficacia y equidad al sistema educativo,
porque sería el medio para involucrar a la
comunidad en el compromiso con los bue-
nos resultados, aún más con la nueva Ley de
Municipios que permite acciones delegadas
o coordinadas entre la Secretaría de Estado
de Educación y los ayuntamientos. 

En resumen
La educación es un derecho y el garante

de los derechos es el Estado, quien además
debe regular a los proveedores privados. En
ambas funciones, históricamente, el Estado
dominicano ha sido deficiente. 

Para conocer la situación entre las pro-
vincias se construyó el Índice de Empodera-
miento Educativo, el cual combina la cober-
tura con la calidad del sistema. Este índice
muestra que las provincias con mayor em-
poderamiento educativo son: el Distrito Na-
cional, Santiago Rodríguez, Dajabón y Val-
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verde, y que existen vínculos sinérgicos con

los otros empoderamientos (económico, de

salud y tecnologías de la información y la

comunicación).

También se determinaron las posiciones

de las provincias con relación al nivel de

cobertura y calidad. Así, se estableció que

Peravia, Pedernales, Bahoruco, Elías Piña, El

Seibo, Azua, Monte Plata y La Altagracia re-

gistran baja calidad y cobertura.

Existe una relativa homogeneidad en la

cobertura de educación básica entre las pro-

vincias, no así en la educación media o supe-

rior. La calidad de la educación es deficiente.

Finalmente, el resultado de las pruebas

nacionales a nivel provincial no está estadís-

ticamente asociado con la cantidad de estu-

diantes por salón y maestro, ni con el grado

académico de estos últimos. 

IV.3 La relación entre salud y 
creación de capacidades locales

La salud es la capacidad más básica de

las personas y es una parte constitutiva para

definir la situación de desarrollo humano de

una población (Recuadro IV.4). 

El concepto de salud centrado en las

personas conlleva una ruptura radical con el

esquema biologicista, curativo y hospitalario

que ha predominado a lo largo de la historia

en República Dominicana. 

Es indudable que la Ley General de

Salud (42-01) ha implicado cierta ruptura

con la visión tradicional en la medida que

asume el concepto de producción social de

la salud, basada en los derechos ciudadanos

y la equidad social. Ello refleja una nueva

ética del compromiso colectivo e individual,

donde el Estado debe jugar un rol funda-
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Recuadro IV. 4 ¿Cómo se relaciona la salud con el desarrollo?

“Hay que señalar, en primer lugar, que el mejoramiento de la salud es una parte

constitutiva del desarrollo. Los que preguntan si una mejor salud es buen “ins-

trumento” del desarrollo quizás pasen por alto el elemento de diagnóstico más

fundamental: que la salud forma parte integrante de un buen desarrollo. La jus-

tificación de la asistencia sanitaria no tiene que probarse instrumentalmente; es

decir, tratando de mostrar que la buena salud puede contribuir también a un

aumento del crecimiento económico”.

“En segundo lugar, siendo iguales los demás factores, la buena salud y la pros-

peridad económica tienden a reforzarse mutuamente. Una persona sana podrá

más fácilmente obtener ingresos, y una persona con mayores ingresos podrá

más fácilmente obtener asistencia médica, mejorar su nutrición y gozar de la

libertad necesaria para llevar una vida más sana”.

“En tercer lugar, cuando no son iguales “los demás factores”, el mejoramiento de

la salud puede favorecerse mediante diversas medidas, incluidas las políticas

públicas (como es la prestación de servicios epidemiológicos y de asistencia mé-

dica). Si bien el progreso económico y el logro de la salud parecen estar directa-

mente relacionados entre sí, esta relación se debilita como consecuencia de va-

rios factores de política. Mucho depende de la manera de utilizar los ingresos adi-

cionales generados por el crecimiento económico, en particular de si se utilizan

para ampliar adecuadamente los servicios públicos y para reducir la carga de

pobreza. El mejoramiento de los logros sanitarios mediado por el crecimiento es

mucho más que una mera expansión del ritmo de crecimiento económico”.

“En cuarto lugar, incluso cuando la economía es pobre, pueden conseguirse
importantes mejoras sanitarias utilizando los recursos disponibles de una mane-
ra socialmente productiva. Es sumamente importante, en este contexto, prestar
atención a las consideraciones económicas inherentes a los costos relativos del
tratamiento médico y de la prestación de asistencia sanitaria (…)”.

“Por último, la cuestión relativa a la asignación social de los recursos económi-
cos no puede disociarse del papel que desempeña la política basada en la parti-
cipación y de la importancia de un debate público bien documentado. El conser-
vadurismo financiero debería ser una pesadilla para el militarista, no para el
médico, ni para el maestro de escuela, ni para la enfermera de hospital. Si el
médico o el maestro de escuela o la enfermera se sienten más amenazados que
el dirigente militar por las consideraciones de recursos, la culpa de ello tendrán
que echárnosla, al menos en parte, a nosotros, al público, por dejar que el mili-
tarista consiga imponer sus extravagantes prioridades”.

“Diré para terminar que nada es tan importante como un debate público debida-
mente documentado y la participación de la gente para presionar a favor de unos
cambios que pueden proteger nuestras vidas y libertades. El público debe consi-
derarse a sí mismo no sólo como paciente, sino también como actor del cambio.
La pasividad y la apatía pueden ser sancionadas con la enfermedad y la muerte”.

Discurso inaugural del profesor Amartya Sen,
Rector del Trinity College, Cambridge, y Premio Nóbel de Economía,

ante la 52 Asamblea Mundial de la Salud. Ginebra, martes 18 de mayo de 1999



mental como garante de la salud de la pobla-

ción, evitando que el mercado reproduzca

inequidades y exclusiones, y garantizando la

apropiación colectiva de un bien público por

excelencia. 

Desde el año 2001, en República Domi-

nicana se estableció un marco legal para re-

formar el sistema de salud y de seguridad so-

cial desde la perspectiva de la salud como de-

recho ciudadano. Estas reformas están aún en

el proceso de implementación. Sus avances

han sido tortuosos, pero en sentido de pro-

greso, aunque todavía se registran elevados

niveles de mortalidad y morbilidad  con mar-

cadas diferencias regionales (Recuadro IV.5).

Las regionales de salud son ocho y, al

igual que sucede con otras secretarías de

Estado, no tienen ninguna relación con las

oficinas regionales de planificación,  lo que

contribuye al manejo anárquico del territo-

rio nacional (Anexo  IV.16). 

IV.3.1. Índice de Empoderamiento
en Salud (IESa) provincial 

El empoderamiento de salud, junto con

el empoderamiento económico, el de edu-

cación y el de tecnologías de la información

y la comunicación, determinan el nivel de

empoderamiento individual. A su vez, el

empoderamiento individual y el colectivo

forman el empoderamiento humano.

El Índice de Empoderamiento de Salud

(IESa) se refiere a la posibilidad de que las

personas tengan una vida saludable y pro-

longada, que puedan evitar las enfermeda-

des prevenibles o las muertes prematuras.

Esto se logra combinando las políticas públi-

cas que crean las condiciones para tener una

mejor salud con medidas de salud preventi-

vas y de atención primaria. No fue posible

obtener indicadores de atención preventiva

a nivel provincial, así que se optó por utilizar

indicadores de provisión de servicios, a sa-

biendas de que este indicador no es el más

adecuado. (Diagrama IV.2).

Para establecer las condiciones sociales

determinantes de la salud se utilizan dos

indicadores: uno es el porcentaje de los

hogares en cada provincia que cuenta con

un servicio de agua mejorada38 y de servicio

sanitario39, lo cual se relaciona con la capaci-

dad de la población de evitar enfermedades

190 / CAPÍTULO IV

Recuadro IV. 5 Los indicadores de salud a nivel regional: mortalidad y morbilidad

Según las memorias de la Secretaría de Estado de Salud Pública y Asistencia

Social (SESPAS) para 2005, hay diferencias regionales en las principales causas

de  muerte. La región VII del Cibao Central es la que tiene mayor proporción de

muertes causadas por enfermedades cardiovasculares. Las enfermedades respi-

ratorias agudas son la segunda causa de muerte a nivel nacional y la mayor tasa

de incidencia se registra en la región de Santo Domingo. La tercera causa de

muerte en el país son las heridas y traumas, la cual tiene su mayor tasa por cada

1,000 habitantes en la región Este. Las muertes por cáncer tienen mayor inci-

dencia en el Cibao Central y la diabetes es la quinta causa de muerte a nivel

nacional, teniendo mayor incidencia en el Este. 

Mortalidad materna

Los datos reportados por el Informe Tolerancia “0” de la Dirección General de

Epidemiología de la SESPAS habla de la baja calidad del sistema de atención, ya

que en el año 2006, el 72% de las muertes maternas reportadas a nivel nacional

eran evitables.

Mortalidad infantil
El 40.6% de las muertes infantiles a nivel nacional fueron evitables en 2006,
según el Informe Tolerancia “0”.  

Morbilidad (consultas médicas)
Las principales causas de morbilidad nacional registran diferencias territoriales,
al igual que la mortalidad. Las  infecciones respiratorias agudas son la principal
causa de consulta médica en el país y suman más del doble de las consultas por
enfermedades diarréicas agudas, que son la segunda causa a nivel nacional. La
incidencia de este tipo de consulta es alta en la región Del Valle. 

Las consultas por enfermedades diarréicas agudas, dermatosis y parasitosis, las
cuales están muy asociadas a los niveles de saneamiento y acceso a agua pota-
ble, son más altas en la región del Cibao Occidental.

Las consultas por hipertensión arterial son mayores con gran diferencia en la
Región VI (Elías Piña y San Juan), siendo más de cuatro veces superior el núme-
ro de consultas en esta región que en la que le sigue.

Ver los anexos: IV.15, IV.16, IV.17 



diarréicas, parasitosis o enfermedades der-

matológicas. El otro indicador es la tasa de

nutrición infantil; es decir, los niños que no

sufren desnutrición crónica o que tienen

suficiente talla para su edad.

El nivel de nutrición en los primeros

años de edad tiene una incidencia determi-

nante en la capacidad de las personas de te-

ner una vida saludable, así como en su desa-

rrollo intelectual posterior (Recuadro IV.8).

La provisión de servicios se mide por

provincia mediante cuatro indicadores. La

cantidad de médicos/as por 10,000 habitan-

tes y los centros de atención primaria (CAP)

con personal por cada 10,000 habitantes en

cada provincia, reflejan la disponibilidad de

los servicios de salud cercanos a la población,

tanto territorial como socialmente. El tercer

indicador es la cantidad de consultas atendi-

das en el primer nivel de  atención por cada

1,000 habitantes, éste es un indicador de efi-

ciencia del sistema, tanto desde la perspecti-

va de la oferta, porque reduce costos, como

desde la perspectiva de la demanda, porque

permite una detección y seguimiento de las

enfermedades. El cuarto indicador es la dis-

ponibilidad de camas públicas que revela la

oferta de servicios de segundo y tercer nivel. 

Los resultados del índice indican: pri-

mero, hay cinco provincias de bajo empode-

ramiento, ocho de nivel medio bajo, diez de

medio alto y ocho de empoderamiento alto

(Cuadro IV.6 y Mapa IV.4). El Distrito Na-

cional (incluyendo a la provincia de Santo

Domingo) registra el mayor empoderamien-

to de salud. Le siguen San José de Ocoa,

Dajabón e Independencia. Las que muestran

peor situación de salud son: Monte Plata,

Bahoruco, San Cristóbal, La Romana y La

Altagracia. 

Segundo, las provincias con mejor des-

empeño en las condiciones sociales que

determinan el estado de salud son:

Santiago, Salcedo y Duarte; mientras que
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Diagrama IV.2 Índice de Empoderamiento en Salud (IESa)

Condiciones Sociales (IEScs)

Provisión de Servicios (IESps)

- % de hogares con saneamiento y
acceso a fuentes de agua mejorada.

- % de niños/as nutridos (talla edad).

- Camas públicas por cada 1,000 
habitantes.

- CAP con personal por 1,000 habitantes.
- % consultas atendidas en el primer nivel

de atención por 1,000 habitantes.
- Médicos por 10,000 habitantes.

Índice de
Empoderamiento 
en Salud (IESa)

Bahoruco, Elías Piña y Pedernales aparecen
con las peores condiciones. 

Con respecto a la provisión de servicios
públicos las provincias mejor situadas son:
Independencia, Distrito Nacional y la provin-
cia de Santo Domingo y Dajabón, mientras
que La Romana, San Cristóbal y Monte Plata
son las provincias peor situadas.

Cruzando las condiciones de salud con
la provisión de servicios se pueden obtener
cuatro cuadrantes que describen la situación
de la población en materia de salud en cada
una de las provincias (Gráfico IV.7).

Gráfico IV.7 Relación entre condiciones sociales y provisión de servicios

Índice de Condiciones Sociales
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Se aprecia que hay nueve provincias

que tienen bajas condiciones sociales y de

provisión de servicios: Monte Plata, Baho-

ruco, San Cristóbal, La Romana, La Alta-

gracia, Valverde, San Pedro de Macorís, Hato

Mayor y Azua. Estas provincias son las que se

encuentran en peor situación y requieren

políticas activas que mejoren tanto las con-

diciones de salud como las de provisión de

servicios públicos.

En los casos de Santiago, Espaillat, La

Vega, Puerto Plata y Sánchez Ramírez,

todas tienen buenas condiciones, pero una

deficiente provisión de servicios. Otras

provincias como Elías Piña, Pedernales,

Montecristi, Independencia, San Juan,

Peravia, El Seibo y Barahona tienen mejor

provisión de servicios que condiciones

sociales. En cambio, el Distrito Nacional,

Dajabón, San José de Ocoa, Santiago Ro-

dríguez, Samaná, Duarte, Salcedo, Mon-

señor Nouel y María Trinidad Sánchez son

las provincias que tiene un relativo mejor

desempeño en ambos indicadores.

El tercer aspecto que se infiere del Índi-

ce de Empoderamiento en Salud es que no

tiene vínculos estadísticos significativos con

ninguno de los otros índices de empodera-

miento. Cuando se descompone en condi-

ciones sociales y provisión de servicios

públicos, y cada uno de ellos se relaciona

con los demás índices, se encuentra una

asociación positiva y robusta entre las condi-

ciones sociales y los demás índices. El indi-

cador de provisión de servicios públicos no

muestra ningún nivel de asociación con los

otros índices, lo cual podría deberse a que la

provisión de servicios públicos en términos

territoriales no se está ordenando en fun-

ción a las necesidades de cada provincia. En

todo caso, se requiere más investigación

empírica para poder establecer la lógica

territorial de la provisión de servicios. 

IV.3.2 La prestación de servicios
y el gasto en salud regional 

Históricamente, el sistema de salud se

ha caracterizado por problemas de gerencia,

falta de planificación y generación de infor-
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Mapa IV.4 Índice de Empoderamiento en Salud (IESa) por provincia
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Recuadro IV. 6 El hambre invisible

En el contexto regional, República Dominicana registra una tasa de desnutrición
infantil crónica relativamente baja, inferior al 10% en la presente década. La tasa
de desnutrición infantil crónica se refiere al porcentaje de niños y niñas meno-
res de tres años que registran una estatura inferior a la recomendada para su
edad. A esa edad, al retardo en el crecimiento físico se acompaña un retardo irre-
versible en el desarrollo intelectual. La desnutrición crónica, con frecuencia lla-
mada el “hambre invisible”, debido a que su presencia no es evidente en una
simple inspección física, se asocia a una inadecuada ingesta de vitaminas y
minerales debido a una escasa variedad alimentaria. 

Sin embargo, después de al menos dos décadas de sistemática reducción en la
prevalencia de desnutrición infantil crónica que la llevó, según las encuestas
ENDESA, desde el 19% en 1991 hasta el 8.9% en 2002, República Dominicana
experimentó un moderado retroceso en este indicador durante el primer sexe-
nio de la presente década. En efecto, una comparación de la Encuesta de
Conglomerados de Indicadores Múltiples (MICS) de 2000 y la Encuesta Nacional
de Hogares de Propósitos Múltiples (ENHOGAR) de 2006 indican que, entre esos
dos años, la desnutrición infantil crónica se incrementó desde 6.1% hasta 7.2%,
sugiriendo una moderada reversión de la tendencia registrada durante los lus-
tros recién pasados. Muy probablemente, este retroceso se asoció a la crisis
macroeconómica y financiera de 2003 y 2004, que incrementó el número de
personas bajo la línea de pobreza en más de un millón y la de personas en indi-
gencia en más de 600 mil.

Otro factor preocupante es que en un significativo número de provincias y muni-
cipios, las tasas de desnutrición infantil crónica duplican o triplican la media
nacional. Por ejemplo, según la ENDESA 2002, en ese año, la prevalencia de la
desnutrición en Bahoruco, Independencia, Elías Piña y Pedernales, cuatro de las

provincias con mayor nivel de pobreza extrema en el país, osciló entre 13.5% y
16.8%. Las estimaciones del Atlas del hambre y la desnutrición en República
Dominicana arrojan cifras similares. Igualmente, este atlas estimó una prevalen-
cia entre el 21% y el 46% en al menos 15 municipios del país. Los que registra-
ron las tasas más altas de desnutrición están dispersos por todo el territorio
nacional, sin mostrar marcados patrones geográficos o económicos (no están
ubicados en provincias con altas tasas de pobreza).

Lo anterior sugiere que además de la incidencia de la pobreza, la desnutrición
infantil crónica tiene múltiples factores causales. Algunos de ellos son la baja
tasa de lactancia materna, el bajo acceso a instrucción de las madres, y la alta
prevalencia de embarazo en adolescentes.

El gobierno dominicano destina un significativo monto de recursos a programas
alimentarios, pero ninguno de éstos va dirigido específicamente a mejorar el esta-
do nutricional de la población infantil. Mientras, el monto de recursos presupues-
tarios dirigidos a la nutrición infantil desde la Secretaría de Salud es muy bajo. 

El presupuesto del gobierno central para 2007 consignó cerca de 190 millones
de dólares para programas basados en alimentos, lo que equivale a cerca de 45%
del gasto total en programas de asistencia social, a poco más del 6% del gasto
social y a cerca de 0.6% del PIB. Los dos principales programas alimentarios son
el desayuno escolar (Programa de Alimentación Escolar –PAE-), que cubre al
total de la población de la escuela pública del nivel básico principalmente con la
provisión de una ración de leche y pan o bizcocho, y Comer es Primero, un pro-
grama de transferencia condicionada de dinero para compra de alimentos. Sin
embargo, al no estar dirigidos hacia niños y niñas menores de 3 años de edad,
sus impactos en la nutrición entre esa población son marginales.

maciones estadísticas relacionadas con la
producción de los servicios. 

Pese a esto, las estadísticas revelan que
los principales problemas de salud del país
están relacionados con la calidad y la efecti-
vidad de las intervenciones, no tanto con la
cobertura. También incide el hecho de que
el modelo de gestión y atención se basa más
en la curación que en la prevención y la par-
ticipación ciudadana está limitada en la toma
de decisiones.  

Gasto: nacional y regional
El gasto público en salud ha sido bajo,

entre el 1% y el 2% del PIB40, muy inferior a
los patrones internacionales (3%). Este por-
centaje representa un tercio de todo lo que

el país destina al cuidado de la salud, los dos

tercios restantes lo gastan las familias41.

Además, el 70.8% del gasto es directo, no

programado a través de alguna forma de

aseguramiento42.

El 50% del gasto público en salud se

dedica a la atención a las personas, mientras

solamente el 14% se dedica a salud colectiva

y el 3.5% a las acciones de rectoría (Anexo

IV.20). 

Esta estructura de gasto en salud priva-

da y pública afecta principalmente a las fami-

lias más pobres43, las que tienen general-

mente peor salud y utilizan menos los servi-

cios disponibles, aún cuando la atención sea

gratuita. La mala calidad de la atención

Pavel Isa Contreras, Oficial a cargo del Programa Mundial de Alimentos (PMA) en República Dominicana. 
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pública incide en que incluso las personas

de escasos recursos gasten parte de su pre-

supuesto en pagar servicios de salud priva-

dos pensando que estos pueden ser mejo-

res. Hay que notar que, si bien la enferme-

dad puede ser una pesada carga para la

población pobre, las enfermedades catastró-

ficas pueden convertirse en calamidades

económicas aún para los no pobres, tanto

por la pérdida de ingresos como por los cos-

tos del tratamiento44.

La falta de conocimiento también puede

inducir a la gente a pagar por una atención

inadecuada. La asimetría de información

entre el proveedor y el paciente puede

generar que proveedores sin la debida califi-

cación, o carentes de ética, prescriban trata-

mientos excesivamente costosos. 

Ámbito regional
En el contexto de la reforma del sector

salud, que impulsa la separación de funcio-

nes, sólo los recursos dirigidos a las acciones

de salud colectiva y al fortalecimiento de la

rectoría deben permanecer a nivel central.

Actualmente, todo el presupuesto de aten-

ción a las personas se transfiere a las direc-

ciones regionales de salud, que lo trasladan

directamente a los centros, de manera que

el 50% del gasto se ejecuta de forma descen-

tralizada. 

Al analizar la estructura del gasto en

atención a las personas por regiones, obser-

vamos que el 83% del gasto en términos

generales se hace en nómina y sólo 17% se

dedica a fondos reponibles45. Las regiones

con mayor  gasto per cápita en atención a

las personas son: la región de Enriquillo

(IV), que registra el mayor número de afilia-

dos al régimen subsidiado de seguridad

social a la fecha, y El Valle (VI), cuya baja

densidad de población afecta a las tasas per

cápita. Ambas presentan un gasto descen-

tralizado per cápita un 25% superior a la

media nacional.

Gráfico IV.8
Gasto total descentralizado en salud per cápita por región,
2005 

Fuente: ODH/PNUD en base a SESPAS 2005
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En las regiones que menos se invierte en

términos per cápita son: el Cibao Central

(VIII), Valdesia (I) y el Este (V), cuyo gasto es

alrededor del 20% menos que el promedio

nacional (Gráfico IV.8). 

En teoría, la mayor descentralización del

gasto debería mejorar la eficiencia del siste-

ma al acercar la capacidad de decisión a la

población y a los contextos específicos de

cada territorio. Sin embargo, esto también

puede plantear amenazas a la eficiencia. 

Por ejemplo, la autonomía hospitalaria

puede afectar la economía a escala de los hos-

pitales en algunas actividades en las que sería

más eficiente actuar como un grupo. Además,

los procesos complejos de administración

hospitalaria demandan capacidades técnicas y

recursos que no siempre están disponibles en

todos los municipios y provincias. 

Es por esta razón que la gestión eficien-

te de los hospitales en el ámbito local requie-

re encontrar un equilibrio de gestión entre

los beneficios de la descentralización y los de

economías a escala, definiendo con precisión

los ámbitos de ambas46.



En general, la estructura del gasto en

salud refleja un  modelo que aún está lejos

del paradigma de desarrollo humano, del

concepto de producción social de la salud,

de un enfoque donde se prioricen las inter-

venciones en el primer nivel de atención y

donde las actividades de promoción y pre-

vención tengan como centro a los usuarios y

usuarias.

Infraestructura 
Para evaluar la disponibilidad de infraes-

tructura territorial se revisó la red pública y

la red privada de provisión de servicios.  

Red pública
Los principales hospitales especializa-

dos están en la ciudad de Santo Domingo

(Anexo IV.21). En todas las regiones hay una

red de hospitales regionales, provinciales y

municipales, centros y subcentros de aten-

ción primaria en ciudades menores y barrios

urbanos, así como clínicas rurales.

La planta hospitalaria, particularmente

la de tercer grado de atención, está concen-

trada en las principales ciudades. Los 11 hos-

pitales nacionales de referencia que existen

están en la capital. En el resto de las regio-

nes hay normalmente uno o dos hospitales

regionales, provinciales y municipales con

algún nivel de especialización más una red

numerosa de Centros de Atención Primaria

(CAP). El 85% de los establecimientos de

salud son de atención primaria. 

En general, la distribución territorial de

los diferentes tipos de hospitales sigue un

esquema centralizado y poco equitativo, lo

cual afecta a las personas con enfermedades

crónicas, que necesitan una asistencia regu-

lar pero residen distantes de los centros de

atención de segundo y tercer grado. En adi-

ción, hay una cobertura deficiente del per-

sonal sanitario en los CAP, lo cual limita el

tratamiento de las enfermedades en muchas

regiones del país.

En contraposición, la media nacional de

cantidad de camas en establecimientos pú-
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Mapa IV.5 Camas hospitalarias públicas por 1,000 habitantes, 2004
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blicos es de 1.06 por cada mil habitantes y la
mitad de las provincias tienen más de 1.175
(Cuadro IV.7). Pedernales es la única provin-
cia que no cuenta con ninguna cama hospi-
talaria. Pero tres provincias del Noroeste, la
Región VII de salud, registran la mayor canti-
dad de camas, y las dos provincias de la
región Del Valle (Elías Piña y San Juan), junto
con Salcedo y Barahona, completan el grupo
de mayor cantidad de camas por habitantes
(Mapa IV.5). 

Con respecto a las boticas populares del
Programa de Medicamentos Esenciales
(PROMESE), que  venden productos farma-
céuticos a bajo precio, tienen una distribu-
ción más equitativa en el territorio (Mapa
IV.6), siendo las provincias más pobres las
que mayor número de boticas por habitante
tienen. Las provincias con menor cobertura
de boticas PROMESE por habitante son: La
Romana, Puerto Plata y la provincia de Santo
Domingo, mientras que algunas de las de
mejor cobertura son Independencia,
Dajabón y Montecristi.

Pese a su distribución territorialmente
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equitativa, se debe resaltar que el número de
boticas populares por 10,000 habitantes es
bajo para abastecer a la población objetivo.

Red privada
La distribución geográfica de la red pri-

vada de salud está en función de su rentabi-
lidad. Cifras preliminares y aún incompletas

Cuadro IV. 7
Cantidad de establecimientos
hospitalarios y camas
por habitante, 2004 

Nacional 1.2987 1.0636

Media simple 1.5086 1.2769

Mínimo 0.6712 0.0000

Menos de 25% 
provincias 1.0427 0.7674

Mediana 1.4281 1.1755

Menos de 75% 
provincias 2.0414 1.7198

Máximo 2.7399 2.5156

Establecimientos
hospitalarios

públicos por cada
10,000 habitantes

Indicadores

Camas 
por cada

1,000 
habitantes

Fuente: ODH/PNUD con información en base a SESPAS

Mapa IV.6 Número de boticas PROMESE / 10,000 habitantes, 2005
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La calidad de 
los servicios prestados

por establecimientos 
privados de salud 

no está debidamente
controlada por 

la SESPAS

sugieren que en las provincias más pobladas,

al igual que ocurre con la educación, la me-

nor dotación de infraestructura pública por

habitante suele ser compensada por una gran

participación de los servicios privados. En las

provincias menos pobladas, no ocurre asi. 

Se debe destacar que la calidad de los

servicios prestados por establecimientos pri-

vados de salud no está debidamente contro-

lada por la SESPAS, entidad responsable de

la rectoría del Sistema Nacional de Salud. En

2007, sólo 294 establecimientos privados

han sido habilitados de los 7,041 estableci-

mientos censados por Programa de Refor-

zamiento del Sistema de Salud de la Repú-

blica Dominicana (PROSISA) en 2004; es

decir, un 4%47.

Por otro lado, es necesario analizar la

infraestructura existente en el territorio

nacional, tanto pública como privada, no

sólo desde una perspectiva cuantitativa, sino

para poder determinar la calidad de las insta-

laciones, así como los equipos médicos con

los que cuentan. Ese análisis sobrepasa los

límites de este informe, pero queda como

tarea pendiente. 

Personal sanitario
República Dominicana tiene una densi-

dad de médicos, dentistas y farmacéuticos

por cada 1,000 personas por encima de la

media latinoamericana. En cambio, el núme-

ro de personal de Enfermería por cada 1,000

personas es inferior a la media de la región48.

A primera vista, parecería que la cober-

tura de personal sanitario es suficiente, pero

al estudiar la distribución regional y analizar

los diferentes tipos de especialidades existen

grandes deficiencias y desequilibrios. En el

Anexo IV.22 se aprecia que las regiones de

Cibao Central, Valdesia, Norcentral y Este

son las que tienen menor tasa de personal

sanitario por cada 10,000 habitantes, siendo

los casos más críticos Valdesia y el Cibao
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Central. Las regiones mejor dotadas de per-

sonal sanitario por habitante son el Cibao

Occidental y la región El Valle.

Igualmente, se observan diferencias de

cobertura en algunas especialidades y regio-

nes. El personal de promoción de la salud, el

de salud ambiental y de nutrición tiene una

baja tasa de cobertura. 

Con respecto a médicos generales, las

regiones Valdesia y Cibao Central tienen

cerca de la mitad de la media nacional por

cada diez mil habitantes. En cuanto a médi-

cos especialistas, la región Enriquillo cuenta

con menos de uno por cada 10,000 habitan-

tes, siendo la que más baja cobertura de

especialistas tiene en el país, casi siete veces

menos que el Nordeste, que es la región con

mejor cobertura de especialistas.

Política de contratación 
En la actualidad, el nombramiento y el

pago al personal sanitario se hacen en

forma centralizada desde Santo Domingo.

Sin embargo, los reglamentos que están

siendo aprobados en el proceso de reforma

transfieren esas funciones a los servicios

regionales de salud, aunque todavía no se

han implementado. 

La política de incentivos que se aplica

responde al mérito y la distancia, según cua-

tro criterios:

1. Por guardia presencial: en provincias

sin incentivo de distancia se les paga

1,000 pesos a los médicos especialistas y

600 pesos a médicos generales por cada

guardia realizada, y en provincias con

incentivo de distancia se les paga 1,300

pesos y 700 pesos, respectivamente.

2. Por distancia: este incentivo pretende

incentivar al personal médico a trabajar

en centros de salud distantes y así pro-

mover la equidad interterritorial. Se apli-

ca en las regiones Enriquillo y El Valle
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completas, y en las provincias de Mon-

tecristi, Dajabón, Santiago Rodríguez, La

Altagracia, Samaná y Nagua. Estas son

provincias de frontera  o zonas geográfi-

cas lejanas de Santo Domingo. Los mon-

tos varían por categoría, según se puede

observar en el Anexo IV.23. Pese a esto, la

región Enriquillo mantiene un número

de médicos especialistas por debajo de

la media. 

3. Por resultados: el 15% del sueldo a

todo el personal médico y de enferme-

ría, el 10% al resto del personal de salud

que labora en los hospitales. Actual-

mente este incentivo se aplica a todo el

personal sin que se evalúen los resulta-

dos, por lo que ha perdido su sentido

como incentivo a la efectividad.

4. Por antigüedad en el servicio: el

monto de este estímulo varía según la

profesión y los años de servicio, y se

aplica al personal de salud a partir de 15

años de servicio. Actualmente, por razo-

nes presupuestarias, sólo se aplica al

personal que tiene más de 25 años de

servicios o a quienes por razones de

enfermedad hayan iniciado trámites de

pensión49.

Finalmente, hay que destacar que con

la instalación de un sistema computarizado

para el registro y control de la entrada y sali-

da del personal de la sede central de la SES-

PAS se están haciendo esfuerzos para tener

más control sobre el personal. Esto servirá

para regular el cumplimiento de los hora-

rios, que son generalmente incumplidos. 

Según la Ley General de Salud 42-01, en

su artículo 95: “La contratación para ocupar

cargos será realizada por concurso de oposi-

ción, en base a los criterios de idoneidad

para el desempeño eficiente del cargo”50 y la

aplicación integral de la Ley de Servicio Civil

y Carrera Administrativa. En marzo del año

2006, se realizó, por primera vez en toda la

historia de la institución, un concurso públi-

co para cargos administrativos para un total

de 263 personas evaluadas, 59 se considera-

ron elegibles y se seleccionaron en total 36

nuevos empleados/as51.

A partir de agosto de 2006, se estableció

definitivamente la política de selección a car-

gos administrativos por vía de concursos

públicos. Las personas que no entren por

concurso sólo pueden ser contratadas por

un máximo de un año, al término del contra-

to, si se requieren los servicios, esa persona

debe concursar al puesto que desempeña. 

Los cargos de salud también deben ser

asumidos a través de concursos públicos de

oposición, lo cual está en proceso de imple-

mentación, aunque dista de una verdadera

profesionalización del personal médico.

Formación
Las posibilidades de formación en dife-

rentes áreas de la salud están distribuidas

geográficamente como se observa en el

Cuadro IV.8 y el Anexo IV.24. En todas las

regiones hay posibilidad de estudiar Enfer-

mería, con excepción de Enriquillo (IV).

Además, todas las regiones menos Valdesia

(I), Enriquillo (IV), Cibao Central (VIII) y El

Valle (VI), tienen universidades con carrera

de Medicina General. Se debe destacar que,

a pesar de la posibilidad de formación en

Enfermería en casi todas las regiones y con

2,468 personas matriculadas en esta profe-

sión en 2005, el 96% mujeres52, ésta sigue

siendo una de la áreas profesionales menos

cubierta en todas las regiones de salud. 

La universidad pública, a través de sus

centros regionales, tiene una amplia cober-

tura geográfica de formación en salud, sien-

do responsable del 45% de las personas que

egresaron en el área de salud en el año

200453.

Las áreas de la salud siguen siendo una

carrera feminizada, como se observa en el

A los médicos 
se les paga un incentivo
por distancia 
del Distrito Nacional



Cuadro IV.9. El 77% de la matrícula es feme-

nina. En todas las carreras, el porcentaje de

mujeres es superior al 65%, siendo Medicina

la que más baja tasa de feminización tiene

(68%). Sin embargo, se ha argumentado54

que lejos de constituir un indicador de em-

poderamiento de las mujeres en un área tra-

dicionalmente masculina, la feminización de

la medicina constituye un indicador de la

precarización de las condiciones laborales en

el sector salud. 

Los perfiles profesionales en el área de

salud no responden a los procesos de refor-

ma que desarrolla el país. Por ejemplo, uno

de los principales objetivos de la reforma del

sector salud es fortalecer la atención en el

nivel primario y para ello será necesario un
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Cuadro IV.8 Universidades con carreras de las ciencias de la salud, por  región de salud, 2005

Región Odontología Enfermería Farmacia Nutrición Bioanálisis Radiología Especialidad en
Salud Pública

Medicina
General 

Fuente: Páginas web de las diferentes universidades

0 - Santo Domingo 6 7 6 2 3 2 0 2
I - Valdesia 0 0 1 0 0 1 0 0
II - Norcentral 1 0 2 1 0 2 1 0
III - Nordeste 1 1 2 0 0 2 0 0
IV - Enriquillo 0 0 0 0 0 0 0 0
V - Este 1 1 2 1 0 1 0 1

VI - El Valle 0 0 1 0 0 1 0 0
VII - Cibao Occidental 1 1 2 0 0 2 0 0
VIII - Cibao Central 0 1 2 0 0 2 0 0
Total 10 11 18 4 3 13 1 3

Cuadro IV.9
Estudiantes matriculados/as en carreras del área de la salud,
por sexo y carrera, 2005a

Total % Mujeres / TotalCarrera
Sexo

Fuente:  SESPAS/OPS 2007 en base a SEESCYT
a No incluye estudiantes de diplomado
b NE no especificados

NEb M F

Medicina 24,190 664 6,963 16,563 68%

Bioanálisis 6,569 0 434 6,135 93%

Enfermería 4,868 0 201 4,667 96%

Fármaco-bioquímica 2,518 0 342 2,176 86%

Odontología 2,216 29 523 1,664 75%

Total 40,361 693 8,463 31,205 77%

alto número de médicos/as comunitarios, de
familia o de cabecera, con los cuales no se
cuenta actualmente.

Otro aspecto es que la calidad de la for-
mación recibida por los estudiantes genera
dudas. Aunque no existen suficientes datos
estadísticos, pues no se han realizado aún
concursos para médicos o enfermeras a fin
de acceder a los puestos públicos, algunos
indicios muestran el bajo nivel de desempe-
ño. Basándonos en los dos exámenes que
han tomado los médicos que aspiran a ser
residentes en el hospital Regional de
Santiago55 “se estableció que en el primero
participaron 908 médicos y pasaron 27, que
es igual al 3% y la nota más alta fue de 80
sobre 100. En el segundo, participaron 1,260
y pasaron 60, que también fue aproximada-
mente el 3%”56. Esto hace impostergable la
aplicación de exámenes de calidad al térmi-
no de la carrera y la mejora del currículo y la
formación en las universidades, tanto públi-
cas como privadas, bajo la rectoría de la SES-
PAS y  en coordinación con la Secretaría de
Estado de Educación Superior Ciencias y
Tecnología (SEESCYT).

Producción y productividad de los 
servicios de salud
Una vez analizados los recursos físicos y

humanos con que cuenta cada región, vere-



mos ahora cómo se utilizan en función de

las necesidades de la salud de la población a

la que deben a atender. 

Según el Cuadro IV.10, con datos de Sis-

tema de Información Geográfica para salud

(SIGpaS3) de 2002-2004, hay diferencias

regionales en la producción y productividad

de los servicios prestados: 

• Los casos atendidos por emergencia con

respecto a los atendidos por consulta son

altos en todas las regiones. La media na-

cional de 28 de cada 100 consultas son

emergencias. Esto es un indicador de la

debilidad del sistema de salud en la pro-

moción y prevención, ya que nos habla

de que muchas personas llegan a la con-

sulta cuando su situación es grave en vez

de atender a tiempo sus necesidades, an-

tes de que fuera una emergencia. Estas ci-

fras han mejorado de manera considera-

ble con respecto al 2001 cuando este por-

centaje oscilaba entre el 28% y el 46%57.

• Las consultas por médico por año varían

considerablemente de región a región,

con el consecuente impacto en la calidad

de la atención y en la productividad del
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personal sanitario. Si se lleva el cálculo a
consultas de cualquier tipo que debería
atender un médico al día, dependiendo
de la región en que trabaje, la diferencia
sería muy marcada. Un médico de la
región de Enriquillo atiende al día tres
veces más consultas que un médico de la
región de Santo Domingo.

• El Índice de Ocupación de Camas nos
dice que las regiones donde mayor ocu-
pación de camas se da en los hospitales
de la SESPAS es en el Cibao Central, en el
Este y en Valdesia; aunque en todas las
regiones el índice de ocupación es relati-
vamente bajo. 

• Como se observa en el Cuadro IV.11, en
todo el territorio los Centros de Atención
Primaria (CAP) tan solo atienden el 17%
de la demanda, pese a tener una red de
infraestructura bien distribuida en el
territorio. La situación se torna preocu-
pante cuando se observan los datos de la
SESPAS para 2004, según los cuales, pese
a contar con 1,447 CAP, sólo el 44% tenía
algún tipo de personal sanitario. Anali-
cemos el caso de la región de El Valle
que, al tener gran parte del territorio

Cuadro IV.10 Producción y productividad de los servicios de salud, 2002-2004

Región
Consultas y

emergencias/
médico/díaa

Ingresos /
1,000 

emergencias

Ingresos/ 
1,000 

consultas

Índice de 
ocupación 
de camas

% de consultas
atendidas en el

nivel 1 de atención

% de casos atendidos por
emergencia / total de 

emergencias y consultas

a Se han calculado 20 días laborables por mes y por tanto 240 días laborables al año
Fuente: ODH en base a SIGpaS3
Médicos (2004)
Consultas, emergencias, ingresos, egresos, camas y ocupación, consultas por nivel de atención (2002)

0 - Santo Domingo 30% 4.82 97.65 40.94 58.12 8%
I - Valdesia 29% 10.53 107.75 45.02 67.99 24%
II - Norcentral 25% 8.22 125.42 42.15 48.01 17%
III - Nordeste 27% 9.24 170.22 62.72 52.95 25%
IV - Enriquillo 30% 15.34 102.95 44.59 56.72 24%
V - Este 28% 7.44 156.93 60.46 69.02 16%
VI - El Valle 28% 13.61 175.66 66.73 57.53 31%
VII - Cibao Occidental 28% 11.14 162.88 64.09 51.95 20%
VIII - Cibao Central 29% 10.11 145.46 58.63 71.41 22%
Total 28% 7.50 125.80 49.58 58.27 17%



montañoso, el traslado a los centros de

salud de segundo y tercer nivel de San

Juan se hace más dificultoso. En la región

existen 92 CAP, de los que sólo el 38%

(35) contaba con personal sanitario en

2004. De esos 35 CAP, sólo 26 contaban

con médico, dos con enfermera y uno

con un médico especialista. Esta situa-

ción explica la baja cobertura de la

demanda que se da en el primer nivel de

atención. Si, como propone la reforma,

no se prioriza la cobertura y calidad del

primer nivel de atención, el sector salud

seguirá siendo ineficiente (costos y con-

sultas improductivas), inequitativo (por

la falta de cobertura geográfica de los

centros de segundo y tercer nivel) y no

participativo, ya que los CAP están más

cerca de la población y a través de ellos

hay un contacto directo con las familias,

y los problemas específicos de la comuni-

dad, además se pueden desarrollar cam-

pañas de prevención involucrando a las

personas de forma más fácil.

En el documento de consulta “Plan

Decenal de Salud 2006-2015: un acuerdo

nacional por la excelencia de la salud”, se

afirma que “parecería haber suficiente evi-

dencia  para mostrar que, aún cuando per-

sisten barreras de acceso territorial para sec-

tores minoritarios socialmente excluidos, los

principales problemas del sector salud no

están en la cobertura, ni siquiera en la cober-

tura por los servicios públicos, sino sobre

todo en la calidad y en la efectividad de las

intervenciones, tanto curativas como de pre-

vención, y control”58.

Se trata de un viejo modelo donde los

recursos humanos están concentrados en

los centros hospitalarios de segundo y tercer

nivel, en los principales núcleos urbanos,

limitando las capacidades de resolución de

los servicios en el primer nivel de atención.

En términos de eficiencia, diferentes es-

tudios han mostrado que los recursos huma-

nos y la red de infraestructura hospitalaria

con la cual cuenta el sector salud en Repú-

blica Dominicana pueden ser suficientes para

dar respuesta a las demandas de servicios de

salud de la población. La ineficiencia está rela-

cionada con los déficits gerenciales y organi-

zacionales de las instituciones del sector.
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Cuadro IV.11 Número de Centros de Atención Primaria (CAP) por 1,000 habitantes, según región de salud, 2002-2004a

Región de salud
CAP con per-
sonal / 1,000
habitantes

CAP 
con

médicos 

CAP con 
médicos / 1,000

habitantes

CAP 
con 

enfermeras

CAP con
especia-

listas

CAP con 
especialistas /

1,000 habitantes

CAP con enfer-
meras / 1,000

habitantes
CAP

CAP 
con 

personal

Fuente: SIGpaS3
Datos sobre el número de CAP corresponden al año 2001.
Datos sobre el número de médicos y especialistas corresponden al año 2004.
Datos sobre el número de enfermeras corresponden a 2002.
Datos de población corresponden al VIII Censo de Población y Vivienda, 2002. 

aLas siguientes categorías incluyen:
Médico: Médico Residente, Médico Asistente (Médico General -AP-), Médico Ayudante Especialista y  Médico Ayundante no Especialista
Médico Especialista: Psicólogo, Odontólogo, Epidiemólogo y Dietista

0 - Santo Domingo 416 185 0.064 104 0.036 23 0.008 79 0.027
I - Valdesia 165 84 0.086 62 0.063 2 0.002 4 0.004
II - Norcentral 179 64 0.044 49 0.034 3 0.002 7 0.005
III - Nordeste 140 73 0.120 52 0.085 2 0.003 2 0.003
IV - Enriquillo 72 38 0.111 30 0.088 1 0.003 2 0.006
V - Este 179 49 0.056 35 0.040 1 0.001 7 0.008
VI - El Valle 92 35 0.115 26 0.085 2 0.007 1 0.003
VII - Cibao Occidental 76 49 0.125 38 0.097 1 0.003 4 0.010
VIII - Cibao Central 128 61 0.087 37 0.053 3 0.004 8 0.011
Total 1,447 638 0.074 433 0.051 38 0.004 114 0.013

Si no se prioriza 
el  primer nivel de 

atención, el Sistema 
Nacional de Salud 

seguirá siendo 
ineficiente, inequitativo

y no participativo



IV.3.3 La reforma del sector salud59

Las deficiencias del sistema sanitario

dominicano impidieron garantizar a la pobla-

ción el acceso universal, equitativo, inclu-

yente, eficiente y eficaz a la salud, y llevaron

a la búsqueda de respuestas. Como parte de

un proceso continental de reformas sanita-

rias, se iniciaron en el país, desde mediados

de los 80, discusiones en torno a la necesi-

dad de producir cambios y reformas dentro

del sistema sanitario nacional. Este proceso

tuvo un momento trascendental en el año

2001 al aprobarse la Ley General de Salud

(42-01) y la Ley que crea el Sistema

Dominicano de Seguridad Social (87-01), las

cuales son la base de la transformación del

modelo de salud del país. 

Sin embargo, el proceso de implemen-

tación de dichas leyes ha estado lleno de

inconvenientes, de resistencias y de falta de

acuerdos entre los diferentes actores del

sistema, por lo que, a más de seis años de

haberse promulgado las citadas leyes, toda-

vía no se han producido los cambios espe-

rados.

Uno de los componentes de las estrate-

gias de reforma que ha adoptado el país es la

descentralización y desconcentración del

sector salud60 (Recuadro IV.9). Las reformas

de salud y seguridad social no constituyen

un fin en sí mismas. Son medios para la pro-

tección social de la población, para superar

las privaciones vinculadas con la situación de

salud y calidad de vida deficitarias, para

reducir las inequidades sociales, la vulnerabi-

lidad de las poblaciones ante las coyunturas

de la economía y para incrementar la pro-

ductividad sistémica del país a través del for-

talecimiento de su capital humano y su capi-

tal social, incrementando la solidaridad y la

cohesión social. Son medios para desarrollar

las capacidades de la población para asumir

sus proyectos de vida personal, familiar,

comunitaria y social. 
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¿En qué consiste la reforma y hasta 
dónde ha llegado?
La nueva legislación obliga a la Se-

cretaría de Estado de Salud Pública y Asis-

tencia Social (SESPAS) a reformarse. Las fun-

ciones básicas del Sistema Nacional de Salud

son (Anexo IV. 25): 

a) Rectoría.

b) Provisión de servicios de atención a las

personas.

c) Provisión de salud colectiva.

d) Aseguramiento. 

e) Financiamiento61.

El nuevo marco legal marca dos obliga-

ciones básicas para la SESPAS:

• Separar la función de rectoría de las

demás.

• Ejercer de forma eficiente la rectoría del

Sistema Nacional de Salud y ser la presta-

dora de los servicios de salud colectiva.

Para tales fines, la SESPAS ha implemen-
tado, con algunas limitaciones y dificultades,
dos estrategias referentes a la organización
de los servicios y funciones que le competen,
las cuales se describen a continuación62:

Recuadro IV.7

Los beneficios
de la desconcentración
y descentralización 
en el sector salud

Los principales supuestos que han servido de base a
las estrategias de descentralización y desconcentración
del Estado y los sistemas de salud en América Latina
han sido que:

• Facilita la participación ciudadana y el acercamien-
to entre el Estado y la sociedad.

• Facilita la redistribución del poder y los recursos
financieros.

• Mejora la eficiencia de la gestión local y la calidad
de los servicios.

• Se amplía la cobertura y el acceso a los servicios.

• Se reduce el gasto del cuerpo central.

• Se logra mayor equidad social y geográfica.

La nueva legislación
obliga a la Secretaría
de Estado de Salud
Pública y Asistencia
Social (SESPAS)
a reformarse



• Para separar la función de rectoría de las

demás: descentralizar.

• Para desarrollar la función de rectoría y la

de provisión de servicios de salud colec-

tiva: desconcentrar.

En 2003, tras varios meses de discusión,

el Consejo Nacional de Salud aprueba los

principales reglamentos de apoyo a la

descentralización / desconcentración de los

servicios de salud: el reglamento de rectoría

y separación de las funciones básicas del

Sistema Nacional de Salud63 y el reglamento

de provisión de las redes de los servicios

públicos de salud64. Posteriormente se les

unirían el Reglamento65 de recursos huma-

nos del Sistema Nacional de Salud66.

A) La desconcentración de la 
rectoría y los servicios de 
salud colectiva
Se pretenden ejecutar de forma descon-

centrada las funciones de la SESPAS como

órgano rector del sistema y proveedor de

servicios de salud colectiva67.

Por tales motivos, se han estado crean-

do las condiciones para delegar la autoridad

y los medios necesarios para ejercer la recto-

ría del Sistema Nacional de Salud y proveer

los servicios de salud colectiva en el territo-

rio a las Direcciones Provinciales de Salud

(DPS) y a las estructuras técnicas especializa-

das de la SESPAS68.

Recientemente, la SESPAS elaboró un

plan de desarrollo de las DPS, el cual está

pendiente de oficialización. Los acuerdos

con las direcciones de los programas de

salud colectiva y los de las DPS se han atra-

sado y afectan tanto el desarrollo de los pro-

cesos de descentralización de los Servicios

Regionales de Salud (SRS) como las acciones

cotidianas de los mismos. Otra potencial

amenaza al sistema es que se hace obligato-

rio separar las funciones y al instaurar un

financiamiento por afiliación puede afectar

la sostenibilidad financiera de las redes pro-

vinciales en las zonas más pobres. 

El fortalecimiento de la rectoría requiere

también de una transformación de la estruc-

tura central de la SESPAS y un desarrollo de

las capacidades en las DPS y sus equivalen-

tes. Desconcentrar estas funciones sin des-

arrollar las capacidades correspondientes

podría traducirse en una seria amenaza, que

conlleve a un mayor debilitamiento de las

mismas.

B) La descentralización de los
servicios de atención a las personas
La función de provisión de servicios de

atención a las personas dejará de ser realiza-

da por la SESPAS central, que se limitará a las

funciones de rectoría y de provisión de servi-

cios de salud colectiva. Los servicios de aten-

ción a las personas se realizarán de forma

descentralizada con una nueva estructura:

los Servicios Regionales de Salud (SRS).

A la fecha, existen nueve SRS y se defi-

nen como prestadoras públicas de servicios

de salud para atención a las personas, articu-

ladas en forma de red por niveles de com-

plejidad y con capacidad para prestar, por lo

menos, las atenciones indicadas en el Plan

Básico de Salud (PBS) de forma costo-efecti-

va. Pretenden ser una entidad autónoma y

altamente profesionalizada69.

Para la puesta en operación de esta

estrategia, se plantean tres fases:

• Una primera fase de constitución de los

SRS, en la que se le dotan de todos los

mecanismos legales e instrumentos nece-

sarios para su funcionamiento. Com-

prende dos momentos: la oficialización

de los SRS y la generación de las bases

para el accionar planificado de los SRS.

• La segunda fase ejecuta un plan de trans-

ferencias de competencias desde la SES-

PAS central a los SRS a través de procesos
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Desconcentrar o 
descentralizar funciones

sin desarrollar 
las capacidades 

correspondientes podría
traducirse en una 

seria amenaza



de delegación de funciones (desconcen-

tración), basándose en un modelo de red

y la maduración del proceso con fines de

lograr la habilitación. 

• En la tercera y última fase es que los SRS

quedan constituidos como prestadores

públicos de servicios de salud autónomas

(descentralización), una vez demuestren

que cumplen con todos los criterios exi-

gidos por las normas de habilitación de

redes que definió la SESPAS. Este proceso

de desconcentración / descentralización

de los servicios de salud se acompaña de

un nuevo sistema de relaciones sobre la

base de convenios, contratos y acuerdos

de gestión70.

Actualmente, los SRS están en la segun-

da fase. La Región IV (Enriquillo) comenzó

este proceso a mediados de 2002, a partir de

un decreto presidencial que le confirió con-

dición de autonomía funcional para proveer

servicios de salud71. En noviembre del mis-

mo año, el Consejo Nacional de la Seguridad

Social dio por iniciado el Seguro Familiar de

Salud para el régimen subsidiado en la

Región IV72. Este fue el primer intento de

estructurar, con carácter descentralizado,

una red regional de servicios de salud. 

Los trabajos para articular los servicios

dentro de las redes no han concluido y la

presión y los reclamos que se le hacen a los

SRS son significativos. En cuanto a consti-

tuirse como prestadoras de servicios de

salud descentralizadas, el avance no es igual

en todas las regiones y tampoco en todos los

temas y ámbitos que les competen.  

A pesar de que se cuenta con contratos

entre el Seguro Nacional de Salud (SENASA)

y algunos de los SRS, no se ha logrado una

verdadera sinergia entre estas dos institucio-

nes públicas y los conflictos se presentan fre-

cuentemente. En sentido general, pese a

todos los esfuerzos, falta lograr la legitimi-

dad del modelo de red y del quehacer de la
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dirección de los SRS. La ausencia de resulta-
dos e impactos que mostrar es su principal
debilidad.

C) La descentralización del
financiamiento y el aseguramiento
Los principales avances han sido: 

• Descentralización de las funciones de
dirección, regulación y financiamiento
del Instituto Dominicano de Seguros
Sociales (IDSS) hacia el Consejo Nacional
de Seguridad Social (CNSS).

• Descentralización de la función de admi-
nistración de riesgos hacia las Admi-
nistradoras de Riesgos de Salud (ARS) y
las Administradoras de Riesgos Laborales
(ARL).

• Descentralización de la función de velar
por que se cumpla la Ley del Sistema
Dominicano de Seguridad Social (SDSS)
hacia la Superintendencia de Salud y
Riesgos Laborales (SISALRIL).

• Se traspasa y unifica el recaudo de las
finanzas en la Tesorería de la Seguridad
Social (TSS, antiguo IDSS).

Limitaciones de la reforma del sector
salud para mejorar las condiciones de
vida de la población

• Debilidad en la dirección del proceso.

Una descentralización conducida con
debilidad puede configurar un escenario
carente de integralidad entre los progra-
mas de salud colectiva, la atención indivi-
dual y la función rectora. Ello puede
revertirse y profundizar los rezagos epi-
demiológicos, la ineficiencia del sistema y
la calidad de la atención.

• Estructura de dirección vertical. La
vigencia de esquemas de dirección verti-
cales hace que la delegación de compe-
tencias a las expresiones territoriales de la
SESPAS, tanto a los SRS como a las DPS,



se dificulte al extremo, así como también

la delegación de funciones dentro de

estas mismas instancias. Una reforma

sectorial que no esté amparada en una

reforma estructural del Estado puede lle-

var a que en lugar de darse un coherente

proceso de descentralización se experi-

menten modalidades de recentralización

del poder desde los espacios locales o

regionales y en la multiplicación de las

prácticas clientelistas.

• Ausencia de transparencia sobre el

gasto. Si la descentralización no cuenta

con una política clara del gasto y un siste-

ma transparente de rendición de cuentas

a la ciudadanía puede servir de puente

para que los liderazgos locales satisfagan

sus intereses de grupo o personales.

• Dificultades de acceso a los centros de

formación. El aislamiento territorial de

una región de los principales centros de

formación, de diagnóstico y de especiali-

dades, dificulta la eficiencia. En ese senti-

do, un proceso de descentralización y

desconcentración que se desarrolla en

un contexto de muchas diferencias regio-

nales corre el riesgo de profundizar

inequidades.

• Conflictos de intereses. El Sistema Do-

minicano de Seguridad Social (SDSS)

tiene la obligación de proveer la atención

en salud a la población sin capacidad

contributiva, pero puede hacer que la

descentralización / desconcentración del

sector salud se vea afectada por las deci-

siones y las acciones que se definen den-

tro de él, ya que prevalecen conflictos de

intereses entre los diferentes actores del

CNSS. También, dentro del SDSS, se evi-

dencia una  tendencia a plantear el desa-

rrollo del sistema sobre la base de las

necesidades financieras antes que por las

necesidades de la población, lo cual cen-

tra la atención en los medios y no en los

fines.

• Cantidad insuficiente de gerentes loca-

les. Los procesos de descentralización y

de desconcentración requieren de la

participación de un número mayor de

personas con capacidades gerenciales,

sobre todo en el nivel local. La oferta de

capacitación en gerencia en salud no ha

sido suficiente. 

• Recursos y personal limitados junto

con alta burocracia. El acceso a perso-

nal es muy desigual entre los diferentes

SRS y las DPS, principalmente el caso del

personal clínico especializado. La dispo-

nibilidad de recursos financieros es muy

baja, sobre todo por la limitada inversión

en salud que establece el Estado Domi-

nicano. La composición del gasto tampo-

co le resulta favorable al desarrollo de la

descentralización, dado que una parte

significativa se consume en un alto nú-

mero de cargos burocráticos, la mayoría

mejor pagados que el personal médico,

incluso en las expresiones territoriales de

la SESPAS, restándoles oportunidades

para contar con suficiente personal  de

calidad para proveer los servicios de sa-

lud en algunas provincias  o regiones.

En conclusión
La cobertura de salud pública ha mejo-

rado, la calidad de la atención sigue deficien-

te, mientras la inversión pública per cápita

en salud no es regionalmente equilibrada. La

distribución de los diferentes tipos de hospi-

tales manifiesta claramente el esquema cen-

tralizado y poco equitativo, en términos

territoriales de los servicios de salud.

La estructura del gasto en salud indica

que el modelo seguido hasta el momento

orienta los recursos hacia la atención de

enfermedades. Es un modelo que aún está

lejos del paradigma de desarrollo humano,

del concepto de producción social de la

salud, de un enfoque donde se prioricen las

intervenciones en el primer nivel de aten-
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ción y las acciones de promoción y preven-

ción, que coloque a los usuarios y usuarias

en el centro de su accionar.

En términos de eficiencia, diferentes

estudios han mostrado que los recursos

humanos y la red de infraestructura hospita-

laria en República Dominicana pueden ser

suficientes para dar respuesta a las deman-

das de servicios de salud de la población. La

ineficiencia está más bien relacionada con

los déficits gerenciales y organizacionales de

las instituciones del sector.

Las reformas de salud y seguridad social

no constituyen un fin en sí mismas. Son

medios para la protección social de la pobla-

ción. Desconcentrar o descentralizar funcio-

nes sin desarrollar las capacidades corres-

pondientes podría traducirse en una seria

amenaza. La reforma del sector salud es

necesaria para mejorar la calidad de vida de

la población, pero el proceso está siendo

lento y dificultoso. Finalmente, es necesaria

una voluntad política de todos los actores

que participan en la reforma del sector salud

para poner en el centro del debate a las per-

sonas como fin último de su trabajo.

IV.4 El sistema de protección y 
asistencia social
Sen73 ha argumentado que el mercado

no crea libertades reales aunque garantiza

autonomía decisional; es decir, inmunidad

frente a las decisiones y posibilidades de

elección. Las personas entran al mercado

con una carga institucional que refleja las

relaciones de poder; por lo tanto, el meca-

nismo de mercado no asegura ni la demo-

cracia ni el desarrollo. Es el Estado quien

tiene la responsabilidad de garantizar la

equidad en el acceso a las oportunidades. 

Uno de los principales mecanismos es-

tatales para asegurar un equitativo acceso a

las oportunidades son los sistemas de pro-

tección y asistencia social. Estos sistemas, en

general, están ideados para proteger a la

población de la pobreza económica y de los

riesgos del ciclo de vida. 

Los sistemas de protección social suelen

estar organizados en base a la situación labo-

ral de las personas y ser de cobertura univer-

sal, centrándose en el acceso a la salud y en

garantizar ingresos a la población a lo largo

de su ciclo de vida. 

Los sistemas de asistencia social suelen

estar enfocados a poblaciones con vulnerabi-

lidades específicas. Han sido priorizados en

las últimas décadas, frente a otros sistemas

de base universal, en función de que muchos

países cuentan con escasos recursos para la

acción social y se ven en la necesidad de

priorizar poblaciones a las que atender.

La universalidad y la focalización
El debate entre la universalidad y la

focalización es un anacronismo. La universa-

lidad y focalización deben operar de forma

complementaria para garantizar el ejercicio

real de los derechos, para asegurar la equi-

dad de oportunidades y opciones a toda la

población, y para que ésta sea libre de elegir

lo que tenga razones para valorar.

En la última década, en América Latina,

ha cobrado especial énfasis la implementa-

ción de programas de ayuda focalizada a las

familias más vulnerables a través de transfe-

rencias condicionadas de dinero74. Los obje-

tivos de estos programas son reducir la

pobreza extrema en el corto plazo, por me-

dio de transferencias monetarias, y romper

la transmisión intergeneracional de la

pobreza en el largo plazo, fomentando la

inversión en otras capacidades (nutrición,

salud, educación), principalmente de los

niños y madres, a través de las condicionali-

dades asociadas a las transferencias de dine-

ro. Estos programas están siendo exitosos

en alcanzar el primer objetivo; sin embargo,

presentan dificultades para lograr el segun-
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do, así como presentan costos elevados de
gestión, asociados con la identificación de las
familias, su administración y monitoreo.

En el enfoque de desarrollo humano, los
programas de asistencia social, como éstos
de ayuda focalizada, tienen el rol de proteger
a los grupos más vulnerables y asegurarles un
mínimo de bienestar presente para limitar las
privaciones más fundamentales. 

Cabe destacar que el objetivo primordial
de las políticas sociales debe ser la universa-
lidad en la prestación de los servicios básicos
y que estos programas sean vistos como una
herramienta que permite proteger sólo en el
corto plazo a los grupos más desfavorecidos
de sufrir carencias elementales. Por lo tanto,
los programas de ayuda focalizada deben
orientarse a acercar a los grupos vulnerables
a la universalidad del sistema, de lo contrario
se estaría institucionalizando el asistencialis-
mo como forma de hacer política social. 

Los regímenes de seguridad social
y el clientelismo
Los regímenes de seguridad social signi-

fican un cambio en la concepción de la acción
estatal hacia la ciudadanía, ya que la habilitan
para comenzar a demandar derechos y no
favores al Estado. Estos sistemas empoderan
a la población no solo en términos individua-
les, aumentando las oportunidades reales de
elección; sino también en términos colecti-
vos, ya que dotan de herramientas a la socie-
dad para la creación de ciudadanía y la exi-
gencia de derechos. Los sistemas de seguri-
dad social limitan el intercambio de favores
por conciencia, dado que se crean condicio-
nes objetivas de acceso a ciertos beneficios,
facilitan el acceso a estos en función del cum-
plimiento de ciertas condiciones y no en fun-
ción de las relaciones primarias.

En el Recuadro IV.10 se describe el largo
proceso entre la aprobación de la Ley y su
puesta en ejecución. Parece que en el equili-
brio de poder económico y social del país es
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difícil avanzar hacia acciones que creen ciu-

dadanía y que beneficien a la mayoría de la

población, pero que no es así cuando se

trata de aspectos de interés para grupos

económicos particulares como fue el caso

de la negociación, discusión y aprobación

del acuerdo de libre comercio con los

Estados Unidos, que duró, insólitamente,

menos de 6 meses. 

IV.4.1 El sistema de protección social
en salud

El 77.5% de la población no tiene segu-

ro de salud75. Ha sido ampliamente docu-

mentada la naturaleza regresiva del pago

directo en el momento de la prestación de

los servicios de salud. El problema de regre-

sividad se agudiza cuando observamos que

la falta de aseguramiento se agrava por ser

mujer, por ser anciano/a, por ser niño, niña

o adolescente, por falta de educación, por el

lugar de residencia además de por ser pobre

(Anexo IV.27).

En un esfuerzo por enfrentar este pro-

blema, el país, tras la aprobación en 2001 de

la Ley 87-01 que crea el Sistema Dominicano

de Seguridad Social (SDSS), se propuso

reorganizar el sistema de salud de modo

que toda la población tenga acceso a un ré-

gimen de prepago. La forma como quedaría

organizado el nuevo sistema fue amplia-

mente expuesta en el Informe Nacional de

Desarrollo Humano 2005. 

Actualmente, ha comenzado el régimen

contributivo (asalariados/as con ingresos

por encima del salario mínimo) y el subsi-

diado (personas consideradas pobres por el

Sistema Único de Beneficiarios (SIUBEN),

pero aún no se habla de la puesta en marcha

del régimen contributivo subsidiado (traba-

jadores/as sin empleador y con ingresos

superiores al salario mínimo).

Régimen subsidiado en salud
Con la nueva legislación, se creó el Se-

Los regímenes de 
seguridad social 

habilitan para
comenzar a 

demandar derechos 
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guro Nacional de Salud (SENASA), que
tiene la atribución de ser la Aseguradora  de
Riesgos de Salud (ARS) pública, la cual cu-
bre una porción grande del mercado, cons-
tituida por el empleo del sector público del
régimen contributivo y las personas que
terminen afiliadas a los regímenes subsidia-
do y contributivo subsidiado. Por este
medio, se dio inicio, en noviembre de 2002,
a la selección e incorporación de una parte
de la población al régimen subsidiado en
salud, aunque sin muchos cambios en el
modus operandi del sistema hospitalario,
cuya baja calidad limita las oportunidades
del derecho a la salud de estos grupos
poblacionales. 

El 1 de octubre de 2007, el SENASA

tenía afiliadas a 942,683 personas en todas

las provincias del país, escogidas a través

del Sistema Único de Beneficiarios (SIU-

BEN), que es quien prepara la base de datos

de la población a ser afiliada, de acuerdo a

su nivel socioeconómico. Las provincias con

mayor número de personas afiliadas con

respecto a las potenciales beneficiarias per-

tenecen a las regiones donde primero

comenzó el régimen subsidiado: Barahona,

Bahoruco, Independencia, Pedernales, Elías

Piña y Hato Mayor, con más de un 70% de la

población potencialmente beneficiaria afi-

liada. El caso de Barahona y Bahoruco es

excepcional, ya que, como se observa en el

Mapa IV.7, las personas afiliadas superan a

las beneficiarias potenciales. Esto puede

ocurrir por la falta de actualización de la

base de datos del SIUBEN, de donde se

extrae el número de personas pobres de la

provincia, o por la afiliación de personas

que no están contabilizadas por SIUBEN, ya

que al ser las primeras provincias en arran-

car con el régimen subsidiado el criterio ini-

cial de selección no fue el estar en esta base

de datos. 
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Recuadro IV.8 Hacia un sistema integral de seguridad social

Hasta 2001, República Dominicana no ha contado con un sistema integral de
seguridad social. La discusión para el establecimiento de dicho sistema se inicia
en 1991 y se concluye, teóricamente, con la aprobación de la Ley 87-01 diez años
después. Pese a ello, aún la solidaridad familiar sigue teniendo que operar como
el sustituto de la seguridad social. 

Con el sistema diseñado, se  pretendió un sistema universal de protección social,
tomando en cuenta la experiencia de sociedades más institucionalizadas, en las
que la aprobación de una ley constituye un mandato. En la práctica, durante estos
primeros años sólo entró en vigencia el régimen contributivo en pensiones y el
seguro de riesgos laborales, así como las pensiones de sobrevivencia y discapaci-
dad y, recientemente, con enormes esfuerzos, el régimen contributivo en salud.
También se han venido dando pasos con respecto al régimen subsidiado en salud,
atendiendo más que al ordenamiento jurídico que rige el Sistema Dominicano de
Seguridad Social (SDSS) a la política gubernamental de lucha contra la pobreza. 

El esfuerzo por conseguir el consenso dio lugar a que se constituyera un Consejo
Nacional de Seguridad Social (CNSS) multitudinario y con la participación de los
más diversos intereses, lo que le resta eficacia y agilidad, y lo inhabilita para tomar
decisiones en atención a la racionalidad de las mismas.

Dado lo estrecho del sector formal y la limitada capacidad administrativa, los paí-
ses de bajos ingresos suelen estar en desventaja en torno a su capacidad de desa-
rrollar redes de movilización de recursos a través de regímenes contributivos que
prevengan adecuadamente contra los riesgos y protejan a una porción razonable-
mente grande de la población. Esto ha estado ocurriendo en República
Dominicana.

Después de la aprobación de la Ley se registró un deterioro de las condiciones del
mercado de trabajo: no sólo el salario real ha caído sin recuperarse (Anexo IV.25
y Anexo IV.28), sino que el empleo en el sector formal de la economía tampoco
ha mejorado durante el proceso de recuperación económica posterior a 2003.
Casi todo el crecimiento del empleo ha tenido lugar en el sector informal. Los
altos porcentajes de informalidad en el empleo y los bajos salarios crean un pro-
blema para la protección social, tanto en pensiones como en salud. La puerta de
entrada al régimen contributivo (el único que se autofinancia) es el ser una per-
sona asalariada, estar afiliada y ganar al menos el salario mínimo nacional. Si tan
solo un millón y medio de personas trabaja en el mercado formal significa que
gran parte de la población tendrá que ser cubierta por el régimen subsidiado o
contributivo subsidiado, cuya financiación recae, en el primer caso, fundamental-
mente en el Estado dominicano y, en el segundo caso, en aportes del/a trabaja-
dor/a y en un subsidio estatal para cubrir la falta de empleador. Esta realidad hace
que la puesta en marcha del SDSS en su totalidad dependa, entre otras variables,
de la prioridad que le dé el Estado dominicano en su presupuesto.

La aprobación del sistema de seguridad social, incluyendo tan ampliamente los
regímenes subsidiados por el Estado, pretende incorporar a República Domi-
nicana entre los países con sistemas integrales de protección social. Además, este
sistema implica que este derecho universal no sea dado ni de forma discrecional
ni clientelista. Pero este propósito choca, además de la tradicional forma de orga-
nizar el Estado y ejercer la política, con la realidad de que la población a ser
cubierta es amplia, las prestaciones previstas son considerables, y los recursos
públicos destinados, hasta ahora, insuficientes. 



La diferencia interprovincial de cobertu-

ra es mayor en edades bajas, se reduce en

edades medias y aumenta en edades altas.

Esto significa que hay mucha heterogenei-

dad entre las provincias, sobre todo en las

primeras edades (Gráfico IV.9 y Anexo IV.30). 

En las provincias de La Vega, Monseñor

Nouel y Sánchez Ramírez no hay afiliación o

es casi inexistente en las personas de 0 a 19

años de edad (Anexo IV.30).

La relación entre hombres y mujeres afi-

liados/as al SENASA es ligeramente positiva

para la mujer.

Las diferencias de cobertura por grupo

etario nos muestran el bajo porcentaje de

afiliación de la población de menores de 1

año, de los cuales tan solo el 5.4% está afilia-

do, y entre 1 a 4 años, tan sólo el 22%. Esta

población es especialmente vulnerable en

términos sanitarios y, por lo tanto, su cober-

tura debería ser prioritaria. Otro grupo eta-

rio preocupante es el de las personas de 20

a 24 años, cuyo porcentaje de afiliación baja

a un 20.3% después de rondar el 40% en gru-

pos etáreos más jóvenes. Esto se podría

explicar por el comienzo de la vida adulta,

en la cual dejan de depender de sus familias

sin haberse incorporado aún a ningún régi-

men de afiliación.

La puesta en marcha del régimen subsi-

diado de seguridad social ha supuesto una

mejora en las condiciones de vida de la

población. Antes de su puesta en marcha,

sólo el 8% de los pobres extremos y el 13.8%

de los moderados tenía algún seguro de

salud. Actualmente, el 39.5% de todos los

pobres seleccionados por el SIUBEN (extre-

mos y moderados) tienen y la tendencia es a

aumentar la cobertura. Sin embargo, si el

acceso a los servicios no va acompañado de

una mejora de la calidad, este avance no ten-

drá los efectos deseados en la población.
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Mapa IV.7
Afiliados a SENASA  como porcentaje de personas pobres en SIUBEN, 

1 de octubre de 2007
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Régimen contributivo en salud 
El régimen contributivo del Seguro

Familiar de Salud (SFS) comenzó en sep-

tiembre de 2007 tras largas y difíciles nego-

ciaciones, ya que, como marca la ley, las deci-

siones al interior del Consejo Nacional de

Seguridad Social deben contar obligatoria-

mente con “un voto favorable de un repre-

sentante del sector público, de los trabajado-

res y de los empleadores”76. Dados los dife-

rentes intereses de cada sector, las decisio-

nes se hicieron difíciles, si no imposibles.

Otro factor que retrasó la puesta en marcha

fue la crisis de 2004 que impactó los costos

de los servicios contemplados en el Plan

Básico de Salud, así como en los costos pro-

pios de las empresas que debían empezar a

cotizar (Recuadro IV.11).

El 1 de septiembre de 2007 entraron

como afiliados al régimen contributivo en

salud 1.1 millones de personas, de las cua-

les el 66% son titulares y el 34% dependien-

tes. Este número de personas es aún bajo

en función a lo esperado, alrededor de 2.4

millones77.

El bajo nivel de afiliación  inicial se debe

principalmente a dos causas: el bajo número

de dependientes afiliados, actualmente sólo

0.52 dependientes por afiliado, y las altas

deudas acumuladas por empresas públicas y

privadas en pensiones, lo cual las impide

cotizar en salud78.

Régimen contributivo subsidiado
en salud
Este régimen cubriría a quienes trabajan

por cuenta propia, pero con empleos profe-

sionales y técnicos cuyo salario fuera supe-

rior al mínimo legal. El monto a pagar se dis-

tribuirá entre el trabajador y el Estado en

función de los ingresos del primero. 

La puesta en marcha del contributivo

subsidiado sería un paso de avance para acer-

carnos a la cobertura universal, ya que si

tomamos en cuenta las estimaciones de la
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población de 2007 podríamos decir que cerca
de 5 millones de personas no postulan para
ninguno de los dos regímenes que están fun-
cionando; es decir, ni para el subisidiado ni
para el contributivo, cuyos beneficiarios
potenciales son 2.4 millones en el primero e
igual magnitud en el segundo, para un total
de alrededor de 4.8 millones de personas. 

Por último, la puesta en marcha del régi-
men contributivo subsidiado tiene diferentes
implicaciones para las zonas urbanas y rura-
les, ya que el peso del sector informal en la
población ocupada es de un 46% en el
Distrito Nacional, mientras que en el resto
urbano es de 54%, y en el rural llega a ser el
74%79. Una vez más la población rural vuelve
a enfrentar desigualdades con respecto al
acceso a oportunidades que es necesario
considerar en el diseño de políticas.

IV.4.2 El sistema de protección social
en pensiones

La protección social de las personas en-
vejecientes es una urgente tarea del Estado

Gráfico IV.9
Diferencia interprovincial de cobertura del régimen 
subsidiado en salud por grupo etario en %, 2007 
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Recuadro IV. 9 El inicio del Seguro Familiar de Salud: un problema de poder

La población dominicana esperó cinco años para el inicio del Seguro Familiar de
Salud (SFS), según la fecha indicada en la ley, y seis años desde su promulgación.
El SFS para el Régimen Contributivo debió iniciar en septiembre de 2002 y le
correspondía ser el primero de los regímenes en comenzar para favorecer la capi-
talización del sistema, tal y como estaba estipulado en el Art. 7, de la 87-01. El
proceso de retraso en la puesta en marcha de la Ley de Seguridad Social es un
claro ejemplo de cómo las inequidades de poder de los diferentes grupos pueden
afectar al desarrollo humano de la ciudadanía en su conjunto.

Estos retrasos fueron consecuencia de la ineficacia del Consejo Nacional de la
Seguridad Social, provocada por un sector minoritario que, haciendo uso de su
capacidad de veto, lo inmovilizó por casi un año, haciendo prevalecer intereses
particulares sobre el interés público, posponiendo la entrada del SFS oficialmen-
te en 9 ocasiones.

Esto provocó la indignación de importantes actores del sistema que, en su
momento, se pronunciaron de manera abierta en contra de la situación, tal es el
caso del Dr. Rojas Lara, Coordinador Ejecutivo de la Comisión Ejecutiva para la
Reforma del Sector Salud (CERSS), quien expresó: “El régimen contributivo de la
seguridad social sigue estancado en la trama de intereses particulares, grupales  y
económicos, los cuales amparados bajo el anacrónico poder del veto (que debe
ser eliminado) han hecho de esta ineficiencia una deshonra para los que en su
momento hemos tenido la posibilidad de establecer las responsabilidades de
romper con la ineptitud, desidia y falta de coraje, en aras de hacer que un siste-
ma funcione con efectividad y eficiencia, en beneficio del pueblo dominicano que
a gritos clama por una salud más digna y humana”a.

La inoperancia provocada en el sistema fue tal que el propio Presidente de la
República tuvo que intervenir convocando en diciembre de 2006 “la Cumbre de
la Seguridad Social”, reuniendo los sectores involucrados (gobierno, empresaria-
do, centrales sindicales, gremios de la salud y el sector social) para propiciar el
avance de la implementación de  las leyes marco del Sector Salud. 

A partir de esta cumbre se generó un proceso de discusión entre los actores que
culminó en el “Acuerdo del 19 de diciembre”b, en el cual se estipula que el
Consejo Nacional de la Seguridad Social asuma su rol como máxima autoridad del
sistema; se pacta un plan intermedio que permite el inicio del SFS para el régi-
men contributivo, llamado Plan de Servicios de Salud (PDSS), mediante el cual
se reducen las prestaciones del Plan Básico de Salud para ser revisadas 6 meses
después de la implementación. Aparte de la limitación en los servicios de salud,
se reduce el subsidio por maternidad y los servicios de estancias infantiles, esta-
blecidos en la Ley 87-01; se acuerda la habilitación de las Unidades de Atención
Primaria por parte de la SESPAS; la reestructuración del Instituto Dominicano de

Seguros Sociales (IDSS) y la puesta en marcha del autoseguro; la creación y ope-
rativización del Fondo Nacional de Accidentes de Tránsito (FONAMAT); se dispone
la creación de una comisión para el desarrollo de la Red Pública de Servicios de
Salud y se acuerda que la Comisión Nacional de Honorarios Profesionales esta-
blezca las tarifas mínimas de honorarios profesionales.

En este momento se establece la “ruta crítica” para que el SFS inicie el 1 de enero
de 2007, éste se pospone en dos ocasiones más. De nuevo, los sectores involucra-
dos en las negociaciones desarrollan estrategias con el fin de garantizar sus inte-
reses particulares:

• La campaña de desinformación desatada por las ARS privadas, mediante la
cual se desacredita el sistema público y la capacidad de rectoría de la
SESPASc, promueved que el PDSS proveería menos servicios que los planes
anteriores con el fin de crear un clima de desesperación y forzar a los usua-
rios a adquirir planes complementarios con los mismos beneficios del PDSS.

• La presión generada por el sector médico para que la puerta de entrada al
sistema no sean única y exclusivamente los centros de atención primaria, a
pesar de que se sabe que el 80 % de los problemas de salud se resuelven en
el primer nivel de atención. La Asociación de Clínicas Privadas y el Colegio
Médico Dominicano se declaran en desacuerdo con los montos estipulados
como tarifas mínimas de honorarios profesionales.

• La reacción de los dueños de farmacia frente al hecho de que la cobertura de
medicamentos del PDSS sería exclusivamente con genéricos.

Finalmente, se inician las prestaciones del SFS el 1 de septiembre de 2007 en un
clima de denuncia de los sectores sindical, colegio médico, gubernamental y
social (organizaciones de Foro Ciudadano y Foro Social Alternativo), que acusan a
las ARS privadas de mantener un clima de desinformación e inoperancia del sec-
tor gubernamental para poner a funcionar el sistema y la manipulación de las
empresas para que sus empleados compren planes complementarios. 

El sistema aún tiene que madurar, es necesario que las decisiones no depen-
dan directamente del Presidente de la República, sino que las instancias de
rectoría y supervisión asuman su rol de manera efectiva, que la sociedad se
involucre activamente en la conformación del sistema que los y las dominica-
nas merecen. 

Es urgente el empoderamiento de los sectores más desfavorecidos de las ventajas
que tendría la puesta en marcha de este sistema de forma que puedan demandar
sus intereses y hacer que estos sean tomados en cuenta en las negociaciones de
todos los sectores. Si las cuotas de poder son inequitativas, también lo será el
acceso a las oportunidades.

Notas
a Dr. Gustavo Rojas Lara, “La Reforma en Salud: Qué ha Pasado y Qué Debemos Hacer”, artículo publicado en el periódico Hoy del 17 de septiembre, 2006
b Acuerdos del 19 de diciembre, 2006. Resolución No. 151-05 de enero de 2007 del Consejo Nacional de la Seguridad Social.
c Diario Libre: 22 junio, 2007
d Cuadro de comparación del PDSS y los seguros anteriores.www.dida.gov.do
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dominicano. Hasta la puesta en marcha del
Sistema Dominicano de Seguridad Social
(SDSS), las pensiones por vejez, sobreviven-

cia y discapacidad eran otorgadas principal-
mente en base a seguros privados, institu-
ciones que contemplaban este beneficio



para sus trabajadores y trabajadoras, así

como a través de leyes aprobadas en el

Congreso en base a relaciones primarias o

clientelares. Este sistema dejaba fuera a gran

parte de la población (trabajadores  informa-

les sin relaciones primarias o clientelares).

La aprobación de la Ley de Seguridad Social

representó un hito en el reconocimiento de

los derechos de la población a tener una

vida digna tras años de aporte a la sociedad,

pero su puesta en marcha aún está lejos de

garantizar esos derechos.

Las personas envejecientes
Según la ONE80, la población dominica-

na presenta un envejecimiento progresivo.

El porcentaje de personas mayores de 60

años pasó del 4.7% al 8% entre 1950 y 2002.

El índice de masculinidad en la población

mayor de 65 años ha ido disminuyendo de

una forma notoria desde 1950 y parece que

esta tendencia se mantendrá en el tiempo.

Paradójicamente, esto se traduce en que las

mujeres con mayor expectativa de vida tie-
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nen que enfrentar solas, muchas veces viu-

das, empobrecidas y con otros familiares a

cargo, una vejez en condiciones de poco

bienestar

La distribución de la población mayor de

60 años, edad de retiro marcada por la Ley

87-01, representa una proporción relativa-

mente homogénea entre las provincias, con

una diferencia interprovincial del 16% con

relación a la media simple. En cambio, la

población pobre por encima de 60 años pre-

senta el doble de  diferencia entre las provin-

cias (30%); es decir, su distribución es más

heterogénea. En definitiva, una persona

nacida en Monte Plata tiene casi 4.3 veces

más de probabilidad de ser pobre en la vejez

que una persona nacida en Santiago.

Según se aprecia en el Mapa IV.8, en 19

provincias de 32, el porcentaje de personas

mayores de 60 años pobres supera el 39%

según SIUBEN. Independencia, San Juan,

Elías Piña, Bahoruco, San José de Ocoa y

Monte Plata son las que tienen un mayor

Mapa IV.8 Pobres SIUBEN de 60 años o más como porcentaje del total de personas de
60 años o más, 2004
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porcentaje de personas pobres de más de 60

años, siendo en todas superior al 50%. El

Distrito Nacional, la provincia de Santo

Domingo, Monseñor Nouel y Santiago son

las que tienen menor incidencia de pobreza

entre envejecientes (Anexo IV.30). Estos

datos hablan de que garantizar una pensión

digna es una tarea prioritaria.

Si se calcula el Índice de Relación de

Apoyo; es decir, el número de hijos/as que se

harían cargo en el país de cada persona

mayor de 65 años, vemos también datos a

tomar en cuenta, ya que este índice en 1970

decía que existían 9 hijos/as por cada padre

o madre no cubierto por la Seguridad Social.

En 2005, este índice había disminuido a 5.6

hijos/as a hacerse cargo de cada persona

mayor de 65 años no cubierta. Es decir, cada

vez hay menos personas económicamente

activas para poder hacerse cargo de las per-

sonas envejecientes. 

La discapacidad
El sistema de pensiones también cubre a

las personas con discapacidad. Según las

cifras del Censo 2002, el 4.2% de la población

tiene alguna discapacidad. Las diferencias

interprovinciales de personas con discapaci-

dad indican una relativa homogeneidad (un

coeficiente de variación de 12%). La provin-

cia con menor prevalencia es Azua, con un

3%, y la de mayor prevalencia es Santiago

Rodríguez, con un 5.2%. 

Las cifras del censo sobre personas con

discapacidad han sido objeto de crítica, ya

que se requiere de disponer de instrumen-

tos especiales para tales fines, de lo contrario

se suele subestimar el fenómeno (Anexos

IV.31 y IV.32). 

En resumen, es evidente que se requie-

ren más estudios especializados que sirvan

de base para el diseño de políticas a fin de

apoyar a estos grupos poblacionales. Tanto la

problemática del envejeciente como de las
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El régimen subsidiado 
de seguridad social ha

supuesto una mejora en
las condiciones de vida

de la población

personas con discapacidad necesitan de

políticas nacionales de aplicación en todo el

territorio nacional, lo cual será un reto en los

próximos años. 

Régimen contributivo en pensiones

Fue el único que se inició en el momen-

to previsto, pero en la parte más simple, que

consiste sólo en recaudar los aportes.

En el primer año, el número de perso-

nas afiliadas a las Administradora de Fondos

de Pensiones (AFP) casi alcanzó el millón de

personas, y a julio de 2007 casi llega a 1.7

millones. Mientras tanto, el número de coti-

zantes a julio de 2007 tan solo llegaba a

826,642 (Gráfico IV.10). Estos datos nos

indican que tan sólo el 48.64% de las perso-

nas afiliadas estaba cotizando. Esta baja rela-

ción entre personas afiliadas y cotizantes,

no solo no ha aumentado, sino que ha dis-

minuido con respecto al anterior año

(50.29%)81.

La participación de las personas que

cotizan con respecto al número potencial de

personas cotizantes tan sólo ha aumentado

un 10.9% de septiembre de 2003 a junio

2007, mientras que el número de personas

afiliadas ha aumentado un 36.3% en el

mismo período, llegando a ser el 85.6% de

su mercado potencial82. Estas cifras son pre-

ocupantes, ya que, en el mediano o largo

plazo, pueden ocasionar que los fondos acu-

mulados de pensiones no alcancen para

otorgar una pensión digna a todas las perso-

nas afiliadas.

Existe una gran concentración geográfi-

ca de las personas afiliadas al sistema contri-

butivo de pensiones. El Distrito Nacional, la

provincia Santo Domingo y Santiago con-

centran el 61.7% de las personas afiliadas

(Anexo IV.33)83, reflejando el hecho de que

en estas provincias se concentra la mayor

parte de población ocupada en el sector for-

mal. Los datos recogidos en el Mapa IV.9 ilus-
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tran la relación entre las personas afiliadas y
la población económicamente activa, pro-
porción que en 15 de las 32 provincias no
llega ni al 15%. Las provincias con mayor
porcentaje de afiliación con respecto a  la
PEA son el Distrito Nacional, La Romana,
Santiago, La Altagracia y San Pedro de
Macorís.

Del total de personas afiliadas, un 58.7%
son hombres y un 41.3%, mujeres; y de los
cotizantes un 60.4% son hombres y un
39.6% mujeres, lo cual refleja resultados
similares a la inequidad de la estructura
laboral por sexo del país84. Las mujeres que
cotizan lo hacen por un salario medio que es
un 9% inferior al de los hombres, por lo que
obtendrán pensiones inferiores. 

Un dato positivo es la estructura etárea
de afiliados y cotizantes, ya que un 80% de
las personas afiliadas y un 77% de quienes
cotizan son menores de 45 años, lo cual es
un factor que puede favorecer la sostenibili-
dad del sistema85.

Régimen subsidiado y contributivo
subsidiado en pensiones
Aún no han comenzado y su puesta en

marcha presenta dificultades pese a suponer
un gran avance en el reconocimiento de los
derechos de las personas.

Por ejemplo, de acuerdo con las encues-
tas sobre el mercado de trabajo que realiza el
Banco Central, aproximadamente 1.8 millo-
nes de personas trabajaban en el sector infor-
mal en 2006, de los que el 41.6% de éstas
percibe ingresos mensuales superiores al
salario mínimo cotizable86. A pesar de ello, la
ley prevé que todos vayan al régimen contri-
butivo subsidiado, de modo que el fisco
debe aportar una cuota para su acumulación
de ahorros provisionales, a la vez de finan-
ciarles una parte de su atención de salud. 

Al mismo tiempo, el régimen totalmente
subsidiado abarca segmentos amplios de
población. En 2006, había en el país unas 880
mil personas mayores de 60 años, de las cua-
les el 32.2% eran pobres, según SIUBEN

Gráfico IV.10

Fuente: ODH/PNUD en base a SIPEN 2007

Número de cotizantes versus número de afiliados, cantidad en
unidades, datos por trimestres y miles de personas, 2003-2007
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(Anexo IV.30), por lo que califican para la pen-
sión del Estado. Otro gran desafío son las per-
sonas mayores de 45 años que actualmente
no están cubiertas por el régimen contributi-
vo y que cuando cumplan 60 años tendrán
que ser cubiertas por el régimen subsidiado,
aumentando el costo fiscal de éste.

Como ya se indicó en el apartado sobre
el régimen contributivo subsidiado en salud,
las diferencias con respecto a la formalidad e
informalidad del empleo en las zonas rurales
y urbanas evidencian la necesidad de la pues-
ta en marcha de este régimen para asegurar
la equidad territorial.

IV.4.3 El sistema de asistencia social
La institucionalidad de la política social

es la parte más débil en República Domi-
nicana. Sin embargo, la institucionalidad es
una condición fundamental para mejorar el
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bienestar87. La misma se concibe como el

conjunto de instituciones públicas, reglas de

juego formales e informales, rutinas organi-

zacionales, normas y costumbres que hacen

posible y dan vigencia a las políticas de

carácter social88. Los países no se reinventan

con cada nuevo gobierno, de modo que se

requiere una estrategia definida a largo

plazo para enfrentar los problemas de

pobreza. 

De hecho, el gasto público en asistencia

social significa un monto considerable del

presupuesto nacional como indica el Gráfico

IV.11. Además, se destina una porción  gran-

de del gasto público a subsidios, principal-

mente a gas propano y electricidad, los cua-

les, en algunos años, han llegado a absorber

más recursos que la cartera de Educación o

Salud. Lo importante es que estos subsidios

con el alto monto de recursos,  pese a redu-

Mapa IV.9 Cobertura de las AFP (afiliados como % de la PEA), junio 2007
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cir el costo de combustibles, no crean capa-
cidades en la población; además, de que
financian a sectores ineficientes en vez de
reformarlos.

Reinventarse cada vez
A pesar de las iniciativas impulsadas en

los últimos años para hacer una selección
objetiva de las personas beneficiarias, la
práctica de los gobiernos ha sido marginarse
de la institucionalidad que deviene del dere-
cho ciudadano para concebir programas
sociales discrecionales, o al menos que lle-
ven el sello personal del Ejecutivo de turno.
De esa forma, en vez de constituir un dere-
cho establecido en virtud de un mandato
legal, la asistencia se percibe como una con-
cesión del político y se presta mucho a la
política clientelar. Así, al mismo tiempo que
no se termina de aplicar  la Ley 87-01 de
Seguridad Social, los gobiernos han mante-
nido  diversos programas sustitutos, ideados
y puestos en vigencia al margen de esa ley. 

Aún más, en vez de extender los pro-
gramas universales u operar con las secreta-
rías establecidas, se crean nuevas instancias
institucionales y la institución ineficaz e
ineficiente no la cierran, sino que le crean
otra instancia paralela para mantener los
empleos públicos. 

Fuera de los programas oficiales de edu-
cación y salud, saneamiento, etc., existen
pocas secretarías de Estado que no tengan
algún programa de asistencia social. Pero los
más importantes los maneja la Presidencia
de la República. 

La más relevante característica de los
programas no contributivos o asistenciales
es la dispersión institucional, además de la
discrecionalidad. 

El Gabinete de Coordinación de Política
Social fue creado para superar la duplicación
y dispersión de actividades y conseguir la
articulación e integralidad de la asistencia
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social. Tras varios estudios, así como una

propuesta de reordenamiento institucional

del sector de asistencia social hecha por el

mismo Gabinete, aún no se han llevado a ca-

bo las eliminaciones y reorganización de las

instituciones, permaneciendo instituciones

ineficaces con poca o ninguna utilidad. 

Programa de alimentación escolar
Probablemente, el Programa de Alimen-

tación Escolar (PAE) es el programa más

ambicioso, el más amplio en términos de

cobertura, el más institucionalizado y el que

tiene más tiempo funcionando. Consiste en

la entrega de una ración alimenticia a todos

los alumnos de las escuelas públicas en las

horas de clase y pretende combinar los obje-

tivos sociales de promover la nutrición, la

asistencia escolar, evitar la deserción y el tra-

bajo infantil. 

En una evaluación al mismo realizada

entre mayo-junio de 2004 por el Centro Cul-

tural Poveda se encontró que en opinión de

los actores involucrados funciona razonable-

mente bien, aunque con ciertas deficiencias. 

Pese a esto y a destinar un importante

monto de recursos, equivalentes al 0.27%

del PIB en el 2005 y al 0.19% en 2006 (Cua-

dro IV.12), “no se han desarrollado evalua-

ciones de impacto en repetición, ausentis-

mo, deserción o nutrición; variables en las

que tiene como objetivo incidir, por lo que

se amerita un sistema de monitoreo y eva-

luación permanente del programa para po-

der tener información puntual actualizada

que sirva de base para tomar decisiones”89.

Programa Solidaridad
Al iniciarse el período de gobierno 2004-

2008, se asignó al vicepresidente de la

República coordinar el Gabinete de Políticas

Sociales y reordenar el conjunto de acciones

dispersas en materia de política social. Se

trabajó en la actualización de un mapa de



pobreza, identificando las comunidades de
mayor concentración de pobreza, y se censa-
ron las familias en condiciones de mayor vul-
nerabilidad. En base a ello se avanzó en el
establecimiento del Sistema Único de Be-
neficiarios (SIUBEN) para focalizar los prin-
cipales programas de lucha contra la pobre-
za en el país. Este sistema pretende consti-
tuir con el tiempo el instrumento por exce-
lencia de focalización de diversos programas
sociales. El SIUBEN responde a los paráme-
tros en uso en América Latina en relación
con los sistemas de información de benefi-
ciarios, en cuanto a su diseño y operación,
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estando basado en un levantamiento directo

de hogares por barrios.

Posteriormente, en septiembre de 2005,

se decidió crear el Programa Solidaridad que

utiliza el SIUBEN para la identificación y

seguimiento alas personas beneficiadas y al

cual quedaron adscritos el Incentivo a la

Asistencia Escolar (ILAE) y Comer es prime-

ro, los cuales se explican a continuación.

Comer es primero
El programa social insignia de la actual

administración es el llamado Comer es Pri-

mero, destinado a brindar una asistencia

económica monetaria a hogares pobres

identificados a través del SIUBEN. 

Comer es Primero es una iniciativa

dirigida a mitigar parte de las necesidades

alimentarías de la población en condicio-

nes de pobreza extrema y moderada, bajo

la modalidad de transferencias condiciona-

das que consisten en subsidios focalizados

que establecen corresponsabilidades para

las personas y/o familias receptoras de los

mismos. 

Inició sus actividades en el mes de sep-

tiembre de 2004, primero como prueba

piloto en el Distrito Nacional con la selec-

ción de tres mil hogares de extrema pobre-

za. Posteriormente, se fue ampliando y se

convirtió en un subprograma de Soli-

daridad, instituido como programa sombri-

lla de todas las transferencias realizadas a

través de la selección en base al SIUBEN en

septiembre de 2005. Ahora Solidaridad con-

centra lo más importante de la acción guber-

namental de lucha contra la pobreza, con

Comer es Primero, el ILAE y otro subprogra-

ma denominado Dominicanos con Nombre

y Apellido, orientado a ayudar a familias con

niños o adultos no registrados a inscribirse

en el registro civil u obtener su documenta-

ción ciudadana, el cual aún no ha comenza-

do. Para recibir la ayuda por lo menos uno

Cuadro IV.12
Montos gastados en diversos programas de asistencia
social, como % del PIB, 2005 - septiembre 2007

2004Concepto 2005 2006 Sep-07

a No pertenece a asistencia social, sino a energía
b No pertenece a asistencia social, sino a seguridad social
Fuente: ODH/PNUD en base a SIGEF y BCRD

Programa de Alimentación Escolar 0.19 0.27 0.19 0.18
Incentivo a la Asistencia Escolar 0.03 0.03 0.03 0.01
Comer es primero 0.00 0.07 0.13 0.12
Pensiones graciables 0.00 0.00 0.00 0.00
Subsidio al gas licuado 0.82 0.52 0.56 0.44
Subsidios a la luz a 0.56 2.01 1.63 1.10
Gasto en seguridad social: salud b 0.02 0.07 0.09 0.15
Total 1.68 1.55 1.75 1.19

Gráfico IV.11
Porcentaje del PIB destinado a asistencia social,
1966-69, 1970-79, 1980-89, 1990-99, 2000-06
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de los miembros de la familia debe de tener
documentación. 

El subsidio de Comer es Primero con-
siste en entregar a las familias elegidas men-
sualmente, con cargo a la cuenta o tarjeta
de débito “Solidaridad”, la suma de 550
pesos, destinados a la compra de una varie-
dad de productos alimenticios básicos a
cambio de cumplir con una serie de corres-
ponsabilidades. 

A septiembre de 2007, el número de
familias beneficiarias ascendía a 242,283. El
Mapa IV.10 ilustra la distribución de hogares
beneficiarios con respecto a la población
pobre de cada provincia según el SIUBEN.
Hay 10 provincias con una cobertura de más
del 66% de hogares pobres. La de menor
cobertura es La Romana, con un 12%. Hay
una relación positiva entre las provincias más
pobres y las de mayor grado de cobertura.

Por último, el programa también intenta
apoyar la economía local a través de la utili-
zación de comercios locales, que son los que
suplen los productores a las personas con la
tarjeta.

Las corresponsabilidades
Las corresponsabilidades se definen

individualmente según las características y
composición de cada familia a partir de los
datos presentes en las listas de beneficiarios
proporcionados por el SIUBEN. El compro-
miso de la familia se confirma mediante la
firma de un acuerdo con el programa en el
cual se establecen las corresponsabilidades
de cada familia en particular. Entre estos
compromisos están: 

• Utilizar exclusivamente la tarjeta de débi-
to para la compra de alimentos. 

• Cumplir con el plan ampliado de inmuni-

La asistencia se 
concibe como 
una concesión política 
y se presta 
al clientelismo

Mapa IV.10 Hogares beneficiarios del programa “Comer es Primero” en septiembre
2007, como porcentaje del total de hogares pobres del SIUBEN
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zaciones (vacunación básica de menores
de 0 a 5 años).

• Cumplir con los controles de crecimien-
to y desarrollo, asociados a los niveles de
nutrición. 

• Obtención de documentos de identidad
de los miembros de familia que carezcan
de los mismos.

• Las madres y/o jefes de las familias
beneficiarias deben participar de los
talleres de capacitación destinados a
transmitirles conocimientos de econo-
mía doméstica, nutrición, salud preven-
tiva, higiene y saneamiento ambiental,
como soporte y entendimiento de la
importancia de las corresponsabilida-
des que se asumen.

Pese a que estas condicionalidades son
las que harían que este programa consiguie-
ra crear capacidades en la población benefi-
ciaria, y no sólo recibiera un apoyo para la
comida de forma asistencial; el seguimiento
a éstas ha sido postergado  a la expansión de
la cobertura. Tras tres años y medio de apli-
cación se ha comenzado recientemente a dar
seguimiento a tres de las condicionalidades:
asistencia a los talleres de formación (Re-
gional Este, Central, Distrito Nacional, Noro-
este, Nordeste y Enriquillo), y las dos vincu-
ladas a la salud infantil (Regional Distrito Na-
cional, Noroeste, Valdesia y Santo Domingo).

Incentivo a la Asistencia
Escolar (ILAE)
Otro programa que fue introducido en

el año 2001 y ampliado gradualmente es el
de la Tarjeta de Asistencia Escolar (TAE),
que actualmente se llama Incentivo a la Asis-
tencia Escolar (ILAE). El mismo fue concebi-
do originalmente para cubrir a unas 300,000
madres pobres de hijos en edad escolar, con
la entrega de 300 pesos sujeto a que los
niños y niñas asistieran a la escuela. Se ins-
cribe, pues, en la modalidad de transferen-

cia condicionada de efectivo, bajo la forma
de un incentivo monetario, para promover y
motivar la asistencia, permanencia y rendi-
miento escolar. 

Actualmente, el ILAE opera como un
subprograma, mediante el cual se transfiere
un monto adicional a hogares beneficiarios
de la Tarjeta Solidaridad con hijos asistiendo
a escuela básica, en función de la cantidad
de niños/as en esta condición. En este caso,
se les deposita cada dos meses en la cuenta
de la tarjeta una cantidad de 300 pesos por
hasta dos niños asistiendo, 450 pesos si son
tres y 600 pesos si son de cuatro en adelan-
te. Sin embargo, este programa aún no
cubre a todas las familias que reciben la
Tarjeta de Solidaridad y cumplen con estos
critierios. 

De hecho, el ILAE, desde septiembre de
2007, opera en todas las provincias del país
menos en Elías Piña y Azua. En el Mapa IV.11,
se observa la distribución de los 90,072 ho-
gares que a septiembre de 2007 se beneficia-
ban de esta ayuda. Las provincias con mayor
porcentaje de población cubierta por ILAE
son Independencia, Dajabón, Barahona,
Bahoruco, Pedernales y Santiago Rodríguez.

En 2005, el gobierno canalizó un monto
de 57 millones de pesos mediante transfe-
rencias a familias por medio de este subpro-
grama; en 2006, 76 millones de pesos y a
octubre de 2007 se había transferido el
monto de 74 millones de pesos 90.

Las familias que reciben esta transferen-
cia condicionada deben inscribir en la escue-
la a todos sus niños/as y adolescentes con
edades entre los 6 y 16 años, y éstos deben
asistir al menos al 85% de las clases. Tam-
poco pueden repetir curso más de una vez.
Tras seis años de aplicación (incluyendo TAE
y ILAE), tan sólo se ha comenzado reciente-
mente a dar seguimiento a la asistencia de
los estudiantes en la Región IV. Es prioritario
comenzar a dar seguimiento a las correspon-
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sabilidades antes de seguir expandiendo la

cobertura si se quiere vincular el programa a

su objetivo final: incentivar la matriculación

y la asistencia escolar.

Programa de amparo a envejecientes
o pensiones graciables
En agosto de 2007 se empezó a dar una

nueva transferencia por un monto de 300

pesos mensuales a las familias que tuvieran

personas mayores de 60 años y estuvieran

censadas en el SIUBEN, cubriendo un total

de 47,762 hogares de todas las provincias del

país. 

La distribución por provincia en función

del número de personas mayores de 60 años

pobres se puede observar en el Mapa IV.12.

Las provincias más cubiertas son Pedernales,

Independencia, Dajabón y San Juan.

Una vez más, pese a que este programa

responde a una necesidad acuciante, inten-

ta compensar el retraso en la puesta en mar-

cha del régimen subsidiado en pensiones de

la seguridad social, el cual reconoce dere-

chos en base al aporte a la sociedad que han

hecho estas personas y que responde a una

Ley aprobada en 2001.

Principales problemas de los 
programas de asistencia social 
Hasta hace algunos años, casi toda la

asistencia social se entregaba bajo la forma

de subsidios y donaciones en especie. Más

recientemente, los principales programas

que se han diseñado son bajo la modalidad

de transferencia monetaria. Este tipo de

asistencia se justifica por el criterio de que

los resultados de la dotación de capital pro-

ductivo a través de la educación y salud
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Mapa IV.11
Hogares beneficiarios del programa “Incentivo a la Asistencia Escolar”
en septiembre 2007, como porcentaje del total de hogares pobres del
SIUBEN
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demandan mucho tiempo, mientras que el

impacto sobre las personas más pobres de

estos mecanismos de transferencia puede

ayudar a reducir la pobreza a corto plazo.

A pesar de algún esfuerzo reciente de

coordinación, históricamente la mayoría de

los programas de asistencia social han fun-

cionado en forma independiente, sin articu-

lación con otros, con asistencias puntuales,

sin definición clara de beneficiarios, o al

menos con mucha discrecionalidad de la

burocracia. Ha primado la orientación al

asistencialismo como norma, no como ex-

cepción. Se atiende la necesidad evidente,

no los derechos ciudadanos. A diferencia del

sistema formal de Seguridad Social, los pro-

gramas que funcionan no están ubicados en

el campo de los derechos sociales, sino más

bien están situados en el campo de las estra-

tegias de combate a la pobreza y a la exclu-

sión. Aunque es de reconocerse que desde

hace algún tiempo se procura que operen

como medio de acceso a derechos, por

ejemplo,  a la salud y a la educación, al esta-

blecer corresponsabilidades con el objetivo

de mejorar los niveles educacionales, impe-

dir la deserción escolar, el trabajo infantil y

también por apoyar el consumo de alimen-

tos y los cuidados con la salud.

Una de las ventajas es que la correspon-

sabilidad constituye un compromiso de

doble vía, o sea, el Estado asume la oferta de

los servicios públicos y los beneficiarios asu-

men sus compromisos en las áreas de salud

y educación; sobre todo, por medio de los

términos de compromiso que firman como

conocedores de las reglas del programa91.

Los últimos programas creados tienen

en común la pretensión de atacar el proble-

ma de la alimentación y del ausentismo

escolar, dos de los elementos fundamenta-

les limitantes de las capacidades humanas.  

Vistos individualmente, no hay duda de
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Mapa IV.12
Beneficiarios de transferencias a envejecientes como % del total 
de pobres de 60 años de edad o más, 2007
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que los programas examinados cumplen una

función social, sobre todo para promover

una mayor participación de las familias y la

participación  de los niños en las escuelas.

Pero éste es el caso de unos pocos de los

múltiples programas de asistencia social que

existen. La mayoría de los demás programas

son fruto de la improvisación, absorben una

porción grande de los recursos públicos y

responden a la práctica clientelar. 

Además, vistos globalmente, los progra-

mas asistenciales constituyen una enorme

dispersión y superposición de los recursos

de la Seguridad Social, de una eficacia cues-

tionable. 

En resumen
En materia de protección social, la

aprobación del Sistema Dominicano de Se-

guridad Social ha sido un avance en el reco-

nocimiento de los derechos de la población.

Salud 
La puesta en marcha del régimen subsi-

diado en salud ha supuesto una mejora, ya

que una mayor cantidad de personas en con-

diciones de pobreza tiene seguro médico y

cobertura de medicinas. Pese a esto, si el

acceso a los servicios no va acompañado de

una mejora de la calidad, este avance no ten-

drá los efectos deseados en la población.

El régimen contributivo del Seguro Fami-

liar de Salud (SFS) comenzó en septiembre de

2007 tras largas y difíciles negociaciones difi-

cultadas por el poder de veto que otorga a los

diferentes integrantes del CNSS. A septiembre

de 2007, el número de personas cotizantes era

aún menos de la mitad de lo esperado.

La entrada en vigencia del régimen contri-

butivo subsidiado en salud es necesaria para

acercarnos a la cobertura universal, ya que

cerca de cinco millones de personas no postu-

lan para ninguno de los dos regímenes pues-

tos en marcha y su distribución geográfica es

muy diferente entre zonas urbanas o rurales.
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Pensiones
Casi dos terceras partes de las personas

inscritas en el  sistema contributivo de pen-

siones están en el Distrito Nacional, la pro-

vincia Santo Domingo y Santiago. La relación

entre los afiliados y la población económica-

mente activa en 15 de las 32 provincias no

llega ni al 15%. Estos datos reflejan la necesi-

dad del comienzo del régimen subsidiado y

contributivo subsidiado de cara a garantizar

una mayor equidad entre las diferentes pro-

vincias, el derecho a una vida digna en la

vejez.

En 19 provincias de las 32 existentes, el

porcentaje de personas mayores de 60 años

pobres supera el 39% según SIUBEN. Estos

datos hablan de que garantizar una pensión

digna es una tarea prioritaria. Se debe seña-

lar que se requieren más estudios especiali-

zados que sirvan de base para el diseño de

políticas para las personas envejecientes

como para las personas con discapacidad, lo

cual será un reto en los próximos años. 

Asistencia social
La asistencia social ha sido histórica-

mente utilizada con fines clientelares y no

como una forma de garantizar derechos a la

población. Mientras no se aplica aún de

forma completa la Ley 87-01 en esta materia,

el gobierno mantiene y crea diversos progra-

mas sustitutos, ideados y puestos en vigen-

cia al margen de esta ley. 

El Programa de Alimentación Escolar

(PAE), pese a destinar un importante monto

de recursos, no ha desarrollado evaluacio-

nes de impacto en repetición, ausentismo,

deserción o nutrición.

El cumplimiento de las condicionalida-

des de Comer es Primero e ILAE es lo que

permitiría a estos programas trascender el

asistencialismo al crear capacidades en la

población beneficiaria; sin embargo, todavía

el seguimiento a éstas es incipiente. 



El programa de Incentivo a las Personas
Envejecientes responde a una necesidad acu-
ciante, y a través de él se intenta compensar
el retraso en la puesta en marcha del régi-
men subsidiado de seguridad social, que  re-
conocería derechos en vez de hacer favores.

En general, aunque ha habido esfuerzos
recientes de coordinación y utilización de
criterios objetivos, la mayoría de los progra-
mas de asistencia social han funcionado de
forma desarticulada y sin un diseño claro de
criterios de selección de beneficiarios. Ha
primado la orientación al asistencialismo
como norma, no como excepción, atendien-
do las necesidades evidentes, y no los dere-
chos ciudadanos.

IV. 5 Conclusiones
En este capítulo se han analizado cuatro

oportunidades fundamentales: la educación,
la salud y la protección social y asistencia
social. Para la educación y la salud se cons-
truyeron sendos índices de empoderamien-
to. El primero combinaba la calidad y la
cobertura en la educación, mientras que el
segundo cubría las condiciones sociales que
determinan el nivel de salud y la provisión
de servicios. 

En educación se constató que las dife-
rencias interprovinciales de calidad son
menores que las de cobertura; también que
existen deficiencias de aulas y que éstas
están mal repartidas. Se comprobó que el
resultado de las pruebas nacionales es bajo y
no hay mucha diferencia entre las provin-
cias. Ni el grado académico de los maestros
ni la cantidad de alumnos por salón influyen
en las diferencias interprovinciales de los
resultados de las pruebas nacionales.
Finalmente, el sistema educativo opera en
condiciones de una gran centralización, lo
cual afecta el empoderamiento. En general,
el sistema educativo dominicano no es un
factor que contribuye a romper el orden de
inequidad social.

En materia de salud se aprecian diferen-
cias territoriales del patrón de morbi-morta-
lidad. La cobertura pública ha mejorado,
aunque no la calidad. Hay una gran concen-
tración territorial de hospitales y de servi-
cios, mientras la red privada de salud res-
ponde a una lógica de mercado, habiendo
poco control de parte de salud pública a los
servicios que presta el sector privado.

La distribución del personal de salud
también sigue un patrón de alta concentra-
ción territorial. La reforma de salud y de la
seguridad social no constituyen un fin en sí
mismo, de forma que desconcentrar y des-
centralizar sin las adecuadas capacidades
puede deteriorar más la calidad en la provi-
sión de los servicios a nivel provincial.
Finalmente, ha faltado voluntad política para
terminar de implementar la reforma del sec-
tor. En general, frente a las disparidades
regionales y la calidad de los servicios, tam-
poco el sistema de salud está sirviendo para
lograr un mayor empoderamiento de la
gente.   

El sistema de protección y asistencia
social se debate entre el clientelismo y el
derecho. Se ha avanzado con la puesta en
marcha de la Seguridad Social en salud; sin
embargo, el gran desafío es el financiamien-
to y mejorar la calidad de los servicios. En
materia de asistencia social, los gobiernos
han preferido concebir programas discrecio-
nales más que constituir y fortalecer los
derechos establecidos.
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Gráfico V.1
Porcentaje de la población total y porcentaje de hogares
receptores de remesas por provincia, 2002
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dependerá del modelo adoptado y de las
fuerzas sociales que actúan en la zona, que
construyen un espacio social e influyen en la
localización de las actividades económicas. 

El vínculo entre desarrollo económico y
territorio ha tomado diferentes direcciones 1:

• La Nueva Geografía Económica2 (NGE),
asociada a Krugman3, parte del concepto
de que el crecimiento regional obedece a
una lógica de causalidad circular, a una
cadena en la que los encadenamientos
hacia atrás y hacia delante de las empre-
sas conducen a una aglomeración de acti-
vidades que se autorefuerzan progresiva-
mente. Este proceso tiene límites porque
llega un punto en que las fuerzas que
conducen a la aglomeración comienzan a
ser compensadas por fuerzas que la con-
trarrestan, tales como los costos de la tie-
rra, transporte y las deseconomías exter-
nas (congestión y polución). La interac-
ción de estos dos tipos de fuerzas mol-

dea la estructura espacial de una econo-
mía con una tendencia a la divergencia
regional. 

• Otro enfoque explica el desarrollo locali-
zado por la especialización flexible4 ba-
sada en pequeñas empresas con fuertes
redes de cooperación, relación estrecha
con la comunidad y economías de la aglo-
meración que permiten crear un entorno
innovador y eficiente. Este enfoque enfa-
tiza las externalidades no comerciales.

• Un tercer enfoque analiza el desarrollo
regional partiendo del análisis de com-
petitividad por países y regiones. Este
enfoque está asociado a Porter5 y al con-
cepto de competitividad sistémica, for-
mulado por Esser y otros,6 y retomado
por la Comisión Económica para América
Latina y el Caribe (CEPAL), siendo am-
pliamente debatido en el capítulo II del
Informe Nacional de Desarrollo Huma-
no, República Dominicana 2005. 

La idea de “cluster”7 se fundamenta en
el hecho de que la aglomeración de
empresas en un espacio determinado
genera ciertas economías externas,
localizadas, que contribuyen a reducir
los costos de producción. Esto es resul-
tado de la presencia de fuerza de traba-
jo calificada, acceso fácil a insumos y
servicios especializados, diseminación
de nuevos conocimientos, existencia de
una atmósfera industrial y un  verdade-
ro entramado de costumbres y sensibili-
dades útiles, que favorece el desarrollo
de la actividad económica local en un
determinado territorio. El interés por
los “clusters” radica en el potencial que
encierra la presencia de componentes
de la cadena de valor en el mismo ámbi-
to territorial. Esto facilita el encadena-
miento hacia atrás, con quienes prove-
en insumos y servicios, y hacia delante,
con quienes utilizan los productos;
pues pueden generar oportunidades
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para lograr eficiencia colectiva a través
de economías externas, bajos costos de
transacción y acción concertada8.

El Informe Nacional de Desarrollo Hu-
mano 2005 abordó el tema de la compe-
titividad sistémica en República Domi-
nicana y su vinculación con el desarro-
llo humano. Concluyó que la com-
petitividad auténtica (sustentada en la
incorporación deliberada y  sistemática
del progreso técnico al proceso produc-
tivo) y la competitividad sistémica (el
entorno institucional de la empresa, la
calidad de los recursos productivos,
etc.) no sólo son compatibles con el
desarrollo humano, sino que el desa-
rrollo humano es una condición y un
resultado de éstas. El fortalecimiento de
la competitividad y la productividad
contribuyen a ampliar el rango de
opciones para el ejercicio de las liberta-

des. Por otro lado, fortalecer las capaci-
dades humanas es un requisito para
incrementar la productividad y la com-
petitividad, mientras que un buen nivel
competitivo que descanse en una mejo-
ría de los factores determinantes de la
competitividad sistémica coadyuvaría al
crecimiento económico y al incremento
del bienestar9.

• Los estudios sobre desarrollo económi-
co local10 subrayan el carácter territorial
del desarrollo económico e identifican
tres corrientes para explicar el desarrollo
local: las externalidades, el aprendizaje y
la institucionalidad para gobernar. Las
externalidades se refieren a las economí-
as de escala (externas a las empresas,
pero internas al territorio) que constitu-
yen el eje de los trabajos sobre aglomera-
ción de actividades económicas vincula-
das entre sí. El aprendizaje plantea el

Mapa V.1
Porcentaje de hogares que reciben remesas (2002), empleados/as en zonas francas (abril 2006), 
habitaciones hoteleras (2004), y llegadas de no residentes por aeropuerto (2006), según provincia
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conocimiento y el aprendizaje colectivo
como ejes de la competitividad y genera-
dores de la innovación. La tercera
corriente se refiere al tema de la capaci-
dad institucional de gobernar y gestionar,
indicando que las rutinas, reglas, costum-
bres y valores englobados en los activos
institucionales de un territorio constitu-
yen aspectos fundamentales para la com-
petitividad y el desarrollo local.

Estas diferentes teorías indican cómo la
construcción social del territorio es un factor
determinante de la distribución espacial de
la actividad económica, explicando la con-
centración en ciertas regiones y marginando
a otras. En el diseño de políticas de desarro-
llo es primordial tomar en cuenta el factor
territorial, tanto para impulsar la competitivi-
dad como para desarrollar estrategias de
desarrollo económico en zonas excluidas de
las grandes concentraciones.

V.2 Índice de Empoderamiento
Económico (IEE)
El Índice de Empoderamiento Económi-

co (IEE), junto con el empoderamiento en
salud, educación y en tecnologías de la infor-
mación y la comunicación (TICs), forman
parte del empoderamiento individual, el
cual habilita a las personas para hacer cosas

Diagrama V.1 Índice de Empoderamiento Económico (IEE)

Capacidad Económica
(IEEc)

Generación de 
Recursos (IEEg)
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- Años de escolaridad promedio (personas de

15 años o más).
- Tasa de ocupación.

- % de personas no ocupadas en sector agrícola
- Relación mujer/hombre en puestos de geren-

cia (legisladores/as, gerentes u oficiales).
- % de personas de 18 años o más que son al

menos bachilleres.
- Ingresos mensuales (pesos del año 2004).

Índice de
Empoderamiento 
Económico (IEE)

que valoran. Este índice tiene dos dimensio-
nes: la capacidad de generar recursos y la
generación de recursos (Diagrama V.1): 

a) Capacidad económica. Mide las posi-
bilidades de generar ingresos que tiene
la población en las provincias. En princi-
pio, este indicador debería capturar el
acceso mínimo a los recursos producti-
vos como: acceso que las personas tie-
nen al crédito, a la tierra y a otros activos
productivos tangibles e intangibles. Sin
embargo, mucha de esta información
no está disponible; por lo tanto, se optó
por medir la capacidad económica por
cinco indicadores que reflejan la poten-
cialidad de la provincia: la equidad en la
distribución del ingreso, el porcentaje
de personas no pobres, el porcentaje de
hogares con vivienda de calidad, los
años de escolaridad promedio y el por-
centaje de personas con empleo.

b) Generación de recursos. Mide el pro-
greso en la generación de recursos de la
población de una provincia. Los indica-
dores utilizados son: ingreso promedio
por habitante, la relación mujer/hom-
bre en posiciones de gerencia, el por-
centaje de personas ocupadas en el sec-
tor no agrícola y el porcentaje de perso-
nas de 18 años o más que son al menos
bachilleres.

Del análisis de estos indicadores se
extraen las siguientes conclusiones: 

1) Las provincias con mayor nivel de em-
poderamiento económico dentro del
contexto nacional son: el Distrito Na-
cional (incluyendo a la provincia Santo
Domingo), Santiago y La Romana. Hay
nueve provincias de nivel medio alto;
encabezadas por Puerto Plata, seguida
de San Pedro de Macorís y Espaillat.  

Encontramos 11 provincias de nivel
medio bajo, encabezadas por Valverde,
María Trinidad Sánchez y Dajabón.
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Finalmente, hay ocho provincias que

califican en el nivel bajo, encabezadas

por Bahoruco, Monte Plata y El Seibo.

Las tres con menor empoderamiento

económico son: Elías Piña, San Juan y

San José de Ocoa (Cuadro V.1).

En el Mapa V.2 se aprecia que las regio-

nes del país con menor empoderamien-

to económico son: el suroeste y las pro-

vincias fronterizas, el resto del país

registra un nivel relativo medio y tres

provincias bolsones que registran las

mejores posiciones con indicadores

muy distantes del resto.  

2) Las provincias con mayor capacidad

económica son: Santiago, el Distrito

Nacional (incluyendo la provincia de

Santo Domingo) y Espaillat; mientras

que la población de Elías Piña, San Juan

y Bahoruco son las que tienen menos

capacidades para generar ingresos. 

3) Las provincias que generan más recur-

sos son: Distrito Nacional incluyendo la

provincia de Santo Domingo, Santiago y

La Romana; y las que generan menos:

San José de Ocoa, Elías Piña y

Pedernales. 

4) Existe una relación positiva entre  la

capacidad económica y el nivel de gene-

ración de recursos. En efecto, conside-

rando constantes todas las demás varia-

bles que puedan influir en la generación

de recursos de una provincia, se puede

decir que el 43% de las diferencias entre

las provincias en nivel de generación de

recursos se explica por la capacidad

económica11.

Sin embargo, hay 14 provincias cuyo

nivel de generación está por debajo del

esperado, si se tiene en cuenta su capa-

cidad y el estándar nacional (Gráfico

V.2). Son particularmente preocupantes

los casos de San José de Ocoa, Pe-

dernales, Azua, Peravia, El Seibo, Elías

Piña y Monte Plata, donde el nivel de

generación de recursos está, por lo

menos, un tercio por debajo del valor

Gráfico V.2 Cuadrantes de capacidad y generación de recursos
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esperado, llegando hasta casi dos ter-

cios en el caso de San José de Ocoa

(Anexo V.1).

Por otra parte, provincias como Mon-

tecristi, Bahoruco, Dajabón, La Altagra-

cia, Santiago Rodríguez o La Romana

generan un 25% más de recursos que el

valor esperado. Esto significa que la

población de estas provincias ha utiliza-

do relativamente mejor las capacidades

disponibles.  

5) El empoderamiento económico está

asociado en forma robusta y positiva-

mente con el empoderamiento educati-

vo (33%), con la salud (50%) y con el

índice de tecnologías de la información

y la comunicación (89%). Esto evidencia

que los diferentes empoderamientos

están asociados y se mueven en la

misma dirección. 

Sin embargo, empíricamente no se apre-

cia asociación con el empoderamiento

político, lo cual puede deberse a la insu-

ficiencia de los indicadores utilizados

(véase explicación en el capítulo III) o a

la influencia del clientelismo en estos. 

6) El orden de las provincias por índice no

es homogéneo12. Las tres provincias que

registran el IEE más alto son las más

heterogéneas en el posicionamiento por

componentes del índice, lo cual dificulta

el diseño de políticas para las provincias.

Sin embargo, las que muestran valores

calificados como bajos son las más ho-

mogéneas; es decir, están en el mismo

orden de posiciones en todos los com-

ponentes (Cuadro V.1).

V.2.1 Resultados por indicadores
A continuación se analizan las principa-

les características de cada uno de los indica-

dores.

1. Capacidad económica
La equidad en la distribución del
ingreso en las provincias        
La equidad en la distribución del in-

Mapa V. 2 Índice de Empoderamiento Económico (IEE)
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greso se mide con el complemento del coe-
ficiente de Gini (1-Gini)13 y es un indicador
de la capacidad que tienen las personas de
acceder a la riqueza. 

La provincia con mayor nivel de equi-
dad es Independencia, seguida de Peder-
nales y Bahoruco; y las tres peores niveles
de equidad son: Santiago Rodríguez, Da-
jabón y Montecristi. Las diferencias interpro-
vinciales son relativamente bajas (11.4% de
la media simple). Hay mayor nivel de homo-
geneidad entre las provincias con respecto a
esta variable que con respecto a la capacidad
económica.

El porcentaje de personas no
pobres
Si la pobreza es privación, el no ser

pobre puede tomarse como un indicador de
los niveles de libertad de la población en
una provincia. Las tres provincias con me-
nos porcentaje de pobres son: Distrito Na-
cional, incluyendo la provincia de Santo
Domingo, Santiago y Monseñor Nouel;
mientras que las tres con más población po-
bre son: Elías Piña, Bahoruco y Monte Plata.
El 75% de las provincias tiene hasta un
52.6% de población no pobre, lo cual está
por debajo del promedio nacional 57.8%,
estando dentro de un rango muy amplio de
57 puntos. 

El porcentaje de hogares con 
vivienda de calidad 
Se entiende como hogares con vivienda

de calidad aquellos que tienen de viviendas
con piso de cemento o cerámica, techo y
paredes de cemento, y, además, poseen
agua del acueducto dentro de la vivienda e
inodoro privado, en zona urbana, o inodoro
o letrina privada, en la zona rural. Este indi-
cador refleja la posesión de activos físicos en
los hogares. 

Las cifras disponibles muestran que un
porcentaje muy reducido de los hogares

tiene viviendas de calidad, ya que estos ape-
nas alcanzan el 4.5% de los hogares a nivel
nacional y el 75% de las provincias del país
tiene menos de 3.9% de hogares con vivien-
da de calidad. La provincia de Santiago es la
que más tiene con el 8.6%, seguida del
Distrito Nacional, incluyendo la provincia
Santo Domingo, con 5.8%, y Monseñor
Nouel, con 4.8%. Las que menos tienen son:
Montecristi, con un nivel equivalente al 10%
del promedio nacional, seguida de Monte
Plata y Elías Piña.

Destacar que la diferencia interprovin-
cial para este indicador registra el mayor
nivel entre todos los indicadores del IEE, lo
que significa una gran dispersión entre las
provincias.

Años de escolaridad promedio de
personas de 15 años o más
Este indicador mide el nivel que tiene

la población del activo esencial e intangible
que es la educación. Tal como se aprecia en
el Gráfico IV.2 del capítulo anterior, hay una
relación positiva y robusta entre el ingreso
promedio de cada provincia y el nivel de es-
colaridad, de forma que un 60% de las dife-
rencias interprovinciales en el ingreso, si
todo lo demás permanece constante, se
debe a la diferencia en la escolaridad pro-
medio. 

La escolaridad promedio nacional ha
aumentado en los últimos años, situándose
en 7.3 años. Solamente el Distrito Nacional y
la provincia de Santo Domingo tienen un
nivel de escolaridad (8.9 años) superior a la
media nacional y el resto de las provincias
están en la media nacional (La Romana y San
Pedro de Macorís) o por debajo. Por su
parte, Elías Piña, Bahoruco y El Seibo tienen
los más bajos niveles de escolaridad (Mapa
V.3).

La tasa de ocupación efectiva14

La ocupación es la capacidad mínima
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es primordial tomar
en cuenta el factor
territorial
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para generar ingresos. La tasa de ocupación

efectiva promedio nacional es de 86.2%. Hay

11 provincias que están por encima de ese

nivel. Las tres provincias con mayores nive-

les de ocupación son: Santiago, Espaillat y

Valverde. Por otra parte, Independencia re-

gistra el más bajo nivel con 79%, seguida de

Bahoruco y San Juan. En general, hay poca

diferencia entre las provincias en el nivel de

empleo (3.4% de la media simple).

2. Generación de recursos

El ingreso medio de la provincia
Es un indicador indirecto para estable-

cer la riqueza potencial por habitantes que

tiene una provincia comparada con otras.  El

ingreso promedio mensual es 4,842 pesos.

La mitad de las provincias están ligeramente

por debajo de ese monto (-4%), con un

máximo en Valverde15, que es el 21% supe-

rior  al promedio, y un mínimo en Elías Piña,

equivalente al 39% de éste. Adicionalmente,

la diferencia interprovincial es menor que la

del Índice de Generación de Recursos, lo

que indica una relativa homogeneidad en

los ingresos promedios mensuales per cápi-

ta de las provincias. 

Relación mujer/hombre en puestos
de gerencia (legisladoras, gerentes
u oficiales) 
Este indicador mide el progreso de la

mujer en la generación de recursos. Se obtu-

vo calculando el porcentaje de mujeres ocu-

padas que tienen puestos gerenciales o eje-

cutivos, y dividiéndolo por el porcentaje de

hombres ocupados con puestos gerenciales

ejecutivos16.

Bahoruco, San Juan y Pedernales son las

provincias en donde las mujeres tienen pro-

porcionalmente mejores posiciones. En el

otro extremo se encuentran: Peravia, Sal-

cedo y Espaillat. El Distrito Nacional ocupa

la posición número 27, el peor desempeño

Mapa V. 3 Años de escolaridad promedio de personas con 15 años o más,
por provincia, 2002

Leyenda

LA 
6.2

ES
5.1

LR
7.3

SPM
7.3

MP
5.5

SRam
6.5

SC
7.0

Per
5.9

SJO
5.3

MN
7.0

LV
6.5

Dua
6.8

MTS
6.3

Stgo
7.2

SJ
5.2

EP
4.1

Daj
6.2

MC
6.1

Val
6.4

SRod
5.9

Az
5.4

Bar
6.3Ped

5.3

Ind
5.7

Bao 5.0

PP
6.7

Esp 
6.7

Sam 5.9

HM
6.0

7.8 o más

6.5 - 7.7

5.3 - 6.4

Menor o igual a 5.2

Sal
6.9

DN +SD  8.9

Fuente: ODH/PNUD con base en FPobreSig

El empoderamiento 
económico se 

descompone en 
capacidad y generación

de recursos



CAPÍTULO V / 237

de esta provincia entre los componentes del

Índice de Empoderamiento Económico.

El porcentaje de personas de 18
años o más que son por lo menos
bachilleres
El nivel de escolaridad por encima del

nivel básico se ha tomado como un indica-

dor de generación de recursos, tomando en

cuenta las tasas de retorno de la educación.

La provincia con menos bachilleres de más

de 18 años es Elías Piña (11.7%) y la que más

tiene es el Distrito Nacional, incluyendo la

provincia de Santo Domingo, con el 40% de

su población. La media nacional es del

27.7%. 

El porcentaje de personas
ocupadas en el sector no agrícola 
Este es un indicador de generación, ya

que a medida que hay mayor desarrollo eco-

nómico mejoran los niveles de productivi-

dad agrícola y se reduce el empleo en el sec-

tor. El valor máximo está en el Distrito Na-

cional incluyendo la provincia de Santo

Domingo, con 91%, y el mínimo en San José

de Ocoa, con 68%. Se aprecia entre las pro-

vincias una relativa similitud, ya que la dife-

rencia interprovincial es baja (10%), equi-

valente a la tercera parte  de la diferencia del

Índice de Generación de Recursos.

En resumen 
El empoderamiento económico es

parte del empoderamiento individual, que

podemos definir como aquel que habilita a

las personas para hacer cosas. Este índice se

descompone en dos dimensiones: la capaci-

dad económica y la generación de recursos.

La primera intenta capturar las capacidades

que tiene la población de una provincia para

generar recursos, mientras que la segunda

mide la generación de  recursos en las pro-

vincias. 

Las provincias con mayor empodera-

miento económico son el Distrito Nacional,

incluyendo la provincia de Santo Domingo,

Santiago y La Romana. 

Hay una asociación positiva y estadísti-

camente significativa entre la capacidad eco-

nómica y la generación de recursos. 

El empoderamiento económico está

positiva y significativamente asociado con el

educativo, con la salud y con el de tecnolo-

gías de la información y la comunicación

(TIC), lo que da cuenta de que existen vín-

culos sinérgicos entre ellos. 

Por indicadores se aprecia que: la mitad

de las provincias registran un nivel de igual-

dad en el ingreso  por debajo de la media

nacional. Por otra parte, el porcentaje de

población no pobre supera la media nacio-

nal, solamente en dos provincias (Distrito

Nacional -incluyendo la provincia de Santo

Domingo- y  Santiago). 

El porcentaje promedio de hogares con

vivienda de calidad es bajo, con una gran

variación entre provincias. En la escolaridad

promedio de mayores de 15 años, sólo el

Distrito Nacional, incluyendo la provincia de

Santo Domingo, y Santiago superan la media

nacional (7.3 años). La tasa de ocupación

por provincias es relativamente homogénea

y 12 provincias están por encima de la media

nacional.

La combinación de estos cinco indica-

dores señala que Santiago, el Distrito

Nacional, incluyendo la provincia de Santo

Domingo, y Espaillat son las tres provincias

con mayor capacidad para generar recursos.

Por otra parte, la mitad de las provin-

cias registra un ingreso per cápita mensual

próximo a la media nacional. La situación

de la mujer en posiciones ejecutivas está

por debajo de los hombres a nivel nacional,

pero esto varía por provincias, ya que el
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intervalo de variación es dos veces la media
nacional. 

El Distrito Nacional, incluyendo la pro-
vincia de Santo Domingo,  es la única provin-
cia que está por encima del promedio nacio-
nal en el porcentaje de personas de 18 años
o más que son bachilleres, y hay cinco pro-
vincias que están por encima de la media
nacional en el porcentaje de personas ocu-
padas en el sector no agrícola.

Finalmente, la combinación de estos cua-
tro indicadores permite calcular el Índice de
Generación de Recursos, que coloca al Dis-
trito Nacional, incluyendo la provincia de
Santo Domingo, La Romana y a Santiago en
los tres primeros lugares a nivel nacional.  

V.3 Índice de Empoderamiento 
en Tecnologías de la Información
y la Comunicación (IETIC)
En el mundo actual, la disponibilidad de

tecnologías de la información y la comunica-
ción (TIC) constituye un factor importante
dentro del conjunto de capacidades de una
provincia para lograr su desarrollo, lo cual
supone la creación de nuevas habilidades,
capacidades y oportunidades. 

El Recuadro V.1 presenta la experiencia
de la comunidad de El Limón, mostrando
cómo la disponibilidad de TIC es un medio
para crear capacidades en una comunidad
rural apartada y una vía que contribuye a
integrarla al resto del país.

Para poder enfrentar el desafío tecnoló-
gico a nivel provincial es necesario conocer
en qué condiciones se encuentran las pro-
vincias en materia de acceso, habilidadaes y
uso de las TIC. Para tal fin, se construyó un
Índice de Empoderamiento de Tecnologías
de la Información y la Comunicación
(IETIC), basándose17 en la conceptualización
y metodología del Índice de Oportunidades
TIC, elaborado por la Unión Internacional de
Telecomunicaciones (UIT)18.

El IETIC mide el acceso y uso de las per-
sonas y los hogares a las TIC en dos dimen-
siones: la infodensidad y el infouso,  según
la propuesta de la UIT (Diagrama V.2).

La infodensidad combina las redes de
telecomunicaciones de que dispone la
población de una provincia con las habilida-
des que posee para usar la tecnología. La
capacidad de las redes instaladas en cada

Diagrama V.2 Índice de Empoderamiento en Tecnologías de la Información 
y la Comunicación (IETIC)

Infodensidad
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provincia se mide con dos indicadores19: la

cantidad de teléfonos fijos y la cantidad de

móviles por cada 1,000 habitantes20.

La habilidad de las personas para  mane-

jar fuentes complejas de información se

mide también con dos indicadores: la tasa

de alfabetización de personas adultas y la

tasa bruta de matriculación en primaria,

secundaria y terciaria.

El infouso21 se refiere al uso o consumo

de TIC en cada provincia y se mide por la

cantidad de usuarios de internet, el porcen-

taje de hogares con televisión y el porcenta-

je de hogares con computadoras22.

El IETIC sirve para medir la brecha digi-

tal entre las provincias y muestra grandes

brechas interprovinciales en cuanto a dispo-

nibilidad y uso de las tecnologías en el con-

texto dominicano. Las principales conclusio-

nes que se extraen de este índice son

(Cuadro V.2 y Mapa V.4): 

1) Dentro del contexto nacional, la provin-

cia con mayor empoderamiento en tec-

nologías de la información y la comuni-

Recuadro V.1 La experiencia de El Limón: ¿Cómo empoderan las telecomunicaciones? a

En las montañas de Ocoa hay tres comunidades que cuentan con 186 familias:
50 en Los Martínez, 60 en Los Naranjales y 76 en El Limón. En la zona se practi-
ca una pequeña agricultura orientada hacia la siembra de hortalizas y productos
menores. El Limón, al igual que toda la zona rural de Ocoa, es una de las comu-
nidades dominicanas que aún mantiene viva la experiencia del convite y cuenta
con un centro de informática que probó su eficacia con el reciente paso de la tor-
menta Noel por el territorio nacional. Cuando los caminos se bloquearon, los
puentes cedieron a la furia de las aguas y los ríos se desbordaron, los moradores
de la comunidad se mantuvieron comunicados con el exterior a través de un sen-
cillo sistema comunitario de comunicación conectado por una muy básica plata-
forma tecnológica. El centro fue instalado hace varios años por Jon Katz, un grin-
go, como le dicen en la zona. Entre 1997 y 1998 se instaló un enlace de radio para
llevar una señal de internet hasta El Limón. 

En 1997, antes de la instalación del centro, la comunidad, con el apoyo del
Programa de Pequeños Subsidios (PPS) del PNUD, probó suerte con la construc-
ción de una hidroeléctrica comunitaria. La pequeña central tiene un sistema de
tres kilovatios, suficientes para entregar luz en 65 casas y encender en los hoga-
res aparatos de radio y televisión. En El Limón hay seis computadoras, tres dis-
puestas al público, dos para uso privado de los encargados del centro y una lap-
top que pertenece a un niño de 13 años llamado Wellington.

Técnicamente, la plataforma sobre la que ha sido erigido el sistema está com-
puesta de un radio “wi fi”, que cuesta 120 dólares, un “swich” para distribuirlo,
un repetidor en la loma (que pasa por otras dos comunidades más), una fuente
de energía para “backup” (por si hay algún problema en la hidroeléctrica y falla
la energía). Los repetidores consisten en un radio donado, una antena, una bate-
ría y un panel solar de 50 vatios.

Al principio, los niños aprendieron a utilizar “word”, luego mudaron sus nuevas
destrezas al uso de juegos y sólo después, cuando fue instalada una plataforma
técnica básica, empezaron a probar con el internet. Ahora, casi todos los mucha-
chos de la comunidad conocen las herramientas básicas de la computadora y de
internet, que utilizan en sus estudios y en su vida diaria. En la comunidad de El
Limón, rodeada de productos menores y de ciclo corto, hay niños de apenas siete
y ocho años  con correo electrónico que frente a una computadora manejan con
destreza los programas informáticos. “Lo que aprenden los muchachos de la
comunidad en el centro es una lección de vida invaluable”, dice Jon Katz, su pro-
fesor. "Están aprendiendo el uso de idiomas. Haciendo uso del chat, aprenden

otra manera más amplia y abierta de mirar el mundo. Además, tienen que leer y
escribir para hacer eso y esto es muy importante en los campos".

Con el centro de informática, las nuevas generaciones de El Limón están proban-
do una nueva forma de educación. “Cuando el centro abrió sus puertas, el nivel
educativo era muy bajo”, recuerda Katz. Por la pobreza hay mucho analfabetis-
mo. En El Limón y las comunidades vecinas la educación es el reto más grande
para los niños y los jóvenes. La escuela llega hasta sexto grado. Para seguir ade-
lante hay que ir hasta Ocoa y no siempre hay recursos para recorrer esa distan-
cia. Y así ha pasado de una generación a otra. En El Limón educar a los hijos es
una decisión.

El centro de informática de El Limón se ha ido haciendo a retazos. Primero fue
instalada una computadora para el uso privado de quien posteriormente se con-
vertiría en el maestro de informática de la montaña. Después surgió la necesidad
de conectar la red y se hizo la primera conexión a internet. El centro ofrece cur-
sos para los adultos, pero en general los más interesados siguen siendo los niños,
los jóvenes y los adolescentes. El acceso es gratuito. Los adultos prefieren el telé-
fono.

El sistema no fue concebido para resistir situaciones de emergencia, y aun así,
durante el paso de la tormenta Noel se mantuvo en pie. El Limón fue una de las
pocas comunidades afectadas por ese fenómeno que no perdió su comunicación
con el exterior. En lo adelante, los planes de los responsables del centro son
extender la infraestructura a otras comunidades.

El sistema es pequeño y no tiene mayores pretensiones que enseñar a las y los
nuevos jóvenes de El Limón el manejo de los sistemas informáticos y ayudar a
elevar su calidad de vida. Pero para Jon Katz, lo más importante no es el tamaño
de sus modestas plataformas de información, sino la calidad de sus aplicaciones.
Estar organizados en asociaciones campesinas, centros de mujeres y hasta comi-
tés de riesgo les ha dado grandes ventajas a los moradores de la zona, tanto en el
día a día como en las situaciones de crisis. Según el alcalde, esa organización les
ha permitido afrontar los desafíos que plantea a diario la inaccesibilidad de los
caminos y los inconvenientes de la producción agrícola. Con su centro de infor-
mática, la comunidad de El Limón está aprendiendo nuevas formas de comuni-
cación y haciendo suyo un nuevo lenguaje, pero ante todo, está haciendo suya
una nueva forma de ver el mundo.

a Este recuadro se elaboró con la colaboración de Vianco Martínez.



cación es el Distrito Nacional (incluyen-

do a la provincia de Santo Domingo).

Solamente hay tres provincias que están

en un rango medio alto: Santiago, La

Romana y Puerto Plata. Existen 18 pro-

vincias con un nivel medio bajo y nueve

con un nivel bajo. Las peores situadas

son: Elías Piña, Pedernales, San José de

Ocoa y Bahoruco.

2) El IETIC tiene vínculos positivos con los

demás índices. La relación con el empo-

deramiento económico es más intensa

que con los empoderamientos en educa-

ción y salud23, mientras que con los indi-

cadores de privaciones como pobreza y

el Índice de Privaciones Humanas, la rela-

ción es inversa y robusta24. Es decir, a

mayor valor del IETIC menores privacio-

nes tiene la provincia o viceversa. 

3) Igual como sucede con los otros índi-

ces, las provincias peor posicionadas en

el IETIC también lo están en todos sus

componentes, no así las que están

mejor posicionadas que son más hete-

rogéneas. La excepción en este caso es

el Distrito Nacional (más la provincia de

Santo Domingo) que está en la mejor

posición en cada uno de los componen-

tes del índice. 

4) El Índice de Redes, formado por la can-

tidad de teléfonos fijos y móviles, colo-

ca al Distrito Nacional, incluyendo la

provincia de Santo Domingo, Santiago y

La Altagracia en las tres primeras posi-

ciones.

La diferencia en la disponibilidad de re-

des por provincia es muy significativa

(81.5% de la media simple). Solamente

dos provincias tienen una densidad

superior a la media nacional en ambos

tipos de teléfonos, y la brecha entre el

mínimo y el máximo es 33 veces en los

fijos y 14 veces en los móviles. 

5) El componente de habilidades del índi-

ce registra menos variación entre las
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Mapa V.4 Índice de Empoderamiento en Tecnologías de la Información 
y la Comunicación (IETIC)
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provincias25 que los demás componen-
tes, estando en los primeros lugares el
Distrito Nacional incluyendo la provin-
cia de Santo Domingo, Monseñor Nouel
y Sánchez Ramírez.

6) El gran reto para avanzar hacia una
Sociedad de la Información consiste en
mejorar la infraestructura tecnológica
en pos de garantizar la conectividad. En
el Gráfico V.3 se observa la distribución
de las provincias según la disponibilidad
de redes y el grado de habilidades. Se
evidencia una baja concentración de
redes y un mejor posicionamiento en
cuanto a las habilidades. 

7) La infodensidad es el resultado de com-
binar las redes y las habilidades de las
personas para manejar las redes. Las
provincias con mejor desempeño son:
el Distrito Nacional, Santiago, La Ro-
mana y Puerto Plata. 

8) En el Índice de Uso/Consumo, las pro-
vincias mejor posicionadas son: el Dis-
trito Nacional, incluyendo la provincia
de Santo Domingo, Santiago, La Roma-
na y Puerto Plata, evidenciando una alta
concentración de la disponibilidad de
los servicios de las tecnologías de la in-
formación y la comunicación. Los com-
ponentes del índice muestran grandes
variaciones entre las provincias, particu-
larmente en la disponibilidad de inter-
net en los hogares26 y el porcentaje de
hogares con computadora (Cuadro V.2 y
Gráfico V.4).

9) La gran mayoría de las provincias se
caracteriza por tener un nivel relativa-
mente bajo de infodensidad y uso. 

La brecha económica del acceso
tecnológico
La brecha tecnológica entre las provin-

cias responde principalmente a las diferen-
cias en la disponibilidad de infraestructura y
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de habilidades para tener acceso a las tecno-
logías; pero también obedece a las diferen-
cias territoriales de la  relación del costo de
acceso frente al ingreso medio  per cápita.
Tener acceso a internet puede costar entre el
43% y el 57% del salario mínimo, dependien-
do del tipo de cuenta con el prestador de
servicios de telecomunicaciones sea vía dis-
cado telefónico, línea de alta velocidad, a tra-

Gráfico V.3 Empoderamiento en TIC: redes y habilidades
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vés de la línea telefónica o banda ancha27. En

esas condiciones, es difícil que la gran mayo-

ría de la población pueda tener acceso al ser-

vicio.

V.3.1 ¿Qué ha hecho el Estado para
mejorar el acceso a las TIC en
las provincias?

Hay dos grandes barreras de acceso a la

tecnología: el costo y la disponibilidad de

infraestructura. 

Los servicios de telefonía pagan el 28%

de impuestos28. Su eliminación reduciría el

costo mensual entre el 33% y el 45% del sala-

rio mínimo mensual vigente en 2007, según

sea la modalidad “dial-up” o banda ancha, lo

cual todavía seguiría representando un

monto elevado. 

La otra forma de enfrentar estas barre-

ras es mediante la instalación de Centros de

Acceso Público a las Tecnologías de In-

formación y Comunicación (CAPT) para

garantizar que la población tenga acceso a

las tecnologías y a los servicios derivados de

éstas, especialmente los servicios de banda

ancha, como parte de la política de acceso

universal. 

Los CAPT son centros o establecimien-

tos disponibles al público que dan acceso a

las tecnologías de información y comunica-

ción (TIC) a la sociedad, entendida ésta en

su conjunto, sea con o sin conexión a in-

ternet y es equiparable a la dotación de

otros servicios básicos como agua potable,

electricidad, educación29. El objetivo es

garantizar que las personas que no pueden

tener acceso al recurso por su costo puedan

tener una opción gratis o subsidiada. 

De acuerdo con los datos recolectados y

procesados por la Comisión Nacional para la

Sociedad de la Información y el Conoci-

miento (CNSIC), se estima que en el país hay

540 de estos centros gubernamentales30, dis-

tribuidos en las 32 provincias del país, con un

promedio nacional de 17 CAPT por provincia;

y cubriendo 158 municipios o distritos muni-

cipales, para un 42% del total. 

El Distrito Nacional y la provincia de

Santo Domingo cuentan con 120 CAPT.

Ocupan el primer lugar y concentran el 22%

del total, mientras que las provincias La

Altagracia y Pedernales son las que menos

centros tienen, con cinco cada una. 

La población beneficiaria de los
CAPT
No existe un registro de la cantidad de

personas que utiliza los CAPT. La única

forma de medirla es determinar la disponibi-

lidad de estos centros de acceso a TIC por

cada 10,000 habitantes en zonas urbanas,

por municipio, que sean mayores de 5 años.

Este cálculo representa un indicador de

usuarios potenciales.

El promedio nacional es 2.1 CAPT por

cada 10,000 habitantes, lo que indica que

existe un establecimiento por cada 5,357

personas (Anexos V.3 y V.4). En total hay 2.6

millones de potenciales beneficiarios, lo que

equivale al 36% de la población.

Las provincias con mayor cantidad de

CAPT por habitante son: Santiago Rodrí-

guez, Dajabón e Independencia, que están

entre las más pobres del país. La Romana, La

Altagracia y San Juan son las que menos cen-

tros tienen. El Mapa V.5 muestra que las pro-

vincias más pobres son las que tienen mayor

disponibilidad de CAPT. No obstante, aun-

que el análisis estadístico muestra una aso-

ciación positiva entre provincias pobres y

presencia de CAPT, ésta es todavía  débil31;

es decir, aunque se refleja una cierta equi-

dad en la acción gubernamental todavía hay

margen para hacer mucho más. 

La banda ancha y el acceso al cable
Uno de los retos para enfrentar el pro-

blema tecnológico es poner a la disposición



el servicio de internet en todo el territorio

nacional. Actualmente, hay 59 municipios y

distritos municipales con acceso a internet a

través de banda ancha; es decir, 320 no lo

tienen32. No obstante, el 71% de la pobla-

ción vive en municipios con acceso a esta

tecnología. 

El tipo de conexión a internet más di-

fundido en el país es el “dial-up”, que abarca

a 186 municipios y distritos municipales, con

un déficit de cobertura de 193. Sin embargo,

el 89% de la población vive en municipios

con acceso a esta tecnología (Anexo V.5).

V.3.2. Algunos desafíos
A pesar de los esfuerzos gubernamenta-

les por cerrar la brecha digital y facilitarle el

acceso a las TIC a todas las provincias domi-

nicanas, quedan por delante importantes

desafíos que deben ser resueltos para que

los CAPT puedan apoyar  con mayor efectivi-

dad el desarrollo humano.

Estos desafíos son:

a) Mayor coordinación interguberna-

mental. Los CAPT han sido promovidos por

instituciones del gobierno central por ini-

ciativa propia, como parte de sus agendas;

pero para asegurar la sostenibilidad de los

centros en el tiempo y  aprovechar mejor

los recursos se requiere mayor coordina-

ción, tanto en el diseño e implementación

de las distintas iniciativas como en la bús-

queda de estrategias de sostenibilidad de

los propios programas y de su ubicación

geográfica. El avance en la definición de una

estrategia nacional hacia la Sociedad de la

Información en el país debería servir a estos

propósitos.

b) Mayor coordinación con los gobier-

nos locales. A diferencia de otros países, en

República Dominicana las iniciativas de cen-

tros de TIC no se han vinculado de forma

masiva a los gobiernos locales, lo cual podría

explicarse por las tensiones que se dan
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Mapa V.5
Centros de Acceso Público a las Tecnologías de la Información 
y la Comunicación (CAPT) por 10,000 habitantes, 2007
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cuando los ayuntamientos están bajo el con-
trol del partido opuesto al que gobierna.
Otra explicación puede ser la falta de capaci-
dades, pero ambas hipótesis requieren un
análisis más profundo.

c) Sostenibilidad financiera. Si bien algu-
nos de estos centros se han montado sobre
la base de alianzas con instituciones no
gubernamentales e instituciones de servicio
público, buscando la sostenibilidad finan-
ciera, no siempre disponen de presupuestos
estables en el mediano y largo plazo.  Otras
iniciativas son financiadas con recursos de
instituciones públicas creadas ad hoc y, por
lo tanto, hay cierta incertidumbre frente a
eventuales cambios en la administración
estatal. Una forma de resolver la sostenibili-
dad financiera es lograr la integración de los
CAPT con los ayuntamientos. Para ello, sería
necesario que los ayuntamientos valoraran
los servicios que dan los CAPT, tomando en
cuenta las competencias adicionales estable-
cidas en la nueva Ley de Municipios y anali-
zadas en el capítulo III de este informe. El

desafío es vincular las capacidades tecnoló-
gicas creadas con los CAPT con las capacida-
des de las personas que trabajan en los ayun-
tamientos; es decir, que el personal de los
ayuntamientos pueda desarrollar un gobier-
no electrónico local33.

d) Finalmente, hay que intentar lograr
una mayor equidad en la distribución terri-
torial de los CAPT. 

V.4 Convergencia provincial,
1981-2002
La convergencia interprovincial es un

objetivo de las políticas públicas en la medi-
da en que se tratan de corregir los desbalan-
ces territoriales. Si este objetivo no se logra
se fragmenta el territorio, dificultando las
posibilidades de desarrollo humano de algu-
nas regiones frente a otras.

La convergencia como instrumento im-
plica que las provincias tienden a un mismo
valor para una variable determinada, redu-
ciendo las brechas en el tiempo. 
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Pobreza Pobreza en general - - No 0.02 - -

Pobreza extrema - - Si 0.29 - -

Servicios Hogares con agua del acueducto Si 0.37 Si 0.51 Si 0.61

Hogares con electricidad Si 0.55 Si 0.79 Si 0.74

Hogares con saneamiento Si 0.58 Si 0.84 Si 0.89

Hogares con recogida de basura Si 0.4 Si 0.29 Si 0.45

Índice de Servicios Si 0.44 Si 0.74 Si 0.82

Calidad de la vivienda Paredes de cemento o concreto Si 0.38 Si 0.63 Si 0.32

Techos de cemento o zinc Si 0.8 Si 0.63 Si 0.95

Pisos de cerámica o cemento Si 0.78 Si 0.52 Si 0.86

Índice de Calidad de la Vivienda Si 0.8 No 0.13 Si 0.89

Educación Alfabetismo Si 0.39 Si 0.47 Si 0.6

Personas con educación superior - - - - Si 0.66

TBM primaria - - - - Si 0.97

Índice de Educación - - - - Si 0.82

Cuadro V.3 Presencia de convergencia y R2 de las regresiones entre valor inicial y tasa de crecimiento, 
1981-1993, 1993-2002 y 1981-2002

Variable Indicador
1981-1993 1993-2002 1981-2002

Convergencia R2R2R2 ConvergenciaConvergencia

Fuente: ODH/PNUD en base a Censos 1981, 1993 y 2002; Onaplan, Banco Mundial y PNUD 2005 y ONAPLAN 1993 
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Hay dos métodos para determinar si ha
habido o no convergencia.

Un primer método es comparar el coefi-
ciente de variación (que es igual a la desvia-
ción estándar sobre la media simple) de los
niveles de provinciales entre un año y otro.
Si éste se reduce hay convergencia.

Un segundo método es simplemente
poner a prueba estadística la hipótesis de
que las provincias, por ejemplo, con mayo-
res niveles de pobreza al inicio del período
tuvieron las mayores tasas de reducción de
pobreza al final. Si la relación entre nivel ini-
cial de pobreza y tasa de reducción de
pobreza es positiva y significativa, ha habido
convergencia.

Lamentablemente, para esta investiga-
ción sólo se ha podido calcular la convergen-
cia en cuatro variables, dada la escasez de
información provincial. Estas son: pobreza,
disponibilidad de servicios, calidad de vi-
vienda y educación. 

El Cuadro V.3 indica si ha habido o no
convergencia en cada una de las dimensio-
nes analizadas durante los períodos 1981-
1993, 1993-2002 y 1981-2002.  

V.4.1 Pobreza
En el plano teórico, para que exista con-

vergencia hacia un nivel más bajo de pobre-
za es necesario que las provincias más po-
bres en 1993 sean las que más reduzcan la
tasa de pobreza en el tiempo. Tiene que ha-
ber una relación positiva de “a mayor pobre-
za, mayor reducción”. La evidencia empírica
de lo que ha acontecido en el país se recoge
en el  Gráfico V.5. 

Se aprecia que la nube de puntos se
concentra en el cuadrante sur-este, indican-
do que las provincias más pobres fueron las
que menos disminuyeron la pobreza hacia
2002, describiendo una relación negativa: a
más pobreza en 1993, menos reducción ha-

Gráfico V.5
Tasa de pobreza en 1993 con relación a la reducción
entre 1993 y 2002

Fuente: ODH/PNUD con base en ONAPLAN, Banco Mundial y PNUD
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cia 2002. Son notables los casos de Elías Piña,
Bahoruco, Monte Plata, entre otros, de alta
pobreza y baja reducción34. Esto indica que
la reducción de la pobreza se ha producido

Pobreza Pobreza en general - 15% 22%

Pobreza extrema - 12% 14%

Servicios Hogares con agua del acueducto 35% 27% 20%

Hogares con electricidad 40% 24% 12%

Hogares con saneamiento 22% 16% 9%

Hogares con recogida de basura 62% 35% 27%

Índice de Servicios 28% 21% 12%

Calidad Paredes de cemento o concreto 67% 39% 23%
de la vivienda Techos de cemento o zinc 21% 8% 5%

Pisos de cerámica o cemento 22% 7% 12%

Índice de Calidad de la Vivienda 24% 10% 10%

Educación Alfabetismo 11% 9% 7%

% adultos con educación post primaria 30% - 15%

Tasa bruta matriculación en primaria 12% - 2%

Índice de Educación 32% - 6%

Cuadro V.4 
Coeficientes de variación de los valores provinciales 
de diversos indicadores, 1981, 1993, 2002

Variable Indicador 1981 1993 2002

Fuente: ODH/PNUD con base en Censos 1981, 1993 y 2002; ONAPLAN, Banco Mundial y PNUD 2005 y ONAPLAN 1993



sobre todo en las provincias que inicialmen-
te eran menos pobres35.

En el Cuadro V.4 puede verse que el
nivel de convergencia en vez de disminuir,
aumenta significativamente. El coeficiente
de variación de la pobreza pasó del 15%, en
1993, al 22%, en 2002.

En el caso de la pobreza extrema, las
provincias que en 1993 tenían mayores nive-
les de pobreza son también las que entre
1993 y 2002 tuvieron las mayores tasas de
reducción. Por lo tanto, ha habido conver-
gencia, sin embargo, esta convergencia no ha
sido muy intensa, lo cual se comprueba al
comparar los coeficientes de variación, que
se mantuvieron virtualmente estables pasan-
do del 12% al 14%.

En síntesis, las brechas en los niveles de
pobreza no se han reducido en el tiempo. Por
el contrario, la polarización territorial de la
pobreza se ha acentuado. Por otra parte, la
brecha de extrema pobreza entre las provin-
cias se ha reducido, pero de forma muy
tenue. 

V.4.2 Educación
Para determinar si ha habido conver-

gencia en términos de educación, se toma-
ron tres indicadores disponibles en los cen-
sos de 1981 y 2002: tasa de alfabetismo entre
adultos (15 años o más), porcentaje de adul-
tos con educación post primaria y tasa bruta
de matriculación en primaria.

En el caso de pobreza se trataba de la
reducción de la pobreza, y, por ende, se bus-
caba una relación positiva entre pobreza ini-
cial y reducción de pobreza como evidencia
de la convergencia. En el caso de educación
(al igual que en el de servicios) se trata de un
aumento (de alfabetismo, matriculación, etc.),
y, por ende, se busca una relación negativa
entre niveles iniciales y tasas de aumento.

La relación entre el porcentaje de perso-
nas alfabetizadas en 1981 y el aumento por-

centual de esta tasa entre 1981 y 2002 es
negativa y significativa. Por lo tanto, ha habi-
do convergencia de los niveles de alfabetiza-
ción. Esta hipótesis se confirma al examinar
los coeficientes de variación, que disminuye-
ron del 11% al 7%.

La relación entre el porcentaje de adultos
con educación postprimaria y la tasa de
aumento de esta variable es significativa y ne-
gativa. Por lo tanto, ha habido convergencia, lo
cual se confirma al comparar los coeficientes
de variación, que cayeron del 30% al 15%.  

El coeficiente de variación de la tasa
bruta de matriculación pasó del 12% al 2%
entre 1981 y 2002, para una convergencia
casi perfecta36. En general, se puede afirmar
que en las variables educativas selecciona-
das hay una convergencia entre las provin-
cias, así el coeficiente de variación del índi-
ce de educación se redujo del 32% al 6%
entre  las provincias. 

El Anexo V.6 muestra la relación entre el
Índice de Educación en 1981 (simplemente
el promedio de los tres indicadores de edu-
cación) y su variación porcentual entre 1981
y 2002, estableciendo que la convergencia
ha sido intensa37.

V.4.3 Servicios
Para determinar si ha habido conver-

gencia en el acceso a servicios, se tomaron
cuatro indicadores disponibles en los censos
de 1981 y 2002: 

a) Porcentaje de hogares con acceso a
agua del acueducto. 

b) Porcentaje de hogares con energía eléc-
trica (de la red pública, de una planta o
inversor propio).  

c) Porcentaje de hogares con acceso a un
inodoro o letrina. 

d) Porcentaje de hogares cuya basura la
recoge el ayuntamiento o una empresa
privada.
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Las brechas 
en los niveles 

de pobreza no se han
reducido en el tiempo



En cuanto al porcentaje de hogares con
acceso a agua del acueducto ha habido con-
vergencia. La relación entre el valor inicial en
1981 y la tasa de aumento es negativa y sig-
nificativa. El coeficiente de variación se redu-
jo del 34.7% al 20%. 

También ha habido convergencia en el
porcentaje de hogares con acceso a energía
eléctrica. La relación entre el valor inicial
(1981) y la tasa de aumento es negativa y sig-
nificativa, mientras el coeficiente de varia-
ción  se redujo del 39.6% al 11.9%.

En el porcentaje de hogares con acceso
a un inodoro o letrina ha habido convergen-
cia. La relación entre el valor inicial (1981) y
la tasa de aumento es negativa y significativa.
De los tres indicadores de servicios examina-
dos, éste muestra el proceso de convergen-
cia más intenso, ya que el coeficiente de
variación se redujo del 22% al 8.5%.

Finalmente, ha habido una convergen-
cia significativa en términos de la recogida
de basura, pero las diferencias entre provin-
cias aún se mantienen elevadas. A 2002, el
coeficiente de variación para la recogida de
basura era el mayor (27%) para los otros tres
indicadores de servicios y mantuvo los ma-
yores niveles a lo largo de todo el período.

El Anexo V.7 muestra la convergencia del
Índice de Servicios (que es igual a la media
simple de los cuatro indicadores de servi-
cios). Esto comprueba que ha habido con-
vergencia en términos de la provisión de ser-
vicios entre 1981 y 2002.  

El Cuadro V.4 permite apreciar, adicio-
nalmente, que el proceso de convergencia
en términos de servicios fue más acelerado
en el período 1993-2002  que en el período
1981-1993.

V.4.4 Calidad de la vivienda
Ha habido convergencia en términos de

los materiales de las viviendas; es decir, de
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los tres tipos de materiales analizados (pare-

des, techos y pisos) tanto para el período

1981-1993 como para el período 1993-2002.

El Índice de Calidad de la Vivienda (igual

al promedio simple de los otros tres indica-

dores) indica que no hubo convergencia

entre 1993 y 2002, a pesar de que hubo con-

vergencia para cada uno de los indicadores

por separado. Esto sugiere que las provincias

con mejoras más grandes en un indicador

tuvieron, en promedio, menores mejoras en

algún otro de los indicadores. En efecto, una

regresión entre la tasa de variación de hoga-

res con paredes de cemento o concreto y la

tasa de variación de hogares con pisos de

cerámica o cemento entre 1993 y 2002 arro-

ja un coeficiente negativo y significativo, y un

R2 del 26%. Esto indica que las provincias

donde muchos hogares mejoraron en térmi-

nos del material de sus pisos coincidieron

con provincias donde pocos hogares mejora-

ron el material de sus paredes, y viceversa.

En resumen
Las evidencias empíricas muestran que

ha habido una polarización en la situación

de pobreza entre las provincias, pero al mis-

mo tiempo se registró una ligera convergen-

cia en la brecha de pobreza extrema.

Se han cerrado las brechas en educación

y en servicios, pero el resultado es más ambi-

guo en calidad de vivienda, ya que mejoró en

la década de los 80 y se quedó igual en la

década de los 90.  

V.5 Desigualdad e ingresos
El ingreso per cápita del Distrito Na-

cional, la provincia más rica, es cuatro veces

el de Elías Piña, la provincia más pobre. Sin

embargo, la riqueza relativa de una provincia

no implica la riqueza relativa de todos sus

habitantes, ya que todos los ricos no son

igualmente ricos, aunque los pobres sí son

igualmente pobres en todas las provincias.   

Todos los ricos no son
igualmente ricos, 
aunque los pobres 
sí son igualmente pobres
en todas las provincias



El Gráfico V.6 muestra el ingreso per

cápita promedio de las 32 provincias del

país, así como el ingreso per cápita del quin-

til más pobre y del quintil más rico de cada

provincia.  

El gráfico permite apreciar dos fenó-

menos:

a) El ingreso per cápita del quintil más

rico aumenta a medida que aumenta el in-

greso provincial per cápita y en mayor pro-

porción que éste.

b) El ingreso del quintil más pobre fluc-

túa muy poco cuando se le compara con el

ingreso del quintil más rico; es decir, los

pobres de las provincias con altos ingresos

son casi tan pobres como los pobres de las

provincias con bajos ingresos. 

Es cierto que se da una cierta mejoría

del ingreso del quintil más pobre a medida

que se pasa de una provincia pobre a una

provincia rica.  Sin embargo, esta mejoría es

mucho menor que la mejoría que experi-

menta el quintil más rico: por cada peso que

aumenta el ingreso del quintil más pobre, el

ingreso del quintil más rico aumenta 14

pesos38.

Estos dos fenómenos indican que las

mejorías en el ingreso per cápita de una pro-

vincia sólo se dan entre las personas de

mayor ingreso. Este argumento implica que,

a medida que aumenta el ingreso promedio

provincial, se ensancha la brecha al interior

de cada provincia entre el quintil más pobre

y el quintil más rico; lo que sugiere un

mayor grado de desigualdad en las provin-

cias con mayores ingresos. 

El Gráfico V.7 confirma esta hipótesis,
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Gráfico V.6 Ingreso per cápita por provincia e ingreso promedio del 20% más rico y del 20% más pobre de cada provincia,
2004

Fuente: ODH/PNUD con base en Banco Mundial-BID 2004

In
gr

es
o

m
en

su
al

pe
rc

áp
ita

(e
n

pe
so

s
co

rr
ie

nt
es

)

15,000

12,000

9,000

6,000

3,000

0

EP Ba
o Az Pe
d

In
d SJ SJ
O

Ba
r

M
P

Pe
r SC ES HM M
N

SR
am Es

p SD LV PP

Sa
m Da

j

Du
a

St
go

SR
od

M
TS

SP
M Sa
l

LA M
C LR Va
l

DN

Ingreso per cápita

Ingreso promedio 
20% más pobre

Ingreso promedio 
20% más rico



CAPÍTULO V / 251

Mapa V.6 Ingresos mensuales per cápita, en pesos corrientes, 2004
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ya que muestra que por cada 1,000 pesos
que aumenta el ingreso per cápita de una
provincia, su coeficiente de Gini aumenta
en 0.0239. La relación, sin embargo, es
imperfecta (el coeficiente de determina-
ción es de 26%, un valor robusto, pero
reducido), de tal suerte que varias provin-
cias tienen niveles de desigualdad mucho
mayor de lo que su ingreso per cápita per-
mite esperar (es el caso, sobre todo, de
Montecristi, Dajabón, Valverde y Santiago
Rodríguez); así como provincias cuyo nivel
de desigualdad está considerablemente por
debajo de otras provincias con ingresos
similares, como, por ejemplo: Santiago y el
Distrito Nacional.

Los Mapas V.6 y V.7 muestran los ingre-
sos promedios mensuales de 2004 y la dis-
tribución del ingreso por provincia medida
por el coeficiente de Gini. Se aprecia que
cuando se desagrega la provincia de Santo
Domingo y el Distrito Nacional, este último
registra un ingreso promedio que supera en
un 31% a la provincia inmediatamente

Gráfico V.7 Desigualdad vs. ingresos de las provincias, 2004

Fuente: ODH/PNUD en base a Banco Mundial-BID 2004
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siguiente, que es Valverde, y es un 60% supe-
rior al ingreso medio mensual del país, con
un nivel de concentración del ingreso (Gini
de 0.532) ligeramente más elevado que el
promedio nacional. 



Se aprecia también que las provincias
del Suroeste y Monte Plata son las que regis-
tran menor ingreso medio. 

La región Noroeste más la provincia de
Santiago, el Este y el Nordeste tienen un
nivel de ingreso que puede calificarse como
medio alto. Sin embargo, las cuatro provin-
cias del Noroeste son las que poseen la
mayor concentración del ingreso. Les siguen
las provincias La Altagracia y Sánchez Ra-
mírez. Señalar que las zonas más pobres del
país, las cuatro provincias de la región de
Enriquillo y  Monte Plata, registran la menor
concentración del ingreso. En otras palabras,
dada la estructura económica actual cuando
aumenta el ingreso medio en una provincia
de estas zonas aumenta la concentración del
ingreso. 

V.6 La actividad económica
y las regiones 
Como se discutió en el capítulo I, una

región puede constituirse como un campo
de fuerzas que expulsa o atrae determinadas
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Mapa V.8
Zona fronteriza: población,
densidad por km2, 2002 e
ingreso medio, 2004
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Mapa V.7 Provincias según coeficiente de Gini, 2004
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actividades e implica una cierta homogenei-
dad interna en cuanto a su funcionamiento.
Para los fines de este informe solamente
hemos considerado aquellas regiones con-
solidadas, que pueden ser geográficamente
contiguas o no, determinadas por dinámicas
económicas que han definido ciertos espa-
cios. Aunque en este informe nos limitamos
al análisis de las provincias de la frontera, del
turismo y de zonas francas, estamos cons-
cientes de la necesidad de profundizar más
en este tipo análisis en República Do-
minicana. 

V.6.1 La frontera 
La frontera entre República Dominicana

y Haití es convencional, no natural. Se com-
parten territorios de montañas y valles a lo
largo de una línea de 501 kms, que tiene en
el extremo norte la desembocadura del río
Dajabón y en el extremo sur la desemboca-
dura del río Pedernales. La región fronteriza
está integrada por siete provincias: Monte-
cristi, Dajabón, Santiago Rodríguez, Elías Pi-
ña, Independencia, Bahoruco y Pedernales;
aunque su área de influencia puede llegar
hasta Valverde e incluso Barahona y San Juan
de la Maguana (Mapa V.8).

Uso de la tierra en la frontera 
La región fronteriza ocupa una exten-

sión equivalente a un quinto del territorio
nacional, donde el 32.2% de las tierras está
dedicado a la agricultura, lo que representa
un 16% menos de intensidad que el prome-
dio nacional (38.4%). Las tierras de la fronte-
ra orientadas a la agricultura representan  el
18.3% de toda la tierra con fines agrícolas de
República Dominicana.

Una tercera parte de la frontera está
ocupada por bosques, mayoritariamente
secos y coníferos abiertos. El total de bos-
ques de esta región representa una quinta
parte de los bosques nacionales (Cuadro
V.5). 
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Fuente: ODH/PNUD con base en SEMARN

Cuadro V.5
Las provincias de la frontera: uso de la tierra 
y comparación nacional, 2003

Usos
Frontera Nacional

Distribución del uso 
de la tierra en %

Uso de la 
tierra de la frontera en

porcentaje de lo nacional

Total bosques 32.5 33.4 21.2

Total agricultura 32.2 38.4 18.3

Agricultura 

Mixta 19.4 11.2 37.6

Arroz 3.6 3.5 22.2

Café 3.0 2.2 29.2

Caña 1.1 9.4 2.6

Cultivos intensivos 5.2 5.9 19.2

Total manglares 1.8 0.7 52.2

Total matorrales 27.2 16.1 36.8

Total no data 0.1 0.6 4.1

Escasa vegetación 2.9 1.1 57.4

Pasto 2.9 8.0 7.9

Presas 0.1 0.2 14.3

Zona poblada 0.4 1.6 5.4

Total general 100.0 100.0 21.8

El tercer gran uso de la tierra en la zona
fronteriza son matorrales, 69% más intenso
que el promedio nacional, lo que implica
que ésta región concentra el 36.8% de mato-
rrales del país.

Finalmente, hay que destacar que la re-
gión fronteriza concentra más de la mitad
del total de los manglares y humedales del
país en Montecristi (58.2%), Independencia
(20.7%) y Pedernales (12%). Al mismo tiem-
po, concentra el 57.4% de toda la tierra con
escasa vegetación del país, principalmente
en Pedernales, Bahoruco e Independencia
(Anexo V.8).

¿Qué se produce en la región
fronteriza?
En 2005, existían 27 productos de ori-

gen agrícola que cubrían el 100% de la super-
ficie agrícola de la región fronteriza. El prin-
cipal cultivo era el arroz (Cuadro V.6), que



concentraba el 45% de las tierras bajo siem-
bra, lo que a su vez representaba el 17.3% de
la superficie cultivada del país y el 25.4% de
la producción nacional. Este renglón se con-
centraba en Montecristi y Dajabón. 

El maíz en grano era el segundo gran
renglón de producción, con el 10% de la
superficie de la zona y el 25% de toda la tie-
rra sembrada a nivel nacional. Este cultivo
estaba concentrado en Elías Piña, Inde-
pendencia y Bahoruco.

El tercer renglón de producción era la
habichuela negra, con el 10% de la superficie
de la zona, lo que representaba en 2005 casi
la mitad de toda la tierra que se dedica a este
cultivo en el país. Las provincias más activas
en este cultivo son: Independencia, Peder-
nales y Elías Piña. 

Otros rubros de importancia son el
guandul, concentrado en Bahoruco, Elías
Piña e Independencia; la yuca, en Dajabón,
Santiago Rodríguez y Montecristi, y el gui-
neo, del cual la zona genera más de un cuar-

to de la producción del país con apenas el
1.4% de la tierra sembrada de la zona, que,
además, representa la quinta parte de las
plantaciones en el territorio nacional. Casi el
80% de la producción de guineo se concen-
tra en Montecristi.

En general, la productividad de los culti-
vos en la zona está por debajo de la media
nacional, con excepción del arroz que es un
40% más productivo, el maní que es 6.8
veces más productivo. La productividad del
guineo está en el promedio nacional y el plá-
tano es el 50% más productivo. 

La ley 28-01 y la Zona Especial
de Desarrollo Fronterizo 
Mediante la Ley 28-01 se establece que

todas las empresas industriales, agroindus-
triales, agropecuarias, de metalmecánica, de
zonas francas, turísticas, metalúrgicas y ener-
géticas, así como todo tipo de empresas per-
mitidas por las leyes dominicanas que exis-
tan o se vayan a instalar en el futuro en las
provincias de Pedernales, Independencia,
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La Ley 28-01 da amplios
incentivos fiscales a

todas las empresas que se
instalen en las provincias

de la frontera

Cuadro V.6 Principales productos de la  región fronteriza, 2005

Cultivos Siembra 
en % de
tareas

Cosecha
en % de
tareas

Siembra 
en % de
tareas

Siembra
Cosecha 
en % de
tareas

Cosecha Producción
Rendimiento

/Tarea

La frontera en porcentaje del paísEstructura 
de la frontera

Estructura 
del país

Fuente: ODH/PNUD con base en información de la Secretaría de Estado de Agricultura

Arroz 44.9% 16.3% 50.4% 13.0% 17.3% 18.0% 25.4% 1.41
Maíz grano 10.2% 3.2% 7.8% 2.1% 25.4% 21.9% 19.1% 0.87
Hab. negras 10.1% 2.7% 4.4% 0.9% 45.0% 44.4% 34.9% 0.79
Guandul 9.5% 2.4% 5.1% 1.5% 36.2% 22.8% 18.9% 0.83
Yuca 5.6% 1.7% 6.4% 1.2% 17.2% 19.7% 16.5% 0.84
Hab. rojas 4.9% 1.5% 5.9% 1.6% 16.0% 12.7% 8.0% 0.63
Maní 3.1% 1.2% 0.9% 2.1% 68.9% 8.0% 54.3% 6.77
Aguacate 1.5% 1.0% 0.6% 1.3% 53.8% 11.3% 10.3% 0.92

Guineo 1.4% 35.2% 1.4% 18.2% 19.5% 27.8% 26.9% 0.97
Plátano 1.3% 20.2% 3.2% 40.5% 7.9% 7.2% 10.7% 1.49
Batata 0.9% 0.4% 1.9% 0.5% 9.3% 10.4% 10.9% 1.05
Auyama 0.9% 0.4% 1.5% 0.6% 11.7% 8.8% 11.2% 1.26
Lechosa 0.7% 1.1% 0.4% 0.4% 35.0% 35.4% 49.2% 1.39
Total 95.0% 87.2% 89.6% 84.1%



Elías Piña, Dajabón, Montecristi, Santiago

Rodríguez y Bahoruco, disfrutarán de un

conjunto de incentivos, entre los que están:

a) La exención del 100% del pago de

impuestos internos, de aranceles aduaneros

sobre materias primas, equipos y maquina-

rias, así como cualquier tipo de impuestos

durante un período de 20 años. 

b)  Una reducción del 50% del pago de

libertad de tránsito y uso de puertos y aero-

puertos.

c) Una reducción del 50% de cualquier

otro impuesto, tasa o contribución existente

al momento de promulgarse esta ley o que

se establezca en el futuro, mientras estén

vigentes los 20 años de las exenciones.

d) El plazo de los 20 años empieza a

correr después de cinco años de la entrada

en vigencia del reglamento. Toda empresa

que se establezca con posterioridad a este

plazo sólo disfrutará de la parte del período

de exención vigente, contado a partir del día

siguiente de cumplido los cinco años.  

e) Para aplicar esta ley se crea un Con-

sejo de Coordinación y una Oficina Técnica

Ejecutiva. 

Cabe señalar que esta ley fue modifica-

da en 2005, restableciendo el pago de ITBIS,

el Impuesto Selectivo al Consumo (ISC),

aplicándose solamente a los derivados del

alcohol y el tabaco, y se dispuso como con-

dición para recibir la exoneración arancela-

ria que las materias primas e insumos cam-

biaran de partida arancelaria. Sin embargo,

el 7 de marzo de 2007, la Suprema Corte de

Justicia declaró como inconstitucional la Ley

de 2005 porque violaba los derechos adqui-

ridos, de manera que la Ley 28-01 queda

como originalmente estaba planteada. Se

llegó a un acuerdo con las empresas benefi-

ciarias para que estas actúen como agentes

de retención del ITBIS, pero sin pagarlo en

sus compras.   

Según el Consejo de Coordinación de la

Zona Especial de Desarrollo Fronterizo, la

implementación de la ley ha generado desde

2005 una inversión en la zona de 5,300 millo-

nes de pesos, unos 9,900 mil empleos en 44

empresas en operación y se han aprobado

138 empresas. 

Más de la mitad de las empresas y el em-

pleo están en Montecristi. Santiago Rodrí-

guez absorbe el 22% del empleo y el 4% del

capital invertido, seguido en importancia por

Pedernales, Independencia y Elías Piña. En

cuanto al tipo de empresas van desde metal-

mecánica, embotelladoras, plásticos, cosmé-

ticos, casabe, carnes, ensamblaje y explo-

tación minera hasta madera y agroindustria.

Esta ley puede ser una oportunidad

para generar actividad económica en la zona

fronteriza. Para ello, es necesario que se

cumplan rigurosamente los criterios para ser

beneficiario de los incentivos y se apliquen

con transparencia.

La población 
La población de las provincias de la

frontera entre República Dominicana y Haití

se multiplicó por 1.67 veces entre 1960 y

2002, mientras que la población nacional lo

hizo en 2.81 veces. Los habitantes de esta

zona han pasado de representar el 9% de la

población nacional, en 1960, a ser sólo el

5.4%, en 2002.

El crecimiento de la población en la

frontera se ha estancado. En la década de los

90 apenas creció un 0.2% acumulativo anual. 

En la frontera se repite el mismo patrón

que en el resto del país, la población se hizo

más urbana, al extremo de que la población

rural disminuyó un 12% durante los años 90. 

Las provincias de la frontera son expul-

soras netas de personas; es decir, las perso-

nas que emigran de esas provincias son más

numerosas que las que inmigran hacia ellas.

Por cada persona que va a la región fronteri-
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En 1960 la población 
de la frontera 
representaba el 9% 
del total, en 2002 
sólo el 5.4%



za a vivir, 2.4 habitantes de esa zona emigran

a otro lugar del país. 

Las condiciones de vida de la
población fronteriza
El desempeño de las provincias de la

frontera en términos del Índice de Empode-

ramiento Individual (IEI) es relativamente

bajo. Todas están por debajo de la media

nacional y tres de las siete provincias fronte-

rizas (Elías Piña, Bahoruco y Pedernales) tie-

nen los peores valores del país. El patrón de

pobre desempeño se repite en la mayoría de

los indicadores de empoderamiento por

provincia, aunque la situación de las tres

demarcaciones situadas al norte de Elías

Piña es relativamente mejor que las situadas

al sur.

El Anexo V.9 ofrece un perfil estadístico

de las provincias fronterizas, donde se apre-

cia que: 

• El 5.4% de la población del país vive en la

frontera. La mayoría son hombres (la tasa

de feminidad es 94%) y sólo la mitad vive

en zonas urbanas (frente a dos tercios

para todo el país).

• Las provincias fronterizas tienen una tasa

de analfabetismo que casi duplica la

nacional. Igualmente, el porcentaje de

jefaturas de hogar con educación post-

primaria es mucho menor. No obstante,

el porcentaje de niños y niñas entre 6 y

13 años que asiste a la escuela es el

mismo en esta zona que en el resto del

país.  

• La incidencia de la pobreza es un 50%

superior a la media nacional y triplica la

incidencia de la pobreza extrema.

• En términos de servicios, las provincias

de la frontera se encuentran en peor

situación que el resto del país. Los hoga-

res que reciben energía del tendido eléc-

trico son un 17% menos que el promedio

nacional; los que reciben agua del acue-

ducto dentro de la vivienda, un 44%

menos que el promedio, y apenas una

tercera parte del promedio nacional

tiene inodoro.

Lo mismo ocurre en cuanto al aspecto

físico de las viviendas.  Según la característi-

ca de la vivienda, las siete provincias están

entre un tercio o dos tercios por debajo del

promedio nacional.

A pesar de concentrar el 5% de la pobla-

ción, las provincias fronterizas tienen una

participación de apenas el 0.3% en la canali-

zación total de los recursos de los bancos

múltiples y una participación del 0.6% en la

captación total de dichos recursos.

Las provincias de la frontera sobresalen

por la baja incidencia de empleos en indus-

trias manufactureras, que es menos de la mi-

tad del promedio nacional, y la alta inciden-

cia del empleo agrícola, 2.5 veces más que el

promedio nacional (22.5% frente al 8.9%).

En cambio, el porcentaje de ocupados

en instituciones del Estado es casi el doble

que a nivel nacional como vimos en el capí-

tulo III, y los ayuntamientos constituyen una

importante fuente de empleo. En algunos

casos, como Independencia, llegan a repre-

sentar hasta el 7.5% de la PEA ocupada en

2006 y en todas las provincias de la región

está por encima del 3.4%, con excepción de

Montecristi, que está en 2.1%.  

En resumen
Las siete provincias fronterizas ocupan

el 22% del territorio nacional y representan

el 5.4% de la población, con una densidad

de habitantes que es poco menos de un

cuarto del promedio nacional, aunque hay

provincias como Pedernales y Bahoruco,

cuyas densidades equivalen al 6% y al 40%

del promedio nacional, respectivamente.

El uso de la tierra es fundamentalmente

agrícola, pero en un porcentaje menor que
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el promedio nacional. Una tercera parte de
la tierra está dedicada a bosques, mayorita-
riamente seco40, y conífero abierto41, con-
centrando una quinta parte de los bosques
nacionales. Esta región posee la mitad de los
manglares y humedales del país, localizados
en Montecristi y Pedernales. Al mismo tiem-
po posee más de la mitad de la tierra con
escasa vegetación, principalmente en Peder-
nales, Bahoruco e Independencia. 

Los productos agrícolas más importan-
tes de la región (medidos en superficie sem-
brada) son: arroz, maíz y habichuelas. Otros
rubros de importancia son: guandul, yuca y
guineo. Estas provincias se han beneficiado
de la Ley 28-01, que crea un conjunto de
incentivos fiscales para las empresas que se
establecen en ellas. 

La población de la zona registra bajos
niveles de bienestar, medido por el IEI, y
altos niveles de privaciones. Son provincias
de emigración neta, con una tendencia
decreciente de crecimiento y pérdida relati-
va de población. Las condiciones de vida
están por debajo de las medias nacionales,
siendo la agricultura, el comercio al por
mayor y otros servicios (educación, salud,
servicio doméstico), las principales fuentes
de empleo. 

V.6.2 Las provincias del turismo 
En 2006, República Dominicana contaba

con 63.3 mil habitaciones y 695 hoteles
repartidos en toda la geografía nacional. Sin
embargo, el 72% de los hoteles y el 68% de
las habitaciones estaban concentrados en
dos provincias: La Altagracia y Puerto Plata. 

Entre 2002 y 2006, el número de habita-
ciones aumentó en 8.6 mil. La provincia La
Altagracia concentró el 76.5% de las habita-
ciones nuevas y Puerto Plata, el 12.4%. En el
mismo período San Pedro de Macorís perdió
el 8.3% de sus habitaciones y Samaná ganó
el 7.9%. Es decir, las dos primeras se conso-
lidan como los principales polos de desarro-
llo turístico, mientras que Samaná se convir-
tió en un polo emergente y  San Pedro de
Macorís en uno que se desvanece (Cuadro
V.7).

Para los fines de este informe solamen-
te consideraremos a La Altagracia y Puerto
Plata como provincias turísticas. Éstas ocu-
pan una extensión equivalente al 10% del
territorio nacional, con una población que
representa el 5.8%, siendo La Altagracia la
segunda provincia en extensión del país,
con un territorio 62% más grande que el de
Puerto Plata; pero con una población
menor, equivalente al 58% de esta última. La
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Cuadro V.7 Provincias turísticas: algunos indicadores, 2002-2006

Provincia

Establecimientos 
(promedio 
2002-2006)

% de empleos 
en hoteles 

y restaurantes 
de los que 
declararon 

empleos 
(Censo 2002)

Habitaciones

Estructura
2002

Estructura
2006

Estructura
(promedio 
2002-06)

Distribución  del 
incremento entre 

2002-2006

Fuente: ODH/PNUD con base en Banco Central 

LA 18.8% 39.2% 44.3% 40.9% 76.5% 17.0%

PP 52.9% 27.3% 25.3% 27.2% 12.4% 12.4%

SPM 2.4% 7.9% 5.7% 6.9% -8.3% 5.6%

Sam 4.7% 4.2% 4.7% 4.0% 7.9% 10.9%

MTS 1.2% 3.3% 3.1% 3.2% 1.6% 4.6%

LR 0.0% 1.2% 0.9% 1.1% -0.5% 7.9%

Total 80.0% 83.10% 84.0% 83.2% 89.6% 9.6%

Las condiciones de vida
promedio de las 
provincias de turismo
son peores que el 
promedio nacional y 
en La Altagracia es peor
que en Puerto Plata



densidad de población de las provincias es
diferente. Puerto Plata tiene 2.8 veces más
habitantes por kilómetro cuadrado que La
Altagracia (60 habitantes por km2 ). 

La Altagracia registró un ingreso per
cápita de 5,688 pesos en 2004, que represen-
taba un 17% más que la media nacional. Al
mismo tiempo, registra valores elevados de
concentración del ingreso y tasa de pobreza,
superiores al promedio nacional en un 6.5%
y un 14%, respectivamente. Por su parte,
Puerto Plata registra un ingreso per cápita
ligeramente por debajo de la media nacional,
pero mejores indicadores de distribución y
pobreza: un Gini que es 91% del valor nacio-
nal y una tasa de pobreza de apenas un 3.7%
superior a la media del país.   
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Stgo 361,626 57,477 15.9 35.1%
DN 1,073,900 23,347 2.2 14.3%
SPM 115,068 17,688 15.4 10.8%
SC 192,456 16,582 8.6 10.1%
LR 87,764 12,017 13.7 7.3%
LV 140,377 10,994 7.8 6.7%
Val 61,860 6,636 10.7 4.1%
Esp 84,566 5,509 6.5 3.4%
PP 114,956 3,298 2.9 2.0%
Per 60,288 3,255 5.4 2.0%
MN 56,318 2,149 3.8 1.3%
Bar 54,475 1,490 2.7 0.9%
Dua 101,239 1,256 1.2 0.8%
LA 72,810 434 0.6 0.3%
SRam 49,934 413 0.8 0.3%
HM 31,681 376 1.2 0.2%
ES 32,042 289 0.9 0.2%
MP 62,592 122 0.2 0.1%
Sal 35,125 76 0.2 0.0%
Ped 7,765 53 0.7 0.0%
MC 40,181 50 0.1 0.0%
Subtotal 2,837,023 163,511 5.8 100.0%
Resto 337,571 11
Total 3,174,594 163,522 5.2 100.0%

Cuadro V.8 
Empleados y trabajadores de zonas francas por provincia 
del país según el Censo 2002

Provincia Ocupados/as
Empleados/as

ZZFF
Porcentaje Distribución

de ocupados/as

Fuente: CNFZE y Censo 2002

Población
Entre 1960 y 2002, la población de las

dos provincias turísticas se multiplicó por
1.9, alcanzando más de medio millón de
personas. Este comportamiento estuvo por
debajo de los 2.8 veces en que se multipli-
có la población total. La explosión se pro-
dujo en los años 90, período que concentró
el 45% de las 260 mil personas que se suma-
ron a la población de las dos provincias
entre 1960 y 2002. En las dos últimas déca-
das del período se acumuló  el 75% del
aumento.  

El crecimiento de la población en las
zonas turísticas se distingue por su fuerte
componente urbano. Éste se multiplicó por
7.2 veces, con un gran impulso en la década
de los 80; mientras que a nivel nacional se
multiplicó por 5.9 veces entre 1960 y 2002.

Las dos provincias fueron expulsoras
netas de población en las décadas de los 60,
70 y 80, pero se convirtieron en receptoras
netas en la de los 90. La Altagracia acaparó el
11.2% de toda la emigración neta nacional,
mientras que Puerto Plata recibió el 1.4%, lo
que significó que en la década de los 90 un
cuarto de la población de La Altagracia eran
inmigrantes, mientras que en Puerto Plata
era el 1.8%, con relación al final de los 80. 

Condiciones de vida
Puerto Plata registra un nivel más eleva-

do de empoderamiento humano que La
Altagracia, ocupando las posiciones 5 y 20,
respectivamente. La Altagracia se caracteriza
por tener un ingreso medio un 20% más ele-
vado que Puerto Plata, pero un nivel de
equidad un 15% menor.

Hay que recordar, como fue señalado
en el capítulo I, que La Altagracia es una de
las tres provincias en donde menos se ha
aprovechado la riqueza por habitante para
mejorar las condiciones de vida de la pobla-
ción, mientras que Puerto Plata es la segun-
da en donde las condiciones de vida de la



población están por encima de la riqueza
potencial por habitante. 

Las provincias turísticas fueron recepto-
ras netas de inmigrantes en la década de los
90. Sin embargo, en 2002, el número de per-
sonas que llegaron a vivir a la provincia y el
número de personas que se fueron casi se
igualó. El Anexo V.10 resume los principales
indicadores sobre las condiciones de vida de
la población, de donde se concluye que, en
general, La Altagracia registra peores condi-
ciones de vida que Puerto Plata y ambas
están peor que la media nacional. 

V.6.3 Las zonas francas
El Censo 2002 registraba 163 mil perso-

nas que trabajaban en zonas francas y para el
mismo año el Consejo Nacional de Zonas
Francas de Exportación (CNZFE) reportó
170 mil, cifras de magnitudes similares.
Según el Censo 2002, un 5.2% de las perso-
nas que trabajaban estaban ocupados en las
zonas francas del país. De ese total, un 35%
estaba en Santiago, un 14.3% en el Distrito
Nacional; entre un 10% y un 11%, en San
Pedro de Macorís y San Cristóbal, y alrede-
dor de un 7% en La Romana y La Vega. Estas
seis provincias absorbían el 85% del empleo
total de zonas francas del país  (Cuadro V.8).

El peso del empleo directo de zonas
francas al interior de la provincia era diferen-
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Cuadro V.9 
Empleos de zona franca por provincia, cambio 
y estructura, 2000-2006

Stgo 32.3% 33.6% -13,756 28.4% 0.784

LR 8.4% 4.3% -10,124 20.9% 0.389

SPM 10.7% 8.4% -8,497 17.5% 0.596

LV 6.9% 4.7% -6,607 13.6% 0.514

PP 1.9% 0.8% -2,547 5.3% 0.329

Per 2.4% 1.5% -2,419 5.0% 0.487

Val 3.9% 3.9% -1,969 4.1% 0.747

Esp 3.1% 3.0% -1,687 3.5% 0.725

SC 9.6% 12.0% -1,066 2.2% 0.943

LA 0.8% 0.4% -999 2.1% 0.357

MN 1.9% 2.1% -691 1.4% 0.815

Dua 0.5% 0.5% -302 0.6% 0.704

Bar 0.7% 0.8% -182 0.4% 0.865

Sal 0.2% 0.1% -156 0.3% 0.561

MP 0.1% 0.0% -108 0.2% 0.312

SRam 0.2% 0.2% -25 0.1% 0.936

MTS 0.0% 0.0% -2 0.0% 0.923

ES 0.1% 0.2% 80 -0.2% 1.506

Ind 0.0% 0.1% 128 -0.3% -

Az 0.0% 0.1% 197 -0.4% -

SJ 0.0% 0.1% 203 -0.4% -

Ped 0.0% 0.2% 229 -0.5% 13.722

HM 0.3% 0.6% 408 -0.8% 1.776

MC 0.0% 0.5% 689 -1.4% -

SD+ DN 16.0% 21.7% 690 -1.4% 1.022

Total 100.0% 100.0% -48,513 100.0% 0.754

EstructuraProvincia Nivel en el 2006
Base 2000

a El valor negativo indica aumento y el positivo disminución
Fuente: ODH/PNUD con base en CNZFE

2000 2006

Cambios acumulados
2000-06

Cantidad Porcentaje a

Cuadro V.10
Pérdidas de empleos de
zonas francas en la provincia
de Santiago

Fuente: Consejo Nacional de Zonas Francas de Exportación

2001 -8,974

2002 4,513

2003 -529

2004 7,286

2005 -10,193

2006 -5,859

Total -13,756

te. En Santiago, San Pedro de Macorís y La
Romana era superior al 14%; es decir, el
empleo de zonas francas tenía una inciden-
cia que era casi tres veces más importante
que el promedio nacional. En San Cristóbal y
La Vega, el empleo de zonas francas era un
60% superior al promedio del país, y en el
Distrito Nacional era menos de la mitad, aun-
que en términos absolutos estaba en segun-
do lugar, después de Santiago.

Entre el año 2000 y 2006, el empleo de
zonas francas pasó de casi 197 mil a poco
más de 148 mil (Anexo V.11), lo que significó
pasar de 6.5 ocupados en zonas francas por
cada 100, en el 2000, a 4.3, en 2006. Se per-



dieron en total 48,500 empleos. El 80% de la
pérdida se concentró en cuatro provincias: 

• Santiago, que acumuló el 28% de la pérdi-
da total en los seis años, lo cual significó
más de 13 mil empleos menos, llevando el
nivel de empleos directos de las zonas
francas en 2006 a un 22% por debajo del
que tenía en 2000 (Cuadro V.9). El registro
de las pérdidas de empleos indica que los
años de mayor intensidad de pérdidas fue-
ron 2001, 2005 y 2006, según el Consejo
Nacional de Zonas Francas de Exportación
(CNZFE) (Cuadro V.10 y Anexo  V.11).

Las estadísticas de empleo y desempleo
que recoge el Banco Central en la
Encuesta de Fuerza de Trabajo muestran
que la tasa de desempleo del municipio
de Santiago en 2006 era de un 13.3%, más
baja que el promedio nacional de ese año
de 16.2%. Según estas cifras, la fuerza de
trabajo total del municipio ronda las 300
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Abril 293,251 255,313 37,938 21,823 16,115 12.9%

Octubre 302,950 261,519 41,431 24,969 16,462 13.7%

2006 298,101 258,416 39,685 23,396 16,289 13.3%

Cuadro V.11 PEA y desocupados en el municipio de Santiago, 2006

Semestre PEA
PEA 

ocupada
Total Cesantes Nuevos

Desocupados
%

Desocupados

Fuente: ODH/PNUD con base en ENFT

mil personas, de las cuales casi 40 mil

estaban desempleadas y de ellas, 23 mil

eran cesantes. Durante el año 2006, el

desempleo aumentó un 0.7% entre abril

y octubre, lo que significó una pérdida de

3,500 empleos, en términos absolutos,

en esos seis meses (Cuadro V.11). 

En síntesis, las cifras del CNZFE y del

Banco Central, si bien reportan un

aumento del desempleo no reflejan las

magnitudes que se han venido denun-

ciando públicamente de 30, 40 y hasta 50

mil empleos. Aquí cabrían dos hipótesis:

que los instrumentos estadísticos del

Banco Central y el CNZFE son deficientes

y no captan la magnitud del desempleo

en toda su intensidad o que estamos en

presencia de un problema real, acrecenta-

do por el capital social de la región Norte

del país, que ya fue analizado en el capítu-

lo II. Sin embargo, la respuesta a esta dis-

yuntiva requiere más investigación que

escapa a los límites de este informe.

• La Romana perdió más de 10 mil emple-

os en total, que representa el 21% de las

pérdidas totales, lo que significó bajar el

nivel de empleos durante 2006 al 40%

del que tenía la provincia en el año 2000.

En términos relativos, la pérdida de

empleos de zonas francas en esta provin-

cia ha sido mucho más intensa que en

Santiago; sin embargo, la capacidad de

movilización social ha sido menor.

• En San Pedro de Macorís las pérdidas fue-

ron ligeramente más bajas en términos

absolutos, lo que implicó bajar el nivel de

empleos al 60% del que se tenía en 2000.

• La Vega fue el cuarto gran perdedor de

empleos: casi la mitad de lo que tenía en

el año 2000. Finalmente, otro grupo de

provincias registró pérdidas marginales de

empleos. Por su parte, el Distrito Nacio-

nal, Montecristi, Hato Mayor registraron

una leve ganancia de puestos de trabajo.

Cuadro V.12
Participación del empleo 
de zona franca en el total
de ocupados, 2000-2006

Fuente: ODH/PNUD con base en CNZFE y BCRD

2000 6.5%

2001 5.8%

2002 5.5%

2003 5.6%

2004 5.9%

2005 4.7%

2006 4.3%

Año %



La crisis de las zonas francas:
un problema local42

El aporte principal de las zonas francas a
la sociedad dominicana ha sido en empleos. 

En el momento de mayor auge 1998-
2000, empleaban unas 195 mil personas, lo
que representaba más del 7% de la pobla-
ción ocupada; pero en 2006, los empleos
eran 148 mil, es decir, el 4.3% de la pobla-
ción que trabaja (Cuadro V.12). 

El aporte de las zonas francas al PIB ha
sido reducido, nunca estuvo por encima del
5.4% y en 2006 era de apenas un 4.3%. Si
bien el impacto nacional es reducido, el
impacto en las diferentes regiones es
amplio. Las zonas francas han sido un factor
de primer orden para el desarrollo de algu-
nas provincias y zonas del país.

¿Era previsible la crisis?43

La crisis actual de las zonas francas no es
en todas las áreas de esta actividad, sino
principalmente en el sector textil, que en el
año 2000 representaba el 73% del empleo y
el 51% de las exportaciones del sector, mien-
tras que en 2006 absorbía el 53.5% del
empleo y generaba el 35% de las exportacio-
nes totales de zonas francas. 

La crisis era previsible y se desaprove-
chó la oportunidad en los momentos de
auge del sector para reestructurarse. Vea-
mos: era sabido desde el momento en que
se firmó el acuerdo de la Organización
Mundial del Comercio (OMC), en 1994, que
las barreras de entrada al mercado nortea-
mericano para los productos textiles de los
países que competían con República
Dominicana desaparecerían el 1 de enero
de 2005. Sin embargo, se hizo muy poco
para reestructurar a la industria de confec-
ciones. 

Por otra parte, se sabía de la entrada de
China a la OMC, sobre todo después de un
largo debate de más de 15 años. Cabría pre-

guntarse: ¿por qué no se hizo nada? ¿Qué
hubiera pasado con el sector de zonas fran-
cas de haberse tomado medidas a tiempo? 

La gran lección aprendida es que el lide-
razgo político y empresarial del sector, el
CNZFE y la Asociación Dominicana de Zonas
Francas (ADOZONA), hicieron muy poco
para advertir y corregir los efectos negativos
de situaciones que se habían creado muchos
años atrás y que, de enfrentarse a tiempo,
hubiesen tenido un menor impacto sobre la
actividad.

Hay que destacar que una cosa es el
sector textil y otra es la industria de la con-
fección de zonas francas. El sector textil no
está agotado y se puede reestructurar
pasando a una producción de “paquete
completo”. Lo que sí se agotó fue el esque-
ma de querer exportar sobre la base de un
uso intensivo de mano de obra barata y de
un régimen de incentivos dual en la econo-
mía dominicana. 

V.7 El empleo y el desempleo
Probablemente la más importante de

las capacidades humanas es la de genera-
ción de ingresos propios. La libertad huma-
na no puede ser compatible con una situa-
ción en la que las personas no sean capaces
de satisfacer sus necesidades fundamenta-
les o cuando para satisfacerlas quedan en
una situación de dependencia, bien sea de
la asistencia pública o de las relaciones
sociales primarias. Por lo tanto, para la
población en edad y en condiciones de tra-
bajar, el empleo es el creador de capacida-
des por excelencia.

Al igual que otras capacidades, tener un
empleo que permita ampliar las libertades
de una persona depende tanto de las condi-
ciones personales de quien busca trabajo
como de sus niveles de educación y salud,
así como de factores externos (lugar en que
se nace, nivel de actividad económica, etc.).
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El impacto del 
crecimiento del PIB 
en el empleo se reduce



Lamentablemente, en República Domi-

nicana no se producen estadísticas de em-

pleo por provincia y mucho menos por

municipio. A lo más que se llega en la pers-

pectiva territorial es a distinguir regiones,

Distrito Nacional, resto urbano y rural. 

El empleo
Para el año 2006, el 56% de la población

en edad de trabajar tenía un empleo o esta-

ba buscándolo; es decir, pertenecía a la

Población Económicamente Activa (PEA).

En el Anexo V.12  se muestra la tasa glo-

bal de participación por regiones de planifi-

cación; es decir, es la relación porcentual

entre el número de personas que compo-

nen la fuerza de trabajo o Población Econó-

micamente Activa (PEA) y el número de per-

sonas que integran la Población en Edad de

Trabajar (PET). Se aprecia que el Distrito

Nacional registra el mayor nivel de actividad,

mientras que la región de El Valle es la que

registra la menor tasa de participación. En el

Anexo V.13 se presenta la situación de ocu-

pación por zona de residencia. Según datos

de 2006, el 16.2% de la población nacional

está desempleada, donde el 53% son perso-

nas cesantes y el 47% entran al mercado de

trabajo por primera vez.   

El desempleo regional
Desafortunadamente, la economía do-

minicana se ha caracterizado históricamente

por convivir con elevados niveles de desem-

pleo. Durante el decenio pasado, a pesar del

alto crecimiento económico, el grado más

bajo de desempleo ampliado44 que se regis-

tró fue de un 13.8%, en 1999. La elasticidad

producto empleo es baja. En la última déca-

da (1995-2006), por cada 1% de crecimiento

en el PIB el empleo solamente aumentó un

0.54%, que es aproximadamente la mitad lo

que acontece en América Latina. Esta rela-

ción se reduce aún más en los dos últimos

años, a poco más de un tercio del promedio

latinoamericano.

En 2006, la tasa de desocupación nacio-

nal era 16.2%, con grandes diferencias entre

las regiones (Cuadro V.13). Por ejemplo, el

desempleo en las provincias más pobres del

Suroeste, en la región Enriquillo (Barahona,

Bahoruco, Independencia y Pedernales) al-

canzó el 23.4%, casi el doble del de las pro-

vincias del Cibao Noroeste (Valverde,

Santiago Rodríguez, Montecristi, Dajabón),

con un 12.3%. 

El desempleo es más intenso en las

mujeres que en los hombres. A nivel nacio-

nal es casi tres veces superior, con excep-
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Cuadro V.13 Tasa de desempleo por regiones, por sexo y condición, 2006

Regiones

Total Hombres Mujeres

Tasa de desempleo por sexo Cesantes como % de la PEA, 
por región y sexo, 2006

Nuevos como % de la PEA, 
por región y sexo, 2006

Fuente: ODH/PNUD con base en ENFT 2006

Total Hombres Mujeres Total Hombres Mujeres

Distrito Nacional 17.4 11.3 25.1 6.7 4.2 10.0 10.7 7.1 15.2

Cibao Norcentral 12.8 7.6 21.3 5.9 2.4 11.7 6.8 5.2 9.6

Cibao Central 15.3 9.1 28.0 9.3 5.2 17.9 5.9 3.9 10.2

Cibao Nordeste 16.4 8.0 31.0 10.1 3.2 22.0 6.3 4.7 9.1

Cibao Noroeste 12.3 6.8 23.2 6.3 1.6 15.4 6.0 5.1 7.8

Valdesia 19.9 11.1 33.2 7.9 3.3 14.6 12.0 7.7 18.6

El Valle 12.7 4.9 30.9 8.6 2.6 22.6 4.1 2.3 8.3

Enriquillo 23.4 13.1 39.1 18.9 10.2 32.2 4.5 2.9 6.8

Este 15.2 7.1 28.4 6.0 2.5 11.7 9.2 4.5 16.7

Total 16.2 9.2 27.0 7.6 3.6 13.8 8.6 5.6 13.2



ción del Distrito Nacional que es 2.2 veces y

el Cibao Norcentral, 2.8 veces. Pero en zonas

como El Valle y el Este es 6.3 y 4 veces supe-

rior, respectivamente.

La estructura del desempleo refleja que

la categoría del cesante es ligeramente supe-

rior al desempleo de los que ingresan por

primera vez al mercado de trabajo. Sin em-

bargo, en regiones como Enriquillo y El

Valle, el desempleo de los que ingresan al

mercado de trabajo es muy superior a los

cesantes: 4.2 y 2.1 veces superior, respectiva-

mente. Esta situación es más moderada en el

Cibao Central y Nordeste. En el Distrito

Nacional y Valdesia, el problema está en los

cesantes. Cabe señalar que no fue posible

detectar un patrón entre el desempleo y

alguno de sus componentes (cesantes y

nuevos)  por regiones.

El desempleo de las personas que ingre-

san al mercado de trabajo por primera vez a

nivel nacional y por regiones es un proble-

ma con sesgo femenino, ya que en las dife-

rentes regiones la cantidad de mujeres que

intentan ingresar al mercado de trabajo por

primera vez es casi cuatro veces superior al

desempleo de los hombres en la misma

situación, con un extremo en el Noroeste en

donde el desempleo femenino es más de 9.6

veces superior y un mínimo en el Distrito

Nacional (2.38 veces).

Igualmente ocurre con las cesantes

femeninas, que llegan a ser casi cuatro veces

más que los hombres, como acontece en El

Valle y el Este. 

Desempleo en los principales
municipios
El Distrito Nacional, Santo Domingo

Oeste, Santo Domingo Norte y Boca Chica

tenían un desempleo promedio durante

2006 superior a la media nacional (16.2%),

mientras que Santo Domingo Este y Santiago

tienen un desempleo inferior a la media. En

todos los municipios, el desempleo femeni-

no supera más del doble el desempleo mas-

culino, con excepción de Santo Domingo

Norte, que es 3.10 veces. (Cuadro V.14).   

V.7.1 Salarios
Los salarios ponen en evidencia nume-

rosos aspectos del funcionamiento del mer-

cado laboral. Las personas menos calificadas

estarán en desventaja para exigir una justa

retribución por su esfuerzo y condiciones

dignas de trabajo. También existen factores

culturales que limitan las oportunidades

laborales, como, por ejemplo, los roles asig-

nados en la vida pública y privada a los hom-

bres y a las mujeres en función de su géne-

ro, o la identificación de algunos tipos de

trabajo con un sexo exclusivamente (secre-

tarias mujeres, choferes hombres, gerentes

hombres). 
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Cuadro V.14 Desempleo en los principales municipios del país, 2006

Estrato

Total Hombres Mujeres

Total CesantesNuevos

Fuente: ODH/PNUD con base en ENFT 2006

Total Hombres Mujeres Total Hombres Mujeres

Distrito Nacional 18.6% 12.5% 25.5% 7.6% 5.1% 10.4% 11.0% 7.4% 15.1%

Santo Domingo Este 15.3% 10.2% 21.9% 5.7% 3.5% 8.5% 9.7% 6.7% 13.5%

Santo Domingo Oeste 17.9% 11.9% 25.8% 6.2% 3.8% 9.4% 11.6% 8.0% 16.4%

Santo Domingo Norte 18.5% 9.8% 30.5% 7.9% 3.8% 13.5% 10.6% 6.0% 17.0%

Boca Chica 17.7% 11.8% 26.2% 5.9% 3.7% 9.3% 11.8% 8.2% 17.0%

Santiago de los Caballeros 13.3% 8.5% 20.4% 5.5% 2.5% 9.8% 7.8% 6.0% 10.6%

Nacional 16.2% 9.2% 27.0% 7.6% 3.6% 13.8% 8.6% 5.6% 13.2%



Adicionalmente, existen diferencias de

poder entre los empleados y los empleado-

res, por lo que el Estado debe regular el

mercado para asegurar un justo trato y con-

diciones mínimas a la población trabajadora.

Asimismo, debe proporcionar a todas las

personas el acceso a una educación de cali-

dad y servicios adecuados de salud para evi-

tar que la pobreza se perpetúe.

El mercado de trabajo dominicano
No hay evidencias de que el funciona-

miento del mercado de trabajo se caracteri-

ce por barreras de entrada que expliquen la

escasez de empleo. En el caso dominicano,

el mercado funciona con bastante movili-

dad. Las regulaciones laborales no son res-

trictivas en cuanto a los ajustes del nivel de

salarios ante cambios del mercado. Según
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Cuadro V.15 Salarios mínimos vigentes a agosto 2007

Categoría de trabajador Resolución
Salario mensual

en pesos

Trabajadores que prestan servicios en empresas grandesa 7,360 1/2007

Trabajadores que prestan servicios en empresas medianasb 5,060 1/2007

Trabajadores que prestan servicios en empresas pequeñasc 4,485 1/2007

Trabajadores del campo, por jornada de 10 horas diarias 150 (por día) 1/2007

Vigilantes en empresas de guardianes privados 6,210 1/2007

Trabajadores que prestan servicios en hoteles, bares y restaurantes 5,575 2/2007
considerados grandesa

Trabajadores que prestan servicios en hoteles, bares y restaurantes 4,000 2/2007
considerados medianosb

Trabajadores que prestan servicios en hoteles, bares y restaurantes 3,600 2/2007
considerados pequeñosc

Trabajadores de la construcción y sus afines 3/2007

- no calificado 321.6 (por día)

- calificado 352.8 (por día)

- ayudante 414 (por día)

- operario de tercera categoría 537.6 (por día)

- operario de segunda categoría 613.2 (por día)

- operario de primera categoría 766.8 (por día)

- maestro de cada una de las áreas 966.0 (por día)

Trabajadores de asociaciones sin fines de lucro que prestan servicios de salud, 5,000 5/2006
rehabilitación y educación a personas con discapacidad

Trabajadores de zonas francas industriales 4,450 6/2004
2/2005

Trabajadores de zonas francas en las áreas económicamente deprimidas 3,600 6/2006

Operadores de máquinas pesadas del área agrícola  4/2005

- Recolección de algodón 1.00 (por saco)

- Recolección de arroz y maíz 4.00 (por saco)

- Recolección de sorgo 2.00 (por saco)

a Empresas grandes son aquellas cuyas instalaciones y/o existencias superan los 4 millones de pesos.
b Empresas medianas son  aquellas cuyas instalaciones y/o existencias superan los 2 millones de pesos y no exceden los 4 millones de pesos.
c Empresas pequeñas son  aquellas cuyas instalaciones y/o existencias son menores a 2 millones de pesos.

Fuente: Secretaría de Estado de Trabajo [www.set.gov.do]
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afirman el Banco Mundial y el Banco

Interamericano de Desarrollo (BID), los cos-

tos indirectos de la mano de obra en el país

están por debajo de los promedios de

América Latina45.

Los salarios mínimos
Los salarios deben reflejar la justa retri-

bución por el esfuerzo realizado y son la

principal fuente de ingresos de las familias

trabajadoras. Todas las resoluciones emiti-

das por la Secretaría de Estado de Trabajo

(SET), a través del Comité Nacional de

Salarios, para definir los salarios mínimos

que rigen en el país para los trabajadores y

trabajadoras de los diversos sectores, consa-

gran a los salarios como una fuente de crea-

ción de oportunidades46.

En el Cuadro V.15 se detallan los sala-

rios mínimos vigentes para algunas activida-

des de servicios, los cuales resultan muy

bajos para que los trabajadores, trabajadoras

y sus familias tengan un nivel de vida decen-

te. Por ejemplo, si comparamos el salario

mínimo de una persona que trabaje en una

empresa mediana (5,060 pesos) con el costo

de la canasta del consumidor nacional,

vemos que ni siquiera alcanza para cubrir el

costo de consumo de una familia del quintil

más pobre, que es 6,969 pesos (Anexo V.14).

De igual manera, una persona que tra-

baje en el sector rural, que gana 150 pesos

por jornada de 10 horas de trabajo, obtiene

al mes 3,750 pesos por 25 días de trabajo.

Con este ingreso sólo podría afrontar el

pago del 54% del valor de la canasta del con-

sumidor del quintil más pobre. En todos

estos casos, nos referimos a los trabajadores

y trabajadoras que pertenecen al sector for-

mal de la economía. 

En definitiva, los salarios mínimos esta-

blecidos por la Secretaría de Estado de

Trabajo son insuficientes para garantizar la

subsistencia mínima de las personas trabaja-

doras y sus dependientes. Sobra decir que

tampoco otorgan a las familias las oportuni-

dades para alcanzar otras libertades. 

V.8 Hacia una nueva ruralidad
La agricultura constituye la actividad

sectorial de mayor impacto en el territorio

dominicano. La mayor parte de las tierras

del país se dedican a actividades agropecua-

rias y forestales. Entre ellas tienen particular

importancia las zonas cañeras, las cuales

ocupan el 9% del territorio nacional, siendo

una de las actividades sectoriales que ocu-

pan mayor proporción del territorio nacio-

nal. Para el año 2003, ocho provincias con-

centraban el 84% de toda el área dedicada a

este producto47.

El cultivo de la caña fue por mucho

tiempo el soporte del desarrollo agrícola y

agroindustrial del país, así como parte

importante de la dinámica de la economía

nacional. Sin embargo, en términos de terri-

torio, su impacto no fue solamente como

actividad económica, sino que alrededor de

las plantaciones se creó un modo de vida

que impactó significativamente el entorno

sobre la base del uso de personas traidas de

Haití que vivía en condiciones de extrema

pobreza, lo cual no favoreció la tecnificación

de la producción, sino que, por el contrario,

se fundamentó en el aprovechamiento de

una mano de obra no calificada y barata. 

Para discutir y analizar la nueva rurali-

dad en República Dominicana, el Equipo

Coordinador del Informe sobre Desarrollo

Humano 2008, junto con la Secretaría de

Estado de Agricultura (SEA), la Organización

de Naciones Unidas para la Agricultura y la

Alimentación (FAO) y el Instituto Tecnoló-

gico de Santo Domingo (INTEC), convoca-

ron, en noviembre de 2006, a un Foro de

Desarrollo Humano para discutir amplia-

mente sobre la nueva ruralidad en República

Dominicana y su relación con el desarrollo

humano48. La cuestión básica que guió el
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Recuadro V.2 Conclusiones del Foro sobre “Nueva ruralidad en República Dominicana y desarrollo humano. La nueva
ruralidad: ¿sigue siendo la parte atrás de lo urbano o es una oportunidad para el desarrollo humano?” 

¿Qué es lo rural?

El Foro discutió los conceptos de “ruralidad”, “espacio rural” y “campo”, los
cuales se definen como negación de algo o como expresión de atraso. Esto coin-
cide con la definición de la Real Academia de la Lengua Española de la palabra
“rural” como sinónimo de “inculto y tosco”. También se recurre a definiciones
arbitrarias para distinguirlo de lo “urbano”. En República Dominicana basta un
decreto para convertir a una población de rural a urbana. En el Foro se generó
el consenso sobre la necesidad de definir lo rural como zonas de espacios abier-
tos, con fuertes vínculos interpersonales, en las cuales hay estrechas relaciones
entre los recursos naturales, principalmente la tierra y las actividades producti-
vas. Partiendo del enfoque de capacidades, Pedro Juan del Rosario, analiza la
evolución histórica de la ruralidad dominicana. Indica que el desplazamiento de
la pequeña producción ha implicado una crisis en la población, en la produc-
ción, en la gestión de los recursos naturales y en la articulación social. Estos
cambios han conducido a la sobreexplotación de los recursos naturales, la
degradación de los suelos, el déficit en el suministro alimentario doméstico y
han provocado un dramático cambio en la relación familia-tierra y en la vida de
las comunidades, impulsando las migraciones y profundos cambios culturales.
La pobreza se ha convertido en la nota más característica de dicho cambio, lo
que ha abierto el espacio a un cuerpo teórico conocido como “nueva ruralidad”,
que es un intento de abordar las condiciones de vida de la gente en un nuevo
contexto internacional globalizado (con mayor articulación entre mercados loca-
les, regionales y mundiales). 

La equidad en el espacio rural dominicano

Las expresiones de inequidad en las condiciones de vida (ingresos, servicios
públicos, patrones demográficos, migraciones y condiciones de vida de las muje-
res) en las zonas rurales son por lo regular resultado de desequilibrios territo-
riales a favor de los asentamientos urbanos. El análisis empírico de las condicio-
nes de vida en las áreas rurales dominicanas presenta algunas mejorías en las
últimas décadas. No obstante, sigue siendo en todos los casos inferior al prome-
dio nacional y muy por debajo de la situación en los asentamientos urbanos.
Como lo señala Isidoro Santana, los niveles de ingresos muestran una marcada
disparidad. La mitad de los hogares del primer decil de ingresos residen en el
área rural, pero apenas el 25% de los del decil de más altos ingresos. En los últi-
mos años los ingresos promedios en las ciudades han sido entre 1.5 y 2.4 veces
los ingresos promedios del campo. 

En lo concerniente al mercado laboral, se destaca que menos de la mitad
(41.5%) de los empleos en el campo es en la agricultura. Apenas el 33.8% de las
mujeres campesinas participa en actividades económicas remuneradas, contra
un 51% en la zona metropolitana y un 42% en otros centros urbanos del país.

En lo concerniente al acceso a la infraestructura y servicios públicos, sólo la edu-
cación básica exhibe una leve desventaja para las ciudades. No obstante, no hay
diferencia en la cobertura en el acceso a la educación y a los servicios de salud.
Agudas asimetrías territoriales se observan en las condiciones de la vivienda,
servicios de agua potable y electricidad, y en el uso de combustibles sólidos (leña
y carbón). Las inequidades que se expresan no han sido debidamente enfrenta-
das por las políticas públicas. 

Fátima Portorreal analiza la sociodemografía de la zona rural. Destaca la dismi-

nución relativa, pero no absoluta, de la población rural, la predominancia de los
hombres frente a las mujeres (107.9 hombres por cada 100 mujeres). La tasa
de fecundidad rural mayor que la urbana (3.3 hijos/as por mujer de frente a 2.8
hijos/as), un mayor porcentaje de hogares nucleares en el campo que en el resto
del país, aunque se observa una diferencia cualitativa importante, puesto que las
estructuras nucleares monoparentales responden a estructuras expandidas al
favorecer la  integración de otros miembros de la familia o vecinos. 

En las zonas rurales todavía predominan prácticas de apoyo mutuo y coopera-
ción, que se sustentan en experiencias de reciprocidad y en patrones que favo-
recen el apoyo familiar a mujeres sin consorte y en cierta forma alivian la situa-
ción crítica de empobrecimiento. El fenómeno migratorio, sin ser exclusivo del
desplazamiento campo ciudad, ha repercutido de forma evidente en la constitu-
ción del espacio rural en el país y de las familias. 

Luz Adelma Guillén analiza la situación de la mujer rural y las diferentes apro-
ximaciones desde las instituciones públicas. Destaca las serias limitaciones de
las mujeres para acceder a activos productivos. Las cifras oficiales dan cuenta de
un reducido número de mujeres como propietarias de predios, siendo éstas sis-
temáticamente marginadas de los procesos de reforma agraria. El problema se
hace más complejo dada la inexistencia de estadísticas diferenciadas por género
y el sesgo patriarcal de quienes diseñan los instrumentos para recoger la infor-
mación. En lo referido al crédito, en los años en que se reportan los datos clasi-
ficados por género, los préstamos canalizados a mujeres representan menos del
3% de la cartera del Banco Agrícola.

En las labores no agrícolas continúa la exclusión de las actividades consideradas
“para hombres”. Es el caso de construcción, transporte, administración pública y
cuerpos castrenses, donde la presencia femenina no llega al 10%. Luz Adelma Gui-
llén  analiza las iniciativas para fortalecer a la mujer en las políticas de desarrollo
rural, sin que se haya alterado de forma significativa el patrón de desigualdad. 

La eficiencia productiva en el campo

Juan José Espinal aborda la dimensión productiva del campo desde el enfoque
de desarrollo humano. Destaca el aporte general a la economía, reconociendo la
disminución en el aporte al PIB, que ha llegado a significar el 11.7% (2004). El
análisis de lo que se reconoce como la contribución ampliada, arroja una reali-
dad diferente, al estimarse el aporte superior al 25%. El crecimiento de los
bienes y servicios agropecuarios en las últimas tres décadas muestra un prome-
dio anual del 2.5%, mientras el crecimiento total de la agricultura fue del 5.5%.
Más allá de los valores numéricos, los cambios más significativos de los últimos
dos años lo representan el desplazamiento de la agricultura por la pecuaria
como la actividad de mayor peso en el sector. Esta tendencia resultó más aguda
en 2005 cuando el subsector ganado creció un 17%, mientras la producción
agrícola decreció un 2%. En toda Centroamérica y el Caribe, apenas Costa Rica
tiene un mayor valor agregado por trabajador que República Dominicana. En
cuanto a las economías rurales, en la actualidad se reconoce que están insertas
en el proceso de globalización, a pesar de ser el sector de mayores limitaciones
para articularse a las disciplinas comerciales, tanto a nivel doméstico como en
la mayoría de los países del mundo. El proceso de apertura crece al interior del
sector agropecuario y las influencias de esta apertura marcan el rumbo de la
dinámica agrícola y de la economía global. 



debate fue si la nueva ruralidad sigue siendo

la parte atrás de lo urbano o si es una opor-

tunidad para el desarrollo humano. Las pre-

sentaciones de ese debate y las conclusiones

generales fueron publicadas en forma de

libro y complementan este informe. El

Recuadro V.2 presenta un resumen de las

ponencias allí presentadas. 

La definición de la población rural
El análisis parte de la definición usada

en República Dominicana de lo que es

población rural. Toda población ubicada en

cabeceras de municipios y de distritos muni-

cipales se considera urbana y, por diferencia,

la parte restante es rural. 

Esta definición tiene múltiples inconve-

nientes, principalmente porque no distin-

gue entre los tamaños de las aglomeraciones

humanas ni criterios como disponibilidad de

infraestructura o servicios, ni mucho menos

la estructura económica ni las relaciones

económicas y sociales. Pero la más impor-

tante limitación que tiene es que con fre-

cuencia las y los habitantes de un  lugar cam-

bian de ser considerados “rurales” a “urba-

nos” por una simple disposición administra-

tiva, sin que haya cambiado ninguno de los

atributos que suelen definir tal condición.

Esto se produce por la ligereza con la que se

cambia la denominación de demarcaciones

geográficas, las cuales pasan sucesivamente

de parajes a secciones, de secciones a distri-
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Recuadro V.2 cont. Conclusiones del Foro sobre “Nueva ruralidad en República Dominicana y desarrollo humano. La nueva
ruralidad: ¿sigue siendo la parte atrás de lo urbano o es una oportunidad para el desarrollo humano?” 

Entre las nuevas vinculaciones posibles para la zona rural en el país se encuen-
tra el turismo (ecoturismo, turismo rural) y la producción agropecuaria. El DR-
CAFTA tendrá implicaciones en los esquemas institucionales y se prevén cam-
bios en los precios de bienes e insumos y, eventualmente, en los precios del tra-
bajo y la tierra agrícola, así como resultados diferenciados por grupos de pro-
ductos. En las frutas y vegetales, el acuerdo puede tener efectos dinámicos. Los
granos básicos (arroz, habichuelas y maíz) se reconocen como perdedores
netos. Algunos productos tienen ventajas comparativas (café, cacao, tabaco y
cultivos con mercados especiales como orgánicos y comercio justo). Por últi-
mo, se encuentran aquellos con “fuertes limitaciones”, que son los rubros
pecuarios. 

Además de las limitaciones del comercio agrícola internacional generadas por
las políticas proteccionistas de los países desarrollados, hay factores internos
con un marcado efecto negativo en el comportamiento del sector agropecuario
dominicano. Dentro de estos factores cabe mencionar: a) la desarticulación de
la política sectorial; b) la ineficiencia institucional en la ejecución de proyectos
de desarrollo agropecuario y forestal; c) la baja productividad de algunos rubros,
debido a la  falta de innovación tecnológica;  d) el deterioro de los recursos natu-
rales y del patrimonio, la reducción de la  cobertura forestal y la salinización de
los suelos irrigados, y e) los impactos negativos de las políticas macroeconómi-
cas implementadas en el país durante los últimos tres decenios. 

El  empoderamiento de las comunidades y actores/as rurales

José Horacio López ofrece una lectura crítica en torno al papel de la intervención

del Estado porque no ha promovido el protagonismo de los actores del campo ni
ha hecho prevalecer sus intereses. Las políticas públicas han favorecido proce-
sos de extracción de excedentes y de subordinación de las comunidades campe-
sinas, generando situaciones de desapoderamiento de las mismas, destacando
que ha prevalecido el interés por favorecer procesos extranacionales y elitistas.
En ese tenor, sobresale el impulso de la legislación agraria basada en el Sistema
Torrens, la ejecución de políticas con sesgo antiagrícola de industrialización sus-
titutiva, la promoción de los paquetes tecnológicos de la revolución verde, entre
otras. Estas políticas quiebran dinámicas propias de las comunidades campesi-
nas, mientras las estructuras burocráticas se han utilizado para generar proce-
sos de cooptación del campesinado mediante prácticas clientelistas de diversa
índole. En lo productivo, el interés ha sido proveer alimentos baratos para los
sectores populares de los centros urbanos. La intervención de los gobiernos
municipales no presenta todavía cambios significativos y se limita a la figura
anacrónica del alcalde pedáneo y una que otra obra de infraestructura para el
ocio. El gran desafío es convertir las instituciones públicas con incidencia en el
campo en promotores de la autogestión comunitaria. El cambio exigido deman-
da, más allá de una reforma en el sector público, un nuevo contrato social con
el campo. 

Cualquier estrategia de gestión territorial en el campo deberá incluir la diversi-
ficación de las actividades económicas. La dependencia de la agricultura de la
zona rural disminuye las alternativas laborales, crea una mayor presión sobre
los recursos naturales y desestima las enormes ventajas asociadas al eslabona-
miento con otros sectores productivos. En fin, el gran desafío es colocar el
campo dominicano en la agenda nacional. 

Fuente: ODH/PNUD



tos municipales para después ascender a

municipios e incluso a capitales provincia-

les. En el Anexo V.15 se resumen  diferentes

criterios para definir la ruralidad en algunos

organismos internacionales. 

La nueva ruralidad
Los cambios provocados por la globali-

zación y la urbanización han desdibujado la

identidad entre lo sectorial agropecuario y

lo rural. En efecto, el ingreso de los hogares

rurales proviene de actividades no agrícolas

en proporciones cada vez mayores, una cre-

ciente proporción de las personas que traba-

jan en la agricultura tienen residencias urba-

nas y muchos de los empleos rurales no

agrícolas no guardan relación significativa

con la agricultura, sino que crecen estimula-

dos por nuevas demandas de consumo de la

población urbana49. También una parte cre-

ciente de la actividad agropecuaria ocurre

en las zonas urbanas, en lo que se denomina

“agricultura urbana”. El resultado ha sido

una “nueva ruralidad”.  

Algunas cifras ilustran esta nueva reali-

dad, según reportaba el Banco Mundial y el

Banco Interamericano de Desarrollo (BID)50

en 1997, el 40% de las y los trabajadores

rurales se dedicaban a actividades no agríco-

las, tales como el transporte, las zonas fran-

cas, el comercio y el turismo; este porcenta-

je aumentó al 70% en 2004. Esta situación

refleja la segmentación del mercado laboral

rural, caracterizado por un sector rural no

agrícola más dinámico y mejor pago, aunque

bastante heterogéneo, y el sector agrícola

deprimido y de menor remuneración. 

Según muestra el informe del Banco

Mundial y el BID, las y los trabajadores rura-

les con mayor nivel educativo, en grupos de

edad intermedia, mujeres, y que residen

próximos, a áreas urbanas y a municipalida-

des con zonas francas, tienden a dedicarse a

actividades no agrícolas y ganan un 37%

más que los agricultores en empleos de baja

remuneración, y entre un 15% y un 20%

más que en empleos de remuneración

media o elevada. Muchas personas que se

dedican a la agricultura permanecen atrapa-

dos en actividades de baja remuneración

debido a su carencia de destrezas mínimas

(88% sólo tiene educación primaria), su ele-

vada edad (la mitad tienen más de 40 años)

y a la insuficiencia de inversiones comple-

mentarias en infraestructura básica en las

zonas rurales. 

Estas evidencias confirman en parte las

conclusiones del Foro de Desarrollo Huma-

no sobre la nueva ruralidad, en cuanto a que

han variado los múltiples elementos estruc-

turales que conforman  la ruralidad. 

¿Qué elementos diferentes incorpora la

nueva ruralidad? Del Rosario51 los resume

en los siguientes aspectos: 

• Inserción cada vez mayor de las econo-

mías rurales en el proceso de globaliza-

ción, diluyendo las fronteras y diferen-

cias entre el mercado (local, regional,

nacional y global). 

• Creciente fusión entre las áreas rurales y

urbanas en algunas zonas y en otros pro-

blemas de despoblación.

• Reorientación de la producción agrícola

hacia productos exportables (nichos) o

para la actividad turística. 

• Aumento del peso de las actividades no

agrícolas en las zonas rurales. 

• Mayor dificultad de las sociedades rura-

les para ajustarse a las imperfecciones de

los mercados (financieros, de tecnología,

información, trabajo y tierra), las cuales

se ponen al descubierto con el proceso

de liberalización.

• Ausencia de instituciones públicas para

dar soporte a estas nuevas dinámicas, en

donde lo agropecuario no es lo mismo

que lo rural. 
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• Nuevas demandas sobre el espacio rural:
objetivos ambientales, necesidad de faci-
lidades de recreación y presión de las
áreas urbanas densamente pobladas,
entre otras. Una de las tendencias más
importantes es la que tiene que ver con
el aprovechamiento de las ventajas paisa-
jísticas de los territorios (turismo verde,
etiquetaje de productos, denominación
de origen), ecológicas (biodiversidad) y
sociales.

Para este informe la “nueva ruralidad”
refleja una modificación de la  construcción
social del espacio rural que es dinámica,
multidimensional, heterogénea y territorial,
pero abierta52.

¿Por qué una nueva visión de lo rural?
Porque las inequidades entre los urbano y lo
rural en República Dominicana no se han
podido reducir53. Según el Censo 2002, el
36% de la población vive en zonas rurales, si
le descontamos el Distrito Nacional, que
“por definición es urbano”, el 41% vive en
zonas rurales, pero la mitad de las personas
pobres vive en las zonas rurales (51%); es
decir, la pobreza rural es un 24% superior a
lo que le correspondería si estuviera equita-
tivamente distribuida en ambas zonas. En
todas las provincias, la intensidad de la
pobreza rural54 es mayor al Índice de Equi-
dad, con excepción de Santo Domingo y
Peravia, y en 10 provincias está por encima
del promedio nacional. En el largo plazo, las
acciones encaminadas a corregir la situación
de inequidad en la ruralidad no han tenido
efectos satisfactorios en las últimas tres
décadas (Gráfico V.8). 

Esta situación plantea la necesidad de
nuevos instrumentos de política, una forma
diferente de intervenciones, dado que las
dinámicas que explican la pobreza rural se
han modificado, llevándonos al contexto de
la nueva ruralidad. Ya no se puede seguir
haciendo lo mismo porque sencillamente la
naturaleza de lo rural cambió. La ruralidad va
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Fuente: ODH/PNUD

Gráfico V.8 Índice de Intensidad de Pobreza Rural, 2002
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más allá de lo agropecuario, refleja un modo
de vida55.

Es necesario superar el aparato ideológi-
co de las “sociedades modernas”, que conti-
núan asociando lo rural con la expresión de
lo salvaje, tradicional y atrasado, y, por otro
lado, lo urbano es lo civilizatorio, avanzado y
desarrollado56.

Hay que reconocer que existe un poten-
cial en el medio rural para el desarrollo. Hay
un acervo de capital físico, cultural, natural,
humano y social que, acompañado de inicia-



tivas novedosas, tanto tecnológicas como or-

ganizativas, puede generar procesos de em-

poderamiento de los actores sociales y eco-

nómicos orientado al mejoramiento en la

distribución del ingreso nacional, la supera-

ción de la pobreza y la participación ciudada-

na. Se hace necesario potenciar una cultura

agrícola y rural que permita la conservación

de la biodiversidad y los recursos naturales.

Finalmente, señalar la creciente impor-

tancia del desarrollo focalizado en unidades

territoriales. El territorio o dimensión espa-

cial está adquiriendo mayor importancia en

la formulación y ejecución eficaces de las

políticas de desarrollo, acompañadas de

procesos de descentralización, democratiza-

ción, autonomía municipal y desarrollo local

con un enfoque participativo. Esto supone

el desarrollo de acciones afirmativas para

visibilizar y apoyar la participación de las

mujeres y jóvenes y otros grupos excluidos

de la toma de decisiones en el desarrollo na-

cional desde lo rural.

En resumen
Una estrategia de enfoque territorial

para el desarrollo rural supone cambios en

la visión al pasar de un enfoque del pequeño

productor al de la familia rural ampliada, del

empleo agrícola al multiempleo, de una polí-

tica agrícola genérica a políticas diferencia-

das de acuerdo a tipos de unidades familia-

res, de la producción agrícola a los encade-

namientos de ésta con la agroindustria y los

servicios, de la antítesis entre mercado/Esta-

do como mecanismo de regulación a la re-

construcción de las instituciones como me-

diadoras entre la sociedad civil, el Estado y el

mercado. Es el  transitar de la finca y la co-

munidad, a la microregión, de políticas

homogéneas a diferenciadas, de eludir la

necesidad del acceso a la tierra a incluirlo

junto a otros recursos, del agricultor jefe de

familia como sujeto a las familias entendida

desde una perspectiva de género. 

V.9 El proceso de urbanización
El área poblada de República Domi-

nicana se estimaba en 2003 en 701.4 kilóme-

tros cuadrados, lo que representaba el 1.6%

del territorio. Esto significó un notable

incremento con respecto al estudio de 1996,

según el cual las áreas pobladas sólo repre-

sentaban el 0.82% del territorio. En el

Cuadro V.16 se aprecia que las provincias

con mayor cantidad de kilómetros cuadra-

dos poblados son Santo Domingo, Santiago

y el Distrito Nacional, que en conjunto

representan el 51.6% del territorio poblado

del país, evidenciando la gran concentración

del territorio poblado.

El proceso de urbanización del país ha

avanzado de manera firme en los últimos 50

años. Han convergido diferentes circunstan-

cias que han ido modelando ese proceso y

que están asociadas a la dinámica económica.

El impulso
La mayor aceleración se registró duran-

te la década del 70 cuando se ejecutó, tardía-

mente comparado con América Latina, una

política deliberada de desarrollo industrial y

urbano. Esta política fue acompañada con

un agresivo programa de inversiones públi-

cas en los centros urbanos, al tiempo que se

congelaba el salario por casi una década a

partir de 1966. La contraparte de controlar el

salario fue mantener los precios de los pro-

ductos agrícolas bajos e intervenidos57.

Al mismo tiempo se mantuvo una im-

portación de alimentos subsidiados58 de

Estados Unidos y durante las décadas del 70

y 80 el tipo de cambio estuvo sobrevaluado a

través del sistema múltiple59. A largo plazo

estos mecanismos contribuyeron a descapi-

talizar a las actividades agrícolas y a empobre-

cer las zonas rurales.  

En los 70, la población urbana creció un

5.5%,  más de un 80% superior al promedio

nacional y seis veces superior al crecimiento
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de la población rural. El aumento de la

población urbana (1.3 millones) fue el doble

del incremento de la misma población en

década del 70 (663 mil) y Santo Domingo

concentró casi la mitad del aumento de la

población total y de la urbana60, elevando la

participación de ésta en la población total de

un 20.3% a 27.8%. En el tiempo, esta década

concentra casi un tercio de los 2.7 millones

de personas en que aumenta la población

total de Santo Domingo entre 1960-2002,

desempeño que nunca fue superado en nin-

guna otra década del período (Anexo V.23).

El resultado en términos de la dinámica

de población fue una inmigración neta hacia

Santo Domingo. El 86.8% del total que inmi-

gró en la década del 60 y el 84.8% en la déca-

da del 70 se dirigió a la zona metropolitana

de Santo Domingo.  

Las crisis en la década de los 80
Durante los 80, el área rural se mantuvo

abandonada; en parte por los ajustes macro-

económicos de la primera mitad de la déca-

da, asociado al cambio del modelo hacia la

economía de servicios, y, en parte, por la

misma política del Dr. Balaguer, quien acele-

ró la construcción de infraestructura urbana

en el segundo quinquenio de la década.

Todo ello contribuyó al empobrecimiento

relativo del campo y al movimiento de la

población hacia las ciudades. Durante este

período la población aumentó en 1.7 millo-

nes de personas, de los cuales el 69% se

ubicó en la zona urbana y el 31% en la zona

rural.

Por otra parte, según los registros del

Censo 1993, se modifican algunas tenden-

cias:

a) Se desacelera el crecimiento urbano. 

b) Se mantiene la concentración de la po-

blación en Santo Domingo, pero a un

ritmo inferior. Del 1.7 millones de

aumento de la población total, el 37% va
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SD 193.3 14.9% 26.1%
Stgo 106.4 3.8% 14.3%
DN 82.8 90.4% 11.2%
SC 32.8 2.6% 4.4%
LA 30.5 1.0% 4.1%
PP 29.3 1.6% 3.9%
LR 23.7 3.7% 3.2%
SPM 22.9 1.8% 3.1%
Bar 18.8 1.2% 2.5%
Dua 17.4 1.1% 2.4%
LV 17.3 0.8% 2.3%
Val 16.9 2.1% 2.3%
MN 13.7 1.4% 1.8%
SJ 13.2 0.4% 1.8%
Az 12.9 0.5% 1.7%
Esp 12.9 1.6% 1.7%
MC 11.7 0.6% 1.6%
Per 11.1 1.4% 1.5%
SRam 8.8 0.7% 1.2%
HM 8.3 0.6% 1.1%
Bao 7.5 0.6% 1.0%
MTS 7.4 0.6% 1.0%
Sal 6.5 1.5% 0.9%
Ind 6.2 0.4% 0.8%
MP 4.6 0.2% 0.6%
Daj 4.6 0.5% 0.6%
SRod 4.5 0.4% 0.6%
SJO 3.4 0.4% 0.5%
EP 3.3 0.2% 0.5%
Sam 3.3 0.4% 0.4%
ES 3.2 0.2% 0.4%
Ped 2.4 0.1% 0.3%
Total 741.5 1.6% 100.0%

Cuadro V.16 Superficie poblada por provincia 
en km2 y porcentaje del total, 2003 

Provincia
Zona 

poblada 
(km2)

Distribución del
territorio poblado

por provincia

Territorio poblado en 
el territorio total de la

provincia

Fuente: ODH/PNUD con base en SEMARN

a Santo Domingo; es decir, 10 puntos
porcentuales menos de lo acontecido en
la década pasada.

c) Durante este decenio, Santo Domingo
se convierte en la provincia con mayor
población rural.

d) Nueve provincias tienen un crecimiento
negativo en la población rural: San José
de Ocoa, San Pedro de Macorís, La
Altagracia, Barahona, Elías Piña, Monte
Plata, Santiago Rodríguez, San Juan y
Duarte.



Los 90, la economía de zonas francas
y turismo
En la década de los 90 cambia el escena-

rio urbano con la consolidación de la econo-
mía de servicios y la creación de nuevos
polos de atracción de población. 

La dinámica de acumulación fue gene-
rando mejores oportunidades de ingresos y
empleo en las zonas urbanas, pero sobre
todo creando un entorno de mejores servi-
cios sociales e infraestructuras básicas, aun-
que con desbalances por ciudades y al inte-
rior de las ciudades y provincias, lo cual
constituyó un factor fundamental en el pro-
ceso de atracción de flujos migratorios.

En la década del noventa se aprecian
nuevas tendencias de la población: 

a) Durante este decenio la población total
aumenta 1.3 millones de personas; esto
resulta de que la población urbana
aumentó en 1.4 millones y la rural se
redujo de 100 mil personas.

b) Por primera vez, ocho provincias dismi-
nuyen su población total, registrando
un crecimiento negativo: Bahoruco,
Dajabón, El Seibo, Sánchez Ramírez,
Salcedo, San Juan, Santiago Rodríguez y
Elías Piña.

d) Se redistribuye el incremento de pobla-
ción en un número mayor de provin-
cias. Es decir, cinco provincias61 registra-
ban un incremento de población casi
igual que Santo Domingo. 

e) En 18 provincias se registró un creci-
miento negativo en la población rural:
Valverde, Bahoruco, Hato Mayor, Daja-
bón, El Seibo, Barahona, Sánchez Ramí-
rez, San Juan, San José de Ocoa, San-
tiago Rodríguez, Duarte, María Trinidad
Sánchez, Monte Plata, Azua, Elías Piña,
Pedernales, Salcedo y La Vega.

f) Del total que inmigró, el 57% fue a pro-
vincias que emergían como pilares de

las nuevas actividades económicas: el
17.9%, a Santiago; el 12.7%, a San Pedro
de Macorís; el 11.2%, a La Altagracia; el
9.4%, a San Cristóbal; y el 5.9%, a La
Romana. 

En resumen
En las últimas cuatro décadas, la pobla-

ción se multiplicó por 2.7, concentrándose
principalmente en Santo Domingo, aunque
se registra una tendencia a desconcentrarse
en la década de los noventa, siendo la déca-
da de los setenta cuando se produce la
mayor concentración relativa en Santo
Domingo. Destaca el aumento sostenido de
San Pedro de Macorís, que es la segunda
provincia que más multiplica su población
desde 1960. 

La provincia de Santiago conserva su
posición como la segunda más poblada,
mantiendo relativamente constante su parti-
cipación en la población total (9% a 10%).
En la década de los 90, por primera vez,
algunas provincias registran disminuciones
absolutas de población, mientras que las
provincias de Santiago, La Altagracia, La Ro-
mana y San Pedro de Macorís explican un
tercio del aumento de la población total. 

V.9.1 Las ciudades en transición
Hoy, con el proceso de globalización, las

ciudades están en transición hacia un orde-
namiento en redes que crea nuevos vínculos
sobre la base de permitir la comunicación
instantánea entre espacios distantes, orde-
nando los procesos de producción, en
donde lo importante es estar dentro de la
red sin que sea relevante la ubicación física.

No obstante, en sociedades tan desigua-
les como la dominicana, las ciudades son la
expresión de la dinámica de la desigualdad y
los barrios marginados no son una expre-
sión física de la ocupación del espacio, sino
el resultado de la ausencia de desarrollo hu-
mano y parte de la mecánica social que crea
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riqueza reproduciendo pobreza. Así, los pro-
cesos de crecimiento urbano sin la debida
reglamentación para proteger a los sectores
más vulnerables y la conversión desenfrena-
da de suelo agrícola en edificable, por parte
del capital inmobiliario, se convierten en
una fuente de exclusión social potenciada
que bloquea el desarrollo humano. 

En tal sentido, el tratamiento de lo local,
y de manera específica, las ciudades, como
Santo Domingo62, como unidad político-ad-
ministrativa de la región donde está radica-
da; Santiago63, para región Noroeste; San
Francisco64 de Macorís, para la región
Nordeste; Higüey, para la región Este, y
Barahona, para la región Sur, por la jerarquía
que tienen en la división político-administra-
tiva del país, hace que su administración
sobrepase los límites de sus autoridades
locales y, sin menoscabo de la legal y legítima
soberanía de éstas sobre su territorio, la ges-

tión de estas ciudades se convierte en un
tema nacional en la que debe involucrarse el
gobierno central.  

¿Cómo han crecido las ciudades en el
país? Una mirada en el tiempo de las 16 ciu-
dades que en 2002 tenían más de 50 mil
habitantes refleja que: 

1) El número de ciudades con una po-
blación superior a 50 mil habitantes se
cuadruplica entre el censo de 1970 y
1981, pasando de dos a ocho ciudades.
Se multiplica por 1.9 veces entre 1981 y
1993, llegando a 14, y en la década si-
guiente solamente dos nuevas ciudades
alcanzan los 50 mil habitantes. La pobla-
ción total de estas 16 ciudades pasa de
700 mil personas, en 1960, a 4 millones
en 2002 (Cuadro V.17). 

2) Estas 16 ciudades han mantenido una
participación relativamente constante
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Santo Domingob 369,980 668,507 1,297,892 1,609,966 2,148,261

Santiago 85,640 155,240 260,371 365,463 507,418

San Pedro de Macorís 21,820 42,680 78,653 124,735 193,713

La Romana 22,310 38,281 89,130 140,204 191,303

San Cristóbal 16,580 26,332 57,793 88,605 137,422

San Francisco de Macorís 27,050 44,271 64,721 108,485 122,179

Puerto Plata 18,530 32,080 43,657 89,423 112,036

Higüey 10,560 21,946 32,167 54,832 103,502

La Vega 19,830 30,466 52,756 87,162 98,386

Barahona 20,270 36,501 50,172 62,354 74,958

Bonao 12,090 20,744 45,161 69,672 72,821

San Juan 21,630 34,049 48,308 61,690 70,969

Baní 14,570 23,563 37,254 47,655 61,864

Haina 6,180 10,489 32,693 69,260 61,400

Moca 14,710 22,350 33,199 50,449 59,174

Azua 12,600 16,716 31,257 46,695 56,453

Total 694,350 1,224,215 2,255,184 3,076,650 4,071,859

En % población total urbana 75% 77% 78% 75% 75%

Cuadro V.17 Población censada por ciudades a dominicanas, 1960-2002

Ciudad 1960 1970 1981 1993 2002

a Corresponde a la población urbana de los municipios.
b Para poder comparar la población en el tiempo, Santo Domingo corresponde a la población urbana de lo que hoy se conoce como la provincia   

y el Distrito Nacional juntos.  

Fuente: ODH con los diferentes Censos de la ONE



en la población urbana total en el orden

de 76%. 

3) La convergencia en tamaño entre las ciu-

dades se ha mantenido constante entre

1960 y 2002. 

4) El aumento más importante de pobla-

ción en las principales ciudades se pro-

dujo en la década de los 70, mientras

que en seis ciudades el aumento fue en

la década de los 80 (Haina Puerto Plata,

San Francisco de Macorís, La Vega, Moca

y Azua). 

Finalmente, seis ciudades registraron su

mayor crecimiento en la década del no-

venta. En efecto, más de la mitad del

aumento de la población de Higüey se

produjo en la última década, las dos

quintas partes de San Cristóbal y San

Pedro de Macorís, y la tercera parte de

ciudades como Santiago, La Vega, Moca,

Baní y Puerto Plata (Anexo V.16).

5) La concentración de la población es tal

que el área Metropolitana de Santo Do-

mingo es 4 veces el tamaño de Santiago;

11 veces más grande que el tercer y

cuarto municipio; 16 veces superior a

San Cristóbal; 18 veces el tamaño de San

Francisco de Macorís, y así sucesivamen-

te. En el caso de la segunda ciudad, San-

tiago es 2.6 veces superior al municipio

urbano que le sigue, San Pedro de Ma-

corís, y 2.7 veces el tamaño de La Ro-

mana (Gráfico V.9).

V.10 Lo urbano
La experiencia del crecimiento de las

ciudades en el país ha sido el desorden, el

crecimiento sin planes, en forma segmenta-

da, ciudades sucias, sin servicios públicos,

peligrosas, incómodas, tensas65; con un caos

vial en donde se buscan soluciones indivi-

duales y caras a problemas colectivos: el

motoconcho, la ocupación de los espacios

públicos, la planta eléctrica, el inversor, el

“wachiman”, el tinaco y la cisterna, la cons-

trucción ilegal, la falta de deslinde, etc. Por

supuesto, las personas pobres no tienen la

posibilidad de la individualización de los ser-

vicios y la norma es la carencia total66. En los
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Gráfico V.9
Veces que supera la población urbana de Santo Domingo y Santiago 
a los demás municipios urbanos, 2002

Fuente: ODH/PNUD en base a ONE
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barrios de la clase media y alta se sustituyen

casas individuales por torres de apartamen-

to con la misma infraestructura vial y de ser-

vicios, sin que ninguna autoridad ponga

límites, mientras muchas salas capitulares de

ayuntamientos se convierten en mercados

de clientelas políticas y compras de volunta-

des. Las ciudades se convierten así en espa-

cios agresivos, sucios y reservorio de perso-

nas pobres. 

Las 16 ciudades más grandes del país,

que representaban el 75% de la población

urbana en 2002, concentraban el 63% de la

población pobre urbana y el 43% de la

población en extrema pobreza urbana. En 10

ciudades (Barahona, Azua, Baní, San Juan, La

Romana, San Pedro de Macorís, Higüey, San

Cristóbal, Bajos de Haina y San Francisco de

Macorís) se registraba una intensidad de la

pobreza superior a la intensidad media urba-

na a nivel nacional (34.6%). Aunque la inten-

sidad de la pobreza de las 16 ciudades en

conjunto es menor (29.2%) a la media urba-

na nacional (Cuadro V.18).

Estos promedios esconden situaciones

extremas. En los barrios periféricos urbanos

la pobreza es mucho más intensa que los

promedios nacionales, más hacinamiento y

concentración de la población, con un ros-

tro más descarnado, más propenso a la inse-

guridad ciudadana. 

V.10.1 Índice de Servicios Públicos
Urbanos (ISPU)

El Índice de los Servicios Públicos Urba-

nos (ISPU) mide el nivel de acceso de los

hogares a los servicios públicos más básicos

(electricidad, agua potable, saneamiento  y

recogida de basura) en las principales ciuda-

des del país. 

CAPÍTULO V / 275

Cuadro V.18 Población pobre en porcentaje del total urbano y de la población de cada ciudad, 2002

Ciudades

Población 
de ciudades 

en % del total
urbano

Pobres 
de ciudades 

en % del total 
urbano

Pobreza 
extrema 

de ciudades 
en % del total

urbano

Pobres 
en % de la

población de
cada ciudad

Pobreza 
extrema en % 

de la población
de cada ciudad

a Población urbana de la provincia de Santo Domingo y del Distrito Nacional
Fuente: ODH/PNUD con información de ONAPLAN, Mapa de Pobreza 

Santo Domingo a 39.5 28.8 14.1 25.3 1.6

Santiago 9.3 5.2 2.2 19.2 1.1

San Pedro de Macorís 3.5 4.3 2.9 42.3 3.7

La Romana 3.5 4.4 3.5 43.1 4.6

San Cristóbal 2.5 2.7 2.1 36.8 3.8

San Francisco de Macorís 2.2 2.2 1.3 34.3 2.6

Puerto Plata 2.1 1.8 1.0 30.5 2.1

Higüey 1.9 2.2 1.3 39.7 3.2

La Vega 1.8 1.5 1.1 28.4 2.8

Barahona 1.4 2.2 4.2 55.0 14.1

Bonao 1.3 1.0 0.5 26.3 1.9

San Juan 1.3 1.7 2.9 45.9 10.1

Baní 1.1 1.6 2.0 49.1 7.9

Haina 1.1 1.2 0.7 36.5 3.0

Moca 1.1 0.8 0.4 26.1 1.9

Azua 1.0 1.5 2.7 49.7 11.8

16 Ciudades 74.7 63.1 43.0 29.2 4.6



El Cuadro V.19 presenta los resultados

de esa medición. El promedio nacional del

ISPU es de  un 58% y el promedio urbano de

un 69.9%. La ciudad con mayor nivel de

cobertura promedio es Santiago, seguido de

Bonao y Moca, con niveles de cobertura por

encima del 80%. Las ciudades de La Vega,

Santo Domingo, San Francisco de Macorís,

Puerto Plata y San Juan están entre el 70 y el

75% de cobertura, y el resto está por debajo

del 69%, en una situación peor que el pro-

medio nacional urbano de cobertura. 

Ciudades de gran atracción de pobla-

ción como La Romana, San Pedro de Maco-

rís, Higüey y San Cristóbal registran los más

bajos niveles de IPSU, lo cual  indica que

vivir en estas ciudades no ofrece gran venta-

ja en materia de acceso a los servicios públi-

cos, aunque sí hay oportunidades de

empleo. 

El acceso a la electricidad es relativa-

mente alto en todas las ciudades, aunque

otra cosa es la calidad del servicio. 

El acceso de agua dentro de las vivien-

das es un problema crónico en Higüey, en

donde apenas el 14% de los hogares tiene

este servicio.  En San Pedro de Macorís, La

Romana, Barahona, Haina, Azua y Baní

menos del 38% de las viviendas recibe agua.

En Santo Domingo, San Juan, San Francisco

de Macorís y San Cristóbal menos del 50% de

las viviendas reciben agua. Santiago es la ciu-

dad con mayor acceso al agua dentro de las

viviendas (76%). 

En materia de recogida de basura, todas

las ciudades están por encima del promedio

nacional a excepción de Baní. En las ciuda-

des de San Cristóbal, Puerto Plata, San Pedro

de Macorís y Barahona la recogida de basura

no alcanza al 75% de las viviendas. 
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Santiago 99.6 76.3 88.1 73.9 84.5 61.8

Bonao 99.0 71.3 88.7 69.9 82.2 56.3

Moca 98.9 70.8 82.0 68.9 80.2 51.2

La Vega 99.0 54.7 82.6 65.6 75.5 39.6

Santo Domingo 99.5 49.7 80.4 67.0 74.2 36.4

San Francisco de Macorís 99.1 41.0 89.0 61.3 72.6 32.5

Puerto Plata 98.6 55.0 72.8 62.7 72.3 31.9

San Juan 98.1 46.3 87.2 48.9 70.1 26.5

Haina 99.5 32.3 94.0 47.4 68.3 22.0

San Cristóbal 99.3 40.0 74.7 52.8 66.7 18.1

Azua 96.8 33.1 87.0 41.3 64.5 12.8

Higüey 98.7 14.1 85.4 51.8 62.5 7.8

Baní 98.7 38.5 60.2 45.3 60.7 3.3

San Pedro de Macorís 98.9 26.0 71.4 44.9 60.3 2.3

La Romana 97.8 29.9 68.8 43.4 60.0 1.5

Barahona 98.1 31.4 70.9 36.9 59.3 0.0

Total urbano 98.4 45.5 79.5 56.3 69.9

Total nacional 92.8 35.9 59.5 43.9 58.0

Cuadro V.19 Índice de los Servicios Públicos Urbanos (ISPU) de las 16 ciudades 
con más de 50 mil habitantes en 2002

Ciudad Agua dentro
vivienda

Energía
eléctrica

Recogida
basura

Porcentaje de hogares con acceso a

Inodoro no
compartido

ISPU 
absoluto

ISPU 
relativoa

aSe calculó asumiendo que la meta debería lograr el 100% de cobertura. Este ISPU relativo hace más visible las diferencias entre las provincias.
Fuente: ODH/PNUD con base en Censo 2002



Finalmente, la disponibilidad de
inodoros dentro de las viviendas es un pro-
blema crónico para ciudades como San
Cristóbal, Higüey, San Juan, Haina, Baní,
San Pedro de Macorís, La Romana, Azua,
Barahona, todas por debajo del 60% de los
hogares. Santiago, Bonao y Moca tienen
mayor cobertura de hogares con inodoros
no compartidos. 

Estos promedios nacionales esconden
grandes desigualdades determinadas por la
situación de pobreza de los hogares. La pro-
babilidad de no tener energía eléctrica en
Santo Domingo en un hogar de pobreza
extrema es 81 veces superior a un hogar no
pobre. En Higüey, 156 veces superior; en
Moca, 139 veces superior; en Baní, 101 veces
superior que un hogar no pobre. Mientras
que la probabilidad  de no tener energía
eléctrica, en un hogar pobre está entre 5 y
29 veces por encima de un hogar no pobre,
dependiendo de la ciudad.

Según el Mapa de Pobreza, los hogares
indigentes tienen necesidades de abasteci-
miento de agua que está entre 1.4 y 5 veces
superior a un hogar no pobre. Mientras, que
un hogar pobre está entre 1.4 y 3.8 veces por
encima de un hogar no pobre. Estas diferen-
cias están presentes en los hogares con
necesidad de recogida de basura y son
mucho más intensas en los hogares con
necesidad de saneamiento (Anexo V.17).

La pobreza, además de medirse por el
parámetro de las Necesidades Básicas Insa-
tisfechas, también tiene expresión en com-
ponentes intangibles de gran importancia,
por ejemplo: las barreras invisibles que se
establecen en las ciudades con los barrios
exclusivos, los lugares de alto consumo a los
cuales la persona pobre no accede por la
presión social que significa atravesar los lími-
tes espaciales de esas áreas. 

V.10.2 Santo Domingo
La población urbana que vive en la pro-

CAPÍTULO V / 277

Gráfico V.10 Evolución de la población de Santo Domingo, 1920-2002

Fuente:  ODH/PNUD con base en ONE
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vincia de Santo Domingo y el Distrito Na-

cional alcanzaba 2.1 millones en 2002. En 42

años se había multiplicado por 5.8 veces,

mientras que la población total del país lo

hizo por 2.8 veces (Gráfico V.10). 

En las últimas cuatro décadas, esta zona

había sido la de mayor atracción de pobla-

ción. En la década del 60, el 87% de la inmi-

gración neta total del país se dirigió hacia

Santo Domingo y el Distrito Nacional. Ese

porcentaje se mantiene en la década de los

70, pero se reduce sustancialmente al 53.5%

en la década de los 80 y más aún en la de los

90, hasta un 38.1%. Es decir, la zona Metro-

politana de Santo Domingo dejó de ser un

polo de atracción de la misma intensidad en

que lo había sido en décadas anteriores

(Cuadro V.24). 

Estos flujos migratorios hacia Santo



Domingo la han convertido en la zona de

mayor concentración de población rural

desde la década del 80 (Anexo V.18). 

La pobreza del área de Santo Domingo,

es decir, la provincia de Santo Domingo y el

Distrito Nacional, era de un 26% en 2002,

mucho más baja del promedio nacional

(43%), registrando en la provincia (28%) una

intensidad de la pobreza superior al Distrito

Nacional (21%). En algunos municipios de la

provincia de Santo Domingo, la pobreza

alcanzaba el 64%, como ocurría en el muni-

cipio de Guerra; el 58% en La Victoria; el

52% en Pedro Brand; el 43% en Boca Chica.

(Mapa V.9). 1 de cada 5 personas considera-

das pobres del país vive en la provincia de

Santo Domingo y el Distrito Nacional. 

No obstante, el nivel de privaciones en

el área de Santo Domingo es un 15% inferior

al promedio nacional y es por lo menos 35%

más bajo que en la mitad de las provincias

del país. Es decir, como se vió en el capítulo

I, la probabilidad combinada de no morir

antes de los 40 años, de no ser analfabeto

cuando se sea adulto, de estar sin acceso a

agua potable y de estar desnutrido es cuan-

do menos un 52% superior en la mitad de las

provincias dominicanas en comparación con

en el área de Santo Domingo67.

El Distrito Nacional
En los últimos 40 años, el área metro-

politana de Santo Domingo ha sido interve-

nida por dos gobernantes constructores,

cuyas influencias han ido modelando el per-

fil del área urbana: Joaquín Balaguer y, más

recientemente, Leonel Fernández. En

ambos, se aprecia una tendencia a hacer

grandes obras. 

En 1988, refiriéndose a los desalojos de

Villa Juana y Villa Francisca cuando se cons-

truía la Avenida V Centenario, el Dr. Bala-

guer afirmaba que uno de sus objetivos era

“adecentar el ambiente, (…) no con la pre-

tensión de devolverle el esplendor que

tuvo cuando se le dio, [a la Ciudad de Santo

Domingo] pomposamente, el título de “Ate-

nas del Nuevo Mundo”, o cuando se la com-

paró (…) con la Florencia del  Medioevo,

no para darle –repito- ese esplendor, sino

simplemente para rodearla de la dignidad

que necesita para que pueda servir de esce-

nario a la conmemoración del Quinto Cen-
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Mapa V.9
Porcentaje de pobreza de las provincias de Santo Domingo 
y Distrito Nacional, 2002
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Fuente: ONAPLAN 2005. Sistema de Información Geográfica de Pobreza en la República Dominicana

En 40 años, dos 
gobernantes han 
intervenido en la 

ciudad de 
Santo Domingo



tenario del Descubrimiento de América.

(…) Nuestra aspiración (...) es hacer sen-

cillamente esta ciudad más hermosa, ya

que no es posible hacerla más rica, como

están haciendo otras capitales más podero-

sas en preparación del Quinto Centenario

del Descubrimiento de América, que para

eso están llenando sus capitales de obras

de arte y edificaciones realmente monu-

mentales68”.  

Más recientemente, el presidente Fer-

nández, hablando en Estados Unidos en

2002, recordaba un eslogan que usó en  la

campaña presidencial de 1996, el cual

“…solía repetir frecuentemente: transfor-

memos República Dominicana en un pe-

queño Nueva York. Y éste ha sido mi sueño.

Yo pasé mi niñez en esta ciudad y nunca he

olvidado qué es lo que hace a la Gran Man-

zana lo que es: ¡el mejor lugar del mundo!

Enormes rascacielos, largos puentes, túne-

les subacuáticos, hermosos parques, tiendas

lujosas, negocios exitosos, galerías de arte,

museos fabulosos, grandes teatros, calles lle-

nas de bullicio y energía, gente de todo el

mundo, trenes subterráneos ruidosos y piz-

zas deliciosas. Eso es Nueva York”69.

Esas son expresiones en donde la mo-

dernidad y el progreso de la ciudad se

expresan a través de las cosas y no a través

de mejorar las condiciones de su gente. Al

mismo tiempo, son indicadores de las pau-

tas y prioridades de gobernantes dominica-

nos que han venido tomando decisiones en

su momento, sin planes explícitos; pero con

una noción clara de la ciudad que ellos que-

rían y en total ausencia de los gobiernos

locales70. El problema es que esa forma de

intervenir en la ciudad es parte de una cultu-

ra política, donde el éxito se mide por gran-

des obras que muchas veces no recibe el

mantenimiento adecuado, y en otras está

ausente la población, que puede quedar

segregada71. En cierta manera, es una lógica

incompleta en donde la dignificación de la

población se da a través de las formas que

ofrecen imágenes de modernidad, pero sin

contenidos. Es una inclusión simbólica de la

sociedad, mientras permanece social y eco-

nómicamente excluida. No es malo mejorar

las formas y construir edificios hermosos, el

problema radica en una cultura para quien la

modernidad se queda en los contornos,

mientras se deteriora o no avanza lo sufi-

ciente lo sustantivo. 

Santo Domingo es, como han dicho

algunos72, una ciudad producto de inversio-

nes en infraestructuras del Estado, del mer-

cado, de la especulación inmobiliaria y con

ausencia absoluta de planificación. Un

ejemplo puede ilustrar esta falta de previ-

sión en el desarrollo de la zona Metropo-

litana. Según el Plan Indicativo de la Zona

Metropolitana de Santo Domingo 2006, ela-

borado por el Consejo Nacional de Asuntos

Urbanos (CONAU), hace unos 70 años se

construyó el primer alcantarillado sanitario

en la ciudad de Santo Domingo; sin embar-

go, al día de hoy el 73% de la población del

conglomerado de Santo Domingo no dispo-

ne de alcantarillado sanitario, drenando sus

aguas al subsuelo, utilizando el sistema de

sépticos con filtrantes. El 27% de población

restante (entre 700,000 y 900,000 habitan-

tes) que goza de servicios, envía las aguas

sin tratar a los cursos de los ríos Isabela,

Ozama o Haina o al Mar Caribe. Según el

Plan Indicativo, las plantas existentes (13 en

toda el área Metropolitna) podrían dar ser-

vicio a una población no mayor a los 190 mil

habitantes, todas funcionando a la vez, pero

la mayor parte se encuentra fuera de servi-

cio. Sólo un 10% de las aguas residuales

recolectadas por el alcantarillado sanitario

van a una planta de tratamiento, lo cual no

asegura que éstas reciben una depuración

adecuada, por lo que la calidad de las aguas

vertidas a cuerpos receptores no cumple

con los parámetros requeridos por las nor-

mas nacionales ni internacionales73.
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En la Circunscripción 3 
del Distrito Nacional 
vive el 39% de su 
población y el 64% 
de las personas pobres



En síntesis, la ciudad de Santo Domingo

ha progresado en sus formas, pero en el

marco de un gran desorden y sin regulacio-

nes, convirtiéndose en un espacio en ten-

sión permanente, desigual y sin la infraes-

tructura adecuada.  

¿Cómo vive la gente en las zonas
pobres del Distrito Nacional? 

Según el Censo 2002, el Distrito Na-

cional tenía una población de 912 mil habi-

tantes dividida en tres circunscripciones, con

una densidad promedio de 10.6 mil habitan-

tes por km2, registrando un nivel de pobreza

del 21%, por debajo de la media nacional

(Mapa V.10 y Anexos V.19, V.20 y V.21). Este

promedio esconde grandes desigualdades

entre las circunscripciones: en algunas zonas

del Distrito Nacional la pobreza está en nive-

les de países desarrollados y en otros, en las

peores condiciones nacionales. 

La Circunscripción 374 es la más poblada

y la más pobre, con el 39% de la población

del Distrito Nacional y el 64% de las perso-

nas pobres. Es una zona con una densidad

muy alta de población, estando algunos de

sus barrios por encima de 39 mil habitantes

por km2 y con niveles de pobreza por enci-

ma del 40%; en varios casos ronda el 50% o

más. La densidad de población pobre está
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Mapa V.10 Barrios y circunscripciones del Distrito Nacional

Circunscripción 1

Circunscripción 2

Circunscripción 3

Fuente: ONE



en alrededor o por encima de 20 mil habi-
tantes por km2, como sucede en los barrios
de Domingo Savio, Capotillo, María Auxi-
liadora, Simón Bolívar y Gualey (Cuadros
V.20 y V.21). Por otra parte, la Circuscripción
1 tiene una densidad de población 7.9 mil
personas por km2, de los que 7.5 mil por
km2 no son pobres y 456 por km2 sí lo son.
Es decir, la Circunscripción 1 tiene un 5% de
pobres por km2 de lo que registra la 3,mien-
tras la 2 posee el 15% de la 3. 

El Centro de Estudios Sociales Padre
Juan Montalvo ha promovido dos estudios75

sobre la situación social de la Circuns-
cripción 3 en general o de algunos de sus
barrios en particular. Las conclusiones que
explican la situación de exclusión y pobreza
se resumen en los siguientes aspectos:  

1) Bajo nivel educativo, lo cual afecta en
varias dimensiones: para conseguir em-
pleo, como medio de cambio de vida,
para una buena administración del
hogar, para nuevas oportunidades, para
romper la transición intergeneracional.
Estos estudios76 identificaron que el
bajo nivel educativo se debe a: restric-
ciones presupuestarias y costo de opor-
tunidad de enviar a los hijos a la escue-
la frente a buscar el sustento diario, per-
cepción de un bajo retorno educativo,
falta de aulas y calidad de la educación,
fragmentación familiar y baja formación
de valores internos.

2) La cultura de la pobreza77 que se expre-
sa en la administración del hogar y en el
uso de los recursos. 

3) Las precariedades del  empleo y pre-
dominio de trabajo informal de mala
calidad.

4) El contexto socioeconómico, que se ex-
presa en el costo de la vida  y mala cali-
dad de los servicios públicos.

5) El contexto barrial (delincuencia, dro-
gas).
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Cuadro V.20 Circunscripciones del Distrito Nacional, densidada de
población por barrios en km2 y % de pobreza, 2002

1 316,189 7,956 456 7,500 6%

2 238,593 7,234 1,546 5,684 21%

3 357,582 28,053 9,680 18,335 35%

Total 912,364 10,670 2,253 8,416 21%

Circunscrip. Población
Total Pobres No pobres

% de pobreza
Densidad de población

a Habitantes por km2

Fuente: ONE

6) Falta de acceso a los activos producti-
vos. 

7) La pobre política social (papel del
Gobierno en la provisión de empleos,
servicios públicos básicos y asistencia
social).  

8) Altos niveles de insalubridad, particular-
mente en las zonas ubicadas en los már-
genes de los ríos Isabela y Ozama, por el
mal manejo de las aguas residuales. La
zona se caracteriza por poseer una capa
freática superficial, la cual se mezcla con
las aguas residuales sin tratar que se
percolan desde los pozos sépticos, las
que bajan por las cañadas desde la ciu-
dad o las que se acumulan en los tiem-
pos de lluvia. Esta situación coloca a los
barrios de las márgenes en condiciones
de vulnerabilidad extrema. 

9) No existe ningún tipo de atención a las
personas con discapacidades, con un
alto número de ellos (44%) siendo
“cabeza de familia”. 

Según estos estudios, la Circunscrip-
ción 3  del Distrito Nacional es la que más
organizaciones posee, contando con casi el
47% de las organizaciones de todo el
Distrito. Esto implica un gran potencial de
capital social para la participación en la vida
política del país. Otro punto a destacar es la
casi ausencia de clubes deportivos y cultura-



les que trabajen con la juventud en la zona.

La gran mayoría de ellas se mueve con gran

precariedad económica. Solamente el 1.8%

de las organizaciones declaró recibir ayuda

económica del ayuntamiento, por lo que, en

general, muchas de ellas son presa del clien-

telismo.

En resumen
El Distrito Nacional registra un nivel bajo

de incidencia de la pobreza, pero con gran-

des diferencias entre sus barrios. La Circuns-

cripción 3 es la más poblada y la más pobre,

con densidades de población superior a 38.9

mil personas por km2 y niveles de pobreza

que sobrepasan el 50%.

En tres de los barrios más pobres de esta

zona se identificaron los principales proble-

mas que explican la exclusión y la pobreza,

entre los que están: el bajo nivel educativo,

la cultura de la pobreza, la precariedades de

los empleos, el contexto socioeconómico, el
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Cuadro V.21
Los 15 barrios con mayor cantidad de pobres en el Distrito
Nacional, densidad de población por barrios y % de pobreza, 2002

3 Domingo Savio 12.9% 40,930 22,336 55%

2 Cristo Rey 8.3% 27,814 7,637 27%

3 Ensanche Capotillo 6.7% 44,540 18,444 41%

2 Palma Real 6.3% 7,890 2,961 38%

3 María Auxiliadora 6.3% 44,253 13,705 31%

3 La Zurza 5.5% 39,698 21,785 55%

3 Simón Bolívar 5.1% 41,635 16,161 39%

3 Villa Juana 4.7% 20,889 5,761 28%

3 Mejoramiento Social 4.6% 23,498 6,941 30%

3 Gualey 4.1% 39,359 19,550 50%

3 Villa Francisca 3.7% 22,739 6,928 30%

3 Villa Consuelo 3.1% 20,604 4,868 24%

2 Los Ríos 3.0% 13,501 2,116 16%

3 24 de Abril 2.4% 34,790 9,642 28%

3 Villas Agrícolas 2.3% 14,670 4,096 28%

- Total 79.0% - - -

Circunscrip. Barrios/ parajes Pobres

Total Pobres

% de pobreza

Densidad de 
población Km2

Fuente: ONE y Anexos V.20 y V.21

contexto barrial, la pobreza de los activos
productivos, la pobreza de la política social,
los niveles de insalubridad y la falta de aten-
ción a las personas con discapacidad.
Aunque en los barrios más pobres están los
mayores niveles de organización social, lo
cual abre una oportunidad de consolidar el
capital social. 

V.10.3 Santiago
La población de la provincia de

Santiago representa entre el 9% y el 10% de
la población total del país. Históricamente,
durante la década de los 60 y 70 registró un
saldo de inmigración/ emigración neta prác-
ticamente nulo. Es en la década de los 80
cuando empieza a ser receptora de pobla-
ción al alcanzar el 3.1% de toda la población
que inmigró en ese decenio; mientras que
en la década de los 90 recibió el 17.9% de la
población que inmigró. En esta década es
cuando se consolida el sector de las zonas
francas.

En 2002, la incidencia de la pobreza en
la provincia era de un 29% y estaba desigual-
mente distribuida (Mapa V.11), ya que en
algunos municipios, como el de Navarrete
alcanzaba el 44%; el 46% en Villa González;
el 52% en San José de las Matas, y el 38% en
Tamboril.     

Según estudios78, en la región del Cibao
hay cinco sistemas urbanos79 (Santiago,
Mao, Puerto Plata, La Vega y San Francisco de
Macorís), cuyas ciudades centrales poseen a
su vez relaciones constantes y relativamente
dependientes con la ciudad de Santiago de
los Caballeros80.

La tendencia de centralización en la ciu-
dad de Santiago de los Caballeros ha provo-
cado el surgimiento del “Santiago Metropo-
litano”, el cual quedaría compuesto por una
zona de tejido urbano continuo (600 mil ha-
bitantes) y una zona periférica con caracte-
rísticas de urbanización no consolidada (más
de 100 mil habitantes).

La provincia de
Santiago representa 

casi un 10% 
de la población total 

del país



Por otro lado, pueblos como Tamboril,
Licey al Medio, Villa González y Navarrete se
encuentran en avanzado proceso de conur-
bación con Santiago, mientras el corredor
Santiago-Licey-Moca se encuentra presiona-
do por la ubicación de todo tipo de activida-
des económicas, al igual que el corredor
Santiago-La Vega. Toda esta área que se ha
conurbanado, junto al Santiago Metropo-
litano, conforma lo que actualmente se
denomina como “Gran Santiago”81.

Esta complejidad de la estructura urba-
na y del proceso de urbanización de
Santiago demuestra que, en definitiva, no
solamente es la fragmentación del territorio,
con la creación de municipios y distritos
municipales, lo que determina las dificulta-
des de la gestión de las ciudades; sino la
poca atención que ponen las autoridades
municipales al crecimiento de sus centros
urbanos sin ningún tipo de control. No es el
tamaño de los municipios lo que determina
los problemas de gestión de los servicios,
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Mapa V.11 Porcentaje de pobreza de la provincia de Santiago, 2002
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Gráfico V.11 Evolución de la población de la ciudad de Santiago, 1920-2002

Fuente:  ODH/PNUD con base en ONE
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Menos de 10% 17% 87,527

10.1% - 20% 29% 145,472

20.1% - 25% 24% 122,286

25% en adelante 30% 150,316

Total 100% 505,601

Fuente: FPobreSig

Cuadro V.22
¿Dónde viven las y los
santiagueros?, 2002

Barrios con niveles 
de pobreza de

% Cantidad

sino la capacidad que demuestren sus auto-

ridades para promover la participación en

una gestión municipal eficiente y con altos

grados de participación y transparencia.

Santiago de los 30 Caballeros
El municipio de Santiago multiplicó su

población 5.9 veces entre 1960 y 2002, lle-

gando a 507 mil personas en el último año.

En 2007, estaría alcanzando 608 mil perso-

nas (Gráfico V.11). Esta población repre-

Cuadro V.23 
Población que emigró (-) o inmigró (+) a una provincia en la década 
anterior como porcentaje de la población total de esa provincia al final
de la década, 1960-2002

SDa 24.8 27.0 7.6 5.7
Az 11.1 7.2 -8.1 -12.2
Bao 2.4 -4.6 -17.7 -35.0
Bar 5.3 -8.8 -12.7 -8.0
Daj -8.0 -29.2 -4.8 -29.8
Dua -6.6 -21.7 -6.3 -16.6
ES -22.7 -26.6 -13.1 -27.3
EP -7.0 -19.8 -25.9 -18.8
Esp -17.8 -18.6 -6.5 -5.6
HM -13.1 -19.3 -12.3 -7.3
Ind 8.7 -12.2 -25.7 -19.4
LA 25.4 -4.1 -27.1 -9.1
LR 15.5 24.6 15.5 11.0
LV -5.7 -9.2 -5.7 -5.1
MC -14.4 -14.9 -14.2 -1.2
MTS -21.3 -34.7 -5.0 -8.1
MN 8.4 0.5 -2.9 -4.6
MP -1.6 -16.1 -22.4 -8.8
PP 1.8 -15.9 -27.5 -1.5
Ped 5.8 0.1 -10.5 -12.9
Per 3.3 -9.3 -1.6 -2.2
SPM 13.0 1.3 8.5 17.4
SRod -8.5 -21.6 -18.8 -22.4
Sal -16.7 -31.0 -21.6 -24.0
Sam 3.8 -6.0 -14.5 -12.8
SC 7.2 9.6 7.3 -2.7
SJ -5.2 -13.9 -20.5 -23.0
SRam 3.4 -11.8 -22.6 -26.7
Stgo 0.3 1.4 8.1 -0.1
SJO -13.4 -10.6 -28.1 -16.7
Val 18.3 -3.1 -12.4 -12.9
Total 5.8 8.8 4.3 4.8 -5.8 -8.8 -4.3 -4.8

Provincia

60-70 70-81

aSanto Domingo incluye la provincia y el Distrito Nacional
Fuente: ODH/PNUD con información de la ONE

81-93 93-02 60-70 70-81 81-93 93-02

Inmigración (+) neta de la década anterior por
provincia en % de la población de la provincia

Emigración neta (-) de la década anterior por provincia
en % de la población de la provincia
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Recuadro V.3 Tendencias de la población

La población dominicana se multiplicó por 10 en aproximadamente 80 años,
pasando de casi 900 mil habitantes, en 1920, a 9.2 millones en el año 2006
(aunque el ritmo de crecimiento intercensal ha venido disminuyendo). A partir
de 2002 se requerían 36 años para duplicar la población, mientras que en la
década anterior (1993-2002) se requerían 30 años. 

La densidad de población
La densidad demográfica ha crecido. En 2002 eran 176 personas por km2 y para
2006 se estima 189 personas por km2. Si a estas cifras se le agrega la estadía
anualizada de los visitantes no residentes (nacionales y extranjeros), se alcan-
zaría una población adicional de 114.1 mil personas, lo que representa el
1.24% de la población total estimada para 2006, registrando una densidad de
2.4 turistas por km2. En el año 2002, la población anualizada de turistas fue de
91 mil personas, lo que representaría un municipio adicional situado, en tér-
minos de población, entre Boca Chica (99 mil habitantes) y Villa Altagracia (78
mil). 

La concentración de población
El Distrito Nacional, la provincia de Santo Domingo, Santiago y San Cristóbal con-
centran 4.1 millones de personas, cerca de la mitad de la población total de país.
Sólo la provincia de Santo Domingo y el Distrito Nacional tienen 2.7 millones de
personas, concentrando casi un tercio de la población. 

senta alrededor del 56% del total de la pro-

vincia. 

La ciudad de Santiago tiene una relativa

baja densidad de población y la pobreza no

tiene los niveles de hacinamiento de Santo

Domingo. Aún más, Santiago es la ciudad

con el nivel más bajo de pobreza del país

(19%), aunque los municipios de alrededor

de la ciudad registran niveles de pobreza

muy superiores.  

El barrio con mayor población pobre es

La Ciénaga con 43 mil habitantes y una den-

sidad de 9 mil personas por km2. La tasa de

pobreza es del 33%. 

En general, el 30% de los santiagueros

vive en barrios con más de un 25% de

pobreza y más de la mitad vive en zonas de

más de un 20% de pobreza (Cuadro V.22 y

Anexo V.22). Hay que constatar el hecho de

que el municipio de Santiago registre

mejor calidad de los servicios públicos y

Las provincias que menos crecieron
Las provincias que menos crecieron fueron Salcedo, El Seibo, Santiago
Rodríguez, Elías Piña, Dajabón, San José de Ocoa, María Trinidad Sánchez, San
Juan y Sánchez Ramírez, con un crecimiento inferior a la mitad del crecimien-
to de la población total. 

El crecimiento urbano
A partir de los 80, la población se ha convertido en urbana, mientras la tasa de
crecimiento de la población rural se hizo negativa en la década de los 90. 

Se polariza el crecimiento
El cuadro B muestra el coeficiente de variación de la población de las provincias
del país desde 1960 a 2002, del cual se pueden extraer tres conclusiones:

1)Se polariza la concentración de la población entre las provincias. Con el tiem-
po, las provincias con mayor población han ido aumentado de forma más
acelerada que las provincias con menor población (de 0.908 sube a 1.768). 

2)Las diferencias interprovinciales de la población urbana se ha mantenido rel-
ativamente constante en los últimos cuarenta años, con una ligera tendencia
a la convergencia (termina en 2.181). 

3)Las diferencias interprovinciales de la población rural han aumentado en el
tiempo.

Cuadro A. Población total en millones, 1960-2006

1960 3.0 30.5

1970 4.0 39.7

1981 5.5 52.0

1993 7.3 56.1

2002 8.6 63.6

2006 9.2

(1) En República Dominicana, la población urbana se define de manera administrati-
va: la población que vive en municipios y distritos municipales
Fuente: Censos, ONE

Años
Población total 

en millones
% Población urbana (1)

Cuadro B.
Coeficientes de variación de la población
total, urbana y  rural de las provincias del
país, 1960-2002

1960 0.908 2.182 0.656

1970 1.136 2.306 0.658

1981 1.520 2.475 0.716

1993 1.647 2.164 1.059

2002 1.763 2.181 1.127

Fuente: ODH/PNUD en base a ONE

Año Total Urbano Rural



menores niveles de pobreza relativa requie-
re un estudio más profundo para poder
establecer los factores que han determina-
do esa situación, lo cual escapa a las posibi-
lidades de este informe. 

V.11 El movimiento de la población 
Para el análisis del comportamiento de

la población por provincias fue necesario
reorganizar, retrocediendo en el tiempo, las
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Cuadro V.24 Distribución neta de la emigración por provincia, 1960-2002

SD b 86.8 84.8 53.5 38.1

Az 3.2 4.6 3.1 6.2

Bao 0.8 1.3 2.8 7.8

Bar 2.5 2.5 6.7 3.5

Daj 1.8 3.3 1.1 4.5

Dua 5.7 10.1 5.7 11.5

ES 7.4 4.5 4.1 5.9

EP 1.6 2.5 5.4 2.9

Esp 10.8 6.2 4.2 3

HM 3.3 2.7 3.2 1.5

Ind 1.1 1.7 1.9 2.5

LA 11.2 1.5 5.3 3.4

LR 3.9 5.4 8.3 5.9

LV 5.3 5.2 6.3 4.8

MC 4.3 2.5 4.4 0.3

MTS 8.9 7.1 2 2.7

MN 1.9 0.3 0.9 1.9

MP 0.9 5.1 12 3.9

PP 1.4 12.8 11.3 1.3

Ped 0.3 0 0.3 0.7

Per 1.4 3.2 0.4 1

SPM 5.9 0.4 5.8 12.7

SRod 1.8 2.5 3.8 3.2

Sal 6.4 6 7.1 5.6

Sam 0.9 1.4 1.9 3.1

SC 4.3 12.9 9.4 2.2

SJ 4.3 6.6 16.6 13.5

SRam 1.8 5.4 5.5 9.8

Stgo 0.5 3.1 17.9 0.1

SJO 2.8 1.3 5.6 2.5

Val 8.9 1 2.4 5

Total 100 100 100 100 100 100 100 100

Provincias a

60-70 70-81

a Las provincias fueron reagrupadas según el censo de 2002 
b Santo Domingo incluye la provincia y el Distrito Nacional
Fuente: ODH/PNUD con información de la ONE

81-93 93-02 60-70 70-81 81-93 93-02

¿A dónde fueron quienes emigraron?
Distribución neta por provincias en %

¿De dónde provienen quienes emigraron?
Distribución neta por provincias en %

provincias, ya que algunas no existían en

censos anteriores. En este sentido, se rea-

gruparon los municipios según la división

política del censo de 2002, lográndose esta-

blecer 31 entidades, ya que no fue posible

desagregar los municipios para diferenciar

entre la provincia de Santo Domingo y el

Distrito Nacional; de manera que cuando se

habla de Santo Domingo se está incluyendo

la provincia y el Distrito Nacional.  

Por lo demás, se hicieron visibles las

provincias de San José de Ocoa, Monte Plata,

Hato Mayor y Monseñor Nouel en los censos

anteriores a 2002 (el resultado de este ejer-

cicio aparece en el Anexo V.23). 

Algunas características 
Durante la década de los 60, el creci-

miento poblacional fue importante y distri-

buido homogéneamente entre las provincias. 

Durante los años 70 se produce un gran

crecimiento de la población urbana, notable-

mente en Santo Domingo. De igual manera,

se acelera la divergencia acumulada entre las

provincias en el nivel de la población. En

algunas provincias se registran tasas negati-

vas de crecimiento de la población rural.

En los años 80, el crecimiento urbano, a

pesar de explicar la mayor parte del creci-

miento poblacional, se dio a una menor velo-

cidad que en la década precedente.

La década de los 90 estuvo marcada por

la reducción de la población en varias provin-

cias, fenómeno que se da a pesar de que la

población dominicana sigue en rápido

aumento.

El Recuadro V.3 resume algunas tenden-

cias del movimiento de la población en los

últimos cuarenta años.   

V.11.1 Las migraciones internas,
1960-2002

Para el análisis de las migraciones inter-

nas se utilizaron dos métodos de medición:



el primero, pretende medir los flujos migra-

torios netos entre las provincias en el tiem-

po82. El segundo, toma como referencia el

Censo 2002 y determina los movimientos de

las personas a lo largo de la vida. 

Los resultados del primer método aparecen

en el Cuadro V.23, del cual podemos extraer

las siguientes conclusiones:

1) El flujo neto de emigrantes o inmigrantes

en la “década anterior” al año del censo,

como porcentaje de la población total de

cada censo, ha estado entre un 5 y un

8%.

2) La distribución de la inmigración neta

por provincias muestra una clara ten-

dencia a desconcentrarse. 

3) En 2002, ocho provincias participaban

con más de un 5% en el total de la emi-

gración neta y generaban en conjunto el

65% de ésta.  Estas son: San Juan, Duar-

te, Sánchez Ramírez, Bahoruco, Azua, El

Seibo, Salcedo y Valverde. 

4) Las provincias receptoras netas de inmi-

grantes tienden a crecer en el tiempo.

En los años 70 fueron seis; en los 80,

también seis; en los 90, diez, y en 2002

eran once.

5) El peso de la inmigración neta hacia San-

to Domingo se ha reducido en términos

de su población total (Cuadro V.24). 

6) La Romana y San Pedro de Macorís son

las dos únicas provincias que han sido

receptoras netas de inmigraciones en las

cuatro décadas. 

7) La Altagracia fue la provincia que registró

el nivel más elevado de inmigración neta

en 2002 (25.4%) con relación a la década

anterior, seguido por San Pedro de Ma-

corís (17.4%), La Romana (11%), Inde-

pendencia (8.7%) y Santiago (8.1%). 

8) Hay catorce provincias que generan

emigraciones netas durante el período

1960-2002: Dajabón, Duarte, El Seibo,

Elías Piña, Espaillat, Hato Mayor, La

Vega, Montecristi, María Trinidad Sán-

chez, Monte Plata, Santiago Rodríguez,

Salcedo, San Juan y San José de Ocoa.

9) Las tres provincias de mayor emigración

neta en 2002 fueron: Bahoruco (35%),

Dajabón (30%), El Seibo (27%) y Sán-

chez Ramírez (26.7%). 

En resumen
El movimiento migratorio neto entre

provincias tiende a reducirse entre censos.

El número de provincias receptoras netas

tiende a crecer. Hay un núcleo duro de

catorce provincias que han sido emisoras

netas de población y solamente tres han

sido receptoras netas en las cuatro décadas

analizadas. Finalmente, el peso de Santo

Domingo como receptora de emigración se

reduce frente a provincias emergentes

influenciadas por los cambios económicos.

V.11.2 Las migraciones internas
en 2002

El segundo método para establecer los

flujos migratorios internos se basa en el

Censo 2002, comparando dónde nació la

persona y dónde vive actualmente por regio-

nes y provincias. 

Como se aprecia en el Mapa V.12  los flu-

jos mayores son de la región de El Valle

hacia la región del Distrito Nacional, seguido

por flujos de la región Norcentral, Nordeste,

Cibao Central y Valdesia. 

Hay intercambio entre las regiones:

Noroeste y Norcentral; Cibao Central y

Norcentral, aunque en magnitudes diferen-

tes, y Este y Distrito Nacional. 

¿A qué se deben las emigraciones? 
A lo largo de los últimos 40 años, la

CAPÍTULO V / 287

El movimiento 
migratorio neto entre
provincias tiende 
a reducirse



población dominicana ha mantenido un

nivel de movilidad geográfica relativamente

elevado, con tres tendencias claramente di-

ferenciadas: migraciones hacia Santo Do-

mingo en los 70, dispersión provincial en los

80, y concentración en ciudades emergentes

en los 90, asociada al nuevo patrón de acu-

mulación de riquezas. Se ha evidenciado,

además, la existencia de un núcleo duro de

provincias que son emisoras netas y que no

tienen asociadas actividades económicas

dinámicas. 

El patrón de migraciones internas, sobre

la base del Censo de Población 2002,  sugie-

re las siguientes conclusiones: 

1) Las provincias con mayor empodera-

miento son las que más atraen pobla-

ción. La relación es positiva entre el nivel

de IEI por provincias y el porcentaje de

población que inmigró a la provincia

como porcentaje de los que nacieron allí

(Anexo V.24).

2) La relación entre el nivel de privación

humana y la emigración por provincias

es positivo. A mayor nivel de privación

mayor emigración (la población que

emigró como porcentaje del número de

personas que nacieron en la provincia)

(Anexo V.26).

3) Las provincias intensivas en la actividad

agrícola son las que registran una mayor

tasa de emigración (Anexo V.27). 

4) Las provincias que tienen un mayor

empleo en la industria manufacturera y

en el turismo son las que registran un

menor coeficiente de emigración (Ane-

xo V.25), aunque la asociación es menor

que en el caso anterior (correlación esta-

dística es 0.41 mientras que en la ante-

rior es 0.6683).  

5) Las emigraciones están positivamente

asociadas con la pobreza estructural

(Necesidades Básicas Insatisfechas) en
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Cuadro V.25 

Relación entre mujeres
/ hombres de quienes 
emigraron de su provincia
natal, 2002

Fuente: ODH/PNUD con información de la ONE

Az 1.262

Sam 1.227

ES 1.217

SJM 1.217

EP 1.203

LV 1.198

SJO 1.198

Ped 1.188

HM 1.169

MC 1.169

LA 1.165

MN 1.155

MP 1.151

SRod 1.151

Per 1.146

Bao 1.141

Dua 1.137

Sal 1.137

SRam 1.128

Bar 1.123

MTS 1.123

SC 1.119

Esp 1.114

Daj 1.110

PP 1.101

Stgo 1.083

Ind 1.079

SPM 1.053

LR 1.033

SD 1.016

DN 0.996

Val 0.988

Nacional 1.083

Provincias
Feminidad de las
que emigraron

mayor medida que con una pobreza de
ingresos. De manera que, por cada
aumento en un 10% de la pobreza
estructural hay un 6% adicional de emi-
grantes84.

6) Se encontró que el movimiento migra-
torio está positiva y fuertemente corre-

Las provincias 
intensivas en 

la actividad agrícola
son las que registran

una mayor tasa 
de emigración



lacionado con el porcentaje de la pobla-

ción rural pobre en las provincias

(Anexo V.28). De forma que, disminuir

las condiciones de pobreza de las zonas

rurales contribuye de manera importan-

te a disminuir el proceso migratorio. 

V.11.3 ¿Cuáles son las características
de las personas que emigran?

Para conocer las características genera-

les de las personas que emigran a nivel pro-

vincial se trabajó con siete indicadores que

comparan los que se fueron y los que se

quedaron, diferenciados por sexo. 

Estos indicadores comparan el nivel de

urbanización, la edad, la educación, el traba-

jo en zonas francas, el nivel profesional y la

rama de actividad donde trabajan, según sea

población que emigró o se quedó en su pro-

vincia natal, diferenciada por sexo. 

Los porcentajes correspondientes a

cada provincia en cada uno de los indicado-

res fueron reagrupados en cinco intervalos

de rangos iguales, ordenados de menor a

mayor, a fin de que pudieran ofrecer un

panorama general y comparable de la situa-

ción de cada provincia individualmente. 

La comparación entre los que se fueron

y se quedaron puede resumirse en los

siguientes aspectos: 

a) Las personas que emigran son fun-

damentalmente mujeres. El promedio na-

cional es que las mujeres emigran un 8%

más que los hombres. En algunas provincias,

la proporción de mujeres que emigraron

con relación a los hombres es superior al

20% (Cuadro V.25). 

b) La proporción de personas “urbani-

zadas” que emigraron es un 21% mayor

que las que se quedaron. El porcentaje de
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Mapa V.12 Flujos migratorios de 10,000 personas o más, por región

El Valle
Cibao

Central

Enriquillo
Valdesia

Noroeste Norcentral

Nordeste

Este
DN

Flujos de 170,000 personas o más

Flujos de 100,000 a 170,000 personas

Flujos de 25,000 a 100,000 personas

Flujos de 10,000 a 25,000 personas

Fuente: ODH/PNUD en base a Censo 2002



mujeres “urbanizadas” con relación a los

hombres es mayor en ambos casos (Anexo

V.29). Hay 21 provincias en donde la rela-

ción de “urbanizados” entre el que emigró y

no emigró está por encima de la media

nacional.

c) Las personas que emigraron son

adultos que están entre los 18 y 65 años de

edad, sobrepasando el porcentaje de la

población que tiene la misma edad, pero

que no emigró en un 46%.  No existen dife-

rencias significativas por sexo.

d) La proporción de población adulta

que emigra está estrechamente relaciona-

da con el nivel de pobreza85.

e) El porcentaje de personas que emi-

gró y que ha hecho algún estudio postpri-

mario es similar (aunque ligeramente

menor) a las personas que no emigraron.

Las mujeres, emigradas o no, han hecho

estudios post primarios en mayor propor-

ción que los hombres. 

En 25 provincias, quienes emigraron

obtuvieron mejores logros educativos que

los que no lo hicieron. En tres, la situación

era similar (provincia de Santo Domingo, Es-

paillat y La Romana), mientras que en cuatro

los que se quedaron registraron mejores

niveles que los que se fueron: Puerto Plata,

San Pedro de Macorís, Distrito Nacional y

San Cristóbal.

f) La tasa de desempleo de las personas

que emigraron es un 13% menor que la de

las personas que todavía viven en su pro-

vincia natal. En ambos casos, las mujeres

tienen mayores tasas de desempleo que los

hombres y la brecha aumenta para las muje-

res que emigraron frente a las que no emi-

graron.

La situación de desempleo por provin-

cia entre quienes emigraron y quienes se

quedaron es muy desigual, ya que en once

provincias se registró un desempleo de los

que emigraron menor en un 20% de quienes

se quedaron86; y solamente en cinco  pro-

vincias los que no emigraron tenían un des-

empleo más bajo87.

g) Los emigrantes son profesionales,

en una mayor proporción. Tanto entre las

que migraron como las que no, el porcenta-

je de mujeres profesionales es mayor que

de hombres, aunque la brecha es más

amplia en el caso de quienes no emigraron.

Hay quince  provincias en donde la propor-

ción de las y los emigrantes que son profe-

sionales es un 50% mayor que quienes se

quedaron88. Y solamente hay dos donde

quienes se quedaron tienen mayor nivel

profesional (Sánchez Ramírez y el Distrito

Nacional). 

h) Las personas que emigran tienden a

trabajar en zonas francas más que quienes

no emigran. Las mujeres trabajan en zonas

francas con mucha más frecuencia que los

hombres.

i) La proporción de personas que emi-

graron y que trabajan en el sector agrope-

cuario es menos de la mitad de los que no

emigraron. En ambos casos, este sector es

dominado por la mano de obra masculina. 

Recapitulemos, el emigrante tiende a ser

mujer, vivir en zonas urbanas, ser una perso-

na adulta, con menor tasa de desempleo,

empleado en el sector de las manufacturas,

hoteles y restaurantes, comercio al por ma-

yor y/o intermediación financiera y seguros.

En resumen
Las migraciones entre provincias dismi-

nuyen entre censos. El número de provin-

cias receptoras netas (a las que vienen más

personas de las que se van) tiende a crecer

en el tiempo. Existen 14 provincias que han

sido emisoras netas de población, mientras

que tres han sido receptoras netas en las

cuatro décadas analizadas. Santo Domingo y

el Distrito Nacional han sido las principales
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La tasa de desempleo
de las personas que

emigraron es un 13%
menor que la de las

personas que todavía
viven en su 

provincia natal



receptoras, pero su peso se reduce frente a
nuevas provincias emergentes, influidas por
los cambios en el mundo económico.

La migración tiende a ser hacia provin-
cias con alto empoderamiento individual y
bajo nivel de privaciones. La gente tiende a
irse de provincias agrícolas hacia provincias
manufactureras. Las provincias pobres y con
un alto porcentaje de población rural tien-
den a producir más emigración.

V.12 Conclusión
Este capítulo ha discutido la forma en

que la actividad económica ha perfilado el
territorio dominicano. Se analizan las desi-
gualdades en el territorio, lo cual depende
de cómo, históricamente, la dinámica eco-
nómica, social e institucional subyacente en
la acumulación de capital ha ordenado las
oportunidades, ha organizado las institucio-
nes, la explotación  de los recursos y ha pro-
piciado la acumulación de capital social en el
territorio nacional. 

El territorio es más que una superficie
perteneciente a una nación o a un munici-
pio, es el espacio donde se concretizan las
relaciones sociales, las relaciones de vecin-
dad y solidaridad, y las relaciones de poder.
El territorio sólo adquiere importancia en la
medida en que es el asiento de espacios
socialmente construidos y como artificio
intelectual para entender y actuar a fin de
lograr equidad. 

Para el desarrollo humano, las oportuni-
dades y las realizaciones en la vida no pue-
den depender de una “lotería de cuna” y del
lugar de nacimiento, aunque es  evidente
que lo que las personas pueden ser o hacer
difiere de un área geográfica a otra. Un desa-
rrollo regional desequilibrado no sólo redu-
ce las posibilidades de realizaciones en las
regiones con más privaciones, sino que limi-
ta las oportunidades, reduciendo la capaci-
dad de elección de las personas. 

La desigualdad regional en República
Dominicana es evidente. El territorio nacio-
nal se fragmenta y se polariza. Las informa-
ciones disponibles así lo confirman. Las pro-
vincias de la región Suroeste más Monte
Plata y El Seibo son las más pobres. 

La disparidad existente entre el desarro-
llo alcanzado por determinados estratos
sociales, territorios y ciudades, con respecto
a muchos otros menos beneficiados del pro-
ceso de crecimiento económico, se mani-
fiesta en la calidad de los servicios sociales y
su acceso, en las infraestructuras producti-
vas, en la calidad de las viviendas, la educa-
ción, la salud, los servicios públicos y en el
entorno productivo privado que se genera. 

Esta situación se puede corregir con
políticas públicas que equilibren la desigual-
dad social que genera la dinámica del merca-
do. En el capítulo VII se presentan algunos
lineamientos de intervención para compen-
sar estos desequilibrios territoriales.
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Los bosques están distribuidos en todo

el territorio nacional. En algunas provincias

es más de la mitad (50%) del territorio pro-

vincial, como en San José de Ocoa y Mon-

señor Nouel. En Pedernales, La Vega, San-

tiago, Samaná, San Cristóbal y Santiago Ro-

dríguez está entre el 40% y el 50% del terri-

torio, y en nueve provincias está entre el

30% y el 40% (Mapa VI.1). La distribución de

esa cobertura en los distintos tipos de bos-

que se muestra en el Cuadro VI.1 y Anexos

VI.2 y VI.3.

Los dos tipos de bosques más importan-

tes son: bosque seco y latifoliado húmedo,

que representan cerca de las dos terceras

partes de los bosques del país.

Bosque seco9

Los bosques secos, mayormente secun-

darios en proceso de regeneración, han sido

sometidos durante décadas al impacto

humano y se extiende por el 9.3% del territo-

rio nacional. La mayor parte de todos los bos-

ques secos se encuentran en Azua (16.3%),

ocupando el 39% del territorio de la provin-

cia. Sigue Pedernales, quien concentra el

14%, ocupando un tercio del territorio, y San

Juan (11%).

Bosque latifoliado húmedo10

El bosque latifoliado húmedo se presen-

ta en todos los sistemas montañosos y pro-

vincias del país, teniendo en algunos lugares

características especiales como en Los Haiti-

ses. Este tipo de bosque ocupa el 9.3% del

territorio nacional. Las mayores concentra-

ciones están en: Monte Plata, con un 14.5%

del total; seguido por Hato Mayor, 10%; El

Seibo, y Puerto Plata, con cifras que rondan

el 9%. 

En Hato Mayor, el bosque latifoliado

húmedo representa un tercio del territorio,

y en provincias como Samaná, Monte Plata,

Sánchez Ramírez, Puerto Plata y Salcedo,

más de un 20%.  
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Mapa VI.1 Porcentaje del territorio cubierto por bosques, 2004
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En el Recuadro VI.3 se presenta una su-
cinta comparación histórica de los procesos
seguidos por Haití y República Dominicana
en el manejo de los recursos forestales.

Incendios forestales
A pesar del incremento en la cobertura,

los incendios forestales se siguen verifican-
do con cierta frecuencia e intensidad12.
Según estimaciones de la Subsecretaría de
Recursos Forestales de la Secretaría de Es-
tado de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales (SEMARN), entre 1981 y 2000, se re-
gistraron 1,365 incendios forestales, que
afectaron a 72,796 hectáreas de bosque. Sin
embargo, estas estadísticas no se comparan
con el impacto causado por los incendios
forestales de febrero y marzo de 2005, en los
que, según estimaciones de la Secretaría, en
menos de dos meses alrededor de 30,000
hectáreas de bosque fueron afectadas (300
km2). El 8% sufrió daños severos. 

En esa ocasión, se combinaron una
aguda sequía con un patrón de vientos favo-
rables que dispersaron el fuego mucho
antes de que pudiera ser controlado. Esta
crisis reveló las limitaciones que la SEMARN
enfrenta para controlar y combatir los incen-
dios forestales, tanto en términos de equi-
pos como en recursos humanos para aten-
der siniestros de la magnitud en la que se
verificaron en 2005. 

Por otro lado, se muestra que las autori-
dades no comprenden suficientemente la
realidad campesina ni tienen un entendi-
miento de la percepción de la población
rural sobre el uso de los recursos naturales.
Estos factores no se tomaron en cuenta a la
hora de diseñar los instrumentos de control.
De hecho, estos instrumentos siguen siendo
autoritarios, restrictivos y persecutorios,
reduciendo su eficacia a mediano y largo
plazo. Lamentablemente, no se ha logrado
un cambio en la relación de las personas del
campo con el bosque, que se encamine
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Bosque conífero denso 2,422.2 5.0

Bosque conífero abierto 360.9 0.8

Bosque latifoliado nublado 1,569.3 3.3

Bosque latifoliado húmedo 4,669.8 9.3

Bosque latifoliado
2,058.1 4.3

semi-húmedo

Bosque seco 4,437.6 9.2

Bosque de humedales salobres 
294.0 0.6

(mangle)

Bosque de humedales de agua 
40.8 0.1dulce (drago)

Totales 15,852.6 32.9

Cuadro VI.1
Distribución de la cobertura
boscosa por tipo de
bosque11, 2004

Cobertura 
boscosa

Km2 %
del total

Fuente: SEMARN, 2004.

hacia un modelo de gestión participativo que
involucre a las personas interesadas hacién-
dolos más responsables. Tampoco se han de-
sarrollado instrumentos que modifiquen el
manejo del bosque como recurso, debilitan-
do la sostenibilidad de los resultados posi-
tivos en ausencia de una fuerte fiscalización.  

Calidad ambiental 
La Secretaría de Estado de Medio Am-

biente y Recursos Naturales publicó un diag-
nóstico, elaborado en 2003, en el que se
identifican los puntos más contaminados de
República Dominicana. En dicho informe se
plantea que los municipios de Santiago, La
Vega, San Pedro de Macorís, Bonao, La Ro-
mana, Haina y el Gran Santo Domingo13 son
los más contaminados, presentando proble-
mas de contaminación sónica, atmosférica,
de ríos y cañadas, de suelos y del mar. Ese
mismo informe establece que los ríos más
afectados son: Ozama, Yaque del Norte y
Yuna. 

El Gráfico VI.1 muestra el porcentaje de
la población que en cada provincia percibe

No se ha logrado una
conservación de los 
bosques que involucre
a las personas 
interesadas
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Recuadro VI.3
Resumen histórico del origen de las diferentes condiciones ambientales de las dos naciones 
que conforman La Hispaniola

Los taínos practicaban la agricultura de tumba y quema, y sembraban principalmente yuca, tabaco y maíz que habían traído consigo desde Suramérica y cuya
introducción había desplazado parcialmente la flora nativa. A pesar del uso intensivo del fuego para la agricultura, la baja presión poblacional facilitaba los
procesos de regeneración de las plantas, además de que no se utilizaban numerosas áreas. Los espacios vírgenes eran aún numerosos y se encontraban
usualmente alejados de los centros de cacicazgos donde se concentraba la mayor parte de la población indígena.

1) Mayor disponibilidad per cápita de tierras en la parte dominicana y mayor calidad relativa de los suelos y mayor pluviometría en la parte este de la isla. 

2) Más tierras llanas para cultivos en el este de la isla, lo cual retrasó la intervención humana en las laderas y montañas. 

3) Ausencia por varios siglos de una industria azucarera en gran escala en República Dominicana, lo que hizo que la explotación del bosque para el uso de
leña fuera más tardía.

4) Cambio en el modelo económico en los ochenta, que transformó el contenido de la ruralidad en República Dominicana.

5) Política deliberada de protección de los bosques en República Dominicana a partir de los 60.

6) En las últimas dos décadas, la situación política haitiana ha dificultado la implementación de instrumentos de gestión ambiental y de los recursos natu-
rales que puedan influir positivamente en paliar la degradación medio ambiental. 
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Se inicia un intenso proceso de desmonte, tanto para suplir la exportación
de madera preciosa como para alimentar las necesidades energéticas de los
ingenios cañeros de la época. Se estima que para 1785 había unos 700,000
esclavos y esclavas trabajando en la producción de azúcar, lo que destaca el
carácter de empresa colonial que se desarrolló en el este de la isla, donde
el principal objetivo de Francia era la explotación económica del territorio.

El período se caracteriza por las actividades ganaderas y azucareras incipien-
tes, gracias a la baja densidad poblacional. Para 1785 se estima que en la
parte española de la isla había solamente unos 30,000 esclavos y esclavas
trabajando en la producción de azúcar, debido al poco apoyo de la corona
española para el desarrollo de esta actividad.

Con la revolución haitiana, los antiguos esclavos dividieron las grandes
plantaciones en pequeñas granjas agrícolas para que cada esclavo liberado
tuviera su propio medio de producción. La agricultura intensiva dificultó los
procesos de regeneración vegetativa; además de que los terrenos son
mayormente escarpados y no aptos para la agricultura.

En este período la actividad maderera de baja intensidad; las exportaciones
se vieron seriamente disminuidas con las guerras de independencia y res-
tauración que siguieron en el siglo XIX. 

La actividad azucarera aumenta, pero todavía es menos intensiva que en el
lado haitiano. La producción de café y tabaco también cobra importancia.

Este siglo se caracteriza por el gran incremento poblacional. La presión
sobre los recursos forestales y de suelos y aguas lleva a procesos avanzados
de deterioro. La caída del régimen de Duvalier y los intensos procesos polí-
ticos que se han verificado posteriormente crearon una situación de inesta-
bilidad política, siendo el incremento de la pobreza extrema una de sus
consecuencias directas; esto a su vez fomentó el proceso extractivo de
recursos naturales y la agricultura de supervivencia en laderas. Además, el
violento proceso político ha conllevado a un profundo debilitamiento del
papel de las instituciones. Se estima que sólo el 3% del territorio haitiano
posee cobertura boscosa y sólo el 0.3% de su territorio está bajo protección;
mientras que el 33% (unos 9,100 Km2) de éste es considerado tierra ara-
ble y de cultivos permanentes. El promedio de pérdida de cobertura bosco-
sa entre 1990 y 2000 fue de 5.7%. La carencia de cobertura vegetal impide
la infiltración de agua al subsuelo favoreciendo la escorrentía, que a su vez
influye en la pérdida de caudales de los ríos, en la erosión de los suelos y
en la vulnerabilidad a eventos meteorológicos como huracanes y lluvias. La
erosión y la falta de agua comprometen la capacidad de un territorio para
la producción de alimentos.

A finales del siglo XIX, los incipientes intereses azucareros comenzaron a des-
plazar de las planicies a los pequeños campesinos mediante la adquisición de
los terrenos llanos y el debilitamiento del sistema de terrenos comuneros.

En los años 50, el intenso aprovechamiento maderero causó una importan-
te pérdida de cobertura boscosa. A partir de 1967 se cierran los aserraderos,
se prohíbe el corte y se inicia un proceso de conformación de áreas protegi-
das, la mayoría de ellas en zonas montañosas. Esto se complementó con una
política de subsidio al Gas Licuado de Petróleo (GLP) y distribución de estu-
fas de GLP.

A finales del siglo pasado, se produjo un movimiento importante hacia una
regulación ambiental moderna del territorio dominicano, que culminó con
la aprobación en el año 2000 de la Ley General sobre Medio Ambiente y
Recursos Naturales y la creación de la Secretaría de Estado del mismo nom-
bre. La cobertura boscosa a 2003 es de casi un 39% del territorio dominica-
no, siendo cerca del 60% del territorio de vocación forestal. Actualmente,
más del 20% del territorio dominicano está bajo protección, con más de 70
áreas protegidas en diferentes categorías.

Fuente: ODH 2006 con base en: Moya Pons, 1994. McPherson (2003). Diamond, 2005. CARICOM 2002.



vivir en un entorno contaminado, según
reportaron en el Censo 2002. El 74% de los
habitantes de Santo Domingo percibe estar
cerca de una fuente de contaminación, y lo
mismo opina el 70% de los censados en el
Distrito Nacional y San Cristóbal. También el
67% de las provincia Duarte y Monte Plata y
el 66% de Independencia y Sánchez
Ramírez. Llama la atención que, a excepción
de Santo Domingo y San Cristóbal, la pobla-
ción de las demás provincias identificadas
como más contaminadas por el informe de
la SEMARN están entre las que tienen una
menor percepción de contaminación. 

El 66% de los hogares dominicanos afir-
ma vivir cerca de alguna fuente de contami-
nación ambiental, según el Censo 2002. El
problema de calidad ambiental que más
ampliamente se percibe es el ruido, identifi-
cado como un problema de contaminación
por el 30% de los censados. En segundo
lugar está la basura, seguida de las aguas
estancadas y las cañadas14 (Cuadro VI.2).

En algunas provincias, como en Es-
paillat, Salcedo, Duarte y Pedernales, las
granjas y pocilgas se encuentran entre los
tres primeros lugares. Es interesante señalar
que las bombas de gasolina no se perciben
como una fuente de contaminación de im-
portancia (menos de un 1% de las personas
encuestadas las señala como tal). Sin embar-
go, las fugas de hidrocarburo y los vapores
que se emiten desde los tanques soterrados
de las bombas de gasolina afectan a los
recursos de agua subterránea y la calidad del
aire, respectivamente (Anexo VI.4).

Aunque los problemas de contamina-
ción identificados por la población en cen-
sos y encuestas representan problemas rea-
les, no es posible establecer cuantitativa-
mente la magnitud y la fuente de la contami-
nación ambiental en un territorio a partir de
estas percepciones. Los principales y más
peligrosos contaminantes ambientales no
pueden determinarse con los sentidos.
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Gráfico VI.1 Porcentaje de hogares que percibe vivir cerca 
de fuentes de contaminación, por provincia, 2002

Fuente: ODH/PNUD en base a Censo 2002
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Debido a que en el país no existen sistemas
ni redes de monitoreo de calidad ambiental,
que permitan establecer de manera precisa
las condiciones del ambiente a través del
tiempo, es imposible evaluar tendencias,



riesgos o el simple cumplimiento de la nor-
mativa vigente.

Calidad de agua
La contaminación hídrica tiene implica-

ciones sociales y ambientales: encarece el
abastecimiento de agua para consumo hu-
mano al requerir mayores niveles de trata-
miento; expone a la población a enfermeda-
des por consumo, contacto directo o a través
de los alimentos, e impide el desarrollo nor-
mal de la fauna y flora en los ecosistemas
acuáticos y de riberas. En general, la calidad
del agua afecta principalmente a mujeres,
niños y niñas, tanto por su vulnerabilidad a
diferentes infecciones como por la responsa-
bilidad que la sociedad asigna a las mujeres
sobre la salud de todas las personas del
hogar. 

En el país no existe un sistema de moni-
toreo de la calidad del agua15. Algunas medi-
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Ruido vehículos 30

Basura 19

Aguas estancadas 16

Cañada 14

Música alta 12

Pocilga-granja 7

Ruidos fábrica o taller 4

Ruidos planta 4

Humo o gases 3

Desechos fábrica 1

Envasadora 1

Bomba gasolina 1

Ninguna contaminación 34

% de hogares con al 

menos una fuente de 

contaminación
66

Cuadro VI.2

Porcentaje de hogares
que declararon sufrir
de contaminación en el
Censo 2002, según tipo
de contaminación

Tipo de 
contaminación

% de hogares que 
declararon sufrir de este 

tipo de contaminación

Fuente: Censo 2002

ciones de tres parámetros básicos (DBO16,
coliformes fecales y amoníaco) en los ríos
Yaque del Norte, Ozama y Yuna indican que
éstos no cumplen con los niveles mínimos
establecidos en las Normas Ambientales de
Calidad de Agua y Control de Descargas
establecidas por la SEMARN para aguas clase
A o B (destinadas al consumo humano,
riego o usos recreativos), y ni siquiera cum-
plen con las normas para aguas clase C
(cuyo único uso aceptable es la navegación)
en algunos tramos.17

La calidad del agua en las costas domini-
canas es un punto de preocupación. La
cobertura de tratamiento de las aguas resi-
duales es inferior al 7%, lo que implica que
casi la totalidad de las aguas residuales se
vierten, a los ríos, al subsuelo o al mar, con
todos los contaminantes físicos, químicos y
biológicos que adquiere el líquido por el uso
humano cotidiano.

Esta carga contaminante y de sedimen-
tos viaja a través de los ríos e impacta tam-
bién la calidad del agua en las playas, afec-
tando la actividad turística. 

Calidad de aire
Hay menos información histórica y sis-

temática sobre la calidad del aire de la que
existe acerca de la calidad del agua. En la
mayoría de las ciudades del país no se han
hecho mediciones de inmisión18, por lo que
se dispone solamente de datos aislados de
emisiones de algunas fuentes fijas. 

El hecho de que las infecciones respira-
torias agudas han superado a las enfermeda-
des diarréicas como principal causa de
morbi-mortalidad en distintos momentos y
localidades en los últimos años, puede con-
siderarse como evidencia indirecta del
impacto de las emisiones y del deterioro de
la calidad del aire en República Dominicana. 

En el capítulo IV se constató que las
enfermedades respiratorias son la segunda

El 66% de la población
nacional afirma vivir
cerca de alguna fuente de
contaminación ambiental.



causa de muerte y la principal causa de con-

sultas en la población general por regiones

de salud. 

También es una señal de preocupación

la alta incidencia de alergias, asma y enfer-

medades de la piel en ciertas localidades del

país19. En las mediciones realizadas por Abt

Associates (2001) en Haina, Santo Domingo

y Santiago, se encontró que la cantidad de

partículas en el aire de diámetro menor a 2.5

µ20 (PM 2.521) estuvo, consistentemente,

por encima de los valores recomendados

por las normas de Calidad de Aire22. Un

material particulado tan fino (PM2.5) provo-

ca problemas respiratorios agudos y cróni-

cos, y representa un alto riesgo para la salud

pública. 

Residuos sólidos
La gestión de residuos sólidos no peli-

grosos es una función de los ayuntamientos

municipales, la cual se cumple con poco

apego a las normas nacionales de carácter

ambiental. 

Existen pocos estudios realizados en el

país sobre la generación y caracterización de

residuos. Entre los más recientes, se en-

cuentra el realizado para el Ayuntamiento

del Distrito Nacional por la Agencia Inter-

nacional de Cooperación Japonesa (JICA).

Dichos estudios establecieron que las tasas

de generación de residuos sólidos per cápi-

ta por día para el Distrito Nacional, eran los

siguientes, en promedio: 1.05 kg/hab/d, para

sectores de altos ingresos; 0.82 kg/hab/d,

para sectores de ingresos medios, y 0.59

kg/hab/d, para sectores de bajos ingresos.

Estos resultados son comparables con los de

lugares con un Producto Interno Bruto

(PIB) per cápita más alto que el de República

Dominicana, como Venezuela y algunas ciu-

dades de Estados Unidos.23

En el país la cobertura de servicio de

recogida de basura por parte de los ayunta-

mientos era de apenas un 56% en 200224. En

algunos municipios, como Salcedo y Sa-

maná, la cobertura reportada es de tan solo

un 30%. Esta situación se explica en parte

por el hecho de que los ayuntamientos tien-

den a brindar el servicio de recolección sólo

a los centros urbanos dentro de sus munici-

pios, mientras que los residuos de las zonas

rurales son quemados o arrojados a ríos y

cañadas. 

Independientemente del esfuerzo que

puedan hacer los ayuntamientos, el manejo

de los residuos sólidos es también una res-

ponsabilidad ciudadana, como en la reutili-

zación y reciclaje de materiales que pueden

ser aprovechados (Recuadro VI.4).

El método de disposición final más

comúnmente empleado en el país es el de

vertederos. Estos son, con la excepción de

Duquesa en Santo Domingo, simples depó-

sitos de basura a cielo abierto, sin ningún

control ambiental. 

La falta de controles ambientales con-

vierte a los vertederos en fuentes de conta-

minación del agua, el suelo y el aire. Las

aguas superficiales se contaminan por esco-

rrentía directa y por la práctica común de

colocar los vertederos a orillas de ríos y arro-

yos o en cañadas, de manera que las lluvias

arrastran los desechos. 

Además, se contaminan las aguas subte-

rráneas por la infiltración de lixiviados25, que

también contaminan el suelo. Los vertede-

ros no controlados son propensos a incen-

dios, tanto espontáneos como provocados

por sus operadores para maximizar el uso

del espacio. Frecuentemente, son reporta-

dos por los medios noticiosos dominicanos

incendios en los vertederos de Rafey

(Santiago) y Haina (Bajos de Haina), que

ocasionan significativas molestias y proble-

mas de salud a las poblaciones circundantes.  

En el caso de Duquesa, el vertedero del
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No existe un sistema
de monitoreo de la 
calidad del agua ni de
tratamiento de las 
aguas residuales



Gran Santo Domingo, a mediados de los

años 90 el basurero que operaba allí fue

mejorado con apoyo del gobierno japonés.

Se cubrió la parte del vertedero que ya no se

encontraba en operación, se instalaron duc-

tos para ventilar los gases y se diseñó un

plan de explotación del espacio restante.

Actualmente en Duquesa se hace compacta-

ción y cobertura diaria de residuos, pero no

se manejan adecuadamente los lixiviados, ni

el aprovechamiento de los gases. 

El vertedero de Duquesa se caracteriza,

además, por recibir diariamente la visita de

unos 200 “buzos”, que buscan “mercancías”

(metales, botellas, plásticos) en las monta-

ñas de basura para luego venderlas.

(Recuadro VI.5).

En cuanto a la gestión de residuos peli-

grosos, la responsabilidad recae sobre el

generador del residuo, siendo la SEMARN el

organismo responsable de establecer las

normas y fiscalizar su cumplimiento. En el

país existen muy pocas facilidades para el

tratamiento y disposición de residuos peli-

grosos. Las empresas que por compromisos

internacionales deben de cumplir con las

normas de países desarrollados (principal-

mente de Estados Unidos) exportan algunos

de sus residuos hacia esos países y entregan

otros a las empresas autorizadas para mane-

jarlos por la SEMARN. Sin embargo, como en

los demás casos de la gestión ambiental, hay

poca información disponible y muchas debi-

lidades en el seguimiento y fiscalización.

Las implicaciones en la salud humana

del mal manejo de los residuos peligrosos

son severas, y por lo general, crónicas, de

manera que los efectos se evidencian tras

muchos años de exposición a niveles relati-

vamente bajos de contaminación. 

En el país existen pocos casos documen-

tados: el  de los niños y niñas del barrio

Paraíso de Dios, en Haina, y la contaminación

por pesticidas en Constanza, son de los que

más han tenido eco en la opinión pública. 

En el primer caso26, un estudio realiza-
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Recuadro VI.4 El manejo de la basura, una responsabilidad ciudadana

Uno de los principios fundamentales establecidos en la ley dominicana sobre
medio ambiente es el de la corresponsabilidad. En su artículo 5, establece que es
una responsabilidad del Estado, de la sociedad y de cada habitante del país pro-
teger, conservar, mejorar, restaurar y hacer un uso sostenible de los recursos
naturales y el medio ambiente. También plantea de manera específica la respon-
sabilidad de eliminar los patrones de producción y consumo no sostenible. Pero
éste es un principio que no puede ser impuesto, sino que tiene que ser compren-
dido y asumido por cada persona en cada una de sus actividades diarias.

Uno de los más claros ejemplos de esto es el tema de la gestión de residuos sóli-
dos (“basuras”). Un estudio realizado en el Distrito Nacional ha medido la gene-
ración promedio de residuos en los hogares en 0.82 kg de residuos por persona
por día (los hogares más ricos generan por lo menos el doble de residuos que los
hogares más pobres, en algunos casos hasta 3 veces más). Asumiendo este nú-
mero como aproximadamente representativo de las familias de Santo Domingo,
el área metropolitana genera, sólo en residuos de origen doméstico (sin incluir
comercios, oficinas e industrias), 2,460 toneladas diarias de residuos, que equi-
vale a 900,000 toneladas en un año. Para poner este número en perspectiva,
tomado la densidad promedio medida en el mismo estudio mencionado, esta
cantidad de residuos equivaldría a una loma de basura de tres pisos de altura en
un área equivalente a la del Jardín Botánico (¡sólo en un año!). 

El empoderamiento para tratar la basura

Independientemente de que la gestión de residuos es una responsabilidad de los
gobiernos municipales, la generación de residuos es una responsabilidad de cada
persona y de las empresas. El lema de la gestión de residuos moderna es
“Reducir, Reutilizar y Reciclar”, conocidas como las tres R. Sólo un esfuerzo indi-
vidual puede hacer posible la implementación de este lema. Es cuestión de deci-
siones y compromisos individuales el generar menos residuos por persona (por
ejemplo: usar menos envolturas y menos utensilios desechables); la reutilización
es igualmente una decisión individual, muchas de las cosas que botamos aún tie-
nen posibilidad de uso; en el caso del reciclaje es necesario que exista un merca-
do para el material reciclado y es preferible que haya una estructura municipal
para facilitar el proceso, pero aún en este caso es posible hacer un esfuerzo indi-
vidual, ya que en el país, y particularmente en el área metropolitana de Santo
Domingo, existe un amplio mercado para productos reciclables (vidrio, plástico,
papel y cartón). 

Cada tonelada de residuos que termina en un vertedero es un desperdicio de
recursos (materia y energía) que se desechan a veces por desconocimiento, pero
mayormente por no tener un compromiso real con los objetivos de conservación
ambiental y desarrollo sostenible.

Fuente: ODH/PNUD en base a JICA y ADN 2006



do por el Instituto Blacksmith27 ha identifi-

cado que la zona de los Bajos de Haina está

entre las 10 ciudades del mundo más conta-

minadas. La contaminación se debe a la gran

cantidad de plomo presente en el aire y en

el subsuelo, legado de la industria Metaloxa

que recicló baterías de automóvil entre 1979

y 1999. Un estudio hecho en 1997 después

del cierre de la planta mostró que 9 de cada

10 niños y niñas de la zona tenían una con-

centración de plomo en la sangre superior a

la máxima recomendada por la Organización

Mundial de la Salud (OMS). Las consecuen-

cias van desde la muerte por envenenamien-

to a nacimientos con deformidades.

Aunque han pasado siete años desde

que se cerró Metaloxa, cientos de niños y

niñas nacidos por aquellas fechas presentan

elevados índices de plomo en la sangre, lo

cual ha provocado en ellos secuelas físicas y

mentales irreversibles.

En el caso de Constanza28, un  diagnós-

tico realizado por la compañía consultora

Internacional Resources Group (IRG), la

Agencia de Desarrollo Internacional de los

Estados Unidos (USAID) y la Subsecretaría

de Suelo y Agua, dependencia de la Secre-

taría de Estado de Medio Ambiente y Re-

cursos Naturales, determinó que la cuenca

alta del río Tireo está altamente contamina-

da por la presencia de nutrientes, turbidez,

bacterias y parásitos, factores provocados

por el uso de abonos; estiércol de vaca y

puerco; basura, aguas servidas, gallinaza y

pesticidas, entre ellos Carbofurán, cuyo uso

está prohibido en vista de su alta toxicidad. 

Esta contaminación provoca enferme-

dades gastrointestinales. Las causas princi-

pales de la contaminación son: sistemas de

infiltración de excretas deficientes, letrinas

mal ubicadas y mal diseñadas, degradación

de la capacidad de infiltración de agua, defo-

restación y un conflicto entre el uso de agua

para riego y la destinada al consumo huma-

no, situación que se agrava por existir en el

área una “infraestructura ineficiente, defi-

ciente e insuficiente”.
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Recuadro VI.5 Buzos del vertedero Duquesa: un claro ejemplo de falta de oportunidades

Según un artículo del periódico El Caribea, solamente al vertedero de Duquesa

acuden diariamente alrededor de 200 hombres a buscarse “el pan de cada día”.

Estos “buzos” son empujados por la exclusión social y la falta de oportunidades

a vivir de la basura, en búsqueda de un mejor nivel de vida. Hay que destacar que

la labor de estos buzos constituye el primer eslabón de un ciclo de reciclaje que

finaliza con la utilización de estos desechos en las grandes industrias que utilizan

estos materiales (metales, vidrios, cartón, plástico). Sin embargo, los buzos

corren más riesgos y reciben la menor proporción de las ganancias que deja el

“negocio” del reciclaje.

El vertedero de Duquesa recibe desechos provenientes del Distrito Nacional y la

provincia de Santo Domingo. Según declaraciones del síndico del Ayuntamiento

de Santo Domingo Norteb, este vertedero recibe alrededor de 3,500 toneladas de

desechos sólidos por día. Duquesa, a diferencia de los demás vertederos en el

resto del país, es administrado por una compañía privada. Sin embargo, se siguen

evidenciando ineficiencias en el manejo de los residuos, y se permite la realiza-

ción de trabajo inseguro de cientos de buzos en el vertedero. 

La administración del vertedero de Duquesa, además de permitir el trabajo inse-
guro dentro de las instalaciones, ha creado un ambiente de inseguridad en las
comunidades que le rodean. Según relatos de estudiantes universitarios que rea-
lizaban una investigación sobre las condiciones de vida en un batey próximo al
vertedero, las personas que habitaban allí mostraron temor a ser entrevistados/as
e incluso llegaron a afirmar que habían recibido instrucciones de la empresa de
no dar declaraciones de ningún tipo a ninguna persona externa a la comunidad. 

El trabajo de los buzos del vertedero Duquesa es la consecuencia de la exclusión
social, la falta de oportunidades y la falta de estructura de manejo de desechos.
Diariamente, estos hombres se enfrentan a montañas de basura en donde hur-
gan por conseguir las mejores “mercancías” para luego venderlas. Además de los
riesgos para su salud, también se exponen a la violencia producto de la compe-
tencia con los demás buzos por los desechos de mayor valor. Mientras los hom-
bres recogen los desechos de más valor en el mercado de reciclaje (metales,
vidrio, cartón, plástico) las pocas mujeres que “bucean” en la basura recogen las
cosas de menos valor (ropas, cortinas, zapatos). Las que no se dedican a la labor
de “buzo” establecen negocios de venta de comida en el vertederoc.

Notas:
a Rojas 2007
b Ibidem
c Canela 2005.



Ya no existe el cauce del río porque en
las zonas de El Paragua, donde nace el
afluente, y a lo largo del río comprendido
entre las comunidades Suriel, Montellano,
Asetilla y Tireo, los agricultores no han
respetado los treinta metros de distancia
que establece la Ley 64-00 y han ocupado el
cauce, en el que han dispuesto sembradíos y
colocado bombas de extracción de agua, uso
de ganadería en la parte alta de la cuenca,
arrojo de desperdicios tóxicos, basura y
otros agregados de alta contaminación,
razón por la que las especies acuáticas han
desaparecido totalmente.

El Cuadro VI.3 muestra resultados de un
estudio reciente de la SEMARN acerca del
contenido de residuos de plaguicidas29 en el
río Tireo, municipio de Constanza. Estas
mediciones puntuales encontraron concen-
traciones muy por encima de los límites esta-
blecidos en las normas de agua dominicanas,
y meses después, otro equipo de la
Secretaría tomó muestras en los mismos
lugares, encontrando que los resultados
estuvieron por debajo de los límites permisi-
bles. Estudios más recientes de la SEMARN
en 200730 han determinado que en el país la
venta y uso de los Contaminantes Orgánicos
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Cruz de Cuaba Endosulfan Sulfate Organoclorado 0.018 0.011

Carbofuran Carbamato 1.200 0.900

Río Tireo, sobre el puente Endosulfan I Organoclorado 0.370 0.006

Endosulfan II Organoclorado 0.230 0.005

Endosulfan Sulfate Organoclorado 0.190 0.010

Tireo después del Arroyo Café Endosulfan I Organoclorado 0.015 0.006

Endosulfan II Organoclorado 0.015 0.005

Endosulfan Sulfate Organoclorado 0.490 0.011

Cuadro VI.3 Resultados de una medición de restos de plaguicidas 
en las aguas de la cuenca de Tireo, Constanza, 2005

Estaciones 
de monitoreo

Pesticida 
presente 

en las muestras
Tipo

Valor 
encontrado Límite

Fuente: Subsecretaría de Suelos y Agua, SEMARN, Agosto 2005

Persistentes (COP) en plaguicidas no existe
de manera legal y están excluidos oficial-
mente del mercado agrícola nacional. A
pesar de las disposiciones con relación a los
COP y las variaciones en las mediciones que
pueden explicarse por muchas razones, el
punto fundamental es que sin monitoreo
continuo no es posible conocer la magnitud
real de los problemas ambientales ni sus
impactos en la población.

En resumen
La cobertura boscosa ha mejorado en

los últimos 40 años, debido a la política
represiva de protección a la foresta por
varias décadas, al subsidio de gas licuado de
petróleo, al crecimiento industrial, al cam-
bio en el modelo económico, a los progra-
mas de reforestación y a la expansión de las
áreas protegidas. Se mantiene la amenaza de
los incendios forestales, que evidencia los
limitados recursos públicos frente a este
problema. Tampoco se ha logrado una
gobernanza del bosque basada en el empo-
deramiento de la población, sino que se sus-
tenta en el uso de la represión. 

En general, la población dominicana
percibe vivir cerca de una fuente de conta-
minación; sin embargo, no es posible deter-
minar cuantitativamente la magnitud y la
fuente de la contaminación ambiental en un
territorio a partir de estas percepciones.  

Hay algunos indicadores parciales que
señalan problemas de contaminación en las
aguas; por ejemplo: se sabe que menos del
7% de las aguas servidas son tratadas, lo que
impacta el subsuelo, los ríos y las costas; no
hay mediciones sistemáticas de la calidad
del aire, aunque sus efectos se registran a
través de las enfermedades respiratorias. El
manejo de los residuos sólidos es inadecua-
do en casi todos los municipios del país,
habiendo poca participación y educación
ciudadana para el manejo de la basura.

En general, se puede afirmar que la



ausencia de sistemas de monitoreo no per-

mite establecer la evolución de la calidad

ambiental, situación que deberá resolverse

en el futuro inmediato.

VI.2.2  El nuevo marco 
legal-institucional ambiental:
eficacia de los instrumentos
de gestión

En agosto del año 2000, se promulgó la

Ley General sobre Medio Ambiente y

Recursos Naturales (Ley 64-00), primera ley

marco nacional que agrupa en un solo docu-

mento todos los principios a ser adoptados

con respecto a los recursos naturales, los

ecosistemas y la calidad ambiental. A raíz de

su promulgación, se creó la Secretaría de

Estado de Medio Ambiente y Recursos

Naturales (SEMARN)31, cuya estructura es

resultado de la evolución de varias institu-

ciones que previamente operaban de mane-

ra independiente y que pertenecían a instan-

cias distintas (Cuadro VI.4). Otras institucio-

nes32 fueron adscritas a la SEMARN y aunque

mantienen su identidad, personería jurídica

y cierta autonomía presupuestaria, deben

coordinarse con la Secretaría.

Nuevas creaciones
La Ley 64-00 manda a crear algunas ins-

tancias nuevas para gestionar la calidad

ambiental y los recursos naturales. La prime-

ra de éstas es el Sistema Nacional de Gestión

Ambiental y de los Recursos Naturales, que

establece las normas, recursos, programas e

instituciones del sector público en lo relati-

vo al medio ambiente y los recursos natura-

les33. Además, se crea el Consejo Nacional

Ambiental y el Fondo Nacional para el Medio

Ambiente y los Recursos Naturales, ninguna

de las cuales opera aún. 

Un  aspecto importante a destacar de la

Ley 64-00 es que propicia la integración de la

sociedad civil y de las organizaciones comu-

nitarias en los planes, programas y proyectos

destinados a la preservación y mejoramiento

del medio ambiente; además de favorecer la

cogestión de las áreas protegidas. 

Las UGAM
La creación de las Unidades de Gestión

Ambiental Municipal (UGAM) implica el re-

conocimiento de la potestad y necesidad de

que los poderes municipales emitan orde-

nanzas y normativas (coherentes con la

legislación nacional vigente) relacionadas

con la calidad ambiental de los espacios de

gestión que les corresponden. A la fecha,

más de 60 UGAM han sido formalmente

constituidas, aproximadamente el 80% de

ellas con apoyo técnico de la SEMARN

(Mapa VI.2). En el Anexo VI.5 se registran las

resoluciones que a finales de 2006 habían

emitido ocho municipios. 

Nuevos instrumentos
La Ley 64-00 establece una serie de ins-

trumentos que procuran la incorporación

de la variable ambiental a las políticas y pro-

gramas de desarrollo, tanto públicos como

privados, a través de procesos de Evaluación

de Impacto Ambiental (EIA) y Evaluación

Ambiental Estratégica (EAE).

El proceso de evaluaciones de impacto

ambiental está asociado a un sistema de

autorizaciones que son requeridas por ley

para toda obra, proyecto o actividad que se

realice en territorio dominicano y que

pueda afectar negativamente al medio

ambiente. La SEMARN publicó en 2001 el

reglamento del sistema de permisos y licen-

cias ambientales35 , el procedimiento para la

EIA de proyectos nuevos y el procedimiento

para la EIA de instalaciones existentes. En el

periodo 2002-2005, la SEMARN conoció

1,304 proyectos nuevos, mientras que en el

mismo período apenas 374 instalaciones

existentes36 iniciaron el proceso de puesta

en cumplimiento solicitando su permiso

ambiental (Cuadro VI.5).
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El 66% de los hogares
dominicanos afirma 
vivir cerca de una 
fuente de 
contaminación 
ambiental



La Ley de Medio Ambiente también
manda la elaboración de normas técnicas
para establecer los parámetros de emisión y
vertido a determinados medios,  y/o estable-
cer criterios ambientales para la operación
de determinadas facilidades. Actualmente,
hay catorce normas vigentes que marcan la
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Mapa VI.2
Municipios con UGAM registradas en la Secretaría de Medio Ambiente y
Recursos Naturales (SEMARN), 2006

Fuente: ODH, 2006; con base en Dirección de Protección Ambiental, Subsecretaría de Gestión Ambiental, SEMARN, 2006

De Gestión Ambiental Instituto Nacional de Protección Ambiental (INPRA)

De Áreas Protegidas y Biodiversidad Dirección Nacional de Parques, Dirección de Vida Silvestre (SEA)

De Recursos Forestales Dirección General de Foresta, Instituto Nacional de Recursos 
Forestales (existió por ley durante menos de tres meses) y el Consejo 
Nacional Técnico Forestal (CONATEF)

De Recursos Costeros y Marinos Dirección de Pesca (SEA), aunque en 2005 vuelve a pasar a 
depender de la SEA, en virtud de la Ley de pesca.

De Suelos y Aguas Oficina para la Protección de la Corteza Terrestre (SEOPC);
asume parte de las funciones del INDRHI

De Educación e Información Departamento de Inventario de Recursos Naturales (SEA)
Ambiental

Cuadro VI.4 
Instituciones asimiladas dentro de la Secretaría
de Estado de Medio Ambiente y Recursos Naturales
(SEMARN)

Subsecretaría actual Institución de la cual fue formada

primera referencia de parámetros de calidad
ambiental en el país, establecidos de forma
coherente entre sí gracias al marco general
de la Ley 64-00 (Anexo VI.6).

La formulación de la ley, los reglamen-
tos e instrumentos creados han sido elabo-
rados de manera participativa, involucrando
a la sociedad en general en la discusión de
los borradores. Sin embargo, esa participa-
ción no ha sido homogénea: las empresas
grandes y medianas, especialmente aquellas
más orientadas a actividades internacionales
como filiales o suplidoras, son las que más
se han vinculado a las normas y estándares
ambientales. En el caso de la sociedad civil,
la participación de las universidades y de las
ONG ha sido productiva e importante; pero
las organizaciones comunitarias de base han
participado sólo ocasionalmente y la socie-
dad civil no organizada prácticamente no ha
participado. Esto evidencia una falta de
empoderamiento de la población con su
entorno, el cual puede ser consecuencia de
la falta de información y la falta de concien-

La Ley 64-00 sobre 
medio ambiente favorece

la cogestión de las 
áreas protegidas Tiene UGAM

No tiene UGAM



cia de la importancia de los recursos natura-
les en la determinación de su situación de
bienestar. En el capítulo II se hace un análi-
sis más detallado de las formas de empode-
ramiento social de la población en República
Dominicana. En todo caso, esto requiere
una mayor investigación, que trasciende las
posibilidades de este informe.

Gestión nacional versus recursos
necesarios
El escenario de gestión participativa y

responsable planteado por la Ley 64-00 se
opaca por las limitaciones existentes en tér-
minos de planificación y fiscalización de la
SEMARN. Actualmente, las principales debili-
dades de la gestión ambiental pública están
asociadas, sobre todo, a las limitaciones de
recursos para el monitoreo, la fiscalización, la
educación y comunicación ambiental. La
asignación presupuestaria destinada a la pro-
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Cuadro VI.6 
Gasto en la protección del medio ambiente y los
recursos naturales, 2001-2006 (clasificación funcional)

Gasto 2001 2002 2003 2004 2005 2006

Turístico 32 57 75 42

Urbanístico 75 69 67 56

Minero 52 112 62 49

Expendio de
85 38 44 37

combustibles

Infraestructura 44 47 28 12

Energético 19 16 16 15

Agropecuario 7 15 18 23

Industrial 31 67 68 73

Vías y transporte 9 17 10 6

Hidráulicos 5 11 2 2

Misceláneos 2 34 44 63

Total 361 483 434 378

Proyectos nuevos 314 384 336 248

Instalaciones 
47 99 98 130

existentes

Cuadro VI.5 

Número de proyectos 
ingresados a la
Subsecretaría de Gestión
Ambiental para tramitación
de autorización ambiental
correspondiente, 2002-2005

Tipo de proyecto 2002 2003 2004 2005

Fuente: Subsecretaría de Gestión Ambiental, SEMARN

tección ambiental es de un 0.41% del gasto
del gobierno central; la cual disminuyó en
2006 en términos nominales pero que en tér-
minos reales lo viene haciendo desde 2002
(Cuadro VI.6). Por su parte, el gasto institu-
cional de la Secretaría de Medio Ambiente y
Recursos Naturales es el 0.87% del gasto total
del gobierno central (Cuadro VI.7). Estas
cifras pírricas contrastan con la función de
velar por el control ambiental de la actividad
productiva y la gestión de los recursos natu-
rales y la biodiversidad en todo el territorio
nacional. Países como Costa Rica invierten un
0.64% de su PIB en gestión y protección
ambiental, mientras República Dominicana
invirtió como media entre 2002 y 2006 tan
sólo el 0.11% del PIB (Cuadro VI.8)37.

A manera de comparación, el presu-
puesto asignado a la protección del medio
ambiente en los últimos tres años  ha sido en
promedio un 6.4% del presupuesto asignado
a la Presidencia de la República, y aproxima-
damente un 26.1% del presupuesto asignado

En pesos corrientes 353 436 581 883 1,149 870

En pesos de 2001 353 414 433 435 543 395

Como % del gasto total del 
gobierno central 0.56% 0.59% 0.63% 0.60% 0.61% 0.41%

Como % del PIB 0.10% 0.11% 0.12% 0.11% 0.13% 0.09%

Fuente: ODH/PNUD en base a Secretaría de Estado de Hacienda y BCRD

Cuadro VI.7
Gasto de la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y
Recursos Naturales, 2001-2006 (clasificación institucional)

Gasto 2001 2002 2003 2004 2005 2006

En pesos corrientes 1,020 1,117 1,464 1,617 2,180 2,044

En pesos de 2001 1,020 1,062 1,092 796 1,030 927

Como % del gasto total del 
gobierno central

1.52% 1.46% 1.61% 0.97% 1.13% 0.87%

Como % del PIB 0.28% 0.28% 0.29% 0.21% 0.25% 0.20%

Fuente: ODH/PNUD en base a BCRD



a las Fuerzas Armadas38. Debe tomarse en
cuenta que dentro del presupuesto de la
SEMARN más del 50% corresponde al presu-
puesto del Instituto Nacional de Recursos
Hidráulicos (INDRHI) y se dedica a la infraes-
tructura de riego del país, no a la protección
y gestión ambiental39.

Esto es un indicador de que la gestión
medio ambiental aún no es considerada
prioritaria en términos de planificación y eje-
cución de políticas. Además, aún no se cum-
ple a cabalidad lo relativo a la incorporación
de la gestión ambiental a la gestión guberna-
mental de manera transversal. La Ley 64-00
plantea que las consideraciones ambientales
deben estar incorporadas al sistema nacional
de planificación, y adicionalmente manda
que las políticas, planes y programas públi-
cos sean sometidos al proceso de evaluación
ambiental estratégica. 

DR-CAFTA y medio ambiente
La capacidad de gestión efectiva del

medio ambiente es particularmente preocu-
pante frente a la entrada en vigencia de un
Tratado de Libre Comercio con los Estados
Unidos y Centroamérica, en el cual, entre
otras cosas, República Dominicana explicitó
su intención de fiscalizar adecuadamente su
marco normativo ambiental para garantizar
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Rep. Dom. 2002-2006 0.11%

Costa Rica 2000 0.64%

Honduras 1999-2003 0.45%

El Salvador 1999-2003 0.04%

Reino Unido 2004 0.50%

Cuadro VI.8
Gasto público en protección
ambiental, como porcentaje
del PIB, diferentes países

País /Año Período 
de estimación

Porcentaje 
del PIB

Fuente: ODH 2006, con base en: www.stp.gov.do; Barrantes, 2002;
Sáenz et. al., 2005; y www.statistics.gov.uk. Consultados en
Noviembre 2006

que la búsqueda de oportunidades comer-
ciales no vaya en detrimento de la calidad
ambiental. El incumplimiento de los capítu-
los normativos de este tratado implica la
posibilidad de sanciones comerciales de
hasta 15 millones de dólares y en última ins-
tancia la separación del tratado. Las limita-
ciones presupuestarias restringen la capaci-
dad de respuesta de la SEMARN y sus posibi-
lidades reales de fiscalizar adecuadamente el
marco normativo vigente. Desde el punto
de vista ambiental, el tratado representa una
oportunidad para mejorar la fiscalización de
la normativa vigente e incorporar más recur-
sos y vigilancia al cumplimiento de la norma
ambiental (Anexo VI.7). 

Mensajes contradictorios
Además del tema presupuestario, la

carencia de una política ambiental real de
Estado se evidencia en otros aspectos. A
pesar de lo planteado por la Ley 64-00,
recientemente se emitió la Ley 266-04, que
otorga a la Secretaría de Estado de Turismo
(SET) funciones que son competencia de la
Secretaría de Estado de Medio Ambiente. 

El aspecto más contradictorio de esta
ley está en el artículo 8, el cual indica que: 

“La Secretaría de Estado de Turismo
será la única institución con facultad
para otorgar los permisos operaciona-
les, ambientales o de cualquier otra
índole correspondientes a la instala-
ción de cualquier proyecto turístico o
ecoturístico que se vaya a desarrollar
en cualquier área del país que no sea
área protegida y de efectuar las eva-
luaciones de impacto ambiental
correspondientes a los proyectos turís-
ticos o ecoturísticos a desarrollarse en
cualquier área del país que no sea
área protegida, mediante el co-
rrespondiente estudio efectuado por
técnicos o consultores, públicos o pri-
vados, elegidos y contratados por ella”. 

La Ley 266-04 otorga 
a la Secretaría de Estado

de Turismo funciones
que son competencias 

de la SEMARN



Este artículo contradice la Ley 64-00, es-

tableciendo una clara intención política de

priorizar el desarrollo turístico por encima

de la protección ambiental. Es una negación

explícita de la función rectora transversal de

la SEMARN, evidenciando que en la esfera

política no hay un compromiso real con la

inclusión de las consideraciones ambientales

en todos los aspectos del quehacer estatal. 

La naturaleza de la Secretaría de Estado

de Turismo es principalmente de promo-

ción y apoyo, no de rectoría, como es el

caso de Medio Ambiente. Por otro lado, la

SEMARN es la que está facultada para esta-

blecer los estándares ambientales que rigen

todas las instalaciones productivas en el

territorio nacional. La Secretaría de Estado

de Turismo debería actuar como un aliado

de la Secretaría de Medio Ambiente, en la

medida en que ésta es la encargada de pre-

servar la base sobre la cual se sustenta la

mayor parte del turismo que recibe

República Dominicana: sus recursos natura-

les y la belleza escénica.

En resumen
El marco legal ambiental vigente tiene

los atributos necesarios para considerar la

dimensión ambiental dentro de una estrate-

gia de desarrollo humano. El inicio de la Ley

de Medio Ambiente manifiesta un compro-

miso político con la sostenibilidad, operacio-

nalizado a través de:

• La eficiencia: estudios de impacto am-

biental, incorporación de costos ambien-

tales e instrumentos de cumplimiento

voluntario. 

• La equidad: garantía de acceso para toda

la población al capital natural básico

como el agua. 

• La participación pública y la cogestión

como una forma “inicial” de empodera-

miento. 

Sin embargo, las debilidades institucio-

nales, la falta de recursos y una concepción

limitada de la sostenibilidad han imposibili-

tado que los más pertinentes instrumentos

de gestión ambiental previstos en la legisla-

ción sean implementados con efectividad. 

La ley supuso la creación de las Uni-

dades de Gestión Ambiental Municipal

(UGAM), que todavía no están ejerciendo

plenamente sus funciones, pero que tienen

un gran potencial en particular con la

nueva Ley de Municipios (176-07). En gene-

ral, la gestión ambiental ha carecido de

recursos presupuestarios y con la entrada

del Tratado del Libre Comercio con Estados

Unidos y Centroamérica se abre una opor-

tunidad para fiscalizar mejor la normativa

vigente.

Hay que destacar que existe una ten-

sión permanente entre la actividad del turis-

mo, que la mayoría de las veces ha hecho un

uso irresponsable de los recursos naturales,

y el manejo ambiental que intenta estable-

cer normas y regulaciones. En efecto, como

se destacó en el Informe Nacional de De-

sarrollo Humano 2005, el turismo es el sec-

tor que ha presentado el mayor dinamismo;

sin embargo, el crecimiento acelerado sin

orden y sin la debida planificación, ha pro-

vocado una serie de externalidades negati-

vas en los recursos naturales. Entre las cau-

sas principales están un desarrollo del turis-

mo concentrado en las costas, con un pre-

dominio de los hoteles de gran tamaño, faci-

lidades turísticas concebidas a espaldas de

las comunidades y de la cultura nativa, con

playas privatizadas y escasa regulación esta-

tal. Muchos hoteles se construyeron sin res-

petar las normas ambientales y teniendo un

manejo inadecuado de los desechos líqui-

dos y sólidos. El Estado no sólo no ha sabi-

do imponer el respeto de la ley, sino que en

algunos casos ha sido cómplice al otorgar

permisos y hasta vender bienes públicos

como las playas.
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VI.2.3 Usos actuales del territorio
dominicano: implicaciones
para la sostenibilidad

El territorio dominicano está determina-

do por la condición de isla y por una orogra-

fía escarpada.  Estos dos elementos son fun-

damentales en la definición de las condicio-

nes climáticas y ambientales de las distintas

regiones del país. Más del 60% del territorio

dominicano presenta altas pendientes y sue-

los con vocación forestal. Es por esto que,

aún con el incremento de cobertura registra-

do en los últimos años, apenas el 50% del

territorio con vocación forestal tiene cober-

tura boscosa.

Los usos actuales del territorio no se

corresponden con un proceso de ordena-

miento ambiental ni con otro tipo de planifi-

cación. El único elemento de ordenamiento

territorial actualmente vigente en República

Dominicana es el Sistema Nacional de Áreas

Protegidas (SINAP). 

El análisis de la información de uso y

cobertura es el primer paso para establecer

los conflictos actuales y potenciales en el uso

del territorio. En el Cuadro VI.9 se presentan

los porcentajes de uso y cobertura del terri-

torio de cada provincia en 2003. Cerca del

40% del territorio nacional se dedica a la acti-

vidad agrícola. Las provincias con mayor por-

centaje de suelo ocupado por la agricultura

son: San Pedro de Macorís, Valverde y

Duarte; mientras que las de menor porcenta-

je son: el Distrito Nacional, Pedernales e

Independencia. Es de señalar que el uso agrí-

cola de la tierra junto con la cobertura bos-

cosa registran la menor diferencia interpro-

vincial de todos los usos y coberturas. En

efecto, la diferencia interprovincial en ambos

se sitúa en un 37% con relación a sus respec-

tivas medias simples, siendo el intervalo de

amplitud mayor para el uso agrícola que para

la cobertura boscosa. 

Cabe destacar que en la mayoría de los

casos las mayores coberturas boscosas están

asociadas a la existencia de áreas protegidas

en la provincia. Este es el caso de Monseñor

Nouel, Pedernales, Samaná, Santiago, La

Vega, Santiago Rodríguez, San Juan, Azua y

San Cristóbal.

El tercer tipo de cobertura, en cuanto a

porcentaje del territorio, son los matorrales.

Éstos pueden ser vegetación natural o vege-

tación secundaria40 en zonas abandonadas o

de baja intensidad de uso. Las provincias con

mayor porcentaje de su territorio ocupado

por matorrales son: Independencia, Baho-

ruco, Azua, Barahona, Elías Piña, Pedernales

y San Juan.

En cuanto a cobertura de pasto, las que

mayor porcentaje de territorio le dedican

son: María Trinidad Sánchez, Sánchez Ra-

mírez  y La Altagracia.

La extensión de humedales se mantiene

igual que en los datos reportados en199641,

en apenas un 0.91% del territorio nacional. 

Finalmente, el 1.6% del territorio es zona

poblada, registrando la mayor diferencia

interprovincial (un 370% con relación a la

media simple). La única demarcación total-

mente urbana es el Distrito Nacional, con

más de un 90% de su territorio definido co-

mo zona poblada.  La provincia de Santo Do-

mingo tiene un 15% de ocupación urbana,

seguida a mucha distancia por La Romana y

Santiago con un 3.7%, respectivamente.

Mientras que Pedernales, Monte Plata, Elías

Piña y El Seibo son las zonas menos pobladas.

La Huella Ecológica
República Dominicana ha experimenta-

do un profundo proceso de urbanización. El

63.6% de su población reside actualmente

en zonas denominadas urbanas. En general,

el Gran Santo Domingo y las ciudades del

Cibao Central concentran más del 50% de la

población nacional. Esto implica una serie

de demandas de servicios públicos urbanos,

así como patrones de consumo que impac-
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tan todo el territorio nacional. Una manera
de analizar la magnitud de ese impacto es a
través de indicadores como la Huella
Ecológica, un indicador desarrollado por la
Red de Huella Ecológica Global (Global
Footprint Network) en asociación con la Red
de la Agencia Ecológica Europea, que mide
el impacto del consumo de las poblaciones

sobre su territorio (y el impacto de la pobla-
ción humana sobre el planeta)42. Más espe-
cíficamente, la Huella mide hasta qué punto
la demanda ecológica de las economías,
tanto para suplir recursos como para servir
de sumidero, está dentro de las capacidades
de la biosfera de suplir dichos servicios.
Como fórmula económica, la Huella de una
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Cuadro VI.9 Porcentaje del territorio provincial dedicado a cada tipo de uso o cobertura, 2003

Provincia
Matorrales Pasto Presas

Zona 
poblada

Sin datosAgricultura Bosques
Escasa 

vegetación
Humedales

Usos y coberturas

Fuente: ODH 2007 con datos de SEMARN

Az 26.4% 38.7% 2.2% 0.0% 31.2% 0.9% 0.0% 0.5% 0.0%

Bao 36.7% 21.0% 6.1% 1.5% 32.7% 1.4% 0.0% 0.6% 0.0%

Bar 25.3% 35.1% 2.3% 0.1% 28.9% 7.0% 0.0% 1.2% 0.1%

Daj 46.1% 27.2% 0.0% 0.1% 18.8% 7.5% 0.1% 0.5% 0.0%

DN 1.8% 5.9% 0.0% 0.1% 0.1% 1.5% 0.0% 90.4% 0.1%

Dua 60.9% 22.4% 0.4% 0.2% 2.1% 12.2% 0.0% 1.1% 0.7%

ES 54.9% 26.3% 0.1% 0.8% 1.2% 16.0% 0.0% 0.2% 0.5%

EP 37.8% 31.1% 0.0% 0.0% 28.8% 2.0% 0.0% 0.2% 0.0%

Esp 45.9% 27.9% 0.0% 0.9% 11.3% 12.6% 0.0% 1.6% 0.1%

HM 44.1% 34.1% 0.0% 0.9% 6.2% 12.9% 0.0% 0.6% 1.0%

Ind 18.4% 36.2% 3.7% 2.2% 38.5% 0.6% 0.0% 0.4% 0.0%

LA 25.0% 27.9% 0.0% 0.9% 20.5% 20.8% 0.0% 1.0% 3.9%

LR 45.6% 23.6% 0.4% 0.2% 14.2% 12.1% 0.0% 3.7% 0.2%

LV 30.9% 49.2% 0.0% 0.1% 14.7% 4.3% 0.1% 0.8% 0.0%

MTS 46.2% 22.3% 0.4% 0.9% 0.4% 28.9% 0.0% 0.6% 0.3%

MN 34.8% 51.1% 0.9% 0.4% 7.4% 4.1% 0.3% 1.4% 0.0%

MC 51.2% 17.7% 1.6% 5.7% 19.9% 3.1% 0.1% 0.6% 0.1%

MP 51.2% 31.1% 0.0% 0.1% 4.8% 10.6% 0.0% 0.2% 2.1%

Ped 13.5% 49.4% 6.3% 1.1% 26.1% 3.1% 0.0% 0.1% 0.5%

Per 53.9% 22.9% 9.9% 0.8% 7.6% 2.1% 0.6% 1.4% 1.4%

PP 40.8% 32.9% 0.0% 0.6% 11.3% 12.7% 0.0% 1.6% 0.2%

Sal 55.0% 26.1% 0.0% 0.0% 12.4% 4.9% 0.0% 1.5% 0.1%

Sam 37.5% 43.3% 0.1% 7.9% 3.3% 5.7% 0.0% 0.4% 1.8%

SC 37.6% 42.7% 0.6% 0.6% 3.5% 11.7% 0.5% 2.7% 0.6%

SJO 35.6% 53.0% 0.3% 0.6% 5.6% 4.5% 0.4% 0.4% 0.1%

SJ 34.5% 38.3% 0.1% 0.0% 25.8% 0.9% 0.0% 0.4% 0.0%

SPM 71.4% 11.7% 0.2% 0.5% 6.8% 7.5% 0.0% 1.8% 0.1%

SRam 39.6% 27.9% 0.0% 0.0% 2.5% 27.0% 2.2% 0.7% 0.1%

Stgo 27.4% 46.8% 0.0% 0.7% 16.9% 4.1% 0.7% 3.7% 0.1%

SRod 30.9% 40.5% 0.0% 0.9% 22.7% 4.5% 0.9% 0.4% 0.0%

SD 51.8% 20.1% 0.1% 0.0% 6.7% 5.9% 0.0% 14.9% 0.3%

Val 61.1% 22.5% 0.3% 0.0% 12.2% 1.8% 0.0% 2.1% 0.0%

Total general 38.4% 33.4% 1.1% 0.9% 16.1% 7.9% 0.2% 1.6% 0.4%

DI 37.0% 36.9% 203.6% 171.4% 77.7% 91.2% 237.5% 370.1% 183.1%

Amplitud 174.8% 149.7% 880.0% 815.5% 276.1% 355.3% 1193.2% 2098.5% 866.7%



población es el monto total de tierra biológi-
camente productiva y agua necesarias para
producir los recursos que dicha población
consume43 y absorber los desechos que
genera (en función de la tecnología disponi-
ble), medida en hectáreas por persona44.

El Cuadro VI.10 presenta la Huella Eco-
lógica para un grupo de países. Se aprecia
que los países desarrollados, en general, tie-
nen mayores Huellas Ecológicas que los paí-
ses en vías de desarrollo, no solo por el volu-
men de consumo, sino también por el volu-
men de desechos. 

La densidad poblacional también juega
un rol importante en la determinación de la
Huella Ecológica: independientemente del
nivel de consumo un territorio podría “ajus-
tar” la huella ecológica de sus habitantes si la
densidad poblacional es relativamente baja.
Aunque este indicador plantea serias consi-
deraciones sobre el crecimiento poblacional
del planeta y la capacidad de carga del
mismo, el objetivo de este indicador es lla-
mar la atención sobre la necesidad de fomen-
tar la responsabilidad de los “agentes” en el
consumo, como condición previa y de
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corrección para la sostenibilidad y, por ende,

para el desarrollo.

La Red de Huella Ecológica Global esti-

ma que en la actualidad se excede en un

20% la capacidad del planeta para suplir la

demanda proveniente de la población

humana. Equivaldría a decir que la humani-

dad está cubriendo su sobregiro en el uso de

los recursos con la degradación de su capital

natural. 

En el caso de República Dominicana, la

Huella Ecológica calculada es de 1.6 hectá-

reas por persona, pero la capacidad ecológi-

ca actual, o capacidad de carga, es de sólo

0.8 hectáreas por persona. La diferencia

entre los valores de la capacidad de carga

local y la Huella Ecológica permite conocer

el nivel de autosuficiencia del país. Si el valor

de la Huella Ecológica está por encima de la

capacidad ecológica, el país presenta un

déficit ecológico; si, por el contrario, la capa-

cidad de carga es igual o mayor a la huella

ecológica, el país es autosuficiente, siempre

teniendo en consideración las limitaciones

del indicador.

Por lo tanto, el déficit ecológico de

República Dominicana es de 0.8 hectáreas

por persona, lo que implica que se requiere

el doble del territorio para satisfacer los

niveles actuales de consumo que tiene su

población. 

Aunque el indicador es sólo una cifra

aproximada del impacto de los patrones de

consumo de una nación, y no refleja los com-

plejos procesos reales y diferenciados de

consumo según clases sociales ni detalla los

intrincados procesos productivos que se ve-

rifican en un territorio, ofrece una idea acer-

ca de la necesidad de superficie para produ-

cir lo que se consume, pero, además, para

desechar los residuos de dicho consumo.

La relación entre consumo y sostenibili-

dad tiene varias aristas. Por un lado, no es

Argentina 2.3 5.9 3.6

Brasil 2.1 9.9 7.8

Costa Rica 2.0 1.5 -0.5

República Dominicana 1.6 0.8 -0.8

El Salvador 1.4 0.6 -0.8

Guatemala 1.3 1.3 0.0

Haití 0.6 0.3 -0.3

Honduras 1.3 1.8 0.5

Nicaragua 1.2 3.5 2.4

Estados Unidos 7.6 14.5 6.9

Canadá 9.6 4.7 -4.8

Cuadro VI.10
Comparación de Huella Ecológica y déficit ecológico
para algunos países del hemisferio, 2005

País
Huella 

Ecológica
(ha/persona)

Capacidad
Ecológica

Actual

Déficit
Ecológico

Fuente: Global Footprint Network. 2006
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deseable tener una Huella Ecológica muy

baja si ésta es un reflejo de pobreza extrema,

como es el caso de Haiti, cuya Huella es

menos de la mitad de la dominicana. De

igual forma, los niveles de consumo de las

personas más ricas no son deseables ni sos-

tenibles desde la perspectiva ambiental. La

Huella Ecológica plantea un serio cuestiona-

miento sobre cómo puede un gobierno

fomentar la responsabilidad y el compromi-

so de la población sobre el consumo. En

otras palabras, cómo incentivar capacidades

(libertades) positivas y un empoderamiento

más responsable.

Como se señalara anteriormente, la

densidad de la población es uno de los prin-

cipales factores de incremento de la Huella.

Esto puede reflejarse al analizar el déficit

ecológico calculado para Haiti, cuya Huella

Ecológica es de apenas 0.6. Sin embargo, su

densidad poblacional es tal que el resultado

neto es que los recursos de dicho país resul-

tan insuficientes para sostener a su pobla-

ción actual, sin importar los bajos niveles de

consumo que tenga.  

La minería
Los recursos mineros de República

Dominicana incluyen yacimientos metálicos

y no metálicos. Al igual que el agua, los

recursos minerales son de dominio público,

y el Estado es responsable de regular su uso

mediante el otorgamiento de concesiones

de exploración y explotación. 

En términos generales, la explotación

minera en República Dominicana se realiza

en canteras a cielo abierto, con lo cual, en

las zonas explotadas, se elimina toda forma

de vegetación y cobertura de suelo y requie-

re de extensivos programas de rehabilita-

ción para poder sostener cualquier tipo de

actividad o vida silvestre.

Para tener una idea de la magnitud eco-

nómica de los daños ambientales que puede

ocasionar una actividad minera mal regula-

da, considérese el hecho de que el aporte al

PIB de la totalidad del sector minero en 2006

fue de 5,955.4 millones a pesos corrientes45.

Un estudio concluido en ese mismo año por

la SRK Consulting46, empresa contratada por

la Secretaría de Estado de Industria y

Comercio, estableció el pasivo ambiental

total de la mina de Pueblo Viejo de la

Rosario Dominicana en 87.5 millones de

dólares (aproximadamente 2,900 millones

de pesos); es decir, el 49% del aporte del

sector minero al PIB. 

Según la Ley Minera47, los residuos de la

actividad minera deben depositarse en te-

rrenos de propiedad del concesionario y las

descargas fluidas de las plantas que se arro-

jen a la atmósfera o a una vía fluvial deben

purificarse de cualquier sustancia que pueda

contaminar el aire o las aguas. Asimismo, los

concesionarios tendrán derecho a usar las

aguas que discurren libremente por sus con-

cesiones, pero con la obligación de restituir-

las a su cauce, después de usarlas, adecuada-

mente purificadas o libres de sustancias

nocivas. De comprobarse la contaminación

del aire o las aguas de una región, la Di-

rección General de Minería ordenará la para-

lización de la operación causante. Si el aire o

las aguas contaminadas causaren perjuicios

a la población, a la agricultura o a la ganade-

ría, el concesionario responsable esta obliga-

do a indemnizar por los daños ocasionados.

En el caso de Pueblo Viejo, el Estado do-

minicano solicitó el estudio a la empresa

SRK Consulting para que estimara el costo

de recuperación de los daños ambientales y

diseñara un plan de reubicación para los

pueblos afectados. En la actualidad, después

de que la empresa Barrick Gold adquiriera la

mina en 2006, existe un plan para recuperar

los daños hechos y evitar futuros daños, que

incluye: la reubicación de dos poblados y la

indemnización a sus habitantes, la mejora de

las plantas de tratamiento, la construcción
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de la presa de cola para el depósito de los
desperdicios, la mejora de los muros de las
presas de colas de Mejita y La Laguna, entre
otros. El plan está en su fase inicial y todavía
queda pendiente terminar su diseño, pero la
Dirección de Remediación Ambiental de la
Secretaría de Industria y Comercio espera
que la propuesta sea aprobada en la primera
mitad de 2008. 

Minería metálica
La explotación de minerales metálicos a

gran escala se ha concentrado históricamen-
te en tres lugares del territorio nacional: los
yacimientos de bauxita de la provincia de
Pedernales, los yacimientos de oro y plata de
la provincia Sánchez Ramírez y los yacimien-
tos de ferroníquel de las provincias de
Monseñor Nouel y La Vega. De estos, sólo la
mina de ferroníquel, manejada por Falcon-
bridge Dominicana, opera en Bonao.

La bauxita
La explotación de bauxita (mineral de

aluminio) fue realizada en la zona de Cabo
Rojo, provincia de Pedernales, por la compa-
ñía norteamericana Alcoa a partir de 1959.
En 1985, por razones estratégicas y de mer-
cado, Alcoa decidió retirarse del país y le
entregó al gobierno las concesiones de
explotación de bauxita. Ya no se produce
aluminio, pero extensas áreas que formaban
parte de la concesión se explotan para
extraer caliza y otros minerales. Parte de la
zona explotada por Alcoa se encuentra hoy
dentro de los límites del Parque Nacional
Sierra de Bahoruco. 

El oro y la plata
Rosario Dominicana, empresa que origi-

nalmente fue de capital mixto (80% extranje-
ro y 20% dominicano), operó la mina de
Pueblo Viejo en las inmediaciones de Cotuí,
provincia Sánchez Ramírez, desde 1975
hasta 1999. En 1999, el Estado dominicano,
que había adquirido la totalidad de las accio-

nes de Rosario Dominicana en los años 80,

decidió cerrar temporalmente la producción

hasta tanto se consiguiese un socio opera-

dor con capacidad técnica y económica que

permitiese hacer viable la explotación de

oro de sulfuros.

En 2001 se completó una licitación pú-

blica internacional en la que resultó ganado-

ra la firma canadiense Placer Dome, la cual

quedó como arrendataria de la operación de

Pueblo Viejo por 25 años. Placer Dome fue

adquirida en marzo de 2006 por la también

canadiense Barrick Gold, la mayor empresa

productora de oro a nivel mundial. El Con-

trato Especial de Arrendamiento de Dere-

chos Mineros, firmado entre el Estado do-

minicano y esta empresa, establece que la

empresa será responsable de remediar el

pasivo ambiental en toda el área del proyec-

to minero, mientras que el Estado dominica-

no seguirá siendo responsable de la solución

del pasivo ambiental en aquellas zonas afec-

tadas por la actividad de la Rosario Do-

minicana, pero que queden fuera de dicho

proyecto.

El pasivo ambiental de la Rosario Do-

minicana está compuesto por el drenaje

ácido (ácido sulfúrico producido cuando

llueve sobre los sulfuros que han sido

expuestos por el proceso de minado); el

riesgo que representan los lodos acumula-

dos en las presas de colas y la acumulación

de desechos tóxicos. De no reiniciarse las ac-

tividades mineras en Pueblo Viejo, la inver-

sión total necesaria para la remediación del

pasivo ambiental sería de aproximadamente

87.5 millones de dólares, según el estudio

de SRK Consulting. De reiniciarse las activi-

dades mineras, como está previsto, las res-

ponsabilidades del Estado dominicano se

reducirían a una inversión de 19.5 millones

de dólares. En la actualidad, la Unión Euro-

pea ha aprobado un proyecto de 17 millones

de euros (aproximadamente 27.8 millones

de dólares), denominado Sysmin II, que con
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fondos de ayuda no reembolsable se dirige a

cubrir este pasivo ambiental. Actualmente,

se están realizando los estudios de diseño y

evaluación final para construir las facilidades

de remediación necesarias.

Por muchos años, la prensa nacional se

hizo eco de quejas y preocupaciones de per-

sonas que vivían en las inmediaciones de la

mina. Las quejas más frecuentes tienen que

ver con afecciones en la piel, problemas es-

tomacales, dolores de cabeza y musculares.

El Estado dominicano reubicó familias de

esta zona en más de una ocasión. Los costos

de reubicación de estas personas también

serían asumidos por el Estado dominicano,

según el Contrato Especial de Arrenda-

miento Minero de Derechos Mineros 48.

El ferroníquel
En el caso de la explotación de ferroní-

quel en las inmediaciones de Bonao, en las

provincias de Monseñor Nouel y La Vega, la

empresa Falconbridge Dominicana opera

desde 1971 (aunque la exploración se inició

en 1955). La operación de Falconbridge en

Bonao se realiza a cielo abierto, al igual que

las dos anteriores. Un estudio realizado en

1990-91 por el Instituto Superior de Agri-

cultura (ISA), a solicitud de Falconbridge,

estableció que las concentraciones de meta-

les pesados en el suelo, plantas y animales

del entorno de la mina, aunque relativamen-

te elevadas, no representaban riesgos para la

salud49.

En 1999, Falconbridge Dominicana se

convirtió en la primera empresa dominicana

en obtener la certificación ISO 14000 para

sus operaciones. 

En el año 2002, el oleoducto que trans-

porta desde Haina hasta Bonao el petróleo,

que es refinado por la Falconbridge, se rom-

pió en un tramo cercano a Villa Altagracia,

derramando un número no especificado de

barriles de crudo dentro del Arroyo Carvajal,

afluente del río Haina. Aunque la primera

señal de alarma dentro de la empresa se tu-

vo casi inmediatamente, las primeras accio-

nes de contención fueron tomadas casi 5

horas después. Afortunadamente, el derra-

me no afectó la toma de agua para el acue-

ducto de Santo Domingo, que se encuentra

sobre el río Haina. Sin embargo, puso de

manifiesto fallas en el sistema de gestión

ambiental de la empresa, así como debilida-

des en las instituciones nacionales que de-

ben dar respuesta a esta clase de accidentes.

Minería no metálica
En República Dominicana la mayoría de

los minerales no metálicos se usan en la

industria de la construcción, tanto en la

fabricación de cemento, cerámicas y vidrio,

como en los agregados áridos (arenas y gra-

vas) para el hormigón. La tendencia es pro-

ducir estos materiales a los más bajos costos

posibles, por lo que con frecuencia se

extraen de cauces y terrazas aluviales,

obviando buenas prácticas ambientales y de

seguridad laboral.

Tradicionalmente, las fuentes de mayor

producción de agregados del país se

encuentran en los ríos y terrazas de los ríos

Nizao, Nigua y Haina, en las cercanías de la

ciudad de Santo Domingo, y en la zona de

Las Charcas, en Santiago. En estos lugares,

las extracciones intensivas e indiscriminadas

han producido efectos significativos, princi-

palmente sobre el paisaje; pero también

sobre la calidad del agua, los patrones de

drenaje y, probablemente, sobre la flora y

fauna silvestre.

La erosión provocada por la extracción

intensiva de las orillas de los ríos tiene ade-

más un alto impacto en la vulnerabilidad de

las comunidades que viven cerca de estos

ríos, aumentando las probabilidades de

inundaciones y desastres. 

La SEMARN ordenó el cese total de la

CAPÍTULO VI / 319

La SEMARN ordenó
el cese total de la
extracción de este tipo
de materiales, pero
renovó el permiso de
extracción sólo a tres
empresas que operan
en el río Nizao



extracción de este tipo de materiales a
menos de 150 metros de los cauces y riberas
de todos los ríos del país, mediante la reso-
lución 16-2007, del 10 de agosto de 2007
pasado. La misma debía haber entrado en
vigencia el 10 de noviembre de 2007, sin
embargo, Medio Ambiente renovó el permi-
so de extracción sólo a tres empresas que
operan en el río Nizao, lo que ha generado
las protestas de diferentes sectores de la
sociedad civil, que demandan que la resolu-
ción se cumpla a cabalidad.

Áreas protegidas: evolución,
conflictos, experiencias recientes
En junio de 2006, la Oficina de Desarro-

llo Humano (ODH) organizó un Foro para
discutir la importancia de las áreas protegi-
das y los conflictos que alrededor de ellas se
han generado. El subtítulo del Foro fue la
provocadora pregunta: ¿Por qué proteger a
una iguana cuando hay niños desnutridos?
Al hacer esta pregunta el objetivo fue llevar a
la reflexión lo que hemos llamado en la
introducción de este capítulo el “antropo-
centrismo equivocado” cuando señalábamos
que es un hecho que la supervivencia de la
vida humana está indisolublemente ligada al
mantenimiento de condiciones de supervi-
vencia para las otras especies que habitan en
la tierra. 

¿Qué papel tienen las áreas protegidas
dentro de una estrategia de desarrollo hu-
mano? Las áreas protegidas proveen un con-
junto de funciones y servicios ambientales
fundamentales para reducir la vulnerabilidad
de las personas, que van desde la conserva-
ción del agua, barrera de contención de la
erosión del suelo y disminución de torren-
tes, hasta el caso de las playas, que son la
garantía de la sostenibilidad de la actividad
económica vinculada al turismo, pasando
por el procesamiento de carbono en el
aire.50

Las áreas protegidas son reservorios de

vida que contribuyen a mantener el equili-
brio en los ecosistemas. No existen por sí
mismas. La protección del territorio se justi-
fica por la importancia de lo que contiene y
se conserva para garantizar el balance ecoló-
gico de una región determinada. 

Ahora bien, el establecimiento de las
áreas protegidas ha sido fuente de conflic-
tos, ya sea porque ha implicado desplaza-
mientos de actividades y personas o por di-
ferencias entre las autoridades sobre el po-
tencial uso económico alternativo de esos
espacios; por ejemplo, para fines turísticos.

La creación de un área protegida no es
exclusivamente un mecanismo de conserva-
ción de la naturaleza, también implica un
cambio en la propuesta social existente en
un área. Para el campesinado dominicano
este proceso ha implicado el cambio (fre-
cuentemente violento) de su vector básico
de realizaciones mediante la legitimación de
un nuevo orden que le es completamente
ajeno. No sólo este nuevo orden “ataca” for-
mas de producción que antes fueron fomen-
tadas, sino que la mayoría de los campesinos
y campesinas de las comunidades adyacen-
tes a las áreas protegidas asocia la creación
de un “parque nacional” al término “veda-
do”, utilizado en la época trujillista, que
implica: exclusión, represión, acceso dife-
renciado a los recursos supuestamente “pro-
hibidos” y pérdida de los propios medios de
producción. 

De manera complementaria a la pérdida
de las formas de producción tradicional, la
creación de las áreas involucra el estableci-
miento de una nueva estructura de control y
manejo de dichas áreas que ha sido, la gran
mayoría de las veces, tan represiva como el
proceso de desalojo. En lo social, implica la
inclusión de nuevos actores (externos) para
tomar decisiones sobre espacios que antes
eran propios o de uso común. No es de
extrañar que la conformación de zonas pro-
tegidas cree conflictos. 
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En principio, el surgimiento del conflic-

to pudiera ser una oportunidad para desa-

rrollar mecanismos de participación y

potenciación de los arreglos institucionales

locales. Sin embargo, en el país los procesos

de creación de las áreas han sido en su gran

mayoría violentos y excluyentes51.

Entre los principales conflictos alrede-

dor de las áreas protegidas están: 

a) Los métodos de apropiación de terre-

nos: los conflictos relacionados con la

tierra son los fundamentales y más per-

sistentes y están directamente relaciona-

dos con la metodología empleada.

Cuando hay situaciones ilegales, como

la ausencia de compensación por expro-

piaciones, compensaciones subvalora-

das, abusos de poder, etc., se dificulta

aún más el intento de involucrar a las

comunidades en la protección de los

recursos52.

b) La delimitación de las zonas que se

deben proteger: la falta de una demarca-

ción adecuada de los límites de las áreas

protegidas también genera conflictos

relacionados con el uso de las zonas ale-

dañas al área y su aprovechamiento.

Eso, combinado con la escasa y deficien-

te vigilancia, suele traducirse en impac-

tos negativos sobre los recursos que se

pretenden proteger.

c) La percepción por parte de las comuni-

dades locales de que quienes se benefi-

cian realmente de las áreas protegidas,

tanto en términos económicos como de

otras formas, son personas ajenas a la

comunidad. Esto se debe, por un lado, a

la débil institucionalidad, que ha permi-

tido a particulares con influencias políti-

cas usar los recursos protegidos sin con-

secuencias para ellos. Por ejemplo, los

campesinos de la Cordillera Central han

reportado la extracción de madera o

pichones de cotorra por parte de milita-

res y/o allegados. Por otro lado, el uso

recreacional de las áreas genera confu-

sión: para un campesino o campesina

son potenciales terrenos productivos

que ahora son dejados para que el turis-

mo los disfrute y otros se beneficien

económicamente mientras se excluye al

campesinado. 

El conflicto rural
En el ámbito rural, el conflicto causado

por la conformación de las áreas protegidas

(y otras medidas “ambientales”) ha sido

manejado por los campesinos y campesinas

de dos formas diferentes, según McPher-

son52: baja y alta tensión, dependiendo de

la coyuntura y las circunstancias. El manejo

más frecuente es el denominado de baja ten-

sión, que se caracteriza por formas de resis-

tencia pasiva a manera de pequeños actos

cotidianos de violación a las leyes ambienta-

les. Éstos van desde maltratar árboles de

manera paulatina (“un machetazo diario”) y

espaciada hasta que mueren y la madera

pueda ser aprovechada, hasta manifestar

interés por participar en proyectos de recu-

peración, pero de manera disimulada no

participar absolutamente. Estos mecanis-

mos de defensa cotidianos resultan útiles a

los campesinos y campesinas cuando se

enfrentan a autoridades represivas o a la

imposibilidad de obtener un permiso de

aprovechamiento forestal. 

La resistencia de alta tensión se mani-

fiesta ante coyunturas que implican cambios

importantes y que no forman parte de la

cotidianidad. Se caracterizan por ser actos

de protesta violentos y notables, como la

quema de gomas e incluso de bosques, en

algunos casos. Frecuentemente, la motiva-

ción de actos de violencia se basa en una

exclusión diferenciada con respecto al

recurso a ser protegido: desde la época tru-

jillista hay personas influyentes que han

logrado mantener cierto acceso a recursos
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prohibidos para los campesinos y campesi-

nas pobres que los utilizaban con fines de

sobrevivencia. 

En efecto, “uno de los beneficiarios tra-

dicionales en diferentes lugares y en diferen-

tes momentos históricos de las políticas

ambientales dominicanas han sido las mis-

mas autoridades que controlaban el acceso a

los recursos. (…) Las comunidades locales

reconocen que ellos son los que en muchos

casos han facilitado acceso a los recursos de

las áreas protegidas para, por ejemplo, la

extracción ilícita de madera preciosa, made-

ra para postes, pichones de cotorras y otros

recursos. Eso, entonces, deja la percepción

entre las poblaciones adyacentes a las áreas

protegidas que éstas no generan beneficios

para sus habitantes, ni que las áreas protegi-

das contribuyen a la mejoría de sus comuni-

dades o a su calidad de vida; sino que quie-

nes realmente se benefician de las áreas pro-

tegidas son las autoridades que utilizan su

posición privilegiada frente al control de

acceso a los recursos para percibir benefi-

cios al poder ofrecer acceso selectivo a esos

recursos a particulares. Esto, obviamente,

no es un problema que se limita a las áreas

protegidas, es parte del fenómeno de

corrupción y clientelismo que caracterizan a

los gobiernos dominicanos”54.

Lo anterior lleva a concluir que, aunque

existe un sistema nacional de áreas protegi-

das, no existe una política de Estado dirigi-

da realmente a garantizar la protección de

los espacios, trabajando con las comunida-

des circundantes para crear desarrollo

humano.

Finalmente, la experiencia nos indica la

importancia del empoderamiento de las

personas y la participación de éstas en la

conservación medio ambiental, porque,

para que cualquier estrategia de conserva-

ción sea exitosa debe contemplar mecanis-

mos de educación, empoderamiento y par-

ticipación55.

La falta de recursos para la 
protección
Del presupuesto total asignado a la pro-

tección ambiental, en promedio, poco más

del 10% está dedicado a la protección de la

biodiversidad. La Secretaría de Estado de

Medio Ambiente y Recursos Naturales

(SEMARN) enfrenta serios retos para ofrecer

una protección e incluso una gestión efecti-

va de las áreas protegidas. La baja asignación

presupuestal no sólo dificulta la compra de

equipos para facilitar el patrullaje, sino que

además dificulta la contratación de un perso-

nal con un grado técnico aceptable.

El comanejo
Desde su creación en 2000, la SEMARN

ha tomado algunas acciones para fortalecer

la gestión de las áreas protegidas. Una de

esas acciones ha sido, precisamente, incluir a

las comunidades rurales aledañas a los par-

ques nacionales en la elaboración de los pla-

nes de manejo. Para ese fin, formalizaron una

metodología de redacción de planes que

basa su estrategia en la participación comu-

nitaria permanente, acompañada de cono-

cimiento técnico provisto por la institución.

Esta metodología implica un reconocimiento

de la importancia de la participación de las

comunidades en la gestión de las áreas e

implica también un cambio de visión en el

que los seres humanos dejan de ser percibi-

dos como “amenazas” para los recursos natu-

rales. Otra acción fue la inclusión expresa en

la Ley 202-04 del comanejo como herramien-

ta de gestión de las áreas (artículos 16 y 17). 

Sin embargo, a pesar de estos avances,

surgen algunas preguntas: ¿cómo se pro-

mueve la participación?, ¿cómo se desarro-

llan liderazgos no tradicionales?, ¿cómo se

asegura la inclusión de las mujeres?, ¿qué se

invierte en la economía de las comunidades

locales? 

Este informe no puede contestar todas

estas preguntas; sin embargo, es necesario
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tomarlas en cuenta en la implementación de

las políticas públicas en pos de asegurar una

participación eficaz e incluyente. 

Actualmente existen 15 experiencias for-

males de comanejo de áreas protegidas, la

mayoría de ellas exitosas (Cuadro VI.11). Lo

más destacado de estas experiencias es que

las comunidades no sólo han participado en

la toma de decisiones y la gestión de las

áreas, sino que han aprendido que éstas

pueden representar un medio de vida para

ellas, ya que la protección de la biodiversi-

dad y de los ecosistemas puede  no tener sig-

nificado para las personas con necesidades

inmediatas de supervivendia. El comanejo es

una herramienta efectiva con la que se “des-

monta” la exclusión de las y los comunitarios

con respecto a un área, convirtiéndolo en un

medio para alcanzar logros de forma sosteni-

ble. La protección del área protegida es la

razón de ser de la intervención conjunta

Estado-comunidad. Las comunidades repre-

sentan los ojos y manos que el sistema esta-

tal de control no posee sobre todo el territo-

rio. Su involucramiento sólo puede incre-

mentar los niveles de protección efectivos

del capital natural (Recuadro VI.6). 

El comanejo, junto con otros instru-

mentos de política que faciliten el financia-

miento de la operación de las áreas protegi-

das, representa una oportunidad de partici-

pación en la gestión de los recursos, así

como una ocasión de desarrollo para las per-

sonas involucradas. Esta participación en la

toma de decisiones representa una forma

concreta de empoderamiento. Es una pro-

puesta social nueva, basada en la inclusión,

lo que sienta un precedente en la gestión de

los recursos naturales en República Do-

minicana.

Ley Sectorial de Áreas Protegidas
202-04
Las protestas durante la discusión, so-

metimiento, revisión y aprobación de la Ley
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Cuadro VI.11 Experiencias de comanejo de áreas protegidas 
en República Dominicana, 2006

Área Protegida Organización/ Institución

Fuente: SEMARN, 2006

Refugio de vida silvestre lagunas Bávaro y Caletón.
Fundación Ecológica y Social Natura Park, Inc.
(FESONAP). 

Monumento natural Salto de Damajagua. Asociación de Guías Salvavidas del Río
Damajagua.

Padre Nuestro, sector del Parque Nacional del Este. Asociación de Hoteles La Romana-Bayahibe.

Monumento natural Pico Diego de Ocampo. Sociedad Ecológica del Cibao (SOECI).

Reserva forestal Loma Novillero.
Consejo Estatal del Azúcar (CEA) y Fundación
Loma Novillero.

Monumento natural Salto El Limón. 
Asociación Comunitaria de Ecoturismo Salto
El Limón (ACESAL).

Parque Nacional Valle Nuevo (Juan B. Pérez Rancier).
Fundación Bosques Fríos de República
Dominicana.

Monumento Natural Río Cumayasa y Cueva de Las
Maravillas.

Patronato de la Cueva de Las Maravillas.

Parque nacional Loma Nalga de Maco. Grupo Antroposófico de Río Limpio.

Reserva científica Loma Guaconejo.
Sociedad para el Desarrollo Integral del
Nordeste (SODIN).

Parque nacional Jaragua. Grupo Jaragua, Inc. 

Reserva científica Loma Quita Espuela. Fundación Loma Quita Espuela.

Reserva científica Ébano Verde. Fundación para el Desarrollo Humano
(PROGRESSIO).

Parque Histórico La Isabela.
Parque Histórico de la Concepción de La Vega
(Vega Vieja).
Museo del parque submarino La Caleta.

Secretaría de Estado de Cultura.

Reserva científica Las Neblinas.

Centro para el Desarrollo Agropecuario y
Forestal (CEDAF).
Jardín Botánico Nacional Dr. Rafael María
Moscoso.

Sectorial de Áreas Protegidas 202-04 es un

reflejo del grado de conflicto que implica el

establecimiento de estas zonas. Por un lado,

los grupos ambientalistas, algunos represen-

tantes del sector hotelero y numerosas orga-

nizaciones comunitarias de base se pronun-

ciaron en contra del proyecto debido a que

disminuía las áreas terrestres de algunos par-

ques nacionales, especialmente los Parques

Nacionales Jaragua y del Este. Más exacta-

mente, la Ley 202-04 incluyó en la categoría

de paisajes protegidos algunas zonas que



anteriormente eran parte integrante de

estos parques. 

Los grupos ambientalistas entendían, y

así lo hicieron saber a la opinión pública,

que esta reducción de área tenía que ver

con intereses hoteleros extranjeros que

querían acceder a zonas privilegiadas.

Eventualmente, este grupo se conformó en

la denominada Coalición para la Defensa de

las Áreas Protegidas, que funciona ahora

como entidad de discusión y difusión de

ideas, y que además se ha articulado frente

a diversas causas ambientales desde su cre-

ación.

Por el otro lado del conflicto, algunos

diputados y senadores de la República,

junto con propietarios de terrenos dentro

de los mencionados parques que habían

sido expropiados sin ser debidamente com-

pensados, se manifestaron a favor de la

exclusión de las mencionadas áreas. La ley

fue finalmente aprobada con algunas modi-

ficaciones. Sin embargo, las áreas de interés

quedaron bajo categorías de manejo de
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Recuadro VI.6 
La experiencia de manejo participativo en la Reserva Científica Loma Guaconejo ayuda a preservar la
biodiversidad

En el año 2000, la Sociedad para el Desarrollo Integral del Nordeste (SODIN)
inicia el programa "Manejo integral de la Reserva Científica Loma Guaconejo
(R.C.L.G.) y su Zona de Amortiguamiento", que tiene como objetivo la consoli-
dación de este área protegida natural a través de su manejo. En la primera etapa
del programa, SODIN realizó un diagnóstico participativo para determinar  la
situación socioeconómica y ambiental  de las comunidades que se ubican en la
zona de amortiguamiento. Posteriormente, se elaboraron un Plan de Ordena-
miento Territorial,  a partir de las informaciones obtenidas, y un programa de
gestión del área, que sería ejecutado por la SODIN y las comunidades con el
apoyo de un comité de cogestión. Este comité estaba compuesto por las depen-
dencias gubernamentales que inciden en las áreas, ONG, grupos religiosos y gru-
pos comunitarios.  

En los primeros cinco años de ejecución del co-manejo de la zona de amortigua-
miento se ha iniciado un proceso participativo donde los actores del proceso
buscan soluciones a las necesidades prioritarias existentes en las comunidades,
así como alternativas de ingresos económicos. De esta manera, se busca evitar
el uso indiscriminado de los recursos naturales de la zona, por lo que se han
puesto en marcha las actividades siguientes: 

a) Centro de Ecoturismo y Educación Ambiental Cuesta Colorada. 

b) Monitoreo y educación ambiental (conformación de ocho comités de vigilancia). 

c) Manejo de recursos naturales (diversificación de fincas cacaotaleras y prác-
ticas de agricultura sostenible). 

d) Fortalecimiento institucional y desarrollo comunitario mediante la confor-
mación del comité de cogestión y la ejecución de proyectos de abastecimien-
to de agua potable en 14 comunidades de la zona de amortiguamiento.

e) El subprograma de Diversificación Productiva, Comercialización y Alternativas
de Ingresos.

Este último ha implicado la formación de la Red de Comercialización que en la
actualidad tiene 182 afiliados en cinco núcleos que han capacitado a sus miem-

bros en conocimientos de administración y gestión de pequeñas empresas y
empresas asociativas. Además, disponen de un fondo para la comercialización
de sus productos, han construido ocho centros de beneficiados del cacao, han
iniciado el proceso de certificación orgánica de 150 fincas  con una superficie de
500 hectáreas, y venta de chocolate en polvo, y han establecido alianzas estraté-
gicas con otras instituciones que trabajan el tema de la comercialización como
CONACADO, IDEAC y la Cooperativa de Productores Orgánicos. Para estas activi-
dades de fortalecimiento institucional e inversión productiva han contado con el
financiamiento de USAID, DED, el PPS/PNUD, entre otros. Pero la clave del éxito
radica en que la mayor parte de la inversión se ha realizado en actividades cuya
rentabilidad y operatividad trasciende la duración del financiamiento. 

En palabras de Adam Paredes, miembro de SODIN y anterior administrador de
la Reserva Científica Loma Guaconejo: “La implementación de las acciones que
apoyan las directrices del Plan Ordenamiento Territorial de la Zona de
Amortiguamiento de la Reserva Científica está contribuyendo a la conservación
de la Biodiversidad y mejorando la calidad de vida de sus habitantes”. Las comu-
nidades se han integrado y empoderado del plan de manejo de tal manera que
los acueductos comunitarios y la empresa de negocios, que es la red de comer-
cialización y las microempresas promovidas por SODIN en las comunidades, son
gestionados directamente por ellos y ellas.

La implementación del co-manejo ha influido de forma tal en la población
que en los últimos cinco años las acciones para la protección del ambiente se
han incrementado, manifestándose jornadas de arborización; grupos ambienta-
les integrados al trabajo; participación de los ayuntamientos, dando apoyo finan-
ciero para la ejecución de actividades ambientales, y, lo más importante, la par-
ticipación de los comunitarios y comunitarias en el proceso”. Otro componente
importante de la experiencia de SODIN en la gestión de la Reserva Loma
Guaconejo es la política expresa de que por lo menos el 50% de la participación,
tanto en la toma de decisiones como en la ejecución, sea de mujeres.
Actualmente, la gestión del centro de visitantes está a cargo de las mujeres de la
comunidad de El Factor.

Fuente: Adam Paredes/ SODIN. Entrevista, octubre de 2006



menor protección, pero siempre bajo la

jurisdicción de la Secretaría de Medio

Ambiente. La Coalición incluso elevó un

recurso de inconstitucionalidad de la Ley,

que fue finalmente desestimado por la

Suprema Corte de Justicia. A pesar de que se

podría entender que la aprobación de la ley

fue una derrota, ha habido resultados positi-

vos de este conflicto, siendo el más impor-

tante de ellos el fortalecimiento del capital

social de entidades diversas que decidieron

asociarse para hacer frente a cuestiones

ambientales (Recuadro VI.7).

¿Dónde están las áreas protegidas?
Los Mapas VI.3 y VI.4 muestran la ubica-

ción de las áreas protegidas en el territorio

nacional y provincial, mientras en el Cuadro

VI.12 se desglosa la distribución del total de

las áreas protegidas en las provincias, según

lo establecido en la Ley 202-04. Como puede

observarse, la provincia con mayor porcen-

taje de su territorio declarado bajo alguna

categoría de protección es Pedernales (el

68.14% de su territorio), teniendo también

esta provincia el mayor porcentaje del área

total de las áreas protegidas (13.5%). A
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Recuadro VI.7 Consideraciones técnicas expuestas sobre la Ley de Áreas Protegidas (202-04)

Señalamientos hechos por el Consorcio Ambiental Dominicano (CAD), del cual
la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Recursos Naturales, forma parte.

1. El tema de zonificación de las áreas protegidas está presentado de manera
ambigua e incompleta, lo que es altamente peligroso para las comunidades
que viven en las cercanías de todas las áreas protegidas. Podrían justificarse
“desalojos masivos”, similares al producido con el Parque Nacional Los
Haitises en los años 90.

2. La ley no establece los objetivos de creación de las áreas protegidas. No
entendemos cómo se crea un área protegida sin definir los objetivos de su
creación.

3. No contiene criterios claros para el establecimiento de las áreas protegidas
privadas, lo que es un arma de doble filo, ya que por un lado fomenta este
necesario y moderno sistema de administración de espacios naturales, pero,
por otra parte, puede dejar en manos privadas la protección de un patrimo-
nio de gran interés nacional, que debería ser administrado por el Estado. 

4. Incluyen dentro del Sistema de Espacios Naturales Protegidos las reservas
forestales. No es recomendable mezclar la protección con el aprovechamien-
to, ya que implica formas de manejo diferentes.

5. La ley establece la creación de Bosques Modelos, Bosques Comunitarios,
Cinturones verdes, Áreas Protegidas Municipales, etc. y no se definen las
diferencias entre unas y otras, generando gran confusión para su adminis-
tración.

6. Con la creación de áreas protegidas municipales se está quitando a los ayun-
tamientos la autoridad para su administración independiente. Se establece
que los ayuntamientos pueden crear áreas protegidas en sus municipios,
pero deberán elaborar un plan de manejo de las mismas y someterlo a la
consideración de la Secretaría de Medio Ambiente, quien lo aprobará y
monitoreará.

7. Esta ley permite que por una simple resolución del secretario de Medio

Ambiente se decida la categoría de manejo de un área protegida, lo cual per-
mitiría que un Parque Nacional pueda ser cambiado a Refugio de Vida
Silvestre sin pasar por el Congreso.

8. Esta ley le da competencias a la Secretaría de Estado de Turismo y a la Di-
rección General de Minería sobre las áreas protegidas. Establece la factibili-
dad de otorgar permiso de exploración minera en todas las áreas protegidas
del país. El turismo en las áreas protegidas debe ser manejado por la Se-
cretaría de Medio Ambiente, no por la Secretaría de Turismo, ya que los obje-
tivos de la actividad turística en un área protegida (“ser una herramienta de
manejo y conservación”) no son los mismos que en otros lugares del país.

9. Esta ley elimina áreas significativas del Parque Nacional del Este y del Parque
Nacional Jaragua, lo cual desnaturaliza sus objetivos de conservación.

10. Se rompe con la Reserva de Biósfera Jaragua-Bahoruco-Enriquillo, al alterar
los límites de una de sus zonas núcleo principal que es el Parque Nacional
Jaragua.  Esto tiene repercusiones internacionales, ya que una Reserva de
Biósfera es un compromiso contraído por el país con el mundo al gestionar-
se este estatus de protección.

11. Se deja fuera del sistema de áreas protegidas, para dar dos ejemplos: el Área
de observación de ballenas en la Bahía de Samaná, que debe formar parte
del Santuario de Mamíferos Marinos de República Dominicana y el naci-
miento del Salto del Limón en Samaná, que debe formar parte del
Monumento Natural Salto del Limón.

12. Se amplían los límites de la Reserva Científica Loma Quita Espuela, lo cual
es improcedente desde el punto de vista técnico y genera conflictos innece-
sarios con las comunidades locales.

13. Otras áreas protegidas son afectadas igualmente, ya sea por ampliación,
modificación o reducción de sus límites, tales como: Parque Nacional
Montecristi, Parque Nacional Lago Enriquillo, Reserva Científica Lagunas
Redonda y Limón, Reserva Biológica Idelisa Bonnelly de Calventi
(Humedales Bajo Yuna), y la Reserva de Fauna Laguna Bávaro. 

Fuente: Coalición para la Defensa de las Áreas Protegidas, CAD. 2006
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Mapa VI.3 Áreas protegidas, 2004

Fuente: SEMARN

Mapa VI.4
Proporción del territorio dedicado a áreas protegidas en porcentaje
de la superficie de las provincias, 2006
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Pedernales le siguen, en cuanto a extensión
territorial protegida, las provincias de
Santiago y Azua; aunque como porcentaje
del territorio provincial serían: Azua y
Santiago Rodríguez.

Descentralización y medio ambiente
En general, las experiencias de gestión

medioambiental local han tenido el enfoque
de proyectos (no de procesos), supervisa-
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dos y controlados por el gobierno central y

muchas veces con el financiamiento de agen-

cias internacionales. No han implicado trans-

ferencias reales de poder a las instancias

locales, lo que significa que no son verdade-

ras experiencias de descentralización. Las

recientes experiencias de co-manejo han

marcado una pauta diferente que puede tra-

ducirse en un empoderamiento de la gestión

local. El Programa de Pequeños Subsidios

(PPS), impulsado por el PNUD, apunta en la

dirección de lograr el empoderamiento de

pequeñas comunidades urbanas y rurales

(Recuadro VI.8).

Además, a nivel local subyacen algunos

problemas de fondo importantes: en primer

lugar, la falta de coherencia entre la política

ambiental del gobierno (ejecutada de mane-

ra casi exclusiva por la SEMARN y algunos

ayuntamientos) y el resto de políticas pú-

blicas. La gestión medioambiental no puede

ser una tarea exclusiva de una dependencia,

debe transversalizarse en todas las políticas

estatales y reflejarse en la planificación y eje-

cución de la agenda gubernamental.

Descentralizar la gestión de los recursos

naturales es una forma directa de democrati-

zación local, ya que se democratizan las fuen-

tes de ingresos y puede legitimar los pode-

res locales56. Un ejemplo exitoso de descen-

tralización es el proyecto del Monumento

Natural Salto del Limón, administrado por la

Asociación Comunitaria y de Ecoturismo

Salto del Limón, que actualmente es la res-

ponsable de cuidar y mantener esa área pro-

tegida, a la vez que ofrece excursiones para

los turistas. Gracias al trabajo de esa asocia-

ción, los senderos y las aguas se mantienen

libres de contaminación, mientras las activi-

dades relacionadas al turismo generan ingre-

sos para cinco comunidades, que a su vez se

preocupan por cuidar el entorno, dado que

es su fuente de ingresos57.

Es importante reconocer, como se ha

Az 45.16 11.92

Bah 9.99 1.22

Bar 25.91 4.19

Daj 7.16 0.71

Dua 9.39 1.51

Esp 2.93 0.51

EP 13.66 1.90

HM 16.31 2.12

Ind 39.63 6.82

LA 13.07 3.85

LR 22.49 1.45

LV 27.39 6.12

MTS 3.82 0.45

MN 22.16 2.16

MC 20.70 3.83

MP 10.30 2.64

Ped 68.14 13.50

Per 11.24 0.87

PP 6.66 1.19

Sam 27.90 2.31

SC 18.08 2.20

SJO 20.30 1.70

S J 26.52 8.76

SPM 4.66 0.57

Stgo 38.82 10.71

SRod 44.92 4.96

SD 3.11 0.40

Val 17.97 1.43

Total 100.00

Cuadro VI.12
Distribución de áreas 
protegidas por provincia,
2006

Provincia

% del territorio
provincial

correspondiente
áreas 

protegidas

% del territorio
total de áreas 

protegidas 
dentro de la 

provincia

Fuente: ODH/PNUD con datos de la SEMARN

Pedernales es la 
provincia con mayor
porcentaje de áreas 
protegidas (13.5%) o
territorio declarado 
bajo alguna categoría
(68.14%) de protección
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Recuadro VI.8 El Programa de Pequeños Subsidios (PPS)

El Programa de Pequeños Subsidios (PPS) es una iniciativa global implementada por el Programa de

las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) y es financiado por el Fondo para el Medio Ambiente

Mundial (FMAM).

El PPS/FMAM se estableció en República Dominicana en el año 1993, ya que el país forma parte del

grupo de naciones pioneras que iniciaron con la implementación de esta iniciativa.  Durante estos

14 años, más de 700 ONG y organizaciones locales han estado involucradas en la ejecución directa

de proyectos, así como en las actividades de capacitación del Programa.

Los grupos meta son las comunidades rurales y urbanas del país que enfrentan problemas ambien-

tales, situadas a lo largo de la frontera ambiental  con Haití,  donde existen amenazas y/o degrada-

ción del medio ambiente, recursos valiosos y/o únicos de la biodiversidad y áreas propensas a la

desertización y la sequía. También se apoyan iniciativas de proyectos innovadores para la conserva-

ción y protección del medio ambiente en otras zonas del país, en la medida que representen una

Mapa de Proyectos apoyados por el PPS/FMAM, 1994-2006

1994

1997

2000

2001
2002

2003

2004
2005

2006

oportunidad para generar cambios importantes y beneficios significativos en los esfuerzos de conser-
vación y protección del medio ambiente. En sus acciones se tiene en cuenta la perspectiva de géne-
ro, con miras a mantener un equilibrio equitativo en las oportunidades entre hombres y mujeres,
niños/as y jóvenes, y envejecientes.

El Programa trabaja bajo el esquema de que las comunidades son quienes identifican, formulan y
ejecutan sus proyectos a partir de diagnósticos de prioridades locales. Una vez aprobado el proyecto,
el Programa inicia un proceso de acompañamiento a las organizaciones, con asistencia técnica y
administrativa  y con la gestión del cofinanciamiento, procurando lograr por todos los medios el éxito
de los proyectos. Hasta la fecha, el Programa ha respaldado la ejecución de más de 260 proyectos por
un monto aproximado de 5 millones de dólares, habiéndose logrado cofinanciamiento en la moda-
lidad de efectivo y en especie de más de 10 millones de dólares por parte de las organizaciones eje-

cutantes, el gobierno y otras agencias de cooperación.  De los
proyectos apoyados, cerca del 50% abordan la temática de
conservación de la biodiversidad, 20% ha trabajado el cam-
bio climático, 15% degradación de tierras y 15% para áreas
multifocales.

En cuanto al cambio climático, las intervenciones se han
concentrado en el aprovechamiento de fuentes de energía
renovables mediante mecanismos innovadores. Se destacan
las acciones en el campo de la energía solar donde se han
puesto en marcha cerca de 40 iniciativas de proyectos loca-
les, permitiendo el acceso a la electricidad a cerca de 7,000
familias en el país. El desarrollo de pequeñas hidroeléctricas
comunitarias también ha ocupado un lugar importante en la
cartera de proyectos sobre energía renovable, donde hasta la
fecha se han apoyado la instalación de 11 de estos sistemas
colectivos de electrificación mediante hidroeléctricas, los
cuales han marcado un punto de partida para promover el
desarrollo local y el acceso a tecnología de comunicación,
con un fuerte arraigo de la comunidad en la conservación de
los recursos naturales. En ese mismo orden, el PPS/FMAM
ha tenido una participación importante en el campo de la
refrigeración, donde ha contribuido de forma significativa al
establecimiento masivo de una tecnología que no emita
gases de efectos de invernadero ni afecte a la capa de ozono,
así como a la creación de capacidades en la comunidad para
el manejo de la misma.

Entre los impactos del trabajo realizado por el PPS/FMAM se
pueden destacar:

El fortalecimiento institucional y técnico de grupos locales; el
impulso de un sistemas de producción sostenible en áreas
frágiles de montaña (más de 3,000 agricultores); el someti-
miento de cerca de 4,000 hectáreas de café y 1,500 hectáre-
as de cacao al proceso de certificación orgánica con más de
1,000 familias, que ha representado un mejoramiento del
ingreso en más de un 30%. Además, se han establecido más
de 20 micro empresas locales en actividades vinculadas con
la conservación: ecoturismo, apicultura, producción orgáni-
ca, artesanía, plantas medicinales, energías renovables.
También se han conservado bosques, refugios para biodiver-
sidad y protección de  fuentes acuíferas en un área total que
supera las 7 mil hectáreas; se ha logrado brindar electricidad
mediante pequeñas hidroeléctricas y sistemas fotovoltaicos a
más de 40 mil personas; y se ha masificado el uso de tecno-
logías más amigables con el medio ambiente, con el uso de
hidrocarburos para refrigeración doméstica, en vez de CFC
que destruyen la capa de ozono.



explicado en el capítulo III de este informe,

que la descentralización (a través del co-

manejo o de cualquier otro tipo de metodo-

logía) no significa automáticamente hacer

más eficiente la gestión de recursos. Si los

arreglos institucionales nuevos reproducen

en menor escala los vicios de los arreglos

tradicionales, no habrá una real creación de

responsabilidad y sostenibilidad que pueda

dar lugar a los elementos condicionantes del

desarrollo humano. 

Por otro lado, una descentralización sin

transferencia de habilidades a los actores

locales, para que gestionen los procesos que

tradicionalmente les eran ajenos, tampoco

tendría resultados. 

De manera complementaria, el rol de

las instancias de justicia y fiscalización es

fundamental en la gestión general de la ins-

titucionalidad democrática. Si no hay meca-

nismos fiscalizadores, los incentivos para ser

responsables serán notablemente menores.

Esto es especialmente crucial cuando la

inequidad en el acceso a los recursos se ha

basado en la exclusión y la corrupción. La

gente que reside cerca de las áreas protegi-

das (y no sólo ellas, sino toda la población)

debe ver en el capital natural la base para

alcanzar una vida digna. Complementar un

arreglo judicial efectivo con la promoción de

incentivos económicos, que evidencien la

rentabilidad de invertir sosteniblemente,

puede ser la clave del éxito para cambiar los

conflictos en oportunidades.

En resumen
La condición de isla y la orografía del

país definen la situación ambiental: más del

60% del territorio dominicano tiene voca-

ción forestal, pero poco más del 33% del

territorio nacional tiene cobertura boscosa.

El país no cuenta con un régimen de orde-

namiento territorial y el único tipo de plani-

ficación de uso es el que establece las áreas

protegidas. Según la Huella Ecológica de Re-

pública Dominicana, dadas las prácticas de

consumo actuales, el país requiere el doble

de territorio del que actualmente tiene. 

Los recursos mineros son de dominio

público e incluyen yacimientos tanto metáli-

cos como no metálicos. Las explotaciones

mineras se han realizado sin mucha regula-

ción estatal. La extracción de metales (bauxi-

ta, oro, plata y ferroníquel) ha causado

daños ambientales y sociales, pero sólo el

Estado, en algunas ocasiones, se ha encarga-

do de asumir esos costos. La minería no

metálica ha servido de apoyo principalmen-

te a la industria de la construcción y opera

con muy poca regulación. Entre las zonas

más afectadas destacan los ríos y terrazas del

Nizao, Nigua y Haina, en las cercanías de la

ciudad de Santo Domingo, y la zona de Las

Charcas, en Santiago.

Las áreas protegidas no existen por sí

mismas, son reservorios de vida que contri-

buyen a mantener el equilibrio en los ecosis-

temas, por lo que el Estado debe procurar

su preservación y uso sostenible. La delimi-

tación de estas zonas ha sido fuente de con-

flictos por el uso alternativo de sus espacios,

afectando a quienes viven dentro de ellas.

Entre los principales conflictos están los

métodos de apropiación de terrenos, la deli-

mitación de las áreas protegidas y el benefi-

cio que obtienen de ellas algunos sectores. 

El conflicto rural en torno a las áreas

protegidas ha sido de baja y alta tensión, se-

gún las circunstancias y el momento, debido

a que no existe una política que garantice el

desarrollo humano de las y los habitantes y

la protección de los recursos naturales. A

esto, se le agrega la falta de mecanismos

para la protección de la biodiversidad.

Recientemente se inició el comanejo de las

áreas protegidas, basado en la participación

de las comunidades. Este proyecto repre-

senta una oportunidad para el uso sosteni-

ble de los recursos naturales, aunado con el

desarrollo humano de los pobladores. Por
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La gente que reside
cerca de las áreas 
protegidas (y no solo
ellas, sino toda la 
población) debe ver en
el capital natural la
base para alcanzar 
la vida que desean



último, el Sistema Nacional de Áreas Pro-
tegidas (SINAP) es el único mecanismo de
ordenamiento territorial ambiental vigente.
En el resto del territorio, se carece de políti-
cas de gestión que garanticen que las activi-
dades productivas sean sostenibles y contri-
buyan con el desarrollo humano. 

Los conflictos en torno a las áreas prote-
gidas han propiciado la cohesión de los gru-
pos ambientalistas, que son muchos y están
organizados en todo en el territorio nacio-
nal. La creación de la Coalición para la
Defensa de las Áreas Protegidas evidencia el
fortalecimiento del capital social y el grupo
participa activamente en los debates nacio-
nales sobre leyes y reglamentos.

VI.3 Gestión del riesgo: uno de los
temas pendientes58

El riesgo59 de desastres es la probabili-
dad de consecuencias perjudiciales o pérdi-
das esperadas (muertes, lesiones, propie-
dad, medios de subsistencia, interrupción
de actividad económica o deterioro ambien-
tal) como resultado de interacciones entre
amenazas (naturales o antropogénicas) y
condiciones de vulnerabilidad. 

La amenaza o peligro60 es el evento físi-
co, potencialmente perjudicial, fenómeno
y/o actividad humana que puede causar la
muerte o lesiones, daños materiales, inte-
rrupción de la actividad social y económica
o degradación ambiental. República Domini-
cana es un país altamente amenazado o
expuesto a inundaciones, huracanes y terre-
motos.

La vulnerabilidad61 se define como las
condiciones, determinadas por factores o
procesos físicos, sociales, económicos, polí-
ticos, técnicos, ideológicos, culturales, edu-
cativos, ecológicos e institucionales, que
aumentan la susceptibilidad de una comuni-
dad al impacto de amenazas. La vulnerabili-
dad se relaciona estrechamente con la capa-
cidad de las personas o las comunidades.

Las capacidades62 son las combinacio-
nes de todas las fortalezas y los recursos dis-
ponibles dentro de una comunidad, socie-
dad u organización, que puedan reducir el
nivel de riesgo o los efectos de un evento o
desastre.

Así, el riesgo a desastre viene determina-
do por el efecto combinado de la amenaza, la
vulnerabilidad y las capacidades. La primera
(huracanes, inundaciones y terremotos)
consiste en fenómenos muy difíciles de con-
trolar y todavía los seres humanos tienen
muy poca capacidad de incidencia sobre
ellos. Pero la segunda y la tercera son cons-
trucciones sociales que dependen de la
forma en que la sociedad se ha organizado
para producir, consumir y gobernarse, así
como del nivel de conocimientos y participa-
ción locales. 

El riesgo es una construcción social,
dinámica y cambiante, diferenciada en tér-
minos territoriales y sociales. Su expresión
más nítida es en el nivel microsocial y terri-
torial o local, aún cuando sus causas pueden
encontrarse en procesos generados a gran
distancia de la escena donde ocurren. 

La gestión del riesgo63 consiste en el
conjunto de decisiones administrativas, de
organización y conocimientos operacionales
desarrollados por sociedades y comunida-
des para implementar políticas y estrategias
encaminadas a reducir su vulnerabilidad y
fortalecer sus capacidades a fin de mitigar el
impacto de amenazas naturales. 

VI.3.1 Las capacidades
Se entiende por capacidades la dotación

y acceso relativo a los recursos, los conoci-
mientos, las aptitudes, los derechos y el po-
der que permiten ampliar la gama de opcio-
nes disponibles para las personas, las comu-
nidades y las instituciones. Dicho de otra for-
ma, las capacidades son las habilidades para
proteger a la comunidad, el hogar y la familia,
y para restablecer los medios de vida64.
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El riesgo es una 
construcción social,

dinámica y cambiante,
diferenciada en 

términos territoriales y
sociales; su expresión

más nítida es en el nivel
microsocial y 

territorial o local



En materia de gestión de riesgo, los ele-

mentos fundamentales para aumentar las

capacidades son la preparación, la mitiga-

ción y la prevención. 

En República Dominicana, las recientes

tormentas de Noel y Olga, ocurridas en el

último trimestre de 2007, pusieron en evi-

dencia que las zonas y comunidades más

expuestas al riesgo están insuficientemente

preparadas y no están empoderadas para

hacer frente a una emergencia con sus pro-

pias capacidades. No existen campañas de

difusión masiva a través de los medios de

comunicación ni programas educativos

sobre preparativos a desastres. Las institu-

ciones de respuesta a desastres no disponen

de los recursos, ni humanos ni económicos,

necesarios para brindar una preparación

adecuada. 

Las capacidades de mitigación son muy

deficientes: el mantenimiento preventivo de

las infraestructuras no se considera como

medio de reducir el riesgo. Se repiten desas-

tres en los mismos lugares sin que haya nin-

guna intervención para disminuir el riesgo.

Falta capacidad institucional para evitar

reconstruir la misma vulnerabilidad tras la

ocurrencia de un desastre. 

Las capacidades en materia de preven-

ción son inexistentes. El tema de la gestión

de riesgo es marginal en todo el sistema

educativo, incluyendo a nivel universitario.

No existen centros que investiguen en la

materia ni esfuerzos para identificar los luga-

res en riesgo. 

En conclusión, en República Domini-

cana existen enormes oportunidades de

mejorar las capacidades de preparación,

mitigación y prevención. En ese proceso, el

empoderamiento y la participación de la

población a todos los niveles (comunitario,

municipal, provincial y nacional) son facto-

res de importancia central de la buena ges-

tión del riesgo.

VI.3.2 La vulnerabilidad 
La vulnerabilidad puede reducirse y es

la clave para disminuir el riesgo de la pobla-

ción ante los desastres. Entre los factores

que determinan la vulnerabilidad están: 

a) La pobreza. La gente que vive en si-

tuación de pobreza no sólo padece falta de

ingresos, sino que además sufre de una serie

de carencias, tales como condiciones inade-

cuadas de salud y educación, desempleo,

exclusión social. Esta realidad determina,

por un lado, que su capacidad para enfren-

tar un desastre disminuya por vivir en las

zonas de mayor riesgo y, por otro, que fren-

te al impacto de un desastre se reduzca la

capacidad de la gente para recuperarse. 

b) Destrucción del medio ambiente.

Causado por un modelo económico e insti-

tucional que no respeta las normas ambien-

tales, como ha ocurrido en la actividad turís-

tica, en la extracción de materiales para la

construcción (las granceras), en el secado

de lagunas y manglares, entre otros. 

c) La marginación. La falta de inclusión

social lleva a las personas con menos recur-

sos a exponerse físicamente al riesgo, ubi-

cándose en zonas peligrosas, como las ribe-

ras de los ríos o los cauces de cañadas. Por

ejemplo, en Santo Domingo, en los ríos

Ozama e Isabela,  así como en las cañadas de

Haina y en todas las cañadas y zonas margi-

nales de Santiago.

d) Falta de consideración de las nece-

sidades específicas de mujeres, niños, ni-

ñas y envejecientes. En situaciones de de-

sastre les hace más vulnerable a la violencia

y a las enfermedades. 

e) Falta de institucionalidad y descen-

tralización. La mala gestión en la adminis-

tración pública, la falta de transparencia y fis-

calización y los débiles mecanismos de con-

trol ciudadano65 reducen las posibilidades

de las personas y del país a desarrollarse, y
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contribuyen una vez más a aumentar la vul-

nerabilidad  frente a desastres. 

f) El exteriorismo. Como se recoge en

el capítulo II de este informe, la población

tiende a pensar que las causas de los proble-

mas y las respuestas a los mismos están

fuera de ella.  Desde el punto de vista social

y cultural, éste puede ser uno de los factores

que hace más vulnerable a la población, ya

que la ciudadanía no asume la responsabili-

dad de gestionar el riesgo  y depende de las

posibilidades del Estado.

g) Ausencia de consideraciones de ges-

tión del riesgo al realizar inversión social.

En la riada de Jimaní de 2004, se perdieron

viviendas sociales; es decir, casas construi-

das por el propio gobierno. Y muchas de las

viviendas que se reconstruyeron después

del huracán Georges de 1998 se hicieron en

los mismos lugares donde las casas habían

sido arrasadas por el fenómeno. En la prácti-

ca, se invierte para reproducir las condicio-

nes de vulnerabilidad previas, debido a la

ausencia de una planificación con una pers-

pectiva del riesgo. Se reconstruye, pero no

se aprovecha el potencial del contexto pos-

terior a un desastre. A pesar de que toda la

evidencia económica y empírica lleva a decir

que la gestión de riesgo debería estar incor-

porada a la planificación del desarrollo y

debería ser una de las prioridades funda-

mentales de la política de desarrollo nacio-

nal; lamentablemente, no está incorporada

en la planificación del desarrollo. 

VI.3.3 Las amenazas
Huracanes, inundaciones y terremotos,

principales amenazas en República Domini-

cana, son fenómenos resultado de fuerzas

de la naturaleza incontrolables.

Los huracanes
La National Oceanic and Atmospheric

Administration (NOAA) de Estados Unidos

indicó a principios de 2006 que se prevé que

en los próximos años se formarán más hura-

canes y que éstos serán más fuertes. Por su

parte, el Intergovernamental Panel on Cli-

mate Change (IPCC)66 también señaló la

probabilidad creciente de que los ciclones

tropicales –tifones y huracanes– aumenten

en número y alcancen velocidades máximas

más altas con un aumento de las precipita-

ciones. Los tifones y huracanes se forman

debido a la energía que se libera del océano;

a causa del calentamiento global, los niveles

de energía están aumentando. Los océanos

han absorbido más del 80% del aumento del

calor que ha generado el calentamiento glo-

bal y que ha encerrado al mundo en una

expansión térmica continua.

En el mapa VI.5 se pueden observar las

rutas seguidas por los huracanes y tormen-

tas que han cruzado el territorio dominicano

en el siglo XX.

Durante 2004, República Dominicana

fue impactada por dos huracanes: Iván y

Jeanne. En 2005 se registró una de las tem-

poradas ciclónicas más activas de la historia.

En 2006 no impactó ningún ciclón y en 2007

el país fue severamente afectado por dos

tormentas tropicales. 

Iván y Jeanne eran huracanes categoría

1 cuando tocaron territorio dominicano y, a

pesar de su baja intensidad relativa, causa-

ron importantes pérdidas a la agricultura

(especialmente a las producciones de pláta-

nos y otros rubros de consumo local habi-

tual), y a la industria turística (la costa Este

quedó aislada al caerse uno de los principa-

les puentes que la comunica con el resto del

país). 

En el caso específico de Jeanne, un

informe de la Comisión Económica para

América Latina y el Caribe (CEPAL), indica

que las pérdidas por causa del huracán y las

inundaciones que provocó rondaron los

9,486 millones67 de pesos; de estos, el 40%

corresponde a la pérdida de acervos, y el
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39% a pérdidas de producción (mayormente
agrícola)68.

El Cuadro VI.13 nos proporciona una
idea de los costos que los mayores eventos
meteorológicos de los últimos años han teni-
do en la economía del país. En el caso de
Jeanne, los daños causados en los centros
turísticos del Este fueron superiores a los
que cabría esperarse de un huracán clase 1.
Eso se debió a que en esa zona la construc-
ción de infraestructura turística ha provoca-
do cambios en los patrones de drenaje y des-
trucción de humedales, lo cual la hace más
vulnerable a eventos meteorológicos. 

Inundaciones
Las inundaciones constituyen el mayor

desastre natural y más regular en República
Dominicana. Ocurren todo el año (sólo un
52% durante la temporada lluviosa) y  no son
el resultado directo de los ciclones tropica-
les (el 13% de las inundaciones)69. El sistema
fluvial dominicano es muy extendido (400
ríos y 60 cuencas), pero muy vulnerable, ya
que pocas lluvias son suficientes para provo-
car desbordamientos, cuando en sus orillas
se encuentran las poblaciones más vulnera-
bles y los cultivos importantes. 

Las tormentas tropicales Noel y Olga
causaron inundaciones catastróficas: el des-
bordamiento de los principales ríos del país
(Yaque del Norte, Yaque del Sur, Yuna,
Nizao) causaron pérdidas humanas (más de
160 personas) y daños importantes a la in-
fraestructura y a la agricultura. Asimismo, la
situación en la salud fue especialmente deli-
cada al tener que declarar alerta epidemioló-
gica para evitar brotes de enfermedades
(Mapa VI.6).

Terremotos
La propensión de La Hispaniola a los

terremotos es quizás la vulnerabilidad me-
nos conocida por su población (Cuadro
VI.14). La proximidad a dos importantes fa-
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Cuadro VI.13
Daños y pérdidas sufridos por República Dominicana
a causa de eventos meteorológicos recientes, 
en millones de dólares de 2004

FallecidosEvento Damnificados Costo aproximado % del PIB

Fuente: Tomado de CEPAL, Centro de Opraciones de Emergencias (2007) y Banco Central

Huracanes David y 
Federico, Categoría 5 (1979) 2,000 1,200,000 $2,175.0 Aprox. 40%

Huracán Georges, 
Categoría 3 (1998) 235 296,637 $2,553.0 16%

Huracán Jeanne, 
Categoría 1 (2004) 23 32,554 $296.0 Aprox. 1%

Tormenta Noel (2007) 87 78,752 $445.3 Aprox. 1% 

Cuadro VI.14
Incidencia de terremotos en República Dominicana
durante los pasados 100 años

Fecha Intensidad Principales áreas afectadas

Fuente: Cocco Quezada, 2004

llas tectónicas en la zona es la causa de los 12
terremotos que se han verificado en los últi-
mos 100 años; algunos de ellos con efectos
de considerable magnitud, tanto a nivel de
infraestructura como en términos de pérdi-
das económicas y humanas. 

Como se evidencia en el Mapa VI.7 de
epicentros, la zona Norte es la más vulnera-
ble del país, debido a la presencia de la
denominada falla septentrional, que atravie-
sa esa área de este a oeste, justo por debajo
de la ciudad de Santiago y 40 km al sur de
Puerto Plata. Los informes de la Asociación

11/5/1910 N.D. Barahona, Baní, San Cristóbal y Azua. 

6 /12/1911 7.0 Nacimientos Yaque del Sur y Artibonito en la Cordillera 
Central.

11/12 /1915 6.2 Zona Este.

24/4/1916 7.2 En Puerto Rico, afectando la Hispaniola.

4/8/1946 8.1 Bahía Escocesa, causó un tsunami que destruyó el poblado 
de Matanzas, afectó todo el noreste del país.

8/1/1962 6.5 San José de Ocoa, Azua, Bánica, Baní, San Cristóbal y Santo
Domingo.

11/7/1971 6.1 Santo Domingo.

23/3/1979 6.1 La Romana, San Pedro de Macorís y Santo Domingo.

24/6/1984 6.7 La Romana, Higüey, Bayaguana.

22/9/2003 6.5 Puerto Plata.
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Dominicana de Mitigación de Desastres

(ADMD)70 reseñan que en la falla septentrio-

nal la tasa promedio de deformación debido

a los movimientos tectónicos es de 6 a 12

mm/año71. Este dato refleja una gran canti-

dad de energía acumulada que no ha sido

liberada de manera suficiente desde 1946,

incrementando así las posibilidades de la

ocurrencia de un terremoto de dimensiones

importantes.

El último desastre fue en Septiembre de

2003, cuando un terremoto de magnitud 6.5

en la escala de Richter afectó a la ciudad de

Puerto Plata, en la costa norte del país, afec-

tando a numerosas estructuras y edificios.

Según cifras oficiales, solamente una perso-

na falleció como consecuencia del sismo, sin

embargo varios edificios públicos y privados

resultaron dañados en sus estructuras,

muchos de ellos de forma irreparable; las

tuberías del servicio de agua potable se vie-

ron interrumpidas y se verificaron desliza-

mientos de tierra en cañadas y vías. Varias

escuelas públicas de la zona colapsaron, y de

haber ocurrido el sismo en horario escolar

es probable que hubiesen muerto cientos de

niños y niñas.

La mayoría de los informes coincide en

que la alta incidencia de daños estructurales

es atribuible a la inexistencia de códigos de

construcción que consideren las característi-

cas sísmicas del territorio. Las normas de

diseño sísmico que se aplican en el país

datan de la década de los 70 y es responsabi-

lidad de la Secretaría de Estado de Obras

Públicas y Comunicaciones (SEOPC) velar

por su adecuada implementación. Hace más

de 5 años se inició el proceso de desarrollo

de un nuevo código de construcción, pero

aún no ha sido finalizado.

VI.3.4 Una agenda para la reducción
del riesgo

No se han encontrado aún formas de

parar los huracanes ni de controlar la activi-

dad sísmica. La reducción de la vulnerabili-

dad, incluido el fortalecimiento de la capaci-

dad para afrontar las amenazas, debe consti-

tuir entonces la base de cualquiera estrate-

gia de reducción del riesgo.

A continuación, y con base en las con-

clusiones del Panel-Foro sobre la “Reduc-

ción de riesgo a desastres en República Do-

minicana”, organizado por el Programa de

Prevención y Preparación ante Desastres

PNUD, ONFED y UE, el 8 de febrero de 2007,

se presentan algunas recomendaciones

sugeridas con varias actividades específicas: 

1. Gobernanza local para hacer frente a

los riesgos. Hacer frente al riesgo de desas-

tres exige una mayor institucionalidad que

facilite la integración de los riesgos en la pla-

nificación del desarrollo y la mitigación de

los riesgos existentes72.

Los desastres suceden localmente, pero

a veces las causas que provocan esos de-

sastres o los factores subyacentes a esos de-

sastres exceden la capacidad local. Es nece-

saria una distribución de responsabilidades a

través de la descentralización y el fortaleci-

miento de capacidades allí donde los desas-

tres ocurren.

Para ello las actividades sugeridas en las

que se tendría que trabajar son:

• Fortalecer el papel de los gobiernos

municipales y las comunidades en la ges-

tión de riesgos.

• Mejorar la coordinación interinstitucional.

• Inversión pública en prevención y miti-

gación.

• Implementar la Ley 147–02 en Gestión

de Riesgo (Recuadro VI.9).

2. Integración de la reducción del ries-

go de desastres en la planificación del des-

arrollo. El desarrollo debe ser regulado

Hay que fortalecer
capacidades locales

para que no se generen
nuevos riesgos 

a desastres
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según sus repercusiones en el riesgo de

desastres73.

Se ha constatado que la vulnerabilidad

de la población a los desastres depende en

gran medida de las estrategias y planes de

desarrollo adoptadas. Es necesario propo-

ner y diseñar políticas o herramientas de

planificación que indiquen la relación que

existe entre las políticas de desarrollo y los

niveles de riesgo.

Tomando en cuenta estas consideracio-

nes, se estima que las líneas de trabajo que

tendrían que adoptarse son:

• Someter las inversiones públicas a una

evaluación bajo la óptica de prevención

de riesgo de desastres (Ley 147-02 y Ley

64-00).

• Ordenamiento territorial (Ley 147-02 y

Ley 64-00) con enfoque de gestión del

riesgo.

• Institucionalizar la gestión del riesgo,

según lo previsto por la Ley 147-02.

• Aprender de los desastres ocurridos. 

• Mejorar el papel de la Comisión Nacional

de Emergencias (CNE) en la prevención,

pero también en el análisis posterior a

los desastres y en la recomendación de
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Recuadro VI.9 Mecanismos de participación en la Ley No. 147-02 sobre Gestión de Riesgo 

La Ley 147-02 establece la política nacional de gestión de riesgo y crea el

Sistema Nacional para la Prevención, Mitigación y Respuesta ante Desastres de

República Dominicana. En el marco del análisis de las capacidades, pueden

matizarse tres de los principios que orientan la acción de las entidades nacio-

nales y locales en relación a la gestión del riesgo: la protección, la prevención y

la participación.

La política de gestión de riesgo, definida por la Ley, es evitar o reducir las pérdi-

das de vida y los daños que pueden ocurrir sobre los bienes públicos, materiales,

ambientales y de la ciudadanía, como consecuencia de los riesgos existentes y

desastres de origen natural o causados por el hombre. Los instrumentos para

implementar dicha política son el Sistema Nacional de Prevención, Mitigación y

Respuesta ante Desastres, el Plan Nacional de Gestión de Riesgos, el Plan Nacio-

nal de Emergencia, el Sistema Integrado Nacional de Información y el Fondo Na-

cional de Prevención, Mitigación y Respuesta ante Desastres.

Entre las instituciones que son parte del Sistema Nacional para la Prevención,

Mitigación y Respuesta ante Desastres se encuentran las organizaciones comuni-

tarias y no gubernamentales cuyas acciones, en materia de riesgos y desastres,

están relacionadas con la prevención, mitigación, atención y recuperación de la

población.

Desde el punto de vista del empoderamiento y la participación, es importante

matizar cuatro funciones del Sistema Nacional: 

1) Fortalecer la participación ciudadana en materia de gestión de riesgos e impul-

sar las organizaciones de la sociedad civil relacionadas con la reducción de ries-

gos y la preparación para emergencias.

2) Incorporar criterios de gestión de riesgo en la planificación y, en particular,

medidas preventivas de seguridad en los planes de ordenamiento territorial y de

desarrollo económico. 

3) Identificar los asentamientos humanos localizados en zonas de riesgo y reali-
zar el manejo de los mismos con fines de prevención.

4) Fortalecer el desarrollo institucional y la capacitación en gestión de riesgo a
nivel de las provincias y municipios para lograr un proceso descentralizado de la
prevención, mitigación y respuesta ante desastres.

Estos dos últimos puntos presentan una gran relación con la Ley 176-07 del
Distrito Nacional y los Municipios, que obliga a los ayuntamientos a crear una
Oficina de Planeamiento Urbano. La creación de estas oficinas hace esperar que
haya una mejor coordinación con el Sistema Nacional para la Prevención,
Mitigación y Respuesta ante Desastres.

Los municipios son además representados por la Liga Municipal Dominicana
(LMD) en el seno del Comité Técnico Nacional de Prevención y Mitigación de
Riesgos, según prevé la Ley 147-02, que es la institución responsable de propo-
ner y someter la actualización del Plan Nacional de Gestión de Riesgos y el Plan
Nacional de Emergencias a la consideración de la Comisión Nacional de Emer-
gencias. La LMD es también parte del Centro de Operaciones de Emergencias. 

Las autoridades regionales, provinciales y municipales formularán y concertarán
con sus respectivos comités un Plan Local de Gestión de Riesgo y un Plan de
Emergencia para su jurisdicción, en armonía con los planes nacionales sobre la
materia. 

La Ley sobre Gestión de Riesgo es reciente y contempla todas las fases de la ges-
tión del riesgo, así como las funciones de todas las instituciones que tomen parte
en los procesos. Pero el marco de actuación de dicha Ley es todavía muy limita-
do y no cuenta con el presupuesto nacional adecuado para implementarse eficaz-
mente en todos sus componentes. Sin embargo, esta Ley, conjuntamente con la
Ley del Distrito Nacional y los Municipios, representa una posibilidad para la par-
ticipación más activa de la ciudadanía en las decisiones públicas y la inclusión de
la gestión de riesgo en los planes y programas territoriales.



políticas, planes y programas tendentes a

una prevención, atención y mitigación

más efectivas.

• Aplicar las disposiciones legales que ac-

tualmente prohíben la ubicación de asen-

tamientos humanos en zonas de riesgo.

• Dar vida al Comité Técnico Nacional en

Prevención y Mitigación de Riesgos (con-

templado en la Ley 147-02), que no exis-

te, y que podría ser encabezado por la

Secretaría de Estado de Economía, Plani-

ficación y Desarrollo (SEEPYD).

• Buscar formas de transferir las estrategias

de prevención y preparación ante desas-

tres a nivel municipal.

• Elaborar, formular y publicar un Plan

Nacional de Gestión de Riesgo.

• Establecer claramente las funciones de

los diferentes comités municipales, pro-

vinciales y regionales en Prevención, Mi-

tigación y Respuesta, creados por la Ley.

3. Integrar el riesgo asociado al cambio

climático. A partir de las capacidades de ges-

tionar el riesgo ante desastres naturales, se

puede generar la capacidad para enfrentar

los riesgos futuros asociados al cambio cli-

mático74.

Los riesgos asociados al cambio climáti-

co se conocen relativamente poco en Repú-

blica Dominicana, aunque son previsibles:

sequías más severas, menor disponibilidad

de agua dulce, mayor frecuencia de inunda-

ciones y fenómenos hidrometeorológicos

extremos. Estos efectos extremos ya tienen

consecuencias y afecciones serias en los

medios de vida rurales. La rentabilidad de las

actividades agropecuarias es cada vez menor

y es previsible que una de las consecuencias

inmediatas sea el incremento dramático en

las migraciones campo-ciudad, trayendo

como consecuencia el aumento del número

de pobladores en áreas vulnerables de los

centros urbanos, pues estos nuevos pobla-

dores no cuentan con recursos para asentar-

se en lugares seguros.

Es importante disponer de información.

La Ley 147-02 contempla un sistema integra-

do de información para la gestión de riesgo.

La Ley 64-00 dispone de un sistema nacional

de información de recursos naturales y

medio ambiente. Pero ninguno de esos dos

sistemas ha sido verdaderamente estruc-

turado ni funciona de manera real y efectiva. 

4. Transversalizar la gestión del riesgo a

desastres. Las amenazas naturales son sólo

una de las muchas que se ciernen sobre la

vida y los medios de subsistencia75. El carác-

ter multidimensional de las amenazas y los

riesgos obliga a la colaboración y la coordi-

nación interinstitucional.

5. Fortalecer las capacidades de afrontar

el riesgo. Es importante redefinir la relación

entre los desastres y el desarrollo, pero tam-

bién tratar de mejorar la preparación y la res-

puesta frente a los casos de desastres76.

La preparación ante desastres implica la

capacidad de la población para entender,

pronosticar y prevenir con antelación un pe-

ligro o amenaza inminente, reaccionar fren-

te a los efectos del desastre y afrontarlos,

organizando y prestando asistencia a tiempo

y de modo eficaz. 

Tomando en cuenta estas consideracio-

nes, alguna de las posibles medidas a tomar

son las siguientes:

• Aprender a vivir con los desastres, reco-

nocer el riesgo y capacitar a la gente más

vulnerable.

• Urbanizar las zonas que no están en ries-

go, construyendo infraestructura social.

• Incentivar un comportamiento individual

que tome el riesgo en consideración. Por

ejemplo, en las zonas de alto riesgo a

huracanes se puede subsidiar un progra-

ma de techo seguro para  promover que
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Para reducir el riesgo es
necesario mejorar 

los gobiernos locales 
y transversalizar la
reducción de riesgo



los individuos cambien techos de láminas

por techos de cemento.

• Socializar la información sobre desastres.

Concienciar a la población de que el ries-

go existe. Mejorar la percepción existente

sobre los riesgos naturales. 

• Mejorar la organización a nivel comunita-

rio para que todas las personas estén pre-

paradas y participen tanto en el pronósti-

co y preparación de medidas preventivas,

como en la reacción a los efectos del

desastre. 

6. Mejorar el conocimiento del riesgo a

desastres. Un primer paso para concertar y

coordinar mejor las actividades de reducción

del riesgo de desastres consistirá en enten-

der mejor la gravedad y la magnitud de las

amenazas, la vulnerabilidad y las pérdidas

que ocasionan los desastres77.

Para esto, será necesaria la definición de

los índices nacionales de riesgo y vulnerabi-

lidad, para intensificar y mejorar la compara-

ción entre regiones y definir un sistema en

distintos niveles para informar de los desas-

tres, entre otras medidas.

En resumen
El riesgo de desastres es la combinación

de las amenazas, la vulnerabilidad y las capa-

cidades. Mientras las amenazas son  fenóme-

nos de carácter natural o tecnológico, la vul-

nerabilidad y las capacidades son construc-

ciones sociales. 

Las capacidades de las personas para

anticipar y responder a un desastre depen-

den de la combinación de fuerzas y recursos

disponibles en una comunidad, así como de

su nivel de participación. La vulnerabilidad

de la población está determinada por el

modelo económico institucional, que se ha

caracterizado por crear riqueza, reprodu-

ciendo miseria y exclusión social.

La vulnerabilidad reduce la capacidad de
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la población de recuperarse después de un

desastre, al tiempo que depreda y disminuye

la capacidad de los servicios ambientales.

Además, obliga a las personas a exponerse a

sí mismas al asentarse en zonas de riesgo.

Adicionalmente, la falta de institucionalidad,

descentralización y transparencia, así como

la presencia creciente de exteriorismo y la

ausencia de consideraciones de gestión del

riesgo al realizar inversión social, son facto-

res que aumentan el riesgo frente a los

desastres. 

Las amenazas son el resultado de las fuer-

zas de la naturaleza. La Hispaniola está

expuesta a desastres naturales como huraca-

nes, inundaciones y terremotos, cuyos impac-

tos se acrecientan por la vulnerabilidad.  

Una agenda para reducir el impacto de

esas amenazas debería integrar los factores

de riesgo en la planificación del desarrollo,

crear la institucionalidad adecuada para el

manejo del mismo y tomar en cuenta las

implicaciones del cambio climático. 

VI.4 La gestión del agua
en República Dominicana

“El agua es vida”. Esta frase se ha escu-

chado por años, pero para la mayoría de la

población dominicana no es más que un cli-

ché. Más allá de este requerimiento básico,

la disponibilidad de agua en cantidad y cali-

dad suficiente es una condición fundamental

de la calidad de vida del ser humano.

VI.4.1 El recurso hídrico 
El territorio dominicano está conforma-

do por 32 cuencas78 principales y varias

regiones costeras donde predomina el flujo

subterráneo o corrientes superficiales de pe-

queña magnitud. La disponibilidad de agua

ha sido estimada por el Instituto Nacional de

Recursos Hidráulicos (INDRHI) a partir de

los datos obtenidos de las redes hidrométri-

ca y climática. 



Internacionalmente se establece que

menos de 1,700 m3 de agua por persona por

año son condiciones de estrés, y menos de

1,000 m3 por persona al año se considera

escasez. En República Dominicana, la dispo-

nibilidad promedio se estima en 2,300 m3

por persona al año, lo que representa un

rango normal, aunque no de abundancia. La

región Ozama-Nizao (que incluye la ciudad

de Santo Domingo y San Cristóbal) bordea

la situación de escasez, mientras que la

región Este se acerca a la situación de estrés

(Mapa VI.9).   

Infraestructura
La variación de la disponibilidad de agua

en el territorio es resultado de factores natu-

rales (como la influencia de las cordilleras

orientadas este-oeste, que determina una

mayor precipitación en las laderas norte y en

sus puntos más altos), y de factores sociales,

como la densidad de población. Esta desi-

gual distribución implica la necesidad de

realizar grandes inversiones en obras de

infraestructura hidráulica.

Por ejemplo, en zonas de baja precipita-

ción, como es el suroeste del país, se han

construido las presas de Sabaneta y Sabana

Yegua, en la cuenca del Yaque del Sur, y Las

Damas, sobre el río del mismo nombre.

Estos embalses sirven fundamentalmente

para garantizar el agua de riego. Las presas

de Jigüey, Aguacate y Valdesia, sobre el río

Nizao, permiten trasvasar agua de riego a la

provincia Peravia y agua potable a la ciudad

de Santo Domingo (y, próximamente, a San

Cristóbal). Otro ejemplo de esto es el canal

Nizaíto, que capta agua en el río del mismo

nombre, en la vertiente este-noreste de la
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Mapa VI.9 Oferta de agua por regiones
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Para fines de comparación: la UNESCO estima la disponibilidad promedio anual de agua en 6,000 m3 per cápita-año. La disponibilidad prome-
dio en México es 4,505 m3 per cápita-año, mientras que los países con menor disponibilidad hídrica como Singapur y Arabia Saudita disponen
de menos de 150 m3 per cápita-año, siendo Kuwait el extremo inferior con 10 m3 per cápita-año (lo que equivale a unos 27 litros por día).

Fuente: INDRHI
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sierra de Bahoruco, y la traslada a través de
52 kilómetros hasta el municipio de Oviedo.
En la región del Yaque del Norte se ha hecho
un esfuerzo similar para abastecer de agua
potable a los poblados de la Línea Noroeste,
al llevar agua desde el contraembalse de la
presa de Monción.

El potencial de agua subterránea
Según un análisis elaborado por Rodrí-

guez y Febrillet (2005), el potencial hidro-
geológico de República Dominicana repre-
senta el 60% de la disponibilidad de agua
dulce del país y cerca del 50% se encuentra
actualmente en explotación. De acuerdo
con dicho estudio, el 87% de los pozos
someros del país presenta contaminación
bacteriológica.

El agua subterránea es la principal fuen-
te para ciertas zonas del país, notablemente
para la planicie costera oriental y las zonas
de Bávaro y Punta Cana, donde la sobreex-
plotación ha provocado una severa intrusión
salina. 

La baja eficiencia
Los problemas de acceso al agua en el

país están más relacionados con la infraes-
tructura (y por ende al costo del acceso)  y
con la baja eficiencia de uso, que con la dis-
ponibilidad del líquido. La baja eficiencia es
un tema de gran preocupación, ya que se es-
tima que las pérdidas en los sistemas de agua
potable del país promedian un 65%, mien-
tras que la eficiencia de riego es de apenas
un 30% (70% no se aprovecha). Estos valores
implican que el agua captada en la actualidad
puede satisfacer las necesidades de casi tres
veces el número actual de personas. 

La realidad insular
Las cuencas del Masacre, del Artibonito,

y Pedernales y la Hoya de Enriquillo, que
incluye la cuenca del río Las Damas, son
fronterizas. La cuenca del río Artibonito,
cuya parte alta se encuentra en territorio

dominicano, es una de las principales fuen-

tes de agua superficial del vecino país.

Puede afirmarse que los niveles extremos de

deterioro de los recursos de agua dulce en

Haití, sumados a su gran crecimiento pobla-

cional y a los procesos de migración hacia

territorio dominicano, convierten a la pobla-

ción haitiana en un elemento importante a

considerar al momento de establecer esce-

narios futuros de gestión del recurso agua

en República Dominicana. 

También debe tenerse en cuenta que el

desarrollo turístico del país implica dotar de

agua a una población flotante de más de tres

millones de personas por año, cuyo consu-

mo per cápita incluye el agua necesaria para

regar campos de golf y otras facilidades

turísticas79.

Cuando se introducen los escenarios de

cambio climático, el panorama de la disponi-

bilidad de agua para los próximos cien años

en República Dominicana se presenta desa-

lentador. El informe sobre vulnerabilidad de

los recursos hídricos, elaborado en el marco

de la Primera Comunicación Nacional80,

establece que el volumen total de escurri-

miento se reduciría entre el 30% y el 95%

para 2100. Cuando a estas predicciones se

incorpora el crecimiento poblacional, se

llega a la conclusión de que podrían alcan-

zarse niveles críticos de disponibilidad de

agua en menos de 25 años. 

VI.4.2. La gestión del recurso hídrico
El principal obstáculo para una gestión

adecuada del agua y de los servicios públi-

cos de agua es la ausencia de un marco legal

y de políticas adecuadas que segreguen las

funciones de rectoría, regulación y adminis-

tración del recurso y de prestación de los

servicios. Además de la reestructuración ins-

titucional, el marco legal necesario debe

establecer las políticas de uso del recurso,

los mecanismos para el pago por su uso y

por los servicios ambientales asociados a su
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conservación. Pero sobre todo debe estable-

cer los mecanismos que permitan la planifi-

cación y supervisión democrática y descen-

tralizada del aprovechamiento y conserva-

ción del líquido.

En cuanto al agua como recurso natural,

las funciones de rectoría y administración

recaen sobre la SEMARN. Además, existen

diversas instituciones con mandatos legales

para administrar algún aspecto de la gestión

o del aprovechamiento del recurso. El Anexo

VI.8 resume el marco institucional actual y el

Anexo VI.9 presenta la experiencia de la jun-

tas de regantes como mecanismo de descen-

tralización en el manejo del agua para el

riego.

Desde hace más de diez años se discu-

te en el Congreso Nacional el proyecto de

ley de aguas de República Dominicana. En su

actual versión se pretende separar la función

de definición de políticas y su fiscalización,

de la función de regulación y administración

del uso del recurso, así como de la presta-

ción directa de los servicios. 
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Las pérdidas en los 
sistemas de agua potable

del país promedian un
65%, mientras que la 
eficiencia de riego es 

de apenas un 30%

Cuadro VI.15
Acceso a fuentes de agua mejorada para beber y agua de
botellón en porcentaje, 2006

Regiones Provincias

Población con
acceso a fuente

mejorada de agua
para bebera

Población que utiliza
agua de botellón como

fuente principal de agua
para tomar

a En general, se define como fuente mejorada de agua cuando el agua para beber proviene de una fuente segura y per-
manente, como tubería, pozo o manantiales protegidos permanentemente, agua de lluvia adecuadamente recogida y
almacenada o agua embotellada.

Fuente: ENHOGAR 2006 Cuadro 8

Nacional 74.0 51.0

Ozama 82.3 56.4 SD, DN

Enriquillo 81.8 18.7 Bao, Ind, Ped, Bar

Valdesia 81.2 44.3 Az, Per, SJO, SC

Cibao Norte 81.0 64.6 Stgo, PP, Esp

Cibao Noroeste 74.5 45.5 MC, Daj, SRod, Val

El Valle 73.2 18.9 EP, SJ

Yuma 62.4 73.3 ES, LR, LA

Cibao Sur 61.8 41.7 LV, MN, SR

Higüamo 56.5 45.8 MP, HM, SPM

Cibao Nordeste 47.6 44.2 Sal, Dua, MTS, Sam

Además del proyecto de ley de aguas,

hay otro proyecto de ley que reforma el

marco institucional y legal del sector de

agua potable y saneamiento (APS). 

A pesar de que tanto el proyecto de la

ley general de aguas como el proyecto de

ley de reforma del sector APS tienen largas

historias de discusión, aún no se ha logra-

do que sean discutidos con una visión inte-

gral de gestión de los recursos hídricos. Por

lo que de ser aprobados con sus últimos

textos, ambos proyectos establecerían nue-

vos conflictos en la gestión del recurso

agua.

VI.4.3 Agua potable y saneamiento:
el acceso a agua potable

La provisión de los servicios de agua

potable y saneamiento en el país depende

de una serie de instituciones, cada una con

competencias sobre un área territorial espe-

cífica, pero sin que existan organismos de

planificación ni organismos de regulación

externos a dichas instituciones. La SESPAS

debería ejercer un nivel de control sobre la

calidad del servicio, de la misma forma que

la SEMARN debería asegurarse de que las

instituciones APS realicen un aprovecha-

miento sostenible de los recursos hídricos

(tanto en lo referente a las captaciones,

como en lo referente a las descargas de

aguas residuales). Pero la práctica demues-

tra que los niveles de control y fiscalización

son bajos, con esfuerzos aislados y sin inte-

grarse a un sistema de información para la

gestión.

El acceso a los servicios
Según la encuesta ENHOGAR 2006, el

74% de los hogares tenía acceso a fuentes de

agua mejorada para beber y el 51% utilizaba

agua de botellón como fuente principal de

agua para tomar. Estas cifras indican un

deterioro con relación al Censo 2002, que

determinó que el 79.2% de las personas



tenían acceso a fuentes de agua mejorada

(Cuadro VI.15). 

Por regiones de planificación, Ozama

registra el mayor acceso de la población a

agua mejorada para beber, con un 82.3%. Las

regiones de Ozama, Enriquillo, Valdesia y

Cibao del Norte, que concentran el 64% de

la población, tienen una cobertura de hoga-

res por encima del 80%; mientras que Yuma,

Cibao Sur, Higüamo y Cibao Nordeste están

en el 62% o menos 

Tomando como referencia el Censo

2002, el 21% de los hogares dominicanos

(463 mil) no recibía agua de acueducto81,

afectando a más de 1.8 millones de perso-

nas. Esa proporción es el triple en Mon-

tecristi y La Altagracia, mientras que en

Monte Plata, Salcedo, Hato Mayor, Duarte,

Samaná y María Trinidad Sánchez es casi el

doble o más (Mapa VI.10). 

El 14% de todos los hogares del país sin

acceso a agua potable está ubicado en la pro-

vincia de Santo Domingo, lo cual revela que,

a pesar de que en promedio la provincia no

presenta problemas de acceso a agua, la

severidad de este problema es alta en térmi-

nos cuantitativos. En siete provincias se con-

centra más del 50% de los hogares sin agua

potable, equivalente a 236 mil hogares, que

son: Santo Domingo, La Altagracia, San

Cristóbal, Duarte, La Vega, Monte Plata y

Santiago.

Por supuesto, el problema de acceso a

agua es más intenso en las zonas rurales

(43%) que en las zonas urbanas (17%), así

como es mayor entre las personas pobres

que entre las ricas82.

La falta de acceso a fuentes de agua me-

joradas en las comunidades rurales afecta

especialmente a las mujeres, niños y niñas,

pues son las que tienen la responsabilidad de

acarrear el agua hasta el hogar. Realizar las

labores domésticas sin disponer de agua
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Mapa VI.10 Porcentaje de hogares que no reciben agua del acueducto, 2002
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Fuente: ODH/PNUD en base a Censo 2002
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dentro de la vivienda ocupa un mayor tiem-

po y esfuerzo, por lo que también se convier-

te en una carga desigual para mujeres y niñas

en muchos hogares rurales dominicanos. 

La persistencia de la división sexual del

trabajo hace que las mujeres sean las únicas

responsables de cuidar a cualquier integran-

te del hogar que se enferme, lo que afecta

desproporcionalmente su libertad de movi-

miento, sus estudios y empleo, entre otros

factores fundamentales para el desarrollo

humano. Los efectos de la distribución desi-

gual del trabajo doméstico, que se refleja en

la falta de acceso eficiente al agua, trascien-

den el hecho del abastecimiento, ya que

afectan la capacidad de las mujeres de estu-

diar y de acceder a empleos de mayor cali-

dad, a la vez que refuerzan la visión estereo-

tipada de las empresas sobre el número de

ausencias de las mujeres.

Como consecuencia de la falta de acce-

so al agua mejorada, un número cada vez

mayor de hogares compra agua de botellón

para beber, alcanzando en promedio la pro-

porción de 1 de cada 4 hogares, que sube a

3 de cada 4 hogares en la región del Yuma, y

a 2 de cada 3 en el Cibao Norte. 

Esta situación obliga a las familias a gas-

tar dinero para conseguir agua con el consa-

bido impacto regresivo en el ingreso, ya que

las familias más pobres gastan proporcional-

mente 4 veces más para conseguir agua que

las familias más ricas (Gráfico VI.2). Cabe

señalar que esto no está asociado a tarifas

diferenciadas, sino a deficiencias en la cali-

dad del servicio y del acceso.

Saneamiento
Según la encuesta ENHOGAR 2006, el

92% de los hogares dominicanos dispone de

un saneamiento adecuado. Sin embargo,

sólo el 20% tiene acceso a alcantarillado y

menos del 7% de las aguas residuales produ-

cidas son tratadas antes de su descarga.
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La falta de acceso a
agua potable es más
intensa en las zonas

rurales (43%) que en
las zonas urbanas

(17%), así como es
mayor entre los pobres

que entre los ricos

Gráfico VI.2
Gasto mensual en agua de los hogares como proporción del ingreso total,
según quintil de ingresos, 2004

Fuente: ODH/PNUD en base a ENCOVI 2004
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En general, la brecha de cobertura afec-

ta desigualmente a las personas más po-

bres83 y a las zonas rurales84.

Las diferencias regionales en la dispo-

nibilidad de excretas adecuadas reflejan

que el Cibao Norte y Ozama tienen los

mayores niveles, mientras que las regiones

de Enriquillo y El Valle son las que mues-

tran mayores privaciones (Cuadro VI.16).

Según el Censo 2002, el 8% de los hogares

no tiene ni inodoro ni letrina, esto significa

que al menos 665 mil  personas enfrentan
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Mapa VI.11 Porcentaje de hogares sin saneamiento, 2002
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Cuadro VI.16 Tipo de servicios sanitarios usados en el hogar en porcentaje, 2006

Región Total Provincias
Inodoro
privado

Inodoro privado
compartido

Letrina privada
con cajón

Letrina compartida
con cajón

Fuente: ENHOGAR 2006

Nacional 56.2% 6.7% 21.0% 8.5% 92.4%

Cibao Norte 66.5% 4.3% 20.2% 5.9% 96.9% Stgo, PP, Esp

Cibao Sur 54.1% 1.4% 31.5% 6.8% 93.8% LV, MN, SR

Cibao Nordeste 41.7% 0.7% 36.3% 12.1% 90.8% Sal, Dua, MTS, Sam

Cibao Noroeste 27.0% 1.2% 49.6% 14.2% 92.0% MC, Daj, SRod, Val

Valdesia 48.4% 5.0% 26.6% 11.9% 91.9% Az, Per, SJO, SC

El Valle 25.4% 1.2% 38.8% 9.5% 74.9% EP, SJ

Enriquillo 29.4% 4.4% 31.1% 15.5% 80.4% Bao, Ind, Ped, Bar

Yuma 47.4% 15.7% 13.8% 13.8% 90.7% ES, LR, LA

Higüamo 36.7% 7.1% 25.9% 17.0% 86.7% MP, HM, SPM

Ozama 76.5% 11.6% 4.5% 3.1% 95.7% SD, DN



graves problemas de saneamiento. La situa-
ción es mucho más grave en algunas provin-
cias, como es el caso de Elías Piña,
Bahoruco, El Seibo, Independencia, Peder-
nales, Monte Plata, Hato Mayor y San Juan,
en las cuales entre el 19% y el 29% de los
hogares no tienen ni inodoro ni letrina,
afectando en total a 177 mil personas. Sin
embargo, no es un problema exclusivo de
las provincias más pobres, dado que en el
Distrito Nacional el 10% de los hogares
(24,000) no tiene inodoro (Mapa VI.11). 

Debe observarse críticamente el dato de
cobertura de saneamiento, ya que la existen-
cia de letrinas o inodoros no implica existen-
cia de sistemas de alcantarillado de aguas
residuales, sino que en general las descargas
van directamente al subsuelo o a fuentes de
agua superficiales. 

La sostenibilidad financiera
El análisis de los costos en relación a las

tarifas establecidos por las instituciones de
agua potable y saneamiento indica que la
sostenibilidad e independencia financiera de
esas instituciones es prácticamente imposi-
ble. En el caso del agua potable, las bajas tari-
fas forman parte de un círculo vicioso: se
cobra poco o nada, la calidad del servicio no
es buena, las personas se acostumbran a no
pagar, la calidad del servicio empeora, la ins-
titución no cobra más para que haya menos
quejas por un servicio de mala calidad. 

Según el Banco Mundial85, la cantidad
de agua consumida y no medida representa
un 65% en Santo Domingo y un 44% en San-
tiago, y de 350,000 conexiones que tiene la
Corporación de Acueducto y Alcantarillado
de Santo Domingo (CAASD) factura sólo a
60,000 personas usuarias, de los cuales
cobra a aproximadamente 40,000. Es de
notar que tener tarifas adecuadas ha demos-
trado ser un importante incentivo al uso
racional del recurso (disminuyendo el des-
perdicio), y puede ser la base de una mejor
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Total 1,173 178 995 

Hombres 617 89 529 

Mujeres 555 89 466 

Cuadro VI.17
Población en zona de 
montaña, 2002 (datos en
miles de personas)

Montaña Total Urbano Rural

Fuente: ODH/PNUD, con base en el Censo 2002 y SEMARN,
Dirección de Información Ambiental

gestión general del servicio. Esto se aprecia
en el país al estudiar el caso de la
Corporación de Acueducto y Alcantarillado
de Santiago (CORAASAN) y, más reciente-
mente, de la CAASD. 

El análisis de los indicadores  de la pres-
tación del servicio lleva a afirmar que ade-
más de requerirse inversiones adicionales en
infraestructura para ampliar la cobertura,
sobre todo en las zonas rurales, debe traba-
jarse fundamentalmente en disminuir la bre-
cha entre cobertura de agua potable y sane-
amiento, mejorar la calidad del servicio y
garantizar la potabilidad del agua suministra-
da. Más que una mayor inversión, se requie-
re de una mejor inversión, en un marco de
racionalidad que promueva el cierre de las
brechas y la sostenibilidad, tanto de la pres-
tación del servicio como del recurso. 

VI.4.4 Los que protegen el agua
¿cómo viven?86

La población que vive en las montañas,
además de tener el derecho a tener una vida
digna, como cualquier dominicana o domi-
nicano, es la que resguarda los bosques y las
fuentes de agua. Por lo tanto, de ellos y ellas
dependen el resto de las personas que viven
en las partes bajas del territorio. 

Según el Censo 2002, alrededor de 1.1
millones de personas (13% de la población
total) son consideradas población de monta-
ña, al residir por encima de los 500 metros

Hay 1.1 millones de
personas que viven 

en las montañas y son
los más pobres entre 

los pobres



de altura (Mapa VI.8 y  Cuadro VI.17). 

Las provincias con mayor presencia de

población de montaña son San José de Ocoa

(80%), Samaná (63%), Elías Piña (51%), Sal-

cedo (47%), San Juan (46%), La Vega (36%),

seguido de Azua, Dajabón y Monseñor

Nouel. Pero seis provincias concentran más

de la mitad de la población total de monta-

ña: La Vega, Santiago, San Juan, San Cris-

tóbal, Puerto Plata y Azua (Anexo VI.10).

La población de montaña es fundamen-

talmente rural (84%) y su situación es peor

que el 29% de la población rural del resto del

país. La tasa de pobreza de la población de

montaña es más elevada que la de la pobla-

ción que no vive en montaña. El 67% de esta

población es pobre y el 21% es indigente; es

decir, 1.7 veces más pobres y 4.2 veces más

indigentes que en el resto de la población

que no vive en montaña. Aún si la compara-

mos con la población rural, la población de

montaña está en peor situación87.

La pobreza relativa de las personas que

habitan en montaña se manifiesta en mu-

chas dimensiones, como la educación y la

provisión de servicios, la falta de empleos y

la baja calidad de la vivienda, entre otros.

El analfabetismo entre la población

adulta (15 años o más) de las montañas

alcanza el 24.6%, lo que representa más del

doble de la tasa para la población que no

vive en montaña. 

Inversamente, el porcentaje de adultos

de montaña con alguna educación postpri-

maria es de apenas un 24.4%, alrededor de

la mitad de la población que no es de mon-

taña.

El mismo fenómeno se observa en térmi-

nos de provisión de servicios (Cuadro VI.18).

Según el enfoque de desarrollo huma-

no, solamente se le puede exigir responsabi-

lidad a quien ha disfrutado de libertades.

Cabría preguntarnos: ¿hasta qué punto se
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Cuadro  VI.18
Algunas características de las poblaciones de montaña y no de 
montaña en %, 2002

Categoría

Zona 
de residencia

Pobreza

Educación

Abastecimiento
de servicios

Calidad 
de la vivienda

Variable Montaña No montaña Pob. rural

Porcentaje población de montaña 13.0 87.0 36.4

Total rural 84.0 29.3 100.0

Total urbano 16.0 70.7 -

Tasa de indigencia 21.0 5.4 12.5

Tasa de pobreza 66.9 38.4 55.5

Adultos con educación postprimaria 24.4 47.0 29.7

Tasa de analfabetismo de adultos 24.6 11.3 20.3

Basura recogida por ayuntamiento 24.5 64.5 24.2
o empresa privada

Agua del acueducto dentro de la vivienda 19.5 38.3 19.0

Cocina con gas propano o electricidad, 61.9 91.4 72.6
o no cocina

Energía de la CDEEE 75.0 95.4 82.8

Hogar con inodoro privado 17.5 47.7 22.2

% de hogares con paredes de bloque o contreto 43.5 69.8 48.1

% de hogares con piso de granito, mármol 5.8 25.3 9.1
o mosaico

% de hogares con techo de concreto 7.8 34.6 14.6

Fuente: ODH/PNUD en base a Censo 2002 y FPobreSig



les puede exigir a los pobladores de las mon-

tañas que resguarden un recurso tan valioso

como las fuentes de agua, cuando el resto

del país se ha olvidado de sus comunidades? 

En resumen
La disponibilidad de recursos hídricos

per cápita en República Dominicana puede

considerarse suficiente, pero no abundante.

Está cercana a la escasez en la región Ozama-

Nizao (que incluye las ciudades de Santo

Domingo y San Cristóbal). El deterioro de

las cuencas, la calidad del agua y la distribu-

ción de las aguas en el territorio implican

problemas de disponibilidad e incremento

de los costos para suplir el servicio. El cam-

bio climático, el costo económico y físico

desproporcionado para los hogares pobres y

la persistencia de los factores estructurales

que generan pobreza, unidos al incremento

de la población, hacen la situación crítica y

demandan acciones urgentes a nivel de polí-

ticas y de una mejora sustancial en la gestión

del recurso agua. 

El agua subterránea representa el 60%

de la disponibilidad de agua dulce del país y

la mitad se encuentra actualmente en explo-

tación, pero una alta proporción de los

pozos someros presenta contaminación bac-

teriológica. Sin embargo, el principal proble-

ma es la eficiencia, ya que con la pérdida del

agua en el proceso de distribución pueden

satisfacerse las necesidades de casi tres

veces el número actual de usuarios a través

del sistema de agua potable y riego. 

La realidad insular obliga a República

Dominicana a tomar en cuenta a Haití en la

gestión y uso del agua, no sólo por las cuen-

cas compartidas, sino también por la pre-

sión demográfica y la situación de pobreza

de Haití. La situación es más preocupante

cuando se introduce el efecto del cambio

climático. 

Las leyes vigentes para la gestión del

agua son inadecuadas y el nuevo marco legal

propuesto ha estado en discusión en el

Congreso por más de una década, haciendo

impostergable la necesaria definición. 

La provisión de los servicios de agua

potable y saneamiento en el país depende

de una serie de instituciones, cada una con

competencias sobre un área territorial

específica, pero sin que existan organismos

de planificación ni organismos de regula-

ción externos a dichas instituciones. Los

niveles de cobertura de agua potable han

disminuido, son bajos y están desigualmen-

te distribuidos en el territorio, teniendo un

impacto regresivo en la distribución del

ingreso.

El saneamiento adecuado es todavía bajo

y desigualmente distribuido en el territorio,

con una deficiente capacidad de alcantarilla-

do y procesamiento de aguas residuales pre-

vio a su descarga, lo cual constituye una fuen-

te de contaminación de ríos y costas. No hay

sostenibilidad financiera en el sector.

Finalmente, la población de montaña

que resguarda las fuentes de agua es la más

pobre entre los pobres; por lo tanto, es difí-

cil exigirle que cuide este recurso tan valio-

so cuando no ha disfrutado de libertades

reales. 

VI.5 Hacia un ordenamiento
ambiental del territorio

La Ley General sobre Medio Ambiente y

Recursos Naturales de República Dominica-

na (Ley 64-00) establece el ordenamiento

del territorio como una de las herramientas

fundamentales para la gestión ambiental. El

ordenamiento territorial es un instrumento

de planificación que permite procurar armo-

nía entre los usos y las potencialidades del

territorio. 

Al establecer los criterios para el orde-

namiento, la Ley 64-00 propone  un proceso

planificado de naturaleza política, técnica y
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No se pueden exigir 
responsabilidades 

a quienes no tienen
libertades



administrativa de un sistema socio-espacial

concreto, para organizar y administrar el uso

y ocupación de ese espacio, en conformidad

con: las condiciones y los recursos natura-

les, la dinámica social, la estructura produc-

tiva, los asentamientos humanos y la infraes-

tructura de servicios; para prever los efectos

que provocan las actividades socioeconómi-

cas en esa realidad espacial y establecer las

acciones a ser instrumentadas con miras a

que se cumplan los objetivos de bienestar

social, manejo adecuado de las reservas

naturales y calidad de vida. Es decir, con

miras al desarrollo sostenible.

Es evidente que para lograr un ordena-

miento ambiental del territorio es necesario

articular mecanismos que tomen en cuenta

las condiciones biofísicas del territorio con

las actividades sociales, económicas y cultu-

rales que se llevan a cabo en el mismo, y que

establezcan las reglas para las diversas for-

mas de uso, ocupación y distribución del

territorio.

El ordenamiento ambiental del territo-

rio se propone tres grandes metas en rela-

ción con los tiempos sobre los que actúa: 

a) Hacia el futuro, la prevención de con-

flictos ambientales. 

b) En el presente, la resolución de con-

flictos ambientales. 

c) En  relación con el pasado, la rever-

sión de procesos de deterioro ambiental. 

Para estos diferentes propósitos es

necesario identificar a los actores involucra-

dos en cada proceso, con el fin de determi-

nar cómo alcanzarlos y qué responsabilida-

des tiene cada uno de ellos. En este contex-

to, se entiende el conflicto ambiental como

cualquier uso que implique degradación de

la base de bienes y servicios ambientales que

configuran la oferta ambiental de un deter-

minado espacio.

Si bien es imposible el bienestar y desa-
rrollo de la sociedad sin algún grado de
transformación ambiental, existe un límite a
partir del cual se torna riesgosa una transfor-
mación adicional, por lo que se debe dar
prioridad al mantenimiento o restitución de
los bienes naturales. 

A excepción del sistema de áreas prote-
gidas no existe ninguna norma general de
ordenamiento ambiental y las que hay son
de escaso cumplimiento. Quizás la expre-
sión más concreta de la falta de ese ordena-
miento fue la catástrofe causada por las tor-
mentas Noel y Olga, que provocaron 166
muertes y 128,472 personas desplazadas o lo
que fue la crisis de Jimaní en 200488. En
ambos casos, se construyeron viviendas en
zonas de riesgo y en algunos es el mismo
Estado quien construye. Éste es un claro tes-
timonio de la necesidad de un plan de reor-
denamiento territorial que incluya la reubi-
cación de las familias que viven en zonas vul-
nerables y la construcción de infraestructura
adecuada, entre otros. 

Para garantizar condiciones mínimas
para el bienestar y desarrollo de la sociedad
debe lograrse un equilibrio entre lo que se
conserva y lo que se transforma. Al mismo
tiempo debe garantizarse que las transfor-
maciones permitan que los ecosistemas
sigan prestando sus servicios ambientales y
se prevenga su deterioro. Este equilibrio es
permanentemente ignorado en la construc-
ción de hoteles en las zonas turísticas del
país, en donde, regularmente, se violan nor-
mas ambientales, acrecentando el impacto
de las tormentas y huracanes o se urbanizan
zonas sin los servicios adecuados. Igual-
mente ocurre en las ciudades que crecen
desordenamente, sin ningún plan. 

Para lograr un proceso exitoso de orde-
namiento ambiental del territorio deben
alcanzarse una serie de condiciones: dispo-
ner de información adecuada y suficiente
sobre las potencialidades del territorio, sus
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Para la sostenibilidad 
no basta tener los 

instrumentos, también 
se necesita la 

responsabilidad de 
los actores sociales

usos y las interacciones socioeconómicas y

culturales que determinan esos usos, así

como los impactos ambientales que ellos

representan.

Pero el elemento fundamental de cual-

quier proceso de ordenamiento es que éste

se constituya en un escenario político de

análisis y concertación para avanzar hacia un

modelo de desarrollo humano. Lograr los

acuerdos necesarios entre los distintos acto-

res, con equidad y eficiencia, es sin duda el

principal reto del proceso.

El ordenamiento no se logra sólo con

disponer de los documentos legales y técni-

cos que establecen la zonificación en sus

diversas escalas y las reglas de cada porción

del territorio; sino que efectivamente existe

cuando los diversos actores sociales asumen

la necesidad de cumplir con esas reglas y se

fortalecen los mecanismos institucionales

(tanto locales como nacionales) para vigilar

dicho cumplimiento.

VI.6 Conclusiones
Toda la discusión precedente parte de la

premisa de que la sostenibilidad no es sim-

plemente un problema de equidad entre

generaciones, sino que afecta las condicio-

nes de vida actuales de la población. La sos-

tenibilidad es la concretización de la respon-

sabilidad y el compromiso de los entes

sociales (instituciones e individuos) con el

bienestar colectivo.

República Dominicana enfrenta serios

retos en materia de: protección y control de

calidad del agua, reducción de la vulnerabili-

dad a desastres, manejo y eliminación de

conflictos alrededor de áreas y recursos

naturales protegidos y manejo de residuos

sólidos, entre otros. Al mismo tiempo,

enfrenta serios retos en: materia de control

y reducción de la pobreza, fortalecimiento

institucional, crecimiento y estabilidad eco-

nómica. 

Hay dos factores fundamentales (rela-

cionados entre sí) que determinan la inefec-

tividad de la política ambiental actual: en pri-

mer lugar, a nivel político no existe aún una

real comprensión de la importancia de la

sostenibilidad ambiental como base de la

vida y de la economía dominicana. En

segundo lugar, está determinada la inefi-

ciencia de los arreglos institucionales vigen-

tes, cuyas causas son diversas y que inciden

negativamente no sólo en la protección

ambiental, sino en la búsqueda del desarro-

llo como tal.

A pesar del avance en términos del

marco legal ambiental, en República Domi-

nicana no se ha logrado todavía que la soste-

nibilidad sea un compromiso político – ins-

titucional transversal. La existencia y funcio-

namiento de la SEMARN no es suficiente

para garantizar dicha transversalización. Se

hace necesario que el Estado dominicano

establezca y priorice una política ambiental

integral, y que ésta se traduzca de manera

efectiva en los procesos de planificación e

inversión pública a todos los niveles, desde

educación y salud hasta turismo y obras

públicas, incluidas las políticas económicas

del Estado. La Ley de Medio Ambiente y

Recursos Naturales establece los instrumen-

tos de gestión que lo hacen posible y que

fueron mencionados cuando se discutió el

marco legal e institucional.

Evidentemente, disponer de los instru-

mentos no es suficiente para lograr el nece-

sario compromiso y responsabilidad por

parte de los entes sociales. Para esto, se

necesita educación e información, pero

también unos arreglos institucionales que

provean las garantías necesarias para gene-

rar confianza en que todas las personas

serán sujetos de iguales deberes y dere-

chos. Es decir, que haya equidad tanto en la

provisión de los beneficios como de las san-

ciones. La inequidad, especialmente la

inequidad de clases y de género, debe ser
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enfrentada a nivel de las políticas públicas y

la institucionalidad que establece la guía de

la nación para dirigir sus procesos de desa-

rrollo.

Cuando se logra empoderar a una

comunidad para la gestión descentralizada

de su capital natural y la calidad de su entor-

no, en un clima de confianza y garantías de

equidad, se logra que dicho empoderamien-

to se traduzca en una gestión eficiente y, por

tanto, que contribuya a la sostenibilidad del

proceso de desarrollo. 

La búsqueda responsable de la equidad,

la eficiencia y la libertad implican la real

inclusión de nuevos actores a niveles dife-

rentes; nuevos no porque sus roles sean de

reciente surgimiento, sino porque son acto-

res que tradicionalmente no participan en la

toma de decisión y ejecución de las políticas

públicas.

Con respecto a los arreglos instituciona-

les, vale señalar algunos puntos. El caso

específico de la gestión del capital natural

y/o de recursos específicos implica la inclu-

sión de actores a niveles cada vez más desa-

gregados y con posibilidades de seguimien-

to que trasciendan las estaciones políticas

(períodos eleccionarios). Por ende, ambas

cosas implican la necesidad de nuevas for-

mas de gobernanza que facilitan la inclusión

y participación de esos nuevos actores, lo

cual constituye un reto importante. 

¿Es la descentralización de la gestión de

los recursos naturales la solución para evitar

la degradación del capital natural? Parcial-

mente puede serlo, dependiendo de la cali-

dad del proceso de descentralización.

“Debido al papel dominante que desempe-

ñan los recursos naturales en los medios de

vida locales, la gobernabilidad democrática

local requiere que la gente tenga voz e

influencia en las decisiones sobre los recur-

sos naturales de los que dependen. Tres

variables claves dan forma a la sinergia entre

el medio ambiente y la democracia: la res-

ponsabilidad (rendición de cuentas), los

poderes y la seguridad”89.







El desarrollo humano
no da recetas, 
pero sí hace las 
preguntas correctas 
para que en cada situación
concreta se pueda elegir 
la combinación de 
políticas adecuadas 
a fin de mejorar las 
condiciones de vida 
de las personas.



Cuando los derechos y deberes son

considerados universales, pero su práctica

efectiva excluye a la mayoría de la población

debido a una deficiente institucionalidad, se

facilita que el poder político utilice prácticas

clientelares y patrimonialistas, otorgando

favores a cambio del apoyo político en vez

garantizar los derechos.  

Como señala el Banco Mundial: 

“El clientelismo y las relaciones basadas

en el clientelismo, apoyadas por variadas

culturas políticas y sociales a través de gru-

pos, tienden a perpetuar las desigualdades.

Los estados débiles –en el sentido de tener

baja capacidad para suministrar los bienes

públicos, estabilidad macroeconómica, la

protección de los derechos de propiedad y

ciudadanía, y el suministro de servicios bási-

cos- son contextos perniciosos para la desi-

gualdad, ya que ellos son especialmente vul-

nerables a las depredaciones de los grupos

ricos y organizados de ingresos medios”1.

Esta deficiencia de la política y de la

forma de ejercer el poder se convierte en un

obstáculo al desarrollo humano y plantea la

necesidad de que la población se empodere

y actúe, a fin de presionar al sistema político

para que retome su rol de representación y

obligue al Estado a que respete su propia

legalidad, de manera que se consolide el

estado de derecho y el respeto a las leyes.

Este marco de relaciones informales

debe transformarse hacia instituciones for-

males e impersonales basadas en el dere-

cho y en acuerdos colectivos. En ese orden,

el empoderamiento de amplios sectores ex-

cluidos es un elemento constitutivo de la

estrategia de desarrollo humano. Es la ga-

rantía de la participación y ésta constituye

una parte fundamental del ejercicio de la

democracia y de la elección social respon-

sable.

El empoderamiento y la participación

son medios que también permiten construir

poder político y social, que institucionalizan

y “doblegan voluntades” con el fin de nivelar

y compensar la hegemonía del poder fácti-

co. No es el desmembramiento del Estado,

no es la construcción de una institucionali-

dad al margen del Estado; sino que es el

reforzamiento del poder del Estado, pero al

servicio de toda la ciudadanía. Es crear una

mayor legitimidad del Estado a través del

acercamiento de la toma de decisiones a la

población en general.

El empoderamiento implica un proceso

acumulativo de construcción de poder des-

de la base de la pirámide social, que trans-

forme las relaciones entre los diferentes

actores e implique un acceso más equitativo

al control de los recursos del poder. Es cons-

truir capacidades que nos habiliten para

ganar mejor entendimiento y control sobre
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las fuerzas sociales, económicas y políticas

para actuar individual y colectivamente a fin

de que las personas puedan tener cada vez

mayor participación en los mecanismos ins-

titucionales, formales o informales, que les

afectan en sus condiciones de vida.2

En síntesis, entendemos por empode-

ramiento el proceso por el cual las personas

fortalecen su autoestima, confianza, visión y

protagonismo, así como sus diferentes

capacidades para participar e incidir en un

contexto social. Incluye las dinámicas de

aprendizaje por las cuales las personas

toman conciencia de sus derechos, capaci-

dades e intereses, y de cómo éstos se rela-

cionan con los intereses de otras personas

para participar desde una posición más sóli-

da en la toma de decisiones y poder institu-

cionalizar normas que resulten lo menos

vulnerables posible al uso arbitrario y deli-

berado de las élites influyentes.

El proceso de empoderamiento y par-

ticipación se reconvierte así en un medio

para generar desarrollo humano y creci-

miento económico, ya que contribuye a

alterar la institucionalidad actual, modificar

el diseño de políticas, devolverle su natura-

leza a los bienes públicos, crear oportuni-

dades y corregir resultados (déficit socia-

les) que son moral y socialmente intolera-

bles. También facilita el acceso de las per-

sonas al proceso de toma de decisiones,

sobre todo a aquellas que afectan su pro-

pio futuro, convirtiéndose así en la garan-

tía de la equidad social. También es un fin

del desarrollo humano, ya que se ocupa de

la satisfacción individual y colectiva, permi-

te a la gente realizar todo su potencial,

mejora su autoestima, su capacidad y le

permite aportar su mayor contribución a la

sociedad.

En definitiva, el empoderamiento  impli-

ca fortalecer las capacidades individuales y

colectivas de la gente para participar en el

juego democrático, en los procesos de sen-

sibilización, acción colectiva y cambio social,
en un contexto político plural. 

Hay que indicar que los procesos de
empoderamiento y participación son cons-
trucciones desde la base social para garanti-
zar equidad en el acceso a las oportunida-
des, mientras que la descentralización es
transferir desde la administración central al
ámbito local capacidades, competencias y
recursos para promover participación y efi-
ciencia.

La descentralización debe ir acompaña-
da de procesos reales de creación de capaci-
dades institucionales y humanas locales; es
decir, de un empoderamiento individual y
colectivo. Así se evita que se reproduzcan las
debilidades centrales en lo local, como la
apropiación privada de bienes públicos o  el
clientelismo. 

Finalmente, el enfoque del desarrollo
como libertad coloca a las personas en el
centro de los objetivos del desarrollo. Este
enfoque ofrece claros lineamientos y crite-
rios de políticas de intervención para cam-
biar la realidad. Ofrece simplemente una
guía y no una receta.

Sería un error de juicio pretender asig-
narle al enfoque de desarrollo humano, por
sí mismo, la característica de fuerza “libera-
dora”. Solamente nos da instrumentos para
que a través de la política y de la acumula-
ción de poder de las personas se pueda
materializar una propuesta de desarrollo
humano que mejore el bienestar de la gente. 

El desarrollo humano provee un  marco
analítico, permite hacer las preguntas ade-
cuadas y define los criterios para la formula-
ción de políticas con estrategias que combi-
nen diferentes instrumentos para ampliar las
opciones humanas. La combinación de estos
instrumentos puede variar de país a país y
depende de las condiciones históricas, so-
ciales, políticas, económicas e instituciona-
les de cada uno. 
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¿Cómo construir empoderamiento
social? ¿Cómo construir o conquistar
poder?

No hay recetas para el empoderamiento

y el fortalecimiento del capital social, cada

caso dependerá de la situación concreta. Sin

embargo, hay algunos lineamientos que

pueden ayudar: 

Instancias públicas de coordinación
descentralizadas
La gestión de lo local debe hacerse a tra-

vés de instancias de coordinación que refle-

jen los intereses de la comunidad y que per-

mitan una ampliación de las oportunidades

que posee con base en sus recursos.

En el país, uno de los principales pro-

blemas para manejar el territorio es que no

existen estas instancias de coordinación

local. 

En la Ley 498-06 de Planificación e In-

versión Pública existe la propuesta de crear

los Consejos de Desarrollo municipales,

provinciales y regionales, reglamentados

por el decreto 493-07. Estos órganos ten-

drían un carácter consultivo y la facultad de

promover la participación de la ciudadanía

para buscar soluciones a problemas locales,

proponer estrategias de desarrollo, planes,

programas y proyectos, así como un orden

de prioridades de las inversiones públicas.

Esta propuesta establece un escalona-

miento desde el ámbito municipal a los nive-

les provincial y regional, en la instancia del

Consejo, y finalmente a la Secretaría de

Estado de Economía, Planificación y Desa-

rrollo (SEEPYD).  

Este espacio es una oportunidad pero

no es suficiente, ya que la comunidad no es

la dueña de un proceso que está en manos

de las autoridades. Además, presenta el reto

de avanzar en un concepto espacial nuevo

como es el regional, que no tiene arraigo en

la cultura política e institucional del país. 

Agencias de desarrollo local (ADL)
Las instancias públicas de coordinación

descentralizadas deberían complementarse

con agencias de desarrollo local (ADL), por

llamarlas de alguna manera, las cuales deben

ir más allá de ser un órgano de consulta. 

Las agencias de desarrollo local son me-

canismos que promueven la participación

comunitaria y el diálogo entre los actores en

el marco de una estrategia de inclusión so-

cial a través de la movilización y creación de

capacidades individuales y sociales dentro

de un territorio específico. Los principales

integrantes son:

- Públicos (administraciones locales, insti-

tuciones descentralizadas del Estado). 

- Privados (cooperativas, cámaras de co-

mercio, sindicatos, asociaciones de pro-

ductores, bancos).  

- Sociedad civil (juntas de vecinos, asociacio-

nes gremiales, asociaciones de mujeres). 

La creación de las ADL implicaría propi-

ciar el entorno institucional y social favora-

ble a la participación, generación de riqueza

y empleo de forma sostenible. Su eficacia

dependerá del nivel de empoderamiento de

la población en un territorio. 

Las ADL tendrían también  responsabili-

dad en las ejecuciones y decisiones, porque

estarían constituidas por socios instituciona-

les con liderazgo en el territorio. Al mismo

tiempo, serían un instrumento de apoyo a la

descentralización, porque se insertarían en

las instancias de gestión de poder local (con-

sejos de desarrollo municipales y provincia-

les) como asesoras en materia de estrategias

para la promoción del desarrollo local. 

No existe un formato predefinido en la

estructura administrativa sobre su organiza-

ción y funcionamiento, pero hay abundante

experiencia internacional para elegir algún

modelo flexible que se pueda adaptar al país. 
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En algunos países con institucionalidad

frágil, como República Dominicana, esas

agencias se han iniciado enfocadas en temas

específicos, como el área económica. 

En ese caso, la agencia de desarrollo

económico local (ADEL) procuraría aprove-

char los atributos de un determinado terri-

torio para generar riqueza y empleo. 

Este tipo de entidades tiene varias carac-

terísticas, entre las que están la de ser  una

estructura organizada con autonomía propia,

jurídica y operativa de participación de los

actores locales. La agencia se configura como

una asociación sin fines de lucro y, cuando se

enfoca al área económica, reúne en un solo

conjunto servicios tradicionalmente separa-

dos: servicios financieros, servicios de asis-

tencia técnica, formación de los potenciales

empresarios y servicios territoriales como el

marketing y el soporte empresarial. 

Su naturaleza autónoma permite a la

agencia representar al mismo tiempo: 

- Un sujeto institucional, que pesa en el

panorama político local y nacional. 

- Un sujeto contractual, en condiciones

de acceder de forma autónoma a fuen-

tes financieras, a contratos de suminis-

tros y servicios, y a programas naciona-

les e internacionales. 

- Un sujeto administrativo, capaz de eje-

cutar proyectos y erogar servicios y cré-

ditos de manera fácil y no burocrática3.

En el país hay varias experiencias de

agencias de desarrollo local con diversos ti-

pos de desempeño. En Dajabón, Monte Pla-

ta, Valverde hay alguna experiencia; en

Salcedo, la Oficina de Desarrollo Provincial

ha funcionado en cierta forma como una

agencia de desarrollo. En El Seibo la crea-

ción de una ADEL está en proceso. En los

últimos años se han creado varias que han

desaparecido.     

Una evaluación reciente4 sobre la situa-

ción de la red de agencias locales de desa-

rrollo en República Dominicana  destacaba

que para poder desplegar todo su potencial

es preciso resolver varios problemas: la difi-

cultad para lograr la sostenibilidad económi-

ca y el acceso a fuentes de financiamiento, la

falta de proyectos, la dificultad para vincular

las estrategias locales con las iniciativas y

políticas nacionales, la debilidad empresarial

y la falta de personal calificado para la ges-

tión de las ADL.  

En consecuencia, hay varías líneas de

intervención y apoyo a las ADL:

a) Asistencia técnica amplia a los miem-

bros de las ADL (temas de gerencia, ela-

boración y gestión de proyectos, pro-

moción y organización de agrupamien-

tos productivos o cadenas del valor para

fortalecer o crear micro y pequeñas em-

presas, desarrollo del ecoturismo, etc.). 

b) Apoyo técnico a los equipos de dirección

de las ADL para articular los proyectos

territoriales al plan nacional de competi-

tividad y/o otros programas nacionales e

internacionales, marketing territorial,

planes de inclusión social, desarrollo cul-

tural, entre otros.

c) Apoyo financiero institucional y crea-

ción de fondos de garantía para peque-

ños y medianos empresarios. 

d) Entrenamiento para utilizar los mecanis-

mos de participación establecidos por la

Ley de Municipios 176-07.

e) Creación de la red dominicana de ADL y

promoción externa de la misma.

Otros mecanismos de creación de
empoderamiento social

• Libre acceso a la información pública, en

particular en la esfera local. Es necesario

mejorar la transparencia en la informa-

ción pública, publicar en forma periódica
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la ejecución presupuestaria de los ayun-

tamientos, establecer cuánto y qué gas-

tan las secretarías de Estado en los muni-

cipios o provincias. Es un hecho que el

capital sólo se fortalece en espacios de

transparencia, tanto de la gestión pública

como del sector privado. En la medida en

que los ayuntamientos sean transparen-

tes en su gestión estarán en capacidad de

atraer más inversión.

• Mecanismos de participación social. La

nueva Ley de Municipios es un paso de

avance importante, pero insuficiente. Es

necesario crear programas educativos

para que la población pueda participar

en los mecanismos establecidos por la

Ley 176-07 (derechos de petición, refe-

réndum municipal, plebiscito local, cabil-

do abierto y presupuesto participativo).

Se trata de “la forma” en que participa la

gente en dichos procesos y de cómo se

corre el riesgo de que estos medios sean

capturados por sectores clientelistas y

que buscan aprovechar individualmente

el capital social. Cada experiencia se

debe construir desde abajo, establecien-

do la forma en que se articularán los

diversos actores involucrados. Para multi-

plicar estas experiencias, por lo tanto, no

basta el deseo de sumar municipios que

la realicen, es necesario fortalecer la

capacidad de los y las munícipes.

• Rendición de cuentas y fortalecimiento

del régimen de sanciones en las esferas

pública y privada, particularmente en

los ayuntamientos y las dependencias

locales de la administración pública,

promoviendo así la confianza en las

instituciones.

• Fortalecimiento de la capacidad de orga-

nización local y promoción de redes de

interlocución, mediante políticas públi-

cas que impulsen y apoyen la asociativi-

dad, la cohesión y la confianza interper-

sonal. En particular, promover acciones

que favorezcan la participación pública

de las mujeres, los jóvenes y las personas

más pobres. En las municipalidades se

pueden crear oficinas destinadas a estos

fines. Las redes de organizaciones de la

sociedad civil que interactúan a nivel

nacional deberían estimular el surgimien-

to de este tipo de organizaciones a nivel

local. La ayuda internacional podría pres-

tarle más atención al financiamiento de

este tipo de proyectos.

• Creación de mecanismos de participa-

ción municipal para aquellos grupos más

excluidos de los procesos de toma de

decisiones y de los mecanismos de ga-

rantía de sus derechos, como las muje-

res, niños, niñas, adolescentes, enveje-

cientes, personas con discapacidad,

entre otros.

• El Estado y los ayuntamientos deben

garantizar la producción de bienes públi-

cos, impedir las apropiaciones privadas

de éstos y permitir la creación de capaci-

dades y el acceso a las oportunidades de

la población. Al mismo tiempo, debe

cumplir la ley, volver a la legalidad forta-

leciendo la confianza en su gestión. Por

ejemplo, el respeto a las normas de

construcción, de los espacios públicos,

el respeto de la carrera de servicio civil y

administrativa, la recogida de basura,

entre otras. El Estado debe actuar como

árbitro que defienda el interés colectivo,

no el de grupos particulares. 

• Promoción de trabajo educativo para el

empoderamiento social, la confianza, la

inclusión de todos los grupos, la partici-

pación y la pertenencia desde los ayunta-

mientos y la Secretaría de Estado de

Educación (SEE), tanto de las autorida-

des locales como de la ciudadanía, esta-

bleciendo puentes entre ellos.

• Coordinación entre las organizaciones

de la sociedad civil para promover proce-
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sos de concertación y articulación entre
ellas, apoyando proyectos de fortaleci-
miento institucional y de promoción de
la construcción de ciudadanía dentro de
los municipios. Las mismas organizacio-
nes que abarcan el ámbito nacional
deben descentralizarse y empoderar a
sus miembros en las municipalidades.

• Conformación de Oficinas Técnicas Pro-
vinciales (OTP), en su forma original y
con la filosofía que les dio origen, es una
experiencia replicable. La OTP es uno de
los frutos más interesantes de las expe-
riencias de Salcedo y Puerto Plata, en

tanto que a través de ella se pueden arti-
cular y establecer puentes entre las dis-

tintas municipalidades erigiéndose como

un excelente espacio para la concerta-

ción y articulación de las provincias y un
complemento de las agencias de des-

arrollo local. 

• Establecimiento de puentes entre ONG

internacionales, organismos de coopera-
ción internacional e instituciones multi-

laterales que llevan a cabo procesos de

fortalecimiento del poder local. En algu-

nos de estos procesos, la fascinación por

la técnica y la cantidad está obviando la
necesidad de articulación y concertación

para evitar la duplicidad de esfuerzos, y

el aprender uno de las experiencias del

otro. Entre muchas de estas organizacio-
nes se evidencia un fetichismo por la
forma de hacer y la búsqueda de expe-
riencias replicables y exportables, en vez

de un interés por construir junto a la
gente, una nueva ciudadanía a largo
plazo. Esto contribuye a la dispersión, la
fragmentación y, por lo tanto, reduce la
posibilidad del desarrollo de puentes de

comunicación que permitan compartir
lecciones.

• En materia de presupuesto participativo

es necesario: a) mejorar la articulación
entre los municipios y los demás depar-

tamentos administrativos del gobierno;

en particular, los que tienen que ver con

infraestructura; b) fortalecer los planes

maestros en el territorio, a fin de que las

comunidades sepan qué y dónde se

puede construir; c) aumentar la capaci-

dad de decisión y control de la parte del

presupuesto municipal que actualmente

no está sometida a presupuesto partici-

pativo (de 60% a 80%); d) evitar el riesgo

del monumentalismo; e) fortalecer los

procesos de presupuestos participativos

como mecanismos de creación de ciuda-

danía. 

La descentralización: 
¿cómo redistribuir poder?
Descentralización y empoderamiento

forman una sola ecuación que permite crear

empoderamiento real. La descentralización

consiste en crear mecanismos instituciona-

les que transfieran o redistribuyan compe-

tencias, recursos y autonomía en la toma de

decisiones a los distintos niveles de gobier-

no subnacionales, en el territorio y en la ges-

tión, sin afectar la eficiencia ni la eficacia de

la acción pública.

En lo institucional:
para hacer política de Estado 
La descentralización real supone que

los partidos y la sociedad asuman un proyec-

to de sociedad en el que la política se vuelva

a llenar de contenidos orientados hacia el

desarrollo humano y el servicio público.

Para ello será necesario:

• Fortalecer la institucionalidad en el

poder municipal que tenga como eje el

desarrollo humano; es decir, una estrate-

gia basada en la eficiencia, la equidad y el

empoderamiento. 

• Crear espacios de concertación entre los

partidos políticos vinculados con el forta-

lecimiento del poder local.
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• Fortalecer el régimen de consecuencias

que la Ley de Municipios establece en

materia de violación de las normas y

prácticas presupuestarias. Es necesario

fortalecer la credibilidad en la pulcritud

de las y los servidores públicos y munici-

pales, pero al mismo tiempo dignificar

los salarios.

• Aplicación de la Ley de Servicio Civil y

Carrera Administrativa Municipal.

• Fortalecer la capacidad técnica de los

presupuestos participativos y buscar una

mayor coordinación con las demás ins-

tancias de la administración pública. 

• Potenciar los canales de intermediación

entre el poder central y las diversas for-

mas locales de asociaciones: municipa-

les, mancomunidades de municipios,

provinciales, regionales y nacionales, te-

niendo presente que la institución muni-

cipal es la principal fuente del poder

local, siempre que promueva la participa-

ción sustantiva de la comunidad.

• Fortalecer la nueva Liga Municipal Domi-

nicana (LMD) sobre la base de un acuer-

do que agrupe a todos los ayuntamientos,

a los partidos políticos y a la sociedad civil

para darle continuidad en el tiempo. 

• Establecer un acuerdo entre los partidos

para fortalecer a la Federación Domini-

cana de Municipios (FEDOMU). Esta insti-

tución puede ser de mucha utilidad a to-

dos los municipios, pero puede ser un ins-

trumento ineficiente cuando se utiliza en

función de un grupo político particular. 

• Mantener la separación de las elecciones

municipales y congresuales de las elec-

ciones presidenciales.

En lo social: la equidad intra e
interterritorial
El gran desafío de la sociedad dominica-

na es la equidad.  La equidad es la búsqueda

de una situación en la cual sólo el esfuerzo,
las preferencias y las iniciativas personales
expliquen las diferencias en los logros eco-
nómicos, sociales e institucionales entre las
personas y no las circunstancias personales5.
Ésta es una fuente de legitimidad democráti-
ca y de cohesión social; es decir, del sentido
de pertenencia e identidad que pueden te-
ner las personas cuando la comunidad pro-
tege a sus integrantes y garantiza el acceso a
las oportunidades. El desarrollo humano
implica el desarrollo local, ya que acontece
en la situación concreta donde vive la gente
y modifica la forma como vive. Hay una con-
tinuidad entre desarrollo humano, desarro-
llo local y cohesión social. De ahí que la
equidad tiene que ser un hecho local, senti-
do por las personas en el lugar donde viven.

En este sentido, lograr la equidad presu-
pone desarrollo local, donde las personas
tengan acceso a una vida digna y seguridad
ciudadana, en cualquier parte del territorio.
Para ello, será necesario: 

• Fortalecer la coordinación entre las se-
cretarías de Estado y los municipios,
creando espacios de concertación para
coordinar o delegar competencias e inter-
venciones de política, con el fin de que el
Estado pueda proveer los bienes públicos.  

• Definir y aplicar una sola regionalización
en toda la administración pública, para
ser más eficientes en la gestión y lograr la
convergencia entre regiones, provincias
y municipios.

• Definir planes maestros de ordenamiento
del territorio para garantizar y proteger el
espacio público, valorar y recuperar el
patrimonio histórico, cultural y natural.

• Promover acciones locales de captación
de suelo para incentivar proyectos de
viviendas populares y de mejoramiento
urbano para potenciar las capacidades de
la población más vulnerable de ejercer
libremente el derecho a la ciudad. 
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• Formar mecanismos de financiación de

actividades económicas: fundaciones y/o

asociaciones interinstitucionales (naciona-

les y/o extranjeras) de capital semilla para

el desarrollo local. Fomentar las iniciativas

productivas formadas y/o en formación

por asociaciones dirigidas por mujeres

para promover la equidad de género. 

• Fomentar el turismo alternativo o rural

que impacte en las economías familiares

y potencie el comercio menudo en las

comunidades. 

• Implementar programas especiales para

combatir la pobreza en las zonas que

registren mayores cantidades de hogares

pobres y muy pobres, independiente-

mente de los índices de pobreza total

que registre la ciudad o provincia. 

• Programas de seguridad ciudadana y

urbana, y fomento de la policía municipal

en los ayuntamientos de ciudades inter-

medias y costeras.

• Modificar la forma de asignación de la

transferencia pública a los municipios,

tomando en consideración diferentes cri-

terios, además del criterio de población.

Para asegurar la equidad interterritorial

se deberían considerar  elementos como

distribución del ingreso, niveles de po-

breza y metas alcanzadas. Hay que dispo-

ner de un sistema objetivo sobre la base

de necesidades, logros, competencias y

transparencia. Ello exige una fórmula ob-

jetiva y conocida con criterios claros. 

• Fortalecer la capacidad de generación de

información de calidad, que permita

priorizar mejor la inversión social hacia

las verdaderas necesidades locales. 

• Programas municipales de prevención,

atención, sanción y erradicación de la

violencia basada en género, en coordina-

ción con el sector justicia y las oficinas

sectoriales correspondientes.

• Financiar programas locales de concerta-

ción social para prevenir diferentes fenó-

menos que afectan la convivencia pacífi-

ca y segura. 

En lo económico: para ser más
eficiente
La prestación de los servicios públicos

en forma descentralizada tiene potencial-

mente la capacidad de ser más eficiente en

la creación de libertades, puesto que al estar

más cerca de la población tiene la posibili-

dad de conocer mejor sus necesidades. 

Para ello será necesario: 

• Desconcentrar los servicios públicos, en

coordinación con los municipios.

• Garantizar estabilidad en el empleo del

funcionario o funcionaria municipal.

• Formar recursos humanos, dedicando

un porcentaje del presupuesto munici-

pal y del gobierno central a la formación

y capacitación del personal administrati-

vo y electo de los ayuntamientos, así

como a integrantes de la sociedad civil

organizada.

• Crear programas locales de transporte

colectivo  mediante un acuerdo entre el

sector privado, las autoridades locales, el

gobierno central y las organizaciones de

la sociedad civil. Se debe devolver a los

ayuntamientos la competencia efectiva

de organizar el transporte urbano e inter-

urbano en cuanto al establecimiento de

rutas, sistema de tarifas y formas de ope-

ración del servicio.

• Establecer nuevos criterios para asignar

el subsidio gubernamental a los munici-

pios que estimulen la generación de

ingresos propios, tales como la vincula-

ción del monto a su capacidad de gene-

ración de recursos propios. 

• Impulsar la mancomunidad de munici-
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pios para gestionar servicios de transpor-
te y de manejo de residuos sólidos.

• Asumir los planes directores o de orde-
nación del territorio como instrumento
legal que guíe la gestión urbana y sirva de
referente a los planes estratégicos de ciu-
dades. 

• Desarrollar iniciativas de saneamiento pa-
ra recuperar las zonas urbanas con pérdi-
da de población en proceso de degrada-
ción físico-ambiental por el sobreuso,
comercial o industrial, o por un tipo de
propiedad especulativa.

• Reestructurar y mejorar el sistema de
estadísticas municipales de la Oficina Na-
cional de Estadística (ONE), la Cámara de
Cuentas, la Contraloría y cualquier otra
dependencia del Estado. 

• Reorganizar el registro contable de la ad-
ministración pública para establecer efec-
tivamente dónde se gastan y se obtienen
los recursos. 

En lo administrativo: para ser
transparente
La descentralización, además de contri-

buir a la agilidad en la prestación de los ser-
vicios, puede generar transparencia y más
fiscalización porque quien provee de los ser-
vicios está más cerca de la ciudadanía usua-
ria de los servicios y/o beneficiaria de las
políticas. Algunas recomendaciones:

• Difundir a la población, en forma ordena-
da y sistemática, los resultados de las ren-
diciones de cuentas de los ayuntamien-
tos a la Contraloría General de la Repúbli-
ca, a la Cámara de Cuentas y  a la Liga Mu-
nicipal Dominicana (LMD). 

• Fortalecer la figura del contralor munici-
pal creado por la Ley 176-07. 

• Impulsar y fortalecer las figuras de parti-
cipación social creadas por la  Ley 176-07:
el derecho de petición, el referéndum

municipal, el plebiscito local, el cabildo

abierto y los presupuestos participativos. 

• Articular los diversos proyectos y progra-

mas regionales y municipales que llevan

a cabo organizaciones de la sociedad,

financiados por agencias de cooperación

internacional.

Creación de capacidades esenciales
en educación, salud y protección
y asistencia social

Las instituciones son el mecanismo fun-

damental para perpetuar el orden de inequi-

dad en la sociedad. La exclusión social se re-

produce en la medida en que se sigan man-

teniendo diferencias territoriales y de cali-

dad en la oferta de los servicios públicos. La

brecha interprovincial de calidad, cobertura

y acceso a los servicios públicos obliga a

desarrollar políticas que busquen la conver-

gencia territorial. Incluso en las provincias

más ricas, las brechas de desigualdad deben

ser corregidas. 

Educación
La estrategia fundamental en la educa-

ción debe ir a mejorar la calidad de las y los

maestros. Las evidencias recogidas muestran

que la calidad de éstos es todavía deficiente,

a pesar de los esfuerzos que se han hecho.

En este sentido, se propone:

• Mejorar de forma sustantiva la calidad de

la formación recibida por el alumnado

requiere trabajar con el personal docen-

te. Es necesario impulsar una política de

incentivos, tanto para la formación como

para el cumplimiento de horarios, currí-

cula, actualización académica, políticas

de equidad interterritorial, mejoras sala-

riales, entre otros. 

• Programas de entrenamiento en todo el

territorio nacional y mayor control de la

Secretaría de Estado de Educación (SEE)

y de la Secretaría de Estado de Educación
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Superior Ciencia y Tecnología (SEESCYT)
para mejorar la calidad técnica de las y los
egresados en Educación, fortaleciendo el
proceso de actualización del personal
docente actual y mejorar la calidad de los
nuevos docentes.

• Mejorar la calidad de vida de los maestros
y maestras, diseñando programas espe-
ciales dependiendo de los niveles de
pobreza en las provincias. 

• Fortalecer los mecanismos de participa-
ción comunitaria y municipal en la toma
de decisiones en materia de educación.

• Aumentar el financiamiento público a la
educación.

• Fortalecer la intervención de los munici-
pios para controlar la calidad en las
escuelas. La Ley 176-07 faculta a los ayun-
tamientos a llevar una mayor coordina-
ción o delegación con la Secretaría de
Estado de Educación (SEE). 

• Construir aulas. Se necesitan casi 17 mil
nuevas aulas, la mayoría en el Distrito Na-
cional, en Santo Domingo, San Cristóbal,
Santiago y San Pedro de Macorís.

• Desarrollar programas específicos de
apoyo a los grupos más pobres para ga-
rantizar su acceso a la escuela. Las evi-
dencias empíricas muestran que mien-
tras persistan los problemas de pobreza
se mantendrá la deserción escolar en la
búsqueda de ingresos o del inicio pre-
maturo de relaciones de pareja, sesgan-
do las oportunidades de romper el círcu-
lo de la pobreza. 

• En el nivel medio, el reto es doble: uno,
promover la inserción y permanencia de
todos y todas las jóvenes en la escuela para
ampliar la matrícula, con un énfasis parti-
cular en políticas para el aumento de la
inserción de los varones y dos, asegurar la
permanencia de las mujeres. Todo esto
con el fin de alcanzar la paridad de género. 

• Impulsar un sistema de descentralización

de la gerencia educativa que haga más efi-

ciente la gestión e impulse la participa-

ción de la comunidad. Para esto, será

necesario una fuerte reforma del sistema

educativo, así como la coordinación con

los ayuntamientos.

Salud
• Fortalecer el proceso de desconcentra-

ción y descentralización del sector salud

de forma que se comiencen a adaptar las

políticas de salud a características de dife-

rente índole que modifican el perfil epi-

demiológico de cada región y que tam-

bién promuevan la participación de la

población en la gestión de la salud y las

políticas preventivas.

• Fortalecer los centros de atención prima-

ria con personal y recursos.

• Desarrollar programas especiales para

nivelar las provincias con peor situación

de salud.

• Aumentar la inversión pública en salud,

así como impulsar políticas de equidad

territorial.

• Descentralizar los servicios de atención

especializada y priorizar la atención pri-

maria en salud para impulsar la eficien-

cia, la equidad y la participación de la

población.

• Fortalecer la rectoría del sector público

sobre los servicios prestados, tanto en el

ámbito privado como en el público, ase-

gurando la calidad de los procesos.

• Aplicar exámenes de calidad al término

de la carrera médica, mejorar los currícu-

la y adaptarse a las necesidades médicas

actuales (medicina familiar, gestión en

salud), tanto en las universidades públi-

cas como privadas. Todo esto bajo la rec-

toría de la Secretaría de Estado de Salud

Pública y Asistencia Social (SESPAS) en
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coordinación con la Secretaría de Estado

de Educación Superior Ciencia y Tec-

nología (SEESCYT). 

• Aplicar la Ley de Servicio Civil y Carrera

Administrativa y mejorar los incentivos

para que el personal médico se instale en

comunidades remotas.

• Impulsar con fuerte voluntad el proceso

de reforma del sector salud, asegurán-

dose de que se instalen las capacidades

suficientes en cada ámbito, aumente la

coordinación con los ayuntamientos y se

impulsen políticas de equidad interterri-

torial.

Protección social
• Priorizar el gasto público destinado a la

puesta en marcha de los regímenes de

seguridad social que ameritan subsidio

estatal y mejorar la calidad de los servi-

cios públicos en salud de forma sustan-

cial, con el fin de no discriminar a la

población que califica para regímenes

que implican la cobertura pública.

• Eliminar la figura del veto en el Consejo

Nacional de Seguridad Social, pues este

mecanismo ha paralizado el proceso.

• Acelerar la entrada en vigencia del régi-

men contributivo subsidiado en salud,

que es necesario para acercarnos a la co-

bertura universal y asegurar la equidad

interterritorial, ya que en muchas provin-

cias el porcentaje de población que

depende del trabajo informal es muy alta.

• Estudiar formas de mejorar la rentabili-

dad de los fondos de pensiones del régi-

men contributivo en pensiones y formas

de financiamiento para poner en marcha

el régimen subsidiado y contributivo sub-

sidiado en pensiones.

• Diseño y reforzamiento de políticas

especiales para las provincias más

pobres.

Asistencia social
• Impulsar una reforma del sistema de asis-

tencia social que lo separe de la práctica

clientelar, eliminando gran parte de los

programas y utilizando los que han pro-

bado su eficiencia en la lucha contra la

pobreza como extensión de los sistemas

de protección social para las poblaciones

más vulnerables.

• Fortalecer y aplicar los sistemas de moni-

toreo del impacto de los programas, así

como de las condicionalidades en los

programas que las tengan, como única

garantía de la creación de capacidades

que faciliten la salida de la pobreza y no

sobrevivir en ella.

• Diseño de programas de asistencia social

que tomen en cuenta los desequilibrios

regionales.

La dinámica económica
La desigualdad regional en República

Dominicana es evidente. Las informaciones

disponibles así lo confirman. Las provincias

de la región suroeste más Monte Plata y El

Seibo son las más pobres. Existe una fuerte

disparidad entre el desarrollo económico

alcanzado por determinados estratos socia-

les, territorios y ciudades, con respecto a

muchos otros menos beneficiados del pro-

ceso de crecimiento económico que ha teni-

do el país por cinco décadas. Ese desbalance

se manifiesta en: la calidad de los servicios

sociales y su acceso, en las infraestructuras

productivas, en la calidad de las viviendas, la

educación, la salud y en el entorno produc-

tivo privado que se genera. 

En este sentido, algunas líneas de inter-

vención que permiten compensar los des-

equilibrios territoriales son:

Equidad territorial 
Lo más básico es conocer y sistematizar

la información sobre el territorio dominica-
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no, que actualmente es relativamente desco-

nocido en términos estadísticos. Ello implica

tener un solo centro de acopio de informa-

ción, estandarizado y público. En gran medi-

da estas funciones ya han sido asignadas a la

Subsecretaría de Estado de Planificación,

quien tiene a su cargo promover las pro-

puestas de políticas públicas relativas a la

planificación del desarrollo económico, so-

cial y territorial. Algunas medias a tomar son:

• Transversalizar el enfoque territorial en

las políticas públicas. Todas las políticas

públicas deben hacer explícitas las for-

mas en que afectan a la población en el

territorio y si no les afectan, explicar el

motivo. Esto contribuye a visualizar las

desigualdades espaciales.

• Todas las secretarías de Estado deberán

indicar los presupuestos y ejecuciones a

nivel provincial y municipal. Se deberá

producir un reporte de ejecución presu-

puestaria territorial para que la población

de cada localidad conozca cuándo y en

qué se gasta dentro de su demarcación. 

• Se requieren programas especiales para

intervenir las provincias como San José

de Ocoa, Pedernales, Azua, Peravia, entre

otras, cuya generación de recursos está

por debajo de su capacidad económica.

El empleo 
El empleo es un factor clave para el

desarrollo, dado el crecimiento poblacional

de República Dominicana, la inmigración

interna, la baja elasticidad producto-empleo

y los desequilibrios regionales en esta mate-

ria. Para impulsar el empleo es necesario: 

• Fortalecer las agencias de desarrollo eco-

nómico local para construir empodera-

miento.

• Fomentar políticas no clientelistas que bus-

quen crear oportunidades laborales para

las personas desplazadas del sector de

zonas francas y para las mujeres jóvenes. 

• Fomentar el asociacionismo, como  una

oportunidad para el desarrollo local. En

el país hay una vasta experiencia de aso-

ciacionismo. Existen organizaciones de

productores que utilizan formas moder-

nas de producción vinculadas a redes de

distribuidores y de consumidores inter-

nacionales que han determinado impor-

tantes nichos de productos agrícolas, de

los cuales viven muchas familias del

campo. En el área de la producción orgá-

nica, el país ocupa uno de los primeros

lugares a nivel mundial.

En las provincias de El Seibo, Monte

Plata, Pedernales, San José de Ocoa y otras

de la región fronteriza existen organizacio-

nes de cacaotaleros (algunas de ellas exito-

samente dirigidas por mujeres),  producto-

ras de guineos y frutas orgánicas, que cons-

tituyen la base para una mayor extensión de

proyectos de producción de dimensiones

familiares y de cooperativas que pueden ser

profundizadas y sistematizadas como expe-

riencias para promover políticas de desarro-

llo local, estimuladas y potenciadas por las

instituciones del Estado, sobre todo, por los

ayuntamientos.  

De igual manera, ya comienzan a desa-

rrollarse proyectos de turismo local, sobre

todo en áreas cercanas a polos turísticos,

como la asociación de cacaotaleros de El

Seibo, ofertas de habitaciones en Bayahíbe,

Gaspar Hernández, en Los Cacaos y Cambita

Garabito; los cuales, podrían contribuir con

la disminución de la pobreza en el país, si

estuvieran más articulados entre sí y conta-

ran con el apoyo de las autoridades locales.

Además, podrían constituirse en puntos de

referencia para proyectos de desarrollo local

mucho más amplios. Esto abre una oportu-

nidad que requiere más estudio. 

• Fomentar las pequeñas empresas para

crear empleos y las microempresas

como estrategias de sobrevivencia de la

población. 
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La nueva ruralidad demanda 
respuestas diferentes y nuevos
instrumentos 
Hay que “reposicionar” la ruralidad en

la agenda nacional, desmontando la concep-

ción de que lo moderno y civilizatorio es lo

“urbano”, mientras que lo atrasado o lo tra-

dicional, es lo rural. 

La unidad de intervención para las polí-

ticas de desarrollo es un espacio territorial

delimitado acompañado de procesos de

descentralización, democratización, autono-

mía municipal y desarrollo local con un

enfoque participativo. Esto supone el des-

arrollo de acciones afirmativas para visuali-

zar y apoyar la participación de las mujeres y

jóvenes y otros grupos vulnerables a la

exclusión social, en el desarrollo nacional

desde lo rural.

• Cambio de enfoque. Una estrategia de

enfoque territorial para el desarrollo

rural supone cambios en la visión porque

se pasa del enfoque del pequeño produc-

tor al de la familia rural ampliada, del

empleo agrícola al multiempleo, de una

política agrícola genérica a políticas dife-

renciadas (según tipos de unidades fami-

liares), de la producción agrícola a los

encadenamientos de ésta con la agroin-

dustria y los servicios, de la antítesis

entre mercado/Estado a la reconstruc-

ción de las instituciones como mediado-

ras entre la sociedad civil, el Estado y el

mercado. Es el  transitar de la finca y la

comunidad, a la micro-región, de políti-

cas homogéneas a diferenciadas, del

énfasis agrícola a las cadenas de produc-

ción, de eludir la necesidad del acceso a

la tierra a incluirlo junto a otros recursos,

del agricultor jefe de familia como sujeto

de intervención a la familia, entendida

desde una perspectiva de género en la

que cada integrante tiene problemáticas

y necesidades específicas. 

• Apoyo a la agricultura. En las provincias

más pobres la agricultura es la actividad

principal y en los últimos años ha venido

estancándose. Además, la actividad agro-

pecuaria es la de mayor influencia en

cuanto a dispersión geográfica a nivel

nacional, ya que está presente en todas las

provincias del país de manera importante.

Es necesario crear paquetes tecnológi-

cos, financieros y de comercialización

para pequeños agricultores y agricultoras

en las provincias más pobres del país,

para mantener la rentabilidad 

Apoyar también las actividades no agro-

pecuarias con presencia en el medio ru-

ral dominicano, en particular en las pro-

vincias del Suroeste, Monte Plata y El

Seibo. 

• Protección a la población haitiana. En base

a los derechos humanos, se debe definir

una política de empleo para inmigrantes

que respete sus derechos. Esto también

tendría impacto en la dinámica económi-

ca nacional, ya que se debe evitar que la

fuerza laboral haitiana actúe como un

ejército industrial de reserva que depri-

ma el salario medio nacional. Estos bajos

salarios también han conducido a una

baja presión para la modernización tec-

nológica y el fortalecimiento de las habi-

lidades. 

• Replicar la experiencia del comanejo en las
áreas protegidas, que permite integrar a la

población a una forma sostenible de

explotación de esas áreas.  

Mejorar la institucionalidad local
La institucionalidad local crea un entor-

no productivo positivo para la inversión y

mejoras en la productividad. Un gobierno

local se constituye en fuente de atracción de

inversión al crear un entorno de seguridad

jurídica y de bajo costo de transacciones en

el proceso de inversión. También se convier-
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te en referente de eficiencia en la inversión

pública al mejorar la transparencia de las

decisiones de inversión y establecer mayo-

res garantías sobre las prioridades y la esta-

bilidad en el tiempo de los programas de

inversión. La nueva Ley Municipal abre el

espacio institucional para una participación

activa. 

El gasto público local
El gasto público es el principal instru-

mento para crear equidad y acceso a las

oportunidades en forma balanceada en

todo el territorio nacional. También es un

medio para enfrentar las diferencias de

competitividad entre territorios. En este

sentido, la estrategia de impulsar complejos

productivos o clusters constituye uno de los

aspectos centrales para promover mejoras

en la competitividad de los diferentes terri-

torios (provincias) en la medida que permi-

ta potenciar sus áreas de mayor fortaleza,

creando las capacidades para distribuir

localmente los beneficios del desarrollo

económico.

Nuevas tecnologías de la información
y la comunicación 

Continuar y acrecentar la intervención

pública en donde las empresas privadas no

llegan a través de la provisión de  infraes-

tructura de conectividad y los centros de

acceso público a las TIC (CAPT). Para ello, es

esencial mejorar la coordinación interguber-

namental, trabajar más cerca de los gobier-

nos locales, garantizar la sostenibilidad

financiera y lograr una mayor equidad terri-

torial en la ubicación de los CAPT.

Zonas francas 
Como fue mencionado en el INDH

2005, es fundamental la reestructuración de

las zonas francas, especialmente las de texti-

les, confección, pieles y calzado, que debe ir

más allá de los incentivos que han sido otor-

gados al sector. No hay garantías de que los

subsidios e incentivos otorgados6 reciente-

mente conduzcan a una reforma estructural

del sector y sean para mantener la situación

actual de falta de competitividad estructural.

Políticas de ordenamiento 
de territorios
Es urgente y necesario hacer un uso

más racional del territorio para garantizar la

sostenibilidad y disminuir las condiciones de

vulnerabilidad en que vive la población

dominicana. 

Finalmente, poco se podrá avanzar en

un desarrollo equitativo y competitivo en el

ámbito local si el problema eléctrico no se

resuelve de manera sostenible. Este proble-

ma es la evidencia más contundente de la

ineficiencia del liderazgo político nacional,

de su falta de compromiso con el desarrollo

y con la institucionalidad. 

Medio ambiente y recursos naturales
El manejo del medio ambiente es un

factor determinante de las condiciones de

vida de las personas, ya sea porque reciben

el impacto de malos manejos de los recur-

sos naturales, que se traducen en contami-

nación, sequías, incendios, inundaciones,

mayores riesgos de las amenazas naturales;

o porque para proteger los servicios

ambientales es necesario movilizar pobla-

ción en riesgo o que usa los recursos en

forma no sostenible.

Las intervenciones que sugiere este

informe son:

• Respetar la legalidad. Existen las leyes y

las normas ambientales suficientes para

hacer un uso sostenible de los recursos.

Lamentablemente, es el propio Estado

quien da “permisos”, emite decretos y

autorizaciones para violentarlas. 

• Aumentar el financiamiento presupuesta-

rio de la Secretaría de Estado de Medio

Ambiente y Recursos Naturales (SE-
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MARN) para la prevención y control, así

como fortalecer institucionalmente a la

Secretaría.

• Fortalecer la capacidad legal de la

SEMARN en la rectoría y otorgamiento de

servicios en materia ambiental por enci-

ma de cualquier otra instancia.

• Ampliar los programas educativos sobre

el uso sostenible del medio ambiente.

• Mejorar el sistema de monitoreo de la

calidad del aire y el agua.

• Establecer programas educativos para la

ciudadanía en el manejo de los desechos

sólidos.

• Promover las mancomunidades de muni-

cipios para manejar la basura.

• Fortalecer el co-manejo en las áreas pro-

tegidas e incorporar a la población de

esas áreas en la protección y usufructo

de las mismas.

• En materia de riesgo de desastres es ne-

cesario: mejorar la capacidad municipal y

nacional para hacer frente a los riesgos,

incorporar la prevención y reducción de

riesgo de desastres en la planificación del

desarrollo, integrar el riesgo asociado al

cambio climático y transversalizar la ges-

tión de riesgo de desastres.

• Modificar las leyes para el manejo y ges-

tión del agua, a fin de organizar el sector

y racionalizar su uso.

• Mejorar la inversión en infraestructura de

agua y saneamiento.

• Diseñar programas especiales para mejo-

rar las condiciones de vida del 1.1 millón

de personas que vive en las montañas

(por encima de 500 metros) y que tiene

las peores condiciones de vida.

• Diseñar programas especiales para crear

conciencia sobre las implicaciones del

cambio climático, así como el diseño de

medidas para controlar las emisiones de

CO2, promover el uso de fuentes renova-

bles de energía, y el reciclaje de los dese-

chos sólidos.

En resumen
Las medidas específicas para mejorar

la situación de desarrollo humano están

ahí y son conocidas. El problema es si exis-

te la vocación de gobernar para la gran

mayoría de los dominicanos y dominica-

nas. Para ello, hay ocho cuestiones funda-

mentales:

1) No hay razones para suponer que las éli-

tes cambiarán su forma de proceder. Si

no lo han hecho hasta ahora, ¿por qué

lo van hacer hoy o mañana? Por lo tanto,

la única forma de generar desarrollo

humano es que la población se empo-

dere, movilice y participe para instaurar

un estado de derecho.

2) La movilización social debe ir acompa-

ñada de un proceso de democratización

a través de la descentralización real.

Descentralización y empoderamiento

forman parte de una misma estrategia

de democratización. 

3) Hacer del desarrollo humano un objeti-

vo transversal de política pública. La

pregunta esencial es determinar cómo

vive la gente.

4) Tomar en cuenta la dimensión indivi-

dual y colectiva del desarrollo en el

diseño de políticas. 

5) Visibilizar los intereses materiales y po-

líticos específicos de poblaciones tradi-

cionalmente excluidas del quehacer

público como mujeres, migrantes, ni-

ños, niñas y adolescentes, envejecien-

tes o habitantes del interior, para que

reciban la atención pública necesaria. 

6) Transversalizar los temas del territorio
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en todas las políticas públicas, tomando
en cuenta las diferencias entre ellos. 

7) Es necesario fortalecer un régimen de
consecuencias y de respeto a la legali-
dad. Es necesario que el Estado respete
sus propias leyes y acabe con la impuni-
dad. 

8) Es necesario que la forma de hacer polí-
tica cambie. Hay que darle contenidos a
la política, hacer de los partidos verda-
deros mecanismos de representación y
que la lealtad sea a la población, al
Estado y a las políticas públicas. 

En síntesis, sin pretender una receta, se
conoce los instrumentos para promover el
desarrollo humano, pero ha faltado la fuerza
social para impulsarlo, porque al final el
desarrollo humano es una cuestión de
poder.
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Perspectiva general

1 Este tema fue ampliamente discutido y docu-
mentado en el “Informe Nacional de Desarrollo
Humano 2005. Hacia una inserción internacional
incluyente y renovada”.

2 El caso más reciente y escandaloso ha sido el de
uno de los periódicos nacionales cuyos dueños
estuvieron involucrados en el fraude bancario de
BANINTER.  

3 Véase a: Juan Bolívar Díaz. 26 de julio 2007.
Conferencia en el panel “El rol de los medios de
comunicación social frente a los fraudes banca-
rios”. Hotel V Centenario Participación Ciuda-
dana y FINJUS. Miguel Guerrero. La Columna de
Miguel Guerrero. Periódico El Caribe 9 de octu-
bre 2007; 1, 8, 27, 29 de noviembre; y 3, 8, 12, 15,
16, 17, 18 de diciembre 2007. 

4 LAPOP 2006

5 CONARE 2001

6 Presidencia de la República 2001

7 Sen 1999. Discurso ante la 52 Asamblea Mundial
de la Salud

8 En esa década hubieron dos crisis de contrac-
ción del PIB: la de 1985 y la de 1990. Ambas
registran una caída del PIB mayor que la crisis
financiera de 2003.

9 Término popular en el lenguaje coloquial domi-
nicano que denomina así a los agentes de vigi-
lancia privada. Es la españolización de la palabra
en inglés “watchman”.

10 El concepto y medición del “exteriorismo” fue
ampliamente debatido en el INDH 2005 y fue
retomado en el capítulo II del presente informe.  

11 DEMOS 2004

12 Un ejemplo de ello es, lo que llamamos en el
capítulo IV, la “ley del tigueraje”, en donde las
violaciones a las leyes entre los políticos se justi-
fican porque el opositor hizo lo mismo.

Capítulo I

1 Citado por Akerman en ODH/PNUD 2007c

2 Durante la sustitución de importaciones, el sala-
rio mínimo estuvo congelado por casi una déca-
da desde finales del año sesenta. 

3 Esta idea fue elaborada por la analista política
Rosario Espinal. 

4 Por ejemplo, un crecimiento financiado por el
lavado de dinero, o la negación de la identidad de
la población.

5 PNUD 2004d, p. 33

6 Robeyns 2004, p. 21

7 Dubois 2007

8 Sen 1999a

9 Acemoglu 2003

10 Esta discusión sobre la concepción del poder se
basa en Villalba 2007

11 Ibídem, p. 13

12 Ibídem

13 Ibídem

14 Según Villalba 2007, “una opción es considerar
un modelo descentrado de poder, en el que éste
no es una sustancia, objetivable o acumulable,
poseída o ejercitada por ninguna persona o ins-
titución, sino que siempre es descrito de mane-
ra relacional, y tan sólo existe cuando es ejercita-
do. Se afirma que las formas hegemónicas o glo-
bales de poder descansan sobre prácticas infini-
tesimales que operan a nivel micro en la socie-
dad, por lo que el poder está en todos los sitios,
y puede ser particularmente analizado a través
de la creación de normas sociales y costumbres”. 

15 Para la elaboración de estas ideas sobre el poder
y la dimensión social del desarrollo humano,
este informe reconoce haberse beneficiado de
Villalba 2007, Dubois 2007 y Robeyns 2004. 

16 Sen 1999a, p. 345

17 “Aunque cada observador decida centrar la aten-
ción en determinadas instituciones (como el
mercado, el sistema democrático, los medios de
comunicación o el sistema público de distribu-
ción), tenemos que observarlas como un todo
para poder ver qué pueden o no hacer en com-
binación con otras instituciones. Es desde esta
perspectiva integrada desde la que es posible
evaluar y examinar razonablemente las diferen-
tes instituciones.  (…) El mecanismo del merca-
do, (…), es una institución básica por medio de
la cual los individuos pueden interrelacionarse y
realizar actividades mutuamente ventajosas. (…)
Los problemas que surgen se deben a otras cau-
sas —no a la existencia de mercados per se—y
entre ellas se encuentran la insuficiente prepara-
ción para hacer uso de las transacciones de mer-
cado, la ocultación de información sin que nada
lo impida o la realización de actividades sin regu-
lación alguna que permiten a los poderosos
aprovechar su ventaja asimétrica. Estos proble-
mas tienen que resolverse no suprimiendo los
mercados, sino permitiendo que funcionen
mejor, más equitativamente y complementados
con otras instituciones. Los resultados generales
del mercado dependen casi en su totalidad de
las instituciones políticas y sociales.
El mecanismo del mercado ha tenido un gran
éxito cuando se han dado las condiciones nece-
sarias para que todo el mundo pudiese benefi-
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ciarse de las oportunidades que ofrecía. Para
que eso sea posible, la provisión de educación
básica, la presencia de servicios médicos ele-
mentales y la existencia de recursos (como la tie-
rra), que pueden ser fundamentales para realizar
algunas actividades económicas (como la agri-
cultura), requieren la adopción de medidas acer-
tadas (relacionadas con la escolarización, la asis-
tencia sanitaria, la reforma agraria, etcétera).
Incluso cuando es primordial la necesidad de
introducir “reformas económicas” para dar
mayor cabida a los mercados, estos servicios que
no se venden en el mercado requieren la inter-
vención prudente y decidida de los poderes
públicos. 
(…)Los trascendentales poderes del mecanismo
del mercado han de complementarse con la cre-
ación de oportunidades para conseguir la equi-
dad y la justicia social”. Sen 1999a, p. 178-179 

18 Una discusión más amplia de lo que es una estra-
tegia de desarrollo humano se discute en Ceara-
Hatton 2005. Asimismo, en la introducción del
Informe Nacional de Desarrollo Humano de
2005 se presentan los elementos que implica
adoptar una estrategia de desarrollo humano.

19 Dubois 2007

20 Se refiere a los trabajos de Alfred Marshall  en su
libro sobre “Principios de Economía”, de 1980.

21 “¿Cómo caracteriza la teoría económica conven-
cional el comportamiento racional? Se puede
afirmar que existen dos métodos predominantes
para definir la racionalidad del comportamiento
en la teoría económica dominante.  Uno es con-
siderar la racionalidad como la consistencia
interna en la elección, y el otro es identificar la
racionalidad con la maximización del propio
interés. 
… Si una persona hace exactamente lo contrario
de lo que le ayudaría a conseguir lo que quiere
obtener, y lo hace con una consistencia interna
perfecta (escogiendo siempre lo contrario de lo
que aumentaría las posibilidades de que suce-
dieran las cosas que quiere o valora), no se le
puede considerar racional, aun cuando esta obs-
tinada consistencia inspire algún tipo de admira-
ción en el observador. La elección racional debe
exigir, al menos, algo acerca de la corresponden-
cia entre lo que se intenta conseguir y las accio-
nes encaminadas a ello. Se puede discutir que el
comportamiento racional debe requerir, entre
otras cosas, alguna consistencia, si bien la cues-
tión es mucho más compleja de lo que suele afir-
mar. Pero la consistencia por sí sola difícilmente
puede ser adecuada para el comportamiento
racional.
En otro lugar he intentado demostrar que inclu-
so la misma idea de la consistencia puramente
interna no es convincente, ya que lo que consi-
deramos consistente en un conjunto de eleccio-
nes y de algunas características externas a la
elección como tal (v.g. la naturaleza de nuestras
preferencias, objetivos, valores y motivaciones).
Se acepte o no, esta visión bastante extrema,

que considero correcta, es extraño pensar, sin
duda, que la consistencia interna –sin importar
cómo se defina- pueda ser por sí misma suficien-
te para garantizar la racionalidad de una perso-
na.” Sen 1999b, p.30-31

22 El concepto de tontos racionales fue desarrolla-
do por Sen en 1986. “Los Tontos Racionales:
Una Crítica de los Fundamentos Conductistas
de la Teoría Económica”, en Frank Hahn y
Martin Hollis. 1986, p. 172-218. El establecimien-
to de ciertos requerimientos de consistencia
interna en la elección que hacen las personas, o
la motivación de la “maximización del interés
propio” como guía exclusiva del comportamien-
to, reduce de manera arbitraria las posibles
“razones para elegir”, restringiendo la capacidad
de las personas para utilizar la razón a fin de
decidir sobre sus valores y elecciones. En este
sentido, el ser humano se convierte en un “ton-
to racional” debido a la definición y a las condi-
ciones que se le han impuesto de la racionali-
dad, ya que sólo reconoce una pregunta y una
respuesta y en este sentido, es la víctima de una
represión. Esto no quiere decir, por supuesto,
que interesarse en sí mismo no es necesaria-
mente tonto, aunque pueda constituir un fraca-
so moral o político pero no tener la libertad para
considerar si ser o no ser auto-interesado (y en
qué medida) es una seria limitación de la racio-
nalidad. Sen 2002

23 Koga 2003

24 PNUD - México 2002, p. 33

25 Sen 1997

26 PNUD-Nepal  2004

27 En enero del año 2007, la UIT publicó, como
parte del Informe Mundial de las Telecomuni-
caciones, un índice compuesto para medir la
sociedad de la información denominada: “Índice
de Oportunidad de TIC (IO-TIC)”, conocido en
inglés como el ICT Index Opportunity, para 183
países. Este índice fue lanzado por primera vez
en noviembre de 2005 en la segunda fase de la
Cumbre Mundial sobre la Sociedad de la Infor-
mación CMSI en Túnez.  El mismo intenta refle-
jar los múltiples factores que confluyen en el
avance y construcción de la Sociedad de la Infor-
mación dentro de un país.

28 Ver nota técnica que explica la forma en que se
calcula el Índice de Empoderamiento Humano.

29 El nivel de equidad (1-Gini) del Este es el más
bajo de las cuatro regiones del país. 

30 El tema de las migraciones internas se analiza en
el capítulo V.

31 La situación de salud es medida por la esperan-
za de vida al nacer; la situación educativa, por
dos indicadores combinados que son: la tasa de
alfabetización y la matriculación bruta en la pri-
maria, secundaria y universitaria, y las condicio-
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nes de una vida digna medida por el ingreso
medio de la población.

32 Una regresión doble logarítmica entre el IPHp y
el IEI arroja los siguientes resultados: La L(IPHp)
= -1.0407 L(IEI) + 1.8312 con un R2 = 0.755.  El
valor-p es 0.0000%.

Capítulo II

1 Banco Mundial 2006a, ODH/ PNUD 2005

2 CEPAL 2007

3 Según Harriss 2002, a pesar de las enormes dife-
rencias de comprensión de la sociedad que
separan a Coleman y Bourdieu, para ambos el
capital social sería un atributo individual o qui-
zás grupal, pero en cualquier caso excluyente.
Para Putnam se trata de una propiedad de toda
la sociedad como conjunto.

4 Calderón 2007

5 Banco Mundial 2002, p. 20-25

6 Véase a: Juan Bolívar Díaz. 26 de julio 2007.
Conferencia en el panel “El rol de los medios de
comunicación social frente a los fraudes banca-
rios”. Hotel V Centenario Participación Ciuda-
dana y FINJUS. Miguel Guerrero. La Columna de
Miguel Guerrero. Periódico El Caribe 9 de octu-
bre 2007; 1, 6, 8, 27 de noviembre; 3, 8 15, 16, 18
de diciembre 2007

7 Semanario Clave Digital, 27 de abril de 2007

8 Banco Mundial 2002

9 Por ejemplo, la Oficina Nacional de Presupuesto
no tiene una página web de rendición de cuen-
tas. Otro caso es el Sistema Integrado de Ges-
tión Económica y Financiera (SIGEF), que reco-
ge la información pública de ejecución presu-
puestaria, pero no es accesible a la ciudadanía.
La declaración jurada de bienes antes y después
de la terminación de la gestión pública no se
cumple en su totalidad y tampoco hay acceso a
todas las  nóminas del sector público.

10 Participación Ciudadana 2004b. En el capítulo IV
se discute más ampliamente el tema de la justi-
cia dominicana.

11 Cuando un gobierno justifica acciones ilegales
porque el anterior lo hizo, reproduce la cultura
de la ilegalidad. 

12 El World Economic Forum 2007-2008, a través
del Índice de Competitividad Global, identifica
que el principal problema para hacer negocios
en República Dominicana es la corrupción (el
14.6% de las dificultades). Además, indica que el
desempeño institucional es deficiente, ocupan-
do la posición 107 de 131, siendo la segunda
gran desventaja del país después de la sofistica-

ción de los mercados financieros (posición 108
de 131). De los 13 indicadores que evalúan la
institucionalidad pública, República Dominicana
aparece en el cuarto cuartil en 7. En “favoritismo
de las decisiones gubernamentales” ocupa la
posición 128 de 131, en “desperdicio del gasto
gubernamental” ocupa la posición 125 de 131,
en “confianza pública en los políticos” ocupa la
posición 121, en “confiabilidad de los servicios
públicos” la posición 118, en “desviación de los
fondos públicos” la posición 113, en “costo de la
violencia para los negocios” la posición 110 y en
“eficiencia del marco legal”, la 101. En las 7 si-
guientes, todas caen en el tercer  cuartil (4 en la
mitad superior y 2 en la mitad inferior); en efec-
to, en “transparencia en la formulación políticas”
ocupa la posición 91 de 131, en “crimen organi-
zado”, la 91; en “independencia judicial”, la 88;
en “derechos de propiedad”, la 81; en “protec-
ción de propiedad intelectual”, la 77; y en “regu-
laciones gubernamentales de frontera”, la 76.
[http://www.weforum.org/en/index.htm]

13 La ENHOGAR 2005 midió el grado en que la
población es víctima de fraudes o engaños en el
peso, la cantidad, la calidad, etc., en la adquisi-
ción de bienes y servicios, tanto por parte de
empresas como por personas individuales que
brindan servicios. Estableció que el 8.6% de la
población de 12 años de edad y más ha sido víc-
tima de algún engaño o fraude al adquirir algún
bien o servicio en los 3 meses anteriores a la
fecha de la entrevista. En la ciudad de Santo
Domingo, se tuvo el mayor índice de engaños o
fraudes en el consumo, que afectó al 14.3% de la
población de 12 años y más en los tres meses
anteriores a la entrevista; en otras ciudades de
100 mil personas o más, el 9.7% fue afectado, en
el resto urbano el 6.6% y en el rural el 5.4%.  
El principal aspecto en que la población se sien-
te engañada es en la compra de productos ali-
menticios, mencionado por el 62.1% de las per-
sonas entrevistadas, seguido de la compra o re-
paración de electrodomésticos (15.8%), adqui-
sición de prendas de vestir (15.1%) y los servi-
cios de teléfono (14.3%). ENHOGAR 2005, p.66

14 La rendición de cuentas para el sector privado
está formado por tres indicadores: fortaleza de
los estándares de auditorías y reportes, en don-
de el país ocupa la posición 121 de 131; eficacia
de las juntas corporativas, donde República Do-
minicana se sitúa en la posición 127 de 131; y
protección de los intereses de los accionistas
minoritarios, en donde está en la posición 120
de 131 países.

15 Ibídem

16 Véase el reporte de Participación Ciudadana
Primer Informe de Observación Electoral
Elecciones Presidenciales 2008. [www.pciudada-
na.com/download/03032008_1er_Informe_Obs
_Electoral08.pdf]. Consultado el 5 de marzo de
2008. Recientemente, se presentó una investiga-
ción periodística documentada sobre una nómi-



na de los Comités de Base del partido oficial. 
Ver Parte I: [http://www.youtube.com/watch?v=
Buwyw9rDgSk]. 
Parte II: [http://www.youtube.com/watch?v=jC
whJzKsL6U]. Consultados el 15 de marzo de
2008.

17 PNUD- Chile 2000, p. 111

18 PNUD- Bolivia 2002, p. 207

19 Ibídem

20 Ampliamente reseñado y discutido en el INDH
2005.

21 El llamado complejo del gancho fue estudiado
por Antonio Zaglul en su texto “Apuntes” de
1975. En el mismo sostiene que la personalidad
del dominicano tiene un carácter depresivo, con
rasgos de paranoia, que tiende a no valorar lo
propio, lo nacional  y tiene un complejo de per-
secución, que genera desconfianza o miedo a
que las acciones del otro sean un “gancho”;  es
decir, a ser víctima de alguna trampa destinada a
hacerle daño. 

22 Galíndez 1956

23 En el INDH 2005, esta característica de la socie-
dad dominicana fue denominada “externali-
dad”, en vez de “exteriorismo”. Sin embargo, se
ha decidido cambiar el término porque el ante-
rior puede estar relacionado al concepto econó-
mico de externalidad, la cual no tiene ninguna
vinculación con el concepto que se refiere este
informe. 

24 ODH/PNUD 2005, p. 153

25 Encuesta Gallup-Hoy. Periódico Hoy, 26 de agos-
to de 2007.

26 Emigrantes dominicanos hacia Estados Unidos
que, tras años de residencia en ese país, re-
gresan a República Dominicana.

27 Mena 2007, p. 11

28 LAPOP 2006 p. 175

29 DEMOS 2004, p.59

30 LAPOP 2006, p. 173

31 Ibídem, p. 168

32 Ibídem, p.161

33 DEMOS 2004, p. 178

34 Ibídem, p. 179

35 LAPOP 2006, p. 164

36 DEMOS 2004, p. 180

37 La Encuesta LAPOP 2006 también registró un
resultado similar. Solamente el 27.6% de la pobla-
ción que no tenía ninguna educación ha contri-
buido en la solución de un problema local. Sube

a 39.5% de la población cuando tiene primaria, a
47.9% cuando tiene secundaria y 52.8% cuando
tiene nivel universitario. LAPOP 2006, p. 173

38 Los indicadores utilizados por la DEMOS para
medir el apoyo al sistema político son: confianza
en que los tribunales del país garantizan un jui-
cio justo, respeto por las instituciones políticas
del país, percepción de la protección de dere-
chos básicos por el sistema político, orgullo por
el sistema político dominicano y se debe apoyar
al sistema político.

39 Cela y Ureña 2002, p. 7

40 Quezada 2002, p. 4

41 Cela y Ureña 2002, p. 10

42 Narayan 2000

43 Cuadro elaborado por Tahira Vargas 2007

44 LAPOP 2006, p. 178

45 Ibídem, p. 179

46 Base de datos LAPOP 2006 

47 Fanciullacci et. al. 1998, p. 37

48 Ibídem, p. 43

49 Junta Central Electoral (JCE) 2007

50 Fanciullacci et. al. 1998

51 Bobea 1996

52 Pérez 2002

53 Bobea 1996, p. 68

54 Pérez 2002, p. 35

55 En el plano electoral se da un caso extraño en el
municipio de Salcedo. A pesar de que el censo
evidencia que la población decreció, de 2002 a
2006 hubo un incremento de electores del
12.1% (pasó de 28,511 personas inscritas en el
padrón electoral en 2002 a 32,023 en 2006; es
decir 3,500 personas más); mientras que entre
1998 y 2002 el incremento de electores fue ape-
nas de 0.75%; es decir, sólo 215 personas.
Durante el proceso de 2006 se comprobó
(Tejada Holguín, 2006) que o los partidos políti-
cos o las candidaturas locales hicieron cambios
en la dirección de sus militantes para influir en
provincias que les resultaban clave, fuera por
elementos simbólicos o económicos. Salcedo es
una provincia con ese tipo de atractivo. 

56 Fundación Solidaridad 2004a

57 Rodríguez Demorizi 1963 

58 Según los datos ofrecidos por la autora, las per-
sonas que han trabajado el modelo intensivo ven
con escepticismo la acelerada expansión del
modelo extensivo, a la que consideran una ame-
naza a su credibilidad. Enfatiza la necesidad de
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establecer relaciones a largo plazo entre las
organizaciones de la comunidad, las autoridades
locales y las ONG que apoyan el proyecto. Es
decir, se necesita crear una base social fuerte
que garantice la sostenibilidad del proceso. Her-
nández-Medina 2006

59 Información levantada a través de entrevistas a
diferentes actores del proceso. 

60 1928-2007

61 [www.adesjo.org.do]

62 Calderón 2007

63 Los artículos 222 al 253 de la Ley 176-07 explican
la participación de la ciudadanía en la gestión
municipal.

64 Entre otros, se tendrán en cuenta la representa-
tividad de los solicitantes, el grado de interés o
utilidad ciudadana de sus fines, su capacidad
económica autónoma y las ayudas que reciben
de otras entidades públicas o privadas, sin
exceptuar cualquier otro requisito en las leyes
nacionales, que apliquen sobre la materia. Ley
176-07, artículo 227

65 Artículo 246, Ley 176-07

66 Artículos 249 y 250, Ley 176-07

67 Este informe le agradece a Francis Jorge, de la
Unidad Nacional de Presupuesto Participativo,
auspiciada por el Consejo Nacional de Reforma
del Estado (CONARE), la Federación Domini-
cana de Municipios (FEDOMU) y la Cooperación
Técnica Alemana (GTZ).

68 En 1999, Villa González y en 2003, Constanza,
Jima Abajo, La Vega y Sabana Grande de Boyá
realizaron presupuesto participativo.

69 De León 2005, p. 24

70 Unidad Nacional de Seguimiento y Asistencia
Técnica del Presupuesto Participativo 2006

71 Tejada Holguín 2007

Capítulo III

1 Carrión 2005, p. 2

2 ODH/PNUD 2007a, p. 20

3 Ibídem, p. 21

4 PNUD 2003, p. 140

5 Discurso del Dr. Leonel Fernández Reyna sobre
la Reforma Constitucional, pronunciado en la
Universidad Autónoma de Santo Domingo
(UASD) el 9 de octubre de 2006.

6 DEMOS 2004, p. 145

7 PNUD 1994, p. 142-143

8 Periódico Diario Libre 19 de julio de 2007, p. 20 

9 Periódico El Nacional 22 de julio de 2007

10 Periódico Listín Diario 21 de julio de 2007, p. 1

11 PNUD-Nepal 2004, p. 125

12 Tejada Holguín 2006

13 La ecuación de regresión es: cantidad de candi-
datos por sindicatura = 10.98 - 0.0841 (% de
votantes), con un valor t de la pendiente de -
4.44, un R2=0.406, y la probabilidad F de 0.0001. 

14 La ecuación de regresión es: % de votantes por
provincia = 81.996 – 38.594 (IEI), con una
R2=0.321 y la probabilidad  F de 0.001.

15 La ecuación de regresión es: % de votantes por
provincia  = 49.3 + 0.9705 (IPH), con un valor  t
de la pendiente de 4.12, un R2=0.37 y la proba-
bilidad F de 0.0003.

16 La ecuación de regresión es: % de votantes por
provincia  = 41.8 + 0.4098 (NBI), con un valor  t
de la pendiente de 6.735, un R2=0.60 y la proba-
bilidad  F de 0.0000. 

17 Son los casos de los síndicos de La Vega, San
Pedro de Macorís y Santiago de los Caballeros.

18 La  Ley 12-2000 establece que para los cargos de
diputados y para los cargos municipales  las lis-
tas de nominaciones deberán incluir un 33% de
mujeres y este porcentaje deberá ser colocado
en la lista de elección en lugares alternos con
relación a los cargos asignados a los hombres,
excepto el cargo de síndico. La Ley 13-2000 esta-
blece que en la boleta electoral municipal de
todos los partidos deberá incluirse una mujer en
los puestos de síndico/a o vicesíndico/a, lo cual
sí se ha cumplido. 

19 Aquino 2002

20 ODH/PNUD en base a JCE

21 Art. 135. Ley 176-07

22 Hasta 50 mil habitantes tendrán siete; hasta 75
mil habitantes, nueve; y  hasta 100 mil habitan-
tes, 11. Por encima de 100 mil se aumentará un
regidor por cada 50 mil habitantes o fracción
superior a los 25 mil.

32 Artículo 177 de la Ley 176-07

24 Participación Ciudadana 2004b

25 Ibídem

26 LAPOP 2007, p. 59

27 Ibídem, p. 99 y 100

28 Rivera Cira 2000, p. 15 

29 La forma como se produjo la designación de los
últimos tres jueces que integran la Suprema
Corte de Justicia, en el año 2002, constituyó uno
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de los reveses más contundentes del proceso de
reforma del Poder Judicial, pues quedó más que
evidenciado que las maniobras y las negociacio-
nes políticas determinaron esas designaciones
en función de los intereses de los partidos mayo-
ritarios.

30 En el año 2005, se seleccionaron, mediante con-
curso de oposición y méritos, a 100 fiscalizado-
res que, antes de desempeñar sus funciones,
pasaron un intenso proceso de capacitación en
la Escuela del Ministerio Público. El resto de los
más de 700 fiscales que hay en el país son funcio-
narios designados mediante el tradicional meca-
nismo del decreto presidencial, en función de la
filiación partidaria.  

31 En 2002, el mismo Presidente de la República
Hipólito Mejía explicó la forma como se produ-
jeron las negociaciones, mediante las cuales los
principales partidos políticos se repartieron las
tres vacantes que estaban pendientes de suplen-
cia en ese año.

32 En el año 2005, el total de casos ingresados fue
de 108,079, es decir, unos 6,463 casos menos
que en 2007, por lo que la carga de trabajo pro-
medio por juez era menor en ese momento.  

33 USAID 2003

34 En los casos de violencia intrafamiliar, está am-
pliamente documentado el abuso del recurso de
conciliación. Esta práctica no considera la mag-
nitud del peligro en que se encuentran las muje-
res, lo que viola un derecho a la protección de la
integridad fisica.

35 Los procesos judiciales incluyen el pago de
honorarios profesionales a los abogados, el pago
de las tasas judiciales y el acceso físico a los tri-
bunales, que funcionan en horarios incompati-
bles con la jornada laboral de los justiciables y
que muchas veces se encuentran a distancia con-
siderable de los interesados. 

36 LAPOP 2006, p. 175-176

37 Ley 176-07, artículo 22

38 Alfonso et. al. 2003

39 Ibídem

40 Ley 176-07, artículo 27

41 Ibídem, artículo 78

42 A pesar de que la Ley Orgánica Municipal de
Uruguay es más vieja que la de República Do-
minicana, es necesario consignar que en ese país
no existe la autonomía municipal. Ver el trabajo
de Victory Molne, Catalina 2000

43 Como ejemplos de este aserto, podríamos citar
los prolongados mandatos de los síndicos de las
ciudades de Curitiba, Brasil y Bolonia (Italia), así
como recientemente las grandes intervenciones
urbanísticas que han transformado la ciudad de

Guayaquil (Ecuador), a través de la continuación
de un proyecto transformador llevado a cabo
por gestiones municipales que se han sucedido
en el mando, pero a las que se le ha dado conti-
nuidad.

44 Entrevista con Víctor Hugo Deláncer, subsecre-
tario de Educación, quien da cuenta de que la
empresa Falconbridge apadrina más de 100 es-
cuelas en la región del Cibao.

45 Los ayuntamientos de  La Vega, Azua, del Distrito
Nacional, El Seibo, San Pedro de Macorís y, en
cierta, medida de Santiago.

46 La Oficina Supervisora de los Bienes del Estado,
el Instituto Nacional de la Vivienda, la Oficina pa-
ra el Desarrollo de la Comunidad, la Comisión
para el Desarrollo Barrial, las secretarías de
Obras Públicas y Educación, el Despacho de la
Primera Dama, entre otras.

47 El tema de los residuos sólidos no debe verse
como una competencia exclusiva de los ayunta-
mientos. En los casos de algunas ciudades, como
son Santo Domingo y Santiago, es un tema que
adquiere dimensiones nacionales. En el caso de
la primera, la limpieza constituye un problema
nacional, el abandono y arrabalización del casco
histórico debilita el atractivo de la primera ciu-
dad que se fundó en todo un continente y que
podría captar más turistas para el desarrollo
tanto de su economía urbana como del país.
Santiago es la capital de la región más im-
portante del país desde el punto de vista pobla-
cional  e industrial.

48 En ocasiones se ha contratado a paisajistas para
embellecer diversas avenidas, principalmente
los bulevares, de las ciudades, más importantes.
En algunas ciudades los síndicos son propensos
a obras “majestuosas para la posteridad” y en
otros casos son una forma  de corrupción admi-
nistrativa. 

49 Ley 3455, artículo 31, párrafos 37 y 38

50 Ramos, María del Pilar 15 de noviembre de 2006

51 Ley 3455, artículo 31, párrafo 43

52 Mediante el decreto 861-04 se crea lo que se
conoce como la Oficina del Metro – la encargada
de la construcción de la línea de metro iniciada
en 2005-, la cual tiene como función organizar o
coordinar los departamentos de tránsito de los
cuatro (4) ayuntamientos que configuran el área
metropolitana de la ciudad de Santo Domingo.
La Autoridad Metropolitana de Transporte
(AMET), cuya creación, en el cuatrienio 96-2000,
fue ampliamente criticada porque asumía com-
petencias tanto de la Policía Nacional como de
los ayuntamientos; la Oficina Técnica de Trans-
porte Terrestre (OTTT), y la Oficina Metropo-
litana de Servicio de Autobuses OMSA. En medio
del solapamiento de funciones y de limitaciones
de las reales competencias de los ayuntamien-
tos, la Oficina del Metro negocia con las empre-
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sas operadoras de transporte el establecimiento
de las rutas, sin que las autoridades municipales
se hayan pronunciado al respecto. Dorrejo,
Erick, Karina Negrin Et.  al. 2007

53 Servicios Científicos y Técnicos, C. por A (SERCI-
TEC)

54 Ibídem

55 Para medir satisfacción con los servicios del go-
bierno local se preguntó si los servicios que da el
ayuntamiento son muy buenos, buenos, regula-
res, malos o muy malos. Se convirtió esta pre-
gunta a una escala del 0 al 100, en la que los valo-
res más altos indican más satisfacción. Para medir
evaluaciones de los servicios públicos específicos
en el nivel nacional se utilizaron varias preguntas
acerca de la calidad de diversos servicios públi-
cos como el transporte, la educación, los hospi-
tales, el Seguro Social (IDSS), la electricidad, el
agua potable y la construcción de viviendas
populares. Con estos siete servicios se construyó
una escala de evaluación con rango de 0 a 100.

56 LAPOP 2006, p. 116

57 La incidencia geográfica o por zonas del gasto
público es un tipo de análisis poco común en la
literatura económica dominicana, probablemen-
te porque las estadísticas de finanzas públicas no
se adaptan a los requerimientos del análisis geo-
gráfico. La mayor parte de los análisis que se rea-
lizan sobre el efecto de la política presupuestaria
se orientan en tres direcciones: determinar su
impacto sobre la estabilidad macroeconómica;
estudiar su eficacia en materia de provisión de
servicios públicos, y promoción del crecimiento
o analizar su impacto distributivo a nivel nacional
a partir de su orientación por grandes funciones,
como educación, salud, agricultura, etc.
La falta de un sistema de estadísticas que publi-
que informaciones sobre la distribución del
gasto fiscal por regiones o por zonas hace que se
perciba poca motivación en los medios académi-
cos e intelectuales del país por este tipo de dis-
cusión. Esto implica que el enfoque regional
llame poco la atención de los dirigentes guber-
namentales y políticos sobre la concentración de
la acción fiscal. Es decir, no ha habido un ade-
cuado empoderamiento de la sociedad que con-
vierta el tema en un problema de la política eco-
nómica. Esa razón se suma al manejo clientelar
de los recursos públicos y provocan una gran
concentración de la inversión pública en la pro-
visión de infraestructura y servicios en la ciudad
de Santo Domingo. 
Sin embargo, esto tiene una crucial relevancia,
puesto que, en igualdad de condiciones sociales
(nivel de pobreza, por ejemplo), todos los ciuda-
danos merecen el mismo trato del Estado, inde-
pendientemente del lugar del país en el que vi-
van. En adición, el desarrollo de la sociedad
tiene que ser inclusivo e integral, lo que indica
que las políticas deben procurar un mayor equi-
librio espacial, de modo que ninguna zona
quede excluida del curso regular de la sociedad.

58 Ley 166-03, artículo 4

59 La ley entró en vigencia el 1 de enero de 2004,
así que los incrementos empiezan a contar
desde 2005 y 2006, cuando se registraron tasas
de crecimiento de 59.5% y 26.1%, respectiva-
mente.

60 Entrevista con Víctor D’Aza, director ejecutivo
de FEDOMU. 

61 LAPOP 2006, p. 119

62 Ibídem, p. 61

63 “Los municipios menos favorecidos” es un con-
cepto establecido en la Ley 17-97, artículo 6,
párrafo I: “los municipios menos favorecidos
son aquellos cuyos ingresos resulten disminui-
dos por la distribución porcentual según el crite-
rio de población”.  

64 Los tributos de los municipios: 
a) Los arbitrios establecidos por ordenanza muni-

cipal.
b) Los derechos, las contribuciones o cualesquiera

otros ingresos que se les asigne.
c) Los ingresos procedentes de su patrimonio, ren-

tas y derechos.
d) Los tributos propios clasificados en impuestos,

tasas y contribuciones especiales.
e) Las participaciones en los ingresos del Estado.
f) Las subvenciones y situados para garantizar

complementariamente la suficiencia financiera
para las competencias propias, coordinadas y
delegadas y la coinversión pública.

g) Los percibidos en concepto de precios por la
venta de productos y servicios.

h) El producto de las operaciones de crédito.
i) Las demás prestaciones de derecho público.

65 Ley 180 de 1966

66 Entre esos servicios están: mantenimiento de
equipos, obras y reparaciones de equipos, reco-
gida, transporte y disposición final de los des-
echos sólidos, conservación y mejora del medio
ambiente, ornato, construcción, reparación y
mantenimiento de caminos vecinales, asfaltado
y carreteras, embellecimiento de parques y pla-
zas públicas, luminarias públicas y amuebla-
miento urbano.

67 Ley 176-07, artículo 21

68 La Contraloría había clasificado los registros de
gastos en 130 categorías que fueron reclasifica-
das y reagrupadas según el objeto de gasto,
siguiendo el Manual de Clasificación Presupues-
taria de la ONAPRES 2000

69 Este grupo comprende todos los egresos por
concepto de servicios personales prestados por
el personal permanente y temporero. Incluye
sueldos ordinarios, sobresueldos, gastos de
representación y toda otra remuneración en
dinero. Excluye prestaciones en especies y con-
tribuciones del Estado por sus funcionarios y tra-
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bajadores al sistema de seguridad social. ONA-
PRES 2000

70 Este grupo comprende los pagos que relaciona-
dos con el pago de los servicios de los emplea-
dos y que sean hechos a instituciones públicas y
privadas en compensación por la prestación de
servicios de carácter no personal o el uso de
bienes muebles o inmuebles; como por ejemplo:
servicios públicos, impresión de encuaderna-
ción, transporte de cosas, alquileres de edificios,
terrenos y equipos; servicios comerciales, finan-
cieros, de seguros y judiciales; servicios contrata-
dos para mantenimiento y reparación de obras y
servicios varios. Incluye también los gastos de
viáticos. ONAPRES 2000

71 El destino del gasto es una clasificación diferen-
te al de objeto del gasto. 

72 La elasticidad del empleo municipal con relación
a las transferencias reales del gobierno central a
los ayuntamientos se calculó mediante una ecua-
ción doble logarítmica. La ecuación resultante
fue:
Ln(EMP. Mun)=-0.02+0.48 Ln(TR).
Una R2 de 0.88 un valor de Prob (F-statistic) de
0.000.

73 Ley 176-07, artículo 263

74 Ibídem, artículo 154

75 Ibídem, artículo 261

76 Ibídem, artículo 262

77 Periódico Hoy 14 de julio de 2007

78 El artículo añade que los nombramientos o des-
tituciones hechas por el síndico se harán de
acuerdo con la estructura organizativa, manual
de funciones y descripción de puestos aprobada
por el Concejo de Regidores y la validación de
las instancias de control interno para la adminis-
tración pública.

79 CONARE 2001

80 Se considera un ayuntamiento pequeño el que
tiene menos de 150 empleados; mediano, entre
151 y 300, y grande, más de 300.

81 Ley 176-07, artículo 89

82 En entrevistas realizadas para este informe sobre
cuánto gana un síndico/a se nos informó que en
un municipio pequeño, como Cristóbal, Duvergé
o La Descubierta, puede ganar de 35,000 pesos a
40,000 pesos. En un municipio medio como
Neiba puede ganar entre 50,000 pesos y 60,000
pesos y en uno grande entre 90,000 pesos y
100,000 pesos, como en Santo Domingo.

83 Si se incluye el valor de 30,000 pesos en el rango
el porcentaje sube a 57%

84 Ramos 2006

85 Ley 176-07, artículos del 105 al 107

86 Obtuvo su personalidad jurídica mediante de-
creto del Poder Ejecutivo No. 398-2001, de fecha
20 de noviembre de marzo de 2001.

87 Ley 3455, artículo 213

88 Ibídem, artículo 41, párrafo 44a

89 Ley 176-07, artículo 367

90 Ibídem, artículo 12

91 Ibídem, artículo 100

92 Decreto 613 de 1996

93 Decreto 312-97, que establece el reglamento de
los Consejos de Desarrollo Provincial. 

94 Campesinos, padres de familia, asociaciones de
mujeres, trabajadores, empresarios, Organiza-
ciones No Gubernamentales (ONG), entre otras.

95 Juntas de vecinos, representantes de sección,
juntas de aguas, comisiones municipales de
desarrollo, entre otras. 

96 Regionalización de la República Dominicana.
Octubre de 1966. ONAPLAN. Mimeo. ONAPLAN
1975

97 Entre las competencias que cita están: vigilar la
observación de las leyes, la limpieza de los cami-
nos, la preservación de los terrenos de dominio
público, la seguridad de las islas adyacentes, el
respeto a las funcionarios consulares que funcio-
nen en su jurisdicción, la observación de los actos
religiosos y las buenas costumbres, inspeccionar
las oficinas públicas, controlar las actividades de
los individuos sometidos a la vigilancia de la alta
policía, entre otras funciones. Ley 2661 de 1950

98 Azua que pertenecía a la región del Valle, pasa a
Valdesia, ya que está más vinculada a las provin-
cias que se encuentran al Este de la misma (San
José de Ocoa, Peravia y San Cristóbal), en el ma-
cizo de Valdesia, que a las del Oeste, hacia la
zona fronteriza. Monte Plata, que antes pertene-
cía a la Región de Valdesia, pasa a la Región
Higüamo, ya que está más vinculada al Este (Ha-
to Mayor y San Pedro de Macorís). 
La región del Yuma queda con tres provincias al
sacar Hato Mayor. 
En la región del Valle, al quitarle Azua, queda San
Juan y Elías Piña. 
El nombre de la región Norcentral pasa a ser
Cibao Norte.
El nombre de la región Cibao Central cambia por
Cibao Sur.
El nombre de la región Nordeste cambia por
Cibao Nordeste.
El nombre de la región Este pasa a ser región del
Yuma y se agrega la región de Higüamo.
La región Distrito Nacional pasa a llamarse
región Ozama.

99 Los dos decretos de ONAPLAN que se utilizan, la
de SESPAS, la SEE, INAPA, IAD y la SEA.
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100 Ley 176-07, artículo 125

101 Ibídem, artículo 317

102 Ibídem, artículo 120

103 [www.unicef.org/republicadominicaca/politics]

Capítulo IV

1 Sen 1999a

2 Ceara-Hatton 2005

3 PNUD 2004b, p. 24

4 Sen 1999, p. 351

5 Como parte de un estudio sobre la educación
pública y privada, realizado para Acción para la
Educación Básica (EDUCA), se determinó que, en
promedio, el gasto en educación de un miembro
del quintil superior es 14.3 veces mayor que el de
un miembro del quintil más pobre. Santana
2004b

6 El Informe sobre el Desarrollo Mundial 2006 cita
estudios realizados en Estados Unidos y Ecuador
que dan cuentas de que las diferencias en habili-
dades cognitivas en la infancia son ya evidentes
a los 22 meses de vida y que a los tres años las
brechas de aprendizaje son bastante grandes.
Banco Mundial 2006

7 La desigualdad de género en la matriculación en
básica y media se calculó como el valor absolu-
to de la desviación de la cantidad de niñas res-
pecto al 50%, en el entendido de que la equidad
de género en la matriculación se alcanzaría
cuando haya 50% de niños y 50% de niñas en
cada nivel.

8 Los Índices de Cobertura en Educación y de
Calidad en Educación se calcularon como el pro-
medio simple de los valores normalizados de las
variables que intervienen en cada índice. Los
valores de referencia utilizados son los valores
máximo y mínimo observados.

9 No incluye a la población de la provincia Santo
Domingo. Para este índice se pudo disponer de
información desagregada para las 32 entidades
provinciales, pero cuando se compara con los
otros índices como el económico, el de salud, el
de tecnologías de la información y la comunica-
ción (TIC) y el político se reagrupa la informa-
ción en 31 entidades provinciales.

10 La regresión de cobertura  en función de la cali-
dad arroja la siguiente ecuación: Cobertu-
ra=0.35+0.44 (Calidad). El valor p es de 13% y
el R2 es de apenas un 8%.

11 El coeficiente de variación para la matriculación
en primaria es de apenas 4%.

12 El coeficiente de variación entre las provincias
en los grados de primaria es 51%, mientras que
en la secundaria es 33%.

13 El rango de variación (el mayor menos el
menor) interprovincial en la básica es 2.25 veces
la media nacional. En la secundaria, el rango de
variación es 1.87 veces el valor de la media
nacional. 

14 El coeficiente de variación es 2%

15 El coeficiente de variación es 5% y la desviación
estándar es de 2.9.

16 Según un informe, los estudiantes dominicanos
permanecen en la escuela una mayor cantidad
de años (11.8 años) que otros países de la re-
gión; sin embargo, al finalizar la secundaria ha-
brán permanecido en la escuela un 30% más del
tiempo necesario, es decir, alcanzarán una esco-
laridad de sólo 8.3 años. BM y BID 2006

17 La metodología y el año de cálculo difiere del
utilizado para dato provincial.

18 Las regiones de planificación del decreto 710-
2004 son diez, mientras que las del  decreto 865-
2000 son nueve (Anexo III.27).

19 ENHOGAR 2006

20 Se ha estimado que en el país, una persona que
completa la educación media puede tener un
ingreso un 60% superior, y que el ingreso
aumenta sustancialmente un 50% más con el
nivel de educación terciaria o universitaria. A
pesar de esto, los retornos al nivel terciario
están muy por debajo del nivel promedio de
Latinoamérica. Banco Mundial y BID 2006

21 En el grupo de menor ingreso, la tasa es cuatro
veces superior (19.6%), a la del quintil de mayor
ingreso (4.6%). Es destacable, sin embargo, que
aún en el grupo de ingreso más alto, se presen-
ta ese importante indicador de atraso social.
Banco Mundial y BID 2006

22 Mientras que en primaria la diferencia en las
tasas de matriculación entre el 20% más pobre y
el 20% más rico es de 4 puntos porcentuales, en
secundaria esta brecha se amplía en más de 33%.
Banco Mundial y BID 2006

23 PREAL 2007, p. 8

24 Laboratorio Latinoamericano de evaluación de la
calidad de la educación 2001

25 Valeiron 2004

26 Díaz Santana 2005

27 Los estudiantes por salón de clase se estimaron
a partir de la base de datos completa que pro-
porcionó la Secretaría de Estado de Educación
(SEE) con la cantidad de estudiantes que cursa-
ron en el ciclo lectivo 2005-2006 por cada pro-
vincia, municipio, sector, nivel, centro educati-
vo, grado y división. Es un cálculo a partir de los
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datos reales del sistema para ese año, por lo que
se utiliza la expresión “salón de clase” en vez de
“aula” para evitar confusiones con la cantidad de
aulas físicas que puede tener el sistema. 

28 Departamento de Estadística de la SEE

29 Además de la información de los sectores públi-
co y privado se dispone de estadísticas sobre la
situación de las escuelas semioficiales. Sin em-
bargo, no se ha incluido en el análisis este tercer
sector dado que representó sólo 2% de la matrí-
cula y de las aulas del año 2005-2006.

30 La regresión de la tasa neta de matriculación ver-
sus el número de estudiantes por aula arroja un
valor p de 1.1% en básica y de 38% en media.

31 De los que ingresan a la escuela, sólo el 75%
alcanza el cuarto grado, el 63% completa el sexto
y el 52% completa su educación básica. En gene-
ral, mucho menos de la mitad la completa en el
tiempo previsto. Sólo uno de cada diez niños que
ingresan al primer año de primaria llega a com-
pletar la secundaria. Banco Mundial y BID 2006

32 Secretaría de Estado de Educación 2005

33 Ver periódico Diario Libre, 28 de junio de 2007,
p. 24

34 Laboratorio Latinoamericano de evaluación de la
calidad de la educación 2001

35 El índice de capacitación de los docentes asigna
a cada provincia una puntuación según el nivel
educativo alcanzado por los profesores de los
niveles medio, básico y secundario. La fórmula
que se emplea es:

ICD=∑[(%de profesores con un nivel educativo
dado)*(ponderación correspondiente a ese
nivel educativo)]

Los niveles educativos que pueden tener los
profesores y los ponderadores que se emplea-
ron en el índice son:

Nivel educativo                   Ponderación

Bachiller 1

Sin título docente 2

Estudiante de pedagogía         3

Maestro normal                      4

Profesorado técnico               5

Habilita docentes                  5

Licenciado                            6

Postgrado 7

Maestría                               8

Doctorado                         9

36 BCRD, SEEPYD y BM 2007

37 SEESCYT 2002, Liz, Roberto 2001y Silie, Ruben
2002

38 Agua mejorada es el porcentaje de hogares que
se abastecen de agua del acueducto, de una llave

pública, de un manantial o río, de un pozo o
agua de lluvia.

39 Hogares que tienen letrina o baño en la casa.

40 ODH/PNUD 2005, p. 182

41 OMS 2006

42 Ibídem

43 El impacto del pago directo en la economía de
las familias de bajos ingresos es muy negativo.
Una encuesta de hogares realizada en República
Dominicana hace algunos años encontró que el
costo promedio de un internamiento superaba el
ingreso de toda la familia durante un mes com-
pleto para el 70% de los hogares. De todas las
familias que experimentaron algún episodio que
requiriera hospitalización, las dos terceras partes
(64.9%) se vio precisada a recurrir a una reduc-
ción del patrimonio familiar (disminución de
activos o incremento de pasivos). CESDEM 1996

44 Banco Mundial 2006a

45 El gasto descentralizado es el que se transfiere a
las regionales para que ahí se gestione. Está for-
mado por fondos reponibles más gastos en nó-
mina. Los fondos reponibles son servicios no
personales y materiales y suministros.

46 ODH/PNUDc 2007

47 PROSISA 2004 y SESPAS 2007

48 OMS/OPS 2006

49 Entrevista personal con Adeilada Oreste, direc-
tora general de Recursos Humano de la SESPAS.

50 Presidencia de la República 2001

51 SESPAS 2006b

52 SESPAS y OPS 2007

53 Ibídem

54 Quiroga 2003

55 Entrevista con Dr. Ramón Alvarado, director re-
gional Cibao Central “Esta preocupación me
llevó a solicitar a las autoridades los resultados
del examen que se prepara en nivel uno de las
residencias médicas dominicanas, para ser im-
partido en los médicos y médicas que aspiraban
a hacer especialidades en el año 2005 (tomaron
el examen en mayo de ese año)”.
El resultado fue el siguiente: 908 médicos exami-
nados, pasaron 27, lo que es igual al 2.9% (la
nota más alta fue 80.2). La representación por
universidad fue de la siguiente manera: Univer-
sidad Autónoma de Santo Domingo 452
(49.7%); Universidad Tecnológica de Santiago
123 (13.5%); Universidad Central del Este 99
(10.9%); Universidad Católica Nordestana 61
(6.7%); Universidad Católica Tecnológica del
Cibao 49 (5.3%); Pontificia Universidad Católica
Madre y Maestra 48 (5.3%); Universidad Iberoa-
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mericana 38 (4%); Instituto Tecnológico 24
(2.6%); Universidad Nacional Pedro Henríquez
Ureña 13 (1.4%).
En ese período teníamos en nuestra región 86
médicos pasantes, para comparar aquellos resul-
tados, le impartimos un examen con preguntas
básicas, asistieron 76 a examinarse de los cuales
dos aprobaron, siendo esto igual a 2.6%. Tanto el
resultado de los dos exámenes como la repre-
sentación de médicos por universidades fueron
semejantes.

56 Dr. Ramón Alvarado, director regional Cibao
Central, en ODH/PNUD 2007c, p. 121 

57 SESPAS y CERSS 2006, p. 25

58 SESPAS 2006d, p. 54

59 Este apartado esta basado en ODH/PNUD 2007c

60 Los conceptos de descentralización y desconcen-
tración han sido objeto de mucha discusión teó-
rica en las ciencias sociales y políticas. Para el
objetivo de nuestro análisis debemos asumir las
definiciones planteadas en la Ley General de Sa-
lud (42-01), dado que las estrategias que se están
desarrollando en el sector salud del país tienen
como referente los contenidos de dicha Ley. En
el glosario de términos de la Ley 42-01 se define
la descentralización como “el acto de delegar o
transferir competencias a instituciones que go-
zan de personería jurídica diferente a la institu-
ción descentralizadora”, mientras que la descon-
centración es abordada como “el acto de transfe-
rir competencias técnicas o administrativas a ins-
tituciones o expresiones territoriales de ellas per-
tenecientes a la institución rectora o central”.

61 Para mayor información puede revisarse la Ley
general de salud (42-01) y el reglamento de rec-
toría y separación de funciones. 

62 Una descripción con mayor detalle de los proce-
sos que conduce SESPAS con la finalidad de re-
formarse se encuentra en las ponencias elabora-
das por la Subsecretaría de atención a las perso-
nas de SESPAS 

63 Presidencia de la República 2003b

64 Presidencia de la República 2003a

65 Presidencia de la República 2004

66 Estaría pendiente el reglamento de los centros
especializados de atención en salud que sustitu-
ye al reglamento de hospitales, ya aprobado por
el Consejo Nacional de Seguridad Social (CNSS)
y pendiente de oficialización mediante un decre-
to presidencial.

67 El término de “Salud Colectiva” se refiere a los
servicios que ha de proveer SESPAS para preve-
nir y controlar enfermedades y discapacidades,
incluyendo los de vigilancia de salud pública de
enfermedades e invalidez de origen e impacto
colectivo y la investigación y control de riesgos y
daños, con sentido de equidad social. 

68 Las Direcciones Provinciales de Salud (DPS) son
expresiones territoriales de SESPAS creadas me-
diante el decreto presidencial 117-98, del 16 de
marzo de 1998, con la finalidad de desarrollar las
funciones de SESPAS en su territorio.

69 SESPAS 2006

70 SESPAS 2005b

71 Presidencia de la República 2002

72 Ibídem, resolución No. 42-04 de septiembre de
2002

73 Sen 1999a

74 Por ejemplo, el programa Bolsa Familia de Brasil,
el Programa de Protección Social de Ecuador, la
Red de Protección Social  de Nicaragua, Familias
en Acción de Colombia, Red Solidaria de El Sal-
vador, Avancemos de Costa Rica, Red de Opor-
tunidades de Panamá, Red de Protección Social
de Paraguay, Chile Solidario de Chile, Oportu-
nidades de México, y Solidaridad en República
Dominicana.

75 UAAES 2007

76 Congreso de la República 2001, art. 24

77 Discurso del Presidente de la República, Leonel
Fernández, el 1 de septiembre de 2007 al iniciar
el régimen contributivo en salud.

78 TSS 2007

79 ENFT octubre 2006

80 ONE 2007

81 SIPEN 2007b

82 SIPEN 2007a, p. 94

83 No se pudo obtener la información desagregada
por provincia de los cotizantes.

84 SIPEN 2007a, p. 28

85 SIPEN 2007a, p. 29

86 Cálculo de ODH/PNUD, basándose en la
Encuesta Nacional de Fuerza de Trabajo (ENFT)
de octubre 2006, tomando el salario mínimo
cotizable desde agosto de 2007 (5,635 pesos).

87 Medina 2007

88 Piñeyro José

89 Cañete y Dotel 2007, p. 63

90 Datos enviados por el programa Solidaridad

91 Fonseca 2006 

Capítulo V

1 Moncayo Jiménez 2002
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2 La Nueva Geografía Económica (NGE) retomó
de los modelos de los pioneros alemanes (Von
Thünen, Cristaller y Lôsh) los aportes sobre el
lugar central y la organización jerárquica de los
emplazamientos urbanos y los enriqueció con
las contribuciones de Marshall (economías de
aglomeración), de Isard (ciencia regional) y
Myrdal y Kaldor (causación circular acumulati-
va), para pasar a postular lo que según Krugman
y sus colegas es una verdadera teoría general de
la concentración espacial, que subsume los mo-
delos anteriores. Moncayo Jiménez 2002, p. 12

3 Krugman 1998

4 Piore y Sabel 1984

5 Porter 1990

6 Esser et al 1996

7 Scott 2000, p. 83

8 Altenburg y Meyer-Stamer 1999

9 ODH/PNUD 2005, p. 38

10 Altemburg y Meyer-Stamer 1999, p. 25

11 La regresión entre la generación de recursos es
igual a 0.1292 + 0.5943 (capacidad económica),
siendo el valor t de la pendiente de 4.58, la R2 de
0.42 y el estadístico F de los coeficientes es
0.0000.

12 Se calculó el nivel de homogeneidad como el
coeficiente de variación de las posiciones. Así las
calificadas con un índice alto registran un coefi-
ciente de variación de 46%, las 16 provincias cali-
ficadas con valores medios registran 32% y las 12
con resultados bajos, 17%.

13 El coeficiente de Gini es un indicador de des-
igualdad. Cuando es igual a 1 indica el nivel de
desigualdad absoluta y cuando es igual a 0 es el
nivel de igualdad absoluta. Para el indicador de
empoderamiento económico, el indicador que
se utiliza es el complemento del Gini; es decir, 1-
Gini, que sería un indicador de igualdad, de
manera que cuando es igual a 1, sería la igualdad
absoluta y cero sería la desigualdad. Hay que
leerlo en forma inversa al coeficiente de Gini
normal.  

14 La tasa de ocupación efectiva es el cociente
entre la población ocupada y no la oferta efecti-
va de trabajo (PEA).

15 Para el cálculo del IEE se agrega el Distrito Na-
cional y la provincia de Santo Domingo, por lo
cual el ingreso es inferior al de Valverde.

16 Por ejemplo, si en una provincia hay 20 mujeres
ocupadas y cinco de estas son ejecutivas, el por-
centaje de ejecutivas en la provincia es 25%. Si la
provincia tiene 100 hombres ocupados y 10 de
estos son ejecutivos, el porcentaje de hombres
ejecutivos es de 10%.  Entonces, la relación mu-
jer/hombre en posiciones de gerencia es de 2.5.

17 Agradecemos la colaboración de Álvaro Nadal,
de la Sociedad de Profesionales de la Telecomu-
nición de la República Dominicana (PRODE-
TEL), y Amparo Arango, del Instituto Domi-
nicano de Telecomunicaciones (INDOTEL), en
su calidad de Coordinadora de la Unidad Téc-
nica de Apoyo a la CNSIC en la discusión del
IETIC y por suministrar parte de la información
con la cual se ha elaborado el IETIC.

18 En enero del año 2007, la UIT publicó, como
parte del Informe Mundial de las Telecomunica-
ciones, un índice compuesto para la medición
de la sociedad de la información denominado:
Índice de Oportunidad de TIC  (IO-TIC), conoci-
do en inglés como el ICT Index Opportunity,
para 183 países. Este índice fue lanzado por pri-
mera vez en noviembre de 2005 en la segunda
fase de la Cumbre Mundial sobre la Sociedad de
la Información CMSI, en Túnez. Este índice in-
tenta reflejar los múltiples factores que conflu-
yen en el avance y construcción de la Sociedad
de la Información dentro de un país. 

19 En el indicador del UIT se utilizan: líneas telefó-
nicas principales por cada 100 habitantes, los
suscriptores (abonados) de telefonía celular por
cada 100 habitantes y el ancho de banda inter-
nacional (kilobits por segundo, kbps, por habi-
tante).

20 Se debería incluir los abonados al servicio de ca-
ble por provincia, dado que éstas son un medio
para extender los servicios de internet de banda
ancha y los servicios de voz sobre el protocolo
de internet. Sin embargo, la mala calidad de la
información existente no permite incluir esta
variable en el cálculo del índice. 

21 La UIT construye un índice más complejo de
infouso en donde combina uso y consumo, y la
intensidad con la que se usan estas tecnologías.
El primero, uso/consumo (uptake), se mide por:
a) Usuarios de internet por cada 100 habitantes.
b) Proporción de hogares con TV.
c) Computadoras por cada 100 habitantes.
El segundo, de intensidad, se mide por: 
a) Total de suscriptores de banda ancha por cada
100 habitantes.
b) Tráfico telefónico internacional de salida per
cápita (minutos).

22 Se debió haber incluido los usuarios de internet
de banda ancha a nivel provincial, ya que es
importante para el desarrollo de aplicaciones en
el campo de la medicina, la educación, el gobier-
no electrónico, entre otras áreas. Lamentable-
mente, no hay información disponible sobre es-
tos aspectos en las provincias. 

23 IEE = 0.1679 + 0.7288 (IETIC) con un R2 de
0.9131 y una probabilidad de 0.000.
IEEd = 0.4204 + 0.2935 (IETIC) con un R2 de
0.3206 y una probabilidad del coeficiente de
0.000.
No hay vínculos significativos con el IESa, pero sí
con el componente de las condiciones determi-
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nantes de la salud, un R2 de 0.317 y una proba-
bilidad de 0.000. 

24 NBI = 80.788-67.3417 (IETIC) con un R2 de
0.808 y una probabilidad de 0.000. 
IPH = 0.2283 – 0.1975 (IETIC) con un R2 de
0.662 y una probabilidad del coeficiente de
0.0000.

25 El coeficiente de variación de la tasa de alfabeti-
zación es 10% y de la tasa bruta de matriculación
es 3%. Mientras que los coeficientes de variación
de la densidad de teléfonos fijos y móviles son
86% y 57% respectivamente.

26 La disponibilidad de internet entre los hogares
de las diferentes provincias registra un coeficien-
te de variación de 103%, en el porcentaje de
hogares con computadoras es 90% y  en la pro-
porción de hogares con TV es de 19%.

27 Se asume que una computadora cuesta 16,000
pesos pagadera en 12 meses más 1,000 pesos de
instalación, ya sea en línea de internet dial-up o
ADSL, más una renta básica de 1,325 pesos y
2,155 pesos, respectivamente, a lo cual se le
agrega el 28% de impuestos. Se tomó como refe-
rencia el salario mínimo legal de una empresa
grande de 7,360 pesos.  

28 Los impuestos que pagan los clientes de las em-
presas prestadoras de servicios de telecomuni-
caciones son: 16% del precio por Impuesto de
Transferencia de Bienes Industrializados y Ser-
vicios (ITBIS), 10% como Impuesto Selectivo al
Consumo (ISC) y 2% de comisión para el Fondo
de Desarrollo de las Telecomunicaciones.

29 Maeso y Hilbert 2006, p.14

30 Existen cuatro instancias que intervienen: el
INDOTEL que participa con el 64%; la Secretaría
de Estado de Educación (SEE) con el 23%; el
Despacho de la Primera Dama, con el 7%; y la
Secretaría de la Juventud (SEJ), con el 5%. Tanto
el INDOTEL como el Despacho de la Primera
Dama tienen metas de ampliar la cantidad de
CAPT. El primero se propone instalar 635
Centros de Capacitación en Informática Básica
(CCI) para el año 2008 y el segundo 135 Centros
Tecnológicos Comunitarios (CTC) para 2010.

31 CAPT = 0.0718* (NBI)  - 0.6635
Un coeficiente de R2 = 0.1598 y una probabili-
dad de los coeficientes de 0.000.

32 Actualmente hay un proyecto de Banda Ancha
Rural, promovido por el INDOTEL, dirigido a
ampliar la cobertura de banda ancha a todos los
municipios y distritos municipales que carecen
de este servicio.

33 El Gobierno Electrónico es el uso de las tecnolo-
gías de la información y la comunicación (TIC)
para mejorar la eficiencia y eficacia de la gestión
en los servicios públicos e incrementar la trans-
parencia del gobierno nacional y los ayunta-
mientos, así como la participación ciudadana.

Supone una actitud proactiva de las instancias
del gobierno (nacional y municipal) para usar
estos medios. 

34 Estadísticamente, la relación entre pobreza ini-
cial y reducción de pobreza no es significativa.
Nótese, además, que el nivel de asociación es
nulo (el R2 es 0%), ya que la “intensidad” de la
convergencia puede ser medida a través del coe-
ficiente de regresión el R2 (el nivel de asociación
entre variables), mientras más alto éste sea más
intenso ha sido el proceso de convergencia.

35 La ausencia de convergencia en la pobreza se
debe a los casos atípicos de La Romana y el Dis-
trito Nacional, provincias que empezaron con
bajos niveles de pobreza y que la redujeron en
porcentajes relativamente bajos. Si se eliminan a
estas dos provincias del análisis estadístico, la
relación inversa entre pobreza general y reduc-
ción de pobreza se vuelve aún más marcada que
en el caso de pobreza extrema, con  un R2 de
42%.

36 El R2 es de 0.97.

37 El R2 es de 0.82.

38 Este valor se obtiene al regresar el ingreso del
quintil más rico en las provincias contra el ingre-
so del quintil más pobre. La ecuación resultante
es Y=898 + 13.96x, con un coeficiente de ajus-
te igual 64%.  

39 Este coeficiente es significativo al 99%.

40 Son bosques secundarios en proceso de regene-
ración que han sido sometidos al impacto hu-
mano. 

41 Áreas de pino puras o mezcladas. 

42 Ceara Hatton 2007

43 Ceara Hatton 2007

44 Incluye los desocupados que, aunque no buscan
trabajo, están disponibles para trabajar.

45 Banco Mundial y BID 2006

46 Secretaría de Estado de Trabajo, Resolución Nº
1/2007

47 Monte Plata posee el 23% del territorio nacional
dedicado a la caña; San Pedro de Macorís, el
18%; Santo Domingo, el 12%; El Seibo, el 11%;
La Altagracia, el 8%; Hato Mayor, el 6%; y La
Romana, el 5%; lo que en total suma el 84%.

48 ODH/PNUD 2007b

49 Schejtman y Berdegué 2003, p. 3

50 Banco Mundial y BID 2006, p. 117-126

51 ODH/PNUD 2007b

52 Schejtman y Berdegué 2003, p. ii
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53 La crisis financiera de 2003 aumentó la pobreza
urbana y rural, aunque el aumento en la primera
fue superior a la segunda. Banco Mundial y BID
2006

54 La intensidad de la pobreza rural se mide por el
cociente entre: porcentaje (%) de población ru-
ral en el total  entre porcentaje (%) de población
pobre rural de la población pobre total.

55 BID 2003, p. 8

56 IICA 2000, p. 9

57 Ceara Hatton 1984

58 Estados Unidos tenía dos programas para impor-
tar alimentos: la Ley Pública 480 y la Corporación
de Créditos para Bienes (CCC, por sus siglas en
inglés).

59 Durante esos años operaron dos mercados: el lla-
mado paralelo, en donde se pagaba una “prima”,
y el oficial del Banco Central. Los exportadores
tradicionales agrícolas (azúcar, café, cacao y taba-
co) debían vender sus divisas al Banco Central,
quien a su vez las vendía a los industriales al tipo
de cambio preferencial. A partir de 1985 se unificó
el mercado cambiario, pero se le impuso un im-
puesto del 36% a los exportadores tradicionales.

60 Santo Domingo concentró el 47.3% del incre-
mento total, 48.8% de la población urbana y
39.6% del incremento de la población rural.

61 Santiago (15.6%), San Cristóbal (8.8%), San
Pedro de Macorís (7.0%), La Altagracia (5.2%) y
La Romana (4.2%), para un total de 41%; mien-
tras que Santo Domingo concentraba 42% del
aumento.

62 Santo Domingo es la primera ciudad del conti-
nente americano. Esa primacía constituye un
atributo de valor incalculable y, sin embargo, su
centro histórico presenta zonas en verdadero
estado de abandono, con niveles de pobreza
extrema igual que los barrios pobres de la ciu-
dad. En su calle principal, El Conde, existen algu-
nos edificios catalogados como hitos de la zona
que tienen hasta 26 familias hacinadas y que dis-
ponen de dos baños. Ver el proyecto de revitali-
zación del centro histórico elaborado por la
firma italiana Lombarda y Asociados del año
2005 y financiado por el Banco Mundial.

63 El Centro de Estudios Urbanos y Regionales
(CEUR) propone a Santiago como el eje articula-
dor de los diversos municipios de la región del
Cibao. De hecho, es el punto de atracción pobla-
cional más importante de la región, pero sin el
concurso de los recursos del poder central e
incluso de las autoridades locales de las provin-
cias que la circundan. 

64 San Francisco de Macorís está rodeada de un
valle arrocero y de zonas cafetaleras y cacaotale-
ras que pertenecen a unos pocos. Esa forma de
tenencia expulsa la población hacia la ciudad, la

cual, por la precariedad de los servicios y el valor
del suelo, no logra absorber dicha población que
deviene marginada de dichos servicios. Por eso,
en ese centro urbano y sus alrededores, a dife-
rencia de otras ciudades del país, han continua-
do las protestas populares que fueron generali-
zadas y sistemática a finales de los años 80. El
crecimiento poblacional en esa ciudad ha sido
de los más acentuados del país. Hernández 2004

65 Zarza 2007

66 Zarza 2007, p. 9

67 El Índice de Pobreza Humana  (IPH) registra una
media nacional de 11%, una mediana de 14.2% y
9.3% en la región de Santo Domingo. Ver capítu-
lo I.

68 Balaguer (AñO??), p. 66-67

69 Fernández 2002

70 Zarza 2007

71 La SEEPyD objetó esta afirmación argumentan-
do “ no se ha tomado en cuenta las muchas
obras pequeñas y grandes de fuerte impacto en
el bienestar público que se han hecho, y que
pueden hacer de la visión monumentalista una
noción reduccionista de las intervenciones urba-
nas”.  Lamentablemente no contamos con el lis-
tado y el monto presupuestario dedicado a estas
pequeñas y grandes obras realizadas en el Dis-
trito Nacional que servirían para medir la magni-
tud del impacto presupuestario de éstas, en
comparación con las grandes obras de infraes-
tructura realizadas en la ciudad de Santo Do-
mingo como los elevados o el Metro de Santo
Domingo.

72 Zarza 2007

73 CONAU 2007

74 Los límites geográficos de la Circunscripción 3
son:
• Norte: margen del río Isabela desde el puente
presidente Peynado hasta el puente Francisco
del Rosario Sánchez.
• Sur: avenida. 27 de Febrero – Calle Teniente
Amado García, siguiendo por la avenida Máximo
Gómez, hasta el puente de Villa Mella.
• Este: margen del río Ozama, desde el Puente
Francisco del Rosario Sánchez hasta el Puente
Mella.
• Oeste: avenida Máximo Gómez siguiendo por
John F. Kennedy hasta el puente Presidente
Peynado.

75 Ramón Tejada Holguín y Jefrey Lizardo en 2004
hicieron un estudio sobre “Los nudos de la po-
breza” en los barrios de la Zurza, Simón Bolívar
y los Guandules. Otro estudio fue realizado por
Jenny Torres y Juan Luis Corporán: “Un Diag-
nóstico de la Circunscripción Tres” en 2005. 

76 Tejada y Lizardo 2004
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77 Jorge Cela 2001 define la cultura de la pobreza
como una visión del mundo dominada por el
presentismo, la ausencia de planificación admi-
nistrativa en el hogar, el deseo de llamar la aten-
ción, el consumismo, la inseguridad. Esta actitud
les hace más llevadera su condición de extrema
pobreza, les capacita para una sobrevivencia que
se construye en la novedad de cada día, pero les
dificulta integrarse a las complejas estructuras
modernas del poder y la producción, que no lle-
gan a entender. Tejada y Lizardo 2004

78 Yunén 2006

79 Un subsistema urbano es un conjunto de ciuda-
des que establecen relaciones permanentes y
cotidianas entre sí a nivel económico, político,
cultural, etc., que están unidas por una red de
carreteras y tienen cierta homogeneidad en
materia de producción. Su conformación no res-
ponde necesariamente a la división político ad-
ministrativa del territorio nacional. Consultoría
de Rafael Emilio Yunén y Rosa A. María para el
capítulo de regionalización dominicana de la
Enciclopedia Océano. 2000

80 Yunén 2000

81 Yunén 2007

82 Para calcular la tendencia en el tiempo de las
migraciones netas se le aplicó a cada provincia la
tasa de crecimiento de la población nacional, lo
cual supone el crecimiento se distribuye según
la estructura del año base. Se restó el incremen-
to observado del incremento calculado y se
obtuvo la población migrante.
Pt= [Po*(1+t)n -Po] + ∆Mt
Mt = ∆Pt - [Po*(1+?)n -Po]

83 Los coeficientes de las regresiones son significa-
tivos para las dos ecuaciones. No obstante, el
coeficiente de regresión es más elevado para
relación positiva entre el coeficiente de emigra-
ción y empleo agrícola que para la relación nega-
tiva de coeficiente de emigración y empleo de la
industria manufacturera y en hoteles, bares y
restaurantes.

84 El porcentaje de personas que nacen en una
provincia y luego se van a vivir a otra se relacio-
na positivamente con el nivel de pobreza de
dicha provincia. Esta relación es más fuerte si se
considera la pobreza medida por el método de
Necesidades Básicas Insatisfechas (NBI; R2=52%)
que por el método de la Línea de Pobreza (LP;
R2=28%). Cuando la emigración de una provin-
cia se correlaciona con la pobreza de NBI, el coe-
ficiente de la variable independiente es de 0.96.
Esto indica que, en promedio, un 10% adicional
en la tasa de pobreza de NBI de una provincia se
asocia a 9.6% adicional en el porcentaje de la
población natal de una provincia que se fue a
vivir a otra provincia. Cuando la emigración de
una provincia se regresa contra la pobreza de LP,
el coeficiente de la variable independiente es de
0.44. Esto indica que, en promedio, 10% en la

tasa de pobreza, medida por Línea de Pobreza
(LP), de una provincia se asocia al 4.4% adicional
en el porcentaje de la población natal de una
provincia que se fue a vivir a otra provincia.

85 Un coeficiente de correlación 0.76, con un ajus-
te lineal.

86 Independencia, San Juan, Montecristi, Baho-
ruco, Samaná. Monseñor Nouel, Barahona,
Peravia, Puerto Plata, Hato Mayor y San Pedro de
Macorís.

87 Espaillat, Valverde, Santiago, La Romana y
Distrito Nacional.

88 Independencia, Pedernales, Peravia, Bahoruco,
La Altagracia, Montecristi, La Vega, Valverde,
Barahona, Elías Piña, Santiago, El Seibo, Azua,
Monseñor Nouel y la Romana.

89 ONE 2002

90 Echeverri

91 Wiggins y Proctor 2001

Capítulo VI

1 Se entiende por “espacio” al conjunto de estruc-
turas abstractas que, articuladas a las formas de
producción, toman en cuenta a la Naturaleza
para concretizarse en un lugar y en un momen-
to históricamente determinados. Para otros, el
espacio es un concepto abstracto que sintetiza la
incidencia de las determinaciones sociales
(pasadas y presentes) que ha experimentado
una sociedad con el condicionamiento de la
naturaleza y de otros factores externos. Por con-
siguiente, el espacio en su totalidad no se puede
ver ni tocar, al igual que pasa con otros concep-
tos como “Estado-Nación”, “relaciones cultura-
les”, etc.  Sin embargo, en un momento y lugar
dados, sí vemos que el espacio “cobra forma”,
tiene una dimensión física (los elementos condi-
cionantes del medioambiente, esto es, los recur-
sos) y otra dimensión social (los elementos de-
terminantes del uso de los recursos, esto es los
intercambios suscitados por la producción, dis-
tribución y consumo de cualquier ‘producto
social’, incluyendo aquellos que no son “neta-
mente económicos)”. Yunén 1985
Varios científicos han planteado que es probable
que exista una importante correlación entre el
cambio climático  y la mayor ocurrencia de even-
tos catastróficos meteorotrópicos, los cuales in-
crementan la vulnerabilidad de poblaciones tan-
to de países desarrollados como en desarrollo.
El tema de desastres será tratado con mayor
detalle más adelante en este capítulo.

2 El subtítulo del capítulo sobre turismo es “si no
se modifica se agota”, destacando las externali-
dades negativas que ha generado el tipo de
explotación de la actividad turística en las últi-
mas dos décadas. ODH/PNUD 2005
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3 PNUD 2000

4 El inicio formal de la preocupación por temas de
protección y conservación ambiental en el país
se fecha en 1940, cuando la Organización de
Estados Americanos (OEA) impulsó la firma por
parte de sus estados miembros de la Conven-
ción para la Protección de la Flora, la Fauna y la
Belleza Escénica de América. Dicha convención
establece por primera vez las definiciones para
parques nacionales, reservas nacionales, mo-
numentos naturales y reservas de regiones vírge-
nes entre otros; formaliza, además, la intención
expresa por parte de los gobiernos firmantes de
crear dichas áreas, protegerlas y no reducirlas.
Esto contrasta con la “política forestal” que en
realidad se ejecutaba en el momento.
Un año antes de la  Convención, el entonces go-
bernante Trujillo había encargado la evaluación
del potencial maderero de República Domini-
cana, resultando que en el territorio había apro-
ximadamente unas 754,560 hectáreas de pinos,
cuyo valor estimado para la época sobrepasaba
los 40 millones de pesos.  El valor de la madera
y el potencial mismo de la isla convirtió a Trujillo
en un gran productor maderero. McPherson
2003, p. 71
A pesar del intenso aprovechamiento forestal
que Trujillo ejecutó y consintió, a nivel legal
hubo varias medidas que se firmaron para asegu-
rar la protección de la naturaleza durante los
años siguientes. El mismo Trujillo “vedó” nume-
rosas áreas a la acción humana, aunque sus moti-
vaciones no fueron esencialmente conservacio-
nistas, sino con el interés de controlar las activi-
dades de la población campesina, la producción
cafetalera con fines exportadores y con la finali-
dad de facilitar aún más el acceso de los grandes
madereros a las zonas de montañas. De hecho,
el Estado tenía interés en mantener la industria
maderera en la medida en la que cobraba
impuestos por cada árbol caído. A los únicos que
se le aplicó la ley fueron a los campesinos, quie-
nes se mantuvieron excluidos de la actividad
forestal. 
Un año después de la muerte de Trujillo, se pro-
mulgó la Ley 5856, de 1962, que exigía la presen-
tación de planes de corte como requisito para la
operación maderera y prohibía el desmonte de
aquellas lomas cuyas pendientes excedieran el
20%. Ese mismo año se creó, mediante el de-
creto 8086-62, la Dirección General de Foresta,
para encargarse de velar por lo establecido legal-
mente. Sin embargo, la inestabilidad política de
los años subsiguientes limitó mucho la capaci-
dad estatal para fiscalizar adecuadamente los
recursos forestales, lo que abrió una brecha para
la explotación agresiva de los bosques y la ocu-
pación ilegal de terrenos.  
En 1967, la Secretaría General de la Organiza-
ción de los Estados Americanos (OEA) presentó
al gobierno dominicano los resultados y conclu-
siones del estudio “Reconocimiento y evalua-
ción de los recursos naturales de República
Dominicana: Estudio para su desarrollo y planifi-
cación”.  La principal conclusión de este informe

fue que la cobertura boscosa de la nación se
había reducido exponencialmente - para 1967
(seis años después de la muerte de Trujillo) que-
daban en el país, de acuerdo a un informe de la
OEA, sólo 5,625km2 (aproximadamente un 12%
del territorio nacional) de los 28,750km2 que
habían en 1916 (aproximadamente un 70% del
territorio, según Moya Pons 2004). 
Este informe fue el detonante que llevó al enton-
ces presidente Balaguer a clausurar (incluso de
manera violenta) todos los aserraderos del país
y a desestimular de manera represiva la actividad
maderera en todo el territorio nacional. Entre
otras cosas, este informe recomendaba la crea-
ción de cinco bosques nacionales, cuatro par-
ques nacionales y ocho zonas de belleza natural,
para su preservación como parte del patrimonio
nacional, y por su alto interés ecológico para el
equilibrio isleño. Mediante la Ley 206, Balaguer
transfirió la Dirección de Foresta de la Secretaría
de Agricultura a las Fuerzas Armadas. En 1969
emitió el decreto 3777, el cual prohibía a la
nueva Dirección de Foresta la emisión de cual-
quier tipo de permiso de corte con la excepción
de casos excepcionales y sólo con la aprobación
previa del Presidente de la República. De mane-
ra complementaria, promovió y facilitó la impor-
tación de madera para suplir la demanda local.

6 De manera complementaria a la legislación y
medidas para el control forestal, en los años sub-
siguientes se emitieron varias medidas para la
creación de un sistema nacional de Áreas Prote-
gidas, de las cuales se hablará en detalle más
adelante.

7 USAID – IRG 2001

8 Moya Pons 1994

9 Según FAO 2005, los bosques secos, mayormente
secundarios en proceso de regeneración, han sido
sometidos durante décadas al impacto humano.
Compuestos por especies de árboles se-
mideciduos, que crecen en zonas de menos de
500 msnm, con temperaturas promedio de 26 a 28
grados Celsius y precipitaciones promedio de 500
a 800 mm. por año. Esta unidad presenta una den-
sidad arbórea mayor de 60%, con especies que
pueden alcanzar entre 5 y 12 metros de altura.

10 El bosque latifoliado húmedo se presenta en
todos los sistemas montañosos del país; en algu-
nos lugares con características especiales como
en Los Haitises. Es un bosque generalmente pe-
rennifolio o siempre verde, que se encuentra en
elevaciones entre 500 y 1,500 msnm y en algunas
ocasiones hasta los 1,800 metros, con un rango
pluviométrico de 1,500 a 2,000 mm y su tempera-
tura varía entre 20 y 25 grados Celsius. El estrato
arbóreo tiene una densidad mayor de 60%.

11 En los bosques coníferos abiertos se agrupan las
áreas con dominancia de pino, en forma pura o
mezclada con especies de hojas anchas (bosque
mixto). Los bosques de pino se encuentran a
elevaciones entre los 800 y 3,085 metros, con
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pluviometría superior a los 1,000 mm anuales y
temperatura variable de 0 a 27 grados Celsius. La
composición de los estratos arbustivos y herbá-
ceos varía dependiendo del sustrato (la hume-
dad del lugar y su localización). Las principales
poblaciones de pinos se localizan en la Cordi-
llera Central, la Sierra de Bahoruco y la vertiente
norte de la Sierra de Neiba. La densidad de los
pinares va disminuyendo a medida que se des-
ciende hacia la parte media de la Cordillera Cen-
tral, principalmente en las vertientes Sur y Sur-
oeste, y en las proximidades a la frontera con
Haití, donde cada vez son más abiertos. La espe-
cie dominante en el estrato arbóreo es el pino
criollo.
También se incluyen en esta unidad, porciones
de pinos en forma de manchas densas, en zonas
de elevaciones moderadas a bajas (200-700
msnm). La mayor parte de estas zonas corres-
ponden a plantaciones y/o zonas reforestadas.
El bosque latifoliado nublado es un bosque de
montañas, en zonas de 600 a 2,300 msnm, con
pluvíometria de 1,700 a 4,000 mm y temperatura
de 20 a 25 grados Celsius. El estrato arbóreo tiene
una densidad mayor de 80% y las especies domi-
nantes varían según el lugar en que aparecen.
El bosque latifoliado semihúmedo está ubicado
en las faldas de las cordilleras o en áreas coste-
ras, delimitando en ocasiones con el bosque se-
co en su límite inferior y con el bosque húmedo
en la parte superior. Se desarrolla sobre rocas
calcáreas o pequeñas colinas de las llanuras Sur
y Este del país, con altitudes de 0 a 900 msnm,
pluviometría entre 1,000 y 1,800 mm y tempera-
tura entre 21 a 26 grados Celsius. Las condicio-
nes físicas y ambientales donde se desarrolla
este bosque le permiten tener una composición
florística rica y variada, y tiene una densidad
mayor de 60%

12 Aunque el fuego se usa como un medio de tra-
bajo (limpiar predios, por ejemplo) se ha com-
probado que ocasionalmente el fuego se usa
como mecanismo de resistencia ante coyunturas
de alta represión. Hay evidencias de casos de
campesinos causando incendios para lograr que
se remueva de la Subsecretaría de Recursos Fo-
restales un intendente particularmente estricto;
pero la resistencia no es necesariamente la causa
principal de incendios forestales en República
Dominicana. McPherson 2003

13 Incluye el Distrito Nacional y la zona conurbada
de la provincia de Santo Domingo.

14 Las cañadas no son un problema de contamina-
ción en sí misma, ya que una cañada no es más
que un curso natural por el que discurre agua
esporádicamente (en tiempos de lluvia). En Re-
pública Dominicana se las trata como un proble-
ma de calidad ambiental porque con frecuencia
son el destino de las aguas residuales sin tratar y
las basuras arrojadas desde sectores que carecen
de servicios adecuados de saneamiento, o por
individuos o empresas que las utilizan ilegal-
mente como vertedero.

15 Con respecto a la calidad del agua, el informe de
Abt estableció que: “La falta de información en
materia de calidad del agua no permite la cali-
bración y aplicación de modelos predictivos que
son herramientas útiles para la toma de decisio-
nes y para evaluar los beneficios de inversiones
para definir alternativas de tratamiento de
efluentes domésticos, industriales y manejo de
cuencas en general.  El monitoreo de la cantidad
y calidad de los recursos hídricos con paráme-
tros básicos junto con el desarrollo de indicado-
res y la aplicación de modelos predictivos debe
ser una prioridad para las cuencas que se
encuentran altamente intervenidas por las activi-
dades humanas”.

16 Demanda biológica de oxígeno (DBO). La de-
manda biológica de oxígeno, también denomina-
da demanda bioquímica de oxígeno (DBO) es un
parámetro que mide la cantidad de materia sus-
ceptible de ser consumida u oxidada por medios
biológicos que contiene una muestra líquida, y se
utiliza para determinar su grado de contamina-
ción. Normalmente se expresa en mg O2/litro.
[http://es.wikipedia.org]

17 Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales y  Abt Associates Inc. 2003

18 Concentración de un contaminante atmosférico
a nivel de la calle o aire ambiente. 

19 ENDESA 2002

20 µ = micra, equivale a 1*10-6m; es decir a una
millonésima de metro.

21 La mayoría de los contaminantes del aire son
gases; sin embargo, el aire es también contami-
nado por partículas sólidas muy pequeñas que
por su tamaño tardan mucho tiempo en precipi-
tarse y pueden ser transportadas por largas dis-
tancias por el viento. Estas partículas se introdu-
cen a los pulmones por la respiración y allí pue-
den causar diversos problemas. Las partículas
más pequeñas (las que tienen diámetro prome-
dio menor a 2.5 millonésimas de metro) son
aspiradas más profundamente en el sistema res-
piratorio por lo que su potencial de causar
daños es mayor.

22 En ese momento se comparó con las normas de
la USEPA, pues las emitidas por la SEMARN en
2001 sólo incluían PM10, pero los resultados
también están por encima del estándar para
PM2.5 que la Secretaría estableció al revisar las
normas en 2003.

23 JICA y  ADN 2006, p. 8

24 ONE 2002

25 El lixiviado es el líquido producido cuando el
agua percola a través de cualquier material per-
meable. Puede contener material suspendido o
disuelto, generalmente ambos. Este líquido es
más comúnmente hallado asociado a rellenos
sanitarios, en donde, como resultado de las llu-
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vias percolando a través de los desechos sólidos
y reaccionando con los productos de descompo-
sición, químicos, y otros compuestos, es produ-
cido el lixiviado. Si el relleno sanitario no tiene
un sistema de recogida de lixiviados, éstos pue-
den alcanzar las aguas subterráneas y causar,
como resultado, problemas medio ambientales
y/o de salud. Típicamente, el lixiviado es anóxi-
co, ácido, rico en ácidos orgánicos, iones sulfato
y con altas concentraciones de iones metálicos
comunes, especialmente hierro. El lixiviado
tiene un olor bien característico, difícil de ser
confundido y olvidado.   
Los peligros de los lixiviados son debidos a altas
concentraciones de contaminantes orgánicos y
nitrógeno amoniacal. Microorganismos patogé-
nos y substancias tóxicas que pueden estar pre-
sentes, son a menudo citadas como las más im-
portantes, pero el contenido de microorganis-
mos patogénos se reduce rápidamente en el
tiempo en los rellenos sanitarios, aplicándose
esto último al lixiviado fresco.
Geológicamente, es el proceso de eliminación
de los constituyentes solubles de una roca, sedi-
mento, suelo, escombrera..., por las aguas de
infiltración.  

26 Comprés 19 de octubre 2006; Univision.com
2007; Servicios de Noticias Diario Digital RD
2007; Noticias SIN. Antena Latina 2007

27 El instituto Blacksmit es una ONG norteamerica-
na con sede en Nueva York dirigida a solucionar
los problemas de contaminación en los países
en vía de desarrollo. Más informaciones se en-
cuentran en su página web: [http://www.blacks-
mithinstitute.org/]

28 Consultado el 18 de diciembre de 2007
[http://portal.constanza.net/noticias/noticias/est
udiorevelafactoresqueamenazanexistenciaderio-
tireo.php]

29 A pesar de que todavía existe falta de consenso, la
molécula endosulfan no es considerada un com-
puesto órganoclorado, sino un compuesto he-
terocíclico, y, por lo tanto, no constituye un Con-
taminante Orgánico Persistente (COP) regulado
por el Convenio de Estocolmo sobre COP. Esto
está considerado así tanto a nivel de quienes la
producen a nivel internacional como de las auto-
ridades nacionales con injerencia en la materia.

30 Subsecretaría de Gestión Ambiental  2006

31 SEMARN y PNUD 2007

32 Las subsecretarías son: Gestión Ambiental, Áreas
Protegidas y Biodiversidad, Recursos Costeros y
Marinos, Recursos Forestales, Suelos y Aguas, y
de Educación e Información Ambiental.

33 Ley 64-00, artículo 24. Entre estas están: Ins-
tituto Nacional de Recursos Hidráulicos (INDR-
HI), el Parque Zoológico Nacional Arq. Manuel
Valverde Podestá, el Jardín Botánico Nacional
Rafael Moscoso, el Acuario Nacional y el Museo
de Historia Natural.

34 Este sistema está compuesto por la SEMARN y
las oficinas de planificación de sus instituciones
adscritas, dos representantes de las universida-
des, las comisiones de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales de los ayuntamientos munici-
pales y la Liga Municipal Dominicana (LMD), y
las ONG del sector ambiental registradas en la
SEMARN.

35 El proceso de obtención de un permiso o licen-
cia ambiental se inicia con un análisis previo del
proyecto, el cual determina los términos de refe-
rencia requeridos según la complejidad e impac-
tos ambientales del mismo. En función de eso, a
los promotores de proyectos nuevos se le podrá
exigir una Declaración de Impacto Ambiental
(DIA) o un Estudio de Impacto Ambiental (EIA),
y a las instalaciones existentes se les exige un
Informe de Impacto Ambiental. Los diferentes
tipos de estudio implican niveles diferentes de
complejidad analítica, siendo los EIA los más
exhaustivos de todos y los que se asignan a los
proyectos de mayor complejidad ambiental,
tanto en términos de la instalación del proyecto
como de la ejecución del mismo. Estos estudios
son realizados por empresas consultoras priva-
das, las cuales están registradas en la Secretaría
de Estado de Medio Ambiente y Recursos
Naturales (SEMARN) y cuya selección depende
de los promotores de los proyectos. Todos los
costos asociados al proceso corren por cuenta
del promotor y es responsabilidad del promotor
cumplir con los procedimientos.

36 Se denomina “instalación existente” a aquella
que estaba en operación al momento de la pues-
ta en vigencia del reglamento.

37 En base a Secretaría de Estado de Hacienda y
Banco Central de la Republica Dominicana.

38 Secretaría de Estado de Hacienda de Republica
Dominicana

39 El monto del presupuesto del INDRHI en el pre-
supuesto de la SEMARN explica la diferencia que
existe entre la ejecución presupuestaria de la
SEMARN expresada como porcentaje de ejecu-
ción total de las instituciones públicas y el por-
centaje como gasto funcional en protección de
medio ambiente. 

40 “La vegetación secundaria está constituida por
especies atípicas de una zona, producto de la
intervención del hombre o de reforestaciones.
Es secundaria aquella vegetación que crece des-
pués que es removida la vegetación natural”.

41 PNUD 2000

42 Conceptualmente, los autores de este indicador
fueron William E. Rees y Mathis Wackernagel a
inicios de los años 90, y ha sido desarrollado con
equipos de expertos a lo largo de los últimos
años. La medición y la estandarización de los
métodos de medición es coordinada por la Glo-
bal Footprint Network, a través de las 50 institu-
ciones asociadas que la conforman.
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43 El consumo aparente de una población es por
ende calculado tomando en cuenta la produc-
ción doméstica más las importaciones menos las
exportaciones.

44 Los cálculos de la huella se basan en cinco su-
puestos básicos: a) es posible mantener regis-
tros de la mayoría de los recursos que la gente
consume, así como de los desechos que genera;
b) la mayoría de esos flujos de desechos y recur-
sos pueden ser convertidos en áreas biológica-
mente productivas requeridas para mantener-
los; c) estas diferentes extensiones pueden ser
expresadas en la misma unidad de medida, una
vez que se hayan escalado proporcionalmente
en función de su productividad primaria; d) en
la medida en la que esas áreas tienen usos exclu-
yentes y representan productividades de bioma-
sa comparables por hectárea estandarizada, pue-
den ser sumadas entre sí; y e) esta área de
demanda total de una población puede ser com-
parada con la oferta de servicios ecológicos de la
naturaleza, debido a que también es posible esti-
mar el área del planeta que es biológicamente
productiva. A pesar de que reconocemos las
limitaciones conceptuales del indicador, se deci-
dió utilizarlo y apoyarnos en él para facilitar la
visualización de la presión que el consumo ejer-
ce sobre los recursos y medios naturales.
Profundizamos el análisis al relacionarlo con
indicadores sociales que proporcionan un
dimensionamiento más claro de la realidad ana-
lizada. 
Las fuentes de información para este cálculo son
las estadísticas levantadas por las Naciones Uni-
das en los diferentes países y sus agencias inter-
gubernamentales. Como la gran mayoría de los
indicadores, el cálculo de la huella ecológica
asume algunas premisas importantes que simpli-
fican la realidad, con la finalidad de poder anali-
zarla con base en la información disponible.
Aunque desde una visión técnica puedan cues-
tionarse algunos de sus supuestos, su expresión
en unidades de territorio necesario para suplir
una demanda por recursos y sumideros, tiene
un mensaje implícito fácilmente visualizable y
muy impactante en la medida en la que propor-
ciona una idea objetiva de los patrones de con-
sumo de una población.

45 Banco Central de República Dominicana

46 SRK Consulting 2006 

47 Ley 146, art. 133, 134, 137 y 138

48 Securities and Exchange Commission 2005 

49 Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales y  Abt Associates Inc. 2003

50 Véase una amplia discusión sobre este tema en el
I Foro de Desarrollo Humano. “Áreas protegidas
y desarrollo humano. ¿Por qué proteger a una
iguana cuando hay niños desnutridos?”
ODH/PNUD 2006b

51 ODH/ PNUD 2006b

52 En República Dominicana son numerosos los ca-
sos de situaciones ilegales que han surgido alre-
dedor de la conformación de varios parques
nacionales: falta de compensación por expropia-
ciones, compensaciones subvaloradas, personas
ricas obteniendo prebendas o títulos como
resultado de la confusión que se genera durante
el proceso, entre otros. McPherson 2003

53 McPherson en ODH/ PNUD 2006b 

54 McPherson en ODH/ PNUD 2006b, p. 71

55 ODH/ PNUD 2006b, p. 28

56 Ibídem, p. 7

57 Ibídem, p. 114

58 La Oficina de Desarrollo Humano agradece la
colaboración del Programa de Prevención de
Desastres del PNUD para la elaboración de esta
parte; en particular a Marc Van Wynsberghe y
María Civit, así como a Gloria García Parra, de
Intermón Oxfam. 

59 EIRD 2007 

60 Ibídem

61 Ibídem

62 Ibídem

63 Ibídem

64 [http://www.deldom.cec.eu.int/es/echo/dipe-
co.htm]

65 ODH/ PNUD 2005

66 PNUD 2007, p. 98-99

67 Los 9,486 millones de pesos corresponden a los
296 millones de dólares que aparecen en el cua-
dro VI.13 a la tasa de cambio de 32.04 al 2 de
noviembre de 2004.

68 CEPAL 2004b 

69 BID y STP 2001, p. 10 

70 [http://www.desastre.org]

71 Aunque la magnitud del movimiento pudiera
parecer  insignificante, en términos de desplaza-
miento y deformación del suelo es considerable.

72 PNUD 2004c, p. 88

73 Ibídem, p. 90

74 Ibídem, p. 91

75 Ibídem

76 Ibídem

77 Ibídem, p. 92

78 Es muy común que se confunda el concepto de
cuenca con el de cauce. La cuenca es todo el
territorio que drena hacia un cuerpo de agua,
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mientras que el cauce es por donde discurre el
río. En cualquier punto del territorio en que uno
se encuentre, está sobre alguna cuenca.

79 ODH/ PNUD 2005

80 La Primera Comunicación Nacional de la Re-
pública Dominicana fue producida por  SEMARN
y PNUD bajo la Convención Marco de las
Naciones Unidas sobre Cambio Climático en el
2004.  

81 Incluye: el agua del acueducto, dentro vivienda,
fuera vivienda y de una llave pública.

82 El porcentaje de hogares que en 2006 no tenía
acceso a fuente mejorada de agua para beber
eran: primer quintil 44.5%, segundo quintil
31.6%, tercer quintil 22.6%, cuarto quintil 17.9%
y el último 13.4%. ENHOGAR 2006.

83 El 85% de la población muy pobre tiene acceso a
servicio mejorado. En el segundo quintil es el
95.6%, en el tercer quintil es 99.6%, en el cuarto
quintil es el 99.8% y en el más rico es el 99.9%.
ENHOGAR 2006

84 El 92.9% de los hogares rurales tiene acceso a
servicio mejorado y el 97.6% de los hogares
urbanos. ENHOGAR 2006

85 Banco Mundial 2004, p. 80-81

86 La comunidad internacional comenzó a prestar
mayor importancia a la necesidad de mejorar las
condiciones de vida de las poblaciones de mon-
tañas durante la Cumbre de la Tierra, realizada
en Río de Janeiro en 1992. Diversos eventos se
han celebrado desde entonces, como el Año In-
ternacional de las Montañas en 2002, la Cumbre
Mundial sobre Desarrollo Sostenible, en Jo-
hannesburgo, y la Conferencia Internacional
sobre Agricultura y Desarrollo Rural Sostenible
en las regiones de montaña, organizada por el
Gobierno de Suiza con la colaboración de la FAO
en Adelboden, Suiza en 2002. No hay una defini-
ción única sobre agricultura de montaña, pero
generalmente se combinan indicadores de altu-
ra y pendiente. En el caso de República Domi-
nicana, no se ha definido a nivel de legislación
específica la agricultura de montaña, por lo que
las estadísticas utilizadas en este informe com-
prenden a los municipios que tienen una altura
superior a los 500 metros sobre el nivel del mar.

87 Estas tasas son aun más elevadas que para la
población rural en general: 56% de pobreza y
13% de indigencia, lo que indica que la situación
de la población de montaña es aún peor que la
de la población rural en su conjunto.

88 En mayo de 2004, después de varios días de fuer-
tes lluvias, el pueblo de Jimaní, en la frontera
dominico-haitiana, fue arrasado por una riada de
detritos y roca que la lluvia arrastró por el lecho
del río Blanco. Este río tiene su origen en el lado
haitiano, donde es llamado Soliette, y es precisa-
mente ahí donde se verificó la mayor precipita-

ción causante de la tragedia. Dicho río se había
secado décadas antes debido, entre otros facto-
res, al importante proceso de deforestación
sufrido en las montañas aledañas. 
En el pueblo de Jimaní, el antiguo lecho del río
había sido urbanizado y la crecida arrasó con las
casas que en él se encontraban y con muchas de
las personas que las habitaban. El gobierno
dominicano declaró que más de 400 personas
dominicanas murieron, 1,600 familias fueron
desplazadas debido a la pérdida de sus hogares,
3,000 casas fueron destruidas, y más de 15,000
personas se vieron afectadas directamente por la
tragedia en el país. En cuanto a la población hai-
tiana, un informe de la Asociación Dominicana
de Mitigación de Desastres (ADMD) estima que
fallecieron unas 293 personas de la comunidad
haitiana de Fonds Verretts (donde se originó el
hecho) y más unas 900 personas haitianas indo-
cumentadas que vivían en las montañas aledañas
a Jimaní. Herridge 2004
La ADMD destaca en su informe que no existía
un plan preestablecido de canalización de ayuda
y mitigación (ni hacia la zona, ni en general), y
que después de la tragedia no había en el lugar
mecanismos adecuados de organización y cana-
lización de la asistencia humanitaria. No existen
cálculos de cuantos recursos se pierden debido
a la carencia de una organización eficaz post-
evento.
El caso de Jimaní fue partcularmente dramático
por la cantidad de vidas, la magnitud de los
daños y el hecho de que pudo haber sido preve-
nido.

89 Ribot 2002, p. 6 

90 Este reglamento se aprobó por decreto del
Poder Ejecutivo en el año 2004, pero no se ha
implementado.

91 NORDOM son las normas de calidad para pro-
ductos comestibles, determinadas por la Direc-
ción General de Normas y Sistemas de Calidad
(Digenor).
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1 Banco Mundial, 2004. p. 135

2 PNUD 2004, p. 12

3 PNUD 2002

4 Canzanelli 2007
Canzanelli, M. Junio-Julio 2007. Informe de
Misión No. 07/07 Art Initiative, PNUD

5 Banco Mundial 2006a

6 El gobierno ha tomado una serie de medidas,
como la Ley 56-07, que exonera de varias figuras
impositivas  a las empresas de zona franca perte-
necientes a la cadena textil, confección y acceso-



rios, pieles, fabricación de calzados. La ley 174-
07, que crea un “aval financiero” de 1,200 millo-
nes de pesos para garantizar los préstamos que
otorgarán los bancos comerciales a las empresas
de zona franca de los sectores textiles, confec-
ción, pieles y calzados. 
La 187-07 elimina el pasivo laboral de las empre-
sas y el decreto 552-07, que dispone, por un
período de nueve meses, la creación de un
“Fondo de Preservaci6n y Creación del Empleo”
con el objetivo de evitar la reducción de los
empleos en las zonas francas.
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El Índice de Empoderamiento Humano

(IEH) intenta medir con un solo indicador

dos de las dimensiones del empoderamien-

to humano:

- El empoderamiento individual. 

- El empoderamiento colectivo. 

Para lograr este fin, el IEH incorpora 52

indicadores agrupados en dos subíndices

que corresponden a cada una de estas dos

dimensiones. Los cuadros A y B resumen la

composición del Índice de Empoderamien-

to Humano, incluyendo la fuente de la que

proviene cada dato empleado para el cálcu-

lo que figura en este volumen, y el año al

que corresponden dichos datos.
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Metodología de cálculo del Índice de Empoderamiento Humano (IEH)

Cuadro A Subíndices e indicadores (21) que componen el Índice de Empoderamiento Colectivo (IEC)

Indicador FuenteAño

Índice de Género

1 Candidatos por sindicatura. 2006 JCE
2 Votantes como % de inscritos. 2006 JCE
3 % de personas en barrios pobres con actas de nacimiento. 2006 SIUBEN
4 % de mujeres regidoras. 2006 JCE
5 % de la población beneficiada por Presupuesto Municipal Participativo. 2006 CONARE

6 % de personas que cree que la mujer tiene igual capacidad que el hombre para gobernar. 2006 LAPOP

7 % de personas que cree que la mujer debe participar de igual manera que el hombre en la política. 2006 LAPOP

8 % de personas que cree que la mujer no solo debe de trabajar cuando el ingreso del hombre no alcanza. 2006 LAPOP

9 % de personas que cree que el hombre y la mujer deben de tomar las decisiones conjuntamente en el hogar.   2006 LAPOP

10 % de personas que cree que la gente de su comunidad es confiable. 2006 LAPOP
11 % de personas que cree que la mayoría de las veces la gente trata de ayudar al prójimo. 2006 LAPOP
12 % de personas que cree que la gente no se aprovecharía del prójimo aunque se le presente la 

oportunidad. 2006 LAPOP

Índice de Confianza
Interpersonal 

13 % de personas que se siente muy o bastante orgulloso de ser dominicano. 2006 LAPOP
14 % de personas que cree que los dominicanos tienen muchas o bastantes cosas y valores 

que los unen. 2006 LAPOP

15 % de personas que  ha estado asistiendo a reuniones comunitarias sobre algún problema de la 
comunidad . 2006 LAPOP

16 % de personas que en el último año ha contribuido a solucionar algún problema de su comunidad. 2006 LAPOP

Índice de 
Pertenencia

Índice de 
Participación

17 % de personas que ha participado  alguna vez  en manifestaciones o protestas en su vida. 2006 LAPOP
18 Número anual de protestas por cada 10,000 habitantes. 2006 Vargas, T.

Índice de 
Movilización

19 % de personas que para resolver sus problemas alguna vez ha pedido ayuda o cooperación a 
alguna institución. 2006 LAPOP

20 % de personas que cree que los tribunales de justicia garantizan un juicio justo. 2006 LAPOP
21 % de personas que cree  que los derechos básicos del ciudadano están bien protegidos por el 

sistema político.              2006 LAPOP

Índice de Confianza
en las Instituciones

Índice de Empoderamiento Social (IES)

Índice de Empoderamiento Político (IEP)
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Cuadro B Subíndices e indicadores (31) que componen el Índice de Empoderamiento Individual (IEI)

Indicador FuenteAño

Índice de
Capacidad
Económica
(IEEc)

1 1-Coeficiente de Ginia. 2004 BM-BID 2006
2 % de personas no pobres. 2002 Censo 2002
3 % de hogares con vivienda de calidad. 2002 Censo 2002
4 Años de escolaridad promedio (personas de 15 años o más). 2002 FPobreSig
5 Tasa de ocupación efectiva. 2002 Censo 2002

Índice de
Generación
de Recursos
(IEEg)

6 % de ocupados en sector no agrícola. 2002 Censo 2002
7 Relación mujer/hombre en puestos de gerencia (legisladores/as, gerentes u oficiales). 2002 Censo 2002
8 % de personas de 18 años o más que son al menos bachilleres. 2002 Censo 2002
9 Ingresos mensuales (RD$). 2004 BM-BID 2006

Índice de 
Condiciones
Sociales (IEScs)

10 % de niños sin desnutrición crónica (talla para la edad). 2002 ENDESA 2002
11 % de hogares con servicio sanitario. 2002 Censo 2002

Índice de 
Provisión 
de Servicios (IESps)

12 Camas públicas por 1,000 habitantes. 2002 SIGpaS3
13 Médicos por 10,000 habitantes. 2004 SIGpaS3
14 CAP con personal por 1,000 habitantes. 2002-2004 SIGpaS3
15 Consultas atendidas en primer nivel de atención por 1,000 habitantes. 2002 SIGpaS3

Índice de 
Cobertura en 
Educación (ICobE)

16 Tasa neta de matriculación en básica. 2002 ENDESA 2002
17 Tasa neta de matriculación en media. 2002 ENDESA 2002
18 Desigualdad de género en matriculación en básica. 2005-2006 SEE
19 Desigualdad de género en matriculación en media. 2005-2006 SEE

Índice de Calidad 
en Educación
(ICalE)

20 % de estudiantes que no son repitentes. 2005-2006 SEE
21 % de docentes con licenciatura o superior. 2005-2006 SEE
22 Calificación promedio pruebas nacionales, básicab. 2005-2006 SEE
23 Calificación promedio pruebas nacionales, mediab. 2005-2006 SEE
24 Estudiantes por salón de clase. 2005-2006 SEE

Índice de 
Uso/Consumo

29 Porcentaje de hogares con televisión. 2002 Censo 2002
30 Porcentaje de hogares con computadora. 2002 Censo 2002
31 Cuentas de internet por 1,000 habitantes. 2006 E-dominicana

Índice de 
Infodensidad

Índice de Redes
25 Líneas telefónicas fijas por 1,000 habitantes. 2006 E-dominicana
26 Líneas telefónicas móviles por 1,000 habitantes. 2006 E-dominicana

Índice de Habilidades
27 Tasa de alfabetización de adultos. 2002 Censo 2002
28 Tasa bruta de matriculación en primaria, secundaria y terciaria. 2002 Censo 2002

Índice de Empoderamiento en Salud (IESa)

Índice de Empoderamiento en Educación (IEEd)

Índice de Empoderamiento en Tecnologías de la Información y la Comunicación (IETIC)

Índice de Empoderamiento Económico (IEE)

a Calculado a nivel regional a partir de los valores provinciales, usando como ponderador la población de las provincias en 2002 según el Censo de ese año.
b Calculada a nivel regional a partir de los valores provinciales, usando como ponderador el número de niños matriculados en los niveles básico y medio en cada provincia en 2006, según datos

de la Secretaría de Estado de Educación (SEE).
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Dado que los indicadores están expresa-
dos en diferentes unidades de medida, para
integrarlos en un solo índice primero hay
que expresar cada uno de estos indicadores,
a su vez, en índices. Para ello, se utiliza la fór-
mula que aparece a continuación:

Índice del componente =
Valor observado - valor mínimo

Valor máximo - valor mínimo

Índice del componente = 1 -
Valor observado - valor mínimo

Valor máximo - valor mínimo

El Índice de Empoderamiento en Educa-
ción (IEEd) incluye tres indicadores que se-
ñalan una situación que empeora mientras
más alto es su valor.  Estos indicadores son la
desigualdad de género en los niveles básico
y medio y el número de estudiantes por
salón de clase. Para normalizar estos tres
indicadores se usa la siguiente fórmula:

En el caso de las regiones, los valores
mínimos y máximos que se usan para cada
indicador son los de las regiones con el
menor y el mayor valor, respectivamente,
para el indicador correspondiente. En el caso
de las provincias, los valores mínimos y máxi-
mos que se usan son los de las provincias
con el menor y el mayor valor, respectiva-
mente, para el indicador bajo análisis.

Una vez convertidos los indicadores en
índices cuyos valores varían todos de cero a
uno; es decir, una vez que los indicadores

han sido estandarizados, se calcula el subín-
dice al cual pertenece cada grupo de indica-
dores. Este subíndice es igual a la media sim-
ple de los indicadores (estandarizados de 0 a
1) que lo integran. Por ejemplo, el Índice de
Empoderamiento Político (IEP) es igual a la

media simple del valor estandarizado de los
cinco indicadores que lo componen.  En
algunos casos, como por ejemplo el Índice
de Empoderamiento Social (IES), el subíndi-
ce está a su vez compuesto de otros índices.
En tales casos, el subíndice es igual a la
media simple de los índices que lo compo-
nen, y estos índices, a su vez, son iguales a la

media simple de los indicadores (estandari-
zados) que lo integran. 

La única excepción es el Índice de Empo-
deramiento en Salud (IESa), que está com-
puesto por un índice de condiciones sociales
y un índice de provisión de servicios que se
ponderan en 1/3 y 2/3, respectivamente.

El IEI y el IEC son iguales a la media sim-
ple de sus respectivos subíndices y el Índice
de Empoderamiento Humano (IEH) es igual
a la media simple del IEI y el IEC.
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Los datos de ingreso per cápita emplea-

dos en el cálculo del Índice de Empodera-

miento Individual (IEI) fueron computados

por el Banco Mundial y el Banco Interame-

ricano de Desarrollo (BID) durante la elabo-

ración del Informe sobre Pobreza en

República Dominicana, utilizando datos de la

Encuesta Nacional de Condiciones de Vida

(ENCOVI) de 2004 y del VIII Censo Nacional

de Población y Vivienda. Lo que sigue resu-

me dicha metodología (Banco Mundial y

BID, 2006, p. 266).

Primer paso. Con los datos de la

ENCOVI 2004, se estimó un modelo econo-

métrico que predice el logaritmo natural

del ingreso per cápita de los hogares, rete-

niéndose únicamente aquellas variables

independientes que figuran tanto en la

ENCOVI como en el Censo 2002, y que ade-

más arrojan coeficientes significativamente

distintos de 0 (a un nivel de significancia de

95%).

Las variables independientes que se

retuvieron en la versión final del modelo

econométrico incluyen: 

(a) Ubicación geográfica del hogar (se usa-

ron, por ejemplo, variables dummy para

varias regiones).

(b) Composición del hogar y sus caracte-

rísticas demográficas (número de

miembros en el hogar, sexo del jefe del

hogar, si el hogar es o no monoparen-

tal y cantidad de miembros del hogar

que viven en el extranjero).

(c) Capital humano de los miembros del

hogar (por ejemplo, años promedio de

educación y condición de alfabetización

de los miembros del hogar).

(d) Características físicas de la vivienda.

(e) Posesión de bienes de consumo durable

(carros, aires acondicionados, televisio-

nes, etc.).

(f) Acceso a servicios básicos (tipo de

fuente de abastecimiento de agua y

electricidad).

(g) Condición de ocupación y tipo de em-

pleo de los miembros del hogar.

El modelo se desarrolló con el único fin

de predecir el ingreso per cápita, por lo cual

no pretende establecer relaciones de causa-

lidad entre la variable dependiente y las in-

dependientes.

Este primer paso conllevó la realización

de una regresión, empleando los datos de la

ENCOVI 2004, entre el logaritmo natural del

ingreso familiar per cápita y cada una de las

variables con las características antes citadas.

Se llevaron a cabo dos regresiones: una para

la submuestra urbana de la ENCOVI y otra

para la submuestra rural. La regresión para

la zona urbana arrojó 55 variables significati-

vas y un R2 de 0.528; para la zona rural, arro-

jó 42 variables significativas y un R2 de 0.507.

Segundo paso. Los coeficientes que se

calcularon en el paso 1 se aplicaron a los da-

tos que aparecen en el VIII Censo Nacional

de Población y Vivienda, con la finalidad de

predecir el ingreso de cada uno de los hoga-

res que figuran en dicho Censo.

El método es el siguiente: se determina

qué valor toma cada una de estas variables

Cálculo del ingreso per cápita (pesos mensuales de 2004)  
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para cada hogar según el Censo 2002.
Luego, el valor correspondiente a cada
variable (por ejemplo, años de escolaridad
del jefe de hogar) se multiplica por su res-
pectivo coeficiente. Luego, se suma el resul-
tado de estas multiplicaciones, así como la
constante que le corresponda al hogar (7.6
para zona urbana, 8.1 para zona rural). El
resultado final de esta suma da el logaritmo
natural del ingreso per cápita del hogar.
Para obtener el ingreso en pesos, basta con
elevar la constante e por el logaritmo del
ingreso. 

Este procedimiento permite estimar el
ingreso per cápita de casi todas las personas
que figuran en el Censo 2002 (exceptuando
aquellas personas para los cuales no aparece
toda la información requerida).  

El ingreso per cápita promedio para
cualquier localidad (por ejemplo, para una
provincia) es simplemente la media simple
de los ingresos per cápita de las personas
que habitan en dicha localidad. 

Ingreso per cápita provincial utilizado
para el cálculo del Índice de
Desarrollo Humano provincial
El ingreso per cápita de las provincias

del país fue calculado por el Banco Mundial
(BM) y el Banco Interamericano de De-
sarrollo (BID) usando datos de la Encuesta
Nacional de Condiciones de Vida (ENCOVI)
de 2004 y del Censo 2002. Para determinar el
ingreso per cápita se utilizaron métodos eco-
nométricos que combinan los datos de la
ENCOVI del ingreso familiar per cápita y de
todas las variables que eran estadísticamente
significativas y que aparecían también en el

Censo 2002 por hogares. La ecuación resul-
tante con parámetros estadísticamente signi-
ficativos se utilizó para predecir el ingreso de
casi todas las personas que figuran en el
Censo 2002, exceptuando aquellas que per-
tenecen a hogares para los cuales no aparece
toda la información requerida. El ingreso per
cápita promedio para cualquier localidad
(por ejemplo, para una provincia) es simple-
mente la media simple de los ingresos per
cápita de las personas que habitan en dicha
localidad. En esencia, son parámetros de
2004 aplicados a datos del Censo 2002.

El ingreso per cápita de cada provincia
fue corregido por la distribución del ingreso
mediante el coeficiente de Gini, en donde 1
es desigualdad absoluta y 0 igualdad total.
Una provincia con una elevada concentra-
ción del ingreso medio será corregida hacia
la baja porque se pondera por (1-Gini).
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Posición según el IEI

Provincia

Índice de Empoderamiento Individual (IEI)

Índice de Empoderamiento Económico (IEE)

Índice de Capacidad Económica (IEEc)

Tasa de ocupación efectiva (2002)

Años de escolaridad promedio de adultos (2002)

% de hogares con vivienda de calidad (2002)

% de personas no pobres (2002)

1-coeficiente de Gini (2004)

Índice de Generación de Recursos (IEEg)

% de fuerza laboral en sector no agrícola (2002)

% de personas de 18 años o más que son por lo menos bachilleres (2002)

Relación mujer/hombre  en puestos de gerencia (2002)

Ingresos mensuales (2004)

Índice de Empoderamiento en Salud (IESa)

Índice de Provisión de Servicios de Salud (IESps)

Consultas atendidas en primer nivel de atención / 1,000 habitantes (2002)

CAP con pesonal por 1,000 habitantes (2002-2004)

Médicos por 10,000 habitantes (2004)

Camas públicas por 1,000 habitantes (2002)

Índice de Condiciones Sociales (IEScs)

Tasa de nutrición infantil crónica: talla para la edad (2002)

% de hogares con agua mejorada y servicio sanitario (2002)

Índice de Empoderamiento en Educación (IEEd)

Índice de Calidad en Educación (ICaEd)

Estudiantes por salón de clase (2005-2006)

Calificación promedio en las pruebas nacionales, media (2002-2006)

Calificación promedio en las pruebas nacionales, básica (2002-2006)

% de docentes con licenciatura o superior (2005-2006)

% de estudiantes que no son repitentes (2005-2006)

Índice de Cobertura en Educación (ICoEd)

Desigualdad de género en matriculación en media (2005-2006)

Desigualdad de género en matriculación en básica (2005-2006)

Tasa neta de matriculación en secundaria (2002)

Tasa neta de matriculación en primaria (2002)

Índice de Empoderamiento en TIC (IETIC)

Índice de Uso/ Consumo

Cuentas de internet por 1,000 habitantes (2006)

% de hogares con computadoras (2002)

Proporción de hogares con TV (2002)

Índice de Infodensidad

Índice de Habilidades

Tasa bruta de matriculación en primaria, secundaria y terciaria (2002)

Tasa de alfabetización de adultos (2002)

Índice de Redes

Móviles por 1,000 habitantes (2006)

Fijos por 1,000 habitantes (2006)

Índice de Empoderamiento Político (IEP)

% de la población que vive en municipios con Presupuesto Part. (2006)

% regidoras mujeres (2006)

% de personas en barrios pobres con actas de nacimiento (2006)

Votantes como % de inscritos (2006)

Candidatos por sindicatura (2006)

1 2 3 4 5 6 7 8 9 10 11 12 13 14 15 16

DN Stgo MN Sal PP Dua Daj LR SPM SRod Esp Sam MTS SRam LV Val

0.783 0.597 0.530 0.529 0.527 0.521 0.515 0.514 0.511 0.508 0.502 0.473 0.469 0.465 0.460 0.453

0.787 0.729 0.533 0.504 0.587 0.494 0.451 0.649 0.576 0.414 0.568 0.421 0.453 0.451 0.505 0.484

0.814 0.876 0.572 0.552 0.653 0.557 0.405 0.649 0.579 0.378 0.715 0.400 0.464 0.435 0.577 0.466

86.6 89.4 83.1 88.0 86.2 86.7 88.3 87.9 85.7 88.1 88.7 81.5 84.9 84.2 87.0 88.7

8.9 7.2 7.0 6.9 6.7 6.8 6.2 7.3 7.3 5.9 6.7 5.9 6.3 6.5 6.5 6.4

5.8 8.6 4.8 1.8 4.5 2.3 2.3 4.6 3.5 2.2 4.6 2.7 2.0 2.4 3.9 1.6

74.1 71.3 61.4 45.2 55.3 49.1 43.6 55.0 51.0 40.9 56.0 42.9 45.4 46.3 55.7 47.7

0.49 0.51 0.46 0.48 0.52 0.49 0.34 0.46 0.47 0.34 0.53 0.48 0.47 0.43 0.45 0.39

0.760 0.582 0.495 0.456 0.520 0.431 0.497 0.648 0.574 0.450 0.421 0.441 0.443 0.466 0.433 0.502

98.9 95.7 88.7 79.0 90.7 80.8 82.1 95.9 95.1 83.9 85.9 89.0 81.1 79.1 83.4 82.1

39.9 25.6 25.1 25.5 22.3 24.5 20.6 26.3 26.4 19.1 21.1 17.1 20.2 23.3 20.9 20.8

78.7 91.2 93.6 76.8 109.8 86.7 153.2 100.0 78.3 105.6 77.6 95.5 106.6 138.9 99.0 106.8

5,701 5,044 4,572 5,499 4,748 4,815 4,814 5,773 5,144 5,074 4,667 4,777 5,126 4,634 4,748 5,849

0.657 0.434 0.470 0.562 0.362 0.549 0.630 0.250 0.374 0.559 0.388 0.553 0.452 0.452 0.359 0.336

0.593 0.161 0.277 0.389 0.155 0.371 0.561 0.028 0.193 0.446 0.157 0.402 0.299 0.256 0.147 0.132

127 298 432 244 248 616 559 49 430 361 281 498 370 637 266 330

0.16 0.04 0.09 0.10 0.08 0.11 0.24 0.04 0.03 0.17 0.06 0.17 0.13 0.06 0.08 0.07

42.5 10.5 8.7 11.4 6.4 10.4 9.0 5.8 13.1 10.1 6.4 9.1 8.6 9.1 7.8 6.9

2.32 1.14 1.54 2.62 1.08 1.68 2.37 0.78 1.06 2.38 1.19 1.79 1.55 1.18 0.91 0.77

0.785 0.981 0.856 0.909 0.777 0.904 0.767 0.694 0.735 0.784 0.850 0.855 0.757 0.844 0.781 0.744

90.8 94.5 91.4 93.3 91.1 94.2 91.1 89.8 91.1 91.7 91.9 93.4 91.2 92.7 90.3 92.8

89.6 92.0 93.9 90.4 87.4 85.7 86.4 85.1 83.2 85.3 91.0 84.6 84.9 86.7 91.5 76.2

0.686 0.534 0.607 0.619 0.599 0.561 0.654 0.575 0.582 0.669 0.595 0.540 0.578 0.555 0.541 0.619

0.618 0.389 0.551 0.567 0.510 0.464 0.606 0.585 0.507 0.539 0.458 0.429 0.488 0.551 0.517 0.518

27.9 28.3 27.2 19.5 23.1 23.6 22.4 33.4 30.3 18.1 25.7 26.3 21.1 23.0 28.6 25.9

57.4 50.7 54.1 53.7 54.1 52.3 55.0 57.9 55.9 54.5 50.3 55.2 53.0 55.0 56.2 54.6

58.8 57.0 53.8 56.1 54.7 52.2 60.9 59.1 56.0 57.7 59.2 55.5 54.3 53.6 59.8 56.4

55.9 55.2 79.2 58.9 57.5 74.5 56.9 59.9 60.0 56.8 53.4 41.9 54.4 69.7 55.8 73.0

97.2 93.4 95.1 93.9 94.5 92.5 93.6 97.6 95.9 90.8 94.0 94.5 94.0 94.1 93.4 92.1

0.754 0.679 0.663 0.671 0.689 0.658 0.702 0.564 0.657 0.798 0.732 0.652 0.668 0.560 0.566 0.720

5.30 5.72 4.69 4.55 4.59 5.26 5.38 5.04 4.53 2.82 3.80 6.65 4.39 6.26 5.39 5.29

0.10 1.15 1.41 2.41 1.96 2.10 2.47 0.12 1.02 3.25 2.50 1.78 2.37 2.78 2.26 1.38

39.3 34.6 34.9 36.0 38.2 35.6 41.4 28.9 33.8 43.8 40.2 38.6 39.3 31.6 30.7 37.2

85.4 87.6 85.8 88.7 87.1 88.2 89.0 79.6 84.5 92.0 89.1 87.2 86.3 88.3 86.2 88.7

1.000 0.689 0.510 0.430 0.561 0.481 0.325 0.583 0.510 0.391 0.457 0.376 0.395 0.401 0.437 0.374

1.000 0.713 0.440 0.375 0.563 0.439 0.223 0.591 0.498 0.277 0.442 0.343 0.323 0.326 0.430 0.370

25.2 15.6 7.3 4.0 14.7 6.7 2.0 12.2 8.4 2.2 5.7 6.5 4.2 2.2 7.2 4.5

10.8 6.2 2.7 1.7 3.7 2.4 1.2 5.0 3.4 1.5 2.6 1.4 1.6 1.7 2.5 2.1

76.8 74.9 67.3 68.8 66.1 69.8 52.6 69.2 70.1 58.9 71.2 60.6 61.0 65.3 66.9 65.3

1.000 0.665 0.580 0.486 0.559 0.523 0.427 0.575 0.523 0.506 0.472 0.410 0.466 0.475 0.443 0.378

1.000 0.719 0.842 0.688 0.709 0.757 0.684 0.744 0.744 0.748 0.668 0.681 0.730 0.787 0.602 0.492

81.0 77.0 79.9 77.5 78.1 78.8 78.5 76.9 77.1 80.3 76.9 77.8 79.1 80.0 75.9 74.5

93.3 88.4 87.2 85.1 84.8 85.4 81.9 90.3 89.6 80.6 85.8 83.9 82.9 83.6 84.6 82.2

1.000 0.610 0.319 0.283 0.408 0.289 0.170 0.406 0.302 0.264 0.276 0.139 0.203 0.164 0.284 0.264

647.9 438.9 298.8 268.5 328.8 245.8 163.9 354.5 268.6 201.9 239.0 121.3 185.4 180.2 254.6 242.0

206.2 119.6 49.5 45.2 75.1 55.1 34.5 65.6 52.5 59.5 52.1 36.2 40.4 26.7 50.1 46.1

0.494 0.532 0.430 0.585 0.392 0.565 0.541 0.528 0.373 0.585 0.524 0.502 0.538 0.470 0.687 0.663

32.5 81.9 17.7 94.5 37.0 72.1 41.4 100.0 92.4 79.4 73.7 0.0 51.8 6.3 96.9 61.3

29.8 25.4 26.3 26.7 19.1 32.6 32.0 36.8 19.4 20.0 29.6 20.0 25.0 20.0 34.4 26.7

85.3 93.3 94.3 95.3 86.1 92.8 88.2 41.8 47.4 94.2 92.6 88.1 86.5 89.6 93.5 88.7

51.4 50.3 57.5 65.1 65.1 61.6 73.4 51.0 54.1 72.3 64.6 68.0 65.9 69.8 61.1 64.4

7.0 6.3 5.7 4.7 4.6 5.0 4.4 6.7 5.6 5.0 4.3 7.0 5.8 6.0 6.0 7.3
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Posición según el IEI

Provincia

Índice de Empoderamiento Individual (IEI)

Índice de Empoderamiento Económico (IEE)

Índice de Capacidad  Económica (IEEc)

Tasa de ocupación efectiva (2002)

Años de escolaridad promedio de adultos (2002)

% de hogares con vivienda de calidad (2002)

% de personas no pobres (2002)

1-coeficiente de Gini (2004)

Índice de Generación de Recursos (IEEg)

% de fuerza laboral en sector no agrícola (2002)

% de personas de 18 años o más que son por lo menos bachilleres (2002)

Relación mujer/hombre  en puestos de gerencia (2002)

Ingresos mensuales (2004)

Índice de Empoderamiento en Salud (IESa)

Índice de Provisión en Salud (IESps)

Consultas atendidas en 1er nivel de atención/1,000 habitantes (2002)

CAPs con pesonal por 1,000 habitantes (2002-2004)

Médicos por 10,000 habitantes (2004)

Camas públicas por 1,000 habitantes (2002)

Índice de Condiciones  Sociales (IEScs)

Tasa de nutrición infantil crónica: talla para la edad (2002)

% de hogares con agua mejorada y servicio sanitario (2002)

Índice de Empoderamiento en Educación (IEEd)

Índice de Calidad en Educación (ICaEd)

Estudiantes por salón de clase (2005-2006)

Calificación promedio en las pruebas nacionales, media (2002-2006)

Calificación promedio en las pruebas nacionales, básica (2002-2006)

% de docentes con licenciatura o superior (2005-2006)

% de estudiantes que no son repitentes (2005-2006)

Índice de Cobertura en Educación (ICoEd)

Desigualdad de género en matriculación en media (2005-2006)

Desigualdad de género en matriculación en básica (2005-2006)

Tasa neta de matriculación en secundaria (2002)

Tasa neta de matriculación en primaria (2002)

Índice de Empoderamiento en TIC (IETIC)

Índice de Uso/ Consumo

Cuentas de internet por 1,000 habitantes (2006)

% de hogares con computadoras (2002)

Proporción de hogares con TV (2002)

Índice de Infodensidad

Índice de Habilidades

Tasa bruta de matriculación en primaria, secundaria y terciaria (2002)

Tasa de alfabetización de adultos (2002)

Índice de Redes

Móviles por 1,000 habitantes (2006)

Fijos por 1,000 habitantes (2006)

Índice de Empoderamiento Político (IEP)

% de la población que vive en municipios con Presupuesto Part. (2006)

% regidoras mujeres (2006)

% de personas en barrios pobres con actas de nacimiento (2006)

Votantes como % de inscritos (2006)

Candidatos por sindicatura (2006)

17 18 19 20 21 22 23 24 25 26 27 28 29 30 31 Total CV

SC MC Ind LA Bar HM SJO Per SJ ES Ped Az MP Bao EP

0.448 0.435 0.430 0.428 0.416 0.407 0.404 0.396 0.385 0.346 0.344 0.343 0.310 0.287 0.247 0.559 22%

0.550 0.374 0.355 0.505 0.387 0.386 0.295 0.430 0.257 0.317 0.314 0.298 0.323 0.333 0.195 0.599 30%

0.608 0.299 0.337 0.465 0.421 0.411 0.445 0.555 0.260 0.391 0.428 0.380 0.389 0.262 0.213 0.646 32%

85.4 83.9 78.9 86.3 81.1 84.6 84.3 84.0 79.4 85.9 83.4 84.1 85.1 79.2 82.8 86.2 3%

7.0 6.1 5.7 6.2 6.3 6.0 5.3 5.9 5.2 5.1 5.3 5.4 5.5 5.0 4.1 7.3 15%

3.9 0.4 1.4 1.6 2.2 1.6 3.1 4.1 1.6 2.0 1.0 1.7 0.7 1.1 1.0 4.4 64%

52.4 42.4 29.9 49.6 35.5 36.4 34.2 52.7 29.4 31.1 39.3 37.0 26.4 23.4 17.1 57.8 29%

0.50 0.38 0.55 0.44 0.53 0.48 0.52 0.52 0.48 0.48 0.55 0.47 0.53 0.53 0.48 0.48 11%

0.493 0.449 0.374 0.545 0.353 0.362 0.144 0.304 0.255 0.242 0.199 0.217 0.257 0.404 0.177 0.553 34%

95.1 72.4 84.9 88.3 79.8 82.0 68.1 88.9 70.2 69.8 68.5 78.1 76.0 77.8 73.6 91.1 10%

23.1 18.6 19.7 18.0 22.1 18.0 16.8 16.7 16.7 13.0 13.6 16.9 14.8 15.9 11.7 27.7 26%

93.6 147.0 155.1 127.4 136.2 88.3 90.9 64.3 168.1 121.3 164.8 100.5 132.6 249.5 162.0 92.1 33%

3,992 5,708 2,596 5,688 2,982 4,436 2,892 3,343 2,740 4,102 2,582 2,554 3,045 2,511 1,900 4,842 28%

0.235 0.514 0.584 0.280 0.460 0.341 0.631 0.466 0.498 0.453 0.483 0.398 0.205 0.228 0.364 0.429 28%

0.087 0.539 0.644 0.113 0.357 0.189 0.532 0.349 0.396 0.315 0.537 0.235 0.091 0.221 0.416 0.265 55%

242 519 1,011 153 527 0 1,003 639 723 331 1,054 487 0 312 501 291 63%

0.04 0.17 0.28 0.08 0.10 0.11 0.21 0.14 0.10 0.15 0.19 0.11 0.11 0.11 0.16 0.09 50%

7.4 9.3 10.0 6.9 8.4 11.6 11.4 10.1 8.1 9.6 10.9 7.0 7.3 7.3 6.9 13.3 64%

0.80 2.88 1.79 0.91 1.96 1.27 1.36 1.24 1.92 1.52 1.51 0.98 0.70 1.20 2.11 1.41 39%

0.531 0.463 0.465 0.614 0.667 0.646 0.828 0.700 0.701 0.730 0.373 0.722 0.434 0.242 0.260 0.756 27%

87.3 93.7 87.0 93.3 90.2 91.3 91.8 90.8 91.0 93.7 86.9 91.3 85.9 83.7 83.8 91.1 3%

80.4 44.1 75.2 61.1 80.5 73.4 89.3 81.1 80.3 70.7 66.5 81.0 77.2 68.2 69.6 85.3 13%

0.571 0.581 0.528 0.475 0.490 0.577 0.502 0.305 0.556 0.379 0.410 0.450 0.429 0.384 0.387 0.585 17%

0.499 0.545 0.587 0.445 0.528 0.634 0.358 0.202 0.580 0.438 0.414 0.425 0.460 0.483 0.492 0.529 18%

29.7 24.0 25.1 29.9 25.9 24.7 18.6 32.8 25.9 22.3 30.5 30.9 21.0 25.9 22.5 26.7 16%

56.3 54.0 60.6 55.6 56.6 61.1 53.0 48.1 59.9 54.3 57.2 54.1 54.7 54.9 59.6 55.5 5%

57.8 61.4 64.3 55.6 57.6 60.9 51.5 54.8 59.8 57.3 57.1 57.4 55.9 60.8 59.3 57.6 5%

57.8 49.0 39.5 53.3 56.1 58.7 43.2 59.4 51.2 57.7 33.4 61.6 46.0 41.7 39.5 56.9 19%

94.2 93.7 91.6 94.8 93.5 91.8 91.0 90.2 93.0 89.0 95.4 92.7 92.2 93.3 90.1 94.7 2%

0.644 0.616 0.469 0.506 0.452 0.519 0.645 0.409 0.532 0.321 0.407 0.474 0.397 0.285 0.281 0.641 25%

5.40 4.84 5.66 7.12 5.54 3.06 3.87 11.49 1.70 5.68 4.23 3.78 7.13 5.49 3.21 5.23 33%

1.74 3.11 2.70 0.41 1.65 2.37 2.75 0.86 3.40 3.52 2.80 2.85 2.76 2.90 4.65 1.43 47%

32.0 37.9 31.3 26.4 25.1 27.1 33.7 23.9 29.7 19.7 22.5 25.5 25.2 20.8 17.0 34.5 22%

88.4 87.1 82.0 81.6 80.8 82.2 88.5 85.3 82.9 82.3 81.3 83.1 83.5 77.3 81.4 85.6 4%

0.436 0.270 0.254 0.451 0.328 0.324 0.188 0.382 0.228 0.235 0.168 0.228 0.284 0.204 0.044 0.623 46%

0.409 0.236 0.202 0.492 0.276 0.295 0.169 0.416 0.165 0.187 0.159 0.178 0.218 0.161 0.000 0.610 55%

3.9 1.0 0.2 14.5 3.2 3.0 2.5 5.1 2.1 1.5 1.0 1.5 1.0 1.0 0.2 12.9 103%

2.7 1.4 0.6 3.1 1.5 1.5 1.2 2.1 0.7 0.9 1.2 1.0 1.0 0.6 0.3 5.5 90%

69.2 55.6 55.5 58.7 56.5 59.7 43.4 70.8 45.8 49.5 44.9 47.7 54.4 48.2 26.7 68.4 19%

0.463 0.305 0.307 0.411 0.381 0.352 0.207 0.348 0.290 0.282 0.178 0.277 0.349 0.247 0.089 0.636 40%

0.727 0.435 0.575 0.373 0.588 0.554 0.313 0.354 0.475 0.495 0.272 0.447 0.667 0.433 0.178 0.753 31%

77.7 73.9 78.2 70.9 77.1 75.9 73.1 71.7 77.4 76.1 72.8 76.2 78.9 77.6 74.5 78.2 3%

86.9 80.7 76.5 85.8 80.3 81.8 75.9 82.3 72.8 77.8 74.3 74.8 79.9 70.0 63.9 87.0 8%

0.198 0.174 0.038 0.449 0.175 0.151 0.101 0.342 0.106 0.069 0.084 0.108 0.031 0.062 0.000 0.519 82%

197.7 186.7 77.9 343.4 190.5 158.4 119.7 329.2 126.7 98.8 105.5 135.8 69.3 103.1 43.9 379.6 57%

34.7 28.6 10.3 86.6 27.6 28.8 21.4 48.5 21.0 15.7 19.5 18.9 10.1 11.3 6.2 102.7 86%

0.625 0.553 0.458 0.289 0.388 0.498 0.477 0.539 0.635 0.406 0.455 0.507 0.608 0.322 0.525 0.458 19%

92.4 56.1 94.0 0.0 70.2 66.4 0.0 63.5 96.3 23.7 0.0 65.3 90.8 46.3 75.6 57.2 58%

29.1 30.0 26.7 23.5 21.4 26.7 33.3 25.0 31.4 30.0 50.0 25.5 24.0 20.0 23.3 26.9 23%

84.9 88.4 23.9 41.0 41.5 60.4 87.9 84.1 87.1 56.3 34.3 87.5 81.4 40.8 86.3 80.8 29%

62.8 70.6 75.9 54.6 67.9 68.3 67.3 57.7 67.3 64.8 68.5 69.4 70.2 69.4 72.4 58.1 11%

5.9 4.7 4.5 7.0 4.9 5.3 5.3 6.5 5.0 5.5 5.5 4.3 5.4 4.6 4.2 5.3 17%
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Anexo I.1 Tasas de crecimiento del PIB en América Latina y el Caribe, 1951-2005,
para los países con información disponible

Países
Media Desviación estándar Coeficiente variación

1951-2005 Posición 1951-2005 Posición 1951-2005 Posición

Fuente: ODH/PNUD en base a CEPAL

Rep. Dom 5.1 1 4.9 13 1.0 7
Panamá 4.8 2 4.3 9 0.9 5
Brasil 4.8 3 4.1 8 0.8 4
México 4.6 4 3.3 3 0.7 2
Ecuador 4.6 5 4.5 11 1.0 7
Colombia 4.2 6 2.1 1 0.5 1
Paraguay 4.1 7 3.5 4 0.9 5
Chile 4.0 8 5.0 15 1.2 10
Venezuela 4.0 9 5.3 17 1.3 12
Honduras 3.9 10 3.8 6 1.0 7
Guatemala 3.9 11 2.5 2 0.7 2
Perú 3.7 12 4.9 13 1.3 12
El Salvador 3.3 13 4.0 7 1.2 10
Nicaragua 2.9 14 6.5 18 2.3 17
Bolivia 2.8 15 3.6 5 1.3 12
Argentina 2.6 16 5.2 16 2.0 15
Uruguay 2.0 17 4.4 10 2.2 16
Haití 1.3 18 4.7 12 3.6 18

Anexo I.2 
Tasas de crecimiento del PIB en América Latina y el Caribe, 1961-2005,
para los países con información disponible

Países Media Desviación estándar Coeficiente variación

1961-2005 Posición 1961-2005 Posición 1961-2005 Posición

Fuente: ODH/PNUD en base a CEPAL

Rep. Dominicana 4.9 1 5.1 16 1.04 10
Panamá 4.9 2 4.5 12 0.93 8
Costa Rica 4.8 3 3.4 4 0.70 3
Brasil 4.5 4 4.3 10 0.95 9
Ecuador 4.5 5 4.8 14 1.06 11
México 4.4 6 3.5 5 0.80 4
Paraguay 4.2 7 3.6 6 0.85 5
Chile 4.2 8 5.2 17 1.24 12
Colombia 4.1 9 2.1 1 0.52 1
Honduras 4.1 10 3.8 7 0.92 7
Guatemala 3.9 11 2.6 2 0.67 2
Trinidad y Tobago 3.5 12 5.0 15 1.40 13
Perú 3.4 13 5.2 17 1.52 15
Bolivia 3.3 14 2.9 3 0.88 6
Venezuela 3.2 15 5.3 19 1.65 16
El Salvador 3.0 16 4.3 10 1.42 14
Argentina 2.6 17 5.3 19 2.03 18
Nicaragua 2.3 18 6.6 22 2.91 20
Jamaica 2.1 19 4.0 8 1.88 17
Uruguay 2.0 20 4.5 12 2.26 19
Guyana 1.6 21 5.4 21 3.47 22
Haití 1.3 22 4.2 9 3.28 21
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Anexo I.3 Arancel efectivo y participación de mercado en Estados Unidos, 1990-2004
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Anexo I.4 Llegadas de no residentes a República Dominicana, 1993-2007

Años No residentes Dominicanos Extranjeros

Nominal
Real

según IPC
de EE.UU.

IPC de EEUU
(100=1993)

Estadía no 
residentes
extranjeros

Estadía 
no residentes
dominicanos

Días que
pasan no

residentes

Ingresos 
de balanza
de pagos

Gasto promedio diario por 
arribos según ingreso de balanza

de pagos en dólares

1993 1,509,035 258,040 1,250,995 10.2 15.6 16,755,784 1,223.70 73.0 73.0 100.0

1994 1,614,978 277,452 1,337,526 10.9 15.6 18,872,708 1,428.81 75.7 73.8 102.6

1995 1,775,872 304,533 1,471,339 10.5 16.8 20,597,173 1,570.80 76.3 72.3 105.5

1996 1,925,565 339,542 1,586,023 10.6 16.5 22,370,103 1,780.50 79.6 73.3 108.6

1997 2,211,394 399,119 1,812,275 10.8 15.4 25,773,371 2,099.40 81.5 73.3 111.1

1998 2,309,139 418,681 1,890,458 10.0 17.0 26,062,124 2,153.10 82.6 73.2 112.8

1999 2,655,494 502,793 2,152,701 9.7 17.1 29,457,433 2,524.00 85.7 74.3 115.3

2000 2,978,024 514,527 2,463,497 10.0 16.1 32,913,709 2,860.20 86.9 72.9 119.2

2001 2,881,999 487,176 2,394,823 9.8 19.8 33,143,760 2,798.21 84.4 68.9 122.6

2002 2,811,017 502,148 2,308,869 9.7 21.8 33,242,477 2,730.42 82.1 66.0 124.5

2003 3,282,138 523,588 2,758,550 9.3 19.4 35,862,057 3,127.88 87.2 68.5 127.3

2004 3,450,392 577,501 2,872,891 9.0 18.9 36,696,151 3,151.60 85.9 65.7 130.7

2005 3,690,692 602,445 3,088,247 9.2 18.3 39,460,714 3,518.30 89.2 66.0 135.2

2006 3,965,055 622,949 3,342,106 9.3 17.1 41,740,243 3,792.20 90.9 65.1 139.5

2007 3,979,582 581,208 3,398,374 9.3 15.5 40,477,667 4,025.50 99.4 68.4 145.4

Fuente: ODH en base a Banco Central de República Dominicana y U.S. Department of Labor. Bureau of Labor Statistics
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Anexo I.5 Empleos directos generados por zonas francas, 1970-2006
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Anexo I.6 Empleos y exportaciones en zonas francas, 1970-2006
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Anexo I.7 
Indicadores del crecimiento demográfico estimados por quinquenios,
1980-2005

Indicadores demográficos
Quinquenio

1980-1985 1985-1990 1990-1995 1995-2000 2000-2005

Fuente: Oficina Nacional de Estadística. www.one.gob.do

Migración -80,001 -180,000 -220,002 -180,000 -139,997

Migración anual -16,000 -36,000 -44,000 -36,000 -27,999

Tasa de migración (por mil) -2.6 -5.27 -5.89 -4.43 -3.16

Anexo I.8 
Correlaciones entre los diferentes subíndices de empoderamiento
y mediciones de pobreza

IEE IEEd IETIC IESa IPH NBI

Fuente: ODH/PNUD

IEE 1 0.5645 0.9555 -0.0124 -0.8556 -0.9295
IEEd 1 0.5662 0.3277 -0.6009 -0.5043
IETIC 1 0.1006 -0.8139 -0.899
IESa 1 -0.1187 -0.097
IPH 1 0.8363
NBI 1

Anexo I.9
Ingresos per cápita vs Índice  de
Empoderamiento Individual (IEI)
(expresados como logaritmos)

Log(ingresos) = 1.0969* log(IEI) + 9.2126

R2 = 0.6171; valor-p = 0.00%
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Anexo I.10
Pobreza NBI vs Índice  de
Empoderamiento Individual (IEI) 
(expresados como logaritmos)
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Anexo I.11
Relación entre el IEI e ingreso 
ajustado por distribución por provincia

Ingresos*(1- Gini)= -5.63(IEI)2 + 9.21 (IEI) - 0.96

R2 = 0.63
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Anexo  I.12 Indicadores del IDH en República Dominicana, 1975 - 2004

Indicadores 1975 1980 1985 1990 1995 2000 2005

a División de Población de las Naciones Unidas. Perspectivas de población en el mundo. Revisión de 2004. En la Revisión de 2004, la 
División de Población de las Naciones Unidas incorporó datos nacionales disponibles hasta fines de 2004. A fin de evaluar el 
impacto del virus VIH se combinaron las últimas estimaciones del VIH disponibles en ese momento.

Fuente: PNUD 2006

IDH 0.628 0.66 0.697 0.682 0.723 0.757 0.779

Esperanza de vida al nacera 60.78 62.75 67.32 65.3 69.32 70.42 71.54 

Tasa de alfabetización de adultos 70.6 74.0 76.9 79.4 81.7 83.7 87.0 

Tasa bruta de matriculación combinada 58.1 64.0 70.2 62.5 64.5 71.2 74.1 

PIB per cápita (PPA en dólares) 4,192 4,790 4,674 4,883 5,529 7,474 8,217

Anexo I.13 El Índice de Desarrollo Humano (IDH) y sus indicadores para República
Dominicana y América Latina y el Caribe, 2005

Países

Índice de 
Desarrollo
Humano

Esperanza
de vida al

nacer (años)

Tasa de 
alfabetización
de adultos (%)

Tasa bruta 
combinada de

matriculación (%)

PIB per 
cápita (en

dólares PPA)

Fuente: PNUD 2007

República Dominicana 0.779 71.5 87.0 74.1 8,217

América Latina y el Caribe 0.803 72.8 90.3 81.2 8,417
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Anexo I.16
Intervalos de aprovechamiento y
desaprovechamiento del PIB para 
el desarrollo humano
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RD está entre el 19.8% (13.6 + 6.2) de países
del mundo que más desaprovecharon la 
oportunidad de riqueza para mejorar 
el desarrollo humano.

Anexo I.15
Trayectoria de República Dominicana según
PIB per cápita (PPA) e IDH, 1975-2005

Trayectoria del IDH de seguir el mismo
recorrido del PIB per cápita (PPA)

Trayectoria real ajustada del IDH
dado el PIB per cápita (PPA)
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Anexo I.14 Relación entre posición del PIB PPA e IDH, 2005, de 177 países
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Cuadro A. Índice de Pobreza Humana (IPH) en República Dominicana y América
Latina y el Caribe, 2004

Países

Posición 
en AL y C

Posición 
mundial

Valor

Índice de 
Pobreza Humana

Probabilidad al
nacer de no

sobrevivir hasta
los 40 años (%
de la cohorte)

2000-2005

Tasa de 
analfabetismo
de adultos (%
de población
de 15 años y

mayores) 2004

Población 
sin acceso 

sostenible a
fuentes de 

agua mejorada
(%) 2004

Niños con peso
insuficiente
para la edad
(% menores 
de 5 años) 
1996-2004  

Nota: El valor latinoamericano equivale a una media ponderada por población. Se tomaron en cuenta 23 países que representan el 99% de la
población.

ND: no disponible.

Fuente: PNUD 2007

RD 15 de 23 26 de 108 10.5 10.5 13.0 5.0 5.0

AL y C ND ND 9.0 8.1 10.1 8.4 7.0

El Índice de Desarrollo Humano (IDH)
mide el progreso medio de un país en térmi-
nos de las capacidades de una población. El
Índice de Pobreza Humana (IPH) se enfoca
en la proporción de personas que sufren pri-
vaciones en las mismas dimensiones del
IDH: vivir una vida digna, larga y saludable, y
tener acceso a la educación. Al ir más allá de
la privación en términos de recursos, el IPH
representa una alternativa multidimensional
a la tradicional medida de la pobreza según
el nivel de ingreso de un dólar por día.

El Informe Mundial sobre Desarrollo
Humano de 2006 indica que el nivel de pri-
vación en República Dominicana para el año
2005 es de 10.5%, lo que sitúa al país en la
posición 26 entre los 108 países en desarro-
llo para los que se calculó el IPH. Las priva-
ciones en salud son medidas a través de la

proporción de personas que se espera no
vivan más de 40 años de edad; la educación
se mide como la tasa de analfabetismo de
adultos y un nivel de vida digno, como el
promedio de personas sin acceso a una
fuente de agua mejorada y la proporción de
niños menores de 5 años con bajo peso para
su edad.

República Dominicana ocupa la posi-
ción 15 de 23 países de América Latina y el
Caribe y muestra cifras superiores al prome-
dio regional en la probabilidad al nacer de
no sobrevivir hasta los 40 años y en la tasa de
analfabetismo adulto. En los demás indica-
dores, el porcentaje de población con acce-
so a fuente de agua sostenible y de niños
con insuficiente peso para la edad, Repúbli-
ca Dominicana está mejor que la media lati-
noamericana. 

Anexo I.17 A  El Índice de Pobreza Humana (IPH)
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El Índice de Desarrollo Humano mide el
logro promedio en un país, pero no contem-
pla el grado de desigualdad de género en
estos logros. 

Índice de Desarrollo Relativo al
Género (IDG)
El Índice de Desarrollo Relativo al Géne-

ro (IDG), presentado por primera vez en el
Informe Mundial sobre Desarrollo Humano
de 1995, mide los logros en las mismas
dimensiones y para los mismos indicadores
que el IDH, pero capta las desigualdades
entre mujeres y hombres. Es simplemente
un IDH que disminuye según aumenta la
desigualdad de género. Mientras mayor es la
disparidad de género en términos de des-
arrollo humano básico, menor el IDG de un
país con relación a su IDH.

El IDG de República Dominicana, esti-
mado en 0.773, debe compararse con su IDH
de 0.779, lo que indica que existe cierto gra-
do de desigualdad de género en detrimento
de las mujeres. De los 157 países para los que
se calcularon el IDH y el IDG, 73 tienen un
mejor IDG que República Dominicana.

En el Cuadro A se ven en detalle los
valores de las variables que forman parte del
IDH desagregados según sexo. Tanto en la
esperanza de vida como en los indicadores
de educación, las mujeres presentan mayo-
res niveles que los hombres. Sin embargo, el
ingreso per cápita presenta una gran desi-
gualdad que perjudica a las mujeres, las cua-
les reciben sólo el 43% del ingreso que reci-
ben los hombres, a pesar de presentar mejo-
res niveles de educación promedio. 

Con relación a los países de América
Latina y el Caribe la disparidad de género
afecta más al promedio de la región que a
República Dominicana, ocupando la posi-
ción 13 de 23 países para los cuales se dispo-
ne de información. 

Índice de Potenciación de Género
(IPG) a nivel nacional 
Otro índice que se calcula regularmente

en los Informes Mundiales de Desarrollo
Humano y que intenta ofrecer una medida
sinóptica de la desigualdad de género es el
índice de potenciación de género (IPG). La
principal diferencia entre el IDG y el IPG es

Cuadro B.1  Índice de Desarrollo Relativo al Género (IDG) para República Dominicana y América Latina y el Caribe, 2004

País

Posición 
en AL y C

Posición 
Mundial

Valor M H M H M H M H

Índice de 
Desarrollo Relativo 

al Género (IDG)

Esperanza
de vida al

nacer
(años)2004

Tasa de 
alfabetización 

de personas adultas 
(% de personas de 
15 años y mayores)

Tasa bruta de 
matriculación en 

primaria, secundaria y
terciaria combinada (%)

Ingresos medios
estimados 

(Dólares PPA) 
2004

Posición 
IDH 

menos 
posición 

IDG

RD 13 de 23 74 de 157 0.773 74.8 68.6 87.2 86.8 78.0 70.0 4,907 11,465 5

Promedio ALyC NA NA 0.798 76.2 69.8 89.4 91.0 82.9 80.3 5,842 11,625

H/M en RD 1.09 1.00 1.11 0.43

H/M en ALyC 1.09 0.98 1.03 0.50

Nota: M es mujeres y H es hombres. El valor latinoamericano equivale a una media ponderada por población. NA: no aplica.
Fuente: PNUD 2006

Anexo I.17 B Creando las capacidades de las mujeres
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que el primero busca medir la desigualdad
en términos de capacidades, mientras que el
segundo trata de medir la desigualdad en
términos de oportunidades.

El IPG refleja la desigualdad de género
en términos de oportunidades en tres ámbi-
tos fundamentales: 

• Participación política. El empodera-
miento en esta área se mide por el por-
centaje de hombres y mujeres electos al
congreso o al senado.

• Participación económica. Calcula el em-
poderamiento por el porcentaje de legis-
ladores, altos funcionarios y directivos
que son mujeres, así como por el porcen-
taje de puestos técnicos y profesionales
que corresponden a mujeres.

• Poder sobre los recursos económicos.
El empoderamiento en este área se mide
a través del ingreso percibido por hom-
bres y mujeres.

El IPG de República Dominicana es de
0.559 (Cuadro B). Esto coloca al país en la
posición 53 de los 93 países para los que se
calculó el IPG en el Informe Mundial sobre
Desarrollo Humano (IMDH) 2006; es decir,
el 56% de los países entrevistados (52 más

que República Dominicana) tienen un mejor
IPG que el país. 

La posición relativa del país en América
Latina y el Caribe es mejor, dado que, de los
21 países para los que se calculó el índice,
sólo 9 (o sea, un 43%) tienen un mejor IPG.
De igual manera, el IPG estimado para
República Dominicana se sitúa por debajo
de la media regional, que es igual a 0.551.

El Cuadro B muestra el valor de los
indicadores que se usan en el cálculo del
IPG. República Dominicana se sitúa en el
mismo nivel que el resto de América Latina
y el Caribe en términos del porcentaje de
escaños parlamentarios que corresponden
a mujeres (17%), así como en términos del
porcentaje de legisladores, altos funciona-
rios y directivos mujeres (32% vs. 33% a
nivel regional). De igual manera, en térmi-
nos del porcentaje de profesionales y técni-
cos que son mujeres República Dominicana
(51%) se asemeja a América Latina y el
Caribe (50%).

Sin embargo, en República Dominicana
el ingreso de las mujeres sólo constituye el
43% del ingreso de los hombres, mientras
que en América Latina esta cifra alcanza el
52%.  

Cuadro B.2  Índice de Potenciación de Género (IPG) para República Dominicana y América Latina y el Caribe, 2004

País

Posición Valor

Índice de Potenciación 
de Género (IPG)

Escaños 
parlamentarios

ocupados
por mujeres 
(% del total)

Legisladoras, 
altas funcionarias 

y directivas
(% del total)

Mujeres 
en puestos 

profesionales y 
técnicos

(% del total)

Relación de 
los ingresos 
percibidos 

estimados por
hombres y mujeres

RD 53/93 0.559 17 32 51 43

LAyC 0.551 17 33 50 52

Nota: El valor latinoamericano equivale a una media ponderada por población 

Fuente: ODH/PNUD en base a PNUD 2007
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Anexo I.18
Relación entre el Índice de Empoderamiento Individual (IEI)
e Índice de Pobreza Humana (IPH)

25

20

15

10

5

0.2 0.3 0.4 0.6 0.8

y = -34.82x  + 30.93

R2 = 0.67

IEI

IP
H

0.5 0.7

Fuente: ODH/PNUD
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Anexo I.19 Índice de Pobreza Humana (IPH)

Leyenda

LA 
17.2

ES
17.9

LR
11.0

SPM
9.5

MP
18.4

SRam
13.5

SC
12.3

Per
14.2

SJO
17.1

MN
11.5

LV
12.6

Dua
12.5

MTS
14.1

Stgo
10.1

SJ
21.6

EP
27.5

Daj
14.2

MC
21.4

Val
13.4

SRod
14.9

Az
18.3

Bar
15.3Ped

20.3

Ind
17.6

Bao 23.2

PP
12.3

Esp 
10.8

Sam 14.1

HM
14.6

23.0 o más

18.5 - 22.9%

13.9 - 18.4%

Menor o igual a 13.8

Sal
11.2

SD + DN 9.3

Fuente: ODH/PNUD
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Anexo II.1 
Distribución porcentual de los entrevistados según los intereses
y necesidades que piensan que los partidos políticos defienden,
por nivel de participación, 1994, 1997, 2001 y 2004

Los partidos políticos 
dominicanos defienden 

los intereses y necesidades de
Nivel de

Participación
1994 1997 2001 2004

Ninguna Todos los grupos de la sociedad 4.6% 6.1% 5.7% 7.5%

participación Sólo de algunos grupos o personas 37.1% 39.5% 36.1% 43.7%

Sólo de los políticos 46.9% 48.6% 52.6% 42.1%

No sabe/no responde 11.4% 5.8% 5.6% 6.8%

Total 100.0% 100.0% 100.0% 100.0%

Sólo participa Todos los grupos de la sociedad 7.0% 9.9% 5.2% 4.7%

como elector Sólo de algunos grupos o personas 38.5% 40.5% 35.9% 41.9%

Sólo de los políticos 48.8% 44.0% 55.2% 49.0%

No sabe/no responde 0.0% 0.0% 0.2% 0.2%

Total 100.0% 100.0% 100.0% 100.0%

Sólo participación Todos los grupos de la sociedad 12.6% 16.8% 12.9% 11.4%

política Sólo de algunos grupos o personas 42.6% 41.8% 37.9% 49.8%

Sólo de los políticos 40.0% 40.5% 48.1% 36.0%

No sabe/no responde 4.7% 0.9% 1.1% 2.8%

Total 100.0% 100.0% 100.0% 100.0%

Social/actividades Todos los grupos de la sociedad 14.2% 14.3% 13.1% 11.8%

comunitarias Sólo de algunos grupos o personas 36.1% 41.7% 37.8% 39.0%

Sólo de los políticos 44.9% 43.2% 48.6% 43.8%

No sabe/no responde 4.8% 0.8% 0.6% 5.4%

Total 100.0% 100.0% 100.0% 100.0%

Social/comunitaria Todos los grupos de la sociedad 12.6% 16.8% 12.9% 11.4%

y política Sólo de algunos grupos o personas 42.6% 41.8% 37.9% 49.8%

Sólo de los políticos 40.0% 40.5% 48.1% 36.0%

No sabe/no responde 4.7% 0.9% 1.1% 2.8%

Total 100.0% 100.0% 100.0% 100.0%

Fuente: ODH/PNUD en base a  cuatro DEMOS, 1994, 1997, 2001 y 2004



ANEXOS / 439

AnexosCapítulo II

Anexo II.2 
Distribución porcentual de las personas según niveles de propensión 
al exteriorismo por nivel de participación, 1994, 1997, 2001 y 2004

Propensión al exteriorismo
Nivel de

Participación 1994 1997 2001 2004

Ninguna No propenso 16.8% 15.0% 8.0% 10.7%

participación Propensión baja 27.9% 26.0% 24.5% 26.7%

Propensión media 32.9% 32.3% 32.1% 35.4%

Altamente propenso 22.4% 26.7% 35.3% 27.2%

Total 100.0% 100.0% 100.0% 100.0%

Sólo participa No propenso 19.1% 16.8% 10.7% 11.0%

como elector(a) Propensión baja 30.6% 26.3% 23.0% 24.4%

Propensión media 30.8% 31.9% 34.1% 38.8%

Altamente propenso 19.6% 25.0% 32.3% 25.8%

Total 100.0% 100.0% 100.0% 100.0%

Social/activa No propenso 29.7% 24.8% 18.2% 19.1%

comunitarias Propensión baja 29.7% 26.9% 22.9% 27.0%

Propensión media 26.9% 28.5% 30.3% 29.1%

Altamente propenso 13.7% 19.8% 28.6% 24.8%

Total 100.0% 100.0% 100.0% 100.0%

Participación No propenso 19.9% 15.4% 9.9% 14.1%

política Propensión baja 26.0% 17.2% 22.0% 30.3%

Propensión media 34.0% 38.6% 38.9% 34.2%

Altamente propenso 20.0% 28.7% 29.2% 21.4%

Total 100.0% 100.0% 100.0% 100.0%

Social/comunitaria No propenso 26.0% 29.7% 13.9% 20.2%

y política Propensión baja 26.9% 27.1% 29.0% 28.8%

Propensión media 28.7% 24.2% 32.2% 34.6%

Altamente propenso 18.4% 19.1% 24.9% 16.4%

Total 100.0% 100.0% 100.0% 100.0%

Fuente: ODH/PNUD en base a cuatro DEMOS, 1994, 1997, 2001 y 2004

Este indicador se construyó de la siguiente manera:
1.- Lo mejor para progresar en la vida es tener buena suerte.
2.- Por más que uno quiera cambiar la cosa, todo permanecerá igual.
3.- Los problemas del país sólo se resuelven si Dios mete su mano.
4.- La corrupción en los gobiernos y la política no se podrá cambiar nunca.
- En caso de que respondiera estar de acuerdo con tres o cuatro de los indicadores señalados se catalogaba como altamente propenso al

exteriorismo.
- En caso de que respondiera estar de acuerdo con dos de los indicadores se catalogaba como medio propenso al exteriorismo.
- En caso de que respondiera estar de acuerdo con al menos uno de los indicadores se catalogaba como con propensión baja.
- Si no respondía afirmativamente a ninguno se catalogaba que no era propenso al exteriorismo.
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Anexo II.3 
Distribución porcentual de las personas según niveles de propensión

al exteriorismo por zona de residencia, 1994, 1997, 2001 y 2004

Propensión al exteriorismo
Nivel de

Participación 1994 1997 2001 2004

Distrito Nacional No propenso 28.5% 22.9% 14.3% 18.1%

Propensión baja 31.3% 27.3% 24.3% 26.3%

Propensión media 26.9% 26.8% 33.1% 34.7%

Altamente propenso 13.3% 23.0% 28.2% 20.8%

Total 100.0% 100.0% 100.0% 100.0%

Resto urbano No propenso 19.1% 20.6% 13.8% 11.6%

Propensión baja 28.8% 23.6% 24.8% 26.5%

Propensión media 30.0% 32.5% 31.6% 36.7%

Altamente propenso 22.0% 23.3% 29.8% 25.2%

Total 100.0% 100.0% 100.0% 100.0%

Resto rural No propenso 11.2% 13.2% 7.8% 10.6%

Propensión baja 27.6% 25.9% 21.1% 25.2%

Propensión media 36.3% 34.7% 36.8% 36.6%

Altamente propenso 24.9% 26.2% 34.3% 27.5%

Total 100.0% 100.0% 100.0% 100.0%

Véase explicación en Anexo II.2
Fuente: ODH/PNUD en base a cuatro DEMOS, 1994, 1997, 2001 y 2004

Anexo II.4 
Distribución porcentual de las personas según niveles 
de propensión al exteriorismo por sexo, 1994, 1997, 2001 y 2004

Propensión al exteriorismoSexo 1994 1997 2001 2004

Femenino No propenso 16.8% 15.7% 10.4% 11.7%

Propensión baja 28.9% 25.8% 22.7% 24.8%

Propensión media 31.8% 32.2% 34.9% 38.8%

Altamente propenso 22.6% 26.3% 32.0% 24.7%

Total 100.0% 100.0% 100.0% 100.0%

Masculino No propenso 24.0% 23.9% 13.6% 15.4%

Propensión baja 30.0% 25.4% 24.2% 27.6%

Propensión media 30.0% 29.7% 32.4% 32.9%

Altamente propenso 15.9% 21.0% 29.8% 24.1%

Total 100.0% 100.0% 100.0% 100.0%

Véase explicación en Anexo II.2
Fuente: ODH/PNUD en base a cuatro DEMOS, 1994, 1997, 2001 y 2004
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Anexo II.5 Porcentaje de personas que confían en la gente de su barrio, según país, 2006

Honduras 67.2% Costa Rica 67.0% Colombia 67.0%
El Salvador 62.2% Rep. Dominicana 60.4% Nicaragua 60.2%
Guatemala 59.1% Jamaica 58.9% Chile 58.9%
México 58.6% Ecuador 53.9% Panamá 49.4%
Bolivia 47.0% Perú 43.0% Haití 42.1%

Fuente: LAPOP 2006

País % País % País %

Anexo II.6 
Porcentaje de membresía activa en por lo menos una organización
según variables socioeconómicas indicadas, DEMOS 1994, 1997, 2001 y
2004

Activo en por lo menos una organización 
1997 2001 2004

Fuente: DEMOS 2005

Totales Totales Totales Femenino Masculino

Años de estudios

0-5 39.3 38.9 37.6 30.4 45.3
6-11 40.4 37.6 39.0 36.0 42.1
12 y más 50.3 47.5 44.7 40.6 50.7

Nivel socioeconómico

Muy bajo 39.1 32.2 29.7 22.9 41.0
Bajo 41.0 40.2 40.7 36.9 44.8
Medio 42.4 40.4 40.2 35.2 46.3
Medio alto/alto 45.7 42.7 41.9 39.6 43.9

Situación laboral

No trabaja 33.6 34.0 35.6 33.0 44.2
Trabajo asalariado 46.0 42.4 41.9 40.4 42.8
Trabajo no asalariado 51.9 46.2 44.6 38.2 47.6
Total 42.0 40.1 39.9 35.4 45.0
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Anexo II.7 Número de protestas por provincia y región LAPOP, 1997-2006

Región /provincia 2001 2002 2003 2004 2005 2006 Total %1997 1998 1999 2000

Fuente: Vargas 2006

Metropolitana 56 68 43 19 21 34 23 13 10 12 299 23.23%

Este 36 16 9 11 0 13 8 1 2 8 104 8.08%
ES 5 1 1 3 0 0 0 0 0 1 11 0.85%

HM 3 1 2 2 0 2 1 0 0 2 13 1.01%

LA 7 2 0 0 0 1 0 0 0 0 10 0.78%

LR 5 1 0 0 0 0 0 0 0 0 6 0.47%

MP 9 2 1 3 0 2 1 0 1 3 22 1.71%

SPM 7 9 5 3 0 8 6 1 1 2 42 3.26%

Sur 40 46 49 34 6 28 21 7 8 11 250 19.43%
Az 3 2 1 4 1 2 2 2 2 2 21 1.63%

Bao 6 5 0 0 0 1 0 0 0 2 14 1.09%

Bar 10 17 19 11 1 9 7 0 1 4 79 6.14%

EP 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0.00%

Ind 3 2 0 0 0 1 0 0 0 1 7 0.54%

Ped 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0.00%

Per 6 1 1 2 1 3 2 1 1 0 18 1.40%

SC 5 13 22 13 2 9 8 4 4 2 82 6.37%

SJO 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0.00%

SJ 7 6 6 4 1 3 2 0 0 0 29 2.25%

Norte 118 96 117 55 27 60 62 25 25 49 634 49.26%
Daj 1 1 0 0 0 0 0 0 2 3 7 0.54%

Dua 7 13 26 2 4 11 12 6 5 8 94 7.30%

Esp 8 6 13 4 1 6 5 2 1 5 51 3.96%

LV 4 0 0 0 0 2 2 0 2 1 11 0.85%

MTS 6 7 5 2 2 5 7 3 4 3 44 3.42%

MN 2 7 6 7 0 5 3 2 0 2 34 2.64%

MC 12 4 2 2 0 1 2 0 0 3 26 2.02%

PP 10 9 5 3 1 6 7 0 1 4 46 3.57%

Sasl 5 3 0 0 2 2 3 3 2 4 24 1.86%

Sam 7 1 0 0 0 1 1 0 0 0 10 0.78%

SRam 4 2 0 0 0 1 2 2 0 1 12 0.93%

Stgo 29 37 54 33 17 20 16 7 8 10 231 17.95%

SRod 1 2 3 0 0 0 0 0 4 10 0.78%

Val 22 4 3 2 0 0 2 0 0 1 34 2.64%

Total 250 226 218 119 54 135 114 46 45 80 1,287 100%

% 19% 18% 17% 9% 4% 10% 9% 4% 3% 6% 100% -
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DISTRITO NACIONAL ELÍAS PIÑA

AZUA

Anexo III.1B División provincial y municipal, 2006

2. Azua
3. Las Charcas
4. Las Yayas de Viajama
5. Padre Las Casas
6. Peralta
7. Sabana Yegua
8. Pueblo Viejo
9. Tabara Arriba
10. Guayabal
11. Estebanía

1. Santo Domingo de Guzmán

BAHORUCO

12. Neiba
13. Galván
14. Tamayo
15. Villa Jaragua
16. Los Ríos

17. Barahona
18. Cabral
19. Enriquillo
20. Paraíso
21. Vicente Noble
22. El Peñón
23. La Ciénaga 
24. Fundación
25. Las Salinas
26. Polo
27. Jaquimeyes

BARAHONA

DAJABÓN

DUARTE

ELÍAS PIÑA

MONTECRISTI

PEDERNALES

28. Dajabón
29. Loma de Cabrera
30. Partido
31. Restauración
32. El Pino

33. San Francisco de Macorís
34. Arenoso
35. Castillo
36. Pimentel
37. Villa Riva
38. Las Guaranas
39. Eugenio María de Hostos

40. Comendador
41. Bánica
42. El Llano

43. Hondo Valle
44. Pedro Santana
45. Juan Santiago

117. Cotuí
118. Cevicos
119. Fantino
120. La Mata 

121. Santiago
122. Villa Bisonó
123. Janico
124. Liceo al Medio
125. San José de las Matas
126. Tamboril
127. Villa González

128. San Ignacio de Sabaneta
129. Villa Los Almácigos
130. Monción

131. Mao
132. Esperanza
133. Laguna Salada

134. Bonao
135. Maimón
136. Piedra Blanca

80. Baní
81. Nizao

82. Puerto Plata
83. Altamira
84. Guananico
85. Imbert
86. Los Hidalgos
87. Luperón
88. Sosúa
89. Villa Isabela
90. Villa Montellano

91. Salcedo
92. Tenares
93. Villa Tapia

94. Samaná
95. Sánchez
96. Las Terrenas

97. San Cristóbal
98. Sabana Grande de Palenque
99. Bajos de Haina
100. Cambita Garabitos
101. Villa Altagracia
102. Yaguate
103. San Gregorio de Nigua
104. Los Cacaos

PERAVIA SÁNCHEZ RAMÍREZ

EL SEIBO
SANTIAGO

SANTIAGO RODRÍGUEZ

PUERTO PLATA

SALCEDO

SAMANÁ

SAN CRISTÓBAL

SAN JUAN

ESPAILLAT

INDEPENDENCIA

LA ALTAGRACIA 

46. El Seibo
47. Miches

48. Moca
49. Cayetano Germosén
50. Gaspar Hernández
51. Jamao al Norte

52. Jimaní
53. Duvergé
54. La Descubierta 
55. Postrer Río
56. Cristóbal
57. Mella

58. Higüey
59. San Rafael del Yuna
60. Lagunas de Nisibón

LA ROMANA 

LA VEGA 

61. La Romana 
62. Guaymate
63. Villa Hermosa

64. La Vega 
65. Constanza
66. Jarabacoa
67. Jima Abajo

MARÍA TRINIDAD SÁNCHEZ

68. Nagua
69. Cabrera
70. El Factor
71. Río San Juan

78. Pedernales
79. Oviedo

72. Montecristi
73. Castañuelas
74. Guayubín
75. Las Matas de Santa Cruz
76. Pepillo Salcedo
77. Villa Vázquez

VALVERDE

137. Monte Plata
138. Bayaguana
139. Sabana Grande de Boyá
140. Yamasá
141. Peralvillo

105. San Juan
106. Bohechío
107. El Cercado
108. Juan de Herrera
109. Las Matas de Farfán
110. Vallejuelo

SAN PEDRO DE MACORÍS

111. San Pedro de Macorís
112. San José de los Llanos
113. Ramón Santana
114. Consuelo
115. Quisqueya
116. Guayacanes

MONSEÑOR NOUEL

MONTE PLATA

142. Hato Mayor
143. Sabana de la Mar
144. El Valle

145. San José de Ocoa
146. Sabana Larga
147. Rancho Arriba

HATO MAYOR

SAN JOSÉ DE OCOA

148. Santo Domingo Este
149. Santo Domingo Oeste
150. Santo Domingo Norte
151. Boca Chica
152. San Antonio de Guerra
153. Los Alcarrizos
154. Pedro Brand

SANTO DOMINGO
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Anexo III.2
Municipios acumulados en República
Dominicana, 1962-2007

Provincias A 1978 A 1986A 1962 A 2002 A 2007A 1994

Fuente: Liga Municipal Dominicana

DN 1 1 1 1 1 1

Az 2 2 3 3 3 10

Bao 2 3 3 3 4 5

Bar 3 4 5 5 5 11

Daj 3 3 3 3 4 5

Dua 4 4 4 4 6 7

EP 3 4 5 5 5 6

ES 4 4 2 2 2 2

Esp 2 2 2 3 4 4

HM 3 3 3 3

Ind 3 3 4 4 4 6

LA 2 2 2 2 2 2

LR 2 2 2 2 2 3

LV 4 4 3 3 4 4

MC 4 5 6 6 6 6

MN 2 3 3 3

MP 4 4 4 5

Ped 2 2 2 2 2 2

Per 2 2 2 3 3 2

PP 4 4 6 8 8 9

Sam 2 2 2 2 3 3

SC 5 6 4 5 7 8

SJ 3 4 5 6 6 6

Sram 3 3 3 3 3 4

SRod 2 2 2 2 3 3

Stgo 5 5 6 7 7 8

Val 2 2 3 3 3 3

MTS 3 3 3 4 4 4

Salc 2 3 3 3 3 3

SD 4 7

SJO 3

SPM 3 3 3 3 4 6

Total 77 84 98 107 122 154
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Anexo III.3 Distribución de la población por municipios y distritos municipales, 2002

Concentración
de población

Densidad
por km2

Población
promedio por

municipio

Población
municipio

(miles)

Frecuencia de municipios

Fuente: ODH/PNUD con información de la ONE

Cantidad En % Acumulada
en %

Menos 5 33 15% 15% 1% 28 3,591 

5 a 10 55 24% 39% 5% 50 7,509 

10.1 a 20 65 29% 68% 11% 77 14,141 

20.1 a 30 22 10% 78% 6% 111 24,692 

30.1 a 40 12 5% 83% 5% 84 35,833 

40.1 a 60 14 6% 89% 8% 176 47,333 

60.1 a 80 4 2% 91% 3% 120 73,486 

80.1 a 100 3 1% 92% 3% 498 89,122 

100.1 a 200 8 4% 96% 13% 220 141,142 

200.1 a 300 5 2% 98% 13% 756 228,317 

300.1 a 1,000 4 2% 100% 31% 3651 660,987 

Total 225 100% 38,056 



ANEXOS / 447

AnexosCapítulo III

Anexo III. 4

Concentración de la
población en el municipio
cabecera, sin y con la
población de los 
distritos municipales, 2002

DN Distrito Nacional 100.0 100.0

LR La Romana 92.1 92.1

LA Salva León de Higüey 77.9 90.1

Per Baní 72.0 86.5

ES Santa Cruz de El Seibo 71.3 76.3

Stgo Santiago de los Caballeros 69.1 76.0

MN Monseñor Nouel (Bonao) 68.5 75.6

SR Cotuí 65.1 75.1

Esp Moca 63.5 74.0

SPM San Pedro de Macorís 59.8 72.0

HM Hato Mayor del Rey 58.5 70.5

Az Azua 57.2 68.0

Dua San Francisco de Macorís 56.1 65.4

Ped Pedernales 55.3 65.1

SJO San José de Ocoa 55.1 63.1

LV Concepción de La Vega 53.6 63.1

SR San Ignacio de Sabaneta 49.7 59.8

Bar Santa Cruz de Barahona 49.0 57.8

SJ San Juan de Maguana 47.0 56.4

Sam Santa Bárbara de Samaná 43.3 56.1

PP San Felipe de Puerto Plata 43.3 52.8

MTS Nagua 42.0 50.1

Val Mao 41.7 47.2

SD Santo Domingo Este 41.5 45.2

Sal Salcedo 41.4 42.0

SC San Cristóbal 41.4 41.4

Daj Dajabón 39.9 41.4

EP Comendador 31.3 39.9

Bao Neiba 27.8 37.8

MP Monte Plata 23.2 25.4

MC San Fernando de Monte Cristo 22.5 23.2

Ind Jimaní 20.9 22.5

Municipio
cabecera

Prov
Sin
DM

Con
DM

% %

Fuente: ONE Censo 2002
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Anexo III.5 Satisfacción con los servicios del gobierno local por país, 2006

57.7

57.5

55.5

54.1

54.0

53.5

53.4

49.9

49.4

47.7

46.4

45.2

44.3

37.0

32.6

25 35 45 55 65

Rep. Dom

Ecuador

El Salvador

Honduras

Colombia

Guatemala

Nicaragua

Chile

México

Bolivia

Perú

Costa Rica

Panamá

Jamaica

Haití

Fuente: 
Citado por Morgan, 

Espinal, Seligson 2006, p. 116
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Anexo III.6 Artículo 6. Conceptos y principios de la Ley 176-07, del Distrito Nacional y los municipios

La Ley Municipal se enmarca en el pleno respeto a los siguientes conceptos y
principios:

a) Descentralización. Proceso que busca transferir funciones, competencias  y
recursos, gradualmente y según su complejidad, a los gobiernos de los muni-
cipios y que involucra a la totalidad de los entes de la administración pública.

b) Desconcentración. Delegación de autoridad y funciones a un nivel jerárqui-
camente inferior sin que el receptor de esta delegación deje de pertenecer al
organismo o institución pública que delega.

c) Subsidiariedad. Consiste en la acción mediante la cual el nivel nacional
transfiere la ejecución y los recursos, sin perder la titularidad de la compe-
tencia, al órgano de la administración pública que demuestre estar en mejo-
res condiciones para desarrollarla. El ente de la administración pública más
cercano a la población es el más idóneo para ejercer las distintas funciones
que le competen al Estado. Por consiguiente, el ayuntamiento está en una
posición territorial y administrativa privilegiada para el ejercicio y gestión de
las competencias propias, coordinadas o delegadas. Por lo que el Estado desa-
rrollará acciones tendentes a fortalecer sus capacidades para mejorar la efi-
ciencia, la eficacia, la participación, la transparencia de sus intervenciones y
la satisfacción de los(as) ciudadanos(as) de la gestión pública local.

d) Concurrencia. Sugiere que asignada una función a un ente de la adminis-
tración pública, no puede otro ejercerla, pero puede coexistir la mecánica
de la acción conjunta, pudiendo los ayuntamientos especificar los aspectos
correspondientes al contexto de su municipio, pero basado en la normati-
va nacional.

e) Coordinación. De acuerdo con este principio y del carácter de independen-
cia que la Constitución le otorga a los ayuntamientos, como gobierno del

municipio, consiste en la capacidad de armonizarse con los demás niveles
superiores de la Administración Pública y no manejarse aisladamente.

f) Eficiencia en la asignación y utilización de los recursos públicos. En
la elaboración y ejecución de los planes, debe optimizarse el uso de los recur-
sos humanos, materiales, técnicos y financieros necesarios, teniendo en
cuenta que sea positiva la relación entre los beneficios y los costos.

g) Eficacia en el cumplimiento de los objetivos establecidos. Las políticas
y objetivos contenidos en los planes deben procurar la satisfacción de las
demandas de la sociedad y el logro de los impactos previstos sobre las nece-
sidades insatisfechas. 

h) Equidad de género. En el ejercicio de las competencias, los ayuntamientos
deberán tener como un principio transversal la equidad de género, en cuan-
to a garantizar la igualdad de acceso a las oportunidades para la mujer en
todas sus iniciativas.

i) Transparencia. En el ejercicio de sus competencias y las iniciativas a desa-
rrollarse debe ser de pleno conocimiento de la ciudadanía. 

j) Participación del munícipe. Durante los procesos correspondientes al
ejercicio de sus competencias, los ayuntamientos deben garantizar la partici-
pación de la población en su gestión, en los términos que defina esta legisla-
ción, la legislación nacional y la Constitución.

k) Equidad  social. En el ejercicio de sus competencias, los ayuntamientos en
todas sus iniciativas priorizarán los grupos socialmente vulnerables, garanti-
zándole el acceso a oportunidades para la superación de la pobreza.

l) Concertación. Implica que las autoridades locales en el ejercicio de sus
competencias deberán garantizar que exista la debida armonía, coherencia y
coordinación en la definición y ejecución de sus iniciativas.

Anexo III.7 
Ingresos del Ayuntamiento del Distrito Nacional,
por fuente (millones de pesos), 2002-2006

Años LMD Donaciones TotalADN propios

Fuente: Ayuntamiento del Distrito Nacional

2002 195.2 681.7 0.6 877

2003 172.1 483.9 2.3 658

2004 301.0 757.7 37.6 1,096

2005 712.0 1,026.0 26.0 1,764

2006 885.0 1,290.4 54.6 2,230
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Anexo III.8 Ayuntamiento del Distrito Nacional, indicadores fiscales, 2002-2006

Años
Propio ADN
/ ingresos

totales

LMD / 
ingresos
totales

Propio ADN
/ ingresos
ordinarios

Ingresos 
propios por
habitantes
nominales

Ingresos 
propios reales

(2002) 
por habitante

Ingresos propios
ADN / ingresos

LMD

Nota: la suma de los ingresos propios de ADN y de la LMD en porciento de  los ingresos totales no es 100% porque faltan donaciones.
Fuente: Ayuntamiento del Distrito Nacional, Secretaría de Finanzas y Banco Central de República Dominicana

2002 28.6% 22.2% 77.7% 0.29% 13.99 13.99

2003 36.1% 26.5% 73.5% 0.22% 15.80 12.40

2004 39.7% 27.5% 69.1% 0.24% 27.46 14.23

2005 69.4% 40.4% 58.2% 0.45% 64.95 32.29

2006 68.6% 39.7% 57.9% 0.47% 80.73 37.31

Anexo III.9 Transferencias del gobierno central a los municipios, 1995-2006

Años
Nominales 

millones de pesos
Reales de 1995,

millones de pesos
En % 

del PIB
En % ingresos

ordinariosNo. de Ley

Fuente: ODH/PNUD con información de Liga Municipal Dominicana, Secretaría de Finanzas y Banco Central de República Dominicana

1995 140-83 318.0 318.0 0.2% 1.3%

1996 140-83 583.0 553.1 0.3% 2.2%

1997 17-97 1,177.6 1,031.7 0.5% 3.4%

1998 17-97 1,473.3 1,231.2 0.6% 3.8%

1999 17-97 1,624.2 1,274.8 0.6% 3.7%

2000 17-97 1,814.7 1,322.2 0.6% 3.5%

2001 17-97 2,658.0 1,778.7 0.7% 4.5%

2002 17-97 3,045.2 1,936.7 0.8% 4.6%

2003 17-97 4,062.6 2,027.2 0.8% 5.1%

2004 166-03 6,428.7 2,118.0 0.8% 5.1%

2005 166-03 10,254.3 3,242.5 1.2% 6.5%

2006 166-03 12,928.4 3,800.3 1.2% 6.8%

Anexo III.10 Distribución de los ingresos propios del Ayuntamiento de Distrito Nacional  por dirección, 2002-2006

Concepto 2003 2004 2005 20062002

Fuente: Contraloría General de la República

Ingresos (letreros, vallas, espectáculos, parqueos, drenajes pluviales, pozos, 
moteles, etc.) 

32% 33% 60% 79% 79%

Registro civil (registro de hipotecas, ventas condicionadas de inmuebles, 
registro de compañías, etc.)

24% 25% 17% 8% 9%

Planeamiento urbano (uso del suelo, remodelaciones, tramitación de proyectos) 31% 27% 13% 7% 7%

Servicios públicos (cementerios, mercado, aseo, etc.) 13% 15% 9% 6% 6%

Total 100% 100% 100% 100% 100%
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Anexo III.13 Diez principales fuentes de ingresos propios de los municipios, 2004-2006

Fuente
Como % de los ingresos

propios de los municipios
Como % del ingreso 

total de los municipios

Fuente: ODH/PNUD en base a Contraloría General de la República

Arbitrio sobre recogida de basura 1.72% 18.3%
Licencias para construcciones 1.58% 16.7%
Salinas 0.67% 7.1%
Mercados y hospedajes 0.45% 4.8%
Anuncios, muestras y carteles 0.32% 3.4%
Venta de terrenos en el cementerio 0.31% 3.3%
Registro civil y judicial 0.30% 3.2%
Rodaje y transporte de materiales 0.29% 3.1%
5% sobre terrenos no urbanizados 0.25% 2.7%
Contratos de ventas condicionales 0.22% 2.4%
Total 6.12% 65.0%

Anexo III.11 Estructura de los ingresos totales de los municipios (excepto el Distrito Nacional) según tipo, 2002-2004 

Tipo de ingresos 2003 2004
Promedio 
2002-04

Ingreso promedio 2002-04
en % del ingreso ordinario
del GC promedio 2002-2004

Ingreso promedio 2002-04
en % del PIB nominal 
promedio  2002-2004

2002

Fuente: ODH/PNUD con información de la Contraloría General de la República. Dominicana. Banco Central de la República Dominicana y Secretaría de Hacienda

Otros ingresos especiales / diversos 8.0% 6.9% 7.2% 7.3% 0.38 0.06

Subtotal de ingresos propios 9.9% 10.2% 8.6% 9.4% 0.49 0.08

- Por impuestos 1.9% 2.3% 1.6% 1.9% 0.10 0.02

- Por provento y establecimiento productivo 1.8% 1.4% 1.6% 1.6% 0.08 0.01

- Por recargos 0.0% 0.0% 0.0% 0.0% 0.00 0.00

- Por rentas diversas 4.0% 4.0% 3.0% 3.6% 0.19 0.03

- Por tasas 2.2% 2.5% 2.4% 2.4% 0.13 0.02

Subvenciones - donaciones y contribuciones 82.1% 82.9% 84.2% 83.3% 4.40 0.71

Total 100.0% 100.0% 100.0% 100.0% 5.28 0.85

Anexo III.12 Resultados de las regresiones de tipos de ingresos con relación a la población de los municipios de 2002

Variables dependientes
Regresiones doble logarítmicas Regresiones lineales

Valor-pR2CoeficienteValor-pR2Coeficiente

Fuente: ODH/PNUD en base a Contraloría General de la República y Censo 2002

Otros ingresos especiales/ diversos 0.92 0.42 0.000 50.0 0.29 0.000
Ingresos propios 1.46 0.80 0.000 55.9 0.48 0.000

- Por impuestos 1.34 0.70 0.000 9.6 0.51 0.000
- Por provento y establecimientos productivos 1.29 0.55 0.000 4.3 0.06 0.000
- Por recargos 0.70 0.47 0.000 0.0 0.04 0.017
- Por rentas diversas 1.43 0.61 0.000 27.4 0.37 0.000
- Por tasas 1.39 0.55 0.000 14.5 0.67 0.000

Subvenciones - donaciones y contribuciones 1.02 0.84 0.000 196.3 0.78 0.000
Total 1.05 0.85 0.000 302.1 0.67 0.000
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Total 4,222 100.00%
Total otros ingresos especiales / diversos 307 7.28%
Empréstitos 205 4.85%
Reintegros 62 1.46%
Fianzas proventos 11 0.26%
Producto ventas bienes inmuebles 10 0.24%
Ingresos especiales y diversos 9 0.21%
Producto venta bienes muebles 1 0.03%
Cuentas por cobrar diversas 1 0.03%
Fondo especial fomento deporte 1 0.03%
Intereses cuentas de ahorro 1 0.02%
Ctas. por cobrar esp. público 1 0.02%
Cuentas por cobrar 1 0.02%
Fondo asistencia social 1 0.02%
Cuentas por cobrar prod. solar 1 0.02%
Superávit no asignado 1 0.01%
Productos de subastas 0 0.01%
Reintegros por transferencias 0 0.01%
Otros ing. esp. y diversos 0 0.01%
Cuentas por cobrar anuncios, muestras y c. 0 0.01%
Cuentas por cobrar Ley 116 imp. hoteles 0 0.01%
Otros 1 0.02%
Total por impuestos 79 1.88%
Anuncios, muestras y carteles 14 0.32%
Registro civil y judicial 13 0.30%
Contratos de ventas condicionales 9 0.22%
Billares 8 0.19%
Impuestos hoteles y dormitorios 7 0.17%
Espectáculos públicos 7 0.17%
Otros impuestos 6 0.14%
Inscripciones y transcripciones 6 0.13%
Impuestos sobre canteras y arenales 3 0.07%
Inhumaciones y exhumaciones 2 0.05%
Certificación traslado de animales 1 0.03%
Materiales inflamables 1 0.02%
Impuestos sobre transporte urbano 1 0.01%
Impuestos sobre ganado en pie 0 0.01%
Insp. sobre madera 0 0.01%
Otros 0 0.01%
Total por proventos y establec. productivos 67 1.58%
Salinas 28 0.67%
Mercados y hospedajes 19 0.45%
Matanzas y expendios de carne 7 0.15%
Galleras 5 0.12%
Venta de sal óptima 2 0.05%
Venta de agua salada / sal residual 1 0.03%
Balnearios 1 0.02%
Cines 0 0.01%
Otros proventos 0 0.01%

Bares y restaurantes 0 0.01%
Mercado Central 0 0.01%
Barcas 0 0.01%
Mercado Yaque 0 0.01%
Otros 2 0.06%
Total por recargos 0 0.01%
Total por rentas diversas 150 3.55%
Arbitrio sobre recogida de basura 73 1.72%
Venta de terrenos en el cementerio 13 0.31%
Rodaje y transp. de materiales 12 0.29%
Arrendamiento terreno en cementerios 9 0.20%
Arrendamiento solares 8 0.20%
Otras rentas diversas 8 0.19%
Alquiler de equipos pesados 4 0.10%
12% patronato de bomberos 4 0.09%
Derecho instalación de teléfonos 4 0.09%
Traspaso de terrenos y solares rurales 2 0.06%
Parqueos 2 0.05%
Derecho de rutas 2 0.04%
Otros arrendamientos 1 0.04%
Pago limpieza vertedero 1 0.03%
Solicitud de arrend. y ventas de solares 1 0.03%
Solicitud de certificaciones 1 0.02%
Derecho instalación de telecable 1 0.02%
Servicios de carro fúnebre 1 0.01%
Bancas deportivas 1 0.01%
Arrendamiento de casas 1 0.01%
Traspaso de vehículos trasporte urbano 0 0.01%
Arrendamiento terrenos rurales 0 0.01%
Arrendamientos locales proventos 0 0.01%
Otros 1 0.02%
Total por tasas 101 2.40%
Licencias para construcciones 67 1.58%
5% sobre terrenos no urbanizados 11 0.25%
Proyecto de construcción 7 0.16%
Otras tasas 5 0.12%
Trámite de planos 5 0.11%
Proyectos de construcción 3 0.07%
5% construcciones ilegales 2 0.04%
Roturas calles, aceras y contenes 1 0.04%
Licencia uso de suelos 1 0.02%
Pozos filtrantes 0 0.01%
Otros 0 0.01%
Total subvenciones, donaciones y contr. 3,517 83.31%
Ley 166-03 (subsidio ordinario del Estado) 3,474 82.29%
Donaciones y contribuciones 22 0.51%
Otras subvenciones 13 0.30%
Subsidio extraordinario del Estado 9 0.21%
Cert. de no objeción 0 0.00%

Anexo III.14 Estructura de ingresos de todos los municipios por tipo y fuente, promedio del período 2002-2004

Concepto %Montoa

Fuente: ODH/PNUD con información de la Contraloría General de la República

Concepto %Montoa

a En millones de pesos
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Anexo III.16 Clasificación funcional del gasto por objeto

Categoría del gasto Objeto de gasto

Fuente: ODH/PNUD con información de la Contraloría General de la República

Categoría de gasto Objeto de gasto

Objeto de gasto 1: 
servicios 

personales

Objeto de gasto 2 : 
servicios 

no personales

Objeto de gasto 3: 
materiales 

y suministros

Objeto de gasto 4: 
maquinarias

y equipos

- Asistencia social
- Asistentes alcaldes 

pedáneos
- Compensaciones por

horas extras
- Compensaciones por

suplencias y vacaciones
- Gastos de representación
- Honorarios profesionales 

y técnicos
- Igualas
- Jubilaciones
- Otros gastos de personal
- Pago de dieta por sesiones

a regidores

- Pensiones
- Personal contratado 

individual o colect.
- Plan de retiro
- Reembolsos por 

transferencias gast. pers.
- Regalía pascual
- Remuneraciones alcaldes

pedáneos
- Seguridad social ( AFP)
- Seguro médico ars
- Sueldo a nominales fijos
- Sueldos  a  jornales
- Sueldos a nombrados 

Objeto de gasto 4:
maquinarias y

equipos

- Reparación y 
mantenimiento  vehículo

- Vehículos de motor 
y muscular

Objeto de gasto 5:
adquisición de

inmuebles

- Obras diversas
- Otras adquisiciones de

activos fijos

- Terrenos

Objeto de gasto 6:
construcción 

de obras

- Alumbrado calles, par-
ques, plazas y avenidas

- Alumbrado de dependen-
cias municipales

- Compra y reparación de
semáforos

- Edificios

- Reparación y mant.de
otros bienes inmuebles

- Reparación y manteni-
miento de edificios

- Reparación,  mant. 
pinturas locales prov.

Objeto de gasto 7:
aportes corriente

- Aportes a comités 
intermunicipales

- Aportes a juegos 
nacionales

- Cruz Roja Dominicana
- Obras de bien social
- Otras subvenciones
- Servicio nocturno 

de farmacias

- Subvención a la Cruz Roja
Dominicana

- Subvención Liga
Dominicana contra el
Cáncer

- Subvenciones a Bomberos
civiles

- Subvenciones a entidades
municipales

Objeto de gasto 9:
deuda pública

- Amort. prest. aid
- Amort. prest. matadero.
- Amortización préstamo

cooperativa intermun.
- Amortización préstamo

gallera
- Amortización préstamo

pascual
- Amortización préstamos

banco
- Amortizaciones 

de préstamos
- Comisiones y cobranzas
- Deuda años anteriores

gastos capital
- Deuda años anteriores

servc. municipales
- Deuda años anteriores

servicios personales
- Deudas años anteriores
- Pago de intereses
- Pago int.  préstamo 

matadero
- Pago interés prest. aid
- Pago interés préstamo

cooperativa intermunici
- Pago interés préstamo

gallera
- Pago interés prestamos

banco
- Pagos int. prestamos 

pascual

Objeto de gasto 10:
desembolsos
financieros

- Créditos comunitarios
- Fondo inmobiliarios
- Fondos para caja chica
- Otros fondos especiales

Objeto de gasto 11:
asignaciones 

globales

- Eventualidad
- Reserva presupuestaria

(gastos de capital)
- Reserva presupuestaria

(gastos de personal)

- Reserva presupuestaria
(serv municipales)

- Superávit no asignado g.
de personal

Gastos no 
clasificados

- Otros gastos corrientes
- Otros gastos inclasificables

- Acarreos y almacenajes
- Alquileres de maquinarias

y equipos
- Alquileres de terrenos

y edificios
- Alquiler de animales

y vehículos
- Anuncios,  publicidad

y propaganda
- Aportes 2% monitoreo,

supervisión, planes y p.
- Asistencia técnica
- Celebraciones de fiestas,

recepciones y actos
- Compensaciones por uso

de vehículos.
- Fianza agua
- Fianzas
- Fianzas proventos

- Fidelidad municipal
- Otros servicios y obras

contractuales
- Pasajes
- Prima y gastos de seguro     
- Primas y gastos de seguros

(vehículos)
- Programación de obras
- Reembolsos, adjudicacio-

nes e indemnizaciones
- Seguro de vida de regidores
- Servicios bancarios 

inversión
- Servicios bancarios 

personal
- Servicios bancarios 
- Viáticos y gastos conexos

- Armamentos
- Artículos de bibliotecas
- Combustibles 

y lubricantes
- Cuido y forraje 

de animales
- Herramientas pequeñas
- Impresiones y 

encuadernaciones
- Materiales de aseo
- Materiales de 

construcción
- Materiales de oficina
- Música e instrumentos

musicales

- Productos  agro-forestales
- Productos alimenticios
- Repuestos máquinas 

y equipos
- Repuestos vehículos

motor o muscular
- Revistas, periódicos y

otros impresos
- Servicio de agua y gas
- Servicios de 

comunicaciones
- Uniformes
- Útiles deportivos

- Maquinarias,  equipos
y muebles

- Reparación  mant. 
vehículos motor

- Reparación mant. de 
vehículos pesados

- Reparación mant. 
maquinarias, equipo y m.

- Reparación mantenimien-
to otros bienes

- Reparación y mant. de
otros bienes
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Anexo III.17 Gastos de los municipios según objeto de gasto, promedio 2002-2004 

Distribución
de los 

municipios
por provincia

Servicios
no

personales

Materiales
y

suministros 

Maqui-
naria y
equipos

Adqui-
sición de 

inmuebles

Desem-
bolso
finan-
cieros

Sin 
clasificar

Aportes 
corrientes

Aportes
de

capital

Deuda
pública

Construcción
de obras y 

plantaciones
agrícolas

Servicios
perso-
nales

Nota:  Información de 277 municipios y distritos municipales, sin incluir el Distrito Nacional
Fuente: ODH con información de la Contraloría General de la República

Máximo 49% 43% 22% 10% 3% 8% 8% 25% 1% 0% 7%

Coef. de var. 10.8 27.0 28.1 42.0 86.7 88.3 46.3 63.6 142.7 132.9 61.3

Amplitud 0.5 1.1 1.1 1.7 3.3 4.3 1.8 3.4 5.3 5.3 2.9

Anexo III.18 
Distribución de las egresos municipales por destino del gasto 
por municipio y distrito municipal, 2005 

Distribución
de los muni-

cipios por
provincia

Gastos de 
administración

Compra y 
mantenimiento

de propiedad 
y equipo

Contribuciones
Deuda

municipal
Otros

egresos

Servicios 
públicos 

municipales

Media simple 11.0% 48.3% 8.0% 1.6% 5.0% 26.1%

Mínimo 1.4% 28.0% 0.7% 0.0% 0.0% 4.7%

Hasta 25% 6.5% 42.4% 4.3% 0.9% 1.7% 19.5%

Hasta 50% 9.8% 47.6% 6.8% 1.5% 3.5% 25.8%

Hasta 75% 14.2% 53.7% 10.3% 2.1% 6.7% 33.3%

Máximo 34.9% 83.1% 29.6% 6.6% 32.6% 48.9%

Coeficiente de 
Variación

53.3% 18.6% 64.4% 71.7% 99.1% 35.1%

Nota:  Ésta sólo cubre 241 municipios y distritos municipales 
Fuente: Finanzas Públicas Municipales, ONE 2005

Media simple 40.8% 24.2% 13.9% 4.9% 1.0% 1.8% 4.3% 6.7% 0.2% 0.1% 2.2%

Mínimo 28% 15% 6% 2% 0% 0% 1% 2% 0% 0% 0%

Hasta 25% 39% 19% 12% 3% 0% 1% 3% 4% 0% 0% 1%

Hasta 75% 44% 27% 16% 6% 1% 2% 5% 8% 0% 0% 3%

Hasta 50 % 
(Mediana) 41.2% 24.6% 13.5% 4.2% 0.6% 1.2% 4.1% 6.0% 0.1% 0.0% 1.9%
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Anexo III.19 
Empleos de los municipios en porcentaje del gobierno
general y de la Población Económicamente Activa (PEA),
1995-2006

Municipios / Total gobiernoPeríodo Municipios / PEA

Fuente: Banco Central de República Dominicana

1995 6.5 0.6 

1996 7.3 0.7 

1997 7.5 0.7 

1998 7.7 0.7 

1999 8.9 0.8 

2000 8.8 0.8 

2001 8.6 0.9 

2002 8.7 0.9 

2003 9.7 1.0 

2004 11.5 1.2 

2005 12.5 1.3 

2006 12.4 1.3 

Anexo III.20 
Elasticidades PEA ocupada - PIB, empleo público - gasto real  del gobierno
central, empleo municipios - transferencias reales, 1995-2006

Elasticidad Elasticidad t-Estadístico R2

Fuente: ODH/PNUD

PEA ocupada - PIB 0.54 15.63 0.96

Empleo público - Gasto real gob. central 0.49 12.74 0.94

Empleo municipios - Transferencias reales 0.48 8.44 0.88

Anexo III.21 Empleos del gobierno general y los municipios, 1995-2006

Años
Gobierno
central

Instituciones descentralizadas
y autónomas

Municipios PEA
Gobierno
general

Fuente: Banco Central de República Dominicana

1995 267,772 211,614 38,761 17,397 2,852,737

1996 283,059 223,600 38,842 20,617 3,029,524

1997 292,263 231,869 38,463 21,931 3,155,713

1998 307,515 245,031 38,868 23,616 3,375,010

1999 317,094 249,854 39,173 28,067 3,457,399

2000 330,801 261,009 40,617 29,175 3,532,536

2001 360,062 287,725 41,516 30,821 3,557,988

2002 379,087 303,864 42,305 32,918 3,701,798

2003 393,189 313,810 41,225 38,154 3,731,676

2004 399,259 314,190 39,335 45,734 3,933,660

2005 400,093 313,864 36,264 49,965 3,992,210

2006 415,825 327,594 36,586 51,645 4,100,432
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Sexo %
Masculino 82.3 58.6 68.1
Femenino 17.7 41.4 31.9

Edad %

Menos de 20 2.9 2.7 2.8
Entre 20 y 30 12.3 22.8 17.3
Entre 30 y 40 22.0 30.1 26.8

Más de 40 64.9 44.4 52.6

Nivel educativo %

Ninguno 19.9 1.0 8.6
Primario 43.9 11.1 24.2
Secundario 18.0 28.5 24.3
Intermedio 14.4 9.8 11.6

Superior 3.8 49.7 31.3

Empleo de 
procedencia %

Empresa privada 25.3 44.9 37.1

Otro ayuntamiento 4.3 2.9 3.5
Otro gobierno 13.7 17.8 16.2
Primero trabajo 17.4 15.1 16.0
Independiente 39.3 19.3 27.3

Estado laboral %
Nominal 53.2 54.0 53.6
Nombrado 46.8 45.7 46.2
No sabe no responde 0.0 0.3 0.2

Salario en pesos

Promedio 1697.0 3,398.0 2,721.0
Mínimo 500 500 500
Mediana 1,500 2,630 2,000
Moda 1500 3000 1500
Percentil 25 1,300 1,777 1,500
Percentil 75 1,900 4,000 3,000
Máximo 7,000 17,000 17,000

Movilidad laboral
Promoción 6.5 14.5 11.3
Traslado 4.6 12.9 9.6
En el mismo cargo 88.9 72.6 79.1

Anexo III.22 
Valor de la canasta familiar promedio de consumo por
quintiles de gasto, 2005

Gasto mensualQuintil Costo Enero 1999 IPC 2005

Fuente: ODH/PNUD en base a BCRD

Anexo III.23 Características del personal municipal, 2001

Variable Operativos Administrativos TotalCategoría

Fuente: CONARE y PAIRE

Nacional 15,693.8 6,240.8 251.5

1 6,167.5 2,528.2 243.9

2 9,131.9 3,755.1 243.2

3 12,222.7 4,955.4 246.7

4 16,822.3 6,694.2 251.3

5 33,648.6 13,271.4 253.5
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Forma de llegar al Cargo

Una promoción 13.78 8.39 9.70

Un traslado 12.40 7.72 5.91

Se encuentra en el desde 

que ingreso al ayuntamiento
73.82 83.89 84.39

Total 100.00 100.00 100.00

Anexo III.24 Características del personal municipal, por tamaño del municipio, 2001

Variable
Municipios

grandes
Municipios
medianos

Municipios
pequeños

Categoría

Fuente: CONARE y PAIRE

Anexo III.25 Regionalizaciones según ONAPLAN, 2000 y 2004

Decreto 865-2000 Decreto 710-2004

Distrito Nacional: DN, SD Ozama o Metropolitana: DN, SD

Valdesia: Per, SC, MP, SJO Valdesia: Per, SC, SJO, Az  

Norcentral: Stgo, PP, Esp Cibao Norte: Stgo, PP, Esp

Nordeste: Dua, MTS, Salc, Sam Cibao Nordeste: Dua, MTS, Salc, Sam 

El Valle: Az, EP, SJ El Valle: SJ, EP

Noroeste: Daj, MC, SRod, Val Cibao Noreste:  Daj, MC, SRod, Val

Cibao Central: LV, SRam, MN Cibao Sur:  LV, SRam, MN  

Tiempo en el ayuntamiento  

< Un año 23.14 23.67 21.52

1 a 5 años 40.59 55.33 62.03

5 a 10  años 20.78 11.67 12.66

10 a 15  años 5.10 2.67 1.69

15 o más  años 10.39 6.67 2.11

Total 100.00 100.00 100.00

Salario básico mensual devengado 
actualmente en el ayuntamiento en pesos

Hasta 1,400 17.13 15.20 43.29

1,401 a 5,000 68.92 77.70 53.25

5,001 a 7,500 6.97 4.73 2.60

7,501 a 10,000 3.98 2.03 0.00

10,001 a 15,000 2.99 0.34 0.43

15,001 o más 0.00 0.00 0.43

Total 100.00 100.00 100.00

Tiempo en el cargo

< Un año 30.20 29.67 27.85

1 a 5 años 41.57 53.33 59.49

5 a 10 años 16.47 10.33 10.13

10 a 15 años 4.31 2.00 0.84

15 o más años 7.45 4.67 1.69

Total 100.00 100.00 100.00
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Anexo III.26
Ingresos del gobierno central, Población Económicamente Activa (PEA) e
Índice de Precios al Consumo (IPC) base 1999, 1995-2006

Año
Ingresos 

tributarios del
gobierno central

Ingresos no 
tributarios del

gobierno central

Ingresos
ordinarios 

del gobierno
central

PEA
IPC 

(base 1999)
PIB

1995 162,283 23,038 1,677 24,715 2,852,737 79.5

1996 183,361 24,756 1,246 26,002 3,029,524 83.8

1997 214,864 32,655 1,526 34,181 3,155,713 90.8

1998 241,977 37,161 1,229 38,390 3,375,010 95.1

1999 278,630 41,969 1,407 43,376 3,457,399 101.3

2000 324,562 48,729 2,474 51,203 3,532,536 109.1

2001 366,232 58,058 1,584 59,642 3,557,988 118.8

2002 402,432 63,867 2,428 66,295 3,701,798 125.0

2003 503,300 74,248 5,398 79,645 3,731,676 159.4

2004 777,188 117,298 8,945 126,243 3,933,660 241.4

2005 884,939 148,450 9,135 157,585 3,992,210 251.5

2006 1,055,427 177,884 11,016 188,900 4,100,432 270.5

Fuente: ODH/PNUD con información del Banco Central de República Dominicana y Secretaría de Hacienda 
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Anexo IV.1 Coeficientes y R2 de las regresiones entre los índices del IEH,
IPH y NBI contra el IEEd

ConstanteRegresión Coeficiente R2 Prob. del 
coeficiente

Fuente: ODH/PNUD

IPH vs IEEd 0.3023 -0.2813 0.3611 0.0004

NBI vs IEEd 93.7215 -72.8786 0.2544 0.0038

IEE vs IEEd 0.0066 0.8297 0.3221 0.0009

IESa vs IEEd 0.1341 0.7265 0.3000 0.0014

IETIC vs IEEd -0.1755 0.9688 0.3361 0.0006

IEP vs IEEd 0.3489 0.295 0.0827 0.1166

Anexo IV.2 Tasas netas de matriculación en educación básica y media, por género y región, 2006

Región Provincias
Básica (6 a 13 años)

Total Mujeres Varones Mujeres Varones

Media (14 a 17 años)

Fuente: ENHOGAR 2006

Cibao Norte Stgo, PP, Esp 92.4 96.0 89.1 48.9 41.9

Cibao Sur LV, MN, SRam 90.2 92.6 88.0 55.6 32.3

Cibao Nordeste Sal, MTS, Dua, Sam 92.7 93.4 92.0 55.8 33.2

Cibao Noroeste MC, Daj, Val, SRod 94.5 96.6 92.7 59.3 30.0

Valdesia Az, SJO, SC, Per 93.2 94.5 91.8 45.0 26.0

El Valle EP, SJM 90.2 91.2 89.1 38.3 24.5

Enriquillo Bar, Indep, Pedern, Bao 91.2 95.4 87.2 39.2 14.6

Yuma ES, LR, LA 93.4 93.7 93.1 47.3 33.4

Higüamo MP, HM, SPM 88.8 87.8 89.8 35.7 27.2

Ozama SD, DN 92.8 92.6 93.0 64.6 52.4

Total nacional 92.1 93.3 91.0 51.9 36.8

- IEH: Índice de Empoderamiento Humano
- IDH: Índice de Desarrollo Humano
- IPH: Índice de Privaciones Humanas
- NBI: Necesidades Básicas Insatisfechas
- IEE: Índice de Empoderamiento Económico

- IEEd: Índice de Empoderamiento en Educación
- IESa: Índice de Empoderamiento en Salud
- IETIC: Índice de Empoderamiento en Tecnologías de la

Información y la Comunicación
- IEP: Índice de Empoderamiento Político
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Az 0.94 0.89 1.16 1.16 0.95

Bao 0.96 0.89 1.25 1.06 0.94

Bar 0.93 0.94 1.25 1.03 1.1 1

Daj 0.97 0.91 1.24 0.84 0.97

DN 0.98 1 1.2 0.84 1.27 1.06

Dua 0.95 0.92 1.24 0.48 0.85 0.98

ES 0.93 0.87 1.26 0.96 0.92

EP 0.99 0.83 1.14 1.22 0.89

Esp 0.97 0.9 1.16 4 1.48 0.98

HM 0.96 0.91 1.13 4.5 1.27 0.96

Indep 1.08 0.9 1.26 1.3 1.17 0.98

LA 1.01 0.98 1.33 0.5 1.63 1.07

LR 1.03 1 1.22 1.21 1.05

LV 0.97 0.91 1.24 3.23 1.1 0.98

MTS 0.96 0.91 1.19 5.5 0.94 0.97

MN 0.93 0.95 1.21 1.59 1.05 1

MC 0.93 0.88 1.21 10.6 1.09 0.96

MP 0.89 0.9 1.33 2.42 1.36 0.97

Peder 1.06 0.89 1.18 1 1.65 0.96

Per 0.95 0.97 1.6 1.08 1.05

PP 0.97 0.92 1.2 0.43 1.11 0.99

Sal 1.03 0.91 1.2 5.11 1.11 0.99

Sam 0.98 0.93 1.31 0.93 1.01

SC 0.97 0.93 1.24 0.96 1 1

SJO 0.87 0.9 1.17 2.14 0.98

SJM 0.96 0.87 1.07 175 1.02 0.92

SPM 0.98 0.96 1.2 1.52 1.04 1.01

SRam 0.95 0.89 1.29 2.21 1.24 0.99

Stgo 0.99 0.96 1.26 1.11 1.5 1.03

SRod 0.87 0.88 1.12 1.68 1.52 0.94

SD 0.95 0.99 1.26 1.08 1.17 1.05

Valv 0.94 0.95 1.24 0.68 1.03 1

Nacional 0.97 0.94 1.23 1.54 1.18 1.01

D.I.a 4.8 4.4 7.3 365.9 22.6 4.3

Amplitudb 21.8 18.5 43.1 1,770.6 108.6 18.3

Anexo IV.3 
Razón de niñas y mujeres a niños y hombres
en la educación, según provincia y nivel, 
2005-2006

Anexo IV.4
Porcentaje de niños/as de 6 a 17 años 
que no asisten a la escuela, por grupos 
de edad, 2002

Provincia Inicial Básica Media Especial Adultos Total Provincia 6 a 9
años

10 a 13
años

14 a 17
años

6 a 13
años

6 a 17
años

SRod 25.9 2.7 10.8 13.6 12.7

DN 28.5 3 8.2 15.5 13.1

MTS 26.4 3 12.6 14.3 13.8

MP 24.3 3.8 13.2 14.1 13.9

SD 27.5 3.6 10 15.6 13.9

SRam 27.6 2.9 12 14.9 14

Daj 24.8 3.4 14.4 14.3 14.3

Dua 27.6 3.1 12.7 15.1 14.3

PP 27.2 3.8 12.6 15.2 14.4

Sal 27 2.7 13.9 14.7 14.5

MN 27.5 3.6 11.5 15.8 14.5

Sam 26.1 3.5 14.1 14.8 14.6

HM 23.6 4.3 16 14.1 14.7

SPM 27.5 3.8 12.5 15.8 14.8

Esp 28.4 3.4 13.8 15.7 15.1

SC 28.4 3.8 12.6 16.3 15.2

ES 24.1 4.9 17.1 14.4 15.2

Bao 22.1 6.7 16.9 14.6 15.2

Stgo 28.8 3.3 13.9 15.9 15.3

Ind 28.3 4.8 12.9 16.6 15.5

LV 27.2 3.8 16.2 15.4 15.6

SJM 25.1 6 16.3 15.5 15.8

LR 28.7 4.5 13.4 16.9 15.8

MC 28.7 3.7 15.2 16.2 15.9

Valv 28.7 4.1 15.3 16.8 16.4

Bar 26.2 6.6 16 16.6 16.4

Az 25.9 6 17.7 16 16.5

SJO 28.3 4.4 18.8 16.4 17.2

Ped 25.5 10.8 19.3 18.3 18.6

Per 29.5 5.9 20 18 18.6

LA 29 6.6 20.1 18 18.6

EP 27.3 10.6 19.5 18.9 19.1

Nacional 27.5 4 13 15.7 14.9

D.I.a 6.6 43.2 20.3 8.3 10.4

Amplitudb 27.5 176.2 81.1 33.6 41.5

a La diferencia interprovincial se calcula con el coeficiente de variación
b La amplitud de la diferencia es el (máximo-mínino)/media simple  por 100

Fuente: ODH/PNUD en base a Censo 2002

a La diferencia interprovincial se calcula con el coeficiente de variación
b La amplitud de la diferencia es el (máximo-mínino)/media simple por 100

Fuente: ODH/PNUD en base a Departamento de Estadística, SEE
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Anexo IV.5 Informe LLECE de 1998 sobre la calidad de la educación

El “Primer estudio internacional comparativo sobre lenguaje, matemática y fac-
tores asociados para alumnos de tercer y cuarto grado de la educación básica”,
elaborado en 1997 por el Laboratorio Latinoamericano de la Evaluación de la
Calidad de la Educación (LLECE) de la UNESCO, es el único estudio disponible
que ha analizado la calidad de la educación dominicana en base a criterios com-
parativos internacionales. El estudio abarca trece países de la región, además de
República Dominicana.

La evaluación del desempeño de los estudiantes en lengua y matemática se
dividió en tres niveles de complejidad para cada área del saber, para determinar
el grado de manejo de diferentes competencias de los estudiantes. El Nivel I de
lengua mide el nivel de lectura literal primaria; el Nivel II, la lectura comprensi-
va con capacidad de parafraseo, y el Nivel II, la lectura inferencial. En matemáti-
ca, el Nivel I corresponde a la comprensión de relaciones básicas; el Nivel II, de
estructuras simples, y el Nivel III, de estructuras matemáticas complejas. En el
estudio se determinó que para demostrar un aprendizaje adecuado en lengua o
matemática correspondiente al Nivel I, el puntaje mínimo era de 90%, para el
Nivel II, de 75%, y para el Nivel III, de 50%. 

Los estudiantes de República Dominicana no alcanzaron los puntajes mínimos
definidos para cada nivel, ni en lengua ni en matemática, y además tuvieron un menor

rendimiento que el valor promedio de los trece países latinoamericanos. Los estudian-
tes de las escuelas privadas demostraron ventajas con respecto a los estudiantes y de
las áreas rurales. En los gráficos siguientes se muestran todos los resultados.

En términos cualitativos, los resultados en lengua para República Dominicana
indican que en las escuelas, tanto públicas como privadas, los niños no están
alcanzando de manera satisfactoria ni siquiera el nivel de lectura literal-primaria
(comprensión fragmentaria de los textos, reconocer objetos y eventos, estructuras
explícitas, actores de un relato, fragmentos claves en las argumentaciones y las
relaciones explícitamente planteadas entre proposiciones), mostrando dificul-
tades para realizar un proceso básico de lectura. Los siguientes niveles de com-
prensión de textos muestran aún un peor desempeño.

En matemática, los alumnos dominicanos no están alcanzando ni siquiera el
nivel básico para el desarrollo de las competencias en matemática necesarias
para la resolución de problemas. Las diferencias de resultados entre niños y niñas
indican que en República Dominicana las niñas tienen resultados más elevados
tanto en lenguaje como en matemática, aunque las diferencias son significativas
sólo para lenguaje. En cuanto a los factores que facilitan el aprendizaje, el clima
favorable para el aprendizaje en el aula, influye por sí solo más en los aprendiza-
jes que el efecto combinado de todos los demás factores.

Fuente: UNESCO 2001

Gráfico A. Desempeño de estudiantes dominicanos en lengua
según nivel, por ubicación geográfica, 1998
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Gráfico C. Desempeño de estudiantes dominicanos en matemáti-
ca según nivel, por ubicación geográfica, 1998
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Fuente: UNESCO 2001

Gráfico B. Desempeño de estudiantes dominicanos en lengua
según nivel, por sector, 1998
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Gráfico D. Desempeño de estudiantes dominicanos
en matemática según nivel, por sector, 1998
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Anexo IV.6 Estudiantes por salón de clase, por nivel y sector, según provincia, 2005-2006

Provincia
Inicial Básica Media Adultos Total

Público TotalPrivado Público TotalPrivado Público TotalPrivado Público TotalPrivado Público TotalPrivado

a La diferencia interprovincial se calcula con el coeficiente de variación
b La amplitud de la diferencia es el (máximo-mínino)/media simple por 100

Fuente: ODH/PNUD en base al Departamento de Estadística, SEE

Az 21.8 29 27.5 28.9 29.6 29.4 41.1 42.3 42.4 23.1 32 31.1 28.9 31.1 30.9

Bao 42 25.7 26.5 22.9 25.3 25.3 38.8 31.2 31.4 21.4 21.4 28.8 25.9 25.9

Bar 17.7 29.6 27.1 20.8 24.6 24.4 33.1 32 32 19.1 27.9 27 21.5 26.3 25.9

Daj 8.5 21.9 22.7 2 19.6 20.2 35.6 35.5 22.9 22.9 6.3 21.9 22.4

DN 17.4 27.3 19.7 19.5 33.3 25.4 27.5 35 31.4 32.9 27.3 26.5 20.6 32.5 25.9

Dua 20.8 21.4 21.1 21.1 21.3 21.2 34.4 36.6 36.3 18.3 22.8 22.7 23.3 23.6 23.6

ES 16.7 29.1 28.1 11.8 20.5 20.3 34 37.5 37.3 26.6 26.6 17 22.5 22.3

EP 20 31.2 30.5 19.7 20.7 20.7 35.6 35.6 22.8 22.8 19.8 22.5 22.5

Esp 20.2 22.9 21.7 23.1 24.1 23.9 29.7 39 37.3 55 30.1 30.3 23.2 26.2 25.7

HM 30.1 27.8 27.7 23.1 23.3 23.2 29.3 37.5 35.4 27.4 23.4 24.3 26 24.7 24.7

Ind 27.2 27.2 24.5 24.5 31.4 31.4 16.5 16.5 25.1 25.1

LA 28.5 31.1 29.7 28.4 28.2 28.2 37.6 38.4 38.1 36.1 29.2 32.7 30.8 29.6 29.9

LR 20.4 35.6 23.2 22.5 40.5 32.9 33.5 51.6 41.5 10.5 42.3 38.5 23.6 42.2 33.4

LV 24.7 25.8 25.4 26.8 26.5 26.5 32.7 43.6 41 36.2 35.7 27.5 28.8 28.6

MTS 18.1 21.1 20 21.6 19.1 19.3 28.2 32.6 32 19.4 19.4 22 21 21.1

MN 22.1 25.1 23.7 20.9 26.8 25.8 32.8 38.3 37.3 38.5 22 22.3 23 28.1 27.2

MC 22.5 22.8 22.8 22.6 21.5 21.6 35.8 35.8 28.2 28.2 22.6 24 24

MP 15.8 22.6 22.3 22.4 19.3 19.4 22.5 31.5 30.9 23.2 23.2 21.6 21 21

Ped 31 33.7 33.5 21.3 31.7 31.3 29.7 29.1 24 24 22.3 30.9 30.5

Per 21.6 32.4 26.2 22 34.7 32 41.1 44.3 43.4 56 32.2 32.2 24.7 35.6 32.8

PP 18.1 20.6 19.2 20.5 21.8 21.5 33.6 34.5 34.3 38.3 21.5 21.8 21.9 23.5 23.1

Sal 21.5 16.2 17 19.1 17.5 17.6 26.2 31.8 31.3 15.6 20 21.1 19.2 19.5

Sam 21.7 25.1 24.5 22.3 25 24.9 25.5 36.9 35.5 17.8 17.8 23.1 26.6 26.3

SC 20.2 27.2 23.5 22.9 29.7 28.3 38.8 40.4 40 38.6 31.6 31.8 24.7 31.3 29.7

SJO 27.7 19.4 21.2 24.9 16.1 16.5 28.1 31.6 31.4 27.2 20.5 26.1 18.3 18.6

SJM 25.3 26.1 25.9 29.9 24.1 24.5 37.8 33.6 34 23.5 26.1 25.4 30.4 25.5 25.9

SPM 19.6 29.5 23.7 22.8 30.6 28.8 31.2 45.3 39.8 23 31.4 31.3 24 32.8 30.3

SRam 16.3 21.1 19.7 15.9 22.1 21.5 26.9 34.4 33.6 18.8 24.5 24.1 17.5 23.7 23

Stgo 18.9 26.3 21.8 21.6 29.5 27.5 31 35.5 34.3 33.3 34.9 37 22.5 30.5 28.3

SRod 21 19.5 20.2 16.1 15.4 15.6 12.5 32.8 32.3 103 19.7 24.1 20.1 17.8 18.1

SD 15.8 28.1 19.2 18.7 38 29.2 30.1 39.7 35.5 29.5 31.7 31.5 19.8 36.9 28.9

Val 21.1 23.6 23.1 22.5 25 24.8 32.3 33.2 33.1 14.5 25.7 25.4 23.9 26.1 25.9

Nacional 18.2 25.8 21.7 20.6 26.9 25.5 30.8 37.2 35.3 29.9 28.5 28.5 21.8 28.5 26.7

D.I.a 27.6 17.6 15.8 24.1 23.9 18.3 19.4 13.4 10.5 61.8 22.9 21.3 19.9 20.8 15.5

Amplitudb 155.7 75.2 69.0 131.3 99.2 71.3 90.8 59.9 40.5 274.9 101.9 83.9 107.2 91.2 59.6
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Anexo IV.7 Aulas y planteles que hacen falta para evitar hacinamiento y para incorporar a los que están fuera del sistema

Provincia
Aulas 

existentes
2005-2006

Planteles
existentes
2005-2006

Aulas necesarias Planteles adicionalesAulas adicionales

I. Estudiantes
actuales

Cant. %Cant. %Cant. %Cant. %

II. Estudiantes
actuales y en edad

a La diferencia interprovincial se calcula con el coeficiente de variación
b La amplitud de la diferencia es el (máximo-mínino)/media simple por 100

Nota: Los supuestos de esta estimación son: 25 estudiantes por aula por tanda; 1.5 tandas por aula. Estudiantes actuales y en edad incluye toda la población de 6 a 18 años y los estudiantes repitentes,
reentrantes y adultos.

Fuente: ODH/PNUD en base a SEE 2005-2006 y Censo 2002

I. Estudiantes
actuales

II. Estudiantes
actuales y en edad

I. 
Estudiantes

actuales

II. 
Estudiantes

actuales 
y en edad

DN+SD 17,543 1,588 19,488 20,169 1,945.0 11.0 2,626.0 15.0 278.0 17.0 375.0 24.0

SC 2,451 384 3,961 4,572 1,510.0 62.0 2,121.0 87.0 216.0 56.0 303.0 79.0

Stgo 4,870 639 6,111 6,868 1,241.0 25.0 1,998.0 41.0 177.0 28.0 285.0 45.0

SPM 1,323 202 2,176 2,507 853.0 64.0 1,184.0 89.0 122.0 60.0 169.0 84.0

LV 2,240 364 2,887 3,076 647.0 29.0 836.0 37.0 92.0 25.0 119.0 33.0

Dua 1,533 328 2,100 2,297 567.0 37.0 764.0 50.0 81.0 25.0 109.0 33.0

SJM 1,431 303 1,986 2,169 555.0 39.0 738.0 52.0 79.0 26.0 105.0 35.0

Per 800 112 1,265 1,442 465.0 58.0 642.0 80.0 66.0 59.0 92.0 82.0

LA 891 159 1,326 1,409 435.0 49.0 518.0 58.0 62.0 39.0 74.0 47.0

Esp 1,286 221 1,716 1,774 430.0 33.0 488.0 38.0 61.0 28.0 70.0 32.0

Az 1,222 190 1,624 1,917 402.0 33.0 695.0 57.0 57.0 30.0 99.0 52.0

Sam 472 104 764 778 292.0 62.0 306.0 65.0 42.0 40.0 44.0 42.0

MP 1,141 286 1,416 1,646 275.0 24.0 505.0 44.0 39.0 14.0 72.0 25.0

SRam 1,009 210 1,265 1,350 256.0 25.0 341.0 34.0 37.0 17.0 49.0 23.0

Val 827 127 1,052 1,295 225.0 27.0 468.0 57.0 32.0 25.0 67.0 53.0

Bao 656 133 843 872 187.0 29.0 216.0 33.0 27.0 20.0 31.0 23.0

MTS 826 203 1,003 1,141 177.0 21.0 315.0 38.0 25.0 12.0 45.0 22.0

HM 530 114 697 792 167.0 32.0 262.0 49.0 24.0 21.0 37.0 33.0

ES 547 155 704 813 157.0 29.0 266.0 49.0 22.0 14.0 38.0 25.0

Bar 1,279 191 1,431 1,671 152.0 12.0 392.0 31.0 22.0 11.0 56.0 29.0

EP 419 124 554 663 135.0 32.0 244.0 58.0 19.0 16.0 35.0 28.0

MC 648 131 781 867 133.0 20.0 219.0 34.0 19.0 14.0 31.0 24.0

Ind 285 45 406 497 121.0 43.0 212.0 74.0 17.0 39.0 30.0 67.0

MN 1,096 164 1,199 1,428 103.0 9.0 332.0 30.0 15.0 9.0 47.0 29.0

Ped 119 22 217 195 98.0 82.0 76.0 64.0 14.0 64.0 11.0 49.0

LR 1,640 133 1,690 1,742 50.0 3.0 102.0 6.0 7.0 5.0 15.0 11.0

SJO 420 110 455 515 35.0 8.0 95.0 23.0 5.0 4.0 14.0 12.0

PP 2,248 362 2,252 2,418 4.0 0.0 170.0 8.0 1.0 0.0 24.0 7.0

SRod 427 109 414 508 -13.0 -3.0 81.0 19.0 -2.0 -2.0 12.0 11.0

Sal 733 135 712 721 -21.0 -3.0 -12.0 -2.0 -3.0 -2.0 -2.0 -1.0

Daj 856 111 502 534 -354.0 -41.0 -322.0 -38.0 -51.0 -46.0 -46.0 -41.0

Nacional 51,768 7,459 62,997 68,622 11,229.0 22.0 16,854.0 33.0 1,604.0 22.0 2,408.0 32.0

D.I.a - - - - - 89.0 - 65.4 - 101.5 - 76.9

Amplitudb - - - - - 448.1 - 307.6 - 510.5 - 381.0



ANEXOS / 465

AnexosCapítulo IV

Anexo IV.8 Estructura de estudiantes, según condición por sector y por provincia en %, 2005-2006 

Provincia
Nuevos Promovidos Repitentes

Privado SemioficialPúblicoPrivado SemioficialPúblicoPrivado SemioficialPúblico

aLa diferencia interprovincial se calcula con el coeficiente de variación
bLa amplitud de la diferencia es el (máximo-mínino)/media simple por 100

Fuente: ODH/PNUD en base al Departamento de Estadística, SEE

Az 87.5 10.4 2.1 92.1 6.4 1.5 96.3 1.8 1.9

Bao 98.3 1.7 0.0 97.5 2.5 0.0 99.2 0.8 0.0

Bar 89.2 9.0 1.9 92.1 6.7 1.2 96.0 2.8 1.2

Daj 92.5 0.3 7.1 92.3 0.0 7.6 94.1 0.0 5.9

DN 51.6 43.6 4.8 52.9 42.3 4.8 84.6 12.7 2.7

Dua 78.7 20.5 0.8 85.3 13.9 0.8 95.7 3.3 1.0

ES 98.3 1.7 0.0 97.9 2.1 0.0 99.6 0.4 0.0

EP 93.1 4.2 2.7 95.8 3.1 1.1 99.5 0.5 0.0

Esp 84.5 15.5 0.0 84.6 15.3 0.1 96.6 3.4 0.0

HM 87.7 10.6 1.7 89.7 7.9 2.5 98.1 1.0 0.9

Ind 100.0 0.0 0.0 100.0 0.0 0.0 100.0 0.0 0.0

LA 70.1 29.0 0.9 76.2 23.5 0.3 91.0 9.0 0.0

LR 65.2 25.8 9.0 58.1 29.4 12.5 72.1 14.2 13.7

LV 84.6 15.0 0.4 84.0 15.5 0.5 97.4 2.6 0.1

MTS 87.7 12.3 0.0 90.1 9.9 0.0 97.6 2.4 0.0

MN 76.9 22.1 1.0 84.2 14.6 1.2 96.8 2.8 0.3

MC 94.1 5.9 0.0 94.2 5.8 0.0 97.6 2.4 0.0

MP 91.7 3.4 4.9 95.7 2.8 1.4 97.8 1.4 0.8

Ped 96.7 3.3 0.0 97.9 2.0 0.1 94.9 4.8 0.3

Per 71.1 28.8 0.1 81.3 18.7 0.0 95.5 4.5 0.0

PP 77.4 21.0 1.6 76.7 22.3 0.9 94.5 5.2 0.3

Sal 84.1 9.2 6.7 90.0 9.1 0.9 98.2 1.2 0.6

Sam 93.5 6.5 0.0 92.2 7.8 0.0 99.1 0.9 0.0

SC 72.3 26.3 1.4 80.5 18.7 0.8 93.9 5.3 0.9

SJO 83.0 12.4 4.5 92.9 6.6 0.5 96.7 1.8 1.6

SJM 86.7 13.3 0.0 89.6 10.1 0.4 98.5 1.5 0.1

SPM 66.2 31.5 2.3 74.8 22.4 2.8 92.8 5.6 1.5

SR 87.9 12.1 0.0 92.5 7.5 0.0 98.9 1.1 0.0

Stgo 69.5 25.7 4.8 76.6 22.9 0.5 93.0 6.3 0.7

SR 78.0 13.3 8.7 93.5 3.5 3.0 98.2 1.3 0.4

SD 60.4 37.2 2.5 67.4 29.8 2.8 88.8 10.5 0.8

Val 86.6 11.8 1.5 90.7 8.8 0.5 98.0 1.7 0.3

Nacional 73.3 24.3 2.4 77.1 20.9 2.0 94.3 4.8 0.9

D.I.a 14.4 74.5 119.7 13.0 82.2 169.7 5.7 101.3 229.3

Amplitudb 58.6 288.7 403.7 54.6 345.6 822.4 29.3 401.0 1,223.5
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Anexo IV.9 Distribución de estudiantes según sector y condición, por provincia y sector, 2005-2006 

Provincia
Total Sector Público Sector Privado

Promovidos RepitentesNuevosPromovidos RepitentesNuevosPromovidos RepitentesNuevos

aLa diferencia interprovincial se calcula con el coeficiente de variación
bLa amplitud de la diferencia es el (máximo-mínino)/media simple por 100

Fuente: ODH/PNUD en base al Departamento de Estadística, SEE

Az 17.7 75.0 7.3 16.9 75.4 7.7 27.0 71.1 1.9 

Bao 27.6 65.7 6.7 27.8 65.4 6.8 21.0 76.4 2.6

Bar 25.5 68.0 6.5 24.8 68.3 6.8 32.7 64.7 2.6

Daj 23.4 70.1 6.4 23.4 70.0 6.5 78.9 21.1 - 

DN 22.1 75.4 2.5 21.3 74.7 4.0 23.0 76.2 0.8

Dua 22.7 69.8 7.5 21.1 70.4 8.5 31.9 66.4 1.7

ES 22.3 66.7 11.0 22.3 66.5 11.2 20.6 76.9 2.5 

EP 26.4 63.6 9.9 25.8 63.9 10.4 35.4 62.9 1.7

Esp 19.2 74.8 6.0 19.0 74.2 6.8 20.3 78.3 1.4

HM 20.5 71.2 8.2 20.0 71.0 9.0 27.7 71.2 1.1

Ind 23.6 68.0 8.4 23.6 68.0 8.4 -   -   -  

LA 24.4 70.4 5.2 22.6 71.1 6.3 29.4 68.7 1.9

LR 14.1 83.5 2.4 15.5 81.6 2.9 12.8 86.0 1.2

LV 16.9 76.6 6.6 16.8 75.7 7.5 17.4 81.4 1.2

MTS 23.5 70.5 6.0 22.9 70.6 6.5 28.8 69.8 1.5

MN 20.3 74.9 4.9 18.7 75.6 5.6 28.8 70.3 0.9

MC 22.3 71.4 6.3 22.2 71.2 6.5 23.3 74.0 2.7

MP 19.7 72.5 7.8 19.0 73.0 8.0 23.5 72.5 4.0

Ped 25.5 69.9 4.6 25.3 70.2 4.5 33.8 57.2 9.0

Per 20.5 69.7 9.8 18.1 70.4 11.6 30.5 67.2 2.3

PP 18.2 76.3 5.5 18.1 75.3 6.6 18.1 80.6 1.3

Sal 15.3 78.6 6.1 14.4 79.0 6.6 16.4 82.8 0.8

Sam 17.2 77.3 5.5 17.3 76.8 5.9 15.6 83.6 0.7

SC 21.0 73.1 5.8 19.1 74.0 6.9 28.4 70.0 1.6 

SJO 25.3 65.7 9.0 23.2 67.2 9.6 41.2 56.7 2.1 

SJM 27.3 65.7 7.0 26.4 65.8 7.7 35.1 63.9 1.0 

SPM 19.0 76.9 4.1 17.0 77.9 5.1 25.6 73.4 1.0 

SRam 21.9 72.1 5.9 21.0 72.6 6.4 32.7 66.6 0.8 

Stgo 19.6 73.8 6.6 17.9 74.1 8.1 22.6 75.6 1.9 

SRod 9.9 80.9 9.2 8.4 81.8 9.8 31.0 66.1 2.9 

SD 19.3 77.7 3.0 17.4 78.6 4.0 23.4 75.6 1.0 

Val 8.7 83.4 7.9 8.3 83.2 8.6 12.1 86.3 1.6 

Nacional 20.2 74.4 5.3 19.2 74.3 6.5 23.7 75.1 1.2 

D.I.a 21.7 7.0 31.3 22.7 6.8 28.1 47.7 25.0 86.9

Amplitudb 91.5 27.3 131.3 98.2 26.5 120.6 297.4 125.9 499.1



ANEXOS / 467

AnexosCapítulo IV

Anexo IV.10 
Población que dejó la escuela básica según los motivos por los cuales abandonaron los estudios,
por sexo y provincia, 2002

Provincia
Total

No le
gustaba

No tiene 
recursos o tiene

que trabajar

Se casó
o unió

Salió 
embara-

zada

HM HM HMMHM HM HMHM

Atiende 
hermanos
menores

No posee
acta de 

nacimiento

Otros 
motivos

Problemas
infraestruc-
tura escuelas

HM

a La diferencia interprovincial se calcula con el coeficiente de variación.
b La amplitud de la diferencia es el (máximo-mínimo)/media simple por 100

Fuente: ODH/PNUD en base a Censo 2002

DN 100 100 7.6 11.3 41.5 71 25.7 4.7 3 4.7 0.4 6 3.2 0.9 0.6 10.7 8.9
SD 100 100 6.7 10.1 40.3 73.1 29 5.2 3 4.8 0.6 6.3 3.3 0.9 0.5 9.1 7.2
Per 100 100 12.9 19.2 37.9 65.7 28.1 4.2 1.5 3.3 0.3 7.1 4 0.5 0.2 8.7 6.3
SC 100 100 7.7 12.7 39.1 70.4 28.4 5 2.8 5.1 0.4 7 3.9 0.7 0.5 9.2 7.1
MP 100 100 7.5 14.6 31.8 66.1 34.5 6.3 1.5 4.7 0.5 11.4 6.6 0.6 0.4 8 5.5
SJO 100 100 11 17.6 33.1 66.9 31.4 3.5 0.8 3.4 0.3 12.7 6.5 0.3 0.2 7.3 5
ES 100 100 8.7 14.9 35.2 66.8 31 5 2.2 3.8 0.5 11.2 6.8 0.4 0.2 7.4 5.8
LA 100 100 9 14 37.4 66.9 30.4 5.1 1.6 2.8 0.4 9.8 6.6 0.7 0.3 8.3 6.7
LR 100 100 7.9 9.7 44.9 75.5 23.9 4 3.2 3.7 0.3 7.2 3.5 0.6 0.6 8.5 6.3
SPM 100 100 6.6 10 45.5 75.6 25.5 3.7 3.1 3.3 0.4 8.1 3.9 0.6 0.3 7.3 6.1
HM 100 100 9 15.6 36.3 67.1 31.8 4.5 1.6 3.4 0.6 9 5.1 0.3 0.3 8.5 6.8
Dua 100 100 12.2 22.4 28.1 60 32.3 5.5 1.3 4.9 0.5 10.5 4.7 0.6 0.3 10.1 6.6
MTS 100 100 8.6 17.6 28.2 62.3 37.5 6.5 1.1 4.8 0.5 11 7 0.5 0.3 8.3 5.9
Sal 100 100 14.1 24.8 28.7 57.8 26.2 3.7 0.7 5.1 0.4 12.8 6.5 0.7 0.1 11.5 6.7
Sam 100 100 11.2 19.2 35.9 63.1 29.9 6.4 2.1 3.3 0.4 8.5 5 0.6 0.2 8.5 5.7
LV 100 100 12 19.2 36.4 63.5 27.1 4.6 1.1 3.6 0.4 10.6 5.8 0.4 0.2 8.8 6.4
SRam 100 100 9.7 19.7 25.9 60.2 33.6 6.3 1.3 6.1 0.6 13.3 6.9 0.5 0.2 9.7 6.1
MN 100 100 7.7 13.8 32.3 67.8 33.8 5.6 2.1 4.5 0.4 11.3 6 0.3 0.2 8 6.1
Esp 100 100 12 19.9 34.5 62.8 27.7 4.7 1.1 4.4 0.3 9.3 5.2 0.4 0.2 10.5 6.9
PP 100 100 7.1 12.4 33.3 68.3 37.1 6.3 1.5 3.3 0.3 9.4 6.1 0.4 0.4 8 6.1
Stgo 100 100 9 15.5 38.5 66 26.3 4.7 1.3 4.5 0.4 11.3 6.6 0.5 0.3 8.7 6.6
Daj 100 100 8.1 15.1 34.4 67.6 32.3 4.3 1.1 3.4 0.5 13.6 7.2 0.6 0.2 6.6 5
MC 100 100 7.7 13.9 33.9 69.6 36.2 5 1 3.5 0.5 10.1 5.7 0.5 0.2 7.1 5.1
SRod 100 100 10.9 17.5 33.4 61.1 22.7 4 0.7 3.2 0.2 20.1 11.7 0.3 0.2 8.7 5.3
Val 100 100 8.3 13.9 34.7 69.4 31.6 4.3 1.2 3.9 0.4 12.2 6.4 0.5 0.3 7.6 5.4
Az 100 100 13.2 17.6 32.4 69.2 33.7 4.7 1.5 4.2 0.3 6.6 3.2 0.5 0.3 7.8 4.8
EP 100 100 8.1 11.8 31.2 67.8 38.3 7.6 1.5 4.4 0.7 7.8 5.3 0.5 0.2 8.2 6.5
SJM 100 100 8.2 13.5 32 70.1 35 5 1.4 5.1 0.5 8.4 4.5 0.6 0.4 9.2 5.9
Bao 100 100 9.8 16.1 33.1 66.5 35.7 7.5 1.7 5.2 0.4 7.5 3.9 0.5 0.4 6.7 5.2
Bar 100 100 10.4 15.7 31.9 67.2 37.7 7 1.9 3.7 0.5 5.6 3.3 0.6 0.5 8.2 5.8
Ind 100 100 9.7 14.8 34 73.2 36.7 3.8 2 4.7 0.4 5.9 2.6 0.2 0.2 6.8 5
Ped 100 100 7.2 19.4 22.3 61.3 49.8 5 1.7 3.1 0.4 5.3 2.7 0.5 0.1 10 11
Nacional 100 100 8.9 14.7 36.7 68 29.8 5 2 4.3 0.4 9 5 0.6 0.4 8.8 6.5
D.I.a - - 21.9 22.9 14.4 6.6 17.0 21.6 41.9 19.5 25.3 32.2 34.8 30.7 44.9 14.0 19.3

Amplitudb - - 80.1 96.0 67.6 26.6 84.9 80.1 149.3 80.1 116.8 154.3 171.6 134.1 168.4 57.6 99.3



468 / ANEXOS

Anexos Capítulo IV

Anexo IV.11 
Población que dejó la escuela media según los motivos por los cuales abandonaron los estudios, por
sexo y provincia, 2002

Provincia
Total

No le
gustaba

No tiene 
recursos o tiene

que trabajar

Se casó o
unió

Salió 
embara-

zada

HM H HM HMMHM HM HMHM

Atiende 
hermanos
menores

No posee
acta de

nacimiento

Otros 
motivos

Problemas
infraestruc-
tura escuelas

HM

a La diferencia interprovincial se calcula con el coeficiente de variación
b La amplitud de la diferencia es el (máximo-mínino)/media simple por 100

Fuente:  ODH/PNUD en base a Censo 2002

DN 100 100 4.5 7.4 38.3 72.1 32.4 7.9 6.5 0.2 4.6 0.3 1.7 1.4 0.4 0.2 11.6 10.6

SD 100 100 3.9 6.6 36 72.9 35.6 8.6 7.4 0.1 5.4 0.4 2 1.4 0.5 0.4 9.2 9.6

Per 100 100 6.3 13.9 38.4 68.7 36.5 6.8 4.7 0.1 4.7 0.3 1.7 1.5 0.2 0.1 7.5 8.6

SC 100 100 3.7 7.2 39 74.6 33.8 7.5 7.5 0.1 5.1 0.3 2.3 1.6 0.3 0.2 8.4 8.6

MP 100 100 3.7 9.4 34.5 68.7 37.9 9.5 4.8 0 4.9 0.5 4.2 2.8 0.3 0.1 9.8 9

SJO 100 100 5.1 12.9 27.2 63.5 36.9 6.6 7.2 0.1 5.5 0.3 9 2 0.1 0 9 14.5

ES 100 100 4.6 12.1 40.2 68.2 31.7 7.8 4.9 0.1 3.9 0.4 3.5 2.5 0.2 0.2 10.9 8.7

LA 100 100 4.6 9.5 39 71.5 35.7 8.9 4.7 0.1 2.9 0.3 3 1.8 0.3 0.2 9.6 7.6

LR 100 100 3.1 5.1 47.9 76.6 27.5 6.4 7.1 0.1 3 0.3 1.9 1.5 0.2 0.1 9.4 9.9

SPM 100 100 3.3 6.3 51.6 77.9 26.3 5.8 5.8 0.1 3 0.3 2.5 1.4 0.2 0.3 7.3 7.9

HM 100 100 5.1 13.1 42.4 66.6 33 8 4.1 0.3 3.5 0.1 2.9 2.7 0.3 0.2 8.7 9

Dua 100 100 6.8 15.8 27.5 61.3 40.4 8.8 4.8 0 6.4 0.3 3.4 3.2 0.3 0.1 10.5 10.6

MTS 100 100 4.7 13.6 28.9 63.2 42.6 11 5.3 0.1 5.6 0.3 4 3.3 0.3 0.1 8.5 8.3

Sal 100 100 8.2 19.5 27.9 58.4 43.2 9.2 2.8 0.1 4 0.3 4.1 2.9 0.1 0.1 9.7 9.5

Sam 100 100 7.3 12.3 35.1 67 35.1 8.5 4.9 0.3 4.5 0.6 3.3 3.2 0.1 0.2 9.7 7.9

LV 100 100 6 12 36.7 67.5 37.5 8.7 3.9 0 3.1 0.3 3.4 2.7 0.1 0.2 9.3 8.6

SRam 100 100 5.9 13.1 27.5 64.3 41.6 9.9 5.3 0.1 6.9 0.4 2.9 2.8 0.2 0.1 9.6 9.3

MN 100 100 3.9 7.4 35.5 74 38.9 8.9 4.3 0.1 5.7 0.3 2.9 2.3 0.2 0.2 8.5 6.7

Esp 100 100 6.8 12.6 33.7 67.2 39.6 8.4 4.2 0.1 2.8 0.3 3.1 2.6 0.1 0.1 9.7 8.6

PP 100 100 3.9 9.5 33.4 69.3 42.2 9 4.2 0.1 3.4 0.4 3.9 2.8 0.3 0.2 8.7 8.7

Stgo 100 100 5 9.3 35.9 69.6 38 9.2 4.3 0.1 3.9 0.2 3.5 2.4 0.2 0.1 9 9

Daj 100 100 4.6 9.9 32.3 70.4 36.8 8.3 3.3 0 8.4 0.6 7.4 2.7 0.2 0.1 7.1 7.9

MC 100 100 3.8 10 29.2 66.3 48.3 11.1 3 0.1 3.2 0.5 3 2.2 0.3 0.2 9.2 9.6

SRod 100 100 4.3 11.6 26.8 66.3 47.5 9 3.5 0 4.7 0.1 4.4 3.8 0.1 0.1 8.8 9.2

Val 100 100 4 10.2 32.6 68.5 42.9 9.7 5.3 0.1 4.7 0.4 2.4 2 0.1 0.1 8 8.9

Az 100 100 6.2 11.5 32.5 71 37.6 6.6 5 0 7 0.2 1.7 1.7 0.4 0.1 9.6 8.8

EP 100 100 4.6 6.8 36.6 75.4 36.9 7.8 2.7 0 5.5 0.5 5.2 2.3 0.2 0 8.5 7.2

SJM 100 100 4.8 9 31 69.4 40.6 8 4.6 0.1 5.5 0.6 3.3 2.6 0.2 0.2 10 10.2

Bao 100 100 6.1 10.2 38.6 70.2 34.9 8.6 4.1 0.1 5 0.7 1.8 1.4 0.3 0.1 9.2 8.7

Bar 100 100 4.7 9.1 30.6 70.6 40.9 9.9 5.2 0.2 5.3 0.3 1.5 1.6 0.4 0.3 11.3 8.1

Ind 100 100 3.1 6 38.5 76 30.7 7.3 6.1 0 6.1 0.5 1.7 0.7 0 0.2 13.7 9.3

Ped 100 100 4.8 8.8 29.4 74.8 41.4 5.8 4.1 0.3 5 0.2 1.9 1.6 0.6 0 12.8 8.5

Nacional 100 100 4.6 9 36.3 70.7 36.4 8.4 5.7 0.1 4.6 0.4 2.7 2 0.3 0.2 9.4 9.2

D.I.a - - 25.6 30.1 16.8 6.5 13.3 15.8 26.3 84.2 28.0 39.9 49.9 32.1 53.7 58.7 15.1 14.9

Amplitudb - - 104 138.9 71.2 28.1 58.4 63.4 98.7 300.0 117.0 167.0 231.9 138.9 249.4 266.7 69.7 86.8
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Az 57.4 54.1 59 16 23 9

Bao 60.8 54.9 - 6 17

Bar 57.6 56.6 57.5 15 9 12

Daj 60.9 55 66.7 4 16 1

DN 61.2 58.4 59.9 3 5 6

Dua 52.2 52.3 51.6 31 29 21

ES 57.3 54.3 48.3 17 21 24

EP 59.3 59.6 - 9 4 - 

Esp 59.2 50.3 54.7 10 31 18

HM 60.9 61.1 62.5 5 1 3

Ind 64.3 60.6 - 1 2 - 

LA 55.6 55.6 51.5 24 13 22

LR 59.1 57.9 63.4 11 6 2

LV 59.8 56.2 59.8 7 11 7

MTS 54.3 53 56.9 28 27 14

MN 53.8 54.1 60.1 29 24 5

MC 61.4 54 - 2 25 -

MP 55.9 54.7 55.6 23 18 16

Ped 57.1 57.2 50.3 18 7 23

Per 54.8 48.1 54.5 26 32 19

PP 54.7 54.1 55.5 27 22 17

Sal 56.1 53.7 - 21 26 - 

Sam 55.5 55.2 - 25 14 -

SC 57.8 56.3 57.3 13 10 13

SJO 51.5 53 - 32 28 - 

SJM 59.8 59.9 61.6 8 3 4

SPM 56 55.9 58.2 22 12 10

SRam 53.6 55 57.8 30 15 11

Stgo 57 50.7 56.1 19 30 15

SRod 57.7 54.5 - 14 20 - 

SD 57.8 56.9 59.5 12 8 8

Val 56.4 54.6 54.2 20 19 20

D.I.a 5.1 5.2 7.5 - - -

Amplitudb 22.3 23.5 32.2 - - -

a La diferencia interprovincial se calcula con el coeficiente de variación.
b La amplitud de la diferencia es el (máximo-mínimo)/media simple por 100

Fuente: ODH/PNUD en base al Departamento de Estadística, SEE

Anexo IV.12 
Promedio de los resultados de las Pruebas
Nacionales y posición de los resultados,
primera convocatoria, por nivel, 2002-2006

Provincia
Promedio de los resultados 

(en 100 puntos) Orden

Básica Media Técnica Básica Media Técnica
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Anexo IV.13 Docentes por grado obtenido, en porcentaje, según provincia, 2005-2006

Provincia
Sin título
docente

Estudiante
de Pedagogía

Maestro
normal

Profesorado
técnico

Habilita
docentes

CantidadPostgrado Maestría DoctoradoLicenciadoBachiller

a La diferencia interprovincial se calcula con el coeficiente de variación
b La amplitud de la diferencia es el (máximo-mínimo)/media simple por 100

Fuente: ODH/PNUD en base al Departamento de Estadística, SEE

Az 1.9 0.8 2.4 4.7 28.5 53.7 6.5 0.6 0.2 0.6 2,618

Bao 2.5 0.7 4.0 13.6 37.5 38.5 2.0 0.8 0.3 0.1 1,572

Bar 2.8 1.3 9.2 4.2 26.4 50.6 3.4 1.9 0.2 0.0 2,590

Daj 3.7 1.2 9.2 7.8 21.1 52.5 2.6 1.0 0.0 0.8 996

DN 2.5 4.4 8.9 6.1 19.6 47.0 5.6 4.4 0.3 1.4 11,531

Dua 1.3 0.6 3.8 2.8 17.1 66.0 4.1 4.3 0.0 0.1 3,801

ES 1.9 1.2 6.3 6.8 26.2 53.2 4.1 0.1 0.0 0.4 1,124

EP 3.9 0.5 5.1 9.0 41.9 34.9 3.4 0.4 0.3 0.4 942

Esp 1.9 1.1 2.6 9.6 31.5 47.5 3.4 2.1 0.1 0.4 1,706

HM 1.9 1.3 2.3 13.5 22.4 55.9 1.3 0.7 0.1 0.7 917

Ind 3.0 1.9 6.0 7.3 42.3 38.4 0.9 0.2 0.0 0.0 873

LA 4.3 1.4 14.6 7.4 18.9 48.1 4.0 0.6 0.0 0.6 1,866

LR 3.4 3.5 9.7 6.6 16.8 56.2 1.9 0.7 0.1 1.2 2,292

LV 2.5 2.0 3.4 6.0 30.3 50.0 3.2 2.1 0.2 0.2 4,190

MTS 1.9 1.4 10.7 4.9 26.6 48.8 3.2 2.3 0.0 0.2 2,106

MN 1.5 0.2 3.5 2.5 13.1 70.7 5.7 1.8 0.1 0.9 2,047

MC 2.9 1.1 8.3 4.1 34.6 45.1 2.1 0.8 0.1 0.8 1,400

MP 3.0 0.7 12.5 7.1 30.7 41.4 3.8 0.3 0.1 0.4 2,763

Ped 3.1 1.7 4.2 6.3 51.2 28.2 1.0 4.2 0.0 0.0 287

Per 2.7 1.4 4.1 6.9 25.4 53.4 4.5 1.0 0.1 0.5 1,805

PP 3.2 1.2 10.7 5.4 22.0 52.9 1.2 2.9 0.0 0.5 3,949

Sal 3.5 1.4 3.6 8.4 24.2 51.2 5.0 2.1 0.0 0.5 1,605

Sam 3.1 0.9 12.7 4.8 36.6 37.8 3.3 0.2 0.0 0.6 1,279

SC 1.3 1.4 7.0 7.1 25.4 52.1 4.3 1.0 0.2 0.2 5,911

SJO 5.2 2.2 3.1 4.9 41.3 41.9 1.3 0.0 0.0 0.0 995

SJO 3.4 1.3 4.2 10.4 29.5 45.4 3.2 2.1 0.0 0.5 3,294

SPM 1.3 2.1 6.6 6.7 23.3 54.8 2.5 1.8 0.4 0.4 2,445

SRam 1.3 0.9 2.1 3.4 22.7 59.6 8.2 1.5 0.2 0.1 2,659

Stgo 2.0 1.7 7.0 7.8 26.3 47.3 3.0 3.6 0.1 1.2 7,908

SRod 0.9 0.6 7.3 8.3 26.1 47.7 8.6 0.2 0.0 0.3 877

SD 2.1 1.7 12.1 5.8 24.0 47.0 4.7 1.6 0.3 0.7 19,458

Val 1.3 1.6 7.3 4.1 12.7 65.4 4.1 3.2 0.0 0.4 1,873

Nacional 2.3 1.8 7.9 6.3 24.8 49.9 4.0 2.1 0.2 0.6 99,679

D.I.a 39.7 58.2 52.3 39.0 32.2 18.2 51.9 81.7 112.0 76.7 120.1

Amplitudb 169.5 296.0 186.5 165.7 140.6 85.9 212.2 278.8 376.5 296.7 615.4
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Anexo IV.14
Años de experiencia promedio de los
docentes por sector, según provincia,
todos los niveles, 2005-2006

Provincia Privado Público Semioficial Total

Az 6.7 13.6 13.1 13

Bao 8.6 15.2 - 15

Bar 7.8 13.6 9.6 13.1

Daj 12 16 8.9 15.6

DN 8.3 15 9.7 11.5

Dua 7.6 14.5 9.3 13.3

ES 4.3 13.6 - 13.3

EP 11.6 16.3 11.1 16.1

Esp 9.8 15.5 2.5 14.3

HM 6.2 15.5 5 14.3

Ind - 13.6 - 13.6

LA 6.7 13.1 2.7 11.5

LR 7.9 13.8 9.7 10.8

LV 6.7 14.6 8.1 13.3

MTS 8.1 13.3 - 12.7

MN 7.8 12.5 8.2 11.5

MN 8.4 14.9 - 14.6

MP 6.9 12.2 5 11.8

Ped 4.6 12.6 - 12.4

Per 7.3 15 10.3 13

PP 7.1 13.3 9.3 11.8

Sal 6.7 14.7 18 14.3

Sam 5.1 14.7 - 14

SC 4.9 12 9.5 10.5

SJO 10.5 14.1 16.6 14

SJM 8.2 17 12.4 16.2

SPM 6.4 13 8 10.8

SRam 3.7 12.8 - 12.2

Stgo 6.7 12.9 11.9 11

SRod 4.5 14.6 5.1 13.7

SD 5.7 11.9 8.7 9.3

Val 4.4 13.2 7.2 12.3

Nacional 6.8 13.6 9.5 11.9

DIa 28.6 9.2 40.6 12.9

Amplitudb 116.3 36.4 169.2 53.2

a La diferencia interprovincial se calcula con el coeficiente de variación.
b La amplitud de la diferencia es el (máximo-mínimo)/media simple por 100.

Fuente: ODH/PNUD en base al Departamento de Estadística, SEE
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Anexo IV.15 Recintos, matrícula y docentes en educación superior, por provincia, 2005

Provincia Recintos
Estudiantes Matriculados

/ recinto
DocentesMatriculados /

1,000 adultos % Hombres % MujeresTotalCantidad % del total

Fuente:  SEESCYT 2006

Az 1 1,689 1% 1,689 14 64 47% 53%

Bao - - - - - - - - 

Bar 2 6,485 2% 3,243 63 43 58% 42%

Daj - - - - - - - - 

Dua 2 15,864 5% 7,932 88 318 61% 39%

ES - - - - - - - - 

EP - - - - - - - - 

Esp 2 1,845 1% 923 13 122 73% 27%

HM 1 409 0% 409 8 - - - 

Ind - - - - - - - - 

LA 2 2,742 1% 1,371 24 67 66% 34%

LR 1 612 0% 612 5 25 44% 56%

LV 2 5,503 2% 2,752 23 336 66% 34%

MTS 1 4,079 1% 4,079 49 - - - 

MN 2 4,243 1% 2,122 41 86 55% 45%

MC - - - - - 31 29% 71%

MP - - - - - - - - 

Ped - - - - - - - - 

Per 1 645 0% 645 6 83 55% 45%

PP 2 3,786 1% 1,893 19 111 60% 40%

Sal - - - - - - - - 

Sam - - - - - - - - 

SC 2 517 0% 259 2

SJO - - - - - - - - 

SJM 2 5,505 2% 2,753 39 83 75% 25%

SPM 2 7,663 2% 3,832 42 511 51% 49%

SRam 1 2,470 1% 2,470 27 - - - 

Stgo 9 40,807 13% 4,534 68 1,081 64% 36%

SRod 1 4,993 2% 4,993 135 - - - 

DN+SD 30 210,419 65% 7,014 119 4,441 63% 37%

Val 1 2,035 1% 2,035 20 86 53% 47%

No especificado - - - - - 3,762 64% 36%

Total 67 322,311 100% 4,811 60 7,488 62% 38%
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Anexo IV.16 División regional de salud

Anexo IV.17 
Principales causas de mortalidad en la población general por
regiones de salud (tasa por cada 1,000 habitantes), 2005

Región
Infecciones 

respiratorias
agudas

Heridas 
y traumas

Cáncer Diabetes
Tasa
total

Enfermedades 
cardiovascularesa

0 - Santo Domingo 0.50 0.23 0.09 0.06 0.05 0.93

I - Valdesia 0.64 0.08 0.05 0.15 0.00 0.92

II - Norcentral 0.70 0.00 0.09 0.05 0.10 0.94

III - Nordeste 1.15 0.13 0.12 0.15 0.08 1.63

IV - Enriquillo 0.48 0.12 0.00 0.14 0.05 0.79

V - Este 1.06 0.12 0.36 0.08 0.14 1.76

VI - El Valle 0.07 0.07 0.19 0.06 0.00 0.38

VII - Cibao Occidental 0.72 0.15 0.02 0.17 0.07 1.14

VIII - Cibao Central 1.36 0.00 0.26 0.21 0.07 1.91

Total 0.72 0.13 0.12 0.10 0.06 1.13

a Incluye infarto agudo al miocardio, paro cardiorespiratorio, hipertensión arterial, insuficiencia cardíaca, infecciones cardiocoronarias, otras 
cardiopatías y accidentes cardiovasculares reportados.
Fuente: ODH/PNUD en base a SESPAS 2005 

VII
MONTECRISTI

VALVERDEDAJABÓN
SANTIAGO

RODRÍGUEZ

SAN JUAN

ELÍAS PIÑA

SANTIAGO

AZUA

BAHORUCO

BARAHONA

INDEPENDENCIA

PEDERNALES

SAN JÓSE
DE OCOA

PERAVIA

SAN
CRISTÓBAL

MONTE PLATA

SANTO DOMINGO
LA ALTAGRACIA

EL SEIBO

LA ROMANA

HATO
MAYOR

SAN PEDRO
DE MACORÍSDISTRITO NACIONAL

ESPAILLAT

PUERTO PLATA SALCEDO

MARÍA 
TRINIDAD
SÁNCHEZ

SÁNCHEZ
RAMÍREZ

LA VEGA

MONSEÑOR
NOUEL

DUARTE
SAMANÁ

VI

IV

I

0
V

II
III

VIII



474 / ANEXOS

Anexos Capítulo IV

Anexo IV.18 Muertes maternas por región, centro público o privado y evitabilidad, 2006

Región
% ocurridas en centros

de salud públicos
% ocurridas en centros

de salud privados
% extra

hospitalarias
Nº de muertes

maternas

% de muertes maternas evitables a nivel nacionala 72%
aEl porcentaje de muertes maternas evitables se calcula como el número de muertes reportadas como evitables entre el número de muertes con
análisis de evitabilidad. Los bajos porcentajes de muertes con análisis de evitabilidad en algunas regiones dificultan el cálculo por región.

Fuente: ODH en base al Informe Tolerancia 0 de la Dirección General de Epidiemología de la SESPAS (30 de diciembre de 2006)

0 - Santo Domingo 75 93% 3% 4%
I - Valdesia 16 81% 13% 6%
II - Norcentral 35 97% 3% 0%
III - Nordeste 12 83% 8% 8%
IV - Enriquillo 1 100% 0% 0%
V - Este 21 71% 19% 10%
VI - El Valle 7 57% 0% 43%
VII - Cibao Occidental 7 71% 0% 29%
VIII - Cibao Central 3 100% 0% 0%
Total 177 88% 6% 7%

Anexo IV.19 
Principales causas de morbilidad / consultas en la población general por
regiones de salud, tasa por cada 1,000 habitantes, 2005

Región
Enfermedades

diarreicas
Agudas

Hipertensión
arterial

Dermatosis
Chequeo
prenatal

Para-
sitosis

Tasa
total

Infecciones 
respiratorias

agudas

Fuente: ODH/PNUD en base a SESPAS 2005 

0 - Santo 
Domingo 172 71 30 13 3 7 295

I - Valdesia 97 24 32 6 30 11 200

II - Norcentral 52 58 18 3 22 7 160

III - Nordeste 81 24 19 9 8 8 149

IV - Enriquillo 143 43 50 23 33 42 335

V - Este 107 46 19 9 - 12 193

VI - El Valle 381 81 178 26 - 58 725

VII - Cibao 
Occidental 259 84 41 32 30 6 452

VIII - Cibao Central 91 36 30 22 8 7 195

Tasa nacional 134 54 33 12 12 11 257

Anexo IV.20 Presupuesto público en salud (miles de millones), 2004 y 2005

Actividad % del total 2004 2005 % del total 20052004

Fuente: Unidad de cuentas en salud de la SESPAS

Actividades centrales 471 6.33% 622 5.52%
Proyectos centrales 10 0.14% 399 3.55%
Rectoría y supervisión del Sistema de Salud 7 0.09% 16 0.14%
Salud colectiva 1,046 14.05% 1,612 14.31%
Atención a las personas 4,383 58,89% 5,832 51.77%
Transferencias corrientes a instituciones sin fines de lucro 250 3.35% 244 2.17%
Transferencias corrientes a otras inst. públicas y privadas del sector salud 1,131 15.20% 2,292 20.35%
Asistencia social 144 1.94% 247 2.20%
Total 7,443.02 100.00% 11,264.53 100.00%
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Anexo IV.21 Cantidad de establecimientos por tipo y regiones de salud, 2005

Región
Hospital 

provincial
H. municipal

y de área
Subcentro y 

centro sanitario
Clínica ru-

ral y urbana
Adminis-
tracióna Total

Dispensario
y consultorio

H. nacional
de referencia

Hospital
regional

aIncluye Centro de Gastro, Unidad de Quemados y Leprocomio de Nigua 
bNivel 0: administración

- Nivel 1: centro de atención primaria (CAP)
- Nivel 2: hospital general
- Nivel 3: hospitales y centros de referencia con algún nivel de especialización

Nivel de atenciónb 3 3 2 2 1 1 1 0
0 - Santo Domingo 11 2 0 28 6 94 239 21 380
I - Valdesia 0 2 3 14 0 117 36 6 172
II - Norcentral 0 1 4 22 2 99 43 7 171
III - Nordeste 0 1 4 13 0 93 31 7 142
IV - Enriquillo 0 1 4 9 0 53 69 7 136
V - Este 0 1 4 12 0 88 81 9 186
VI - El Valle 0 1 2 5 0 39 11 3 58
VII - Cibao Occidental 0 1 4 9 0 64 51 7 129
VIII - Cibao Central 0 1 3 11 1 83 47 8 146
Total 11 11 28 123 9 730 608 75 1,595

1% 1% 2% 8% 1% 46% 38% 5% 100%

Fuente: SESPAS 2005 Informe de memoria 2005 
SIGpaS 3 (2001)

Anexo IV.22 Personal sanitario por cada 10,000 habitantes, por regiones de salud, 2005

0 - Santo
Domingo

I -
Valdesia

II - Nor-
central

III -
Nordeste

VIII - Cibao
Central

Total V -
Este

VI - El
Valle

VII - Cibao
Occidental

IV -
Enriquillo

Médicos 14.16 6.04 11.66 14.47 7.39 12.19 9.58 14.07 7.63 11.62
- Generales 5.10 2.38 4.29 6.08 4.97 4.94 4.68 6.11 2.92 4.54

- Especialistas 5.39 2.16 4.57 6.64 0.99 5.40 3.41 5.76 3.88 4.60

- Pasante de ley 0.46 1.04 0.63 1.15 1.17 0.96 0.93 1.89 0.30 0.75

- Pasante de postgrado 0.36 0.43 0.49 0.18 0.27 0.73 0.56 0.19 0.35 0.41

- Psiquiatra 0.07 0.02 0.00 0.12 0.00 0.15 0.00 0.12 0.04 0.06

- Residentes 2.77 0.00 1.69 0.29 0.00 0.00 0.00 0.00 0.14 1.25

Personal de Odontología 2.08 0.46 1.07 2.18 0.56 1.24 1.55 3.94 1.08 1.57
- Profesionales 1.78 0.39 0.00 1.77 0.00 0.99 0.00 2.45 1.03 1.08

- Técnicos 0.30 0.07 0.00 0.32 0.00 0.22 0.00 1.49 0.04 0.23

- Auxiliares 0.00 0.00 0.00 0.09 0.00 0.03 0.00 0.00 0.01 0.01

Personal de Salud Mental 0.16 0.09 0.00 0.18 0.35 0.28 0.09 0.23 0.14 0.15
- Psicólogos 0.16 0.09 0.00 0.14 0.00 0.14 0.00 0.14 0.14 0.11

- Técnicos 0.00 0.00 0.00 0.05 0.00 0.08 0.00 0.09 0.00 0.02

- Bioanalistas 1.95 0.97 1.60 4.30 2.35 0.76 1.18 3.20 1.34 1.83

- Profesionales 1.84 0.93 0.00 2.86 0.00 0.68 0.00 2.15 1.15 1.21

- Técnicos 0.05 0.02 0.00 1.36 0.00 0.07 0.00 0.68 0.18 0.17

- Auxiliares 0.05 0.03 0.00 0.08 0.00 0.01 0.00 0.37 0.01 0.05

Radiodiagnóstico y Rx 0.31 0.37 0.39 0.62 0.27 0.00 0.16 0.30 0.28 0.31
- Profesionales 0.15 0.24 0.00 0.53 0.00 0.11 0.00 0.28 0.16 0.16

- Técnicos 0.13 0.09 0.00 0.09 0.00 0.05 0.00 0.02 0.06 0.07

- Auxiliares 0.03 0.03 0.00 0.00 0.00 0.09 0.00 0.00 0.05 0.03

Personal de Estadística 0.00 0.18 0.00 0.36 0.45 0.00 0.16 0.00 0.00 0.07
- Profesionales 0.00 0.18 0.00 0.03 0.00 0.00 0.00 0.00 0.00 0.02

- Técnicos 0.00 0.00 0.00 0.18 0.00 0.00 0.00 0.00 0.00 0.01
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Anexo IV.22  cont. Personal sanitario por cada 10,000 habitantes, por regiones de salud, 2005

0 - Santo
Domingo

I -
Valdesia

II - Nor-
central

III -
Nordeste

VIII - Cibao
Central

Total V -
Este

VI - El
Valle

VII - Cibao
Occidental

IV -
Enriquillo

- Auxiliares 0.00 0.00 0.00 0.15 0.00 0.00 0.00 0.00 0.00 0.01

Personal de Promoción de la Salud 1.64 3.03 0.00 12.70 8.49 3.37 14.98 9.52 4.52 3.88
- Supervisores de promotores 0.32 0.79 0.00 1.79 0.00 0.61 0.00 1.45 0.97 0.54

- Promotores 1.32 2.24 0.00 10.91 0.00 2.76 0.00 8.07 3.55 2.46

Personal de Salud Ambiental 0.50 0.45 0.00 1.14 0.75 0.52 0.40 0.65 0.61 0.48
- Profesionales 0.16 0.19 0.00 0.62 0.00 0.05 0.00 0.21 0.33 0.17

- Técnicos 0.19 0.11 0.00 0.38 0.00 0.47 0.00 0.44 0.06 0.18

- Auxiliares 0.14 0.15 0.00 0.14 0.00 0.00 0.00 0.00 0.23 0.10

Personal de Nutrición 0.07 0.0375 0.15 0.24 0.21 0.08 0.19 0.16 0.10 0.11
- Profesionales 0.04 0.0375 0.00 0.14 0.00 0.03 0.00 0.09 0.01 0.04

- Técnicos 0.00 0.0000 0.00 0.06 0.00 0.02 0.00 0.07 0.01 0.01

- Auxiliares 0.03 0.0000 0.00 0.05 0.00 0.02 0.00 0.00 0.08 0.02

Personal Mant. Planta Física 0.0484 0.20 0.87 0.32 1.04 1.50 0.37 0.70 0.97 0.52
- Profesionales 0.0097 0.10 0.00 0.08 0.00 0.08 0.00 0.54 0.93 0.14

- Técnicos 0.0387 0.01 0.00 0.03 0.00 1.41 0.00 0.16 0.03 0.16

- Auxiliares 0.0000 0.08 0.00 0.21 0.00 0.01 0.00 0.00 0.01 0.03

Trámite de Pensión 0.00 0.47 0.00 0.00 0.00 0.00 0.00 0.00 0.00 0.05
- Personal Pdo. Fondos Internos 0.00 1.15 0.00 0.00 0.00 0.00 0.00 0.00 0.00 0.14

- Personal que cobra por otro 0.00 0.14 0.00 0.00 0.00 0.00 0.00 0.00 0.00 0.02

Mantenimiento de Equipos Médicos 0.15 0 0.13 0.0303 0.00 0.0344 2.17 0.00 0.025 0.16
Personal de Farmacia 0.51 0.33 0.56 1.06 0.83 0.71 0.59 2.29 0.39 0.65

- Profesionales 0.14 0.15 0.00 0.53 0.00 0.26 0.00 1.19 0.03 0.19

- Técnicos 0.25 0.10 0.00 0.11 0.00 0.08 0.00 0.23 0.01 0.13

- Auxiliares 0.12 0.07 0.00 0.42 0.00 0.37 0.00 0.86 0.35 0.19

Personal de Enfermería 11.01 10.11 11.65 20.74 19.01 7.90 20.59 18.15 8.34 12.19
- Profesionales 2.47 4.86 0.00 8.34 0.00 0.95 0.00 2.43 2.78 2.47

- Auxiliares 8.14 5.25 0.00 11.35 0.00 6.35 0.00 15.72 5.21 6.02

- Bachilleres técnicos 0.40 0.00 0.00 1.04 0.00 0.60 0.00 0.00 0.35 0.30

Seguridad, Limpieza y Ornato 2.29 3.98 0.33 3.28 2.56 7.46 11.29 6.00 7.60 3.71
Personal Administrativo y Otros 17.03 7.35 10.71 4.78 18.79 7.72 5.52 15.72 0.15 11.21
Educadores 0.00 0.00 1.66 0.00 0.00 0.00 0.00 0.00 0.00 0.27
Total General 51.90 35.35 40.78 66.40 63.06 43.76 68.80 74.93 33.17 48.93

Fuente: SESPAS Informe de memoria 2005, población: CONAPOFA 2005.
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Anexo IV.23 Remuneración mensual bruta, por categoría, 2007

Tipo de personal Distancia
Resultados
10%-15%

Sueldo bruto 
mensual posibleaSueldo base

a Falta agregar:
- El incentivo por guardia realizada que asciende a 1,000 pesos para médicos especialistas y 600 pesos para médicos generales en provincias sin

incentivo por distancia y 1,300 pesos  y 700 pesos, respectivamente, en provincias con incentivo.
- El incentivo por antigüedad: el monto por este incentivo es variable según la profesión y los años de servicio, y se aplica al personal de salud a

partir de 15 años de servicios.

Fuente: [http://www.sespas.gov.do/nomina/nominadetalle.asp]

Médico/a jefe de servicio 26,319.90 2,500 3,948 32,768

Médicos/as especialistas 23,687.91 2,500 3,553 29,741

Médico/a asistente y ayudante 22,108.72 1,800 3,316 27,225

Odontólogo/a 17,875.00 800 2,681 21,356

Psicólogo/a 10,223.13 0 1,533 11,757

Médico/a residente I 17,868.56 0 2,680 20,549

Médico/a residente II 18,351.49 0 2,753 21,104

Médico/a residente III 18,834.42 0 2,825 21,660

Médico/a residente IV 19,317.36 0 2,898 22,215

Médico/a residente V 19,800.29 0 2,970 22,770

Médico/a residente VI 20,282.91 0 3,042 23,325

Médico/a residente VII 20,764.94 0 3,115 23,880

Pasante de ley 14,005.09 0 2,101 16,106

Pasante de postgrado 19,317.34 0 2,898 22,215

Auxiliares y bachilleres de enfermería 8,555.98 400 1,283 10,239

Enfermera/o I (Licda./o.) 10,687.80 500 1,603 12,791

Enfermera/o II (Licda./o.) 11,059.61 500 1,659 13,219

Enfermera/o III (Licda./o.) 11,329.06 500 1,699 13,528

Enfermera/o IV (Licda./o.) 11,542.81 500 1,731 13,774

Enfermera/o V (Licda./o.) 11,756.59 500 1,763 14,020

Enfermera/o VI (Licda./o.) 18,400.00 500 2,760 21,660

Enfermera/o VII (Licda./o.) 20,700.00 500 3,105 24,305

Farmacéutico/a 10,222.74 0 1,022 11,245

Encargado/a de farmacia 12,267.76 0 1,227 13,495

Ayudante de farmacia 7,347.03 0 735 8,082

Bioanalista 9,814.19 400 981 11,196

Encargado/a de laboratorio 12,267.75 0 1,227 13,495

Auxiliar de laboratorio 8,096.72 0 810 8,906
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Anexo IV.24 Universidades con carreras de las ciencias de la salud, por región de salud, 2005

Prov Reg.
Salud

Medicina  
general Bioanálisis Radiología

Especialidad en

Salud Pública
Enfermería Farmacia NutriciónOdontología

0 - Santo Domingo 6 7 6 2 3 2 0 2
Autónoma de Santo Domingo SD 0 1 1 1 1 1 1 1
Inst. Tecnológico Sto. Dgo. SD 0 1 1
Nacional Pedro Hquez. Ureña SD 0 1 1 1 1
Iberoamericana SD 0 1
Católica Santo Domingo SD 0 1
Católica Madre y Maestra SD 0 1 1 1
Nacional Evangélica SD 0 1 1
Odontológica SD 0 1
Federico Henríquez y Carvajal 0 1 1
Eugenio María de Hostos SD 0 1 1 1
Interamericana SD 0 1
Sede de Santo Domingo SD 0 1
I - Valdesia 0 0 1 0 0 1 0 0
Tecnológica de del Sur Az I 1 1
II - Norcentral 1 0 2 1 0 2 1 0
Centro Universitario Regional 
de Santiago (CURSA)

Stgo II 1 1 1

Tecnológica de Santiago Stgo II 1 1 1 1
III - Nordeste 1 1 2 0 0 2 0 0
Centro Universitario Regional 
de Nagua (CURNA) MTS III 1 1

Centro Universitario Regional 
del Nordeste (CURNE) Dua III 1 1

Católica Nordestana Dua III 1 1
IV - Enriquillo 0 0 2 0 0 1 0 0
Centro Universitario Regional 
del Sureste (CURSO) Bar IV 1 1

Católica Tecn. de Barahona Bar IV 1
V - Este 1 1 2 1 0 1 0 1
Centro Universitario Regional 
del Este (CURE)

LA V 1

Central del Este SPM V 1 1 1 1 1 1
VI - El Valle 0 0 1 0 0 1 0 0
Centro Universitario Regional 
del Oeste (CURO)

SJM VI 1 1

VII - Cibao Occidental 1 1 2 0 0 2 0 0
Centro Universitario Regional 
del Noroeste (CURNO)

Val VII 1 1

Inst. Tecn. Cibao Oriental SRam VII 1 1 1
Sede de Mao Val VII 1
VIII - Cibao Central 0 1 2 0 0 2 0 0
Centro Universitario Regional 
del Cibao Central (CURCE) MN VIII 1 1
Católica Tecn. el Cibao LV VIII 1 1 1
Total 10 11 18 4 3 13 1 3

Fuente: Universidades
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Funciones CarácterInstituciones o empresas

Rectoría Público

Sistema
Nacional de
Seguridad

Social(SNSS)

Anexo IV. 25 Estructura del Sistema Nacional de Seguridad Social (SNSS), 2007

Consejo Nacional de
Seguridad Social (CNSS)

Recaudación Público
Tesorería de la Seguridad
Social (TSS)

Orientación
y defensa

Público
Dirección de Información y
Defensa de los Afiliados (DIDA)

Supervisión

Público

Público

Superintendencia de Pensiones
(SIPEN)

Superintendencia de Salud y
Riesgos Laborables (SISALRIL)

Aseguramiento

Público

Público

Privado

Mixto

Seguro Nacional de Salud
(SENASA)

Administradora de Riesgos de
Salud (ARS)

Administradora de Fondos de
Pensiones (AFP)

Público

Privado

Mixto

Provisión

Público

Privado

Mixto

Proveedoras de Servicios de
Salud (PSS)

Entidades complementarias

Público

Privado

Mixto
Fuente: ODH/PNUD en base a CNSS 2007
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Anexo IV.26
Ingreso laboral mensual medio real (base = 1991) 
y nominal, 1991-2006

Fuente: ODH/PNUD en base a BCRD
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Anexo IV.27
Aseguramiento en salud según variables sociodemográficas,
2004

Grupo de edad 100.0

De 0 a 15 años 33.8 18.0 82.0 100.0

De 15 a 64 años 60.2 25.3 74.7 100.0

De 65 años y más 6.0 19.4 80.6 100.0

Sexo 100.0

Hombres 49.8 23.5 76.5 100.0

Mujeres 50.2 21.6 78.4 100.0

Nivel educativo alcanzado 100.0

Sin educación 23.3 15.0 85.0 100.0

Primaria/secundaria 68.7 21.0 79.0 100.0

Universitario 8.0 57.3 42.7 100.0

Zona de residencia 100.0

Urbana 63.9 27.2 72.8 100.0

Rural 36.1 14.2 85.8 100.0

Condición de pobreza 

Pobreza extrema 13.5 8.0 92.0 100.0

Pobreza moderada 36.5 13.8 86.2 100.0

No pobre 50.0 30.3 69.7 100.0

% tiene 
seguro 

de salud

% de la 
población

total

% no tiene
seguro 

de salud
Total

Fuente: Elaboración UAAES 2007 en base a datos de la ENCOVI 2004
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Anexo IV.28
Personas ocupadas en los sectores formal e informal, 
2000-2006

Fuente: ODH/PNUD en base a ENFT
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Anexo IV.29
Cobertura SENASA (% de los pobres en SIUBEN) por sexo
y edad, octubre de 2007
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Az 208,217 131,122 15,584 7,705 49.4 7.5

Bao 91,244 69,855 8,362 4,485 53.6 9.2

Bar 178,778 115,296 14,219 7,217 50.8 8

Daj 62,006 34,966 6,510 2,983 45.8 10.5

DN 912,364 192,686 82,166 11,319 13.8 9

Dua 283,150 144,247 27,603 12,323 44.6 9.7

ES 88,957 61,254 9,609 3,875 40.3 10.8

EP 63,784 52,894 6,124 3,658 59.7 9.6

Esp 224,439 98,650 21,426 6,248 29.2 9.5

HM 87,590 55,743 8,132 3,826 47 9.3

Ind 50,787 35,606 4,288 2,375 55.4 8.4

LA 181,311 91,376 14,053 4,835 34.4 7.8

LR 219,290 98,710 14,761 5,105 34.6 6.7

LV 384,304 170,380 34,885 11,148 32 9.1

MTS 135,430 73,985 12,701 6,023 47.4 9.4

MN 167,566 64,605 13,923 3,365 24.2 8.3

MC 110,748 63,757 11,130 4,080 36.7 10

MP 179,770 132,307 17,413 11,112 63.8 9.7

Ped 21,113 12,817 1,459 723 49.6 6.9

Per 169,298 80,159 13,705 4,227 30.8 8.1

PP 311,813 139,477 28,457 9,231 32.4 9.1

Sal 96,213 52,737 11,303 4,130 36.5 11.7

Sam 91,757 52,422 7,825 3,128 40 8.5

SC 530,657 252,342 34,229 13,384 39.1 6.5

SJO 62,312 40,999 6,064 3,539 58.4 9.7

SJ 240,628 169,953 24,039 14,091 58.6 10

SPM 300,570 147,225 21,268 7,809 36.7 7.1

SRam 151,165 81,190 13,497 6,302 46.7 8.9

Stgo 905,956 260,073 76,243 11,281 14.8 8.4

SRod 59,590 35,218 7,313 3,238 44.3 12.3

SD 1,812,858 512,897 104,260 21,859 21 5.8

Val 157,484 82,382 13,578 5,457 40.2 8.6

Nacional 8,541,149 3,607,330 686,129 220,081 32.1 8

D.I.a - - - - 30.7 16.2

Amplituda - - - - 122.0 73.2

Anexo IV.31 Personas de 60 años o más, 2004

Abrev. Población Pobres Población
Pobres 
SIUBEN

Total Personas 60 años o más
Tasa de 
pobreza 

SIUBEN de las
personas 60
años o más

Personas 60
años o más 

como % de la
población

a La diferencia interprovincial se calcula con el coeficiente de variación
b La amplitud de la diferencia es el (máximo-mínimo)/media simple  por 100

Fuente: ODH/PNUD en base a Censo 2002 y SIUBEN 2004
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Anexo IV.32 Tasa de prevalencia de la discapacidad

Argentina 7.1 Encuesta Nacional de Discapacidad 2002-03

Brasil 14.5 Censo 2002

Chile 5.3 Casen 2000

Costa Rica 5.4 Censo 2000

El Salvador 1.5 Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples 2003

Honduras 2.7 Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples 2002

México 1.8 Censo 2002

Nicaragua 10.3 Encuesta Nacional de Discapacidad 2002

Panamá 1.8 Censo 2000

Paraguay 1.0 Censo 2000

República Dominicana 4.2 Censo 2002

País Tasa Fuente

Fuente: Datos recopilados por el BID
http://www.iadb.org/sds/doc/soc-Estad%C3%ADsticasSobreDiscapacidadGeorginaVP-s.pdf

Az 6,310 3.0
Bao 4,241 4.6
Bar 8,239 4.6
Daj 2,615 4.2
DN 37,189 4.1
Dua 14,382 5.1
ES 3,843 4.3
EP 2,207 3.5
Esp 11,587 5.1
HM 3,625 4.1
Ind 2,385 4.7
LA 8,467 4.7
LR 8,784 4
LV 19,900 5.2
MTS 6,758 5
MN 7,702 4.6
MC 4,842 4.4
MP 8,237 4.6
Ped 1,031 4.9
Per 7,592 4.5
PP 13,090 4.2
Sal 4,914 5.1
Sam 4,333 4.7
SC 19,731 3.7
SJO 2,924 4.7
SJ 10,004 4.1
SPM 10,881 3.6
SRam 7,022 4.6
Stgo 40,402 4.4
SRod 3,247 5.4
SD 64,965 3.6
Val 6,892 4.4

Nacional 358,341 4.2

D.I.a - 12.4

Amplitudb - 54.2

Anexo IV.33
Personas que declararon
una discapacidad en el
Censo 2002

Provincia Personas % dicapacitado

a La diferencia interprovincial se calcula con el coeficiente de
variación

b La amplitud de la diferencia es el (máximo-mínimo)/media sim-
ple por 100

Fuente: ODH/PNUD en base a Censo 2002
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DN 530,457 34.6
Stgo 208,297 13.6
SD 206,705 13.5
SC 77,254 5.0
SPM 54,721 3.6
LR 53,959 3.5
PP 43,173 2.8
LV 42,728 2.8
LA 33,914 2.2
Esp 24,628 1.6
Val 23,204 1.5
MN 19,453 1.3
Dua 18,878 1.2
Per 14,690 1.0
Bar 14,425 0.9
Az 12,395 0.8
SJ 10,828 0.7
SRam 9,175 0.6
MP 8,389 0.5
HM 7,767 0.5
MTS 6,863 0.4
MC 6,015 0.4
Sal 5,274 0.3
ES 5,263 0.3
Sam 5,117 0.3
Bao 4,633 0.3
Daj 2,886 0.2
Ind 2,813 0.2
SRod 2,528 0.2
Ped 2,081 0.1
EP 1,743 0.1
SJO 1,250 0.1
Sin información 71,107 4.6
Total país 1,532,613 100.0

Anexo IV.34 Afiliados a AFP por
provincia, junio 2007

Provincia Afiliados
Distribución
porcentual

Fuente: SIPEN 2007
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Anexo V.1 Valor esperado de la generación de recursos
dada la capacidad y el estándar nacional

Prov
Valor 

observado
Valor 

observado

Valor esperado de
generación dada la

capacidad

Índice de Generación de Recursos
Índice de
Capacidad
Económica

(Obs/Esp)-1

Fuente: ODH/PNUD con base en información del cuadro V.1

SJO 0.445 0.144 0.394 -63%

Ped 0.428 0.199 0.383 -48%

Az 0.380 0.217 0.355 -39%

Per 0.555 0.304 0.459 -34%

ES 0.391 0.242 0.362 -33%

EP 0.213 0.177 0.256 -31%

MP 0.389 0.257 0.360 -29%

Esp 0.715 0.421 0.554 -24%

Stgo 0.876 0.582 0.650 -10%

SJ 0.260 0.255 0.284 -10%

LV 0.577 0.433 0.472 -8%

Bar 0.421 0.353 0.379 -7%

Dua 0.557 0.431 0.460 -6%

HM 0.411 0.362 0.374 -3%

Sal 0.552 0.456 0.457 0%

PP 0.653 0.520 0.517 0%

SC 0.608 0.493 0.490 0%

MN 0.572 0.495 0.469 5%

MTS 0.464 0.443 0.405 9%

Ind 0.337 0.374 0.329 13%

SRam 0.435 0.466 0.388 20%

Sam 0.400 0.441 0.367 20%

SPM 0.579 0.574 0.473 21%

Val 0.466 0.502 0.406 24%

DN 0.814 0.760 0.613 24%

LR 0.649 0.648 0.515 26%

SRod 0.378 0.450 0.354 27%

LA 0.465 0.545 0.406 34%

Daj 0.405 0.497 0.370 34%

Bao 0.262 0.404 0.285 42%

MC 0.299 0.449 0.307 46%

Anexo V.2 Asociación del Índice Empoderamiento
Económico (IEE) con otros índices

Constante Coeficiente R2 Prob. del 
coeficiente

Regresión

IEE vs IEEd 0.01 0.83 0.32 0.00

IEE vs IEP 0.45 0.01 0.00 0.98

IEE vs IEI -0.08 1.17 0.77 0.00

IEE vs IETIC 0.17 0.72 0.91 0.00

IEE vs IESa 0.45 -0.01 0.00 0.96

IEE vs NBI 0.98 -0.01 0.86 0.00

Fuente: ODH/PNUD
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Az 208,857 92,990 44.5 18 1.9 5,166

Bao 91,480 36,649 40.1 17 4.6 2,156

Bar 179,239 78,098 43.6 20 2.6 3,905

Daj 62,046 16,448 26.5 14 8.5 1,175

DN+SD 2,731,294 484,824 17.8 120 2.5 4,040

Dua 283,805 140,749 49.6 19 1.3 7,408

EP 63,879 15,673 24.5 10 6.4 1,567

ES 89,261 20,746 23.2 6 2.9 3,458

Esp 225,091 82,383 36.6 23 2.8 3,582

HM 87,631 38,255 43.7 6 1.6 6,376

Ind 50,833 21,925 43.1 16 7.3 1,370

LA 182,020 85,447 46.9 5 0.6 17,089

LR 219,812 161,405 73.4 9 0.6 17,934

LV 385,101 87,141 22.6 22 2.5 3,961

MC 180,376 29,849 16.5 19 6.4 1,571

MN 167,618 69,406 41.4 13 1.9 5,339

MP 111,014 66,620 60.0 18 2.7 3,701

MTS 135,727 62,991 46.4 15 2.4 4,199

Ped 21,207 9,806 46.2 5 5.1 1,961

Per 169,865 49,021 28.9 10 2.0 4,902

PP 312,706 120,495 38.5 13 1.1 9,269

Sal 96,356 16,188 16.8 8 4.9 2,024

Sam 91,875 18,311 19.9 6 3.3 3,052

SC 532,880 279,378 52.4 34 1.2 8,217

SJ 241,105 129,224 53.6 9 0.7 14,358

SJO 62,368 24,614 39.5 9 3.7 2,735

SPM 301,744 19,971 6.6 12 6.0 1,664

SRam 151,179 52,521 34.7 6 1.1 8,754

SRod 59,629 8,427 14.1 8 9.5 1,053

Stgo 908,250 142,197 15.7 34 2.4 4,182

Val 158,293 108,751 68.7 11 1.0 9,886

Nacional 8,562,541 2,570,503 30.0 535 2.1 5,357

Media simple 36.7 17.3 3.3 5,356.6

Mediana 39.5 13.0 2.5 3,961.0

Anexo V.3 
Centros de Acceso Público a las Tecnologías de la Información 
y la Comunicación (CAPT), 2007

Prov. Población
CAPT por

cada 10,000
habitantes

Población 
beneficiaria

potencial 
mayor 

a 5 años

Número de 
habitantes 
por CAPT

% población 
beneficiaria 
/población 

total

Total
CAPT 

Fuente: CNSIC
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Anexo V.4

Municipios con más 
de tres Centros de Acceso
Público a las Tecnologías 
de la Información y la
Comunicación (CAPT)

Distrito Nacional 78

Santiago 23

Santo Domingo Este 20

La Vega 19

Moca 18

San Pedro de Macorís 12

Santo Domingo Oeste 12

Bonao 11

San Cristóbal 11

San Francisco de Macorís 11

Barahona 10

Santo Domingo Norte 10

Azua 9

Villa Altagracia 9

Dajabón 8

Neyba 7

Cabrera 6

La Romana 6

Mao 5

Montecristi 5

Nagua 5

Puerto Plata 5

Sabana Grande de Boya 5

San Juan de la Maguana 5

Llamaza 5

Bani 4

Duvergé 4

Gaspar Hernández 4

Hato Mayor 4

Higüey 4

Jimaní 4

Monción 4

Monte Plata 4

Salcedo 4

San José de Ocoa 4

Tamayo 4

Municipio CAPT

Fuente:  CNSIC

Fuente: ODH/PNUD con base en E-Dominicana

Anexo V.5 
Porcentaje de la población que vive
en municipios o distritos municipales
con dial-up o ADSL

% ADSL% dial-upProvincia/municipio

Az 54.1 28.7

Bao 62.9 27.8

Bar 73.8 44.3

Daj 75.3 53.6

DN 100.0 100.0

Dua 79.1 53.0

ES 83.2 71.3

EP 29.6 0.0

Esp 87.5 52.5

HM 75.5 66.4

Ind 38.2 0.0

LA 98.9 85.2

LR 100.0 92.1

LV 86.4 79.8

MTS 72.0 44.2

MN 90.7 48.7

MC 76.1 23.2

MP 76.0 0.0

Ped 54.1 54.1

Per 89.8 57.0

PP 90.8 64.6

Sal 90.0 63.5

Sam 93.8 48.8

SC 85.0 63.9

SJO 61.8 43.4

SJ 61.8 37.4

SPM 94.5 78.1

SRam 95.6 42.5

Stgo 92.1 79.2

SRod 100.0 0.0

SD 100.0 95.5

Val 90.7 59.2

Total 88.9 70.8
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Anexo V.6
Índice de Educacióna en 1981 frente 
a la variación entre 1981 y 2002

a Índice de Educación compuesto por la media simple de: 
• % de alfabetismo 
• % de adultos con educación postprimaria
• Tasa bruta de matriculación en primaria

Fuente: ODH/PNUD en base a Censos 1981
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Anexo V.7
Índice de Servicios en 1981 frente a la
variación entre 1981 y 2002
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Anexo V.8 Uso de la tierra de las provincias fronterizas en km2, 2003

Tipo de uso Daj EP Ind MC SRod Total generalPedBao

Fuente: ODH/PNUD con base en información de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (SEMARN)

Bosque conífero abierto 8 179 125 223 0 259 232 1,027

Bosque latifoliado húmedo 2 4 5 2 45 79 138

Bosque latifoliado nublado 27 27 89 58 0 33 46 280

Bosque latifoliado semi húmedo 22 4 40 2 19 86

Bosque seco 203 62 215 312 328 620 99 1,840

Subtotal 262 272 439 633 333 976 455 3,371

Agricultura mixta 278 423 424 206 212 175 292 2,010

Arroz 0 0 0 371 0 0 372

Cacao 0 0

Café 41 39 86 47 5 36 56 311

Caña 78 37 116

Cultivos intensivos 59 23 31 372 54 539

Subtotal 456 462 534 322 961 266 348 3,348

Mangles 3 7 81 22 112

Sabana de humedales salobres 15 31 26 72

Subtotal 18 38 107 22 184

Escasa vegetación 76 0 0 68 31 125 0 300

Pasto 17 75 28 11 58 60 50 300

Presas 1 1 10 11

Matorral latifoliado 4 121 83 4 0 29 59 298

Matorrales seco 404 67 324 670 374 487 197 2,522

Subtotal 408 188 406 674 374 515 255 2,821

No data 2 9 10

Zona poblada 8 5 3 6 12 2 4 40

Total 1,245 1,002 1,411 1,751 1,878 1,975 1,124 10,385
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Demografía Porcentaje de la población nacional que vive en la región (2002) 100.0 5.4

Tasa de feminidad (2002) 100.8 94.2

Porcentaje de la población en zona urbana (2002) 63.6 49.3

Migración Porcentaje de la población natal que dejó la región (2002) - 35.4

Porcentaje de la población actual que vino a la región (2002) - 18.9

Pobreza Tasa de pobreza en general, método NBI (2002) 42.2 66.4

Tasa de pobreza extrema, método NBI (2002) 7.5 23.0

Educación Tasa de analfabetismo población 15 o más (2002) 13.0 24.1

Jefatura de hogar con educación postprimaria (2002) 41.7 27.8

% niños y niñas entre 6 y 13 años que asisten a la escuela (2002) 84.3 84.2

Participación porcentual de la región en el total de Escuelas públicas (2004) 100.0 11.5

Colegios privados (2004) 100.0 1.3

Total escuelas y colegios (2004) 100.0 10.0

Participación porcentual de la región en el total de Aulas escuelas públicas (2004) 100.0 9.4

Aulas colegios privados (2004) 100.0 0.8

Total aulas (2004) 100.0 6.3

Características del hogar Servicios (2002) Energía del tendido eléctrico 92.8 76.6

Agua del acueducto, dentro vivienda 35.9 19.9

Tiene inodoro 54.2 18.6

Aspecto físico del hogar (2002) Paredes exteriores en bloque o concreto 66.5 43.3

Techo de concreto 31.2 10.3

Pisos de granito o mármol 22.8 6.3

Mercado laboral Rama de actividada (2002) Administración pública y defensa 6.1 10.2

Comercio al por mayor y menor 23.8 21.5

Construcción 6.9 5.2

Electricidad, gas y agua 0.8 1.2

Explotación de minas y canteras 0.1 0.2

Hoteles, bares y restaurantes 3.7 1.9

Industrias manufactureras 16.4 7.3

Intermed. financiera y seguros 5.5 2.1

Otros servicios 21.1 22.7

Transporte y comunicaciones 6.6 5.2

Agricultura y ganadería 8.9 22.5

Situación de ocupación (2002) Tasa de ocupación efectiva 86.2 83.6

Tasa de desocupación 13.8 16.4

Tasa de participación 55.7 50.6

Tipo de empresab (2002) Empresa zona franca 8.9 2.0

Otra empresa privada o negocio 45.2 27.4

Institución/Empresa pública 17.6 34.3

Otra 28.2 36.4

Finanzas Participación en la canalización total de recursos de los bancos múltiples (2005) 100.0 0.3

Participación en la captación total de los recursos de los bancos múltiples (2005) 100.0 0.6

Salud Participación en el total de hospitales (2004) 100.0 17.1

Participación en el total de establecimientos menores de la SESPAS (2004) 100.0 7.6

Participación en el total de camas hospitalarias (2004) 100.0 9.2

Turismo Participación en el total de establecimientos turísticos (2004) 100.0 5.3

Participación en total de habitaciones (2004) 100.0 0.7

Anexo V.9 
Perfil estadístico de las provincias de frontera: Montecristi, Dajabón, Bahoruco, Elías Piña, Santiago
Rodríguez, Independencia y Pedernales

Categoría Total país FronteraIndicador

a En porcentaje de los ocupados que declararon la rama de actividad en la que laboran.
b En porcentaje de los ocupados que declararon el tipo de institución en la que laboran.
Fuente: ODH/PNUD con base en Censo 2002; ONAPLAN, Banco Mundial y PNUD 2005; ONE; SEE y SESPAS
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Demografía Porcentaje de la población nacional que vive en la región (2002) 100.0 2.1 3.7

Tasa de feminidad (2002) 100.8 96.3 99.0

Porcentaje de la población en zona urbana (2002) 63.6 65.8 50.3

Migración Porcentaje de la población natal que dejó la región (2002) - 22.0 29.0

Porcentaje de la población actual que vino a la región (2002) - 31.2 24.8

Pobreza Tasa de pobreza en general, método NBI (2002) 42.2 50.4 44.7

Tasa de pobreza extrema, método NBI (2002) 7.5 8.1 7.6

Educación Tasa de analfabetismo población 15 o más (2002) 13.0 14.2 15.2

Jefatura de hogar con educación postprimaria (2002) 41.7 31.5 38.6

% niños y niñas entre 6 y 13 años que asisten a la escuela (2002) 84.3 82.0 84.8

Participación porcentual de la región en el total de: Escuelas públicas (2004) 100.0 2.5 5.3

Colegios privados (2004) 100.0 1.2 3.8

Total escuelas y colegios (2004) 100.0 2.3 5.1

Participación porcentual de la región en el total de: Aulas escuelas públicas (2004) 100.0 2.0 4.8

Aulas colegios privados (2004) 100.0 1.4 3.7

Total aulas (2004) 100.0 1.8 4.4

Características del hogar Servicios (2002) Energía del tendido eléctrico 92.8 86.1 91.2

Agua del acueducto, dentro vivienda 35.9 11.2 37.2

Tiene inodoro 54.2 51.5 47.9

Aspecto físico del hogar (2002) Paredes exteriores en bloque o concreto 66.5 57.8 55.2

Techo de concreto 31.2 25.3 21.7

Pisos de granito o mármol 22.8 17.1 19.5

Mercado laboral Rama de actividada (2002) Administración pública y defensa 6.1 2.4 4.7

Comercio al por mayor y menor 23.8 23.2 21.0

Construcción 6.9 6.9 6.6

Electricidad, gas y agua 0.8 0.4 0.8

Explotación de minas y canteras 0.1 0.2 0.0

Hoteles, bares y restaurantes 3.7 17.0 12.4

Industrias manufactureras 16.4 8.6 10.8

Intermed. financiera y seguros 5.5 3.6 4.0

Otros servicios 21.1 17.6 21.5

Transporte y comunicaciones 6.6 8.5 8.9

Agricultura y ganadería 8.9 11.7 9.3

Situación de ocupación (2002) Tasa de ocupación efectiva 86.2 86.3 86.2

Tasa de desocupación 13.8 13.7 13.8

Tasa de participación 55.7 60.2 54.2

Tipo de empresab (2002) Empresa zona franca 8.9 2.8 5.2

Otra empresa privada o negocio 45.2 57.4 49.3

Institución/Empresa pública 17.6 9.6 15.0

Otra 28.2 30.2 30.5

Finanzas Participación en la canalización total de recursos de los bancos múltiples (2005) 100.0 0.5 0.8

Participación en la captación total de los recursos de los bancos múltiples (2005) 100.0 0.7 1.5

Salud Participación en el total de hospitales (2004) 100.0 2.3 4.7

Participación en el total de establecimientos menores de la SESPAS (2004) 100.0 2.5 2.2

Participación en el total de camas hospitalarias (2004) 100.0 0.6 3.7

Turismo Participación en el total de establecimientos turísticos (2004) 100.0 9.5 24.9

Participación en total de habitaciones (2004) 100.0 41.3 27.8

Anexo V.10 Perfil estadístico de dos provincias turísticas: La Altagracia y Puerto Plata

Categoría La AltagraciaTotal país Puerto PlataIndicador

a Como porcentaje de los ocupados que declararon la rama de actividad en la que laboran
b Como porcentaje de los ocupados que declararon el tipo de institución en la que laboran
Fuente: ODH/PNUD con base en Censo 2002; ONAPLAN, Banco Mundial y PNUD 2005; ONE; SEE; y SESPAS
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Az 18 30 56 66 197

Bar 1,347 2,111 1,517 1,286 1,594 1,418 1,165

Dua 1,020 851 1,267 1,154 1,175 790 718

ES 158 274 298 335 359 405 238

Esp 6,126 5,357 5,523 4,881 5,244 3,390 4,439

HM 526 716 387 379 398 490 934

Ind 128

LA 1,553 1,479 637 626 672 877 554

LR 16,573 15,293 12,152 11,664 11,172 6,423 6,449

LV 13,581 10,412 11,075 10,757 10,476 7,189 6,974

MTS 26 20 26 28 27 30 24

MN 3,735 2,829 2,160 3,063 2,987 2,732 3,044

MC 746 783 920 913 886 689

MP 157 123 130 50 43 43 49

Ped 18 77 61 87 136 132 247

Per 4,712 4,102 3,263 3,208 3,431 3,411 2,293

PP 3,797 3,569 3,410 3,546 3,316 2,106 1,250

Sal 355 307 85 334 584 443 199

SC 18,866 17,570 17,040 16,900 17,520 16,932 17,800

SJ 176 203

SPM 21,026 18,744 17,758 17,460 19,866 14,070 12,529

SRam 389 380 424 426 472 415 364

Stgo 63,689 54,715 59,228 58,699 65,985 55,792 49,933

SD+DN 31,500 28,121 26,934 29,814 35,941 30,733 32,190

Val 7,770 7,264 6,645 7,694 7,476 5,898 5,801

Total 196,924 175,078 170,833 173,367 189,853 154,781 148,411

Anexo V.11 Empleos de zonas francas por provincia, 2000-2006

Prov. 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006

Fuente: Consejo Nacional de Zonas Francas de Exportación

Anexo V.12 Tasa de participación (PEA / población en edad de trabajar), 2006

PEA (%) ProvinciasRegión

Cibao Noroeste 51.1 Val, SRod, MC, Daj

Del Valle 49.7 SJ, Az, EP

Cibao Norcentral 55.1 Stgo, Esp, PP

Este 54.9 LR, SPM, LA, ES, HM

Cibao Central 50.8 LV, SRam, MN

Cibao Nordeste 53.8 Dua, Sal, MTS, Sam

Santo Domingo 59.3 SD

Distrito Nacional 61.5 DN

Valdesia 58.4 SC, MP, Per, SJO

Enriquillo 54.1 Bar, Bao, Ind, Ped

Total 56.0

Fuente: ODH/PNUD con base en ENFT 2006
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Anexo V.13 Distribución porcentual de la población en edad de trabajar por sexo, según
condición de actividad y dominio geográfico, 2006

Sexo Ocupados
Desocupados

PEA
Total Cesantes Nuevos

Dominio Inactivos

Total país

Total 56% 84% 16% 53% 47% 44%

Hombres 69% 91% 9% 61% 39% 31%

Mujeres 44% 73% 27% 49% 51% 56%

Distrito Nacional
Total 60% 83% 17% 61% 39% 40%

Hombres 70% 89% 11% 63% 37% 30%

Mujeres 51% 75% 25% 60% 40% 49%

Resto urbano
Total 55% 84% 16% 52% 48% 45%

Hombres 67% 90% 10% 58% 42% 33%

Mujeres 43% 75% 25% 48% 52% 57%

Rural
Total 53% 85% 15% 43% 57% 47%

Hombres 70% 94% 6% 62% 38% 30%

Mujeres 35% 67% 33% 34% 66% 65%

Fuente: ODH/PNUD con base en ENFT 2006

Anexo V.14 

Costo de la canasta del  consumidor
nacional, por quintiles de ingreso, 
y salarios mínimos necesarios para 
adquirir una canasta, junio de 2007

Promedio nacional 17,934 3.5

Quintil 1 6,969 1.4

Quintil 2 10,326 2.0

Quintil 3 13,818 2.7

Quintil 4 19,179 3.8

Quintil 5 39,051 7.7

Grupo Costo de la
canasta en pesos

Salarios mínimos 
necesariosa

a Se consideró el salario mínimo de los trabajadores en empresas medianas, de 5,060
de pesos

Fuente: ODH/PNUD con base en BCRD y Secretaría de Estado de Trabajo
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Anexo V.15 Sobre la definición de ruralidad

Cada país utiliza sus propios criterios
para delimitar las áreas rurales. Así pues
existen un sinnúmero de características
que ayudan a establecer la línea divisoria
entre las zonas urbanas y rurales depen-
diendo de cada país, como son: cantidad de
habitantes, tamaño del asentamiento y dis-
ponibilidad de servicios básicos. Por esta
falta de estándares y criterios homogéneos
en lo que se refiere a la definición de rura-
lidad, se dificulta en gran medida el estudio
y la comparación entre países. A continua-
ción se presentan algunas definiciones de
ruralidad:

“En República Dominicana se considera
como urbana a toda la población residente
en la cabecera de los municipios y distritos
municipales del país. La población rural es
entonces la que habita en el resto del terri-
torio, es decir en las secciones y parajes”88.
En este concepto, el incremento en la canti-
dad de municipios ha influido de manera
directa en la cantidad de habitantes que resi-
den en zonas urbanas, porque automática-
mente son creados, la cabecera de los muni-
cipios pasan a formar parte de las zonas
urbanas.

David De Ferranti (et al, 2005) relaciona
al espacio rural con las áreas de baja densi-
dad demográfica y distantes de los centros
urbanos. Esta metodología, aunque tiene
que ser todavía mejorada, representa un

ejemplo empírico de cómo puede ser medi-
da la ruralidad, permitiendo la comparabili-
dad entre países. Los países miembros de la
OCDE también utilizan la densidad y distan-
cia como características para definir la condi-
ción rural, llegando a establecer una defini-
ción estándar como “las densidades demo-
gráficas inferiores a 150 habitantes por kiló-
metro cuadrado y una distancia importante
de las zonas urbanas superior a una hora de
viaje”. 

Los participantes del Instituto Interame-
ricano de Cooperación para la Agricultura
(IICA) proponen que “un territorio es rural
cuando el proceso histórico de construcción
social que lo define se sustenta principal-
mente por los recursos naturales y mantiene
esta dependencia estructural de articula-
ción. Un territorio es rural cuando su espe-
cificidad es su dependencia de los recursos
naturales y su base económica se estructura
alrededor de la oferta ambiental en que se
sustenta”89.

Por último, existen definiciones basadas
en la estructura y forma del territorio, como
aquella propuesta por Wiggins, Steve y
Sharon Proctor (2001), en donde se define
área rural como aquel “espacio donde asen-
tamientos humanos e infraestructura ocu-
pan pequeños parches en un territorio
dominado por campos y pasturas, bosques,
agua, montañas y desiertos”90.
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Barahona 30 25 22 23 100

Bonao 14 40 40 5 99

Santo Domingob 17 35 18 30 100

San Juan 25 29 27 19 100

Total 16 31 24 29 100

Haina 8 40 66 -14 100

Puerto Plata 14 12 50 24 100

San Francisco de Macorís 18 21 47 14 100

La Vega 14 28 44 14 100

Moca 17 24 39 20 100

Azua 9 33 36 22 100

Higüey 12 11 24 53 100

San Cristóbal 8 26 25 41 100

San Pedro de Macorís 12 21 27 40 100

Santiago 17 25 25 34 101

La Romana 9 30 30 31 100

Baní 19 29 22 30 100

Anexo V.16 Incremento de la poblacióna en el tiempo, 1960-2002

Ciudad 60-70 70-81 81-93 93-02 Total

a Corresponde a la población urbana de los municipios.
b Para poder comparar la población en el tiempo, Santo Domingo corresponde a la población urbana de lo que hoy se conoce como la provincia
y el Distrito Nacional juntos.  
Fuente: ODH con base en los Censos de la ONE

Anexo V.15  cont. Definiciones de ruralidad utilizadas en América Latina y el Caribe

Variable de definición País donde se aplica Umbral

Fuente: Discusión preparatoria para el proceso de actualización y reclasificación de la Base de Datos del Gasto Público Rural (GPRural), 2006

Resumen de conferencia electrónica: “Discusión preparatoria para el proceso de actualización y reclasificación de la Base de Datos del Gasto Público Rural (GPRural)”. 13 de
febrero al 03 de marzo de 2006. Adaptado de Sabalain, 2005.

Según cantidad de habitantes
Argentina, Bolivia Hasta 2,000 habitantes.

México, Perú Hasta 2,500 habitantes.

Según tamaño del asentamiento y definición administrativa
Perú

Hasta 100 viviendas contiguas, menos las
cabeceras municipales.

Según tamaño del asentamiento y ocupación de la población Chile
Hasta 1,000 ó hasta 2,000 habitantes, y con

menos del económicamente activa. 50% de la PEA ocupada en actividades 
secundarias y terciarias.

Residencia fuera de áreas urbanas, definidas administrativa
Brasil, Colombia, Costa Rica, Ecuador, 

o censalmente como tales.
El Salvador, Haití, Guatemala, Paraguay,          
República Dominicana, Uruguay

Cantidad de habitantes e inexistencia o disponibilidad de un Cuba Hasta 500 o entre 501 y 2,000 habitantes

con menos número reducido de servicios
de cuatro tipos de servicios.

Nicaragua Hasta 1,000 habitantes y sin servicios.

Panamá Hasta 1500 habitantes y sin servicios.

Honduras Hasta 2,000 habitantes y sin servicios.
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Anexo V.17
Porcentajes de hogares con carencias, según sea su condición de pobreza en las 16 zonas urbanas con más
de 50 mil personas, 2002

Ciudades

Hogares con necesidad 
de energía eléctrica en %

Total PExt Pobre
No

pobres
Total PExt Pobre

No
pobres

Total PExt Pobre
No

pobres
Total PExt Pobre

No
pobres

Hogares con necesidad de
abastecimiento de agua en %

Hogares con necesidad 
de recogida de basura en %

Hogares con necesidad 
de saneamiento en %

PExt=Pobreza extrema
Notas: los totales pueden no coincidir con el dato tomado directamente del Censo 2002
Necesidad de agua potable: en la zona rural: hogares sin agua por tubería ni dentro ni fuera de la casa.  En la zona urbana: hogares sin agua dentro de la casa
Necesidad de sanitario: hogares que no tienen servicio sanitario ni individual ni colectivo
Necesidad de recolección de basura: hogares sin servicios por parte del ayuntamiento o de otras empresas privadas
Necesidad de energía eléctrica: hogares sin energía de la CDEEE, planta eléctrica o inversor

Fuente: ODH/PNUD sobre la base de ONAPLAN, Mapa de Pobreza de 2002

Total Urbano 1.4 19.0 1.7 0.1 48.9 85.3 74.8 35.7 13.1 23.7 19.0 9.9 4.1 25.0 8.0 1.0

SD 0.4 8.1 0.8 0.1 47.3 89.6 79.7 37.0 17.3 41.7 29.2 13.3 2.3 20.8 6.4 0.7

Santiago 0.3 9.4 1.0 0.1 23.0 79.6 52.8 16.2 9.4 34.5 18.9 7.2 2.0 23.8 6.7 0.8

SPM 1.0 11.4 1.5 0.2 68.9 85.5 82.5 59.8 18.1 32.1 25.2 13 4.7 28.6 8.0 1.2

La Romana 2.0 23.4 2.2 0.3 61.6 79.0 79.1 49.8 14.4 19.5 18.1 11.8 6.4 35.0 11.2 1.5

San Cristóbal 0.7 7.1 1.0 0.1 50.5 82.1 76.2 36.1 18.6 42.2 25.8 13.8 1.9 13.0 3.5 0.5

SFM 0.9 13.2 1.5 0.1 48.4 86.4 76.8 34.7 4.5 14.8 7.6 2.7 3.0 18.4 6.6 0.8

Puerto Plata 0.7 12.0 1.3 0.2 43.2 88.5 74.5 29.7 22.4 42.5 33.4 17.6 2.7 12.9 5.8 1.2

Higüey 1.1 15.6 1.6 0.1 40.5 37.2 41.9 39.9 8.1 19.5 10.8 6.0 2.6 19.6 4.6 0.6

La Vega 0.9 13.2 1.6 0.2 44.6 92.5 72.7 33.3 5.7 21.9 8.3 4.2 3.1 19.1 8.0 0.9

Barahona 1.7 9.4 0.7 0.1 65.4 84.8 82.4 45.4 9.1 15.8 10.1 6.3 8.6 27.7 10.4 1.4

Bonao 0.7 13.3 1.3 0.1 28.7 89.4 63.1 16.6 3.9 19.2 6.4 2.8 2.3 13.6 6.8 0.6

San Juan 1.8 11.9 1.4 0.2 53.7 92.6 80.5 29.2 9.7 24.3 14.0 4.1 7.4 27.4 11.6 0.9

Baní 1.2 10.1 1.1 0.1 42.9 61.7 56.1 30.5 25.4 44.8 35.2 15.5 1.9 9.4 2.7 0.3

Haina 0.5 6.8 0.5 0.1 47.3 73.7 65.3 37.5 3.3 12.5 5.5 1.9 4.6 18.4 9.4 1.6

Moca 1.0 13.9 2.9 0.1 29.1 84.7 60.2 18.3 12.8 44.8 27.5 7.5 3.4 21.9 10.4 0.8

Azua 3.0 19.4 1.9 0.2 66.1 86.9 85.0 48.2 5.2 14.2 6.0 2.6 6.2 22.8 7.9 1.2
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Costa Verde 3,463 7,945 1,131 6,812 14%

Honduras del Oeste 8,881 10,356 463 9,912 4%

Honduras del Norte 9,795 13,993 273 13,720 2%

Los Cacicazgos 7,444 7,215 9 7,204 0%

Renacimiento 9,652 7,664 24 7,637 0%

Los Restauradores 13,723 10,181 763 9,417 7%

San Jerónimo 12,437 8,017 5 8,008 0%

Paraíso 4,020 7,852 189 7,662 2%

Julieta 15,444 10,523 1,289 9,232 12%

Los Prados 10,431 7,311 459 6,845 6%

El Millón 8,407 6,548 51 6,496 1%

Mirador Norte 5,566 3,276 9 3,258 0%

Mirador Sur 3,850 5,483 31 5,438 1%

Buenos Aires 24,551 23,642 3,848 19,759 16%

Miramar 7,773 7,836 26 7,809 0%

Tropical Malecón 2,893 3,318 1 3,317 0%

Los Jardines Del Sur 8,108 13,164 881 12,281 7%

Atala 3,933 15,383 70 15,293 0%

Bella Vista 18,606 9,000 257 8,740 3%

Quisqueya 22,841 13,942 942 12,985 7%

Piantini 10,472 5,311 13 5,297 0%

La Julia 6,496 7,316 641 6,675 9%

N. Sra de La Paz 4,969 18,541 1,198 17,343 6%

Gral Ant. Duvergé 4,303 1,285 24 1,504 2%

30 De Mayo 4,714 15,754 1,900 13,813 12%

Cacique 6,514 5,837 67 5,770 1%

Centro de los Héroes 81 170 0 176 0%

Mata Hambre 5,367 16,950 1,459 15,313 9%

Ciudad Universitaria 7,254 3,975 16 3,952 0%

La Esperilla 6,708 4,646 3 4,643 0%

Ensanche Naco 12,354 7,264 233 7,017 3%

Miraflores 1,585 1,982 3 1,979 0%

San Juan Bosco 3,230 9,724 358 9,370 4%

Gazcue 14,054 29,240 432 28,367 2%

Ciudad Nueva 3,102 12,207 352 11,766 3%

San Carlos 10,815 23,579 5,385 18,126 23%

Ciudad Colonial 12,080 11,712 1,076 10,584 9%

Paseo de Los Indios 273 188 4 179 2%

Total 316,189 7,956 456 7,500 6%

Anexo V.19 Circunscripción 1 del Distrito Nacional , densidad de
población por barrios y % de pobreza, 2002

Barrios / parajes Población
Densidad de población por km2

Total Pobres No pobres

% de
pobreza

Fuente: ONE, Ayuntamiento del Distrito Nacional 

Anexo V.18 
Población rural en
Santo Domingo

Población rural en SD 242,894 583,080 583,033

Rural total 2,663,862 3,199,127 3,115,837

Rural SD/ 9.1% 18.2% 18.7%

Rural total nacional

Rural SD/Total SD 15.8% 26.6% 21.3%

Categoría 1981 1993 2002

Fuente: ODH/PNUD en base a Censo 1981, 1993, 2002
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Los Peralejos 6,032 7,320 1,806 5,515 25%

Palma Real 32,500 7,890 2,961 4,927 38%

Arroyo Manzano 3,218 2,216 526 1,690 24%

Altos de A Hondo 9,742 1,585 238 1,347 15%

Los Ríos 37,317 13,501 2,116 11,385 16%

Nuevo A. Hondo 17,099 4,767 1,098 3,668 23%

Cerros de A Hondo 1,357 773 157 616 20%

Viejo A Hondo 21,355 6,957 886 6,065 13%

La Fe 20,220 8,837 1,180 7,658 13%

La Agustina 15,017 29,130 4,260 24,843 15%

Cristo Rey 58,218 27,814 7,637 20,139 27%

La Isabela 1,108 923 599 324 65%

San Diego 37 43 39 5 89%

Los Jardines 15,373 7,314 315 6,999 4%

Total 238,593 7,234 1,546 5,684 21%

Anexo V.20 Circunscripción 2 del Distrito Nacional, densidad de
población por barrios y porcentaje de pobreza, 2002

Barrios Población
Total Pobres No pobres

Densidad de población por km2
% de 

pobreza

Fuente: ONE, Ayuntamiento del Distrito Nacional

La Zurza 19,213 39,698 21,785 17,911 55%

Villas Agrícolas 15,812 14,670 4,096 10,491 28%

Villa Juana 32,825 20,889 5,761 15,014 28%

Villa Consuelo 24,790 20,604 4,868 15,654 24%

Ens. Luperón 22,777 17,423 2,797 14,617 16%

Ens. Capotillo 30,999 44,540 18,444 26,095 41%

Simón Bolívar 25,283 41,635 16,161 25,423 39%

24 De Abril 16,688 34,790 9,642 25,125 28%

Ens. Espaillat 15,375 24,959 2,873 22,086 12%

María Auxiliadora 39,082 44,253 13,705 30,506 31%

Mejoramiento Social 30,068 23,498 6,941 16,549 30%

Villa Francisca 23,102 22,739 6,928 15,810 30%

Domingo Savio 45,672 40,930 22,336 18,589 55%

Gualey 15,896 39,359 19,550 19,797 50%

Total 357,582 28,053 9,680 18,335 35%

Anexo V.21 Circunscripción 3 del Distrito Nacional, densidad de
población por barrios y porcentaje de pobreza, 2002

Barrios Población
Total Pobres No pobres

Densidad de población por km2
% de 

pobreza

Fuente: ONE, Ayuntamiento del Distrito Nacional
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Anexo V.22 Los barrios de la ciudad de Santiago: población, densidad y niveles de pobreza, 2002

Barrios
% total 

de pobres
Total Pobres Pobres Población

Densidad de población/km2

Tasa de pobreza Área (km2)
Población

Fuente: ODH/PNUD con base en ONE 

Cienfuegos 14.6% 9,368 3,082 32.9% 4.60 14,169 43,003

Peralta 8.9% 19,804 5,569 28.1% 1.54 8,593 30,546

Monte Rico 7.2% 7,876 1,709 21.9% 4.07 6,964 31,839

Los Jazmines 5.8% 16,746 4,966 29.7% 1.13 5,621 18,915

Mejoramiento Social 5.0% 11,212 2,295 20.5% 2.10 4,809 23,452

La Otra Banda 4.5% 2,428 827 35.3% 5.22 4,318 12,237

La Yagüita De Pastor 4.1% 6,007 1,967 32.9% 2.01 3,961 12,054

Los Ciruelitos 4.1% 17,090 4,540 26.6% 0.87 3,954 14,860

Los Salados 3.7% 10,308 2,311 22.5% 1.57 3,631 16,167

Los Álamos 3.7% 9,083 2,179 24.0% 1.64 3,576 14,874

Gurabo Abajo 3.6% 2,218 523 23.6% 6.62 3,464 14,654

Espaillat 3.4% 4,286 955 22.6% 3.46 3,306 14,628

Universidad 3.3% 5,939 736 12.4% 4.40 3,239 26,074

Bolívar - Los Platanitos 3.1% 13,710 3,750 27.4% 0.79 2,966 10,818

Gregorio Luperón 2.8% 6,487 716 11.1% 3.73 2,668 24,119

Bermúdez 2.5% 19,840 6,018 30.5% 0.40 2,401 7,883

Pekín 2.3% 8,146 1,125 13.9% 1.98 2,226 16,042

Libertad 1.9% 10,219 1,420 13.9% 1.32 1,876 13,461

Arroyo Hondo 1.8% 2,428 316 13.0% 5.56 1,758 13,494

El Ensueño 1.6% 11,589 1,953 16.9% 0.79 1,541 9,129

Hoya Del Caimito 1.5% 64,962 6,243 9.6% 0.24 1,492 15,526

Pueblo Nuevo 1.5% 24,687 3,431 13.9% 0.42 1,448 10,385

Buenos Aires 1.5% 19,582 4,178 21.4% 0.34 1,429 6,672

La Joya 1.5% 12,120 1,887 15.7% 0.75 1,415 9,026

Los Pepines 1.3% 8,846 1,113 12.6% 1.10 1,223 9,722

Reparto Consuelo 0.9% 16,471 1,480 9.0% 0.57 839 9,316

Baracoa 0.8% 7,076 1,171 16.6% 0.69 803 4,848

Bella Vista 0.7% 1,907 290 15.2% 2.35 680 4,472

Los Cerros de Gurabo 0.7% 4,896 248 5.1% 2.56 635 12,548

Nibaje 0.6% 12,634 1,497 11.9% 0.37 557 4,700

La Zurza 0.3% 4,902 314 6.4% 0.96 302 4,716

Altos de Vireya 0.3% 4,926 257 5.2% 1.05 269 5,156

Reparto Del Este 0.3% 6,914 350 5.1% 0.73 255 5,040

Tierra Alta 0.2% 7,835 478 6.1% 0.46 220 3,604

El Despertar 0.2% 14,000 313 2.2% 0.51 160 7,168

Los Jardines Metropolitanos 0.1% 5,294 93 1.8% 0.87 81 4,611

Las Colinas 0.1% 6,354 94 1.5% 0.82 77 5,204

Villa Olga 0.1% 6,817 39 0.6% 1.68 66 11,280

Los Trinitarios 0.0% 2,691 19 0.7% 1.25 24 3,358

Total 100.0% 7,095 1,357 19.2% 71.52 97,016 505,601



AnexosCapítulo V

SD
b

46
4,

97
0

36
9,

98
0

94
,9

90
81

3,
42

0
66

8,
50

7
14

4,
91

3
1,

54
0,

78
6

1,
29

7,
89

2
24

2,
89

4
2,

19
3,

04
6

1,
60

9,
96

6
58

3,
08

0
2,

73
1,

29
4

2,
14

8,
26

1
58

3,
03

3

Az
74

,4
00

15
,5

50
58

,8
50

90
,5

90
21

,4
92

69
,0

98
14

0,
91

4
60

,2
93

80
,6

21
19

9,
68

4
94

,3
60

10
5,

32
4

20
8,

85
7

11
3,

98
8

94
,8

69

Ba
o

52
,8

00
11

,0
00

41
,8

00
66

,3
98

18
,5

29
47

,8
69

78
,0

42
33

,9
72

44
,0

70
10

5,
20

6
47

,6
29

57
,5

77
91

,4
80

49
,5

30
41

,9
50

Ba
r

80
,0

30
34

,5
90

45
,4

40
11

1,
16

2
56

,4
89

54
,6

73
14

1,
31

3
79

,6
01

61
,7

12
16

4,
83

5
11

0,
74

7
54

,0
88

17
9,

23
9

13
4,

71
4

44
,5

25

Da
j

41
,9

00
7,

85
0

34
,0

50
51

,0
69

12
,5

55
38

,5
14

54
,6

75
17

,0
91

37
,5

84
68

,6
06

25
,0

18
43

,5
88

62
,0

46
29

,2
18

32
,8

28

Du
a

16
2,

37
0

36
,0

00
12

6,
37

0
20

0,
47

8
56

,6
51

14
3,

82
7

22
7,

79
8

90
,9

06
13

6,
89

2
28

1,
87

9
14

7,
12

9
13

4,
75

0
28

3,
80

5
16

5,
47

7
11

8,
32

8

ES
71

,0
20

8,
17

0
62

,8
50

76
,1

76
13

,5
99

62
,5

77
83

,2
30

19
,4

82
63

,7
48

96
,7

70
24

,5
06

72
,2

64
89

,2
61

33
,7

38
55

,5
23

EP
43

,6
00

4,
74

0
38

,8
60

53
,5

98
7,

91
5

45
,6

83
61

,8
95

13
,0

39
48

,8
56

64
,6

41
20

,5
72

44
,0

69
63

,8
79

23
,2

03
40

,6
76

Es
p

12
5,

80
0

17
,9

80
10

7,
82

0
14

0,
50

8
26

,7
37

11
3,

77
1

16
3,

86
0

39
,8

20
12

4,
04

0
20

2,
37

6
61

,6
80

14
0,

69
6

22
5,

09
1

84
,9

70
14

0,
12

1

H
M

50
,6

80
13

,5
90

37
,0

90
58

,9
80

19
,9

69
39

,0
11

68
,3

97
32

,7
35

35
,6

62
80

,0
74

41
,0

30
39

,0
44

87
,6

31
58

,7
69

28
,8

62

In
d

27
,8

30
11

,7
10

16
,1

20
32

,6
32

14
,1

03
18

,5
29

35
,9

08
20

,4
51

15
,4

57
39

,5
41

22
,8

87
16

,6
54

50
,8

33
31

,7
29

19
,1

04

LA
69

,7
70

11
,6

30
58

,1
40

88
,2

31
23

,7
81

64
,4

50
96

,0
09

35
,2

68
60

,7
41

11
5,

68
5

66
,5

50
49

,1
35

18
2,

02
0

11
9,

73
3

62
,2

87

LR
37

,4
70

23
,0

40
14

,4
30

58
,3

41
39

,5
58

18
,7

83
10

7,
02

1
91

,3
23

15
,6

98
16

6,
55

0
14

3,
93

6
22

,6
14

21
9,

81
2

19
7,

05
0

22
,7

62

LV
17

5,
70

0
26

,0
80

14
9,

62
0

21
8,

79
6

41
,9

11
17

6,
88

5
27

7,
01

8
85

,4
05

19
1,

61
3

34
4,

72
1

13
0,

24
7

21
4,

47
4

38
5,

10
1

17
1,

94
7

21
3,

15
4

M
C

60
,0

30
20

,6
40

39
,3

90
69

,0
56

24
,4

02
44

,6
54

83
,1

24
31

,0
21

52
,1

03
95

,7
05

38
,6

61
57

,0
44

11
1,

01
4

52
,9

09
58

,1
05

M
TS

89
,5

10
8,

89
0

80
,6

20
97

,1
09

18
,8

01
78

,3
08

99
,7

31
26

,3
66

73
,3

65
12

4,
95

7
41

,4
99

83
,4

58
13

5,
72

7
61

,2
38

74
,4

89

M
N

58
,4

90
12

,0
90

46
,4

00
74

,7
77

20
,7

44
54

,0
33

11
2,

93
2

51
,6

58
61

,2
74

14
9,

31
8

84
09

4
65

22
4

16
7,

61
8

10
1,

72
5

65
,8

93

M
P

10
0,

86
0

8,
43

0
92

,4
30

13
0,

63
6

17
,2

15
11

3,
42

1
15

5,
60

8
28

,1
04

12
7,

50
4

16
7,

14
8

51
,3

93
11

5,
75

5
18

0,
37

6
76

,9
87

10
3,

38
9

PP
16

3,
96

0
27

,0
00

13
6,

96
0

18
6,

11
2

45
,1

56
14

0,
95

6
20

1,
89

3
64

,1
92

13
7,

70
1

26
1,

48
5

12
0,

57
9

14
0,

90
6

31
2,

70
6

15
7,

28
2

15
5,

42
4

Pe
d

8,
86

0
3,

77
0

5,
09

0
12

,3
82

7,
67

8
4,

70
4

15
,4

93
8,

50
0

6,
99

3
18

,0
54

10
,7

41
7,

31
3

21
,2

07
14

,4
50

6,
75

7

Pe
r

66
,3

90
17

,3
20

49
,0

70
79

,8
93

26
,5

70
53

,3
23

10
8,

71
9

41
,2

58
67

,4
61

13
9,

87
6

63
,8

54
76

,0
22

16
9,

86
5

90
,9

01
78

,9
64

SP
M

69
,7

00
23

,2
40

46
,4

60
10

5,
46

3
45

,4
85

59
,9

78
14

7,
77

7
82

,3
76

65
,4

01
21

2,
36

8
16

0,
28

9
52

,0
79

30
1,

74
4

24
4,

57
1

57
,1

73

SR
od

40
,7

30
5,

07
0

35
,6

60
49

,3
76

8,
62

6
40

,7
50

56
,1

44
14

,7
30

41
,4

14
62

,1
44

23
,7

64
38

,3
80

59
,6

29
25

,9
79

33
,6

50

Sa
l

79
,1

40
10

,2
10

68
,9

30
89

,2
04

13
,5

25
75

,6
79

94
,1

73
16

,1
37

78
,0

36
10

1,
81

0
22

,6
68

79
,1

42
96

,3
56

23
,1

26
73

,2
30

Sa
m

43
,0

40
8,

18
0

34
,8

60
53

,4
20

10
,8

67
42

,5
53

64
,5

37
14

,0
18

50
,5

19
75

,2
53

23
,1

59
52

,0
94

91
,8

75
29

,0
46

62
,8

29

SC
15

1,
42

0
29

,9
80

12
1,

44
0

19
4,

03
7

52
,4

55
14

1,
58

2
28

9,
34

0
12

0,
52

9
16

8,
81

1
42

0,
82

0
20

3,
89

4
21

6,
92

6
53

2,
88

0
27

3,
01

8
25

9,
86

2

SJ
15

2,
39

0
27

,1
60

12
5,

23
0

19
0,

62
4

45
,3

98
14

5,
22

6
23

1,
50

9
76

,2
64

15
5,

24
5

25
2,

63
7

10
0,

49
4

15
2,

14
3

24
1,

10
5

11
4,

13
3

12
6,

97
2

SR
am

90
,2

80
7,

08
0

83
,2

00
10

6,
28

9
12

,4
93

93
,7

96
11

9,
86

6
27

,1
50

92
,7

16
16

3,
16

6
64

,8
08

98
,3

58
15

1,
17

9
69

,2
18

81
,9

61

St
go

29
2,

13
0

98
,8

70
19

3,
26

0
38

5,
62

5
17

3,
13

3
21

2,
49

2
53

3,
10

2
29

7,
68

2
23

5,
42

0
71

0,
80

3
42

6,
55

1
28

4,
25

2
90

8,
25

0
60

2,
72

1
30

5,
52

9

SJ
O

41
,6

00
6,

03
0

35
,5

70
48

,2
51

10
,2

43
38

,0
08

60
,3

48
13

,7
78

46
,5

70
61

,9
75

27
,5

76
34

,3
99

62
,3

68
32

,9
20

29
,4

48

Va
l

60
,2

00
24

,0
70

36
,1

30
76

,8
25

38
,7

12
38

,1
13

94
,5

79
50

,8
38

43
,7

41
15

2,
25

7
83

,9
82

68
,2

75
15

8,
29

3
11

4,
15

3
44

,1
40

To
ta

l
3,

04
7,

07
0

92
9,

94
0

2,
11

7,
13

0
4,

00
9,

45
8

1,
59

3,
29

9
2,

41
6,

15
9

5,
54

5,
74

1
2,

88
1,

87
9

2,
66

3,
86

2
7,

29
3,

39
0

4,
09

4,
26

3
3,

19
9,

12
7

8,
56

2,
54

1
5,

44
6,

70
4

3,
11

5,
83

7

An
ex

o
V.2

3
Po

bl
ac

ió
n

do
m

in
ic

an
a

po
r

pr
ov

in
ci

a
19

60
,1

97
0,

19
81

,1
99

3,
20

02
,s

eg
ún

la
s

pr
ov

in
ci

as
ex

is
te

nt
es

en
20

02
a

Pr
ov

in
ci

as
19

60
19

70
19

81
19

93
20

02

To
ta

l
Ur

ba
na

Ru
ra

l
To

ta
l

Ur
ba

na
Ru

ra
l

To
ta

l
Ur

ba
na

Ru
ra

l
To

ta
l

Ur
ba

na
Ru

ra
l

To
ta

l
Ur

ba
na

Ru
ra

l

a
La

po
bl

ac
ió

n
fu

e
re

di
str

ib
ui

da
se

gú
n

el
Ce

ns
o

de
l2

00
2,

to
m

an
do

co
m

o
ba

se
la

in
fo

rm
ac

ió
n

de
lo

sm
un

ici
pi

os
se

gú
n

la
sp

ub
lic

ac
io

ne
so

fic
ia

le
sd

e
lo

sC
en

so
sd

e
19

60
,1

97
1,

19
83

,1
99

1
y2

00
2

b
Sa

nt
o

Do
m

in
go

,e
sl

a
su

m
a

de
lD

ist
rit

o
Na

cio
na

lm
ás

la
pr

ov
in

cia
de

Sa
nt

o
Do

m
in

go
Fu

en
te

:O
DH

/P
NU

D
co

n
in

fo
rm

ac
ió

n
de

la
ON

E



504 / ANEXOS

Anexos Capítulo V

Anexo V.24
Índice de Empoderamiento Individual (IEI)
y tasa de inmigración por provincia, 2002
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Anexo V.25
Coeficiente de emigración y PEA ocupada en la
industria manufacturera (IM) y en hoteles, bares
y restaurantes (HBR), en porcentaje, 2002
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Anexo V.26 Índice de Pobreza Humana (IPH) y % que emigró, 2002

Capítulo V
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Anexo V.27
Porcentaje de la PEA ocupada en la agricultura 
y coeficiente de emigración, 2002
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Anexo V.28 Pobreza rural y % que emigró, 2002

0% 20% 40% 60% 80% 100%
0%

5%

10%

15%

20%

25%

30%

35%

40%

45%

50%

y = 0.43x + 0.01
R2 = 0.63

%
qu

e
em

ig
ró

% pobreza rural por provincias
Fuente: ODH/PNUD con base a Censo 2002

SJO
SRod

MTS ES
SJMBar

Bao

MP
Ind

Dua
Sam

Az

SPMLA
Valv

MN
Per

LV

PP
Esp MC

Daj
Sal

Ped
SRam

LR

SCStgo
SDDN

EP
HM

Anexo V.29 Comparación entre personas que emigraron de su provincia natal y personas que se quedaron en su
provincia natal, por sexo, 2002

Variable Indicador

Hombres Mujeres Total

Emigró No emigró

aPara personas de 15 años o más
bPorcentaje de ocupados que declararon esas profesiones, entre el total de ocupados que declararon una profesión
cPorcentaje de ocupados que declararon trabajar en zonas francas, entre total de personas que declararon una institución
dPorcentaje de ocupados que declararon esa rama, entre el total de ocupados que declararon una rama

Fuente: ODH/PNUD con base en Censo 2002

Urbano/rural % que viven en zona urbana 71.8 74.9 73.4 59.7 62.1 60.9

Edad % entre 18 y 65 años 73.9 75.1 74.5 50.7 51.4 51.1

Educación % con educación post-primariaa 47.5 50.1 48.9 46.8 53.2 50.0

Situación laboral Tasa de desempleo 10.9 14.4 12.5 13.0 16.6 14.4

% legisladores, oficiales, gerentes, profesionales y técnicosb 12.1 12.9 12.5 9.8 12.3 10.8

% empleados en zonas francasc 7.9 12.8 9.9 6.6 12.0 8.7

Rama de actividadd Agricultura y ganadería 6.4 0.9 4.3 13.6 2.0 9.7

Industrias manufactureras 17.9 16.9 17.5 15.9 15.6 15.8

Hoteles, bares y restaurantes 3.6 4.9 4.1 2.8 4.4 3.4

Explotación de minas y canteras 0.2 0.0 0.1 0.2 0.0 0.1

Transporte, almacenamiento y telecomunicaciones 9.5 1.9 6.6 9.3 2.2 6.9

Suministro de electricidad, gas y agua 1.1 0.4 0.8 1.0 0.4 0.8

Construcción 9.6 0.7 6.2 9.3 0.7 6.4

Comercio al por mayor y menor 26.1 21.5 24.4 25.0 22.2 24.0

Administración pública y defensa 8.6 6.2 7.7 6.8 5.6 6.4

Otros servicios 10.6 40.6 22.1 11.4 40.4 21.2

Intermed. financiera y seguros 6.3 5.9 6.2 4.6 6.4 5.2

Total 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0

Hombres Mujeres Total
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Anexo V.30 
Población y extensión por
provincia, 2002

SD 1,817,754 1,296 1,402

DN 913,540 104 8,747

Stgo 908,250 2,837 320

SC 532,880 1,266 421

LV 385,101 2,287 168

PP 312,706 1,853 169

SPM 301,744 1,255 240

Dua 283,805 1,605 177

SJ 241,105 3,569 68

Esp 225,091 840 268

LR 219,812 654 336

Az 208,857 2,532 82

LA 182,020 3,010 60

MP 180,376 2,632 69

Bar 179,239 1,739 103

Per 169,865 792 214

MN 167,618 992 169

Val 158,293 823 192

SRam 151,179 1,196 126

MTS 135,727 1,272 107

MC 111,014 1,924 58

Sal 96,356 440 219

Sam 91,875 854 108

Bao 91,480 1,282 71

ES 89,261 1,787 50

HM 87,631 1,329 66

EP 63,879 1,426 45

SJO 62,368 855 73

Daj 62,046 1,021 61

SRod 59,629 1,111 54

Ind 50,833 2,006 25

Ped 21,207 2,075 10

Total 8,562,541 48,668 176

Provincia Población
Superficie

(KM2)
Densidad

Fuente: Censo 2002
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La emisión de gases de efecto inverna-

dero se ha incrementado sustancialmente a

partir de la revolución industrial. Los gases

de efecto invernadero —como el dióxido de

carbono (CO2), el metano (CH4), el óxido

nitroso (N2O) y el ozono (O3) troposféri-

co— son llamados así porque al incremen-

tarse su concentración en la atmósfera pro-

ducen una retención del calor irradiado

desde la tierra, incrementando las tempera-

turas promedio del planeta. Las concentra-

ciones de estos gases en la atmósfera alcan-

zaron los niveles más altos jamás registrados

durante el decenio de 1990, debido princi-

palmente al consumo de combustibles fósi-

les, la agricultura y cambios en el uso de las

tierras. La década de los 90 fue también la

década más calida en los últimos 1,000 años,

siendo 1998 el año más cálido. La evidencia

científica acumulada demuestra que estos

cambios sólo pueden explicarse por los efec-

tos de la actividad humana (efectos antropo-

génicos). Las consecuencias del calenta-

miento global son muchas y muy variadas.

En general produce cambios a escala global

que implican cambios en factores meteoro-

lógicos, climáticos y biológicos. Entre las

consecuencias ya evidenciadas se incluye:

aumento en el nivel medio del mar, disminu-

ción del espesor de los hielos polares, retiro

de glaciares, aumento en la frecuencia y

magnitud de eventos climáticos extremos

(tormentas y sequías), entre otras. Los

impactos del cambio climático recaerán de

forma desproporcionada en los países en

desarrollo y las poblaciones más desfavoreci-

das de todos los países, aumentando los

peligros para la salud humana, sobre todo,

en la población con menores recursos eco-

nómicos en países tropicales y subtropicales. 

Las amenazas de inundaciones y tor-

mentas aumentan, así como las enfermeda-

des transmitidas por vectores (como las pro-

ducidas por mosquitos) en los elementos

patógenos del agua, la calidad del agua y del

aire, y la disponibilidad y calidad de los ali-

mentos. La productividad ecológica y la

diversidad biológica se verán alteradas por

los cambios climáticos y la elevación del

nivel del mar, con un riesgo creciente de

extinción de algunas especies vulnerables.

Se proyecta que aumenten los problemas

graves en los ecosistemas debido a factores

como incendios, sequías, plagas, invasión de

especies, tormentas y decoloramiento de los

corales. Los problemas causados por el cam-

bio climático, cuando se añaden a otros que

sufren los sistemas ecológicos, pueden cau-

sar daños muy significativos o incluso la pér-

dida total de algunos ecosistemas únicos y la

extinción de especies en peligro. Se proyec-

ta que el aumento de varios grados centígra-

dos hará que suba el precio de los alimentos

en todo el mundo, lo que puede incremen-

tar el riesgo de hambre en las poblaciones

vulnerables.

El cambio climático ha de agravar la es-

casez de agua en muchas zonas del mundo

en que ese recurso ya es insuficiente. Se pro-

yecta que el cambio climático reduzca en

gran medida las reservas de agua dulce dis-

ponibles.  Para el Caribe se prevé una dismi-

nución de por lo menos un 20%. Además, la

calidad del agua dulce se podría ver degrada-

da por la subida de la temperatura del agua.

La población que vive en pequeñas islas

y/o en zonas costeras bajas (este es el caso

de al menos 60% de la población dominica-

na) corre riesgo de sufrir graves consecuen-

Anexo VI.1 El cambio climático y sus efectos en República Dominicana



ANEXOS / 509

AnexosCapítulo VI

cias sociales y económicas derivadas del
ascenso del nivel del mar y los episodios de
tormentas. Muchos asentamientos humanos
estarán más expuestos a un aumento de la
erosión e inundaciones costeras, y las perso-
nas que viven en estas zonas corren el ries-
go de ser desplazadas de dichos lugares.
También corren riesgos los recursos críticos
para la supervivencia en costas o islas, como
las playas, aguas dulces, pesquerías, arrecifes
y atolones coralinos, y los hábitats de espe-
cies silvestres.

Para el caso específico de República
Dominicana, los impactos del calentamiento
global se sentirán fundamentalmente en
escasez de agua para consumo y para pro-
ducción; incremento de la desertificación;
incremento en los daños causados por las
tormentas y huracanes, cuya frecuencia e
intensidad aumentará; inundación de zonas
costeras bajas por efecto de la elevación del
nivel del mar; impactos económicos severos
por afectaciones indirectas a actividades
productivas, principalmente al sector turis-
mo. Por ejemplo, se estima que en la zona
de Bávaro-Punta Cana podrían perderse o

deteriorarse significativamente casi 2 millo-
nes de metros cuadrados de playa, más de
un 90% de la playa existente.

El cambio climático forma parte de la
cuestión más general del desarrollo sosteni-
ble. Por esto, las políticas climáticas pueden
ser más eficaces cuando se integran en estra-
tegias más amplias concebidas para hacer
más sostenibles las vías de desarrollo nacio-
nal y regional. Esto sucede porque los
impactos de la variabilidad y los cambios del
clima, las respuestas de política al problema,
y el desarrollo socioeconómico asociado
afectan a la capacidad de los países para
alcanzar objetivos sostenibles de desarrollo.
De manera inversa, la persecución de estos
objetivos tendrá un efecto en las posibilida-
des y resultados de las políticas climáticas.
En particular, las características socioeconó-
micas y tecnológicas de las diferentes vías de
desarrollo determinarán en gran medida las
emisiones, la velocidad y magnitud del cam-
bio climático, sus impactos, la capacidad
para adaptarse y la capacidad para mitigar
sus consecuencias.

Fuentes: Cambio Climático 2001, Informe de Síntesis. IPCC, 2001. http://www.ipcc.ch/pub/un/syrspanish/spm.pdf
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Anexo VI.2 Porcentaje del territorio que corresponde a bosque, por tipo de bosque y provincia, 2003

Provincia

Bosque 
latifoliado

semi 
húmedo

Bosque
Seco

Total 
bosques

Total 
tierra

Bosque
conífero
abierto

Bosque de
húmedales de

agua dulce
(drago)

Bosque
latifoliado

húmedo

Bosque
latifoliado
nublado

Fuente: SEMARN

Azua 6.0 0.6 4.8 0.3 27.0 38.7 100.0

Bahoruco 0.7 0.2 2.1 1.8 16.3 21.0 100.0

Barahona 1.6 12.7 1.8 19.0 35.1 100.0

Dajabón 17.9 0.4 2.7 6.2 27.2 100.0

Distrito Nacional 0.0 4.0 0.2 1.8 6.0 100.0

Duarte 0.0 1.0 17.4 0.5 3.4 0.0 22.4 100.0

El Seibo 0.0 22.0 1.6 2.6 26.3 100.0

Elías Piña 8.9 0.4 6.3 0.3 15.3 31.1 100.0

Espaillat 0.0 17.5 0.0 0.7 9.6 27.9 100.0

Hato Mayor 0.0 32.7 0.0 1.4 34.1 100.0

Independencia 12.7 3.3 2.3 17.8 36.2 100.0

La Altagracia 0.0 6.5 0.0 21.3 27.9 100.0

La Romana 0.1 1.1 0.3 22.2 23.6 100.0

La Vega 22.0 3.7 17.0 0.0 6.6 49.2 100.0

María Trinidad Sánchez 0.0 1.1 17.1 0.1 3.9 22.3 100.0

Monseñor Nouel 7.3 12.1 26.2 3.4 2.1 51.1 100.0

Montecristi 0.0 0.1 0.0 0.1 17.5 17.7 100.0

Monte Plata 0.1 24.6 0.7 5.7 31.1 100.0

Pedernales 13.1 2.3 1.7 0.9 31.4 49.4 100.0

Peravia 1.0 2.4 14.9 4.6 0.0 22.9 100.0

Puerto Plata 21.2 0.0 1.5 10.2 32.9 100.0

Salcedo 0.0 20.4 0.7 5.0 26.1 100.0

Samaná 0.0 2.6 29.0 11.6 43.2 100.0

San Cristóbal 1.8 19.7 11.0 10.3 42.7 100.0

San José de Ocoa 11.7 3.8 26.2 5.0 6.2 53.0 100.0

San Juan 13.3 0.1 5.7 4.7 14.4 38.3 100.0

San Pedro de Macorís 0.0 1.6 0.0 10.1 11.7 100.0

Sánchez Ramírez 0.1 22.0 0.1 5.6 27.9 100.0

Santiago 19.6 4.5 7.8 0.1 14.8 46.8 100.0

Santiago Rodríguez 20.7 7.0 4.1 8.8 40.5 100.0

Santo Domingo 0.1 9.3 0.1 10.5 20.1 100.0

Valverde 0.0 2.1 0.0 1.5 18.9 22.5 100.0

Total 6.1 0.1 9.3 4.3 4.3 9.3 33.4 100.0
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Anexo VI.3 Distribución porcentual de territorio boscoso por provincia, por tipo de bosque, 2003

Provincia

Bosque 
latifoliado

semi 
húmedo

Bosque
seco

Total 
bosques

Total 
tierra

Bosque
conífero
abierto

Bosque de
húmedales de

agua dulce
(drago)

Bosque
latifoliado

húmedo

Bosque
latifoliado
nublado

Fuente: SEMARN

Azua 5.5 0.3 6.4 0.4 16.3 6.5 5.6

Bahoruco 0.3 0.1 1.3 1.1 4.6 1.6 2.6

Barahona 0.9 4.7 1.5 7.0 3.6 3.4

Dajabón 6.1 0.1 1.3 1.4 1.7 2.1

Distrito Nacional 0.0 0.1 0.0 0.1 0.0 0.2

Duarte 0.0 32.0 6.5 0.4 2.7 0.0 2.3 3.4

El Seibo 0.0 8.8 1.4 2.3 2.9 3.7

Elías Piña 4.3 0.1 4.4 0.2 4.9 2.8 3.0

Espaillat 0.0 3.3 0.0 0.3 1.8 1.4 1.7

Hato Mayor 0.0 9.8 0.0 0.9 2.8 2.8

Independencia 7.6 2.9 1.9 7.0 4.0 3.7

La Altagracia 0.0 4.4 0.1 30.7 5.2 6.2

La Romana 0.0 0.2 0.1 6.9 1.0 1.3

La Vega 17.1 1.9 19.0 0.0 3.4 7.0 4.8

María Trinidad Sánchez 0.0 26.1 4.7 0.1 2.3 1.7 2.5

Monseñor Nouel 2.5 2.7 12.8 1.6 0.5 3.2 2.1

Montecristi 0.0 0.1 0.0 0.1 7.4 2.1 3.9

Monte Plata 0.1 14.5 0.8 7.2 5.1 5.5

Pedernales 8.9 1.0 1.6 0.9 14.0 6.1 4.1

Peravia 0.3 0.4 5.7 1.7 0.0 1.1 1.6

Puerto Plata 8.7 0.0 1.3 4.2 3.7 3.8

Salcedo 0.0 2.0 0.2 0.5 0.7 0.9

Samaná 0.0 41.9 5.5 4.7 2.3 1.8

San Cristóbal 0.8 5.5 6.7 6.2 3.3 2.6

San José de Ocoa 3.4 0.7 11.0 2.1 1.2 2.8 1.8

San Juan 15.3 0.1 9.3 7.7 10.9 8.1 7.1

San Pedro de Macorís 0.0 0.5 0.0 6.1 0.9 2.6

Sánchez Ramírez 0.0 5.9 0.1 3.3 2.1 2.5

Santiago 18.8 2.8 10.8 0.1 9.4 8.3 5.9

Santiago Rodríguez 7.9 1.8 2.2 2.2 2.9 2.4

Santo Domingo 0.0 2.7 0.1 6.6 1.6 2.7

Valverde 0.0 0.4 0.0 0.6 3.5 1.1 1.7

Total 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0
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Anexo VI.4
Porcentaje de hogares que declararon sufrir de contaminación en el Censo 2002, según fuente
de contaminación, por provincia

Provincia
Ninguna
contami-
nación

Música
alta

Pocilga 
- granja

Ruidos
fábrica
o taller

Ruidos
planta

Humo
o gases

Desechos
fábrica

Envasa-
dora

Bomba
gasolina

Ruido
vehículos

Basura
Aguas

estancadas
Cañada

a Diferencia Interprovincial

Fuente: ODH/PNUD con base en el Censo 2002

Az 35.3 32.6 15.7 9.7 10.7 8.5 8.9 1.9 1.1 1.1 0.6 0.7 0.5

Bao 35.4 30.9 23.1 11.5 6.8 9.6 7.9 1.5 0.8 0.8 0.2 0.3 0.2

Bar 35.1 33.4 16.9 14.3 7.5 9.6 6.4 3.1 2.2 2.8 0.9 0.5 0.5

Daj 43.9 32.1 8.9 8.1 9.6 8.5 10.7 2.3 2.1 0.5 0.5 0.2 0.4

DN 29.7 34.4 17.1 17.4 13.4 18.1 1.2 6.3 9.6 6.1 2.5 1.5 2.2

Dua 33.3 36.1 13.8 15.2 12.5 9.4 13.0 3.5 3.5 1.8 0.9 0.5 0.5

EP 46.0 27.1 14.1 7.3 11.1 4.5 4.2 0.8 1.1 0.1 0.1 0.2 0.0

ES 39.6 23.9 14.1 18.1 16.5 6.2 9.3 2.2 1.6 0.9 0.6 0.3 0.2

Esp 39.0 25.8 11.5 8.8 11.0 6.7 22.8 2.7 2.5 1.6 0.7 0.6 0.4

HM 36.8 24.5 21.7 23.3 18.1 9.4 6.5 2.8 2.2 1.4 0.9 0.1 0.4

Ind 34.1 36.7 19.6 11.2 5.9 7.5 5.8 1.1 0.7 0.4 0.2 0.1 0.2

LA 39.2 22.7 16.9 22.8 14.6 8.2 5.8 3.3 3.3 1.4 0.9 0.4 0.5

LR 44.7 20.0 21.1 12.2 3.2 6.7 2.4 2.6 2.3 3.8 1.0 0.2 0.8

LV 37.1 30.4 13.8 13.5 12.3 8.9 12.1 3.4 2.7 2.9 1.2 0.8 0.5

MC 40.3 31.8 17.6 11.2 7.2 9.1 10.9 2.5 3.3 1.1 0.6 0.3 0.6

MN 37.7 33.4 13.0 11.4 11.2 9.6 8.8 4.0 2.4 3.4 1.0 0.6 0.7

MP 32.8 32.9 16.8 18.2 13.3 10.5 11.2 2.3 1.8 0.8 0.5 0.3 0.3

MTS 37.5 32.8 14.1 16.9 13.8 10.0 9.2 3.1 3.2 1.3 1.0 0.5 0.5

Ped 41.4 24.0 15.8 12.5 3.0 7.2 12.6 1.2 1.4 0.3 0.3 0.1 1.0

Per 36.8 35.3 13.6 13.3 9.6 12.3 9.8 3.0 2.6 2.1 0.7 0.7 0.9

PP 36.4 25.9 19.8 14.7 16.1 9.9 9.9 2.7 3.5 2.2 0.9 0.4 0.5

Sal 43.8 27.9 10.3 7.0 8.7 6.8 16.1 2.5 2.3 1.7 0.6 0.4 0.3

Sam 37.5 33.7 14.7 10.9 15.3 11.3 5.9 2.2 2.2 0.6 0.5 0.9 0.4

SC 29.8 37.5 16.7 16.2 17.0 14.0 8.1 4.4 4.1 7.3 2.0 1.4 0.8

SD 26.1 29.4 29.7 23.4 20.3 16.1 4.4 4.7 3.4 3.5 1.7 2.7 1.3

SJ 40.1 33.6 13.5 10.7 11.6 8.8 4.2 3.2 1.3 1.1 0.7 0.4 0.6

SJO 41.0 33.7 11.0 7.1 12.0 9.0 8.0 1.9 1.8 1.5 0.4 0.4 0.2

SPM 38.7 24.9 21.5 19.4 6.1 9.8 4.5 2.9 3.0 3.6 1.3 1.2 0.6

SRam 34.4 33.3 17.2 15.5 15.6 9.5 12.1 4.1 3.0 2.2 1.5 0.5 0.4

SRod 47.0 29.8 6.0 9.3 13.0 7.2 9.1 3.8 1.9 1.6 1.0 0.2 0.7

Stgo 41.1 24.2 14.5 12.0 15.0 10.1 7.3 3.7 3.2 4.7 1.4 1.3 0.8

Val 42.1 26.4 12.3 14.1 14.0 7.9 10.5 3.5 2.5 2.2 0.8 0.9 0.5

Nacional 34.5 30.0 18.8 16.2 14.2 11.9 7.1 3.8 3.7 3.4 1.3 1.2 0.9

DIa 13% 15% 29% 33% 36% 29% 48% 39% 60% 79% 60% 88% 69%
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Anexo VI.5 Ordenanzas relacionadas con la gestión ambiental del territorio municipal, elaboradas 
por iniciativas de las respectivas UGAM

Municipio Fecha de aprobaciónOrdenanza

Fuente: IRG – USAID, diciembre 2006

Barahona 15 septiembre 2006

25 mayo 05

04 mayo 05

04 mayo 05

08 febrero 05

1 agosto 2006

28 abril 05

14 marzo 06

30 noviembre 2004

2006

2004

1. Sobre el control de emisión de ruidos molestosos y perjudiciales para el medio ambiente,
los recursos naturales y la salud humana.

2. Rechazar en el municipio la instalación de una planta eléctrica de carbón.

Haina 1. Sobre el procedimiento para el otorgamiento del permiso o carta de no objeción para proyec-
tos o actividades nuevas a ser instaladas en el municipio de Haina.

2. Sobre el control de emisión de ruidos molestosos y perjudicial para el medio ambiente, los
recursos naturales y la salud humana.  

3. Sobre el lavado de vehículos de motor en los ríos, arroyos y lagunas y el abandono chatar-
ras del municipio de Haina.

San Gregorio de Nigua 1. Sobre el uso de los espacios públicos.

2. Sobre el control de emisión de ruidos molestosos y perjudiciales.

Santo Domingo Norte 1. Sobre el control y regulación de la generación y manejo en la fuente, recolección y disposi-
ción final de los desechos biomédicos.

2. Sobre el control de emisión de ruidos molestosos y perjudiciales para el medio ambiente,
los recursos naturales y la salud humana. 

Santo Domingo Oeste 1. Sobre el control y regulación de la poda de la floresta urbana.

2. Sobre calidad del aire y control de 1emisiones a la atmósfera.

3. Sobre el control de emisión de  ruidos molestosos y perjudicial para el medio ambiente, los
recursos naturales y la salud humana.

Vicente Noble 1. Que prohíbe lavar vehículos de motor en los ríos, arroyos y lagunas, y abandonar chatarras
en lugares públicos y  carreteras  del municipio de Vicente Noble.

2. Que promueve la creación de una mancomunidad de municipios y ordena la realización de
los estudios necesarios para la construcción de un relleno sanitario controlado en el munici-
pio de Vicente Noble. 

3. Sobre control de emisión de ruidos molestosos y perjudiciales para el medio ambiente, los
recursos naturales y la salud humana.

Villa Altagracia 1. Sobre el control de descargas de efluentes líquidos provenientes de los talleres de mecáni-
ca, venta de repuestos de partes de automóviles y otros vehículos de motor y lavaderos de
vehículos. 

2. Sobre el vertido de aguas servidas y excrementos humanos a las calles, aceras, cunetas,
cañadas, arroyos, ríos del municipio de Villa Altagracia. 

Ayuntamiento del
Distrito Nacional

1. Reglamento de aseo urbano.

2. Normativa de arbolado urbano.



514 / ANEXOS

Anexos Capítulo VI

Norma ambiental sobre calidad de aguas subterráneas y descargas al subsuelo Julio 2004

Norma para la gestión integral de desechos infecciosos (biomédicos) Julio 2004

Normas ambientales para la gestión ambiental de residuos sólidos no peligrosos Junio 2003

Normas ambientales para la protección contra ruido Junio 2003

Normas para la gestión ambiental de desechos radioactivos Junio 2003

Norma para la gestión ambiental de marinas y otras facilidades que ofrecen Marzo 2003
servicios y embarcaciones recreativas

Normas ambientales para las operaciones de la minería no metálica Mayo 2002

Procedimiento de evaluación de impacto ambiental Marzo 2002

Normas y procedimientos para los permisos forestales Junio 2001

Normas técnicas para el establecimiento y certificación de plantaciones forestales Junio 2001

Normas técnicas forestales para planes de manejo forestal Junio 2001

Normas técnicas forestales. Ruta nacional de transporte de productos forestales Julio 2001

Normas de calidad del agua y control de descarga Julio 2001

Normas ambientales sobre la calidad del aire y control de emisión atmosférica Julio 2001

Anexo VI.6 Listado de normas técnicas ambientales emitidas y vigentes, 2006

Norma Fecha

Fuente: SEMARN, 2006: www.medioambiente.gov.do.

El Acuerdo de Libre Comercio entre Re-
pública Dominicana-Centroamérica y EE.UU.
(RD-CAFTA), firmado el 5 de agosto de 2004,
es un convenio histórico que establece la
segunda zona de libre comercio más impor-
tante de América Latina para exportaciones
estadounidenses. Bajo este acuerdo, Repú-
blica Dominicana se suma al Acuerdo de
Libre Comercio de América Central
(ALCAC/CAFTA) firmado previamente en
2004 entre Costa Rica, El Salvador, Guate-
mala, Honduras y Nicaragua. Una vez que
entró en vigor el acuerdo RD-ALCAC/CAFTA
se eliminó de inmediato el 80 % de los aran-
celes y el resto se eliminará paulatinamente
en el transcurso de 10 años.

El Tratado consta de 22 capítulos (más
anexos) algunos de los cuales establecen
compromisos normativos (no de índole
comercial, aunque su incumplimiento tiene
implicaciones comerciales). El capítulo 17 se
refiere al medio ambiente. En éste, los signa-

tarios asumieron, entre otros, los siguientes
compromisos:

• Cada parte se compromete a mantener
niveles altos de protección ambiental y a
mejorar sus propios estándares. 

• Cada parte se compromete a fiscalizar
adecuadamente la propia legislación en
materia ambiental, sin debilitarla para
facilitar intercambios comerciales.

• Cada parte garantiza el acceso de proce-
sos judiciales y/o administrativos para
reparar y/o sancionar las violaciones a las
propias legislaciones ambientales.

• Cada parte garantiza la imparcialidad de
los tribunales encargados de sancionar
las violaciones a la propia legislación
ambiental.

• Cada parte promoverá el uso de mecanis-
mos voluntarios de cumplimiento
ambiental.

• Cada parte garantiza el público acceso a
todas las informaciones relacionadas con

Anexo VI.7 Medio Ambiente y DR CAFTA
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el cumplimiento del capítulo 17, así como

solicitará la participación del público en

consultas cuando éstas fueren necesarias.

• Cada parte se compromete a cumplir con

los acuerdos multilaterales medioam-

bientales (AMUMAS) de los cuales es sig-

nataria, y las partes se comprometen a

darse apoyo en el cumplimiento de

dichos acuerdos.

• Se establece un acuerdo de cooperación

ambiental entre las partes, cuya finalidad

es la de fortalecer las capacidades nacio-

nales en el cumplimiento de la propia

legislación ambiental y de lo acordado en

el capítulo 17.

Implicaciones del capítulo 17
sobre el desarrollo humano
El Informe Nacional de Desarrollo Hu-

mano del 2005 analizó las implicaciones que

el tratado tiene en términos de desarrollo

humano para el país, cuyas conclusiones fue-

ron: “es muy difícil presentar al DR-CAFTA

como un caso de política comercial que va

en la dirección de contribuir al fortalecimien-

to de la competitividad y el desarrollo huma-

no. Por el contrario, algunos de sus aspectos

más importantes parecen comprometerlo,

mientras la defensa de las virtudes del acuer-

do reside en una base conceptual que, dife-

rente al paradigma de desarrollo humano,

asume que existe una vinculación automáti-

ca entre mayor comercio y más bienestar”

(INDH 2005). Es cierto que no existe una

relación directa entre comercio y bienestar;

sin embargo, las virtudes del acuerdo radi-

can precisamente en los capítulos normati-

vos (Laboral, Compras Gubernamentales y

Ambiental), por las implicaciones de com-

promiso y responsabilidad implícitas en los

mismos, las cuales son condiciones previas a

la gobernanza (necesaria no sólo en la ges-

tión de un tratado de libre comercio, sino en

la gestión de los procesos de desarrollo). En

otras palabras: los capítulos normativos del

tratado llevan implícitas condiciones de co-

rrección a algunos de los déficits  institucio-

nales que actualmente limitan el desarrollo.

Desde la perspectiva de la gestión am-

biental, el capítulo sobre Propiedad Inte-

lectual, también normativo, es el único que

detenta disposiciones que dificultan la trans-

ferencia de conocimiento sobre tecnologías

y procesos necesarios para garantizar la cali-

dad ambiental. No existe en él ninguna cláu-

sula que facilite el intercambio de la informa-

ción necesaria para lograr la apropiación de

los países en desarrollo que conforman el

tratado, de las tecnologías que permiten una

mejor aplicación de la propia legislación

ambiental o que disminuyen el impacto eco-

nómico del cumplimiento ambiental por

parte de la industria local. Las disposiciones

establecidas en dicho capítulo son la eviden-

cia práctica de que el optimismo tecnológico

que se argumenta cuando políticamente se

habla de la equidad con las generaciones

futuras, no es una cuestión de avance en la

investigación, sino un problema de acceso (y

costo) del conocimiento.

Fuente: ODH, 2006 basándose en el texto del acuerdo, e INDH 2005, p. 60
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Anexo VI.8 Marco legal e institucional de la gestión del agua en República Dominicana

Institución Responsabilidad legalMarco Legal

Secretaría de Estado de Medio Ambiente
y Recursos Naturales (SEMARN).

• Ley 64-00 (Ley General sobre Medio
Ambiente y Recursos Naturales, de agos-
to de 2000).

• Ley No.487, del 15 de octubre de 1969,
y su reglamento No.2889, del 20 de
mayo de 1977, de Control de la
Explotación y Conservación de las Aguas
Subterráneas.

• Normas ambientales sobre calidad de
agua y control de descargas.

• Normas Ambientales sobre Calidad de
Agua Subterránea y Descargas al
Subsuelo.

• Establecer y gerenciar el Sistema Nacional de Información
Ambiental y de Recursos Naturales.

• Garantizar el derecho de la población a tener acceso a
información oportuna sobre el estado de su medio
ambiente.

• Establecer monitoreo de calidad de agua en fuentes, tanto
superficiales como subterráneas.

• Almacenar las informaciones recolectadas por otras insti-
tuciones y por el sector privado sobre la calidad del medio
ambiente.

• Clasificar las fuentes de agua por su calidad.
• Establecer planes y objetivos de calidad de agua por cuen-

cas o partes de ellas.
• Fiscalizar el cumplimiento de las normas, incluyendo

planes de monitoreo y automonitoreo de aguas residuales.

Secretaría de Estado de Salud Pública y
Asistencia Social (SEESPAS).

• Ley 42-01 (Ley General de Salud, de
marzo del 2001).

• Reglamento General de Agua para
Consumo Humano90.

• Establecer políticas, normas y reglamentos que regulen la
calidad sanitaria del agua para consumo humano.

• Establecer un Plan Nacional de Calidad del Agua para
Consumo Humano

• Monitorear la calidad del agua y de los servicios de agua
potable.

• Supervisar y fiscalizar a las instituciones prestadoras de
los servicios de agua potable y saneamiento.

• Mantener una base de información sobre la calidad del
agua para consumo humano.

Instituto Nacional de Recursos
Hidráulicos (INDRHI).

• Ley 6, de 1965, Ley de creación del
INDRHI.

• Ley 5852, de 1962, sobre Dominio de
Aguas Terrestres y Distribución de Aguas
Pública.

• Hasta agosto de 2000 fue el organismo rector de los recur-
sos hídricos en el país.

• Velar, en coordinación con la SEMARN, por la conser-
vación de los recursos hídricos nacionales;

• Controlar la calidad de las aguas usadas para riego.

Instituto Nacional de Agua Potable y
Alcantarillado (INAPA).

• Ley 5994, de 1962, ley de creación del
INAPA.

• Ley General de Salud.
• NORDOM91.

• Institución autónoma y descentralizada, adscrita a la
Secretaría de Estado de Salud Pública, responsable del
abastecimiento de agua potable y prestación de servicio
de alcantarillado sanitario en todo el territorio nacional
(posteriormente, sus competencias se limitaron a los
territorios no servidos por la CAASD y las CORAAs).

• Control de la calidad del agua potable en los sistemas de
abastecimiento.

• Control de la calidad de las aguas residuales a la salida de
las plantas de tratamiento.

• Reportar los resultados de sus monitoreos a la SESPAS.

Corporaciones de Acueducto y
Alcantarillado

• Diversas leyes de creación.
• Ley General de Salud.
• NORDOM.

• La CAASD fue la primera en crearse, su jurisdicción abar-
ca el Distrito y la provincia de Santo Domingo.

• La CORAASAN en la provincia de Santiago.
• CORAAPLATA en la provincia de Puerto Plata.
• CORAAMOCA en la provincia Espaillat.
• COAAROM en la provincia de la Romana.
• Todas tienen fundamentalmente las mismas funciones y

responsabilidades que el INAPA en sus respectivos territo-
rios, aunque difieren en su estructura institucional.
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Desde 1983 el Instituto Nacional de Re-

cursos Hídricos (INDRHI) ha llevado a cabo

un proceso de transferencia de los sistemas

de riego a la población usuaria, que ha dado

como resultado que en la actualidad haya 4.9

millones de tareas (aproximadamente 307

mil hectáreas ó 3,077 km2, lo que equivale a

un 6% del territorio nacional) bajo riego,

controladas por 31 organizaciones de regan-

tes (28 juntas y 3 asociaciones independien-

tes), que agrupan a 89,000 personas y mane-

jan 276 sistemas de riego.  

El proceso comenzó en 1985 con finan-

ciamiento internacional y desde entonces ha

recibido apoyo  del Banco Interaméricano de

Desarrollo (BID) y el Banco Mundial. 

La transferencia de los sistemas de riego

a las y los usuarios se hace en el marco legal

establecido por la Ley 5852, de 1962, sobre

dominio de aguas terrestres y distribución

de aguas públicas, y el decreto 79, de 2001,

que introduce el término asociaciones de

regantes y confiere al INDRHI la responsabi-

lidad de formar dichas asociaciones, de regu-

lar su funcionamiento y de procurar que el

pago se haga por volumen del agua que la

entidad suministra. 

Para establecer la relación legal entre el

INDRHI y la asociación de usuarios (juntas

de regantes o, en tres casos, asociaciones de

regantes) se establece un Convenio o Con-

trato de Transferencia que define qué es lo

que se delega, cuáles son las responsabilida-

des respectivas, las limitaciones de las atri-

buciones de la junta o asociación en la ope-

ración del servicio y el poder que puede

ejercer sobre sus miembros o asociados. De

forma previa a la firma del convenio o con-

trato, la junta o asociación debe haber obte-

nido personería jurídica como organización

sin fines de lucro. El convenio especifica las

obligaciones que adquiere la organización

de regantes, que incluyen: conservar en

buen estado la infraestructura entregada, lo

mismo que los bienes muebles o inmuebles

traspasados; dar el debido uso y administrar

los bienes entregados; efectuar el manejo

del agua, aplicando criterios de solidaridad,

eficiencia, igualdad y economía; recaudar el

valor de las tarifas establecidas como pago

de los servicios de suministro de agua a los

usuarios; respetar y hacer respetar los esta-

tutos y reglamentos; planificar y presentar al

INDRHI los informes que sean requeridos.

En todos los casos, el INDRHI conserva la

responsabilidad de mantener y operar las

Anexo VI.9 Las juntas de regantes: experiencia de gestión descentralizada
del agua

Anexo VI.8.  cont. Marco legal e institucional de la gestión del agua en República Dominicana

Institución Responsabilidad legalMarco Legal

Fuente: ODH, 2006

Corporación Dominicana de Empresas
Eléctricas Estatales CDEEE.

Empresa Generadora Hidroeléctrica.

• Ley General de Electricidad. • Planifica, diseña, construye y opera aprovecha-
mientos hidroeléctricos.
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obras de captación y las redes primarias.

Igualmente sigue siendo el Estado el que

realiza las grandes inversiones en infraes-

tructura.

Desde el punto de vista del INDRHI, el

proceso tiene cuatro componentes básicos: 

(1) Motivar y capacitar a las y los usuarios

para que se agrupen y organicen en jun-

tas de regantes, las cuales están estructu-

radas en los niveles de núcleos, asocia-

ciones y juntas. 

(2) Lograr que las organizaciones obtengan

personería jurídica. 

(3) Transferir a la junta o asociación el res-

pectivo sistema de riego mediante con-

venio legal. 

(4) Continuar impartiendo enseñanzas y

capacitación, así como fortaleciendo el

desarrollo institucional de las juntas. 

Las y los usuarios organizados en las

juntas controlan las áreas bajo riego, dispo-

nen de la tierra y del agua necesaria y segura

para sus iniciativas productivas, tienen fuerza

de trabajo suficiente, recaudan crecientes

cantidades de fondos que les permiten tecni-

ficar el riego, así como mejorar las labores

agrícolas. Considerándolas como unidad, las

juntas son el principal consumidor de insu-

mos agrícolas y el principal productor en las

zonas que controlan.

Entre los principales logros del esque-

ma de transferencia de los sistemas de riego

a las y los usuarios se citan el incremento de

la eficiencia en el uso del agua, la cual ha

aumentado del 20% en 2001 al 37% en 2005;

una mayor eficiencia en el cobro de la tarifa,

la cual refleja mejor los costos operativos de

los sistemas, aunque no necesariamente la

recuperación de la inversión en infraestruc-

tura, ni incorpora los costos de conservación

del recurso (pago de servicios ambientales);

también se destaca el control sobre la distri-

bución del agua y la garantía de suministro,

el fortalecimiento de las organizaciones, la

capacitación, la disminución de los conflictos

y la prestación de servicios agrícolas a las y

los usuarios.

Fuente: ODH 2006, basado en INDRHI, 2006. Las juntas de regantes: la gobernanza del riego.
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Fuente: ONE, República Dominicana en cifras, 2004, y SEMARN,  Dirección de Información Ambiental y Recursos Naturales, 2007

Anexo VI.10 
Población residente en zonas de montaña (500 metros o más
sobre el nivel del mar), según provincia, 2002

Población 
total

% de 
montaña

Población de
montaña

Provincia

Azua 66,636 208,857 31.9

Bahoruco 17,489 91,480 19.1

Barahona 40,372 179,239 22.5

Dajabón 20,785 62,046 33.5

Distrito Nacional 0 913,540 0.0

Duarte 19,010 283,805 6.7

El Seibo 23,914 89,261 26.8

Elías Piña 33,147 63,879 51.9

Espaillat 47,926 225,091 21.3

Hato Mayor 11,81 87,631 1.3

Independencia 12,142 50,833 23.9

La Altagracia 17,421 182,020 9.6

La Romana 0 219,812 0.0

La Vega 144,435 385,101 37.5

María Trinidad  Sánchez 96,03 135,727 7.1

Monseñor Nouel 50,370 167,618 30.1

Montecristi 67,65 111,014 6.1

Monte Plata 12,227 180,376 6.8

Pedernales 4,885 21,207 23.0

Peravia 14,697 169,865 8.7

Puerto Plata 63,451 312,706 20.3

Salcedo 45,196 96,356 46.9

Samaná 58,023 91,875 63.2

San Cristóbal 98,995 532,880 18.6

San José de Ocoa 49,772 62,368 79.8

San Juan 122,550 241,105 50.8

San Pedro de Macorís 0 301,744 0.0

Sánchez Ramírez 24,606 151,179 16.3

Santiago 130,805 908,250 14.4

Santo Domingo 4,050 1,817,754 0.2

Valverde 14,548 158,293 9.2

Total 1,172,712 8,562,541 13.7
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